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A 

.■{ltdkñciú\ {su sifniluinúnto ctt tos inh rtfutos), — Xo habien- 
do >idu señalada Ikiji> apcrcil liiiiieiitn la audiencia de ley en 
u ii interdiclu, curres] Hindc designarla nuevamente iiajo el 
aiiereibiniieiiti» tle que tendrá llttfar eun la liarte que enn- 

curra. Página 191. 
■ 

c 

Cámara l'edeial cte Córdoki. Interpretación Art. 21. ley -U»55 — 
l-i ( amara Federal de CónMia se «mipone ■ U- tres miem- 
bms (arl. 12. ley 4055) y necesita de los tres magistrados 
para dictar rcsluctón q sentencia de tribunal (art. 21 de dielia 
ley), y u» existe disposición alguna lejpil ni reglamentaria 
c|iiL facnlie a las Cámaras Fedérales a producir pronuncia- 
miento ^it i ta intervención de tottos sus miembro*, aún euan- 
i[m ta mayoría de dus, con el quorum de tres, sea suficiente 
para resolver, Página 2K3. 
Codujo de procedimientos, i . Ipnulice Átt.ttl}. - V.\ articulo '¿ 
del l Vidi^o de Procedimiento en lo Civil y Comercial de la 
Capital no e> contrario al arl. É-Í09 del Código Civil. Pá- 
gina 2S7, 

Competencia, dcchtíh personóles. 1*1 juez competente para 
conocer étl Itis pleitos en que se ejercitan acciones Jier- 
m males, es el del Intuir con venido explícita o ituplieila- 
ineulc im |*aric- para el cumplimiento del contrato, 
i uW|uii ra que sean la> premiaciones (pie se damanden, 
priucÍ{vtU> o nccesorias. Tapiña o. 
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C&mpeh nait. — Comprnlsido que \u compañía demandada, con 
establwúnieuto principal en la Capital Federal, tenia una 
MUitrsíil tu la Priviucia de San Luis, corrígemele a Jos 
jueces de ésta, sin |>erjukto del fuero, el eom>citUÍento 
tk* tina demanda |>or daños y t>erjutcios que se hacen deri- 
var de que a wsqiiferteiiehtu de un agente de la compañía, en 
San Luis, le fué secuestrado al actor un automóvil que 
este había adquirido de un agente de aquélla. (Art. 90, in- 
ciso 4» del Código Civil). Página u . 

Ow»^rrW¿r. — CájifresiJOlKle a la justicia federal el conoci- 
miento «le nna causa |Mir agresión o ataque a mano armada 
contra un empleado de un íern ►carril nacional en virtud 
do un acto realizado en #$emm de sus funciones. (El ca- 
so se aparta M Código Penal, art. ItH. jarágraío tercero, 
parí W&F comprendido en la ley general de ferrocarri- 
les. Página 14, 

g m p00(tfo, - Corresponde atribuir mayor eficacia legal al te* 
tiinoiiio de cuatro testigos, uno de ellos el médico del cau- 
sante y los ittros comineros de traliajo de éste, que co- 
rroboran mis afirmaciones jjof circunstancias precisas, que 
:ü de «los testigos qm- no acreditan la razón de sus dichos, 
para dejar establecida cuál fué el último domicilio del tic 
titjtts; máxime cuando el testimonio de estos testigos se 
halla eorrol>orado i*>r la partida de defunción. Página 17 

CrtliiM.WW. — Acreciendo que el que opuso la exección do 
incompetencia declinado la jurisdicción del juzgado ante 
el que fué demandado, denota la decisión de mantener suh- 
sisténte la excepción, corresponde (pie ésta sea substancia- 
da y resuella i^r el juez, respective* con arreglo a dere- 
cho. Página 5$ 

Competencia. — Tanto la Constitución Nacional como la ley 
4K, han consagrado los principios de que la Corte Supre- 
ma es rómpeteme tiara conqxler a las provincias al pago de 
sus deudas o hacer cumplir sus propias sentencias, atrtbu- 
vn ido a la uÚMua el conocimiento uriginarin «le las causas 
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que se susciten filtre una provincia y los vecinos de otra 
íarts. 100 y. 101 de la Constitución, y art. 1*. inciso í* y 
8 <le la ley 48). sea aquella aetora o demandada Pág. 12í>. 
gpmpetem iit. — Corresiwrole al Juez tte la sucesión conocer de 
una demanda de división de condominio intentada par un 
heredero de un inmueble comprendido en el res^Mm ini- 
cio sucesoria. Papua 401 
Contpetcuehi de Ui Corle Suprema, ver impuesto a las herencias.— 
Habiéndose sostenido que la interpretación dada en el caso 
a la ley local de impuesto a las herencias es contraria al 
Código Civil, existe por eso mismo una cuestión de especie 
constitucional de conqHteneia ¡le la Corte Suprema, desde 
(pie afielaría tos principios c< insidiados por los artículos í>7. 
inciso 11. IUS y \\ de la ley fundamental. Página 219, 
Competencia (Domicilio i. Kl )"™ ,kl domicilio mpüfc\ 
constituido a tos efectos del cumplimiento de la obliga- 
ción de cu va ejecución se trata, es el competente pm ffl®* 
eer del respectivo juicio. Arl>, 101. 102 y 1 197 del Códi- 
go Civil. Página 97. 
Competencia {thnnicilio Esa viuda conserva el domieilio 

qítie tuvo su marido mientras no se establezca en otra par- 
te. (Art. 90. inciso 9?, Código Civil), 
l*;i domicilio se conserva con la sola intención de no cam- 
biarlo o de no adoptar otro. (Art. 99). Página 280, 
Cowwso Civil ; ver privilegios ley 11.077. - Las provincias 
i-n sn carácter de persona* jurídicas, no gozan de privi- 
legio o preferencia alguna ante las deposiciones del dere- 
común (arts. 30 y signieiitcs del Código Civil,, estan- 
do, asimismo, regidas l*>r ellas en sus relaciones con las 
demás personas, como la ha declarado la Corte Suprema 
npciidamentc y en el fallo reciente pronunciado en el caso 
.Ir Puebla v. Mein loza, tío siendo discutible, en consecuen- 
cia, la aplicación a la adora de la ley 1 1 .077. «pie por su 
contenido v | M »r sn texto expreso, forma parte del Código 
Civil, incorporad., al título de la extinción de las obligacio- 
nes (art. 3*). 
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Hallándole é demandado en las condiciones previstas cu 
el an. 1" de la ley 11.077. corresponde su absolución. 

1'ágilia 203. 

D 

Ih fmudtttioii a h ívV"/<í Aduaneru. — Carece de valor d per- 
miso acordado por un go1>crnador interino de territorio en 
funciones aduaneras jxira trasladar al exterior (Guie), 
una partida de animales lanares con el uhjcto «le esquilar- 
los, si acrece fiue tal aulori ¡(ación gu1>cruativa fué dada 
contrariando una resolución anterior del Ministerio de Ha- 
cienda dictada en un cx]>edinite iniciado y seguido por 
l:i misma compañía acusa<la (Fallos: lomo 151, pág. 1571 
y sin ipu' se hubiera llenado el requisito que la eoudicio 
naba, o sea. e! afianzamiento de los derechos, conforme a 
las normas generales aduaneras (art. % del decreto de 4 
de Agosto de 1920). Página 250. 
Derecho de importación; Repetición de ptujo {ordenanzas de 
aduana).— Kn tanto une las decisiones que el artículo 135 de 
las ( h 0; de Aduana faculta pronunciar a la administración 
general de la misma cuando se susciten dudas entre el comer- 
cia He y el vista sobre la partida de la tarifa míe corresponde 
a algún artículo o sobre la clase, calidad o estado de al- 
gún género, son obligatorias e inafables jiara la Aduana y 
liara H comerciante (art. 137) las referentes a los sumarios 
que los administradores manden levantar en ocasión de los 
contrabandos, deí ranciónos o contravenciones de que ten- 
gan conocimiento y los relativos a la consiguiente imjiosi- 
¿ton de pena (arts. 1053. JJ»54 y 1055), y los afectados por 
ellas pueden, cuando fueren condenatorias, entablar la vía 
couti'iuliosa, ocurriendo a la justicia nacional art. 1063). 
Del hecho establecido de ser administrativamente deíini- 
. tivas eii los términos del art. 137 de las Ordenanzas las 
cuestiones relativas a la clasificación y aforo de las mer- 
caderías, no se infiere, sin embargo, que esté vedado a los 
píirt iculares acudir por vía del juicio ordinario ante los 
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minútale- fie justicia competentes pstí» reclamar lo que se 
les hubiera cobrado indebidamente o sin derecho, cunv 
plicmlo. a tal fin. los requisitos señalados |«W las leyes. 
La rama administrativa del Gobierno, en este caso, ta 
Aduana, ho puede en efecto; cobrar ©tros impuestos eme los 
estableddos i»or las leyes «inri- mafias iH<r el Congreso, ni 
Mima* mayares n nveOOTCS qiu< las señaladas |>or aquéltas. 
Art>. 4 y 67, inciso 1", ("«institución Nacional Página 100. 
/Viví/íi-.v de importación, /.y \lM%, acuerdo cmi !•«■• 

términos del artículo 4". inciso 17 de la ley 11 .281, son li- 
bres de derechos de miportaeión todos los materiales des- 
tinados a l^s establecimiento, industriales fpfe elaboren 
materia- primas de producción nacional, siendo su dcsli- 
m, o aleación a la industria (o único ijtic tiene en vista 
la ley. y liaslando para ella eme UíleS materiales >e apli- 
qqéi'á los fines 3e la iudustri.i. aunque efa sean sttóeep- 
rlbles de ser suplidos |mr la industria nacional. (Se trataki 

ífe calillas pi^i de hierro esmaltado y casillas de 
hierro jara el uso M personal obren» del frigorífico i 

página 11f>. 

ipmhm pQmtámSi K> .le lc K uimo aliono por la Compañía 
Swiii de 1.a Piala a la empresa del PtteFtO del Rosario 
fe derecho* portuarios i,ior la exportación de frutos del 
pife, i lU e emkircados en el muelle «me aquélla |K>see en la 
,,n;i de iníluencia del Puerto del Rosario, con »ui:i de 
ni novillo jara li*s puerto- de Huellos Aires y Ka Hat a. 
la 01 «-ración se convirtió en eNjioriación por su embarque 
directo a un buque de ultramar. Artículos 4'»1. 515- M7. M8. 
($0, 084 v GÉB de las ( irdenauzas de Aduana. Marina 136> 

frémito ée fiettmáu. l.l decreto de 1 ( » de Agosto d t - IS7S, 
dictado por el t ¡nUm.idor <le la provincia de Buenos Aires. 
dnet..r don Caríns 'tejedor, rit;e como ordenanza permanen- 
te tic la policía de esta Capital y el aviso previo requerido 
,«.r su anido \'\ pani eehhrar una reunión popular debe 
"str presentad» al Departamento de Policía en la Capital 
^ al luzeaílo de Taz en lo- partido- de camama ". 



La cuestión de si cu 4 |f9P ósit " declarado de 1111:1 
reunión pública existe o no la violación de los arts. 22 ele 
la Carta Fundamental y 230 del Código Penal, esto es. 
si revisten o no primera faeie, tos caracteres del delito de se- 
dición. !iii|«>ria. íHir su naturaleza, el examen e interpreta- 
eión integral del derecho de reunión i*>r si mismo, alistrae- 
eión lucha de las demás facultades de carácter Hieial. Pá- 
gina SI. 

Derecho de Reunión. N«. hay ley ni tUvreto público del Poder 
Kjeeutivo. ni reglamentación conocida, que haya estableci- 
da en la Policía un registro de Acciones |iermancntes o 
transitorias, di- carácter ih>1íiíco, económico, religioso, cul- 
tural ii social cuino requisito indispensable para ejercer el 
ili-recho de reunión. Página SI. 

E 

Ejecución (Letras, *# m$twM- ~ No haU! » mtosc ílct T l:iíla 
iwir fl Goberní ulor de la Provincia la letra tuse de la ejecu- 
ción, no procede librar mandamiento de ejecución y em- 
liargo. Página 110. 
finthii¡'<fi>. — No procede el embargo en fondos provenientes de 

la contribución directa de las ptnviucias. Página 21S. 
mpímfo n obrero; (ley 11.508). — No reviste el carácter de 
empleado u obrero de una empresa de puertos a los fines 
de lo dispuesto por el art. 2, inciso a) de la ley 11.308, el 
,,„e lo es de un astillero desdiente del Ministerio de Ohras 
f'úhlieas de la Nación. Página 133. 
EnrúmitMtü (Lev " K'.v li-W» no prevé otra 

¿«Sil eximente que la enfermedad (art. 3») y los irihu- 
uale* de justicia no pueblen ampliar aquélla sustituyen 
di.se al legislador, aunque sinceramente la conceptúen in- 
justa i» inequitativa. Pajina 214. 
Uixtcepeión | falta tic acetó»). — La exección de falta de ac- 
ción opuesta i>or el actor es por su naturaleza y sus efec- 
tns. de carácter perentorio y debe, en consecuencia, re- 
solverse en primer término. Página 303. 
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Exhorto: (su diVujcncianiicnta). — Aún hiendo evidente e 
iiulÍM-nlialiK' la demora en el $%enc ¡amiento ilc un exhor- 
tn, no corresponde la intervención de la Corte Suprema si 
Eiparcce uue están sipücmhwe los trámites para su cuín- 
\ >1 ¡miento. Página 168. 
Expropiación. — Si bien establecer el valor de la cosa 

expropiada no tlelw tomarse como factor decisivo el pre- 
cio míe antes pagó por ella el expropiado, tal factor pue- 
de admitirse como concurrente en la apreciación cuando 
no hay alegatos ni indicios de simulación, ni de renuncia* 
beneficiarlas, ni de súbito cambio de valores, independien- 
le de la obra pública a que resjx>nde la expropiación, ya 
míe el valí ir de las cosas que están en el comercio se deter- 
núna por ese comercio mismo. Página 367. 
Expropiación. — Tara la justa apreciación de los perjuicios de- 
lie tenerse en cuenta el fraccionamiento sufrid" por las 
propiedades une conserva el expropiado, el alejamiento 
en que algunas fracciones lian venido a quedar de los 
centros de comercio, las dificultades del transarte y el 
encarecimiento de la explotación por scpirado. página 367. 
Expropiación i Íi0 1#>l. - - Tanto el Código Civil (art. 251 1> 
como la I-ey de Expropiación X" (aris. 4 y Un. re- 
glamentarias del principio consagrado en el art. 17 «le la 
Constitución, mnforme a lo que disponen los aris, 14, 28 
y 67. inciso 2X de la misma, definen con claridad la obli- 
gación del expropiante romo "de dar". Además, estaría en 
contra del carácter del juicio de expropiación y de los fines 
a que responde de urgencia, de servicio público y de segu- 
ridad inmediata en la nueva situación jurídica, que se ad- 
mitieran obligaciones de hacer en el expropiante. Página 
367. 

Expropiación, i ír ritos ,. ¿- Para fijar el valor de la tierra 
expropiada. lo> estudios y dictámenes periciales delien ha- 
cerse en acción conjunta como lo preceptúan los arts. 1+7 
y 148 de la ley 50 en concordancia con las norman jtifi- 
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dieas que informan esta clase de pruet» y que consagran 
los arts. mi y 192 del Código ele Procedimientos de la Ca- 
pital. Página 367. 
¡ixlradieuw. — En el procedimiento de extradición tío caben 
otras discusiones eme las referentes a la identidad del re- 
querido y a la oliservancía de los requisitos exigidos i»r 
las leyes o tratados aplicables a las naciones requirentes . 

Kn las actuaciones sobre extradición tendientes a i>er 
seguir el juzgamiento de los criminales o presuntos crimi- 
nales por los trilninaJcs del país en que han delinquido, el 
criterio judicial debe ser favorable a aquel propósito de lw- 
neficio universal, y que (xir tal concepto no admite otros 
reparos que los derivados de la soberanía de la nación re- 
querida y de las condiciones fundamentales escritas en las 
leyes o en los tratados. 

Hallándose reunidas las formalúladcs exigidas ¡x>r el 
Tratado de Montevideo respecto de la extradición de pre- 
suntos delincuentes (art 30), es de estricta justicia conce- 
der la entrega del procesado, requerida por la Embajada 
del Uruguay. Página 169. 
Extradición. — El Juez del lugar en que el procesado, cuya ex- 
tradición se solicita, cometió los delitos menos graves y con 
techa posterior, está obligado a acceder a esa entrega soli- 
citada j>or el Juez del lugar en que el reo cometió los deli- 
tos más graves y con fecha anterior. 

La extradición de los criminales como obligación re- 
ciproca entre toilas las provincias, es un delwn constitucio- 
nal preceptivo e ineludible, que inn>orta en cierto modo una 
limitación a las soberanías locales, impuesta j*>r intereses 
superiores de justicia y seguridad social, y que habrá de 
cumplirse siempre, mediante el ejercicio de los recursos y 
recaudos legales correspondientes, Página 414. 

F ' 

llanca, {Infracción a las ordenanzas de Aduana). - Ka tic 
claración en un l>olcto de embarque de "Caseína molida cía- 
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sificada muy inferior por dura de solución y calcinada ". 
cae ftajo la sanción de lo dispuesto en el Decrelo Regla- 
mentario de la ley 11.274, art. 42 y arts. 1025 y 1026 de 
las < >rdenau/as de Aduana, sí del informe de la ( H'ie¡n;i 
Ouiniica resulta 'Ute es de "| «-i mera calidad" o "de buena 
calidad". 

La ( oieina Ouímíca es el Instituto nne tiene capacidad 
científica y función oficial para hacer la cln>iíicacióu de 
los productos a exportar, en tanto que la Junta de! art. 2'* 
de la lev 11.274 se pronuncia sobre valores ci pneios de 
artículos o productos cuya naturaleza, composición . calillad, 
están deternti nados n aceptarlos más o menos relativamente. 

Existiendo fianza aceptada por los fiadores y por la 
Aduana, el fallecimiento del despachante infractor no ex- 
tingue la obligación tendiente a ohtener la sanción puiuin- 
Ha emergente Úé} delitu o falta. Art. 10.11 de la> Orde- 
nanzas. Página 194. 

G 

(¡aro ulitis CofíStU»CWtiaÍCS t — I-as disposiciones de ln> art>. 13 
de la ley 758 y 20 de la ley X* 75<> y art. 8" de la ley X 810 
ile la Provincia ele Meudo/a (sobre vinos), contrarían la-* 
garantías establecidas en los arts. 14. lo. 28 y M de ta 
Constitución Nacional. I Fallos : tomo 140, pájís. 154 y 1M>: 
(•tino 141. páií. 5 y tomo 142. pág. 100). I 'Agina 2ílS. 

H 

fíttelga Ri-z-iilm íouarüt, { f'itrrat Mttyon, — Una huelga de ca 
rácler revolucionario acentuada con incendios y otros es- 
trados como la que se declaró en las regiones de Lago Ar- 
gentino. I' nenies de Coyle. Turbio, etc.. en Octubre de 
1920 hasta el 10 de Febrero de N21, según es publico y 
mundo, comprobada con informes, del Jefe de Policía de! 
Territorio de Santa Cruz y del Ministerio del Interior, 
constituye un caso de fuerza mayor que trae aparejada 
irres|>oiisabilidad p>r actos míe ajíarentemente infrinjan las 
norma?, jurídicas aduaneras. Página 250. 



ltnptusto a las herencias. — No estando comprendida en la 
protesta formulada al pagar el impuesto n la herencia es- 
tablecido cu la Provincia de Imcnos Aires, la cuestión re- 
ía l i va a salwr si para la determinación de la tasa aplicable 
han de tomarse solamente los valores corresiwjndientes a 
las hijuelas existentes dentro del territorio de la Provin- 
cia o si han de computarse, también, las tjue se encuentran 
en otra jurisdicción, ni habiendo sido presentada dicha cues- 
tión en la demanda ha jo la faz de ser tal procedimiento 
contrario a algunas de las garantías aseguradas i>or la Cons- 
titución Nacional, ella no puede ser decidida |>or la Corte 
Suprema en un juicio en que procede, en lo fundamenta!, 
por razón de la materia, la jurisdicción originaria de ésta. 
(Se trátala de decidir sobre ta legalidad o ilegalidad de la 
interpretación atribuida a ta ley provincial ]>or la Dirección 
de Kscuelas. cuestión lihra<la )*>r completo a los f uncir ma- 
nos de la justicia local). Página 111. 

Impuesto tt ftü lureneius. { DhtstVnt de tf nulas y atn/ast. — La 
división por estirpes no produce el efecto de hacer rcsjxm- 
sables a los herederos comprendidos en ellas de las cargan 
y deudas en proporción del valor de los hienes de la es- 
tir|*\ sino únicamente en proporción de la parte que a ca- 
da uno de ellos le corresponda en la herencia. Artículos 
3490, 34W» y 34<JS del mismo Código. 

Si la división de las deudas y de las cargas dehe ha- 
cerse en consideración al valor de la liarte (juc cada uno 
de los herederos recihe aún dentro de cada estirpe o rama, 
es evidente cpic la Dirección fie Kscuelas de la Provincia 
de Buenos Aires no ha podido tomar otro valor que el 
representado jx>r aquélla, a los efectos de la determinación 
de la tasa aplicable, esto es, la de 175 % y no la del 4 % 
como se ha hecho. 

Tal solución jurídica lejos de comprometer el princi- 
pio de igualdad se ajusta estrictamente a lo que de acuerdo 
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con la jurisprudencia de la Corte Suprema constituye su 
contenido y definición. Aquel principio se cumple, ha (li- 
dio el Tribunal, cuando en condiciones iguales se imanen 
gravámenes iguales a los contribuyentes, y requiere, ade- 
más, que a la uniformidad relativa se agregue la situación 
de igualdad en que un heredero (en el caso de nieto), de- 
be encontrarse resínelo de todo otro heredero (nieto» lla- 
mado a recoger una hijuela del mismo valor. Fallos: to- 
mo 14M. página 417. 

Cuando los nietos concurren a la herencia de! abuelo 
por derecho propio, el impuesto sucesorio dentro de la eco- 
nomía de la ley provincial examinada, se establece median- 
te una tasa deducida riel valor de los bienes i|Ue cada uno 
de esos nietos efectivamente recite, es decir, de la hijuela. 
Ku cambio, cuando los nietos concurren a la sucesión del 
abuelo con el auxilio de la representación, la tasa segur 
la ley ó su interpretación, ya ro se deduciría del valor fil- 
ias hijuelas, sino del valor de lo que hubiera correspondido 
al («tdre si viviera. Y es evidente que tal dualidad de cri- 
terio, imra liquidar el impuesto tratándose de herederos que 
iH-ui>an el mismo grado en la línea descendente y rectas 
una herencia del mismo valor, comprometería la garantía 
constitucional impositiva consagrada por el an. 16 de la 
Constitución. 

ta Dirección de Kscuelas de la Provincia de Unenos 
Aires al proceder de otro modo, ha alterado disposiciones 
del Código Civil, atribuyéndole a la representación un efec- 
to que no sólo aquél desconoce, sino «pie expresamente re 
pudia en el recordado art. 3490 del Código Civil, violando, 
por consiguiente, los arts. 31 y 67. inciso 11 y 10K de la 
CoiiMitución Nacional. Página 305. 
Iuittit\*tt> a hts hsmichtjt. (.írf. 3490 Códigü CivU). — Cuan- 
do el art. 3 V de la lev de la Provincia de Corrientes 507. 
de 28 de Diciembre de 1924, hace gravitar el impuesto 
sobre la transmisión del patrimonio hereditario y no como 
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lo dice sobre las h i judas, hace «na simple cuestión ile pa- 
labras, desde r¡tie en el hecho el impuesto, al dividirse au- 
tomáticamente por imperio del ,art. 3490 del Código Civil, 
viene a gravitar en realidad sobre cada hijuela y. por con 
siguiente, sobre cada uno de los herederos llamados a re- 
coger la sucesión. Página 352. 
impuesto a las herencias. (Art. 3282 Código Civil h Sucesión: 
derecho hereditario. -— De acuerdo con el art. 32X2 det Có- 
digo Civil y sus concordantes, la sucesión o el derecho he- 
reditario se abre tanto en las sucesiones legitimas como tes- 
tamentarias flesde la muerte del autor de la sucesión o por 
la presunción de muerte en los casos previstos ]xir la ley. 
La muerte, la apertura y la transmisión de la herencia se 
causan en el mismo instante. No hay. entre ellas, el me- 
nor intervalo de tierna : son indivisibles {nota al art. 3282). 
Página 352. 

Impuesto a las herencias. (Arts. 3282 y 3344 Códit/o Civil i . — 
Con arreglo a los principios establecidos en los artículos 
32X2 y su nota y 3344 del Código Civil, obligatorios en ma- 
teria sucesoria para todi la República (art. d?. inciso 11 
y 31 de la Constitución Nacional), no cal*e la posibilidad 
de se|üirar y aislar al acto de la transmisión sucesoria di* 
la adquisición de la herencia, como lo pretende el repre- 
sentante de la demandada, pues una y otra son simultáneas 
y se producen sin intervalo de tiempo: gravar la transmi- 
sión importa, pues, gravar la adquisición de la herencia. 
Página 352. 

impuesto a las herencias. {Arts. 3490 y 3474 Códitjo Civil}. — 
I-a adquisición de la herencia comporta la división y frac- 
cionamiento de Lis deudas del difunto desde el día de la 
transmisión en tantas otras separadas y distintas cuanto* 
herederos dejó en la proporción de la parte de cada un ó 
( art. 3490) . Y el concepto de deuda aliarca también las 
cargas de la sucesión, esto es, las obligaciones que lian na 
cído después de la muerte del autor de la herencia, tales 
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como lo> gastos funerarios, los relativos a la conservación, 
liquidación y división de los derechos respectivos, inven- 
tarios, tasaciones, etc. ArL 3474 y mi nota. Página 35 1. 

Impuesta a hereuans. — Habiéndose sostenido «pie la in- 
terpretación dada en el caso a la ley local de impuesto a las 
herencias es contraria al Código Civil, existe por eso mis- 
ino una cuestión de especie constitucional de competencia 
de la Corle Suprema, desde (me afectaría los principios con- 
sonados en los artículos í>7\ inciso 11. 108 y 31 de la ley 
íutuiamenial . Página 305. 

Impju'sitt »t fas liemtcúut: — listando íuera de la protesta la 
cuestión consistente en deducir la tasa del monto de cada 
hijuela computando en el valor de ésta no sólo el de los 
bienes situados dentro de la provincia, sino laminen el <L' 
Imh í pie se encuentren en otras jurisdicciones y tratándose 
,\v una causa en ijue proeedé sobre le* fundamental la ju- 
rwlicción originaria de la Cort- Suprema \n*r razón de la 
materia, no podria ésta decidir sobre la legitimidad o ile* 
-iiimidad de la interpretación atril mida a !a ley p»r la Di- 
rección de Escuelas, pues esta cuestión está ibrada |*>r 
completo a los funcionarios de la justicia local. Pagina 305, 

Impuesto. \ Ley de Sellos de la Prav. </<* Hs. Aires 1926), — 
|.a lev de Sellos de la Provincia de Buenos Aires de 19¿fi. 
ño liace gravitar el impuesto por ella establecido sobre la 
tranMiiMÓii o el derecho sucesorio en si, sino sobre los ac- 
tos ipie exteriorizan toda transmisión a titulo gratuito y. 
por ornamente, ninguna relación tiene, con la cuestión 
di latida la de >aber el dia en <|ue los admiircntes obtuvie- 
ron la posesión hereditaria de los bienes, ni el momento en 
<|tn- el derecho Micrsorio se abrió, ni cuando la aceptación 
di- la herencia se hizo irrevocable. 

K1 art. 3 V ilel Código Civil, al establecer une las leyes 
disponen para el futuro, no tienen efecto retroactivo, ni pue- 
den alterar los derechos ya adquiridos, lia entendido, sin 
duda, referirse a las relaciones de derecho privado sobre 
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las itiu' d Honorable Congreso, como una de las rama* 
del Gobierno Federal puede legislar en uso de las faculta- 
des que le confiere el art. 67, inciso 11 de la Constitución, 
sin comprender propiamt ule las leyes de orden adminis- 
trativo que se den las provincias ejerciendo también (acuí- 
tales reconocidas en la propia Constitución (art. 105 ) : y 
considerado como precepto constitucional, el principio de 
la no rctroaeiividad de las leyts sólo rijre en materia pe- 
nal, por la prohibición de que las disposiciones tute vas etn- 
1 iionn las condiciones de los procesados. 

Líl impuesto a las sucesiones o a los herederos, cual- 
quiera <pie sea el monto t¡ue se exija como carga pública, 
ni importa la institución de un nuevo heredero, ni somete 
la transmisión hereditaria y sus efectos, a realas diversas 
de las establecidas pi.r el art. 3410. siguiente y correlativos 
del Código Civil . Página 48. 
Impuesto u fas ht rctu itis. (l'artiriou). — La partición por estirpe 
es la que da una parte igual a cada rama para que la suh- 
divida entre sus miembros con igualdad. La punición por 
calie/a- o por personas es la que atribuye a cada 
una proporción viril o igual (nota al art. 

hítfmm iT fitó fu rcuehtj. ( /'.ímVfí'/M . 

pe es la que da una parle igual a cada rama para que la 
subdivída entre sus miembros con igualdad, l-i partición 
pur cabe/as o |>or personas es la que atribuye a cada he- 
redero una proporción viril o igual {nota al articulo 3494 
del Código Civil). 

La división por estirpes no produce el efecto de hacer 
res|>onsables a los herederos comprendidos en ella de las 
cargas y deudas en proporción del valor ríe los bienes de 
la estirpe, sino únicamente en proporción de la parte que 
a cada uno de ellos le corresponda cu la herencia. Artícu- 
los 3490, 34% y 349S del mismo código. 

Si la <! i visión de las deudas y de las cargas debe ha 
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cerfie en consideración al valor de la parte que cada uno 
de los herederos recite aun dentro de cada estirpe o rania, 
es evidente que la Dirección de Escuelas de la Provincia 
de I tutnos Aires no ha podido tomar otro valor que ti re- 
presentado por aquélla, a los efectos de la determinación 
de la tasa aplicable, esto es, la fie 1.75 * y no la del 4 cu- 
ino se ha hecho. 

Tal solución jurídica tejes de comprometer ej princi- 
pio íle igualdad se ajusta estrictamente a lo que de acuerdo 
con la jurisprudencia de la Curte Suprema ' constituye su 
contenido y definición . Aquel principio se cumple, ha dicho 
el Tribunal, atando en condiciones ¡guales se imponen gra 
vánieucs, iguales a los contribuyentes, y requiere, ademas, 
que a la uniformidad relativa se agregue la situación de 
igualdad en que un heredero írn el caso el nieto) dehe en- 
contrarse respecto de todo otro heredero (nieto,, llamado 
a recocer una hijuela del misnm valor, Fallos ^Jtpmo' 14'í, 
pagina 417. 

Cuando ln> nietos concurren a la herencia del ahucia 
por derecho propio, el impuesto sucesorio dentro de la eeo- 
nonúa de la lev provincial examinada, se establece median- 
te una lasa deducida del valor de los bienes que cada uno 
de esos nietos efectivamente recite, es decir, de la hijuela. 
En cambio, cuantío los nietos concurren a la sttcesióti del 
abuelo con el auxilio de la representación* la tasa según ta 
ley, o su interpretación, ya no se deduciría del valnr de la 
hijuela de cada nieto, sino del valor de lo que hubiera e«* 
rropondido al puta» si viviera. Y es evidente que tal dua- 
lidad de criterio, pura liquida.- el impuesto tratándose ile 
herederos que ocupan el misino grado en la linea deseen - 
denle y reciban una herencia del mismo valor, comprome- 
to rin la garantía de igual fiad impositiva consagrada por el 
articulo |r» de la Constitución. 

1.a Dirección de Escuelas de la Provincia de ltuetm> 
\ire- al proceder de otro mudo ha alterado disposiciones 
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del Código Civil, atribuyéndole a la representación un afec- 
to <|ue no sólo aquél desconoce, sino que expresamente re- 
pudia en el recordado artículo 3490 del Código Civil, vio- 
lando, por consiguiente. los artículos 31. 67, inciso 11 y 
108 de la Constitución Nacional. 

constitucionalidad formulada contra la ley de la 
de Buenos Aires, de 30 de Diciembre de 1907, sobre cons- 
trucción del camino pavimentado de La Plata a Avellane- 
da, fundada en la transgresión que importa gravar espe- 
cialmente determinados inmuebles tiara cubrir el costo de 
una obra que no tos Iwneficia de un modo especial, porque 
se trata de una obra de casi exclusivo interés genera!, 
vulnerando así el principio de igualdad como liase del im- 
puesto y de las cargas públicas, es igualmente admisible 
formulada contra la ley de ta misma Provincia, X" 3915 
del 17 de Febrero de 1927, modificatoria de la del año 
1907. (Véase el fallo publicado cu el tomo 13S. pág. lf<3j. 
I Vigina 425. 

fytrrtiirtth (Falta de acción). — Kl carácter sumario que la 
ley atribuye a los juicios de interdictos dentro del proce- 
dimiento que los rige, bace inadmisibles articulaciones que 
el tribunal esté obligado a resolver Rajo ese concepto. (Fal- 
ta de acción del actor : artículos 332 y 333 de la ley 50, 
571. 581 y siguientes del Código supletorio) . Página 342. 
Interes; tipo de — El Upo de interés cuando se refiere al que 
el Manco de la Nación, del ie considerarse en rela- 

de descuento y no a otro alguno especial y más 
oneroso \\\w se fija par razones circunstanciales. Página 
351 . 

J 

Jtihihtcwn. (Ley 10.650). - Fl articulo 20. inciso 2? de la ley 
10.650 no significa otra cosa (pie. adquirido por un cin- 
to el carácter de "permanente * por la naturaleza de 
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suh funciones y el tiem|M> que, en forma continuarla, tos 
real i/ó. adquiere derecho a indemnización por incapacidad 
permanente ni el acto del servicio y por causa del servicio, 
malquiera que sea el liuupo de éste excedente de los seis 
meses indispensables para su incorporación al régimen de 
ta Taja y de la ley. Es, pues, el referido inciso >■■ una ex- 
cepcióu al principia general c^msagrado en el inciso l* M 
misino art, 2n. modificado en el inciso i, del aiL 1* de 
I:, lev U.MK, Pagina <Ó. 

JuhiUiou. iUyvs H>.í»5l), 11,074 y 11.30S), Las leyes 
iO.íót) y 11,074 exigían la prestación de más de diez años 
tii- servicios para obtener, ^ti los casos como el de nuio-, 
derecho ríe jubilación o (iciisuin. (En el caso, fueron 
años. 10 meses y 7 días de servicios) , 

La ley 11. 308 nu tiene efecto retroactivo en relación a 
ím empleados que habían cesado de serlo a la fecha de m 
pmiun Ilación, par carecer de disimsiciún alguna en este 
sentido y en sn silencio corresponde estar a la regla del ar- 
■ liculo 3* del Código Civil. Página 15M. 

JuUto de apremio: {medidas iff). — La circunstancia de que 
ia E*resMenría haya dado curso a la <letnanda y aun sus- 
pendido el remate en el juicio de apremio, n • varia la in- 
terpretación de los principios desenvueltos, pues dichas me- 
didas sillo significan actos de procedimiento, que no afec- 
tan al fon Jo de la cuestión. Página 17 1 . 

Jurisdicción, No apareciendo que se haya lu cho renuncia del 
privilegio de exención de la jurisdicción de los tri! uníales 
argentinos que ampara al denunciad", como Agregado Co- 
mercial de la Legación del Paraguay, la Corte Suprema 
carece de jurisdicción ,«ra conocer y decidir en In causa. 
Página Jln, 

}nrkd*mén. < Sucesiones ) . El jttíeío sucesorio atrae a sí 
las demandas por cnbro del impuesto de contribución di- 
recta | 'impuestos provinciales). Art. 3284. inciso 4- dei 
Código Civil y 12, inciso 1- de la ley 48. Página f.2. 
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Jurisdicción. (Justicia de Pá&j¡\ — La Corte Suprema ha resucl- 
ln expresamente que la suma fijada romo límite a la Justi- 
cia rio l*n/. en caso <k* concurrencia de jurisdicciones, es 
Ja de quinientos pesos moneda nacional, considerando, sin 
duda, que las leyes deben referirse a la inoneda corriente. 
Página 121- 

Jurisdicción. {Justicia dr ras). — La suma fijada cuno limite 
a la Justicia de Paz eu ca-o de concurrencia de jurisdic- 
cuín, es la de quinientos pesos moneda nacional, y no ha- 
biéndose desconocido en el fallo recurrido la distinta ve- 
cindad alegada por 1a demandada, el conocimiento de la 
causa correspondí- a la justicia federal Página 231 . 

(Lev X" 27. Art. ? >. - Xo corresponde al Po- 
der Judicial de la Nación hacer declaraciones generales o 
en abstracto, sobre la eonstitucionalidad o inconstituciona- 
lidad tje las leyes que dicte el Honorable Congreso <> de 
los decretos del Poder Ejecutivo, sino únicamente con re- 
lación a la aplicación de éstas al hecho o caso contencioso 
producido í art. & de la lev 27 ) ; en consecuencia, no habien- 
do sido presentada a la Corte Suprema en forma de contien- 
da o caso judicial la declaración de inconstitucioimlidad soli- 
ciiada i>or el señor Fiscal de Salta a cargo del Juzgado Fede- 
ral, del decreto del Poder Ejecutivo que ordena su trasla- 
do eu igual carácter a la jurisdicción seccional de 1.a Rioja, 
el tribuna) carece ríe jurisdicción i>ara pronunciarse a su 
respecto. Página 31 ft. 
Jurisdicción. Recurso extraordinario. Cónsules. — Es irrevist- 
blc |>or la Corte Suprema por vía del recurso extraordina- 
rio del art. 14, ley 48, una decisión que desestima la ex- 
cepción de incouuK-tcncia de la justicia local fundada en la 
falta de comprobación de la calidad de extranjero invo- 
cada |hjc un vicc-cónsul. y fie tío halterse probado que el 
otro demandado haya trasladado su domicilio a la Capital 



Habiendo la sentencia ai 



470 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



calidad de vice-cónsul invocada por uno de los demandados 
y ne^lo la jurisdicción federal establecida l»ara el caso 
por el inciso 3 V del art. 2' dé la ley 48, atribuyendo a tal 
fin al art. 10 de la misma una inteligencia que comporte 
la negación del privilegio fundado }«>r el recurrente en una 
ley nacional, procede el recurso extraordinario del articulo 14 
de dicha ley. 

En relación a los cónsules extranjeros los preceptos de 
los arts. 100 y 101 de la Constitución lian sitio reglamen- 
tados por la ley 48, estableciéndose: a) que las causas en 
que se versen los privilegios y exenciones de los cónsules 
y vice-cónsttles en su carácter público, corresponde a la 
jurisdicción originaria dé la Corte. (Art. Í% inciso 4*> : l>) 
que el conocimiento de las causas cpic versen sobre nego- 
cios particulares de un cónsul o vice-cónsul extranjero, co- 
rresponde a los jueces nacionales de .sección en primera 
instancia, Art. 2\ inciso 3*. 

Admitida por la sentencia la calidad del vice-cónsul 
de Alemania invocada por el demandado y tratándose de 
una contienda, que por su naturaleza afecta solamente los 
negocios jíarticulares de aquél, sin comprometer sus fun- 
ciones públicas, el conocimiento de la causa no correspon- 
de a la justicia local conforme al art. 2*, inciso 3i* de la 
ley 48. 

La existencia del fuero federal respecto de los nego- 
cios particulares de los cónsules y vice-cónsules, es pri- 
vativa y excluyeme de toda otra jurisdicción (art. 12, ley 
4X} y no se encuentra sometida a la exigencia limitativa 
fiel art. 10 de la misma ley, cuya letra se refiere pura- 
mente a la nacionalidad o vecindad de tocios los miembro* 
de ta sociedad o comunidad. Página 245. 

L 

Lry 4707. — El inciso b) del art. 63 de la ley 4707 debe ser 
interpretarlo en forma restrictiva y sólo comprende, i»r 
consiguiente, al hijo legitimo o natural de madre viuda, sin 
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que la exención pueda extenderse por analogía a otras si 
t ilaciones corno es la de la madre abandonada i>or el es- 
poso, Página 234. 

Uy 9527. (11.137). — La disix>sición del articulo & de la lev 
0527. modificada por la ley 11.137, no implica en manera 
alguna (pie le esté vedado al consejo de Administración de 
la Caja de Ahorro Postal el ejercicio de los medios condu- 
centes a la adquisición de un inmueble, tales como el con- 
curso de planos o anteproyectos destinados a la construc- 
ción de la casa central necesaria Rra el funcionamiento de 
la institución aludida. Página 329. 

Uy 5098. art. 20. (Facultad reglamentario}. — No hay dele- 
itación de funciones legislativas al conferir al poder admi- 
nistrador o a ciertas reparticiones, la facultad de fijar es- 
pecíficas normas de policía, crear infracciones y fijar las 
sanciones correspondientes, dentro de límites establecidos 
por la misma ley, sino ejercicio de la facultad reglamen- 
taria <pie preceptúa el inciso & del articulo 86 de la Cons- 
titución Nacional conformada al espíritu y letra de la ley 
reglamentada. 

El poder de legislación exclusiva que confiere al Con- 
greso como legislatura local, el inciso 27 del art. 67 de la 
Constitución, no es inconciliable con la facultad reglamen- 
taria de carácter municipal, en la Capital Federal, como no 
lo es el poder de legislación provincial reconocido por los 
arts. 105 y 106 con la obligación de garantir el régimen 
municipal que consagra el art. 5*. Página 323. 
Uy <J688. (Jurisdicción). — Sean cuales fueren las disidido 
nes de la ley 9688 relativas a la constitución de la caja de 
garantía, al destino de los valores en ella depositados, a la 
determinación que establezca si la indemnización por acci- 
dente forma parte o no del hal>er hereditario, son cuestio- 
nes de fondo que no determinan la jurisdicción y que de- 
l»en plantearse ante el juez o tribunal que sea competente 
por expresa disposición de la ley o por aplicación de los 
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preceptos y normas, generales que rigen la materia, mni-i 
c* en el snb Ufe el Tue* de la sucesión. Articulo 32*4. Có- 
digo Ovil. Página 3M, 
Leyes 732 y ( >22 i M entinan. Salaria Miuima (Leyes 732 y 
922. Mendoza L — La f acuitad confa&g por el articulo 
fv. inri-. II fie la Constitución al Congreso de la Nación 
para dictar los Código* Civil. Comercial, Penal y de Mine- 
ría, reviste los caracteres de mi poder exclusivo, dejando 
a lo> tribunales provinciales sólo la aplicación de dichos 
Código* cuando los casos o personas cayeren ha jo su ju- 
risdicción, sin que la cláusula constitucional contenga dís- 
1 ilición alguna (|ue atribuya a los gobiernos provinciales 
poder p*ira destruir, anuláriflolas, las leyes sancionadas po¡ 
el Congreso de la Nación con el objeto de proveer a la* 
ventajas de una legislación uni forme para todo el país, 
í \rt. IOS, . Página 3& 

Medidas d&cftfíwrm (U% 4055. Art. 23 i. - Ninguna ley 
ni utro disi>osición emanada de autoridad suficiente lian au- 
torizado a los presidentes de las Cámaras Federales a ejer- 
cer por sí solo* las funciones del Tribunal, y no puede 
ilecirsr, sin desconocer la realidad de los hechos, que la 
atribución acordada por el articulo 23 de la ley 4055 a las 
Cántaras Federales para aplicar, en su caso, penas dis- 
ciplinarias, iiertene/ca igualmente a su presidente. Pági- 
na 388, 

Ordenanzas de Aduana, (boleto de eiuhanjne ). — Efe aeucrd< 
con los artículos 55K y 57S de las ( Ordenanzas de Adua- 
na, no es indispensable que el solicitante de un Itoleto de 
embarque cargue toda la cantidad pedida, pues, le asiste 
el derecho de declarar "que no quiere embarcar más por 
cuenta de este boleto", 

Fl articulo 3 de la lev 10.34*) se refiere, evídentcmeii- 
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te. a los folletos de enifoirqne que no hayan quedado >in 
electo pitó voluntad del cargador en ejercicio de U-Usin ■ 
derecho. 

Si la suciedad adora usaba de su derecho al dejar >in 
riten i los permisos de embarque pedidos |>or ella en t i mes 
de Itilio. es forzosa la consecuencia de que también y por 
necesaria implicancia jiodía beneficiarse con el mentir aran 
cel señalado para el mes de Agosm. Y es otro corolario 
el de que no ha sido perjudicad»! legalmente el l-iscu. Pá- 
gina 2.17 . 

P 

/'¡i/v/ sellado i Ley IUMh. — Si bien ni en 1o> lérmin«i> ni 
en los propósitos de las leyes 5315 y 10617 aparece com- 
Ijrenrlida la exoneración del papel sellado para las empre- 
sas ferrocarrileras que se presentan en juicio, éstas, sin em- 
bargo, se hallan libres del gravamen que establece el ai 
líenlo 18 de la ley 11.006, iratándnsc de la inscripción en 
el Registro Público de Comercio de las reformas de su- 
estatutos comprensivos del aumento del capital de la >o- 
ciedad anónima respectiva. Página tM. 
Premia miraría. lixlwrio: ttetúfemhmientíK — Requerido «ri 
juez de Provincia por uno de la Capital Federal, ante quien 
se sigue un juicio sobre prenda agraria para que se trans- 
fiera a la orden «le éste y como perteneciente al referid.» jui- 
cio, el impcirte percibido del reñíale efectuado del bien 
prendado, eorresi>oiidc que aquel juez dé cumplimiento al 
exhorto librado a tal efecto. Página 343. 
Prenda Agraria. ( Privilegio ) . — 1-íi ley de prenda agraria tie- 
ne efecto en lodo el territorio de la Xación y*ir hallarse in- 
corporada expresamente al Código de Comercio. 

Kl crédito prendario por la naturaleza especial del pri- 
vilegio de que goza no admite tercerías de dominio, ni de 
mejor derecho, sobre los bienes afectados, con excepción 
de lo previsto en el art. fV\ no pudiéndose suspender la ac- 
ción ejecutiva. ]*>r quiebra, muerte o incapacidad del deu- 
dor prendario. Página 343. 
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Prescripción, — De conformidad al artículo 4037 del Código 
Civil, se prescrito por el transcurso de un año la rejiara- 
cíón civil \*ar daños causados por delitos o cuasi delitos. 
(En el caso se trátala de la perdida de una boya cintos - 
lida por un vapor de propiedad de los demandados). 

Las actuaciones administrativas no interrumpen la 
prescripción. Página 44. 

Prescripción. — Se prescribe en un año la reparación civil |nn 
daños causados j>or delitos o cuasi delitos. 

lis inaplicable to dispuesto |>or el art. 3989 del C. Ci- 
vil, cuando el demandado hizo expresa reserva del derecho 
de discutir la res|xinsabilidad de su representad*), debido a 
ipie el accidente fué causado por un acontcciniieulo de fuer- 
za mayor y que no le era imputable. Página 100. 

Prescripción. (Ordenanza tic Aduana). — Todo género de re- 
chiniac iones de la Aduana contra un comerciante y vice- 
versa, cpie no tenga un término es|wci»1 fijado por ellas, 
no pcxlrá formularse pasados diez años contados desíle la 
entrada del buque a que se refiere el reclamo y desde su 
salida si se tratase de derecho de exiH>rtaciún. (Art. 433, úl- 
lima i>arte. de las Ordenanzas de Aduana). Pagina 229. 

Proccdi míi ntos esenciales del juicio Criminal — No habién- 
dose tomada las providencias el título VII del libro II del 
Código de Procedimientos en Materia Criminal y art. 3" 
de la ley 11.177. que responden a los fines del art. 41, 
inciso 2 tf del Código Penal y son esenciales del juicio cri- 
minal, procede la sanción del art. 509 del primero de los 
Códigos citados. Página 71 . 

Protesta; necesidad de — La formalidad de la protesta al pa- 
gar un impuesto <» la reserva hecha al verificar el pago, 
es tm requisito necesario para la procedencia de demandas 
en restitución de las sumas atolladas por tal concepto. Pá- 
gina 181 . 

Protesta. — La formalidad de la protesta al i>agar un inmues 
to o la reserva hecha al verificar el pago, es un requisito 
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necesario jtara la procedencia de demandas cu restitución 
de las sumas alionadas por tal concepto. Página 208. 

Prnehu; fijación de fecha para declaración de testigos. — Re- 
citando que la parte demandada lia urgido el procedi- 
miento solicitando en cada caso de inasistencia del tes- 
ligo la fijación de nueva fecha para la declaración del mis- 
mo, ¡o que corresponde es la aplicación de lo dispuesto i>oi- 
el art. 122 de la ley 50. Página 192. 

Prueba; {posiciones). — t,a inasistencia de la p&rt actora y ía 
falta de presentación del pliego correspondiente hacen que 
se pierda el derecho de presentar posiciones por primera 
yez a la parte demandada. Página 193. 

i 

Rebeldía: (acusación). — Es incompatible con las reglas esta- 
blecidas en el procedimiento federal, la reforma de la ley 
V 4128. en cuanto suprime la necesidad de acusar rebeldía, 
con o sin veittieuatro horas. |«ira la pérdida del derecho 
del litigante. Página 316. 

Recurso de Rasión. — El art. 551 del Código de Procedí 
intentos en materia criminal de la Capital es más restru- 
tivo que el art. 241 de la ley 50. 

K linciso 3» del art. 551 del Código de Procedimientos 
en lo Criminal, exige para la procedencia de la revisión, que 
el fundamento de la condena haya sido un documento de- 
clarado falso en juicio criminal o cuando el condenado ha- 
llase o cobrase documentos decisivos ignorados, extravia 
dos o detenidos por fuerza mayor o por obra de la liarte 
acusada. Página 337. 

Recurso extraordinario. — F,l recurso de hecho autorizado por 
el art. 229 de la ley N* 50, presume la denegación del ex- 
traordinario. 

La tramitación del recurso extraordinario del art. i4. 
ley 48, se halla gobernado por disposiciones procesales, qm 
no varían ni se modifican según la naturaleza especial dt 
las materias que te dan causa. Página 5. 
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h''tur.io r.vt mordí iiítrin. l¿\ reglamentación del urt . M de la 
í '<in-titiiriüii Naeii.nal ha si¡l<> turba |mij- d art. 14 de la ley 
v, tu mi mérito, ninguna lev dé provincia que se repu- 
te o miraría ri las leve*- qm- tiene facultad para dictar el Con- 
greso de la Nación, puede escapar al examen y revisión de 
la Guie Suprema p<»r vía del recurso extraordinario, aun 
tratándose cíe litigios o causas destinadas, pot su naturaleza, 
a fenecer dentro de la jurisdicción provincial Página 20 

Recurso s.vtrattrtlhitiriu; H'om jit£<fü(!tn. Las cuestione* per* 
tinento a la hki jugada si* resuelven por principios de le- 
gislación CW$Ü ü de pniudinm-iitus y. por ( 
están fuera de la comprensión dd recurso 
del art. 14. ky 4K Pajona í,¿ 

Rfrciirsa i'xiranrtihumo. (Offectio é RmnWlt). — De la deci- 
sión del Jefe de l*olicia en materia del derecho fie reunión 
CCKtreSpOJKle el recurso extraordinario del art. 14. ley 48. 
para ante la Curte Suprema. lYijJna SI. 

f\\r tirso twlraortfimirio, Kl concepto de causa, pleito o cues- 
tión debe ser inferido no en relación a lo que la justicia del 
íuen i naeiiinal puede entender por tal en los negocios que se 
tramitan ante ella, porque ese no es el caso presente. SÍttjD 
en el que le dan las c< instituciones o leyes de los estad* is o 
la organización de la Capital Federal, de cuyas resol ueio- 
nes puede ser también llamada a conocer la Corte, i Fallos: 
tmno 1 10, página 403 l. Página KI . 

f\\turs(i i\rtrtwniintirin ; (/VfYi7í<i dv reunión). — VA derecho 
ile l* is ciudadanos o habitantes a reunirse pat íf icamenic flu- 
ye no sólo del principio gvueral se^ún el cual las decla- 
raciones, derechos y garantías que aquélla enumera, no 
serán entendidas como negación de otros derechos y ^a- 
rantias lio enumerados, pero que nacen del principio de la 
soberanía del pueblo y de la forma republicana de gobierno 
(art. *'»o lainbién el derecho de i>eticionar a las auto- 
ridades íart. 14 k que asume los carecieres del de reunión 
cuando la petición se hace colectiva, y especialmente de lo 
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establecido por el art. 22 de la Carta Fundamental, en cuan- 
!n implícitamente admite las reuniones de personas siem- 
pre que ui> se atribuyan los derechos «leí pueblo ni pet icio- 
non a su nombre, y. desde mu* ningún habitante de la Na- 
ción puede- ser privado de t" i|ii<¡ la ley no prohibe (artículo 
V». 

El derecho de reunión lleva consigo las KMféfotltos de- 
rivadas «le la misma Constitución y de las condiciones de mi 
ejercicio en cuanto ¿Mas puedui llegar a comprometer é 

la Reunión intenta celebrarse en la vía pública. 

Si las faeuliades policiales de los poderes local*» para 
velar p"»r el urden, la uamniilidad. la moral y la higiene pú- 
blica lian sid" repetidamente reconocida» como inherente?, a 
ta. anloriilades provinciales, i Fallo-: tomo 7, \>ii'¿. ISO), ÍM 
puede rucarse a las autoridades del distrito federal el de- 
rccjio de lomar inferencia sobre las reuniones públicas ni 
la posibilidad <U- diciar leyes y i e- lamen h* generales o edie- 
tos,/a.í ctiitsittfi, encaminad" is a llenar aquéllos fines, siem- 
pre t pie sean raz<»uahle>. uniformes y Mu impliquen, en el 
(techo, mi eíeciivo desconocimiento del derecho de reunión 
o la alteración de! mismo. o»n violación de lo prescr. i pío por 
el art. 2S de la Constitución. 

Dentro de las restricciones al derecho de reunión debe 
considerarse como legítima la referente al uso de las calles 
v ¡»1;tz:i- [bíblicas de ln ciudad, dado (juc. en esencia, tal de- 
recito no implica necesaria mentí . para sii ejercicio, el uso 
de la via pública, 

Una disposición (fin- probibii-ra una reunión cuando 
su objeto fuera ta censura de lo> ael«> de bis ímieionaries 
públicos, o la aplazara inde fin idamente. limitara su nú- 
mero, o le fijase una duración arbitraria, o la autorizara en 
mi faga? ajeriado de los suburbios cuando *c ha elegido uno 
céntrico y adecuado, seria sin duda violatoria de la garantía 
e. institucional aludida. Éti consecuencia. uo corresponde, cu 
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el caso, la declaratoria de inconstitucional idad que se de- 
manda contra ta resolución de la Jefatura de Policía de la 
Capital, que no permitió una reunión pública en la esquina 
de la calle Florida y Diagonal Sáenz Peña. Página SI. 
Ntvurso extraordinario. — A los fines clel recurso extraordina- 
rio ni * liasta invocar preceptos de orden constitucional, ya 
i|Lie jKira su procedencia es necesario que la cuestión detia- 
tida se halle vinculada con las cláusulas de la ley funda- 
mental, cuya inobservancia se alega, de una manera tal quv 
He su interpretación dependa !a solución de litigio. Página 
104. 

Rtr tirso fxtnwniimtrio. — Procede el recur^t extraordinario del 
anknlo 14, ley 48. contra una resolución que deniega de- 
finitivamente el fuero federal. Página 121. 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordiua- 
río del articulo 14. ley 48. contra una resolución que' se 
apoya o interpreta disposiciones de una ley procesal. (Códi- 
go de Procedimientos en lo Criminal j. 

\"o k-ista la simple invocación de cláusulas constitucio- 
nales para la procedencia del remedio federal intentado, si 
emno ocurre en el sttfr judke, dichas cláusulas no guardan 
cori las cuestiones del ku idas la relación directa o inmediata 
que determina el art. 15 de la ley 48 citada. Página 124. 

Rcntrso i-nonti hu río. — A los efectos del recurso ordinario 
de apelación que autoriza el art. .V". inciso 2" de la ley 405?. 
no hasta que la Nación tenga interés en el pleito, es necesa- 
ria que ella sea parte en el mismo y se halle presentada en 
el. Página 13n. 

Réritróo extraordinario. --- \*o habiendo admitido la sentencia 
definitiva afielada determinada interpretación de las orde- 
nan/as de Aduanas sostenidas por el recurrente, procede 
el recurso extraordinario del art. 14, ley 48. Página 156. 

kn-m'stt extraordinario. Mace viable el recurso extraordinario 
del artículo 14. tey 48. la interpretación contraria a las pre- 
tensiones del recurrente, dada a una ley nacional en una 
sentencia definitiva. Página 153. 
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Ka unto extraordinaria, — Procede el recurso extraordinario 
cid articulo 14, ley 48, contra una sentencia f|ue guarda si- 
lencio respecto a la cuestión planteada i>ot el recurrente, s-t- 
bre aplicación al sub lite de la lev 11 .508. Página 158, 

tift ttrso extraordinario; ( Defensa en Juicio i, — Habiendo sido 
oído el recur reine en todas las instancias, produciendo los 
alegatos y pruclras que creyó o|>ortunas con la máxima am- 
plitud que las leyes de procedimientos conceden a las lur- 
tes, no es justa la queja sobre restricciones en la libre de- 
fensa consagrada el art. 18 de la Constitución Nacional, ni 
la correlativa de haber sillo privado de su propiedad, sin 
el juicio previo del art. 17. Página 188. 

Recurso extraordinaria. — Xo procede el recurso extraordinario 
del artículo 14, ley 48. cuando las sentencias de primera y 
seguda instancia se limitan a resolver cuestiones regidas 
por el derecho común y las leyes locales del Estado res- 
pectivo. 

Pan la procedencia de dicho recurso es necesario (fue 
en mi oportunidad, es decir, con anterioridad al fallo de úl- 
tima instancia dentro de la jurisdicción local, se haya plan 
teado el caso federal, debiendo éste estar de tal manera vin- 
culado a la cuestión en litigio fart. 15, ley 48 K que de la in- 
terpretación i|iic se diere a la cuestión federal dependa ta 
suerte del pleito. Página 184. 
Recurso extraordinario. — Sentencia definitiva a los fines del 
recurro extraordinario del articulo 14. ley 48, es la pronun- 
ciada (jui* la Suprema Corte de la Provincia de Buenos 
Aires cuando habiendo conocido del pleito ]>or vía del re- 
curso de iuaplicahiüdad de la ley o doctrina legal que pre- 
vé el art. 32J del Código de Procedimientos de la Provin- 
cia, revoca la sentencia favorable que obtuvo el recurrente 
ante la Cámara de Aj «dación es, (Revocada esa sentencia 
recién surgió para el recurrente ante la Corte Suprema el 
. interés jurídico \ el medio de hacerlo valer). 

N'o procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
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t u un i-iMt i-n míe, desde I;l traba de la litis hasta li>s fa- 
llos «Je primera, segunda y tercera instancia, las cuestiones 
planteadas y resuelta» so refirieron fundamentalmente | los 
derechos regidos lKir é Código Civil y leyes pniccsalcs i li- 
la Provincia do Buenos Aires. Página 188. 
kecurs& extraordinario, — - Debatiéndose sí ha habido en el caso 
de autos un ario do* fraude con sanción punitoria conforme 
[<> que deponen los preceptos legales y reglamentarios que 
stistentan los faltos recurridos ( Decreto Reglamentario de 
ta ley 11.274. art. 42 y art. 102f> ile las Ordenanzas de 
Aduana», o si se trata simúlenteme de un disenso sobre el 
valor de los articulo* correctamente declarado* y en el qí£ 
m'íIh hay lunar a la apropiación i>or la Aduana, de dichos 
artículos, previo |«igo de su valor declarado mas un diez 
por ciento, lo que tu» tiene carácter de sanción iwnal (art, 

I. U <le la> Ordenanzas de Aduana, aris. 4 y O de la le\ 

II. 2r4>, procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
4K. 

El monto de ta pona no es materia do caso federal por 
ser una cuestión de hecho y apreciación procesal. 

El IM> por parte de la Cámara l-Yderal de Apelación 
de la Capital de la facultad expresa que le confiere el ar 
ticulo !05íi <le las Ordenanzas ile Aduana, no es revisable 
por la Corte Suprema, Página 194, 
A7, tirso t xiraoní i mtrio. — Custionada la verdadera inteligen- 
cia de la ley de enrolamiento X" II. Wi y habiendo sido 
contrario el fallí t recurrido, al derecho que tiene la Nación 
representada por el Piseal para exigir de lodos los ciuda- 
danos H cumplimiento de la obligación "de armarse en de- 
Ten -a de la patria y de la Constitución, con forme a las le- 
yes que al efecto dicte el Congreso y a los decretos del Po- 
der Incentivo", art. 21 de la Constitución, an. p de la ley 
II..1N0. procede el recurso exiraordinario del art. 14. ley 
4K. Página 214. 

Ruatrsp &vfmr0k&Í& Procede el recurso extraordinario 



av. JUSTICIA ni; LA NACIÓN 481 



del art. 14. ley 48. cu un casi» ni 4111- si bien la semencia re- 
currida decidí* el punto en favor de la exención sostenida 
piir el conscripto, rechaza también la inteligencia atril mida 
at inciso l>) del art, (*S de la ley 470/ pope] Ministerio ris- 
cal, desde que intervino en la causa sosteniendo el derecho 
de hacer efectiva la obligación del servicio militar impuesta 
|M>r la Constitución en defensa de ésta y de la |Kitria cuya 
representación ejercita, a Unios los ciudadanos fjiic no :>.* 
encuentren expresamente exceptuados. I Vigilia 234. 
Recurso extraordinario; [Superintendencia ), — La circunstan- 
cia de no haber sentencia definitiva 110 impide que la Cor- 
te Suprema en ejercicio de sus facultades de superinten- 
dencia in voeadas en la cansa, y aún de oficio, se avoque 
el examen de las actuaciones de la misma en cuanto se di- 
cen o a|>areecn realizadas con transgresión de principios 
fundamentales inherentes a la mejor y más correcta ad- 
ministración de justicia, velando |n.r su eficacia en cuni- 

1 (ArtS, 18 <le la ley \ ' 48 y lo! II y 22 de la 4055). Página 



Recurso extraordinario. — Tara la procedencia del recurso ex- 
traordinario 110 hasta citar las disposiciones que se dicen 
violadas, sillo «pie es ¡ndispensahle demostrar que ellas tie- 
nen relación directa e inmediata con la cue-tión que se ven- 
tila. ( Art. 15 de la ley 48». Página 287. 

Recurso extraordinaria : {Abatnuio\ inscripción Cti ta matricu- 
la. — Procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 4S. fundado en el principio constitucional de la 
libertad del ti ahajo y en un diploma de aluogado expedi- 
da ]>or una autoridad nacional competente, contra una re- 
solución del Superior Tribunal de Justicia de Santa Pe. que 
deniega la inscripción de tal diploma en la matricula res 
pectíva. Página ¿90. 

Recurso extraordinario; (ley 5098, art. 20 J, — Habiendo ar- 
ticulado eu su defensa el querellado, desde la primera ac- 
tuación en el juicio, la iuconstilucionalidad del art. 20 de la 
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ley 5(»«. porque bis penas (pie establece importan delega- 
ción de la facultad exclusiva del Congreso de calificar lus 
luchos delictuosos y fijarles penas {art. IX tic la Constitu- 
ción Nacional) y de legislar exclusivamente pura la Capital 
también en ese urden (art. 07. inciso 27). procede el recurso 
extraordinario dd art. 14 de la ley 48 contra la resolución 
que no hace lugar a la inconstitucional idad oportunamente 
alegada. Página 323. 
Hccursos ext raordi mino: {Ordenanzas de Aduana). — El pun- 
to consistente en saln-r si la anotación puesta por un em- 
pleado aduanero en un manifiesto y en el que se hace cons- 
tar un exceso de peso es el principio de verificación que 
mencionan los arls. <>34 y 980 de las i >rdcnauíías de Adua- 
na, es una cuestión de hecho y pnr lo tanto, ajena al recurso 
extraordinario del art. 14, ley 48. I Vigilia 335. 
Kceurso extraordinario. — Xo tiene carácter de definitiva a los 
fines del recurso extraordinario del art. 14 de la ley 48 t 
la resolución que inunda que el recurrente compruebe en 
el juicio halK-r (tugado el impuesto fiscal de sellado en el 
contrato (pie presentó como l>asc de su acción, sea presen- 
tando el otro ejemplar prescripto \*)r el art. 1021 del Código 
Civil y donde él afirma que existe el 
te, sea pagando la redición y mu 
res|jectiva. Página 365. 
Ktu fitem extraordinario; [Jimio de a tremió). — Procede el re- 
curso extraordinario del art. 14, ley 48, contra una resolu- 
en un juicio de apremio por cobro de multa, 
que tina de las tachas de iucoustitucionalidad 
por el demandado, se refería, precisamente, al mis- 
ino procedimiento de apremio que se le aplícala en la cau- 
sa para j tugarlo y que la decisión al respecto tenia efec- 
tos definitivos, no pudiendo ser útilmente discutida con 
posterioridad en juicio plenario. Página 396. 
Keeurso extraordinario; (Medidas disciplinarios). — N*o pro- 
cede el recurso extraordinario contra las medidas de orden 
dictadas por las Cámaras Federales. Pág. 398. 
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Recursos extraordinario. — Un documento en el que hay acuer- 
do de voluntades sobre la cosa ¿ entregar y el precio a pa- 
gar (contrato de compra-\ 
te en el art. 1 1*7 del Código vil y 




tar la forma escrita <|iie las lories juzgaron más convenien- 
te, art. 1030 del mismo Código <1a de eorres|>ondencia, de 
conformidad con el artículo 11-17 del Código citado y arts. 
207, 206 y 214 del de Comerá»). Ilf > lKTtenecr a la clase 
de los eximidos de multa por el art. 23 de la ley 11 .290, la 
cual contempla solamente aquellas expresiones escritas que 
en la corres] Hindencia epistolar supinen, revelan o trasun- 
tan la existencia de una obligación contraactual o no, pero 
que no son el instrumento mismo riel acto jurídico cuyo 
cumplimiento se invoca o reclama, como i*>r ejemplo el 
reconocimiento en una carta privada de una deuda; de una 
cantidad » prestación recibida a cuenta: de una garantía 

?omprometida o aceptada. Página 40$. 
Reglamento de las Cámaras Federales, {interpretación). — Las 

Cámaras Federales no son bis últimos intérpretes de sus 

reglamentos. Página 283, 
Repetición de Impuestos tócales. {Protesta). — Para 

ble la acción judicial de redición de impuestos 

pugnados de inconstitucionales, es requesito indispensable 

el |>ago bajo protesta. Página 




i . 



s 

Salario Mínimo; {leyes 7$2 y 922, Meudoza). — Al atribuirse 
al Congreso la facultad de dictar el Código Civil se ha que- 
rido poner en su manos lo referente a la organización de '.a 
familia, a los derechos reales, a las sucesiones, a las obli- 
gaciones y, entre las últimas, a los contratos, es decir, todo 
lo que constituye el derecho común de los particulares con- 
siderados en el aspecto de sus relaciones privadas. El Códi- 
go Civil ha legislado sobre la locación de servicios en el cap. 
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VIH «Id libro II. Sección 3*. tomo VI. calificándolo de con- 
trato consensúa! y expresado (pie tiene lugar cuando una 
de las |«irtes se obligara a prestar un servicio y la otra a 
pagarle por ese servicio un precio en 'dinero. Arts. 1623 
1140, 1494 y 1349. 

La ley de salario mi ni mu. no sólo modificaría la ins- 
titución de la locación de sen-icios en el contenido de los 
artículos citados, sino el de todos los relativos a la liliertari 
de convenir, a la autonomía de la libertad individual, san- 
cionada como norma legal para ti nía la República por el ar- 
tículo 1 197, y se habría, además, alterado los principios que 
rigen la incapacidad de contratar, al crear la une resulta para 
el empleador y i»ara el obrero de no poder a justar un salario 
inferior al mínimo señalado, ampliando así, el art. 1160 del 
Código Civil y |»or ello, con ocasión del más difundido e im- 
l>ortante de los contratos legislados en aquél, m&liante el 
cual el traliajo y otros servicios se cambian por dinero o 
por otras formas de propiedad. 

K1 art. 1624 del Código Civil no importa delegar en las 
ordenanzas municipales o policiales, o en leyes especiales 
locales d contrato de traliajo propiamente dicho, respecto 
a sti esencia y carácter, sino simplemente someter el régi- 
men de las relaciones especiales entre ^tronca y demésti- 
cos, artesanos y aprendices, maestros y alumnos, en cuanto 
a stts delires y derechos recíprocos, a una legislación pro- 
pia, a la manera (pie lo hace Freitas en los arts, 2707 y 2837 
y siguientes de su proyecto de código. 

Es un hecho y también un principio de derecho cons- 
titucional que la jHilicia de las provincias está □ cargo de 
sus gobiernos locales, etitcndiéndiwc incluidos en los poderes 
que se han reservado el de proveer lo conveniente a la segu- 
ridad, salubridad y moralidad de sus vecinos, y* por consi- 
guiente, pueden libremente dictar leyes y reglamentos con 
estos fines; pero este de policía de los Estados es sólo 

un residuo, en presencia de las facultades exclusivamente 



DE JUSTICIA DE LA S ACIÓN 485 



lidíelas al Gobierno de la Nación, y no puede invadir en 
su ejercicio el campo en que se tnneve cualquiera de éstas. 
En consecuencia, la ley de la Provincia ile Mendoza, núme- 
to 922. en cuanto estaMece un salario mínimo obligatorio 
jKiríi los particulares, es inconstitucional. Fagina 20. 
Sonata Jes Anónimas (su inspección). — El cobro del consumo 
de energía eléctrica suministrada por una compañía de elec- 
tricidad, es una derivación inmediata de la actividad indus- 
trial de la misma» y la inspección de ésta como sociedad 
anónima, recae directamente sobre su actuación y sus negó 
cios como empresa o compañía de electricidad; en tales 
condiciones, por restrictivo que sea el criterio de interpre- 
tación que se aplique al jiugar este caso de privilegio, stnc- 
Hssimi inris, no es posible considerar que estén fuera d<- 
la exención legal de impuestos conv. U *a a la compañía ac- 
tor» el de sellos a las facturas dd consumo de energía 
eléctrica y el de inspección cíe la sociedad. Página 417. 
Sucesiones. — La excepción establecida en la legislación nació 
nal, a mérito de la universalidad de las sucesiones» no afec- 
ta el principio autonómico que consagra el art. 105 de la 
Constitución Nacional. Pagina 62. 
Superintendencia. — El análisis de los cuatro incisos del art. th 
que define y puntualiza la extensión de la superintendencia 
ejercida por la Corte Suprema sobre las Cámaras Fedérale*, 
Jueces de Sección. Jueces Letrados de los Territorios Nació- 
"nales y demás funcionarios de ta Justicia Federal» muestra 
claramente que una declaración de inconstituekmalidad de un 
decreto del Poder Ejecutivo, se halla, en absoluto, fuera 
de las previsiones de aquella ley. Página 318. 
Superintendencia. — Incumbe a la Corte Suprema por vía de 
b superintendencia que le acuerdan las leyes, examinar si 
las sentencias emanadas de los tribunales inferiores de la 
Nación se ajustan a los preceptos reglamentarios, ya qu<* 
éstos han sido dictados con su intervención y es de su re 
serte legal velar por su cumplimiento. (Artículos 10 y II. 
ley 4055). Página 398. 
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Suspensión de Procedimientos, ( Puerca mayor). — El hecho 
de que una provincia se halle intervenida por el Gobierno 
Federal, no puede constituir, hajo concepto alguno, un ca 
so de fuerza mayor. |»r tratarse de una situación legal y 
política prevista por la Constitución y dado que las inter- 
venciones no se, han instituido fiara cercenar derechos a los 
habitante* de tas provincias, sino para garantizarlos ple- 
namente en su ejercicio, ni causan cesantía de la persone- 
ría jurídica cíe los estados, que son de existencia necesaria, 
ni producen moratorias no sancionadas expresamente por la 
ley, ni interrumpen ta vida administrativa. Página 136. 

Suspensión de procedimientos. — La circunstancia de que una 
provincia carezca de fondos o se encuentre en la imposi 
hilidad de arbitrarlos, no autoriza la suspensión de los pro- 
cedimientos, cuando, tomo en el caso, se trata de ejecutar 
en bienes de aquélla una sentencia dictada por un tribunal 
competente. Página 126. 

T 

Titulo de Marca: valor y efectos. — El "Título de Marca" ex- 
pedido por el Comisario de Patentes de Invención y Mar- 
cas de Fábrica, de Comercio y Agricultura, tiene valor y 
efectos jurídicos mientras una sentencia judicial no to anu- 
le; es un acto «te autoridad con presunción juris tantnm <1c 
perfecta legalidad que obliga su acatamiento por terceros, 
y a sufrir las sanciones consecutivas en caso omiso o de- 
negado. Pagina 337. 

Título Universitario. Procuración, ejercicio. — Lo legal, regla- 
mentario, tratándose de las leyes a que se refiere el art. 28 
de Ta Constitución, debe inspirarse siempre en el propó- 
sito de hacer to más efectivos y trascendentes posibles los 
enunciados substanciales de ésta y no en crearle excepcio- 
nes, restricciones o impedimentos que tos desvirtúen. 

No entra en la órbita de las atribuciones que la última 
parte del inciso 11 del art. 67, con el que concuerdan los 
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artículos 105, 106 y 107 de la Constitución, acuerda a las 
provincias |»ra dictar leyes reglamentarias del ejercicio de 
profestones liberales sujetas al requisito universitario, la 
de imponer a títulos o diplomas nacionales requisitos de ca- 
. rácter sustantivo, como son los de la capacidad civil y pro- 
fesional, que por implicancia elemental, corresponden ser 
previstos por las instituciones nacionales que los expiden . 

El título de la Universidad Nacional que se cuestiona 
no habilita por sí solo al recurrente para el ejercicio de las 
funciones judiciales o administrativas que en la Provincia 
de Santa Fe van como inherentes al diploma de abogado 
con más otros recaudos reglamentarios, ni involucra la ca- 
pacidad para el ejercicio de la procuración, del mandato 
judicial y de la representación en jukio, a la que las leves 
locales procesales pueden imponer reglamentaciones que se 
estimen más adecuadas. Página 290. 
Transmisión gratuita de bienes. — La interpretación que los 
tribunales locales den a la locución "actos de exterioriza- 
ción de la transmisión gratuita" es irrevocable por la Corte 
Suprema, sea que se la contemple como fórmula procesal 
o administrativa dictada y aplicada por imperio de la au- 
tonomía prevista en el act, 105 de la Constitución ; sea que 
la considere como interpretación y aplicación del Código 
Civil. Artículo 67, inciso 11 de la Constitución; art. 15. 
última parte de la ley 48 y jurisprudencia invariable. 

El Código Civil no legisla sobre las formas y condi- 
ciones en que la transmisión gratuita de bienes operada en 
determinada jurisdicción, nacional o provincial, se exte- 
rioriza o adquiere puMkidad en otras jurisdicciones . 

La revisión que ta Corte Suprema realiza por medio 
del recurso extraordinario, no alcanza a todos los casos po- 
sibles de ilegalidad o injusticia, sino a los previstos en el 
art. 14 de la ley 48, Página 48. 
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Comité Radical Acción, apelando de una resolución del Jefe de 
Policía de la Capital Recurso d* hecho. 

Sumario : 1* El recurso de hecho autorizado por d art. 229 de 
la ley N* 50, presume la denegación del extraordinario. 

2» La tramitación del recurso extraordinario del art. 14» 
ley 48, se halla gobernado por disposiciones procesales» que 
no varían ni se modifican según la naturaleza especial de 
las materias que le dan causa. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



paixo 0» LA oom surttMA 

Buenos Aires, Octubre 14 de 1929. 

Autos y Vistos : 
Considerando: 

Que el recurrente manifiesta haber interpuesto el recurso 
extraordinario de la resolución dictada por el Jefe de Policía 
denegando permiso para realizar una reunión pública. 

Que ese recurso no ha sido proveído por el Jefe de Policía 
como aparece del mismo escrito en el cual se pide la fijación 
de un plazo para que aquél lo otorgue. Siendo de observar que 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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el pelionantc no indica la fecha cu que el escrito iiitcr|xmiendo 
el recurso ha sido presentado ni expresado que haya transcurri- 
do un lapso de tietn|Hj que autorice a pensar que exista en el 
caso demora (i retardo en la decisión. 

Que el recurso ile hecho autorizado j>or el an, ¿29 de la 
ley N"' 50 presume la denegación del extraordinario, situación 
esta, que como se ha expresado, no se ha producido todavía. 

Que la tramitación del recurso extraordinario se halla go- 
bernado por disjHísicioiies procesales, que no varían ni se modi- 
fican según la naturaleza especial tk' las materias que le dan 

causa. 

Kn su mérii/i se declara improcedente por el momeulo la 
presente queja, llagase salwr. 

A. Jíkrmkjo, — |. FíoriiaoA Al- 

N — CORTA, KoliKKTO KRI'JvTTO. — 

K. Orino Layalli:. — Antonio 
Sagarna, 



St'iior,:<¡ . Uhhti linos. r mitra tuse Jtttyr, sobre t&hm ée /v*fw. 

iicia. 

Sumario: h| juez competente para conocer cu los pleitos en que 
se ejercitan acciones personales, es el del lugar convenido 
explícita o implícitamente por las parles para el cumplimien- 
to del contrato, cualesquiera que sean las prestaciones que 
>c demanden, principales o accesorias. 

Caso: Lo explican las pieza* siguientes: 



DICTA MES DEL SEÑOR PkOCURADOt GENERAL 



íl nonos Aire?. Septiembre JO t\v PJ29, 

En el contrato de compra- venta de mercaderías efectuado en 
Buenos Aires por José Jorge a Alinea l inos., se ha mudado de- 
signado el lutftr del cumplimiento tic dicha obligación V. por dio, 
determinada la jurisdicción ante el cual debe demandarse dicho 
cumplimiento. 

En efecto, consta cu los autos seguidos con tal objeto ante 
el Juzgado de Comercio de la Capital de la Nación nue. remiti- 
da a Catamarea la mercadería, el deudor Jorge la ha recibido y 
ha devuelto una jvirte de ella a Hílenos \irev. alionando en esta 
ciudad a Albaca í Inos., el impone de la (pie retenía. 

Posteriormente, por intermedio del Manco Sirio t.ihanés del 
Río de la Plata, en lineóos Aires, ha ordenado pagar a Albaca 
Unos, el saldo de su cuenta, los que se. han negado a recibir el 
impone por no estar con í orines con dicho saldo, 

lis indudable, pues, que la intención de las partes al contra- 
tar ha sido que la obligación se cumpliera en Buenos Aires. 

Los actos posteriores a dicha compra- venta, referidos, asi 
lo demuestran y ellos constituyen, en los términos del art. 218. 
inc. 4" del Código de Comercio, la demostración de aquella in- 
tención. 

Por ello, atento lo dispuesto por el art. 747 del Código Ci- 
vil, soy dte opinión que la presente contienda de competencia lia- 
ra conocer en esta causa, tralxida entre el referido juez de Co- 
mercio de la Capital de la Nación y el ríe igual clase de Cata- 
marca. r|tte a V. % corres|Hinde dirimir de acuerdo con lo dis- 
puesto en el art. 9» de la ley 4055, delie resolverse en favor del 
primero de los nombrados magistrados. 



s 
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tJuuios Aires, Octubre 14 de 1929. 

Autos v Vistos: 

Los de contienda de competencia por inhiliitoria trabada en- 
tre un Juez de Comercio de esta Capital y otro de 1* Instancia 
en lo Civil y Comercial de Catamarca i*ara conocer en la deman- 
da deducida ante el primero por los señores Albaca Hnos. contra 
don José Jorge, sobre cobro de |>csos. 



Que de acuerdo con lo que establece el precedente dictamen, 
en mérito de las constancias de autos, ba mediado entre tas par- 
tes en litigio un convenio celebrado por corres|iondencia, en el 
que, si bien no se fija expresamente el lugar del cumplimiento 
de la obligación del demandado, éste aparece abonando una par- 
te del precio y lo que considera el saldo de su cuenta, en Buenos 
Aires, donde compró las mercaderías de que se trata, anteceden- 
tes que pongo de manifiesto; con los requirimientos del acreedor, 
que la intención de lus contratantes fué que la convención tuvie- 
ra su cumplimiento en esta ciudad. (Art. 218, inciso % Código 
de Comercio). 

Que es de jurisprudencia constante y reiterada de esta Corte 
(jue el Juez competente para conocer en los pleitos en que se 
ejercitan acciones personales (corno en el sub judia-), es el del 
lugar convenido explícita o implícitamente por las ]>urtcts [tara 
el cumplimiento del contrato, cualesquiera que sean las prestacio- 
nes que se demanden, principales o accesorias, (Cód. Civil, art. 
1212 y correlativos; Cód. de 1W. de ta Capital, art. 4 tf , ley 32, 
título 2^, partida 3* ; bailo*: tomo 14S, pág*. 25 y 58; tomo 149, 
págs. 132 y 3Ki y los allí citados), 
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En su mérito y (te acuerdo con lo dictaminado por el señor 
Procurador General, se declara que el Juez competente para co- 
nocer en el sub jtuiicc es el de Comercio de esta Capital, a quien 
en consecuencia se remitirán los autos avisándose al de Catamar- 

A. Bermejo. — J. Fígueroa 

CORTA. — 



Don Petipc Puntan contra la Saciedad "Singer ScWHg Machine 
Company", sobre daños y perjuicios. 

Sumario: Comproliado que la compañía demandada, con estable- 
cimiento principal en la Capital Federal, tenia una sucursal 
en la 1'rovmcia de San Luis, corresponde a los jueces de 
ésta, sin perjuicio del fuero, el conocimiento de una de- 
manda tM»r daños y perjuicios que se hacen derivar de que a 
requerimiento de un apetite de la compañía, en San Luis, le 
fué secuestrado al actor un automóvil que éste había adqui- 
rido de un agente de aquélla. (Art. 90, inciso 4* del Código 
Civil). 

- 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



AUTO »EL JL'EZ EN LO CIVIL V COMERCIAL 

San Luis, Jubo 4 de 1929, 

Y Vistos: I-a cuestión de competencia por inhibitoria pro- 
movida |ior el señor Juez tle la Capital Federal, doctor José An- 
tonio Aniuchástegui. a petición de la sociedad denominada "Sin- 
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£vt Si'vvinjí Machine Coiiipany". en la demanda deducida por 
don Santiago A. Kúm>. en representa^ 4* f|l,n Peüpe Für~ , 
nari. ci mtra ln referida sociedad, por indemnización de fíanos y 
perjuicios. prOCCdeme de la privación del uso de un automóvil 
en el tiempo 'pie títtré el juicio a Éttie «lió origen el secuestro (Id 
coche, por denuncia de la demandada, cuyo prpeeso se tramito 
ante \m tribunales de la provincia «Je esta Capital, orna» cusía 
cíe fs U a U .V». Me ln iiue se hizo salar al actor. quien en iíl 
ex-rim de fs. 4U sostiene la competencia de este juzgado, pot las 
raáonés C|ttC metu-imia. A ln cinc se dió vista al sefior Agente Ims- 
cal. sülíéttandó tjue para ppdeí dictaminar sdhre la contienda de 
competencia, era imliíi*eimMe abrir a prueba el incidente de re- 
ferencia, cuyo dictamen si- cumplimentó por decreto de is. 44 
vía,, produciéndose ta prueba expresaifii ^¡r el actuario a fs, 10". 

■ 

Y Cotisider^ñdo: 

La méa fundamenta! im-ocíida por vi señor Juez remórente 
para sostener su corop^eneia» consiste en <jae la compañía de- 
mandada tiene como único establecimiento para el giro de sus 
tíegodos. el sito en la Capital l'Yderal y que en cuanto a la do- 
CBind nación acompañada a ís. sólo CS lina sucursal del esta- 
l>íecÍwiiento principal estaMeelcb en !ns Estados Unidos de Ame- 
rica. Sin ÉÍ#> de la prnelia rendida pur el actor, se llega a la 
cbiietúsinit de fjtre «lidia compañía lia tenido y tiene un establea- 
miento " sucursal en cía dttdádi como rebulla del testimonio de 
t\. 5, en el que se expresa' por el repfeséittañte de la compañía 
ante el Jugado del Crimen de CS*3 ciudad: "i|uc venía a liacer 
ímm) denuncia contra Yalemin Revuelto, represéntame de la 
CCaiipatlfa en esta ciudad hasta la tedia, por cuanto al ir a ins- 
peccionar la sucursal en esta ciudad de la compañía míe repré- 
senla y regenteada en esta por el expresad"» Kevudin. lia encon- 
trado', etc. 

Lo que se afirma por la Dirección Cieneral ríe lientas en 
cuanto informa a ís. 50 vta. y «pie dicha comi«añia domiei- 
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liada en esta ciudad. \m mm desde el alto 1926 hasta el año 
l 1 **'. La Intendencia Ceueral tic Policía, informando a ís. 48 
vta.. dice; La compañía Siu^cr <lc Máouinas, lia tenido su su- 
cursal en la calle Cofel W 5*ÉS de esta eludid desate hace varios 
ai"n»s hasta 192 4 ). Kn el mismo sentido son las declaraciones de 
los testigos sefloffss Tomás \". Qtlit'Oga, a ís. 61 vta., y Juan lt. 
Osorio. fs. 62 vta.. respondiendo a las preguntas del ínter rogato- 
rio de fs. íi4. cuyas manif elaciones merecen le, ponjue contíc- 
nen las formalidades fie la ley de trámite. 

Lo (pie ímlecede se cor rol tora con la lisia remitida por el 
I lauco de la Nación, de los gfeos tomados por don Mario Nava- 
ríni a la orden de Sin-er Sevvtiii? Machine Cía., desde el l'-' de 
Enero <!e 1927 hasta Ahril del corriente año. como cousia a f& 
57 y 58, 

Si iodo esto no aparta* en los libro* de la compañía de- 
mandada, será por deficiencias en las respectivas anotaciones, ta 
.pie no es susceptible de afectar a tercero*, más cuando de los 
diversos antecedente* recordados existen las eiremistaitcias carac- 
terísticas para pre>nmir ipte el eslahlecitniento que la compañía 
tiene en esta ciudad, está coniprendidn a los efectos del domicilio 
de la misma, en lo dispuesto | M >r el art. 90, inciso 4" del Código 
Civil. 

Por esuis consideraciones, las del escrito de ís. 41. (jue re- 
produzco en lo pertinente y de conformidad con lo dictaminado 
| M »r el señor adíente fiscal, como de lo establecido ix>r los arts. 15 
y 625 del Código de Procedimientos, se resuelve: no hacer lu^ar 
a la reclamación por inhibitoria, dando p«.r formada la contien- 
da de competencia; a sus efectos hádase saber y remítanse los 
antecedentes a la Suprema Corte Nacional para su decisión, con 
cosías. Notiíif píese, copíese y repóngase las fojas. — Manriao 
Ím<tám - Ante nú: idilio Moyana. 
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Buenos Aires, Octubre 14 tic 

Autos y Vistos: Los de contienda de com]>ctciicia por inhi- 
bitoria trabada entre un Juez de Comercio de esta Capital y 
otro de lo Civil y Comercial de la ciudad de San Luis, para co- 
nocer en el juieio seguido ante éste por don Felipe Furnari con- 
m la suciedad "Singcr Sewinfí Machine ComiKiny". sobre daños 
y perjuicios, 

Y Considerando : 

Ouu según se desprende tle los antecedentes de la causa, la 
enmienda proviene en el caso de míe los referidos jueces fundan 
respectivamente la jurisdicción que asumen, el primero cu que 

t él es el Juez del domicilio de la cnnipañía demandada por acción 
personal y según deduce de la priicki rendida por esta parte, 
dicha compañía no tiene sucursal en la ciudad de San Litis (fs. 
77, expediente de la Capital) : y el segundo cu que se ha eom- 
probado en los autos de su jurisdicción que la referida sociedad 
tiene establecida en la ciudad de San Luis la agencia o sucursal 
l[U e determina el domicilio especial legalmente requerido a los 
efectos de ta ennuK-teneia jurisdiccional en casos como el suh jtt- 
í/íVc (fs, 111. expediente de San Luis), 

Que así planteada la controversia, procede jKira definirla el 
examen de los factores de pnieki que obran en autos, así como 
los anteee< lentes o causas originarias del juicio de que se trata. 
He la dociuncntación acompañada a la demandada pOT daños 

É y perjuicios resulta que éstos se hacen derivar de que, a requisi- 
ción de la compañía referida, te fué secuestrada al actor un auto- 
móvil que éste había adquirido de un agente de dicha Compa- 
ñía, y |p la cuestión promovida al respecto ante un tribunal 
local de San Luis fué resuella a favor del reclamante, con costas 



a la demandada, dejándose a salvo las acciones civiles y con re- 
serva de las daños y perjuicios correspondientes (testimonio de 
fs. 4 a 7 vta, exped. de San Luis), lo que importa establecer la 
derivación directa y la relación inmediata de aquellas actuaciones 
con las que se han promovido para perseguir la indemnización 
de daños y per juicios que se demandan. 

Que en cuanto a la pruelja, ha tenido por objeto principal 
establecer si la compañía demandada tenía o no sucursal en la 
ciudad de San Luis, y, en consecuencia, si es o no aplicable al 
caso, a los efectos del domicilio que se trata de determinar, el 
art. 90, inciso 4* del Código Civil. La compañía ha sostenido que 
no tiene sucursal en San Luis ni en |>arte alguna de la Repúbli- 
ca, pues no está legalmente autorizada |»ara ello (escrito de fs. 
86, expediente de la Capital). Entretanto, en la pericia de fs. 73 
del mismo expediente, se establece (pie "entre los libros que for- 
man parte de la contabilidad, existen unos denominados "Diario 
auxiliar de sucursales", t" los míe se consigna el movimiento que 
se produce en cada una de ¡ua sucursales que la compañía tiene 
establecidas en la República" ; y si bien el perito llega a la con- 
clusi ' ii de que la arnipañía Singer no tiene sucursal en la ciudad 
de San Luis, sino en la de Villa Mercedes, ello no enerva los 
conclnycntes resultados de la pruclra del actor y de que hace 
mérito el auto de ís. 111 del Juez de San Luis, tales como las 
manifestaciones del apoderado de la compañía al formular la 
denuncia contra el representante de la misma en la ciudad de 
San Luis; el informe policial que acredita con designación de 
calle y número el local de la agencia o sucursal aludida ; la pa- 
tente que paga dicha sucursal hasta el présenle a la autoridad 
local, según el informe de la Dirección General de Rentas; los 
giros tomados en el Danco de la Nnción, por el representante de 
San Luis de la Singer y enviados a la orden de la misma en ésta; 
y las declaraciones testimoniales que coinciden en lo substancial 
con las otras pruebas enunciadas. Estos testimonios no aparecen 
contrarrestados por la respectiva prueba testimonial que ofrece 
la coni¡iañía, pues de los tres testigos qu presenta, dos son em- 
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picados tic la misma y el otro lo ha sido (fs. fi3 y siguientes, 
expediente de la Capitel}* 

Ouc por !(j demás, y sctíún queda expresado, fué un agente 
en San Luis fie la sociedad demandada quien requirió y obtuvo 
el secuestro del automóvil decretándose la medida Unjo la res- 
Dolisahilidad de su representada. De ese hecho surge la relación 
jurídica, que 110 es necesario que tenga carácter comercial, para 
determinar el caso comprendido en el ¿piso 4" del arl. 90 del 
Código Civil. 

En mérito de estas ^sideraciones, oído el señor Procura- 
dnr General, se declara míe el conocimiento de esta causa corres- 
ponde al lúe/ ile San Luis, mu perjuicio del fuero. En conse- 
cuencia, remítansele los autos y hágase saber esta resolución al 
Juez de Comercio de estu Capital en la forma de estilo, Uejwm- 
jjase el pape!. 

A. ÜKKMKJO. J. FlUl KROA Al.- 

cokta. — Roberto Kkcktto. - 
Antonio Sacarjía. 



Alberto Sieffens Soler, sumario incoado en su contra, par tu/rc- 
sión a mano armada. Contiendo de competencia. 

Sirntúrio: Corresponde a la justicia federal e! conocimiciuo de 
una causa |»or agresión o ataque a mano armada contra un 
emplead. i de un ferrocarril nacional en virtud de uu acto 
realizado en ejercicio de sus funciones, (El caso se aparta 
del Código Pena!, art. 104, parágrafo tercero, para quedar 
eorupretulúlu en la ley general «le ferrocarriles). 



Caso: Lo explican las pie/as siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADO» GENERAL 

Buenos Aires, Septiembre 16 de 

Suprema Corte: 

Se imputa al ífeétól Alberto Sleííens Soler la agresión a 
un giKirda-tarreras M ferrocarril Oeste, en ocasión tic halarse 
éste apoderado de un catallo del acusado y negarle su entrega 
en razón* (le lialn-r, dicho catallo, producido deterioros en ta 
tarrera de un paso a nivel. 

Kl delito, pues. de existir, consistiría eu el ataque a un em- 
pleado de un ferrocarril en el desempeño de sus funciones, cuya 
sanción está prevista en el art. 86 de la ley 2S7X sobre ferro- 
carriles nacionales. 

tía materia de la causa lince por ello que el conocimiento 
de la misma competa al Juez Federal de I~i Plata, (oda vez que 
el hecho se Ita producido en Morón, provincia de Unenos Aires. 

En tal sentido opino delie dirimirse la presente contienda 
de competencia tratada entre el referido magistrado y el Juez de 
Paz de Morón. (Art. 9\ ley 4.055). 

Horacio K. Lam ia. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenpfi Aires, Octubre 16 & P>*>. 

— 

Autos y Vistos: 

Los de contienda de competencia i«>r iuliiliitoria tratada en- 
tre el Juez Federal de l-i Plata y el Juez de Paz de Morón f>ara 
conocer en la causa (pie se instruye contra el Dr. Allwrto Steí- 
fens Soler jior agresión a un guarda-tarrera de la empresa del 



Y Considerando: 




Que de Iris antecedentes del caso, esto es. tanto del suma- 
rio de prevención que sirve de base a las actuaciones del Juz- 
gado de Paz de Morón, como de la denuncia del ferrocarril que 
origina la intervención del juez Federal de 1.a Plata, se 
prende que el hecho imputado constituiría una agresión o 
a mano armada contra un empleado de la empresa referida, en 

Que a mérito de tales circunstancias el régimen legal del 
caso >e a|tarta del derecho ccmiím, esto es. del Código Penal {art. 
104 parágrafo tercero), para quedar comprendido en una ley 
especial del Congreso, la ley general de ferrocarriles nacionales 
X" 2H73> que cstiihlecc en su art. So la snnción pena) correspon- 
dieute a todu ataque o resistencia violenta a los agentes o em- 
pleados de los ferrocarriles, en el desempeño de sus funciones. 

Oue de acuerdo con las disposiciones legales que se invocan 
cu lo* autos del Juzgado de Sección, la jurisdicción federal por 
razón de la materia es evidente, y en consecuencia se declara con- 
forme con lo dictaminado por el señor Procurador General, que 
es competente para conocer en la presente causa el Juez Federal 
de La Plata, a quien se le remitirán los autus, avisándose al Juez 
de Paz de Morón en la forma de estilo. 

J. FlÜUEROA AíXOETA. — RoUERTO 

Repetí o. — R. Guido Lavali.e. 
— Antonio Sagakna. 



Don Manuel Rontrro ¡topante isa sucesión). Contienda de com- 
petencia. 

Sumario: Corresponde atribuir mayor eficacia legal al testimo- 
nio de cuatro testigos, mío de ellos el médico del causante y 
los otros compañeros de trabajo Je éste, que corrolwran sus 
afirmaciones jior circunstancias precisas, (me al de dos tes- 
tígos »|iie no acreditan la razón de bus dichos, [jara dejar 
establecido cuál fué el último domicilio del dr cujas; má- 
xime cuando el testimonio de estos testigos se halla corro- 
borado por la ¡xiriida de defunción. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenus Aires, Septiembre 16 de 1929. 

Suprema Corte: 

É 

Manuel Romero, de estado soltero, falleció en General Pinto 
( Provincia de Buenos Aires) el 27 de Febrero de 1925. 

denunciado el hecho jx>r un tercero en 13 de Junio de 1928 
ante el juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial de 
Mercedes, de la misma provincia, solicitó aquél se declarara va~ 
cante la herencia. 

El Juzgado abrió el juicio sucesoria nombrando un curador 
provisorio de los bienes. 

Posteriormente, el 11 de Julio del mismo año, una media 
hermana del causante inició su sucesión ante el Juzgado de 1» 
Instancia en lo Civil de la Capital de la Nación. 

Ambos magistrados, que atribuyen a Romero su último do- 
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micilio dentro de sus respectivas jurisdicciones» han trakido cues- 
tión de competencia |>ara conocer en la causa atento los término» 
del' art. 32H4 del Código Civil y han elevado, en con secuencia, es- 
tas .ictuaciones para que Y. E. la dirima, ejercitando la facultad 
acordarla por el art. 9 de la ley 4055, 

Ks un hecho eomproUido cftie el causante estuvo domicilia- 
do hasta mediados del año l'»24. en General Pinto. 

Tal se infiere de la prueba testimonial y documentada pro- 
ducida en el expediente de Mercedes, 

Desde la techa indicada ha-la la de >u fallecimiento. 27 de 
Febrero de 1925, la prueba testimonial, única producida, es con- 
tradictoria paira acreditar el último domicilio del difunto. 

En tal situación debe estarse a lo que resulta del iilitmu do- 
micilio conocido de acuerdo con lo dispuesto por el art. 9S del 
Código Civil, máxime cuando en dicho domicilio falleció el cau- 
sante, siendo allí mismo inhumados sus restos. 

I'or ello, correspondiendo la jurisdicción sobre licneral Pin- 
to al Juez en lo Civil de Mercedes, es en favor de la competencia 
de éste para conocer en la causa, que opino delie dirimirse la pre- 
sente coniienda. 

Horado R. LtirMa. 



FALLO DK LA CORTE SI'l'REM A 

ÍUiciHs A i its, Uctulire lf> de Vf2fi. 

Autos y Vistos: Los de contienda de competencia \mr inhi- 
bitoria trabada entre un Juez de 1* Instancia en lo Civil de esta 
Capital y otro de lo Civil y Comercial de Mercedes, provincia 
de Huenos Aires, para conocer en el juicio sucesorio de don Ma- 
nuel Romero Papoote, 
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Y Considerando : 

Ont< ciicamiiiaihi la pruelta de autos a demostrar cuál ha si- 
do el ultimo domicilio «leí causante de la sucesión, atrílmklo a es- 
ta dudad iHir el juez de la Capital, y aJ [wirtido de General Pinto, 
provincia de BuenOü Aires i«.r el Juez de Mercedles, ta contien- 
da inviene m t | C aso de que arnlws jueces se consideran COUJpe- 
tcntes para entender en los autos mencionados, fundándose en el 
hecho de liakr tenido el causante sn ultimo domicilio dentro de 
sus re:*! lectivas jurisdicciones. 

Une la prueki del dmiitcilio en esta C apital se limita a la de- 
claración de dos testigos que no acreditan la razón de sus ase- 
veraciones, y que. |H)r lo tanto, no resulla de eficacia legal t*as- 
tatite, esi*cialmetite si se la examina mediante el cor resalid iente 
análisis cwuiiarativo con la prueba rendida ante el Juez de Mer- 
cales y de la que hace mérito el auto de fs. 1(15 del expediente 
respetivo. 

One, en efecto, los testigos que declaran en dichos autos co- 
rroí wran sus afirmaciones sobre el domicilio del causante por cir- 
cunstancias precisas, tales como las de lialjer sido comi»iieros de 
traliajo en el mismo establecimiento, y entre esos testimonios está 
el del médico que asistió al de mjus basta su fallecimiento y que 
si bien manifiesta no poder asegurar que el extinto residiera allí 
desde 1921, pero sí unos siete u ocho meses antes del deceso, de- 
biendo agregarse que éste ocurrió en dicho pueblo, según lo acre- 
dita la correspondiente i>artida de defunción, y que allí fué se- 
pultado. Es además de tenerse en cuenta, como lo hace el juez de 
la Provincia, la propia manifestación del causante al otorgar el 
poder general acreditado a fojas 100, en el que declara, en 1924, 
que es vecino del l'arlido de General Pinto. 

Que dehiendo deducirse de estos antecedentes que don Ma- 
nuel Romero Daponte se hallaba domiciliado en General Pinto, 
a la época en que falleciera, es evidente que, de acuerdo con la 
ley y la constante jurisprudencia de esta Corte (Código Civil, 
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arts. 94, 98, 99, 5284 y sus concordantes Fallos : tomo 149, pá- 
ginas 43 ( 293. 334 y los alli litados), es al Juez de Mercedes. 
Provincia de Buenas Aires. :i quien compete el conocimiento del 
juicio sucesorio de referencia. puesto «1" c la jurisdicción sobre la 
sucesión corresponde a los jueces del último domicilio del cau- 
sante. 

En su mérito, y de acuerdo con lo dictaminado ñor el señor 
Procurador Oneral, se declara que el Juez competente en el 
caso es el de lo Civil y Comercial de Mercedes, a quien en conse- 
cuencia se remitirán los autos, avisándose al de esta Capital en 
la forma de estilo. |^pftijjgfc el papel. 

■ 

J. I* i<n*KROA Alcorta. — Roberto 
Küpktto, — K. Guido Lavalle 

— AXTON'IO SAfiARNA. 



Sociedad Anónima Viñedos y Rodajas Arizú" contra la i'rm-in- 
cia de Mendoza, por inconstitmionaiidad de tas leyes núme- 
ros 732 y 922 y devolución de sumas pagadas. 

Sumario : l > La facultad conferida ]x>r el articulo inciso 1 1 de 
de la Constitución al Congreso <** la N'actón |iara dictar los 
Códigos Civil. Comercial, Penal y de Mineria. reviste los 
caracterrs de un poder exclusivo, dejando a los tribunales 
provinciales sólo la aplicación de dichos códigos cuando los 
casos o personas cayeren bajo su jurisdicción, sin que la 
cláusula constitucional contenga disposición alguna que atri- 
buya a los gobiernos provinciales poder i>ara destruir, anu- 
lándolas, las leyes sancionadas por el Congreso de la Xa- 
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ción con el objeto de proveer a las ventajas de mía legisla- 
ción uniforme para todo é i>aís. (Art. IOS). 

2* La reglamentación del arL 31 de la Constitución Na- 
cinnat lia sido hecha t>or el art, 14 de la ley 48 y. en su mé- 
rito, ninguna ley de provincia que se repute contraria a las 
leyes que tiene facultad para dictar el Cogreso de la Na- 
ción, puede escapar al examen y revisión de la Corte Su- 
prema i*ir vía del recurso extraordinario, aún tratándose de 
litigios o causas destinadas, por su naturaleza, a fenecer den- 
tro de la jurisdicción provincial. 

3* Al atribuirse al Congreso la facultad de dictar el Có- 
digo Civil se ha querido poner en sus manos lo referente a 
la organización de la familia, a los derechos reales, a las 
sucesiones, a las obligaciones y. entre las últimas, a los con- 
tratos, es decir, todo lo que constituye el derecho común 
de los particulares considerados en el aspecto de sus rela- 
ciones privadas. El Código Civil ha legislado sobre la loca- 
ción de servicios en el cap, VIII del Libro II, Sección 3*. 
tomo VI, calificándolo de contrato consensual y expresando 
que tiene lugar cuando una de las partes se obligara a pres- 
tar un servicio v la otra a pagarle por ese servicio un precio 
en dinero ,Arl*. 1623, 1140, 1494 y 1349. 

4 fl La ley de salario mínimo, no solo modificaría la ins- 
titución de la locación de servicios en el contenido de los ar- 
tículos citados, sino el de todos los relativos a la libertad de 
convenir, a la autonomía de la libertad individual, sancio- 
nada con» norma legal para toda la República por el artículo 
1197, y se habría, además, alterado los principios que rigen 
la incapacidad de contratar, al crear la que resulta para el 
empleador y para el obrero de no poder ajustar un salario 
inferior al minimo señalado, ampliando asi, el art. 1160 del 
Código Civil y, por ello, con ocasión del más difundido c im- 
ixwtante de los contratos legislados cu aquél, mediante el 
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cual el trabajo y oíros servicios se cambian por fflü&á por 
i iira> formas tic jm*iiii<l;nl. 

$i El art. 1624 del Código Civil no importa M$$t en las 
ordenanzas mítpíeipalé* o policiales, ó en leyes especíales 
locales el contrato de trabajo propiameiité dicho, respecto 
a su esencia y carácter, sino simplemente, someter el régi- 
men de fas relaciones especiales entre (airones y deméstiens, 
artesanos y aprendices, maestros y alumnos, en cuanto a 
mis deliro y derechos recíprocos, a una legishción propia, 
n la manera tpie l" bace Kreitas en lr>s arts. 2707 y 2K37 y 
siguientes ele su proyecto de código. 

C* Ks un hecho y también un principio de derecho cons- 
titucional míe la inicia de las provincias esta a cargo de sus 
-«.bienios locales, entendiéndose incluidos en los toleres míe 
se han reservado el tic proveer lo conveniente a la seguridad, 
salubridad y moral ulad de sus vecinos, y, por consiguiente, 
pueden libremente dictar leves y reglamentos con estos fi- 
nes; pero este poder de policía de los Estados es sólo un re- 
siduo, en presencia de las facultades exclusivamente delega- 
das al Gobierno de la Nación, y no^ puede invadir en SU ejer- 
cicio el campo en que se mueve cualquiera de éstas. En con- 
secuencia.* ta ley ríe la Provincia de Mendoza, número 922. 
en cuanto establece un salario mínimo obligatorio para los 
IKirticulares, és inconstitucional. 

Ctiso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTA M EX DEL SEÑOR PROCURADOR GENERA!. 

Buenos Aire*. Abril 10 de 1W. 

Suprema Corle: 

£a Sociedad Anónima 'V iñedos y Bodegas Artzw", con asien- 
to principal de sus negocios en Godoy Cruz. Provincia fie Men- 
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doza, entable demanda contra ésta por inconst i tuc tonalidad de las 
!eyes sobre salario mínimo números 732 y 922 y devolución de 
la suma <lc ocho mil setecientos noventa y tres pesos con achenta 
y cinco centavos moneda nacional pagada Ikijo protesta en vir- 
tud de lo dispuesto en las leyes impugnadas, invocando al efecto 
los arts. 14, 17, 18 y otros de la Constitución Nacional afectados 
por ellas, y arts. 67, inciso 11 y 108 reglamentarios del ejercicio 
de los poderes de la nación y provincias. 

Al evacuar el traslado conferido, el representante de la Pro- 
vincia de Mendoza sostiene la constilucionalidad de las leyes de 
referencia, toda vez que ellas, dice, aseguran a los trabajadores 
■un mínimum de bienestar económico" y legislan 'sobre una ma- 
teria que no puede considerarse de derecho público provincial y 
lasado en las consideraciones y citas que formula, termina su lar- 
ga exposición solicitando el rechazo de la acción instaurada. 

Planteado asi el caso constitucional, cal* observar que es 
atribución del H. Congreso de ia Xación dictar las leyes perti- 
nentes relacionadas con los derechos que se refieren a las rela- 
ciones privadas de los habitantes del país, con sujeción a lo es- 
tatuido en la carta fundamental (art. 67 1 inc, 11). 

Sancionados los Códigos Civil. Comercial, Penal y de Mi- 
nería, actualmente en vigencia, es indudable que las provincias 
no están facultadas para legislar sobre la materia» de acuerdo con 
preceptos constitucionales, por tratarse de una función que com- 
pete a la autoridad nacional en mérito de los poderes que le han 
sido delegados, así como ampliar, modificar o restringir las dis- 
posiciones de aquellos, de manera que si una ley local invade el 
fuero federal legislando sobre cosas o actos que no le corres- 
ponden, la inconstitucionalidad de ella es manifiesta y V. E. de- 
be declararla a jwtición de parte interesad;». 

Este es, precisamente, el fundamento de la demanda en el 
caso icurrente, puesto que las leyes im|nignadas legislan sobre 
locación de servicios que contemplan en los contratos en las re- 
laciones privadas comprendidas en las disposiciones del Código 
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Civil pues como lo lia dicho V. E. en t i fallo que se registra en 
el tomo 14 f >. pág. 54. "todas las leyes que estatuyen sobre las re- 
lannne> privadas de los bal titania de la República son del do- 
minio de la legislación civil o comercial y están comprendidas en- 
tre las facultades de dictar los códigos fundamentales que la 
O.nstituein Nacional atribuye exclusivamente al Congreso, a cu- 
ya legislación detien O informarse las provincias, no obstante 
cualquier diq posición en contrario que contenga sus constituciones 
locales»." 

Por otra parte, los allanamientos que autoriza el art. 10 de 
la ley N *>22, sin mediar orden judicial, los secuestros de libros 
y papeles y demás disecciones de las leyes observadas, deben 
considi-rar.se actos viotatorios de las garantías constitucionales 
invocadas en la demanda, (pie Y. E. del>e rejKirar declarando la 
invalide/, de ellas. 

Refiriéndome, pues, a la doctrina sustentada por Y. E. en 
el fallo citado, y en los insertos en el tomo 147, pág. 29 y 88 y 
ntros aplicables al caso, y reproducido en lo jiertincnte las consi- 
deraciones que se hacen valer en los escritos de f s. 32 y 100, soy 
de opinión míe corresponde, declarar la iuconstitucionalidad de 
las leyes de la Provincia de Mendoza números 732 y 922. en la 
parte impugnad!]. 

Sírvase Y. E. así resolverlo. 

Horacio R. Larreta. 
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Duchos Aires, Octubre 23 de 1929. 

Y Yistos: este juicio incoado jx>r la Sociedad Anónima *Yi- 
nedos y Bodegas Arizú" contra la Provincia de Mendoza sobre 
iuconstitucionalidad de las leyes 732 y 922 sobre salario mínimo 
del cual resulta: 
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One a fs. 32 comparece el procurador don Emiliano Lorca 
en representación de la acinra demandando a la Provincia de Men- 
doza t>or inconstitucional «Jad tic las leyes 7.52 y 922 sobre sala- 
rio mínimo y redamándole, conjuntamente, la devolución de la 
suma de ocho.mil setecientos noventa y tres pesos con ochenta y 
cinco centavos moneda nacional <S.793.K5> que sus poderdantes 
lian pasado lajo protesta y por imposición de dichas leyes con 
más las costas del juicio. 

Qne el 2S de Octubre de 191X y después de un brevísimo 
trámite se sancionó en Mtmdoza t:i ley X" 7S2 sobre jornada de 
irakijo va ordenada ]>or la Constitución de 1916 y sobre salario 
mínimo. A pesar de la magnitud de tales problemas, la ley solo 
consta de siete artículos, fijándose en el (plinto un salario míni- 
mo de $ 2 50 i^ara los trabajadores del Estado y de $ 2 |wira los 
i|ue se hallen al servicio de los particulares. 

Que el 21 de julio de 1927. apenas odio anos después, se 
dicta otra ley que lleva el X'-' 922. establecieiido el salario míni- 
mo para obreros del Kstado o que se ocuptu en industrias fa- 
briles o faunas vitícolas o vinícolas en la cantidad de $ 4.80 ^. 
(ari. t*),, y en toda otra ocupación en un mínimum «le $ 4 (art. 
J'*> que aún pudiera ser mayor a voluntad del I*. E.. según se des- 
prende del articulo tercero. El art. X, indicado, como otros va- 
rios, con quesos caracteres en son de reclame en los earteles que 
se distribuyen jior la autoridad, tija jiara los infractores una pe- 
na de $ 50 a $ 1.000 que se cobrará en caso de reincidencia o pri- 
sión equivalente según el Código l'eual. La pena pecuniaria apar- 
te de su enorme oscilación se refiere a cada i>ersoua empleada, 
de suerte que puede llegar a la confiscación de cualquier fortuna 
sin apelación. Por el art. 10 se faculta a los representantes de la 
autoridad a penetrar en los establecimientos, (esta palabra com- 
prende en el caso a toda clase de patrones y domicilios) sin ne- 
cesidad de orden de allanamiento, pudiendo revisar libros y pa- 
líeles y ordenar su secuestro. El art. 9 delega en el Departamento 
General del Trabajo la aplicación de la ley examinada y de las 
732 provincial y 11.317 nacional. 
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Que con el fin de patentizar la desorientación y arbitraric- 
dades~relativas al asunto relaciona diversos decretos o resolucio- 
nes reglamentarias de la ley que se suceden de continuo, según el 
interés del momento o de lo que se ere tal. Y, así, el de 2 de 
Agosto de 1927. aclaratorio de los arta, 1 y 2 de la ley 922, dis- 
eñe en cuanto al salario mínimo de los trabadores de un y otro 
sexo, menores de 18 años, que se rija |«r el Código Civil y de- 
más leves nacionales o provinciales destinadas a reglamentar el 
iralwijo de los menores; y a fin, arguye, de que no sean despe- 
didos por Ins patrones bajo protexto de no poder abonarles el 
alario mínimo. El art. 2 de dicho decreto, también llamado acla- 
ratorio del art 3» de la ley, autoriza un descuento basta del 40 r / v 
como máximum én concito de alimentos, habitación y otros lie- 
ncf icios; descuerno i>osible que se reduce seis meses después, y 
uno ante, de las elecciones, decreto de 1* de Marzo de 1928, a 
20 ' % como máximum v el fundamento que se aduce, no es como 
pudiera suponerse, que el costo de esos adicionales haya bajado 
en un 50 'í . sino qtie el iwrcentajc anterior se presto a injusti- 
cias por parte de empleadores de mala fe. 

Oue estos bcclios v otros que relaciona demuestran la furnia 
y móviles con que suelen tratarse en los tiernas actuales y es- 
pecialmente en Mendoza los más graves problemas del orden so- 
cial y económico, los mismos que, aún con íacuttadcs, son objeto 
en oíros países, de parte de los poderes públicos, de lo* más de- 
tenidos estudios, con el fin de conciliar sin <laiío para la riqueza 
pública los intetreses y derechos de todos. 

Oue después de diversas consideraciones de carácter general 
sobredas peculiaridades de los regímenes de gobiernos constitu- 
cionales afirma que las leyes sobre salario mínimo de la Provin- 
cia de Mendoza violan a la vez, las garantías fundamentales acor- 
dadas tx>r la Constitución a todos los habitantes de la Nación y 
las jiiriMliccümes o esfera de acción del Estado general y del que 
córranmele a- las Provincias. Lo primero porque esas garantías 
fundamentales no pueden ser afectadas por ningún poder, como 
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lio fuera la Constitución misma, previa su reforma con tas solem- 
nízales ijue elta establece (arr. 30), Q&t cuanto los derechos na- 
turales y preexistentes que fila reconoce, tío peden tener más 
limites so pena de hacerlos ilusorios que la regí* de conducta 
que día establece en su art. 1 ( * al dejar a salv.. todas las accio- 
nes (|ue no ofendan a la moral y al orden público o perjudiquen 
a tereeros. Lo secundo, porque la Constitución Nacional y ante- 
cedentes históricos que es innecesario relacionar, le lia astea- 
do caracteres propios y especiales, al lijar la órbita de las atri- 
buciones i|ue corresponden al poder central y a las que se reser- 
van o pueden ejercitarse concurrentemente por los estados par- 
ticulares. Con tal finalidad el art. 67. ¡no. 11 de la Constitución, 
alribuye al Congreso de la Nación, la facultad ríe legislar so- 
bre esos detechos civiles, dentro de un código especial sobre la 
materia y el art. IOS nie^a expresamentte el ejercicio de esa mis- 
ma facultad a las provincias. Desde ese momento y, sobre todo, 
después de dictado el Codito Civil por la Nación ninguna duda 
puede caln-r sobre la invalide?: de cualquier disposición local que 
intente afectarlo legislando sobre la misma materia (art. 31) y 
menos aún cuando ella se encuentra tratada de un modo con- 
creto v especial por el dicho Código, conm sucede, con el- con- 
trato de locación de servicios y con todos los innominados con 
que pueden relacionarse ], JS puntos y derechos que reglamenta 
indebidamente la ley provincial N' SíSSÍ y su antecedente 732 
a que sirve de complemento. Solo el Congreso Nacional tendría 
por consiguiente facultades para dictar leyes de esa clase que 
modificaran, restringieran o ampliaran las disposic iones del Có- 
digo Civil relativas al contrato de locación de servicios. 

i Míe el art. 10 de la ley 022 al autorizar el aliahamiento del 
domicilio sin orden judicial y también el de los libros y papeles 
y su secuestro, viola los arts. 18 y 67, inc. 11 de la Constitu- 
ción que garantizan sus derechos y atribuyen a las leyes gene- 
rales su reglamentación y execciones. 

Que en cuanto a las omisiones, al no establecer ningún pro* 
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cediniiento ni garantía para la aplicación de las penas pecunia- 
rias, ni tampoco recursos para ante la autoridad judicial, se afec- 
tan. i>or agentes delegados del poder administrador, a la vez que 
el derecho de propiedad las garantías pertinentes consagradas 
por el art. 1$ de la Constitución. 

Que cuando se dictó la ley N» 732 su representada no su- 
frió agravio material, pues el salario mínimo fijado en ella era 
ya el suyo, sinó et corriente. Pero no ocurre lo mismo, sin env 
bargo, cón la ley 922. pues que a su íecha, 21 de Julio de 1927, 
sus snlnrius eran para los establecimientos vitivinícolas de $ 3.50 
diarios v l>ara otros trabajos agrícolas tle $ 3, mientras que la 
lev ¡á$m 1*™ ,ÜS primóos $ 4.80 y para los segundos $4. 
Su parte que no reconocía la imposición arbitraria contenida 
en la ley presentó sus horarios y jornales a la Dirección de In- 
dustrias con los precios que abonaba en ese momento (Octubre 
de 1927 j, creyendo satisfacer así una disposición reglamentaria 
anterior a la ley 922, pero, le fueron rechazados con nota de fe- 
cha 5 de Octubre de 1927 por no encuadrar, dice, con lo dis- 
puesto en dicha ley. Tara evitarse los perjuicios y daños consi- 
guicntes, pues que sin la aprobación de esos horarios, con los 
iornales exigidos, no podía continuar sus trabajos, sm exponer- 
se a enormes y extorsivas sanciones tuvo que someterse ante 
la fuerza, bajo protesta, también adjunta. 

Ouc acompaña una planilla con los salarios coactivamente 
agnados desde el 16 de Noviembre de 1927 hasta el 21 de Ene- 
ro de \9 7 S tm de los establecimientos relacionados con la in- 
dustria vitivinícola (ís. t, 2 y 3)+ suman $ 35.552.65 a razón 
de 4.80 diarios (art. 1* ley 922), cantidad que solo hubiera 
debido ser de $ 27.558.80, existiendo, por consiguiente, una di- 
ferencia de $ 7.954.35 sobre lo que la sociedad pagaba conven- 
cionalmente a base de $ 3.50 por día. En los establecimientos 
agrícolas la diferencia era de $ 839.50. Todo lo cual forma la 
suma de $ S.793.S5 m ! n, comprendida en la demanda. 

Que la persona llamada a reparar et daño no puede ser el 
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empicado, pues ni há autor de la disposición coactiva que la 
produce, ni se prevalió de ella para exigir en igual forma el be- 
neficio inmediato e ilegítimo acordado; es el poder público, en- 
tonces, el único responsable de todo el agravio sufrido institu- 
cional y material' y por consiguiente quien debe repararlo en to- 
das sus fases. 

Acreditada la jupdicción originaria de esta Corte, corrióse 
a fs. 49 vta. traslado de la demanda, el cual fué evacuado a fs. 
07 poje don Dalmiro Terán en representación de la Provincia de 
Mendoza, pidiendo et rechazo de la misma con costas, a mérito 
de las siguientes razones: 

One la ley de salario minimu de la Provincia de Mendoza 
no c¡T contraria a la Constitución Nacional en cuanto tiende a 
asegurar a los trabajadores un mínimum de bienestar económico. 
En medio de la intensa actividad económica de la sociedad capi- 
talista son voces católicas y voces socialistas las que primero 
proclaman el principio del salario mínimo. La religión exige que 
el trabajo liuinauo no se considere como una mercancía nt se 
avalúe solamente según las fluctuaciones de la oferta y la de- 
manda. Leen XIII en 1801 en la famosa encíclica "rerum no- 
varum" proclama el principio del salario mínimo en un texto 
bieli conocido, que es el anticil*. de las soluciones que más tarde 
auspiciara la organización internacional del trabajo: "Conser- 
var la existencia es un delier impuesto a todos los hombres y al 
cual no pueden substraerse sin falta. De este deber deriva ne- 
cesariamente el derecho de procurarse las cosas necesarias a la 
sul>sistencia y que el pobre no se procura sino mediante el sa- 
rio de su traliajo. Que el patrón y obrero realicen todas las con- 
venciones que les plazcan que estén de acuerdo esiiecialmente 
sobre el monto del salario: por encima de esa libre voluntad hay 
una lev de justicia natural más elevada y más antigua, a saber, 
que el salario no del* ser insuficiente para hacer subsistir al 
obrero sobrio y honesto. Si. compelido ]>or la necesidad o in- 
ducido jior el temor de un perjuicio más grande, acepta condi- 
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ci dura- que no 1t- e* posible rehusar porque le son impues- 
tas por d patrón o |H<r aquel que realiza la oferta del trabajo, 
hay allí una violencia contra la cual la justicia protesta." Y, 
agrega <|tu* dentro de la escuela cri^tiaiK*. tina tendencia sostie- 
ticil qUé para realiza* prácticamente el salario mínimo es nece- 
saria la inu t vención iU\ estado, pufes siendo él guardián tic la 
[ustícta "todas las cuestiones del IraUjo. comprendidas las del 
mínimum son cuestiones de justicia/' 

íjue c'»ntftn|«»ráiicatncnte las escuelas socialistas sostienen 
eJ mínimum del ^al:iri< « [«OÍ aplicación conjunta del derecho a la 
existencia y del derecho ai producto íntegro del trakajo. Algunos 
economistas colándose desde un pumo de vista diverso al de 
la escuela católica y a ln> sisiemas socialistas justifican t-l salario 
mínimo en nombre de la utilidad social Muestran como el sala- 
ria insuficiente significa la de^^eradon fínica e intelectual de la 
población obrera. 1.a degeneración constituye una degradación pa- 
ra la suciedad entera: ocasiona la disminución ele jóvenes apios 
imra ei tr;iUiji» : constituye un hogar de enfermedades contagio- 
sas y de epidemias. J lisniimiyendo asi la caiuicidad física, la inte- 
ligencia v el carácter de sus asalariados, [os empleadores dismi- 
nuyen el capital glolKtl de la nación. Los salarios insuficientes 
impiden la creación de una nueva generación pura reemplazar a 
tus trabajadores actuales. Y señala finalmente que todas estas 
doctrinas se concretaron en el tratado de paz de Versátiles, el 
cual en su an. 427, inc. »?'•', consideró eoiiw de importancia parti- 
eu!;ir v urgente el pago a Eos trabajadores de un salario míe ks 
asegurara un nivel de vida conveniente, tal como se entienda en 
mi tiempo y en su pais. 

V'uc. según las primer;!-, informaciones de la conferencia de 
1'.>2¡S. se lia votado un provecto de convención Sobre implantacióti 
de métodos de fijación de salario núuimo¿ Kl art, 1" del proyecto 
establece <|uc toilo miemhru de la organización internacional del 
traltajo eme ratifique la convención se compromete a instituir u 
a conservar métodos que permitan lijar salarios mínimos para 
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los t ralladores empicados en las industrias o en partes de in- 
dustrias (y en particular cu las industrias a domicilio) donde no 
existe raimen eficaz i«ira la fijación de los salarios por vía de 
contrato colectivo o «le otro modo y donde los salarios son ex- 
eei banalmente lia jos. 

One todos estos antecedentes y otros que extensamente reía* 
ciona muestran que ta ley tic Mendoza, materia de impugnación, 
no ha liedlo sino seguir una tendencia que tiende a generalizarse 
en los estados civiliza los y para declarar aquella tendencia con- 
traria al espiritu de la Constitución habría que suponer con evi- 
dente injusticia, que ella no es idónea para cooperar al progreso 
colectivo, nu obstante lo* hermosos enunciados de su preámbulo. 

Oue tampoco es contraria la ley impugnada a la Constitu- 
ción Nacional en cuanto legisla sobre una materia que puede con- 
siderarse de derecho público provincial. Si la reglamentación de! 
salario mínimo tiende a asegurar un mínimo de suteistencia a 
los trabadores asalariados, el contenido de dicha reglamenta- 
ción podría, sin grandes esfuerzos de interpretación, considerarse 
como materia de derecho público provincial. Transcrito opinio- 
nes de Alberdi expuestas en el capítulo 6 V de su Derecho pú- 
blico Provincial y sostiene de acuerdo con ellas que una legisla- 
ción sobre salario mínimo tendría cabida dentro de los poderes 
provinciales. Aquel tiende, en efecto, a reglamentar tas condicio- 
nes del traliajo industrial ; a estimular la inmigración a afianzar 
las seguridades dadas a las jwrsonas. 

Que asegurar un mínimo de bienestar económico a los tra- 
bajadores entra, por otra ¡«irte, dentro del poder, de policía de las 
provincias. La facultad exclusiva de las provincias, dentro de sus 
limites jurisdiccionales, de darse normas en todo lo conducente 
a la seguridad y bienestar de sus habitantes se denomina poder 
de policía. La ley de salario mínimo de la Provincia de Mendoza 
tiende a protejer Ja vida, la salud y la moral de sus ciudadanos 
y, por consiguiente, entra en la esfera tlel iHxicr de polícia. Ella 
ha entendido que la fuerza de trabajo cuesta cuatro pesos a cua- 
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tro itcsiis ochenta por día y f|iie, i*>r consiguiente, im salario me- 
nor expondría ni hainhre o a la caridad pública o privada a los 
asalariados. 

Que. por otra parte, tina lev nacional sobre salario mínimo, 
siempre conveniente para establecer la may.ir uniformidad posi- 
ble en las condiciones del tralmjo, tendría que respetar las autono- 
mías provinciales. Y de allí que no obstante una sanción del Con- 
greso, la composición de las comisiones, el procedimiento ante 
las mismas, la promn Ilación de Jas tarifas, etc.. son detalles cu- 
ya ejecución corresponde esencialmente a la autoridad local. 

One la kv discutida tanuioco es contraria a la Constitución 
Nacional en cuanto legisla sobre una materia acerca de la cual 
el Congreso de la Xaeíón solo se lia pronunciado respecto de la 
Capital y Territorios Nacionales. La base de toda la argumenta- 
cióii de la demandada consiste en que solo el Condeso Xacional 
tendría facultades para dictar leyes míe melificaran, ampliara o 
téá Hñgieran las disposiciones del Código Civil relativas al con- 
trato fie locación de servicios. El art. IOS de la G institución con- 
cordante con el art. ó7. toe. II dice que las provincias no pueden 
dictar los Códigos Civil. Comercial y de Minería, después que 
el Congreso los haya sancionado. Xo existiendo una lev nacional 
sobre salario mínimo en la Ki-públicn Ariíentinn y por identidad 
de rizones con lo que ontrrió, ion las leyes provinciales antes de 
la sanción del Código Civil, la ley de Mendoza es perfectamente 
válida. 

( Un* >i esta argumentación us eficaz tratándose de una ley 
general inexistente sobre salario mínimo se bace decisiva si se 
time en cuenta que citando el Congrego ha legislado i>arcialmente 
sobre salario mínimo lo ha hecho únicamente ¡ara la Capital Fe- 
deral v Territorios Nacionales. Tal ocurre, dice, cotí la ley 10.505 
que es una ley de salario mínimo [«ira la industria a domicilio. 
Y se lle^ó a ese resultado a mérito de los antecedentes que pun- 
tualiza y detalla, no obstante halierse despachado el proyecto de 
ley por la comisión interparlamentaria con un artículo que decía 
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* las disposiciones de esta ley regirán en todo el territorio de la 
Nación." Quiere decir que en una materia que fija evidentemen- 
te normas de derecho civil, el Congreso ha creído oportuno limi- 
tar su alcance dejando a las provincias amplia facultad de le- 
gislar. Las provincias pueden. por consiguiente, fijar normas re- 
lativas al salado mínimo en su industria a domicilio porque el 
Congreso ha renunciado a esa facultad. La omisión deliberada o 
no del legislador les permite sancionar esas normas aunque afec- 
ten a las relaciones privadas y ello por virtud del art. 108 que 
soto establece la prohibición ' después que el Congreso los haya 
sancionado." 

Que por último contesta en el capitulo V a diversas obser- 
vaciones formuladas jxir la izarte, actora a ta ley de salario refe- 
rentes a má efectos económicos y a su natnrale/a jurídica. 

One declarada la cuestión de puro derecho de conformidad 
de pjírtes corrióse a fs. 9K.trasiado por su orden, el que fué eva- 
cuado a fs. HJHy fs. tOg, llamándose autos a ís. M y ís. I0r.. 

Y t'on-siderando : 

Une. como ha quedado cMablecidu en esta causa, ta Provin- 
cia de Mendoza lia dictado dos leyes sobre salario mínimo ; la pri- 
mera. X ' 7.U de 4 de Diciembre de 1918 y la segunda X" 922. de 
Julio 21 de 1927. 

One el art. 5 de la ley 7M fija "el salario mínimo de á 2.50 
para Tos tral fijadores del estado y et de $ 2 par alos que se ha- 
llen al servicio de particulares" y et 7* castiga las infracciones 
de los patrones y empresarios o sigentcs y encargados con uno a 
treinta días de arresto o multa que no pase de 100 i?, penas que 
se duplican en caso de reincidencia. 

Que el art. V de la ley 922 fija en $ 4.80 el salario mínimo 
qne deberá (Migarse a los trabadores o empleados del Estado 
o Municipalidades y de las industrias fabriles o faenas vitícolas 
o vinícolas: el segundo en 4 $ el que corresponde a los traba- 
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jadores o empleados de la> casas de comercio y el 3 V preceptúa 
que será establecido anualmente ti correspondiente a los tralm- 
jadores wupados en faenas agrícolas o ganaderas por el Poder 
Ejecutivo con informe de la Oficina de Trabajo, no pudiendo la 
tasa bajar de cuatro pesos ni exceder de cinco. El art. 8 dispo- 
ne, por último, eme las infracciones a ley serán castigadas con 
una multa fie cincuenta a mil pesos moneda nacional, que se 
doblará en caso de reincidencia, o, prisión equivalente de acuer- 
do con el Código Penal, computándose tantas infracciones comu 
personas fueran ocupadas ¡legalmente. 

Que aún cuando la parte adora ha lucho mérito de las leyes 
números 7$2 y l >22 para i>edir la declaración de inconstitucional 
lidad de una y otra, la primera dclw ser excluida de este pronun- 
ciamiento desde que. como resulta del análisis de las constancias 
de autos y de las propias manifestaciones de aquélla, la ley 732 
"no le ha ocasionado ningún perjuicio material susceptible de 
reparación pecuniaria pues el salario mínimo en ella fijado era 
ya el >uyo. >inu el corriente.»' 

Que la liarte aetora ha desconocido validez e< institucional a 
amia* leyes, en cnanto se relaciona principalmente con la fija- 
ción de un salario mínimo que se ha visto obligada a satisfacer 
en el establecimiento vitivinícola que posee en el l>c)Xirtamento 
de C.odov Cruz, Provincia de Mendoza, y ^e ha fundado: a) en 
que vulneran la> libertades de industria, traUijo y propiedad ase- 
guradas a todas los habitantes de la República i>or los arts. 14 y 
17 de la Constitución Xacinnal; h> en que sólo el Congreso Na- 
cional tiene facultades para dictar leyes modificatorias de las dis- 
posiciones del Código Civil relativas al contrato de locación de 
servicios de acuerdo con el art. 67, inc. 11 y 108 de la Constitu- 
ción Nacional. 

Que planteando este segundo fundamentó un conflicto entre 
los poderes o facultades conferidos a la Nación y el reservado 
por las provincias, corresponde pronunciarse a su respecto, en 
primer término, cambiando asi el orden en que han sido pro- 
puestos. 
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(J ni- el art. 67. ¡nc. 11 de ta Constitución, concordante con 
el 24, atribuye al Congreso de la Nación la facultad de dictar. tos 
Códigos Civil. Comercial. Penal y de Minería, sin que tales 
Códigos alteren las jurisdicciones locales, corresTHmdiendo su 
aplicación a los tribunales federales o provinciales, según que 
las cosas o las personas cayeren Ijajo sus respectivas jurisdiccio- 
nes; v t-l Í08 declara que las provincias no pueden dictar los 
Códigos Civil. Comercial. Penal y de Minería, desptiés ijtíé <j 
Congrego los haya sancionado. 

Oni- la disposición del art. 31 al dar el carácter de ley su- 
prema de la Nación a las leves que se dicten por el Congreso de 
acuerdo o.u la Constitución haciéndolas obligatoria* para las 
Provincia*, no oleante cualquier disposición t-n contrario que 
mis leves o constituciones contengan, encierra t i medio de hacer 
efectivo ten todo el territorio de la kcpúbliea éj principio de la 
unidad «le legislación común. consagrado por el art. n7. ¡tic. 11. 

One según í-e desprendí' de las mencionadas disi tosicioues 
cmistituci. «nales, es la aplicación de los Códigos citados por el 
Congreso lo «pie se ha dejado a los tribunales provinciales, ruan- 
do las cosas o las [>ersonas cayeren bajo su jurisdicción sin (pie 
la cláusula constitucional contenga disposición alguna que atri- 
buya a los gobiernos provinciales poder para derruir, anulán- 
dolas, las leyes sancionadas por el Congreso de la Nación con el 
objeto íle proveer a las ventajas de una legislación uniforme \ya- 
ra lodo el país. Fallos: tomo 68, pág. ¿38. 

Due la reglamentación del art. 31 de la Constitución Nacio- 
nal ha sido hecha ]*>r el art. 14 de la ley 48, y ( en su mérito, nin- 
guna ley de Provincia que se repute contraria a las leyes que 
tiene facultad para dictar el Congreso de la Nación, puede esca- 
par al examen y revisión de esta Corte por vía del recurso ex- 
traordinario, aún tratándose de litigios u causas destinadas, por 
su naturaleza, a fenecer dentro de la jurisdicción provincial, 

Que, la facultad conferida al Congreso de la Nación por el 
art. 67, inc. 11. reviste los caracteres de un poder exclusivo de la 
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Nación, y asi resulta, con toda evidencia, no sólo de los térmi- 
nos expresos en que la delegación lia sido acordada \wr aquel 
articulo, y de Jos antecedentes y razones que la determinaron cla- 
ramente expresados al adoptarse el principio, sino también de la 
prohibición formulada por el art. 108 a las Provincias de ejerci- 
tarlo después de dictados por la Nación los Códigos comunes. 

Qne la jurisprudencia de esta Corte ha señalado en reitera- 
do? fallos e] carácter de exclusividad correspondiente a ese po- 
der, al declarar que todas las leyes que estatuyen sobre las rela- 
ciones privadas de los habitantes de la República son del domi- 
nio de la legislación civil o comercial y están comprendidas entre 
las facultades de dictar los códigos fundamentales que la Cons- 
titución Nacional atribuye exclusivamente al Congreso, a cuya le- 
gislación deben conformarse las Provincias, no obstante cual- 
quier disposición en contrario que contengan sus constituciones 
o leyes locales. Fallos: tomo 147. pág. 2* J : tomo 1+9, pág. 54. 

tjiie si este poder de legislar, en materia de derecho privado. 
p exclusivo del Congreso, evidentemente no puede ser compar- 
tid*, en su ejercicio por las autonomías provinciales, correspon- 
diendo solamente a aquél apreciar las ventajas o inconvenientes 
de las institución^ que haya sancionado, dejándolas subsisten- 
tes o promoviendo su reforma. Y esta consecuencia no importa 
cerrar la puerta a las iniciativas legislativas que el progreso del 
jais puede baccr necesarias, en las diferentes ramas del derecho 
,,rivadn t u relación a las Provincias, pues, tanto los representan- 
tes del pueblo de las mismas, como los de su soberanía, tienen 
amplias facultades para presentar aquéllas ante el propio cuerpo 
-juc iHJsce la facultad y del cual forman parte integrante. 

Que en presencia de las anteriores conclusiones corresponde 
examinar ahora si las leyes de salario mínimo dictadas por la 
Provincia de Mendoza, comportan el ejercicio por sus autorida- 
des de facultades delegadas por el art. 67, inc. 1 1 de la Constitu- 
ción al Congreso de la Nación. 

Que al atribuirse al Congreso la facultad de dictar el Código 
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Civil se ha querido poner en sus manos lo referente a la or- 
ganización (le la familia, a los derechos reales, a las sucesiones, 
a las obligaciones y, entre las últimas, a los contratos, es decir, 
todo Ib que constituye el derecho común ríe los particulares con- 
siderados en el aspecto de sus relaciones privadas. El Código Ci- 
vil ha legislado sobre la locación de servicios en el capítulo VIII 
del libro II. Sección 3», tomo VI, calificándolo de contrato con- 
sensual v expresando que tiene lugar cuando una de las partes 
m oHigara a pregar un «crvicio y la o.™ a pagarle por ese ser- 
vicio un precio en dinero. Es, calatmente, esta la relación jurídi- 
ca contemplada por el art. 5' de ía ley 732 y por los arts. 1,2 y 3 
de la X* 922, con el fin de imponer al empleador ti salario mí- 
nimo fijado por las autoridades provinciales. Entretanto, dentro 
de la concepción jurídica del Código Civil, el salario es el precio 
del servicio o del trabajo, convenido libremente por las partes. 
Así resulta, no sólo del art. 1623 que califica de consensual el 
contrato, esto es, de los que quedan concluidos iwra producir 
sus efectos propios desde que las partes hubiesen recíprocamente 
manifestado su consentimiento (arts. 1140 y 1494), sino tam- 
bién de que en consonancia con el art. 1349. aplicable a mérito 
de lo dispuesto por la segunda parte del art, 1494, el precio, en 
la loeación de servicios, debe establecerse según alguna de las 
formas señaladas cu él, formas que presuponen siempre el acuer- 
do p consentimiento personal de los contratantes aún resi>cctn 
del ext>edíente arbitrado, en cuanto a la fijación de ese precio 
en los casos en que quedase inicialmentc indeterminado. Y la 
ley de salario mínimo, no sólo modificaría la institución de la 
locación de servicios en el contenido de los artículos citados, sinó 
el de todos los relativos a la libertad de convenir, a la autonomía 
de la voluntad individual, sancionada como norma legal para to- 
da la República por el art. 1197 y según la cual las convenciones 
hechas en los contratos forman para las partes una regla a la 
cual deben someterse como a la ley misma. Habría, además, alte- 
rado los principios que rigen la incapacidad de contratar, al crear 
la que resulta para el empleador y para el obrero de no poder 
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apislar un salario inferior íil mínimo señalado, ampiando así d 
art. Í ; Í^O:Íá Código Civil y. ello, con ocasión del más difundido 
i? imtwrtante tlt* los COttttat0S feg irados eu aquél, mediante el 
cua] t-1 trabajo y oíros servicios se cambian jmr diñen i p por otras 
formas de propiedad. El art. lo24 del GÓdifJi »*> te- 
lega* en las ordenanzas municipales o policiales, a en leyes es|M- 
ciato [ocales el contrato fie trabajo propiamente dicho, aspecto 
a Sti esencia y carácter, sino simplemente someter el régimen' de 
las relaciones especiales entre patrones y dumésticus. artesanos 
v aprendices, maestros y alumnos, ni cnanto a mi> delicres y 
derechos recíprocos, a una legislación propia a la manera que lo 
hace tt&m etl los arts. 270/ y 2837 y siguientes ríe su proyecto 
de código; llu todo caso el ari. 1ó24, inciso secundo tfél Código 
Civil atilde puramente a Jas relaciones de los artesanos o menes-' 
traks cón ífe aprendices, que los padres o tutores lp cnirepm 
para aprende? Ütíoflciq a semejanza de los cpie ocurría i ii la ei*>- 
ca de las anticuas organizaciones gremiales y no a Iris relacio- 
nes contractuales de los primeros con sus patrones o empleado- 
ra que quedan regidas ]H>r las disposiciones del titulo de la lo- 
cación de servirius. de las obligaciones de hacer y de los contra- 
to!- en general! 

i >ue aún euando se reconoce por esta i 'orle el amplio desen- 
volvimiento alcanzado en la ciencia contemiionmea por la rama 
nueva del derecho llamada Legislación Industrial o derecho obre- 
ro. rip se puede liega*, empero. que. en el fondo, grftp luirte de 
su contenido se constituye de elementos o instituciones que se 
mantiene dentro del campo de las relaciones civiles ( contrato de 
trabajo, salarios, accidentes del trabajo, etc.). correspondiendo 
lus otros al dominio del derecho administrativo y aún al de la 
ciencia económica o financiera. V si bien estos últimos pueden 
corresponder t n » r:i „ medida al pt*kr de legislación y al de po- 
licía ile los Kstados, los primeros se hallan entregados. |nir im- 
perio de nuestras instituciones, a la inteligente disensión del 
Congreso Nacional, a quien, además córresete apreciar las ven- 
tajas o inconvenientes de las que haya puesto en vigor. 
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Que si pues la locación de servicios, como parte integrante 
del Código Civil, ha sido legislada por el Congreso Nacional y si 
no es posible conciliar la imposición de un salario mínimo con 
la libertad dejada a los contratantes por aquel Código para con- 
venir el que estimasen justo en cada caso, el conflicto entre la 
ley lucal y la ley nacional sólo puede resolverse haciendo preva- 
lecer la segunda sobre la primera, de conformidad con lo dispues- 
to ]K>r el art. 31 de la Constitución Nacional. La Provincia de 
Mendoza no Ka podido dictar leyes de salario mínimo que ata- 
ñen directamente al precio, elemento esencial de la locación de 
servicios. 

Que la Provincia ha inv<»eado para fundar su derecho a 
legislar sobre salario mínimo: a) que tiene facultades concu- 
rrentes con el Congreso de la Nación para legislar sobre insti- 
tuciones, como la que nos ocupa, a mérito de lo dispuesto yntr el 
art. 108 de ta Constitución ; 1») que el derecho para fijar un sa- 
lario minimo. en los contratos del trata jo. nace de sus poderes 
de policía. 

Que la frase del art. 108 de la Constitución, "después que 
el Congreso los liaya dictado", sólo tiene un alcance justificado 
por Jas circunstancias del momento. Las Provincias, al sancionar- 
se la Constitución. poseían su legislación común propia y no era 
posible ni conveniente que ella quedara abrogada de inmediato. 
Y por eso, mientras el Congreso no dictara los códigos comunes, 
las Provincias tenían, al respecto, facultades concurrentes con 
la Nación, pero cumplida la condición como lo fué por la san- 
ción del Código Civil en vigor, la facultail se convirtió en ex- 
clusiva de la Nación, y, por consiguiente, no podía ser compar- 
tida i»or las Provincias. Acerca de tal poder las Provincias no con- 
servan ningún derecho actual y mucho menos cuando, como se 
ha visto, las leyes impugnadas no se han limitado a crear nue- 
ras instituciones de derecho privado sin afectar las normas ge- 
nerales del Código Civil, sino que las han revocado y alterado 
fundamentalmente en su esencia. 
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Que acerca del poder de policía de 1¡ts Provincias, esta Cor- 
te ha declarado qvé es un hecho y también un principio tic de- 
recho constitucional que la tmlicía tle las Provincias está a cargo 
de sus gobiernos locales, en tendié mióse incluidos en los poderes 
que se han reservado el de povecr lo conveniente a la seguridad, 
salubridad y moral iflad de sus vecinos, y, pplf consiguiente, pue- 
den libremente dictar leyes y reglamentos con estos fines. Faltos: 
tomo 7. pág. 152; lio, Un: 117. pág. 432 >* olros - V nt> 
Inulta* ser de otro modo, pues asi tumo debe interpretarse que el 
Gobierno Federal tiene solamente aquellos 'poderes (pie té han 
sido expresa o implícitamente concedidos por la Constitución, 
debe* en cambio; considerarse a las legislaturas de estado en po- 
sesión de todos lus poderc* mi espresa o implícitamente susbtraí- 
dii> ;l ellas por la G institución Federal o por las respectivas 
C"U>titucioncs provinciales, puesto que han conservado torio el 
poder no delegado a la Nación. ArL 104. 

Que este poder de jiolieia de los F. -lados es sólo Tin residuo 
>hi emliargo, en presencia, de facultades exclusivamente delega- 
das al Gobierno» de la Nación. Se ha dicho ya que la atribución 
, conferida a ésta de dfctár lus Códigos comunes, es de aquella 
naturaleza exclusiva, y por consiguiente el Congreso, al ejerci- 
tarla, no sólo puede dictar disposiciones de carácter policial rela- 
tivas a las materias contenidas en el derecho privado, sino tam- 
bién impedir que las Provincias usen ele las propias para alterar 
o modificar el contenido de las leyes substantivas. 

Que si se diera al poder de policía tle las Provincias la lati- 
tud pretendida, en el caso, por la Provincia de Mendoza, la de- 
legación hecha al Gobierno de la Nación, para dictar los códigos 
comunes habría quedado reducida a mía mera lónntila. pues ta 
mayor parte tle las instituciones, comprendidas en aquéllos, son 
susceptibles de considerables restricciones motivadas en razones 
tle policía, \*n se concille, además, que el Código Civil o el de 
Comercio, al organizar las instituciones privadas para toda la Re- 
pública, lo haya hecho subordinando su contenido al examen y 
revisión de los Gobiernos de ÍVovincia, para declarar si tal co- 
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1110 se encuentran legisladas comprometen o no sus poderes de 
policía. 

Otte, no obstante constituir este poder <le ix>1icía «no de los 
nías comprensivos e indeterminados que las Provincias han re- 
tenido irara si. reconoce, entre otras, la limitación derivada de 
las consideraciones anteriores, esto es, la de que no puede inva- 
dir en su ejercicio el campo en que se mueve cualquiera de las 
facultades exclusivas conferidas o delegadas al GolArrno de la 
Nación. Es entonces evidente, que si el Congreso tiene facultad 
de dictar el Código Civil y es usando tle ella que ha incorporado 
al misino las disposiciones sohrc tocación de servicios, las auto- 
ridades provinciales no pueden alterarlas o modificarlas en nin- 
gún sentido a título de ]ioder de policía o de otro cualquiera. 

Que la opinión del presidente del Dejiartamento Nacional del 
Trabajo, invocada ]*>r la Provincia de Mendoza, para cohonestar 
su tesis, confirma en el fondo el punto de vista establecido en 
los considerandos anteriores. En efecto, el Dr. Maticnzo, decía 
en 1907 lo siguiente: "En ta legislación del tralxijo hay que cla- 
sificar y distinguir tas medidas relacionadas con ella, en los si- 
guientes grupos: 1* disposiciones de derecho civil o sea aque- 
llas que se refieren a la capacidad de las i*r*onas i»ra contra- 
tar el trabajo propio o ajeno y a las prestaciones que pueden ser 
objeto de la locación de servicios ; 2» disposiciones de derecho 
penal fundadas en principios de orden público y, 3° disposiciones 
de policía que reglamenten la construcción o funcionamiento de 
las fábricas y talleres con objeto de asegurar en ellos la higiene, 
la seguridad y el bienestar de los trabajadores. Y, agregaba, las 
correspondientes a los dos primeros grupos deberán ser por su 
naturaleza de carácter nacional f las del tercero tienen carácter 
local o provincial. V como las leyes de salario mínimo de la Pro- 
vincia de Mendoza reglamentan el fondo del contrato de trabajo, 
alterando el Código Civil, y no las condiciones de higiene y se- 
guridad en que la labor debe desenvolverse, no es dudoso de 
acuerdo con los párrafos transcriptos, que en el caso la Provincia 
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de Mendoza habría ejercitado facultades de la especie compren- 
dida en la primera categoría. 

Que es exacto el antecedente invocado acerca de ta ley níi- 
□10-0*10.505 sobre el tralajo a flomicilio, pero también lo v* que 
la cttmisión mterpalamentaría creada por la ley X" «J145 com- 
puesta por los senadores del Valle Ibarlitcea y Olaecliea y Al- 
corta y los diputados Araya. Cafíerata y Palacios, opinó que 
debía darse a aquella carácter nacional porque las disposiciones 
que contenía se referían al contrato de trabajo (Diario de Se- 
siones del Senado, tomo 1. año 1<>1K, f¿¿ 220 > t siendo además 
de observar que como lo Insto constar en la Cámara ele origen 
el diputado de Tomnso, se aceptó la sanción ile la ley con la mo- 
dificación introducida \*>t el Senado, limitándola a la Capital y 
Terr ¡torios Nacionales para no demorar su sanción. Por lo de- 
más, en contra^ .sición a dicha ley del>en citarse la N" 9&8* 
que modificó el Código Civil en cuanto a la responsabilidad [>a- 
tronal y la última sobre jomada de ocho horas sancionada ceanQ 
aquélla i*íira surtir efecto en todo el territorio de la República. 

Qtte el veto opuesto por el Poder Ejecutivo a la ley de cie- 
rre alas 20 horas de las casas de comercio, en toda la Repúbli- 
ca, no hace más que confirmar la tesis de este pronunciamiento. 
Allí se dijo, en efecto* "que la legislación del trabajo no es en 
1„ esencial otra cosa que la aplicación de nuevas disposiciones al 
contrato de locación de servicios que nuestro Código Civil legis- 
la en sus arts. 16S7 y siguientes, Una ley obrera del*-, en con- 
secuencia, para tener carácter nacional, presentar una naturaleza 
tal que pueda ser incorporada al Código Civil. Esta ley minu- 
ciosa qtte clasifica diversas clases de comercios, que fija la hora 
de cerrar las puertas y de atender al púbbeo. que habla de pla- 
nillas y de horas de comida, nó es en verdad una ley qne en- 
tumiré ni en la técnica ni en el sistema, ni en la construcción del 
C&égO Civil." Diputados, tomo Ií. año 1925. ingina 100. 

Que en estás condiciones es ¡nnecesarn ■ esanunar el oiro 
aspecto constitucional invocado también por la demandante para 
sostener la invalidez de la ley, sobre todo si se tiene en cuenta 

J 
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tjue ello importaría anticipar una decisión de esta Corle respecto 
de una cuestión alrededor de la cual existen o han sido presen- 
tados diversos proyectos a la consideración del Honorable Con- 
greso. 

Que la documentación acompañada con la demanda acredi- 
ta que los actores exhibiendo a la administración provincial las 
planillas de los jornales que ttlmnalan en la fecha de la sanción 
de la ley X " 922. protestaron el píifí* ' $Q tos aumentos que les 
imponía aquélla, suma que representa la cantidad de S 
moneda nacional, por el ticnn» comprendido entre el 16 de No- 
viembre de 1**27 y el 21 de Huero de 1928. 1.a Provincia de Men- 
doza no ha formulado observación alguna sobre este capítulo de 
la demanda, ni ha desconocido la exactitud de las diferencias cuya 
restitución se le reclama. V aunque no se trata de fondos que 
hayan ingresado precisamente al tesoro ele la Provincia. dcl>e el 
caso asimilarse al del impuesto l»gado con protesta, ya que la 
gravedad de las multas establecidas en la ley. 50 a 1.000 pesos 
por cada infracción, hacían ineludible y compulsivo el cumpli- 
miento de la ley para un establecimiento industrial de jiersonal 
numeroso. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado y pe- 
dido pQt el señor Procurador General se declara inconstitucional 
la ley de la Provincia de Mendoza X* 922 en cuanto establece 
un salario mínimo obligatorio i»ara los i>arl indares y se conde- 
na a la misma a restituir at actor dentro del plazo de treinta días 
al suma de ocho mil setecientos noventa y tres |iesos con ochenta 
y cinco centavos moneda nacional y sus intereses desde la fecha 
dé la notificación de la demanda. Sin costas, atenta la naturale- 
za de la cuestión debatida. Xotifíquese, repóngase et papel y 
archívese. 

J. FiotEhoA Alcorta. — Robe uto 
Repetto. — R. Gcino Lavalle 
— Antonio Sagarna. 

( 1 ) lía la misma fecha ta Corte Suprema se pronunció cu igual sen- 
tido en el juíc» seguido por don Gupcrtino Ahareí contra don Antonio 
Vklcto, por cobro de pesos. Incoitstitucionaltdad de la ley de la Provincia 
de Mendoza, número 922. sobre salario mínimo. 
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a que alude ti señor Prncnratlor Fiscal, 110 modifica esta conclu- 
>ióiu nn M»In a mérito de ln expuesto en el primer párrafo de 
este considerando, sim» tamhién tu virtud de tu que preceptúa el 
aíti ¿<V42 del Código Civil. 

< lúe. eja consecuencia, forzoso e> declarar presenpta la ac- 
ción 1-11 e>le caso, a pesar de que -le las constancias de autos re- 
suíte evidente que la demandada es resiwnisaMc de los perjuicios 
ocasionador ya que no se ha jusüiicado en forma que la vara- 
dura del vápqr VYandby fuera moivada i^r un hecho que re- 
valiera las características del caso fortuito definido en el art. 514 
del Código Civil y detenidamente estudiado por el codificador 
en la nota res|>ectiva. en la cual se expresa que los accidentes de 
la uaturalza no constituyen casos fortuitos, mientras |>or su in- 
tensidad 110 >al«ai! riel orden común y que no delie, ]>or lo tanto, 
calificarse como caso fortuito o de fuerza mayor los aconteci- 
mientos que son el resultado del curso ordinario y regular de la 
naturaleza como la lluvia, el viento, la creciente ordinaria de los 
rios. etc., y por consiguiente la lujante, pues las estaciones tie- 
nen su orden y su desarreglo, que producen accidentes y pertur- 
Uicioncs que también traen «laíios imprevistos. Más resulta inú- 
til abundar éri mayores consideraciones en este sentido, dado lo 
expuesto en el considerando anterior. 

Por las consideraciones que preceden fallo : declarando pres- 
cripta la presente acción seguida \*>r et Fisco Nacional contra Du- 
dero Hnos., hoy contra The Kopner Shipping Company Limi- 
ted. sol>re indemnización de daños y perjuicios ocasionados por 
la pérdida de la boya N* 49 del Canal del Farallón, debiendo abo- 
narse las costas por su orden, atentos los fundamentos de este 
pronunciamiento. Xotifíquese, repóngase el sellado que corres- 
ponde a la parte demandada, devuélvanse los expedientes agrega- 
dos y oportunamente archívese, 

Saúl M. Escobar, 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACION 

Bruma Aires. Agosto 2.1 & VW. 

Y Vistos: 

- 

Por sus fundamentas se confirma la sentencia almelada de 
fs. 28 en cuanto haciendo lugar a ta defensa opuesta |)or la de- 
mandada, declara obrada !a prescripción de la acción instaurada 
por el Fisco Nacional contra Dodero Unos., hoy The Ropner 
Shipping Company Limited, sin costas, atenta la naturaleza de 
la defensa alegada. — Rodolfo S. Ferrar. — Marcelino Escala- 
da. — H. A. Xaair Amhnmui. — L P. Luna, 



. PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Octubre 2.1 de 1**29. 

Vistos : 

El recurso de apelación interpuesto ¡ior el señor Procurador 
Fiscal de la sentencia de fs. &, dictada en los autos seguidos por 
d Fisco Nacional contra Dodero linos., l>or daños y perjuicios 
provenientes de la ««rdida de la boya X* 49, del Canal de Fara- 
llón, embestida por el va]** inglés Wandby, de que son agentes 
los demandados, y 

■ 

Considerando : 

Que dicha sentencia se limita a declarar prescripta la ac- 
ción entablada en virtud de lo dispuesto en los artículos 4037 y 
25*2 del Código Civil. 

Que Lis consideraciones de hecho y de derecho aducidas al 
efectu en el fallo de i» Instancia de fs. 28, reproducidas por 
la Cámara íi íjiw. se ajustan a las constancias de autos, a las 
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prescripciones legales invocadas y a la jurisprudencia tic esta 
Corte. >iu que a ellas se hayan opuesto reparos i»r et aclame. 

Por esto se con f irma la sentencia apelada de fs. Mi en todas 
sus i*rU's. Norifíqucse y devuélvanse a la Cámara de origen, 
donde se repondrá el pepeL 

J. Fioi-rkoa Alcorta. — Roberto 
Rkfktto. — R. Ge too Lavali.e 
— Antonio Saca: .na. 



Útm Conven Dolara Josefa de Altear de li'rede. sus herede- 
ros, contra k Dirección de Esatetas de la Proinncm de Bue- 
nos . tires, por disolución de una suma de dinero. 

Sumario . V La interpretación que los trilmnalcs locales den a la 
locución "actos de exterior) /ación de la trasmisión gratuita 
es irrevocable por la Corte Suprema, sea que se la contem- 
ple como formula procesal o administrativa dictada y apli- 
cada por imperio de la autonomía prevista en el art. IOS de 
la Constitución: sea que la considere como interpretación 
v aplicación del Código Civil. Artículo 67, inciso 11 de la 
Constitución; art. 15, última parte de la ley 48 y jurispru- 
dencia .invariable. 

2* El Código Civil no legisla sobre las formas y condi- 
ciones en que la trasmisión gratuita ele liíenes operada en de- 
terminada jurisdicción, nacional o provincial, se exterioriza 
o adquiere publicidad en otras jurisdicciones. 

3» l-a revisión que la Corte Suprema realiza por medio 
del recurso extraordinario» no alcanza a todos los casos po- 
sibles de ilegalidad o injusticia, sino a los previstos en d 
art. 1 4 de la ley 48. 
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4 V La ley de Sellos de la Provincia tic Buenos Aires de 
1926, no hace gravitar el impuesto j*or ella cstablecMit* sobre 
la trasmisión o el derecho sucesorio en sí, sino sobre los 
actos que extirii trizan toda trasmisión a titulo gratuito y, 
1*>r consiguiente, ninguna relación tiene, con la cuestión de- 
hatida la cíe salwr el día en que los adqu i rentes obtuvieron 
la jiosesión hereditaria <le tos bienes, ni el momento en que 
el derecho sucesorio se abrió, ni cuándo la aceptarión de la 
berencia se hizo irrevocable. 

5» El art. 3? del Código Civil, al establecer que las leyes 
disponen para el futuro, no tienen efecto retroactivo, ni 
pueden alterar los derechos ya adquiridos, lia entendido, sin 
duda, referirse a las relaciones de <fcrecho privado sobre las 
que el Honorable Congreso, como una d¡e las ramas del (io- 
biemo Federal, puede legislar en uso de las facultades que 
le confíete el art. 67. inciso 11 de la Constitución, sin com- 
prender propiamente las leyes de orden administrativo que 
se den las provincias ejerciendo también facultades recono- 
cidas en la propia Constitución (art. 105) ; y considerado 
como precedo constitucional, el principo de la no retroac- 
tividad de las leyes sólo rige en i Materia penal, por la prohi- 
bición de que los dis|iosicionrs nuevas empeoren las condi- 
ciones de los procesados. 

6' El impuesto a las sucesiones o a los herederos, cual- 
quiera que sea el monto que se exija como carga pública, 
ni importa la institución de un nuevo hederero, ni sométe- 
la trasmisión hereditaria y sus efectos a reglas diversas de 
las establecidas por el art. 3410. siguiente y correlativos del 
Código Civil. 

Caso : Lo explican las |ñezas siguientes : 
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ACL'KKPO 

En la ciudad de La Plata a veintitrés de Octubre de mil 
novecientos veintiocho, reimicla la Suprema Corte de Justicia en 
acuerdo ordinario (jara pronunciar sentencia definitiva en la cau- 
<i V 18731. caratulada "de Atvear Carmen Dolores Josefa de, 
su sucesión contra Dirección de Escuelas. Devolución de impues- 
to", se practicó la insaculación prescriba por el art. 173 de la 
Constitución de la lYovincia, resultando que en la votación de- 
bia observarse por los señores jueces el orden siguientes: doc- 
tores Migue*, de la Colina, liallesteros, Dellepiane. 



ANTECEDENTES 

El Juzgado N v 4 en lo Civil y Comercial del Departamento 
de la Capital dictó sentencia en estos autos rechazando la deman- 
da interpuesta, con costas. 

La Cámara I* de Apelación del mismo Departamento revo- 
có esc fallo y condeno a la demandada a restituir a la adora la 
Suma de $ 68.066,23 centavos moneda nacional ; con costas, en 
ambas instancias, a la |xute vencida. 

Se dedujo recurso de inaplicabilitlad de ley. 

Oído el señor Procurador General, llamados autos y hallán- 
dose la causa en estado dé dictar sentencia, la Suprema Corte 
resolvió plantear y votar la siguiente cuestión : 

¿ Es fundado el recurso de inaplkabtlidad ? 

■ 

VOTACION 

A la cuestión planteada el señor Juez doctor Miguez. elijo: 
\ai Excma. Cámara resuelve, de acuerdo con ta tesis sus- 
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tentada \*>t el representante de los sucesores de doña Carmen Do- 
lores de Alvcar, que el arto de trasmisión de doña Dolores I'a- 
cHeco ante esta provincia se exteriorizó en el año 1883 p>r la 
toma de posesión, según constancia de ís. 22 y 100, conforme a 
lo dispuesto en los arts. 23 >■ 3?. ine. 9" de ta ley de impuestos 
vigente. 

Kl representante de la Dirección General de Escuelas enta- 
bla en contra <le esa resolución el recurso de inaplicabilidad de 
ley. sosteniendo cpic la exteriorización a que se refiere la ley en 
sus arts. 23 y 37, inciso 9», es el momento de la presentación 
ante el Juez de la provincia requiriendo la protocolización. 

Como se ha visto, la Cámara tt quo ha establecido como pro- 
t»ado, de acuerdo con los testimonios que obran a fs. 22 y 100. 
que en el año 1883 se dio posesión de la herencia a la heredera 
instituida por doña Dolores Pacheco, doña Carmen de Alvcar, 
del campo que constituía el lialier en esta proviticia. El recu- 
rrente no ha demostrado la violación de las leyes o realas que 
rigen la pruelía. así, para este Tribunal el hecho referido tiene 
que aceptarlo como i>rohado, dado que los tribunales de segunda 
instancia son solwranos en la apreciación de los hechos. 

Ahora bien: ¿importa un acto exteriorizante, a los efectos 
del impuesto a la trasmisión gratuita de bienes, la toma de po- 
sesión de un bien, ordenada por una autoridad con jurisdiedón 
fuera de la provincia? Soy de oj>inióu contraria, pues como lo 
tiene resuelto este Trilwnal reiteradamente, son actos que im- 
l»rtan exteriorización de la trasmisión gratuita de bienes : la pre- 
sentación ante lop triliunales de la provincia de la declaratoria de 
herederos, o de la hijuela o del testamento a los efectos de la pro- 
tocolización, pues llenados estos requisitos, para las autoridades 
de la provincia, recién se ha perfeccionado la trasmisión gratuita 
desde el momento que con la a|>robación judicial de esos actos 
el heredero se encuentra halwlitado pan» disponer libremente de 
los bienes heredados, fiá trasmisión se manifiesta por las referi- 
das constancias y no por la toma de imsesión, que i>uedc ser una 
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simple medida j>rovisoria, otorgada por una autoridad extraña a 
la provincia, que tío importa la tradición de la propiedad. 

Este es el punto sometido al deliatc judicial y que es la ma- 
teria fiel recurso concedido y sobre el cual solamente se del.e pro- 
nunciar este Tribunal. 

Por lo expuesto, lo que disponen los arts. 23 y 37. inc. 9* 
d« la ley de impuestos, y arts. 326. 327 y 344 del Código de Pro- 
cedimientos Civiles, voto por la afirmativa. 

Los señores jueces doctores de la Colina, Ballesteros y De- 
lk-piano, iwr los mismos fundamentos aducidos precedentemente 
ppr el señor Juez doctor Migue*, votaron en igual sentido. 

Con lo que terminó el acto, firmando los señores Jueces de 
la Suprema Corte de Justicia. - Migncs. — Dcitvpiane. — />V 
U deros, — A", tk hi Coltmh — Ante mí: .1. Ibarhtaa, 



SENTENCIA 

U Plata. Octubre 2.1 ele l ( a 

V Vistos; Considerando: 

í>e la Cámara lia establecido con carácter irrevocable que 
en pí ¿Fio 1HS3 se dió posesión fie la herencia a la heredera ins- 
tituida, pero ello no importa un acto de extetriorización de !a 
trasmisión gratuita de bienes, pues conw lo ha establecido este 
Tribunal reiteradamente, se entiende por tal exteriorización. la 
presentación ante los tribunales de la provincia de la declaratoria 
de herederos, o de la hijuela o tlel testamento, a los efectos de 
la protocolización. 

Por estos y demás fundamentos del acuerdo que antecede, 
se declara fnndado el recurso interpuesto y firme la sentencia 
dé primera instancia que rechaza la acción deducida. Devuélvan- 
se los autos. — G. II. Miguen — Luís F. DcUcftmc. ~ Carlos 
Alberto HalUsUros. — A', déla Colina. — Ante mí: A. Iharhma, 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Ruino* Aires. Septiembre 11 <fc 

Suprema Corle: 

En la forma en que a ís. 218, lia quedado resuelta por V, E. 
la procedencia tlel presente recurso extraordinario de ablación, 
lo que corres|xinde decidir en esta causa es si hay incompatibili- 
dad entre la interpretación y aplicación dada al art, 23 de la ley 
de Sellos de la Provincia de Buenos Aires y los arts. 3577 y 3413 
y concordantes del Código Civil. 

Invocando la expresada disposición de la ley de sellos, se 
lia exigido a la sucesión de doña Carmen D, J. Alvear de Wrede 
el pago de uti impuesto sucesorio en el momento en que se pro- 
tocolizad en la Provincia de Buenos Aires el testamento que a su 
favor hizo doña Dolores Pacheco, cuya sucesión tramitó y quedó 
concluida en el año 1886, en la Capital de la Nación. 

Sostiene la actora que los bienes que le correspondieron en 
la expresada testamentaria de doña Dolores Pacheco ingresaron 
al patrimonio de la causante doña Carmen Alvear de Wrede en 
aquella época en forma definitiva en virtud de ta posesión que 
le fué dada por las autoridades judiciales de la Provincia de 
Buenos Aires. 

La Dirección de Escuelas, j»r su parte, opina que no ha- 
biéndose exteriorizado aquella trasmisión sucesoria debe, en el 
momento en que lo sea, alxmarse el impuesto respectivo que so- 
bre el mismo recaiga. 

Lo que debe entenderse por ■'exteriorización", a los fines 
tic Já ley de impuestos referida, es cuestión que no admite re- 
visión en el recurso del art. 14 de la ley 48, como lo tiene deci- 
dido V. E. (S, C N. 117: 22) 1 . 

El pronunciamiento debe, pues, limitarse, a decidir si la sen- 
tencia dictada en la causa ha violado o nó las dis|x)siciones de de- 
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Techo común invocad al exigirse el pagó del impuesto referido 
en cumplimiento de la ley tal que lo establece. 

Es decir, si al obligarse a la sucesión a dicho i>ago, de acuer- 
do con la ley respectiva vidente en el momento de ta protocoli- 
zación del testamento y no con la que regia en la é|>oca en que se 
dUV la posesión judicial de la herencia, se ha violado el principio 
de la irretroactividad legal o el que establece la iorma y modo 
en que jxir la ley civil se exteri. riza la transferencia de la pro- 
piedad a titulo sucesorio. 

V. E. en la causa precitada y en la que se registra en la pá- 
gina 48 del mismo tomo 117, lu decidido en cansas que guardan 
estricta analogía con la presente y con el acopio de doctrina que 
hace innecesarias mayores consideraciones, que no existe incom- 
patibilidad alguna entre la aplicación del impuesto sucesorio de 
refi reucia y las deposiciones citadas del Código Civil, "toda vez 
que el impuesto a las sucesiones o a los herederos, cualquiera 
qüe sea el momento en que se exija como carga pública, ni im- 
porta la institución de un nuevo heredero, ni somete la trasmi- 
sión hereditaria y sus efectos, a reglas diversas de las estableci- 
das por el art. 3410, siguientes y correlativos del Código Civil. 

(Fallos: tomo 100. pág. 51 ; tomo 101, pág. 245 y otros)." 

Por lo expuesto y dando por reproducida la doctrina de V. 

K., soy de opinión que corresponde confirmar la sentencia en la 

parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horacio A*. Lturcta, 



Bbcwm Aires, Octubre 23 de 1929. 



■ Y Vistos: El recurso extraordinario eu el juicio "Herede- 
ros de doña Carmen Dolores Josefa de Alvear viuda de Wrede" 
contra la Dirección General de Escuelas de la Provincia de Bue- 
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nos Aires por devolución de dinero pagado en concepto de im- 
puesto a ta trasmisión gratuita de bienes ; traído por tos actores 
contra el fallo de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos 
Aires que rechazó la demanda; y 

Considerando : 

El núcleo fundamental de las cuestiones sometidas al pro- 
nunciamiento de esta Corte es el siguiente : En el año de 1883, 
en el sucesorio de doña Dolores Pacheco, tramitado en la Capi- 
tal Federal, fué declarada heredera testamentaria doña Carmen 
Josefa Dolores de Alvear de Benítez y. como en el halier here- 
ditario se registra!» un campo en el Partido "Las Conchas*' de 
la Provincia de Buenos Aires, se ordenó la posesión del mismo 
a favor de la citada heredera en la persona de su legítimo esposo 
y representante, don Apolinario Benttez, por intermedio de la 
justicia competente de la Provincia ; lo que así se realizó, pues el 
Juez de 1* Instancia de La Plata. Dr. Adetardo Heredía, comi- 
sionó al Juez de Paz de Las Conchas para cumplimentar el man- 
dato del Juez Basuatdo de la Capital y el comisionado dió fiel 
cumplimiento a lo ordenado <fs. 22 y 1001, Posteriormente al 
fallecer la señora .Alvear de Wrede y tramitarse su sucesión, 
se incluyeron, entre otros bienes situados en la Provincia, el re- 
ferido Campos de "Las Conchas" y, al protocolizarse la trasmi- 
sión de los mismos, la Dirección General de Escuelas redamó 
impuesto por aquél, sosteniendo que recién se exteriorizaba, con- 
forme a los arts. 25 y 37 de la ley de Sellos de 1926, la trasmi- 
sión gratuita de Pacheco a Alvear. La sucesión, previo pago bajo 
protesta, inició esta demanda, fundándose en que la aludida exi- 
gencia importa transgredir el Código Civil : a) en cuanto identi- 
ficando protocolización a trasmisión de bienes, de que exteriori- 
zación es sólo un neologismo, de primada o prevalencía a la ley 
iwovincial sobre los arts. 577, 3412 y concordantes del Código 
Civil; b), en cuanto da a la ley de Sellos de 1926, un efecto 
retroactivo, lesionando derechos adquiridos contra lo que pres- 
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criben los arts. 3 y 4044 del Código Civil- Como ello contrariaría 
el art. 31 de la Constitución Nacional, en concepto del recurren- 
te, el fallo apelado que desestimó sus pretensiones del* ser re- 
vocado, disponiendo se le devuelva la suma pagada ¡legalmente. 

Desde luego, la interpretación que los trilmnales locales den 
a la locución "actos de exteriorizneión de la trasmisión gratuita , 
es irrevocable por esta Corte, sea que se la contemple como for- 
mula procesal y administrativa dictada y aplicada por imperio 
de la autonomía prevista en el art. 105 de la Constitución; sea 
que la considere como interpretación y aplicación del Código Civil 
(art. 07. inc. 1 1 de la Constitución, art. 15, última parte) de la ley 
48 y jurisprudencia invariable. (Conf. Fallos: S. C N. tomo 115, 
l>ág. 279, tomo 1 17. pág. 2p7. tomo 118. pág. 319, tomo 119. pág. 
175: tomo 121, pág. 233 y muchos otros). No hay, bajo este 
punto de vista, contradicción . antítesis u oposición entre la ley 
nacional y la ley provincial, porque el Código Civil no legisla so- 
bre las formas y condiciones en que la trasmisión gratuita de 
bienes operada en una determinada jurisdicción, nacional o pro- 
vincia!, se extetrioriza o adquiere |>uMicidad cu otras jurisdiccio- 
nes, porque eso es de carácter adjetivo reservado a la organi- 
zación procesal p administrativa, como ya queda dicho, de las 
provincias, de la Capital Federal o de los Territorios dentro de 
su régimen puramente local. La Provincia demandada pudo cam- 
biar la palabra "exteriorización" por "registro" o "protocoliza- 
ción" que la jurisprudencia local ha identificado con aquélla, 
ejerciendo su privativa función de exégesis, en virtud de la cual, 
el sentido dado a la ley ¿orina, liara el caso resuelto. i>arle de la 
lev misma. U revisión que esta Corte realiza l*>r medio del "rc- 
e.ursn extraordinario", no alcanza a todos los casos (josibles de 
ilegalidad o injioticia. sino a los previstos en el art. 14 de la 
ley 48, 

Que la Corte ha fijado con toda claridad y precisión su con- 
cepto^ ferencial sobre el significado y alcance de las palabras 
trasmisión, posesión y exteriorización que se traen al debate en 
el presente juicio. F.u el fallo que se registra en el tomo 152. pá- 
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gina 14, se dijo : "Que la lej^mpugnada (ki misma que se dis- 
cute ahora), adoptando sin duda ese criterio, no hace gravitar 
el impuesto por ella establecido sobre la trasmisión p el dere- 
cho sucesorio en si, sino sobre los actos que esteriorizan Ma 
trasmisión a título gratuito y, |>or consiguiente, ninguna relación 
tiene, con la cuestión debatida la de saber el día en que los ad- 
quirentes obtuvieron la posesión hereditaria de los bienes, ni el 
momento en que el derecho sucesorio se abrió, ni cuando la acep- 
tación de la herencia se hizo irrevocable, ¡jorque no distante 
todas esas previsiones de ta ley civil, la provincia, ejercitando 
sus facultades impositivas, ha ixxlido elegir, como lo lia hecho, 
sin afectarlas ni desconocerlas, el instante en que el tributo debe 
hacerse efectivo, y fijar las reglas con sujeción a las cuales han 
de computarse los valores" : y en el caso que se registra en el 
mismo tomo, página 268. ratificó el tribunal esa* interpretación 
agregando que es inobservablc la facultad provincial para gravar 
la trasmisión gratuita, cuando de sucesiones abiertas fuera de 
su jurisdicción se trata, en el acto de la protocolización, enten- 
diendo que en él se exterioriza recién. 

En cuanto a la impugnación del fallo recurrido fundada en 
que en él se da efecto retroactivo a la ley de impuesto de 1926. 
aplicándola a un acto pasado en 1*83, del* recordarse la doctri- 
na invariable de esta Corte según la cual "el art. 3 del Código 
Civil, al establecer que las leyes diseñen para el futuro, no tie- 
nen efecto retroactivo, ni pueden alterar los derechos ya adquiri- 
dos, ha entendido, sin duda, referirse a las relaciones de derecho 
privado sobre las que el Honorable Congreso, como una de las 
ramas del GoMenio Federal, puede legislar en uso de las fa- 
cultades que le confiere el art. 67, inc. 11 de la Constitución, sin 
comprender probamente Jas leyes de orden administrativo que 
se den las provincias ejerciendo también facultades reconocidas 
en la propia Constitución (art. 105 ¡!; y considerado como pre- 
cepto constitucional, el principio de la no retnwctividad de las 
leyes solo rige en materia penal, por la prohibición de que las 
dis[iosiciones nuevas empeoren las condiciones de los procesados." 
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Falle»: tonn» 140. pág. 34: tomo 133. pág. 216: tomo 117. pá- 
ginas 22 v 48: tomo 107. pág. 134 y los allí citanos. En vi sub Uu- 
ninguna nulificación Kijo el punto de vista del derecho privad» 
te'suíndo la calidad y condiciones de propietaria de ta cansante 
señora \lvear de Wrcde ni sus herederos desde ta i>osesión here- 
ditaria del campo de tm Conchas en 1883. i>or influencia de ta 
ley de impuesto de porque, como también lo ha resuelto 

esta Corte v I» recuerda el señor Procurador Cene-ral, "el im- 
puesto a tas sucesiones, o a los herederos, cualquiera que sea el 
momento en que se exija como carga pública, ni ini|>orta la ins- 
tttUCÍÓn de un nuevo Heredero, ni somete la trasmisión heredé 
taria v sus efectos, a reglas diversas de las establecidas por el 
,rt 3410 siguientes v correlativos del Código Civil. Fallos: to- 
mo H)0, pág. 51 ; tomo 101. pág. 425: tomo 117. pág. 48 y otros. 

Por lo expuesto v de conformidad con lo solicitado por e! 
señur Procurador Ccnerat. se confirma la sentencia recurrida en 
cuanto ha pudUi ser materia del recurso, Xottfiquese, devuél- 
vanse los autos venidos por vía de informe con transcr.pc.on de 
la presente y archívese previa reposición del isipel. 

J. Fint'EROA Alcokt.v — Roberto 

Rl-PETTO. — K. I AVALLE. 

— Antonio S.híarna, 



¡ton Litis Alberto Ttisutfu lontra tlon Scivriüuo Olmos, sobre 
restitución tiv bienes, t ontu iuia de romfetemin. 

VMJmíWo: Acreciendo que el que opuso la exección de incom- 
mmk declinando la jurisdicción del juzgado ante el que 
Fué demandado, denota la decisión de mantener subsistente 
la excepción, corresponde que ésta sea substanciada y re- 
vena por el juez respetivo, con arreglo a derecho. 

Casó: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL PKQCl'RADOR GENERAL 

Buenos Aires. Setiembre ]A de 1929. 

Suprema Corte: 

Cuando V. E. con fecha K de Octubre de 1926, a f s. 54 de los 
autos "Tasada Luis Alberto contra Severiano Olmos, incidente 
de inhibitoria", agregado por acuerda floja, dirimió la contienda 
de competencia tratwda entre el Juez de Sección de esta Capital 
y el de 1» Instancia en lo Civil y Comercial del Rosario, dijo 
que el demandado bahía opuesto ante este último Juez la ex- 
cepción de incompetencia, declinando la jurisdicción del Juzgado, 
por cuya razón devolvió las actuaciones al referido magistrado 
a los fines de prosecución de la causa, es detir, de la substan- 
ciación de la excepción. 

No puede, pues, ahora, la Cámara de Apelaciones del Rosa- 
rio, al resolver dicha excepción, desestimarla i*>r considerar que, 
contra lo resuelto por V. E. el demandado había desistido de la 
excepción con el escrito de fs. 18 de los presentes autos, de fe- 
clia 19 de Mayo de 1926 que V. E. tuvo a la vista, conjunta- 
mente con las demás actuaciones cuando dirimió en el sentido in- 
dicado, la referida resolución de fs. 34. la contienda planteada 
anteriormente. 

Lo que corresponde, en mi opinión, es devolver estas actúa - 
dones al tribunal de origen a los efectos de la resolución de V. 
E. a que bago referencia. 

Horado /?. Larrcta. 
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Buenos Aires. Octubre 23 de 1929. 

Y Vistos: 

El recurso extraordinario interpuesto y concedido contfu 
sentencia de la Cámara de Apelaciones de Rosario. Provincia de 
Santa l : é t en el juicio seguido por el Dr. Alberto Tasada contra 
don Severiatio Olmos, por restitución de bienes muebles, inci- 
dente sobre declinatoria fie jurisdicción, 

Y Considerando: 

Que de los términos en que ha sido planteada y resuelta la 
cuestión traida al examen de esta Corte en la presente instancia 
extraordinaria, resulta que el caso se reduce a determinar si dc- 
1h' considerarse subsistente la declinatoria ilc jurisdicción opuesta 
l>or el demandado al iniciarse el pleito (fs. U. expediente prin- 
ciiwl ) . o si por el contrario, el desistimiento de esa excepción ( fs. 
ISi. ha radicado el juicio ante los tribunales en (pie tramita la 
causa. 

Oiuí'CÍ pronunciamiento de esta Corte recaído en ta contien- 
da de'c.inqietencia dirimida a fs. M del ex^liente de esta Capi- 
tal sobre inhibitoria, resuelve con precisión y concretamente : a > 
que el demandado no prorrogó la jurisdicción del Juez del Ko- . 
sario al proseguir ante él las actuaciones relativas al rmliargo pre- 
ventivo, porque ese juicio no radica jurisdicción, ní la prorrogó 
tampoco en la demanda de restitución de bienes porque no sólo 
no contestó la demanda íart. 12, inc. +>. ley 48), sinó que declinó 
la jurisdicción; h) que la declinatoria promovida no pudo aban- 
donar si- pira intentar la inhibitoria, porque k» prohibe la ley 
(Código de Procedimientos de la Capital, art. 412) ; c) que, en 
consecuencia, la inhibitoria intentada no procedía, resol viéndose 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN fil 

en su mérito que los autos volvieran aí Juez de Rosario a los 
fines de la prosecución de la causa. Fallos: tomo 147. pág. 3490 

Que así definido el caso en sus constitutivos esenciales, está 
de manifiesto que el desistimiento de fs. 18 fué declarado legal- 
mente nulo y sin ningún valor, y f»r lo tanto, la excepción de in- 
competencia de jurisdicción opuesta por declinatoria quedó sub- 
sistente, en condiciones de ser substanciad y resuelta previos 
los trámites formales del caso, y a tal efecto fueron devueltos 
los autos al trilxinal que conoce de la causa, el que del*rá decidir 
si acepta o rechaza la excepción de incompetencia de jurisdicción 
que le está sometida. 

Que declarada la imi»sibilidad legal de substituir for la vía 
de inhibitoria la declinatoria anteriormente elegida, es evidente 
desde luego, como lo expresa la sentencia en recurso, que ello en 
ninguna forma impide que el interesado u oponente pueda desis- 
tir de su articulación allanándose al fuero ante el que formuló 
su oixjsktón ; pero es el caso que. como se observa en el voto 
en disidencia de fs. 122 vta., toda la actividad procesal del de- 
mandado, dirimida ia contienda de competencia, acusa de su toar- 
te una voluntad en sentido diametralnwnte contrario al que se 
le atribuye, esto es. denota la decisión de mantener sulisistencia 
la excei>ción así declarada por el referido pronunciamiento de 
esta Corte, 

En mérito de estas consideración ¿s y de acuerdo con lo dic- 
taminado |x>r el señor IVocurador General, se declara que la ex- 
cepción opuesta debe ser sustanciada y resuelta por el Juez 
respectivo con arreglo a derecho, y a tal efecto devuélvanse estos 
autos a! tribunal de procedencia. Repóngase el papel. 

J. FlCVEROA AiXORTA. — ROBERTO 

Repetto. — R. Guido Lavallr. 
— Antonio Sagakna. 
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t-Ücn de ta Prem ia de ¡hu nos Aires, contra (a sucesión dt 
doña Aniceto Correa de Xtíñcc, por cobro de pesos; inci- 
dente sobre i tic ow pete mió de jurisdicción. 

• 

Sumario i J» Las cuestiones pertinentes a la cosa juzgada se re- 
suelven |Mir principios de legislación común o «le procedi- 
mientos y, por consiguiente, están fuera de la comprensión 
del recurso extraon lina rio <.lcl art. 14. ley 48. 

2^ Kl juicio sucesorio atrae a sí las demandas |>or cobro 
del impuesto de contribución directa (impuestos provincia- 
les). Art. 3284. inciso 4 V del Código Civil y 12. inciso l v 
de la ley 4$. 

.V La excepción establecida en la legislación nacional, a 
mérito de la universalidad de las sucesiones, no afecta el 
principio autonómico que consagra el art- 105 de la Cons- 
titución Nacional. 

Caso: Uj explican el siguiente; 
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Rum„s Airo. Octubre ii «K- 

Y Vistos: 
i 

Kl incidente de incompetencia de jurisdicción, en los autos 
"Fisco de la Provincia de Buenos Aires contra la sucesión Ani- 
1 1 li Correa de Xiiñcz". que tramita en *sta Capital, cuyos auto» 
fueron promovidos ante un Juez de 1" Instancia de La Plata. 
jn»r via ejecutiva, y 

Considerando; 




Que el recurrente, al oponer cxcejición de incompetencia, ar- 
gumentó: que siendo et sucesorio un juicio universal, atraía a 
sí todas las demandas de carácter persona] intentadas en su con- 
tra . de modo que la snb lite, por cobro dé contribución directa, 
de que instruye esta causa no |xxna escapar a isa regla general 
establecida en el art. 32iR inciso 4* del Código Civil y 12 de la 
ley 48, debiendo, en consecuencia, ejercitarse la acción respecti- 
va, ante el Juez de 1á sucesión. 

Que B este reS|>ecto nu existe discordancia entre tas ¡artes 
ya que el Fisco de la Provincia ha manifestado en su último es- 
crito, a fs. 317 vta.. que no ignora que esta Corte " interpretando 
el art. 32K4 del Código Civil, ha establecido que los juicios i»r 
cobro de impuestos fiscales corresponde a la jurisdicción del Juez 
ante quien se tramita el juicio universal del deudor de tales im- 
iwcstos, como dice el señor Procurador General" y que "la Pro- 
vincia de Buenos Aires ha aceptado siempre la tesis de V. E" 
La oposición del fisco sólo se refiere a la inaplicabilidad de esa 
jurisprudencia al sttb jHítkc, ftor cuantío existe cosa juzgada res- 
isto de la comi>eteiicia de los Tribunales de la Provincia, co- 
mo intenta demostrarlo, invocando, al efecto, un fallo de una de 
las Cámaras Civiles en este mismo sentid*». 

Que delx: advertirse que esta defensa no fué planteada ni 
resuella i*or el tribunal a tjno, en su sentencia de fs. 262, y que, 
en el supuesto de que la Rubiera considerado, su resolución al 
respeett» estaría futra de la comprensión del recurso extraordina- 
rio, toda vez que las cuestiones pertienentes a la cosa juzgada 
se resuelven }»or principios de legislación común o de procedi- 
mientos, como lo ha estimado la jurisprudencia de este Tribuna!. 
(Fallos: tomo 11H, pág. 2°4 y muchos otros). 

Que si bien es cierto que esta Corte lia establecido que la eje- 
cución de impuestos provinciales del* iniciarse ante las juris- 
dicciones locales en rozón de circunstancias derivadas de las fa- 
cultades establéenlas en sus propias leyes con arreglo al priixi- 
pío autonómico que rige los estados federales, aquéllas dclien 
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ceder ante un precepto contrarío establecido en el Código Civil 
y en la ley nacional N v 48 (articulo citado), siendo de notar ta 
particularidad de esta última, que al consagrar la atracción de los 
juicios universales lo hace de modo absoluto sin excluir ni aún 
a los acciones fiscales de la Nación. 

One no puede darse al art, 105 de la Constitución la exten- 
sión que le ha concedido la sentencia en recurso, pues la excep- 
ción establecida en la legislación nacional, a mérito de la univer- 
salidad de las sucesiones, no afecta tal principio autonómico, el 
f|ue se ha tenido muy presente |*fir esta Corte, siempre que se lian 
puesto en frente, en materia de ejecución de im]Hicstos locales, 
la jurisdicción federal y la provincial, y en el sith judia- sólo se 
i I ¡lucida materia de competencia entre dos jurisdicciones locales. 

Chic no tratándose en ci sub tire del ejercicio de una acción 
real, no tienen esc carácter las demandas sobre impuestos terri- 
toriales, el actor debe cumplir y acatar las disjwsicioncs resis- 
tivas de orden nacional. (Fallos: tomo 154, pág. 162; tomo 123, 
pág. 256; tomo 142, pag. 88). 

IW estos fundamentos y de acuerdo con lo dispuesto por el 
art. 31 de la Constitución Nacional. 3284, inciso 4 V del Código 
Civil y 12, inciso l' 1 de la ley 48, se revoca la sentencia de fs. 262, 
en cuanto resuelve (pie la justicia local es la competente |>ara 
conocer en esta litis. Notiíiqucsc y devuélvase previa reposición 
del papel, 

J, Krciu KkoA Ai.cohta. — Kojierto 
Kkpkito. — H. Giioo Lavallk 
— A x tomo S\i;akxa. 
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liou Valentín Tersagfu (su sucesión) contra ta Caja Nacional de 
Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, sobre 
pensión. 

Sumario: El artículo 20, inciso 2* de la ley 10.650 no significa 
otra cosa que, adquirido por «n empleado el carácter de "per- 
manente" por la naturaleza de sus fusiones y el tiempo 
que, en forma continuada, los realizó, adquiere derecho a in- 
demnización jK>r incapacidad permanente en el acto del ser- 
vicio y por causa del servicio, cualquiera que sea el tiempo 
de éste excedente de los seis meses indis]iensables para su 
incoriMjración al redimen de la Caja y de la ley. Es, pues, el 
referido inciso 2-' una exección al principio general consa- 
grado en el inciso í* del mismo art. 20, modificado en el 
inciso Í) del art. V de la ley 11.308. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

KKSOU.-CIÓX ilF- LA CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires. Fcbrem 22 de 1929. 

Visto que doña Mercedes Giróla de Terzaglu se presenta so- 
licitando pensión con arreglo a las d¡s|K>siciones de la ley 10.050. 
en su carácter de viuda del ex empleado del Ferrocarril Oeste de 
Huenos Aires, don Valentín Terzaj-hi, y 

Considerando: 

Ouc por las certificaciones producidas se compruelia que el 
recurrente prestó servicios en la mencionada empresa desde el 16 

de 0¡¡M hasta cl 30 <lc J imio ík * 1920 ' 1™ «I 1 ** 1 <le dos nwse * 
y catorce días. 
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Que d art. >> de la ley 10.650 sólo comprende en sus dis- 
posiciones a los "empleados y obreros permanentes", y el art. 3* 
declara expresamente que "las disiiosiciones de esta ley no com- 
prendeu a los empleados y obreros que desenfilen funciones 
accidentales O de carácter transitorio" y que "se considera em- 
pleado permanente, a los efectos de esta ley. á los empleados 
qne U'Ntfin más de seis meses de servicios en una empresa," " 

Oue de acuerdo con los preceptos leudes transcriptos, tanto 
las ubicaciones como los Uneíieios establecidos en la ley 10.650 
y sus complementarias, son de aplicación únicamente para Jos 
empleados comprendidos en su régimen y en consecuencia la ju- 
bilación por invalidez deparada i*>r el art. 20, inciso 2", sólo 
procede en los casos de accidentes ocurridos a empleados y obre- 
ros rpie hubiesen prestado más de seis meses de servicios, que 
es la condición impuesta po? el art. S v para adquirir el carácter 
de permanente y quedar comprendido en el régimen jubílatorio. 

Que "como el fallecimiento del causante se produjo antes de 
tpif ¿ste llenara las condiciones legales para adquirir el carácter 
de permanente, es evidente que no estuvo comprendido en el 
régimen di- la Caja y por consiguiente no anq>aran a sus suceso- 
re* las disposiciones de la ley 10.050, 

IW esti^ fundamentos, atento to dictaminado por la Ase- 
SÓfía legal. Ib aconsejado por la Comisión de Pensiones y de 
conformidad con lo acordado \n>r el Directorio en su sesión del 
5 fiel corriente, se resuelve: 

í* \o hacer lugar al pedido de [Misión formulado (jor dona 
Mercedes (oróla de Teivaghi. en su carácter de %*iuda del ex 
empleado del IVrrocarril Oeste de Unenos Aires/don Valentín 
Terfzagiu, 

Molifiqúese a la interesada y archívese. 

J. Brivio. 
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Ruviios Aires, Julin S de 1929. 



Y Victos: 



De acuerdo con lo resuelto por este tribuna! en el caso fíe 
Amador Quimba, fallado en Mayo 3 de 1929, y \mr sus funda- 
mentos, se confirma la resolución arlada de fs. 13 que deniega a 
doña Mercedes Giróla de Terzaghi la irrisión solicitada er> su 
carácter de viuda de Valentín Tcrzaghi. Devuélvanse sin más 
trámite. — Rodolfo S\ I-crrer. — Mura Uno Escalada. — />*. //. 
Kasar Amhomw. — 7. P. Luna. 



25 de 1929. 



Suprema 



En la presente causa sobre jiensimi solicitada a la Caja Na- 
cional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios por 
doña Mercedes turóla de Terzaghi. tía sido materia de discu- 
sión la interpretación de disoluciones contenidas en la ley res- 
jK-ctiva X* 10.650. habiendo sido la decisión final contraria al 
derecho invocado por la recurrente, fundada en dicha ley. 

Existe asi el caso federa! y de acuerdo con lo resuelto por 
V. E. en causas análogas, el recurso extraordinario de apcla- 




Ha sido, pues, en mi opinión, hten concedido y así pido a 
V. E. se sirva declararlo. 

En cuanto al fondo del asunto adhiero a la tesis sustentada 
por la Caja Ferroviaria toda vez que el art. 3* de la ley 10.650 
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considera, expresamente, como empleado permanente, al que ten- 
ga más de seis meses de servicios en una empresa, lo que no ha 
acreditado el recurrente. 

1.a interpretación, pues, de la referida disposición legal es 
ajustada a derecho. 

Soy, por ello, de opinión que corresponde 
temía apelada que deniega la pensión solicitada. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires. Octubro 2H de 1929. 

Y Vistos: El juicio de doña Mercedes Giróla de Terzaghi 
contra la Caja Nacional de J ululaciones y Pensiones de Emplea- 
tíos y Obreros Ferroviarios, por pensión consecutiva a la muerte 
de su csjxíso Valentín Terzaghi, venido en apelación extraordi- 
naria, conforme al art. 14 de la ley 48 y 6 de la ley 4055 contra 
•el fallí» denegatorio de la Cámara Federal de la Capital; y 

Considerando : 

Que la ley X" 10.650 lia indicado y definido con toda clari- 
dad la> iwrsonas a quienes alcanzan los Iteneí icios de sus dispo- 
siciones: los empleados y ohrcros permanentes, considerando co- 
mo tales a tixlos aquellos que no desempeñen funciones mera- 
mente accidentales o de carácter transitorio, y que. l>or lo me- 
nos, tengan seis meses de servicios continuos (arts. Z y 3). I-is 
personas que, l*ur cualquier concepto, entren en relación de ira- 
lia jo con el ferrocarril, pero que no puedan encuadrarse en los 
preceptos citados, podrán tener, en casos de accidentes, derecho a 
las indemnizaciones que el Código Civil y la Ley de Accidentes 
del Tralmjo preven (arts. 1 109 y 1113 del primero, arts. I. 2 y 
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concordantes de la segunda, ley 968&), a cargo directo de ios pa- 
trones, |>ero no pueden reclamar nada de la Caja coniúu de ferro- 
viarios. La exigencia de seis meses, o de otro término con que 
pueda ser ampliado o reducido por leyes posteriores, como con- 
dición del l>eueí¡cíario a jubilación, yusión o indemnización a 
cargo solidario de los que forman el fondo de la Caja (art, 9), 
responde a la necesidad de imponer al obrero o empleado cierto 
período de ensayo y de pruelia antes de entregarle, no sólo ta 
posibilidad de esas compensaciones económicas, sinó también ta 
participación en el gobierno de la institución (art. 4), aparte la 
elemental previsión de buen gobierno y estabilidad consistente 
en una acumulación previa de aportes para garantir las erogacio- 
nes que. permanentes o transitorias, son siempre mayores que el 
tributo a|iortado por cada cual. 

Que el art. 20. inciso 2» de la ley 10.650, invocada por la re- 
currente, no modifica en nada los arts. 2 y 3 de la misma, que 
quedan examinados; esa disposición no significa otra cosa que, 
adquirido por un empleado el carácter de "i>ermanente" por la 
naturaleza de sus funciones y el tiempo que, en forma continua- 
da, tos realizó, adquiere derecho a indemnización por incapaci- 
dad permanente en acto del servicio y por causa <lel servicio, cual- 
quiera que sea el tiempo de éste excedente de los seis meses in- 
dispensables para su incorporación al régimen de la Caja y de la 
\ey. Es, pues, el referido inciso 2* una excepción al principio ge- 
neral consagrado en el inciso 1" del mismo art. 20, modificado 
por el inciso i) del art. I" de la ley 11.308. es decir que, mientras 
la inutlización de un empleado u obrero jx-rmanente. sólo da de- 
recho a jubilación si tiene cinco años de servicios, en los casos 
en que esa inutilización sea permanente en actos del servicio y 
por causa impotable al mismo, tendrá derecho a ser jubilado, y 
sus deudo» a ta correlativa pensión, con sólo seis meses y un 
día de tral»jo continuado. Por eso el art. 4", inciso 1* del Decre- 
to Reglamentario de la ley 10.650, dice: "A los fines del art. 3" 
de la ley, se considerará como inmanentes a torios tos emplea- 
dos y obreros que presten servicios en los ferrocarriles, puertos, 
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etc., a que la misma se refiero, etm las siguientes excepciones: 
lv Líjs empicados y obreros eme presten sus servicios por un tér- 
mino menor de seis meses;' Esa exigencia de un mínimo cíe 
tiempo de trabajo continuado está prevista también en la ley si- 
milar 11.110 y, en cambio, no se menciona en ía ley N* 4349 
de Jubilaciones y Pensiones Civiles. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 
señor Procurador General, se confirma en cuanto lia podido ser 
materia del recurso. Notifiquen y devuélvanse los autos. 

J. FlGUEROA ALCÓBTA. — ROBERTO 

Refetto, — R. Gl-ido Lavai.lk, 
en disidencia. — Antonio Sa- 
GAR NA. 



ni sin»: ni ja 

Buen» Aire*, tktubrc 28 de 1929. 

Vistos: 

II recurso extraordinario interpuesto por doña Mercedes 
Giróla de Terza K lii. viuda de V alentín Tersa*mi, contra la sen- 
tencia de la Cunara Federal de la Capital de fs. 32, confirmato- 
ria de la resolución de fs. 13 de la Caja r Xíocliva, que denegó 
la pensión solicitada por la recurrente, y 

Considerando : 

Qltfi la denegación se funda cu lo dispuesto en los arls. 2> 
y 3* de la ley 10.050, de los cuales se deduce según la Caja, «pie 
aquélla sólo "comprende a los empleados y obreros l iernmnentes. 
que tCDgañ más de seis meses de servicios en una empresa, con- 
dición que n<> reunía el causante, en el sitb lite, estando, por tanto, 
fuera de los lieneí icios de la ley citada, aún cuando éstos fueran 
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los acordados l*>r el art, 20, inc. 2», referente a la 
por invalidez. 

Que disponiendo este Último que corresj*onde jubilación i>or 
invalidez "al empleado u obrero que. cualquiera fuere el tiempo 
de servicias prestados, se incapacite eu cualquier forma i>erma- 
nente en tm acto rk? servicio y [>or causa evidente y exclusiva- 
mente imputable al mismo servicio", del* de entenderse que tal 
artículo constituye y establece una excepción a las disposiciones 
generales de los arts, 2> y 3<\ pues de otra manera aquél no 
tendría explicación práctica ni jurídica. 

Oue tal excepción al principio general de la ley. contenido 
en leves similares (art. 19, ley 4349). obedece al propósito de 
estimular al cumplimiento de su detwr por parte de los emplea- 
dos públicos, aún cuando para ello sea necesario exponer la sa- 
lud o la vida. 

Que tan laudable propósito sería destruido, si en el afrente 
conflicto de dos disi»síciones legales, la interpretación fuera con- 
traria a la propia esencia de aquél, con fundamento arraigado 
en altas razones de ética que deten emanar, oportunamente, de 
todas las leyes tic la Nación, 

Por estos fundamentos, y de acuerdo cotí el art. 16 de la ley 
4H, se revoca la sentencia en recurso de f s. 32 y devuélvase la cau- 
sa a la Cámara Federal de la Capital, para que sea nuevamente 
juzgada con arreglo a la interpretación de esta Corte sobre el 
punto disputado y de acuerdo con los hechos controlados. \ T o- 
tifiquese. 

K. Gi'ido Lavalm:. 



/. contra, f.u¡¡"Hiw Gowd&s, por homh 'ulio. 

Sumario : No habiéndose tomado 1¡is providencias que impone el 
titulo VH del libro 1 1 del Código de IVi>eed¡niicntos en Ma- 
teria C riminal v art. 3" de la ley 11. 177. que residen a los 
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fines del art. 41, inciso 2* del Código Penal y son esenciales 
del juicio criminal, procede la sanción del art. 509 del pri- 
mero de los Códigos citados. 

(aso: Lo explica el siguiente: 
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Buenos Aire*. Octubre 30 de 

Y Vistos: La causa criminal contra I «ata-lino González, 
argentino, mayor de edad, jornalero, anatfatato. por homicidio en 
la iRTsona de Roque López, hecho que ocurrió en Puerto Roque 
Saenz Peña, Gobernación del Chaco, el día 15 de Marzo del año 
V)27 ; viene el proceso por ablación de la defensa contra el fallo 
de la Cámara Federal de Paraná, que condenó a Gonzlácz a do- 
ce años de prisión, de acuerdo con el art. 79 del Código Penal, y 

" í 

■ 

Con Aderando: 

íjue, plenamente comproliada la muerte de Kuque IjSpez. a 
consecuencia de una puñalada que, traicioneramente, le infiriera 
González, a raíz de una discusión a que había puesto pacifico 
término el agente de policía I^ablo Godoy, la defensa invocó la 
ebriedad del procesado, sea como causa calificativa atenuante a 
base del art. SI del Código Penal (ís. 29 y 40). sea como exi- 
mente fundada en el art. M. inciso i* (fs, 5V,„Los fallos de 
primera y segunda instancia desestimaron la tesis defensiva por- 
que, según los testigos presenciales del acontecimiento, el homi- 
cida estala o **|»arccia estar" en su estado normal. Pedroso. fs. 8 
vta. Ortiz, fs, 10 vta. y Retamos**, fs. 12 vta. 

El proceso adolece de lamentables y graves deficiencias que 
impiden una justa apreciación de la responsabilidad del proce- 
sado y consiguiente adecuada sanción: no se lian tomado las 
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providencias que impone el título 7* del libro 2* del Código de 
Procedimientos en Materia Criminal y art. 3* de la ley 11.177, 
que responden a los fines del art, 41, inc. 2" del Código Penal; 
especialmente indicadas en un caso en que el reo manifiesta, en 
forma reiterada, su alwoluta amnesia res^to del hecho que se 
le imputa ; en que no hay relación normal de causa o afecto entre 
la difusión p»r treinta centavos y la feroz puñalada inferida 
a López ; en que González afirma haber bebido una cantidad 00 
excesiva de vino, momentos antes del acontecimiento; y en que, 
jior fin, se trata de un obrero sin antecedentes policiales, U» que 
hace presumir que no acostumbraba a beber con exceso. En el 
juicio |>eiial la acción pública es fundamental y casi siempre, 
a mo ocurre en el caso de autos, única, por lo que tiene la obli- 
gación de agotar las investigaciones para llegar a la certidumbre 
o evidencia de que el autor material de un hecho previsto y re- 
primido !)or la ley. es responsable del mismo y en qué medida 
lo es, para que la pena o la medida de seguridad sean adecuadas 
al daño y a las condiciones del infractor, porque según la sabia 
sentencia, "Es necesario hacer la justicia penal más eficaz y pro- 
vida hacia los delincuentes más peligrosos, en tutela de la socie- 
dad, y más sabia y clemente, hasta el perdón para los caídos 
que sean más desgraciados que perversos, en tutela del hombre." 

Que las omitidas son formas y procedimientos esenciales del 
juicio" criminal y por ello, procede la sanción del art. 509 del 
Código de Procedimientos en materia criminal. 

En su mérito se anula todo lo actuado desde la clausura del 
sumario, autos de fs. 24, y se ordena volver los autos al Juz- 
gado de origen para subsanar las deficiencias apuntadas y tra- 
mitación en forma del proceso, 

J, FiGUEkOA Alcokta. — Roberto 
Repetto. — R. Guido Lavalle. 
— Antonio Sa<;aríía. 
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N O TAS 

Con fecha dos de < krtuhre Éé mil novecientos veintinueve fué 
confirmada i»r la Corle Suprema la sentencia pronunciada por 
la Cámara Federal de ApeJación de 1.a Plata, que condenó a 
Juan Salomón líallip a sufrir la pena de veinte años de prisión, 
en vez de la de veinte años de reclusión, accesorias legales y 
costas que le fuera impuesta ]x>r el Juez Letrado del Territorio 
Nacional del Clml.ut. como autor del delito de homicidio, abuso 
de armas y lesiones, perorado en las personas de Selim Assin 
y Javid Ássin. respectivamente, el día 26 de Septiembre de 
lOJfl. en el parape denominado "Boquete de Nahucl]>cn'\ IJcpar- 
i amento de Esquel. jurisdicción del expresado territorio. 



En la demanda instaurada por don Mario Manuel Carrera 
contra la Provincia de Uucnos Aires, |*>r devolución de la suma 
de un mil no%-ecienlos setenta y nueve pesos con noventa y cuatro 
centavos monería nacional, cobrada indebidamente y papada bajo 
protesta, en concedo de impuesto a la trasmisión gratuita de bie- 
nes, con más los intereses desde la fecha de la notificación de la 
demanda y las costas del juicio, la Corte Superna en dos de 
Octubre de mil novecientos veintinueve, dados los términos en 
que el representante de la di-matidada contestó la demanda, reco- 
nocíendo el derecho del actor y su aceptación i»r parte de éste* 
falló la causa declarando que la Provincia de liuenos Aires debía 
dt- volver en el plazo de diez días la suma reclamada con sus inte- 
reses desde la notificación de la 'demanda, ordenando que las 
ostas se alonase» en el orden causado atenta la forma en que 
quedó trabada la litis. 



Eli cuatro del mismo por los fundamentos del dictamen del 
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Procurador General y lo dispuesto jior el inciso +\ art. 12 de 
la ley 48, no se hizo lugar al recurso deducido en la causa Isaac 
Altecassis y Cía-, su quiebra, en razón de que ni conu» cuestión 
de competencia, ni como recurso extraordinario podía venir a 
continúenlo riel tribunal. I^i primero por no existir contienda 
trailla, dado que la requisitoria de inhibición premunida por el 
Juez de Comercio de la Capital, fue. acedada por el Juez en lo 
Civil y Comercial de Rosario; y en lo que respecta al recurso 
extraordinario, la sentencia recurrida al declarar la incompeten- 
cia de la justicia local de Rosario. j.>ara conocer en la causa, re- 
solvió el punto por interpretación y aplicación de la ley de esa 
materia, ley de carácter común, incorjíorada al Código de Co- 
mercio ile la Nación, no conteniendo, pues, la sentencia aislada, 
decisión alguna sobre derecho federal. 



En la misma lecha no se hizo lugar al recurso deducido por 
don M. Varsi. apelando de una resolución de Aduana, por apa- 
recer de la propia exposición del recurrente y de los recaudos 
acompañados como mejor informe, que la Cámara Federal de 
Apelación de la Capital se había limitado a decidir la cuestión 
en litigio analizando e interpretando punios de hecho y pruelia 
extraños al recurso de puro derecho federal, de acuerdo con lo 
que diseñe el art. 14 de la ley 48, y la constante jurisprudencia 
del tribunal. 



En la misma fecha y fie conformidad con lo dictaminado 
por el Procurador (ieneraí, no se hizo lu^ar a la queja interpues- 
ta |>or José Colomlio en la causa seguida en contra, por infrac- 
ción al art. 28 de la ley 11.380, en razón de que la cuestión de- 
Iwtida y resuella por el trilmnal de alzada (Cámara Federal de 
Ablación del Rosario), era la referente a un incidente sobre re- 
cusación con causa deducida contra el Fiscal de dicho tribuna!. 
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es decir, puntos regidos |>or la ley procesal que no pueden <lar 
margen al recurso extraordinario cíe puro derecho federal. Ar- 
tículo 14 de ta ley N* 48. 



En siete del misino de conformidad con lo dictaminado i*jr 
rt Procurador General, no se hizo lugar a la (pie ja deducida por 
Hedor N. Pimvano en la causa seguida en su contra, por in- 
fracción a la ley 11,317. fior acrecer de los autos venidos por 
vía de informe que la resolución de la Cámara de Apelaciones 
en lo Criminal y Correccional de la Capital, se había limitado 
a declarar mal concedido el recurso de apelación, interpuesto pa- 
ra ante la misma, es decir, cuestiones regidas por la ley procesal, 
extrañas, por consiguiente, al remedio federal. {Art. 14, ley 4K>. 



Kn ta misma fecha y de uniformidad con lo dictaminado 
(n.r el Procurador íleneral no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Santiago Tin i relio y Ana S. de Ti ni retío, en autos con 
la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empicados Fe- 
rroviarios, sobre pensión, en razón de que la sentencia recurrida 
de la Cámara Federal de la Capital, se había limitado a decidir 
la cuestión en litigio analizando e interpretando puntos de he- 
cho y prueba, cpn«» cra ^ íIl * #t si el empleado ferroviario 
víctima del accidente, se enconiratm en dicho momento en ser- 
vicio y en su caso, si debía o no encontrarse en la máquina que 
volcó rt en el lugar destinado a los pasajeros, extraños al recurso 
intentado de puro derecho íederal como lo disponen el art. 14 de 
la ley N' v 48 y la constante jurisprudencia del tribunal. 



Kn nueve del mismo no se hizo lugar al recurso extraordi- 
nario deducido por doña Kmma Libertad Pcdrini de Risso Do- 
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mingues; y otro contra clon Juan Ragni, sobre desalojo, en ra- 
zón de que como 1» hacía notar el Procurador General, si bien 
era verdad que el demandado tu la audiencia celebrada opuso la 
excepción de i ncomf ictericia de jurisdicción invocando el fuero 
federal rationc personac, atenta la distinta vecindad con la acto- 
ra, no era menos cierto que al efectuar una nueva consignación 
de alquileres por la misma propiedad que se le pedía el desalo- 
jó, en la causa (pie seguía contra Osvaldo Risso Peuser o el que 
resultara propietario de la finca de referencia, prorrogó la juris- 
dicción de los tribunales locales i>ara conocer en las causas en 
qué por consignación y desahucio se habían iniciado en Bahía 
Manca, toda vez que se trátala de demandas dependientes la una 
de ja otra que forman parte de una misma causa |»or la ejecución 
<le un mismo contrato de locación. 



Ku la misma fecha se declaró improcedente la queja deduci- 
da |ior don Enrique It. Ramos, en la causa seguida en su contra, 
por el supuesto delito de desacato, \** aparecer de la propia ex- 
posición del recurrente que la resolución de la Cámara de Apela- 
ciones en lo Criminal y Correccional de la Capital, se había li- 
mitado, en el caso, a declarar mal concedido un recurso de ape- 
lación interpuesto para inte la misma, es decir, cuestiones regi- 
das por una ley procesal, ajenas, por con si guien te. al recurso 
extraordinario de puro derecho federal que autoriza el art. 14 de 
la ley N* 4K. 

En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida ix>r 
don Nicolás Scarinci en autos con don Charles HarpcT. solirc 
desalojamiento!, por afarecer de la premia exposición del recu- 
rrente, eme la resolución del jueat de 1* Instancia en lo Civil 
de la Capital, motivé «le i recurso, se limitáis! a declarar bien 
denegados tos deducidos para ante él, es decir, decidía cuestio- 
nes regidas por ta ley procesal local, extrañas, por consiguiente, 
al remedio federal. Árt. 14 de la ley N* 4*. 
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Con fecha once se declaró improcedente la queja deducida 
por ilirtla María Celia Medina de Funes, apelando de una reso- 
lución M Suprior Tribunal de Justicia de la Provincia de San 
Luis, en razón de 110 tratarse de ninguno de los caso* que con- 
templan los arts. t4 de la ley X« 48 y & de la ley H* 4055. 



Con fecha diez y seis se declaró impritcedente la queja de- 
ám 'ida ¡'«ir la Municipalidad d« C añuelas en autos con don l'rlia- 
nu Uuiz y dnñ;i Juana María Bargas de liuiz (su sucesión), por 
reivindicación, iucidenle sobre ejecución de sentencia, en razón 
de no aparecer de la exposición presentada \wr el apelante, ni de 
los autos venidos (jor vía de informe, que se hul>iera interpuesta 
ante la justicia local y p:ira ante la C orte Suprema, el recurso ex- 
traordinaria que autoriza v\ arl. 14 fie la ley ¡t* f¡E 



Kn diez y ocho del misino fué confirmada por ta Corte Su- 
prema la sentencia pronunciada por la Cámara Federal de Ape- 
lación del I 'araná, la <|iic, confirmó, a su vez, la dictada i«>r el 
¡Juez Letrado del Territorio Nacional de Misiones, que condenó 
a Serafín Márquez o Meza, a sufrir la pena de trece años de 
reclusión, accesorias legales y costas, como autor del delito de 
homicidio perpetrado cu la |>ersona de Miguel Atianzo, en Hom- 
pland. jurisdicción del expresado territorio, el día 21 de Marzo 
de l'>21. 



En veintitrés del mismo se declaró improcedente la queja 
deducida \w don Juan H. l-arraburti en autos con don Luis A. 
Uizzozero, sobre cobro de l>csos. en razón de no tratarse de la 
semencia definitiva que determina el art. 14 de la ley 48, pues 
la cuestión debatida era la referente al pago de la comisión del 
martiliero, punto que había sido resuelto por la Cámara Segunda 
de Ablaciones de l-a [Mata al sentenciar sobre la excepción de 
inhabilidad de título en juicio ejecutivo. 
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Can fecha veintiocho -e declaró improcedente la queja dedu- 
cida |K>r don Aurelio Fernandez Morante en la querella contra 
Leontina de Hilos pof ealun nias e injurias, por resultar de la 
propia exposición del recurren y de los recaudas acomtKiñados 
conio mejor informe, míe no se <ratalja en el caso de albino de 
los que contemplan el art. 14 de la ¡Gg 48 y art. .V de la ley 4055 : 
agregándose, a mayor abundamiento, que la resolución dictada 
por la Cámara ríe Apelaciones en lo Criminal y Correccional de 
la Capital, se había limitado a decidir obre cuestiones regidas 
¡x>r la ley procesal local, cuya constituc Vialidad no había sido 
discutida, todo to cual es extraño al recmvt extraordinario de 
puro derecho federal previsto en el art. 14 de 'i ley 4K. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja di lucida |>or 
don Arpiiles Peed en autos con doña Josefa Aramburu ¡5a va- 
leta. sobre desalojamiento, por aparecer de las copias acón,; «día- 
das, que la cuestión delatida y resuelta i*jr la Cámara Seguí. la 
de Apelaciones de U látala, era la relativa a salwr sí el recurso 
deducido para ante la misma esta!* o no bien concedido, y para 
lo cual el tribunal a qiw se había limitado a interpretar y aplicar 
preceptos de derecho procesal, siendo todo ello extraño al recur- 
so extraordinario de puro derecho federal previsto cu el art. 14 
de la ley K v 48. 



Kn la misma fecha y de conformidad con lo dictaminado 
ix>r el Procurador tíeneral no se hizo lugar a la ipieja deducida 
por don Mariano Reguero en autos con la Caja Nacional de Ju- 
bilaciones y I 'elisiones de Kmplcados Ferroviarios, sobre jubila- 
ción, por acrecer de la propia exposición «leí recurrente y de los 
autos venidos j»r vía de informe, que la resolución dictada por 
la Cámara Federal de Apelación de la Capital se apóyala en cues- 
tiones de hecho y pruclia relativas a las formas en que debía ha- 
cerse el cómputo que aquélla ordenaba practicar nuevamente; no 
tratándose, en con secuencia, de la sentencia definitiva que requie- 
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re el art. 14 de la ley 48 y 6* de la ley 4055 para la procedencia 
del recurso extraordinario intentado, según lo preceptúan las dis- 
posiciones legales citarlas y la uniforme jurisprudencia del tri- 
lmnal. 



ton fecha treinta «o se hizo lugar a la queja deducida \mt 
Torcllo Mtcheloni en autos con Dnmit linos, sobre eml*rjo pre- 
ventivo, ¡«ir no acrecer de la propia exposiciún del recurrente, 
que en la especie sith Vite se tratara de aljama de las situaciones 
que contemplan los arts. X 4 y 5 de la ley 4055. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a ta ijueja deducida por 
áúti LaÚs Yogan en autos con don Mamlwrtn Ruperto Alvares. 
s<ihrc desalojamíénlój en razón de que el recurrente en ai>oyo de 
su queja, invocaba los arts. 281. 282, 284 y 285 del Código de 
IWedimicntos Civil, título VI. a los efectos de la procedencia 
>h- los recurso» de ¡nconstitucionalidad e inaplicalñlidad de doc- 
trina legal, inier puestos contra sentencia del Juez de 1* Instancia 
en lo Civil de la Capital, y los referidos preceptos legales se en- 
cuentran derogados por el art 90 de la Ley de Organización de 
los Trihunales de la Capital: agregándose, a mayor abundamien- 
to, que tampoco se traíala de ninguno de los casos contemplados 
por los arts. 14 de la ley 48 y 3» de la N* 4055. 



En la misma fecha y ele conformidad con lo dictaminado 
pof el Procurador Ccneral. se declaró mal concedido el recurso 
de apelación deducido |Kir don Nazario Amado en autos con la 
Provincia de Salta por nulidad de transacción, en razón de que 
];i M-mencia recurrida del Superior Tribunal de Justicia de di- 
cha provincia, se aijoyalwi en fundamentos de hecho y pniel». rc- 
];itivos a la nacionalidad del recurrente, y en virtud de los cuales 
se denegó a éste el fuero federal que invocaba alegando su cali- 
dad ile extranjero. 
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Comité Radical Acción contra resolución del *# de PoMa & 
la Cafital, sobre derecho de reunión. 

Sumario: \" N» jfó '» <letTtto M«> llel Pot, * r ^¡?2S 
ni reglamentación conocía, que haya estajeado en la Po- 
licía un registro de Aviaciones permanentes o transito- 
rias, tle carácter |*ilítico, económico. religioso, cultural o so- 
cial COCIO requisito ind inusable para ejercer el derecho de 
reunión. 

2* De la decisión del jefe de Policía en materia del de- 
recho de reunió» córresele el recurso extra, mlinarm del 
art. 14, ley 4K para ante la Corte Suprema, 

El deVreto de 19 de Agoste» de 1878. dictado pur el 
Gobernador de la Provincia de Buenos Aires, doctor don 
Carlos Tejedor, rige como ordenanza permanente de la 
licía de esta Capital y el aviso previo requerido por su ar- 
tículo 1> para celebrar una reunión popular delte "ser pre- 
sentado al l>partainento de Policía en la Capital y al juz- 
gado de Paz en los partidos de camuña," 

É |g cuestión de si en el projiósit» declarad*» de una 
reunión pública existe o n<> la violación de los arts, 22 de la 
Cana Kuudamemal v 230 del Código PfcftM «S ^ re- 
visten o no P¡W facie. los caracteres del delito de sedición, 
importa, piffi W «atúrale/a, el examen e interpretación inte- 
gral del derecho de reunión ]>or si mismo, abstracción hecha 
de las demás facultades de carácter l»dkial, 

5* El concepto de causa, pleito o cuestión delte ser infe- 
rido nó en relación a lo que la justicia del fuero nacional 
puede entender ,«>r tal en los negocios que se tramitan ante 
ella porque ese no es el cas*» presente, sino en el que le dan 
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las constituciones o leves de los estados o la organización 
de la Capital Federal, de cuyas resoluciones puede ser tam- 
bién llamada a conocer la Corte. (Fallos: tomo 110. pági- 
na 405). 

fr K1 derecho de los ciudadanos o habitantes a reunirse 
pacíficamente fluye no sul*i del principio general según el 
cual las declaraciones, derechos y garantías que aquélla enu- 
mera, no serán entendidas como negación de otros dere- 
chos y garantías no enumerados, pero que nacen del princi- 
pio de la solierania del pueblo y de la forma republicana de 
gobierno (are. sinó también del derecho de peticionar 
íi las autoridades <art. 14 ). que asume los caracteres del de 
reunión cuando la petición se hace colectiva, y especialmen- 
te de lo establecido por el art. 12 de la Carta Fundamental, 
en cuanto implícitamente admite las reuniones de |>ersonas 
sieni|ire que no se atribuyan los derechos del pueblo ttt 1*-- 
ticionen a su nombre, y. desde que ningún habitante de la 
Nación puede ser privado de lo que la ley no prohibe (ar- 
ticulo 19). 

7 V Kl dere cho de reuniórl lleva consigo las limitaciones de- 
rivadas de la misma Constitución y de las condiciones de su 
ejercicio en Cuanto éstas pueden llegar a comprometer el 
orden, la seguridad y la jia* pública, especialmente cuando 
la reunión intenta celebrarse en la vía pública. 

H ,? Si las facultades policiales de lo* Hieres locales para 
velar por el urden, la tranquilidad, la moral y la higiene pú- 
blica han sido re| Huidamente reconocidas como inherentes a 
las autoridades provinciales. {Fallos: tomo 7, pág. 150), no 
puede negarse a las autoridades del distrito federal el de- 
recho de lomar ingerencia sobre las reuniones públicas ni 
la Risibilidad de dictar leyes y reglamentos generales o edic- 
tos, /íi.* t tfiifitdi. encaminados a llenar aquellos fines, siem- 
pre que sean razonables, uniformes y no impliquen, en el 
liechp, fin efectivo deseo) lucimiento del derecho de remitan 
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o la alteración del mismo, con violación de lo prescribo por 
el art. 28 de la Constitución. 

9" Dentro de las restricciones al derecho de reunión debe 
considerarse como legítima la referente al uso de las calles 
y plazas públicas de la ciudad, dado que, en esencia, tal de- 
recho no implica necesariamente, para Él ejercicio, ct uso 
de la vía publica. 

m 

10* Una disjiosición que prohibiera una reunión cuando 
su objeto fuera la censura de los actos de los funcionarios 
públicos, o la aplazara indefinidamente, o limitara su nú- 
mero, o le fijase una duración arbitraria, o la autorizara en 
un lugar apartado de los suburbios cuando se ha elegido uno 
cénlricu y adecuado, seria sin duda violatoria de la garantía 
constitucional aludida. En consecuencia, no corresponde, en 
el caso, la declaratoria de inconstitucionalidad que se de- 
manda contra la resolución de la Jefatura de Policía de la 
Capital, que no permitió una reunión pública en la esquina 
de la calle Florida y Diagonal Saenz Peña. 

0Bmé U* explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN OKL SEÑO* PROCURADOR (íENERAL 

BlKttíJS Aires (letlitire 3*> d* j$t9¿ 

Suprema Corte: 

Don Adrubal Figucrcro. invocando el carácter de secretario 
de turno del comité radical Acción y cumpliendo, según afirma, 
una resolución de la Junta de Gobierno de dicho comité. hizo 
salxr al Jefe de Policía de la Capital Federal (nota de fs. 17). 
que se había resuelto organizar un acto público de carácter poti- 
nco el día diez y seis del mes en curso a las 18 horas en la Dth- 
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gonal Norte y Florida y solicitó se tomaran las medidas necesa- 
rias fiara urbanizar la orden en dicha reunión. 

Manifestando el peticionante hal»er recibido una contesta- 
ción vcrlwl negativa a su referida solicitud, interpuso a fs. 18, 
unte la misma Jefatura de Policía, el recurso extraordinario de 
apelación pira ante esta Corte Suprema, planteando el caso fede- 
ral en los términos de los arts. 14 y 15 de la ley 4K. |>or considerar 
í|iie ta invitación del derecho de reunión, amparado por la Cons- 
titución Nacional, y la denegación de dicho recurso, imi>orta1>a 
desconocerle garantías de carácter federal, cuya decisión final 
correspondería a esta Oírte Suprema, 

. Sin acordar ni denegar el recurso deducido, el mismo fue 
proveído por el Jefe de Policía en los siguientes términos: "Esti- 
mando la Jefatura que et titulado comité Acción no ha comuni- 
cado a la Policía su constitución, ni se sahe quiénes forman su 
inmisión, ni fines que persigue, archívese sin más trámite." 

Contra dicha resolución el peticionante Figuerero ha pre- 
notado ante esta Corte Suprema el presente recurso de hecho 
por denefí&ción del extraordinario referido. 

Lo precedentemente relacionado y resuelto por V. E. con 
íeclia 27 fie Septiembre de! año en curso en causa análoga se- 
guida |>or Manuel González Maseda en recurso de amparo al 
derecho de reunión, me induce a sostener !a procedencia de la 
apejacidn extraordinaria deducida, toda vez tpie la resolución riel 
fríe de Policía recaída en las referidas gestiones administrativas, 
es definitiva dentro del orden local e involucra la cuestión fe- 
deral a que antes he hecho referencia (además. S. C N. Fallos: 
tn.nu 110: 11; 107: 257 y ¿o3>. 

Si bien es verdad que la resolución i»ol¡cia1 preceden l en íenie 
transcripta no contiene pronunciamiento expreso al respecto, ella, 
en el fundo, importa una denegación del derecho y del recurso 
invocado, habiendo quedado su sentido claramente explicado en 
la nota de fs. 25 con que el Jefe de Policía eleva a esta Corte 
Suprema las actiiacitmcs producidas y en las que se hace prc- 
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senté la necesidad en eme se ha visto la policía de no ^rmitir 
La reunión en la esquina de la Avenida Diagonal Saen* l ena v 
calle Florida, por tratarse de «n punto de concurrencia de nu- 
merosa gente, con cualidad señoras y niñas, que lia elegido 
la calle últimamente nombrada como un paseo tradiconal y por 
cuyo motivo, las autoridades municipales, resolvieron desde ha- 
ce muchos años, suspender la circulación del trafico en esa arte- 
ria. durante determinadas horas/' 

La procedencia, pues, del recurso extraordinario deducido 
no admite duda en mi opinión, correspondiendo, por ello, decla- 
rarlo mal denegado. 

En cuanto al fondo del asunto, ni la Constitución ni las 
leyes de la Nación han definido el derecho de reunión ni se re- 
fieren expresamente a su ejercicio. 110 existiendo disposición le- 
ga] alguna que lo reglamente. 

Pero, es evidente que el ejercicio de ese derecho no puede 
S er alftoho y razones de orden público, cuya apreciación es del 
resorte exclusivo de las autoridades administrativas bajo cuyo 
control y garantía debe mantenerse el orden y ta seguridad per- 
enal de los habitantes de la Capital, pueden determinar s,t taco- 
nes que. sin importar la supresión o la restricción de los dere- 
chos de reunión, lo limiten en lx-neficio de la comunidad. 

La resolución policial de que se recurre es. en este sentido, 
ajustada a derecho. No inuwrta ella una denegación del derecho 
invocado. 

Las razones o circunstancias transcriptas de hecho y pruelia, 
en que la misma se funda no pueden, como es notorio, ser re- 
visadas por esta Corte Suprema, en el recurso sobre puro dere- 
cho federal deducido. 

Por lo expuesto soy de opinión que corresponde conf irmar 
la resolución apelada, en la parte que I» podido ser materia del 

rtVUri,í '* Horaria K. Larrciu, 
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Bueno* Aires, Noviembre 5 de lftíJ. 

■ 

Autos y Vistos: El recurso de queja interpuesto por don 
Asdrúbal Figuercm \kit sí y como secretario de! comité radical 
Acción, i*ir denegación del extraordinario del art. 14 de la ley 
TS* 48. contra la resol lición de la Jefatura de Policía de la Capi- 
tal Epie no |ierniítió una reunión pública en la esquina de las ca- 
lles Florida y Diagonal Saenz Peña, proyectada |mra el día 16 
oe (k-tubre ppdo.. y 

Considerando: 

One de las actuaciones policiales remitidas "conw mejor in- 
í orine", en virtud del requerimiento de esta Corte, se desprende 
lo siguiente ; a ) en 9 de Octubre se presentó a dicha repartición 
el señor Fignerero con el carácter mencionad» en el exordio. co- 
mullicando la resolución <lel comité de que dice ser secretario, 
de organizar un mitin publico en e! sitio, día y hora que ya se ex- 
presaron ( fs. 17 i ; h) que en ese comunicado no aparece reso- 
iueión escrita, i tero el recurrente manifiesta que se le prohibió 
"por razones de orden publico" (fs. 1 y 18 vta.); c) el 10 del 
mismo mes. el señor Figuerern interpone ante la Jefatura el Te- 
eurso de apelación extraordinaria que autori/a el art. 14 de la 
ley 48, llenando, al interponerlo, los requisitos del art. 15 
( fs. 18) ; */) (pie el 14 se provee a tal recurso, en los siguientes 
términos : "Eslimando la Jefatura que el titulado comité Acción 
no ha comunicado a la Policía su constitución, ni se sabe quiénes 
forman su comisión, ni fines que persigue, archívese sin más 
trámite" (fs. 24) : r) en la nota con que eleva los mencionados 
antecedentes (fs. 25;, el señor Jefe dice que "cree conveniente 
referirse también, a la necesidad en que se ha visto la Policía 
de no permitir la reunión en la esquina de la Avenida Diagonal 
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Sieiiz l'cña y Floriib" |«r las razones i|«e invoca. De todu k> 

la constitución v fines del comité «ue ¡mócale.. ■ 

\,,n«uc «1 forma indirecta, corno al advierte el señor I ro- 
turador General. H recurso del art. 14 ha sido 
nmcute Si al pn.hil.irsc. vcrl-almente. la reumou ,»roy.-eta<la. no 

ria de. re,,u¡re„.c. no pudieron ella» fundar m, ■ 
cnurario al recurso. lMV *. M*-»*. es de lo re^eho 
,m tribunal, poder, autoridad o repartieron, y de sus moneo» ex 
piados, de' .o „uc el disconforme a,*.a o se alza o ™ y 
ello es. en especial, exacto al "recurso «^^J^J* 
titulo l+. ponine el defcef* deducirse con aérenlo a lo fMM»P 
,„ el mismo "de *, «Ü M * ««^«f 
autos" (art. 15) y debe existir relación d,recta o 
A recurso y la cuestión planteada y resuelta 
rár 144) v es evidente <me esos recaudos no se inicien eleva. 

S ciando Z H» « ' "*£ Z 

jámente dadas, ftr Id demás, no 'Pp*^**Ste 
la resolución de aehivo fuese- notificada a b. efectos ,-ertmenUs. 

No hay ley. ni docrcto público del Poder Bjecu.tvo, m re- 
iS3 SUti, -,ue haya establecido * la 
tistro .le Asociaciones, permanentes o |fM»t«te, de SMgg* 
político, económico, religión cultural o «L como requuto 

,„■ .¿sconnee la facultad y la cunventcnaa de .,uc U 1 o , » re 
Sb* o se procure ciertas informaciones sobre aquellas, para m 

Zñuuo y eficaz « ¡f«* . 

• mpoc puede olvidar .p.e. no existiendo la ley. o el decreto n 
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intérprete tic la Constitución, para obtener el estudio y pronun- 
ciamiento de la cuestión fundamental que motiva los autos, tanto 
más cuanto que ella admitió ya esa personería del señor Fi- 
fuerero. 

Ouc de la decisión del Jefe de Policía en materia del 1 derecho 
de reunión correstiondc el recurso extraordinario ante esta Cor- 
le: a) jiorque el Jefe de Policía siendo un funcionario adminis- 
trativo, ejerce, sin cm largo, legalmente funciones que (e confie- 
ren competencia para juzgar en primera instancia (arts. 27 y 28, 
Código de Procedimientos en lo Criminal), o en única instancia 
{art. .10 del mismo Código), sobre faltas o contravenciones; 
/« I | jorque esa misma jurisdicción le ha sido atril m ida por la ley 
X* 2786. facultándolo nara aplicar ¡>enas sin recurso alguno an- 
re litro tr ¡hurtal ; c) l»orquc de acuerdo con el decreto de 19 de 
VgOstO de IS78, dictadlo |xir el Gobernador de la Provincia de 
Buenos Aires, doctor don Carlos Tejedur. que rige como orde- 
nanza permanente de la policía de esta Capital, el avisu previo 
requerido por su art. 1" para celebrar una reunión popular defx 1 
"srr presentado al Departamento de Policía en la Capital y al 
Juagado de Paz en los partidos de campaña" y ello responde en 
primer término a la necesidad de que ese funcionario examine, 
en ejercicio de su dclter fie cumplir y hacer cumplir la Consti- 
tución y tas leyes de la Nación, si según el propósito declarado 
de la reunión, existe o nó la violación de los arts. 22 de la Carta 
fundamental y 2.10 del Código Penal ; esto es, si aquello que los 
presentantes se proponen realizar reviste prima fuñe los caracte- 
res del delito de sedición o nó. Y esta cuestión comporta por su 
naturaleza el examen e interpretación integral de tas disposicio- 
nes constitucionales relativas al derecho de reunión en sí mismo, 
abstracción hedía de las demás facultades de carácter policial 

QttC ya sea ese poder de juzgar y de conocer atribuido al 
Jefe de Policía en materia de derecho de reunión una función 
de lint u raleza análoga a la que le confiere el Código de Proce- 
dimientos cu lo Criminal o ya se trate de una jurisdicción de ca- 
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rácter contencioso administrativo en Única instancia, en cual- 
quiera de esos dos aspectos se trataría según la jurisprudencia 
de" esta Corte de una sentencia definitiva une decide una cues- 
tión de orden constitucional en contra de lo sostenido por los 
recurrentes, comprendida, por consiguiente, en el art. 14 de 
la ley 48. 

Que. además, cíhiio lo ha exprcsido esta Corte, eí concepto 
de causa, pleito o cuestión debe ser inferido uó en relación a lo 
que !a justicia del fuero nacional puede entender |*>r tal en los 
negocios que se tramitan ante ella, porque ese no es el caso pre- 
sente, sino en el que le dan las constituciones o leyes de los Es- 
tados o la organización de la Capital Federal, de cuyas resolu- 
ciones imerle ser también llamada a conocer la Corte f Fallos: 
tomo 110, pág. 4051. En materia del derecho fie reunión y a 
falta de leyes dictadas por el Congreso, el concepto de causa, 
pleito o cuestión, es la instancia breve y Mimaría que resulta 
de! decreto de 19 de Agosto de 1878. cuando en presencia del 
aviso la autoridad pone en movimiento sus i*xleres de |>olicia. 

Que, por último, no se trata en el caso de una contención 
entre la administración y los particulares, que abra a éstos la 
Risibilidad de una vía judicial dentro del orden local encamina- 
da a reparar los perjuicios mediante la deducción de las accio- 
nes ordinarias que aquélla pueda originar. Tanto la vía federal 
como la de la justicia local, ha quedado cerrda. ¿Cabría la de la 
autorización legislativa para demandar a ia Nación? La solu- 
ción afirmativa importaría tanto como decir que el derecho de 
reunión queda librado en su existencia al arbitrio de los funcio- 
narios y a la pasión política. Si la negativa al ejercicio de tal 
derecho no tuviera otras sanciones que la acordada a los parti- 
culares ]>ara demandar a la Jíaeión como |*>der público, esto es. 
la autorización del Congreso, el derecho de reunión sería prác- 
ticamente inexistente y se trocaría en sanciones judiciales que. 
si se dieran, llegarían cuando hubiesen perdido actualidad los 
hechos en cuya virtud intentó ejercitarse. Lb mismo calie decir 
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e ii-ual seria la consecuencia si sé pretendiera que no hay más 
sanción que la de hacer judicialmente responsable al Jefe tic Po- 
licía por el desconocimiento del derecho, como se ha intentado, 
pues, siendo aquél de vital importancia para el progreso de la 
democracia, delic quedar asegurado en sí mismo, caso de ser 
desconocido, «le una manera inmediata y no reemplazado con 
penas que acaso m» llegarían a tener, mediante dilaciones inevi- 
tables, aplicación efectiva. 

Que aunque el Jefe de Policía nt> lia denegado expresamen- 
te el reenrso en el stth jiutitr. reduciéndose a desconocer perso- 
nería al firmante del escrito ra que se lo deduce» del>e tenerse 
por no concediflo y admitir la personería desde que. por una 
¡sirte, ésta fué reconocida para negar la reunión y por otra, aun- 
que carezca ¿te la calidad de representante del comité Acción, 
siendo aquel derecho también de carácter personal el firmante 
se hállala autorizado para hacerlo efectivo i*ir si misino, 

Kn su mérito, de conformidad con lo dictaminado ]»or el 
señor Procurador General y lo resuelto |jor este Tribunal en el 
juicio González Maseda Manuel, fallado el 27 de Septiembre 
último, se declara procedente la queja y admisible el recurso ex- 
iraordtníirio. 

Y considerando sobre el (ondú de la cuestión por ser inne- 
cesaria mayor substanciación : 

One la resolución del Jefe de Policía ha denegado el permi- 
so para realizar una reunión pública en las calles Florida y l >ia- 
goual Xorte, íundándose en que tal reunión, en el referido lugar, 
y a esa hura, iraeria una gran pcrtiirliación en el tráfico público, 
y mandado, además, archivar el expediente, porque el comité 
Acción "no ha comunicado a la Policía su constitución, ni se sabe 
quiénes forman su comisión, ni Unes que persigue." 

One los recurrentes han sostenido que tal decisión importa 
desconocer el derecho de reunión consagrado jmr la Carta Fun- 
damental, desde que tal garantía en su ejercicio vendría a que- 
dar librada a la voluntad y libre arbitrio de! Jefe de Policía. 
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Que si bien la Constitución no contiene dísjíosición o texto 
algún» por el cual se baya afirmado directamente el derecho de 
los ciudadanos o habitantes a reunirse pacíficamente, la existen- 
cia de tal derecho fluye no sólo del principio general según el 
cual las declaraciones, derechos y garantías que aquella enumera 
no serán entendidas como negación de otros derechos y garan- 
tías no enumerados, i>cro que nacen del principio de la soberanía 
del pueblo y de la f orina republicana de gobierno (art 33). sitió 
también del derecho de i>ctirionar a las autoridades (art. 14), 
que asume , los caracteres del de reunión cuando la petición se 
hace colectiva, y especialmente de lo establecido por el art. 22 de 
la Carta Fundamental en cnanto implícitamente admite las reu- 
niones de iwrsonas siempre que no se atrilmyau los derechos del 
pueblo ni peticionen a su nombre, y, desde que ningún habitan- 
te de la Nación puede ser privado de lo que la ley no prohibe 
(artículo 19). # 

Que, en realidad el derecho de reunión no es un derecho 
esjienfico: no es otra cosa, afirma Dicey. que una consecuencia 
de la manera como es concebida la libertad individual de la per- 
sona y tic la palabra, Dada ciudadano o habitante tiene la libertad 
fie ir a donde le plazca y de expresar sns ideas en privado o en 
público y la reunión de este habitante o ciudadano en un lugar 
donde hay otros con el mismo derecho iwra un fin permitido, 
que puede ser fxjlitíco, social, económico, religioso, y de una ma- 
tura legal, es lo que esencialmente constituye el derecho de reu- 
nión, Smeiu, pág. 578. 

One, el derecho de reunión Ira sido concebid*» en un con- 
cepto "eminentemente político por el Congreso de la Nación, el 
cual al sancionar el art. 25 de la ley 49. de 14 de Septiembre de 
1863, ha afirmado que "no se reputará sedición la reunión de 
una población *> de un número cualquiera de ciudadanos desar- 
mados y en orden, sin pretensiones de atribuirse la solieranía 
del pueblo, celebrada con objeto de reclamar contra las injusti- 
cias, vejaciones y mal comportamiento de los empleados de ta 
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Nación." V" aunque esa ley ha sido derogada por el Código Pe- 
nal, constituye un valioso antece* lente í^síá^Wi en el sentido 
de que tatito la apryWmn y el aplauso como la «critica serena y 
mesurada respecto de la actuación de los funcionarios del gobier- 
no, pueden constituir el objeto del derecho de reunión. Sí el 
art. 230 del Código Penal reprime solamente las reuniones viola- 
n irías de la Constitución, es porque las otras, son lícitas. No re- 
pite el art. 25 de ta ley de 1863 parque la* leyes penales no ha- 
cen relación o definición de los actos correctos, sino de los pro- 
hibidos y reprimidos. Los otros están l»ajo el amparo del art. 19 
de la Conjunción. Seria una burla, decía Mr. Fox el año 1797. 
reconocer al pueblo el derecho de aplaudir, de regocijarse y de 
reunirse cuando es feliz, y negarle ese mismo derecho para cen- 
surar o deplorar las desgracias y sugerir el remedio— 

En el Último caso la discusión de los agravios, supremo pri- 
vilegio de los hombres libres, habría sido Coartada y amenazada. 

Dác* admitido este derecho de reunión pacifica como uno de 
los que en im ikús de instituciones Ubres los poderes públicos no 
pueden dejar fie reconocer y asegurar en el hecho, lleva consigo, 
no o Ustante. las limitaciones derivadas de la misma Constitución 
y de las condiciones de su ejercido en cuanto éstas pueden llegar 
a comprometer el orden, la seguridad y la paz pública. "En el 
orden de las relaciones internas, ya de los partidos t>o1íticos entre 
si. ya de Iris intereses comerciales o industriales, y en las últimas 
décadas en las relaciones de las clases trabajadoras con tas i>er- 
sonas o empresas que utilizan sus servicios, son también muy 
frecuentes y muy inquietantes las situaciones en que el ejercicio 
inmoderado de aquel derecho suele contribuir al aumento de 
desavenencias, de tirantez, fie ruptura tle relaciones ordinarias 
y por último de verdadera guerra interna cotí atentados perso- 
nales y con violencias y daños a la propiedad privada y a la pú- 
blica." Dura, "El Derecho de Reunión*', revista de ciencias poli- 
ticas, pág. 294. 

(jite aunque el derecho <le reunión se ha considerado a la 
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par de la libertad religiosa y de la prensa, como un derecho 
absoluto "que deberá asegurarse al ciudadano para que pueda 
existir la democracia representativa y regir provechosamente la 
comunidad política", extremándose por algunos el concepto has- 
ta sostener que es un derecho anterior y superior a la Constitu- 
ción, sin embargo, nunca se ha pretendido que él escape a la re- 
glamentación de su ejercicio autorizada por los arts. 14 y 28 de 
la Constitución. V si las facultades policiales de los t*xleres lo- 
cales para velar por el orden, la tranquilidad. la moral y la higie- 
ne pública han sido repetidamente reconocidas como inherentes 
a las autoridades provinciales, (Fallos: tomo 7, |*ág. 150), ihj 
puede negarse a tas autoridades del distrito federal el derecho de 
tomar ingerencia sobre las reuniones púlilicas ni la posibilidad 
de dictar leyes y reglamentos generales o edictos, jus edkcndi. 
encaminados a llenar aquellos fines, siempre que sean razonables, 
uniformes y no impliquen en el hecho un efectivo desconoci- 
miento del derecho de reunión o ta alteración del mismo, con 
violación de lo prescripto por el citado art 28 de la Constitución. 

Teniendo ai cuenta la fuente histórica de donde este dere- 
cho procede, dice J. V. González. (Escritos y Opiniones en De- 
recho, tomo 1, pág. 136). esto es, los estatutos ingleses, exintcs- 
tos por los más notables jurisconsultos, dedúcese igualmente el 
carácter limitado del misino en atención a las supremas conside- 
raciones del orden de la paz pública y al universal principio de la 
limitación de todos los derechos individuales por el ejercicio de 
iguales derechos por los demás miembros de la comunidad so- 
cial o (xilítica, hasta el (rttnto de ser considerado en las legisla- 
ciones como un delito texto acto de invasión a la esfera del dere- 
cho ajeno por quien ejercita un derecho propio Es de obser- 
varse a este respecto que los proyectos de ley reglamentarios 
del derecho de reunión presentados ante el Congreso Nacional de 
nuestro país, con excepción del de Montes de (Jca que se limitó 
a reproducir ta tcrmitiis la disposición constitucional pertinente 
(C. de D., año 1863, jiágs. 223 y 258). los otros de los diputados 
lir. Justino Obligado (C, de L>.. año 1890. pág. 33) y doctor 
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Francisco Akobendas (C de D., año 1W, tomo l v , SOY}, 
sin afectar el derecho en su amplitud legal, establecen múltiples 
restricciones a su ejercicio, derivadas de circunstancias He lugar, 
de tiempo, etc., y en general, tic propósitos de organización que 
armonicen la integridad funcional de este derecho mu el interés 
y el derecho de todos y con la seguridad misma del Estado. 

Que dentro de estas restricciones al derecho de reunión se 
concibe' como legitima la referente al uso de ías calles y plazas 
públicas de la ciudad. En efecto, cu esencia el derecho de reu- 
nión 110 implica necesariamente para su ejercicio el uso de la 
vía pública. Es posible distinguir entre el derecho de reunirse 
con un fin legal en un lugar de propiedad particular (teatro ha- 
bilitado al electo, local cerrado o al aire libre de propiedad pri- 
vad;», recinto de un domicilio* etc.), y el de congregarse en las 
calles, plazas o parques públicos. En la primer hipótesis el pre- 
vio aviso a la policía requerido por el art. 1^ del decreto de 17 de 
Agosio de 187S, no tiene el mismo significado que en el segundo. 
Cuando las reuniones han tic celebrarse fuera de la via pública, 
el aviso a la pulida es también necesario o conveniente i>orque de 
la aglomeración de personas puede resultar perturbado el orden 
y tranquilidad públicas y basta comprometida la higiene colecti- 
va en los casos de epidemias o de pestes; pero, cuando la reunión 
liene lugar en la via pública, a las razones de i>oticia apuntadas 
en la luix'desis anterior debe agregarse la derivada de la exclu- 
sión de la [Mjblación o de una jwirte de ella en el uso y goce de las 
calles con el consiguiente perjuicio pira el tráfico y los vian- 
dantes v aún para los negocios que tienen establecidos sus locales 
en ellas o en las inmediaciones y cuyo comercio puede quedar 
dañado |Hir efecto de la reunión o de sus consecuencias. Esta 
observación en cuanto al lugar en que puede ejercitarse el dc- 
reehn de reunión ha conducido en la doctrina y en la jurispru- 
delicia a las siguientes apreciaciones : Dicey, citado en el de- 
rretí . del P. K. de fecha 7 de Mayo de 1902. dice lo siguiente: 
Se cutí funde el derecho de reunión pública, con un derecho ab- 
solutamente distinto y cuya existencia se pretende sfn razón re- 
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conocer y que consistiría i*ara todo hombre eii reunirse con el 
fin tic hacer un mectituj en cualquier lugar abierto al públic». Se 
afirma igualmente que se puede emplear juira un mcetiñQ las 
plazas. las calles, los caminos de que todo individuo puede usar. 
Esta es una afirmación falsa", y otro autor, Garret The Ijiw of 
unisances, pág. 36, citado en el mismo decreto, expresa: Una 
solicitud hecha i>or personas que se proi>onen reunirse en im nú- 
mero ilimitado y en el tiemjto que ellas quieren permanecer en 
una vía pública en detrimento de otras que tienen iguales dere- 
chos, es ]M>r su naturaleza inconciliable con el derecho de libre 
tráfico y no tiene, al menos en cuanto hemos podido verificarlo, 
ninguna autoridad que lo sostenga." 

Kn Francia, existe el derecha de reunión reglamentado i>or 
las leves de 30 de Junio de 1881, modificada i»or la de 28 de 
Marzo de 1907, |x*ro, las reuniones no pueden tener lugar sohre 
la vía pública, y los anotadores expresan, que tal legislación 
jiareve suficientemente liltcrat, y no limita el derecho, de reunión 
sino i>ara quienes quieran abusar de él. Berthelemy. Droit Adn> 
ministratif, pág. 281 y lo mismo Smeiu. pág. 581. Allí la libre 
discusión de ta cosa pública es como la litiertad de la prensa. 
Se deja reunir y decir, pero se impide y se previene el desorden 
y la violencia. 

Que de acuerdo con la tradición administrativa argentina y 
con los dictados del decreto de 19 de Agosto de 1878, el uso de 
las calles y plazas públicas se encuentra autorizado y permitido 
por el art. 2". inciso 4* y art. 3 V , en cuanto ordena expresar en 
el aviso previo "si la reunión si* disolverá o nó en el punto en 
que tendrá lugar o si recorrerá y en qué forma las calles, desig- 
nando cuál será su itinerario." Pero de que el uso de la vía pú- 
blica esté autorizado para las reuniones no se infiere la falta 
de atribuciones de la autoridad policial para modificar el itine- 
rario o cambiar el lugar propuesto. El mismo orden de considera- 
ciones que han inspirado a ta doctrina y a la legislación para in- 
dependizar el derecho de reunión del uso de la vía pública, jusíi- 
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íicaria dentro de tos términos del decreto del año 1878, la deci- 
sión tomada en el caso |x>r el Jefe de Policía para negar la reu- 
nión en una calle tic tráfico intenso y de vida comercial tan activa 
como la elegirla jx>r los solicitantes. Constituiría simplemente 
una condición formal impuesta al ejercicio del derecho de reunión 
y uó ttn desconocimiento del mismo. 

Que. esia Corte, distinguiendo entre las disposiciones poli- 
ciales (|iie vulneran el derecho de reunión y las que señalan ra- 
zonables modalidades de ejercitarlo, han declarado inconstitucio- 
nal lo primero y válido lo segundo. Y asi, una disiiosirión que 
prohi hiera la reunión cuando su ohjcto fuera la censura de los 
actos fie los funcionarios púhlicos, o la aplazara indefinidamente, 
o limitara su número, o le fijase una duración arbitraria, o la 
autorizara en un lugar armado de los suhttrhios cuando se ha 
elegido uno céntrico y adecuado, sería sin duda violatoria de la 
garantía constitucional aludida, porque importaría restringir de 
manera ostensible o frustrar en forma velada el derecho de reu- 
nirse y de usar de la vía pública* En camino un edicto |>olieíal 
modificando i>or fundados motivos de seguridad o de orden el 
itinerario señalarlo en una manifestación púhlica no es inconstitu- 
cional (Fallos: tomo 110, pag. 39\); y la misma solución co- 
rresponde aplicar al Cilicio policial que deniegue, con carácter ge- 
neral , y por ra» Mies atendibles vinculadas al tráfico y a la como- 
didad de los transeúntes el uso de determinada calle para cele- 
brar una reunión pública. 

One no escajM al juicio del Tribunal la consideración de 
que la autoridad local ha |K>dido.>ii el mismo acto rpie denegaba 
el permiso por razón del lugar, señalar la vía pública o la plaza 
que razonablemente equivaliera al elegido y respecto del cual 
thi promediaran iguales causas de oposición, y en todo caso, 
hubiera sido asimismo ajumado a la naturaleza de las cosas que 
los presentantes*, en conocimiento de la negativa |»olieial, indica- 
ran ntru lugar ríe ta vía pública o lo concertaran y convinieran 
mu la autoridad, quedando asi mejor consultado su interés y 

■ 
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evitada la designación de un punto inconveniente. Omitida esta 
gestión **>r los recurrentes, no existe knse legal para fundar cu 
el mero hecho de la falta de ofrecimiento de otro lugar de la vía 
pública, una declaración de inconstitucionalídad del edicto 1*>- 
lictal. 

En mérito de estas consideraciones, de acuerdo con lo dic- 
taminado por el señor Procurador General, y snlisi atiendo el de- 
recho de l<is recurrentes -«ira indicar otro lugar de reunión exen- 
to de los inconvenientes míe han determinado la denegación ->o- 
licial de referencia, se resuelve: que no procede en el caso la de- 
claratoria de inconstitucionatidad que se demanda. Notifiquese y 
repuesto el papel, archívese, 

J. Km l? ERO A At.CORTA. RüBEHTO 




Pon E. Neumavn contra Aníbal y Andrés Barra{fmrrc, por co- 
bro tic pesos, Contienda tfc compctvnfht. 

Sumario: MI Juck del lugar del domicilio eípecial constituido a 
ios efectos del cumplimiento de la obligación de cuya ejecu- 
ción se trata, es el conifietente para conocer del respectivo 
juicio. Arts.101. 102 y 1197 del Código Civil. 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN ÜFJ. PROCIKADOR GENERAL 

Buenos Aircí. Octubre 18 de 1929. 

.v • 

Suprema Coru*: 

I>e acuerdo con lo dispuesto por los arts, 101 -y 102 del Có- 
digo C ivil, tos personas en sus contratos pueden elegir un domi- 
cilio especial ]«ra la ejecución de sus obligaciones, lo que im- 
plica el sometimiento a la jurisdicción de los jueces de ese do- 
micilio. 

Es lo <|uc sucede en el caso de autos en que, para el pago 
de la suma de dinero que K. Neuman reclama de Anílial y An- 
drés I tarrago ir re. los interesados han fijado expresamente en los 
documentos respectivos domicilio especial en la Capital de la 
Moción. 

Es, pues, al Juez de Paz de esta jurisdicción a quien corres- 
pOUde conocer en la demanda, con prescindencía del domicilio 
actual de los deudores. 

En tal sentido opino del* dirimirse la presente contienda de 
competencia que el Juez, de Paz Letrado de la Primera Sección 
y !• Circunscripción de Santa Fe, ha promovido al de Paz de la 
Sección 27 de esta Capital, contienda que a V. E. corresponde 
dirimir atento lo dispuesto por el art. 9 de la ley 4055, 

Tal es mi dictamen. 

Horacio R. Larreta. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA tf| 

Buenos Aires. Noviembre 6 de 1929. 

Autos y Vistos: 

Los de contienda de competencia tratada entre un Juez de 
Ta/, de esta Capital y otro de igual clase de la ciudad de Santa 
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Fe, \ma conocer en el juicio oue sigue Xcumau contra Ant* 
IkiI y Andrés Barraguirre, |xir cobro de i*so&. 

Y Considerando: 

Oue consta de autos la constitución de un domicilio es|>e- 
cial en esta Capital a los efectos del cumplimiento (fe la obliga- 
ción de cuya ejecución se trata, y en estas condicione», <jue han 
podido legalmente éstatrtecerse de acuerdo con los invocados ar- 
tículos 101 y 102 del Código Civil, y conforme con lo establecido 
t¡or el art 1197 del mismo Código, es evidente la competencia 
en el caso del Juez, de l*az de esta Capital, y de confoimjdad con 
el dictamen del señor Procurador General así se declara. 

En consecuencia, remítanse los autos al Juez de Pa* de la 
Capital a efecto de que. prosiguiendo el juicio, reitere el exhorto 
correspondiente con transcrif>cióii fie la presente resolución. Aví- 
sese al Juez de Paz de Sania Ke en la forma de estilo. 

J, FlOl'EROA AlA'ORTA. — KoBEKTO 

Kepkttu. — R. Guipo Lavalle, . 
— Antonio Saoarna. 

(1) En la misma fecha se dictó igual resolución cu la contienda de 
competencia trabada entre un Juez fie Paz (le ta Capital Federal con oint 
de igual clase de la ciudad de Santa Fe, para conocer en 1<>* autos 
Huidos por los señores Oirin*? y Na f tale. contra duna Ramona S. ííelgado, 
sobre cobro de pesos. 
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Campa fita Swift contra ef Gabn-rno X achual, par devolución de 
una suma de dinero. 

Sumario ; En tanto que las decisiones que el artículo 135 de 
las O. < ). de Aduana faculta pronunciar a la administración 
general de la misma cuando se susciten iludas entre el co- 
merciante y el vista sobre la partida de la tarifa que corres- 
ponde a algún artículo o sobre la clase, calidad o estado de 
algún género, son obligatorias e inapelables para la Aduana 
y para el comerciante (art. 137 ) las referentes a los suma- 
rios que los administradores manden levantar en ocasión 
de los contrallártelos defraudaciones o contravenciones de 
que tengan conocimiento y los relativos a la consiguiente 
mi|H>sictón de pena (arts. 1053, 1054 y 1055), y los afec- 
tados por ellas pueden, cuando fueren condenatorias, enta- 
blar la via contendiosa, ocurriendo a la justicia nacional 
• (art. 1063). 

2* IX'l hecho establecido de ser administrativamente defi- 
nitiva en los términos del art. 137 de las Ordenanzas las 
cuestiones relativas a la clasificación y aforo de las merca- 
derías, no se infiere, sin embargo, que esté vedado a los par- 
ticulares acudir por vía del juicio ordinario ante los tri- 
bunales de justicia competentes para reclamar lo que se les 
hubiera cobrado indebidamente o sin derecho, cumpliendo, 
a tal fin. los requisitos señalados por las leyes. La rama ad- 
ministrativa del Gobierno, en este caso, la Aduana, no puede 
en efecto, cobrar otros impuestos que los establecidos |*>r 
las leyes sancionadas i>or el Congreso, ni sumas mayores o 
menores que las señaladas |*>r aquéllas. Arts. 4 y 67. inciso 
1", Constitución Nacional. 

COSO'. Lo explica el siguiente: 



■ 
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FALLO DE LA COSTE SUPREMA 

Buenos Aires, Noviembre 15 dt 1929. 



Autos y Vistos 



Que la Compañía Swift de La Plata, demanda al Poder 
Ejecutivo Nacional por devolución de ta suma de $ 202.27 % 
que lia tinelo liajo protesta en concepto de derechos de impor- 
tación sobre una partida de tela "especial para quesos." 

Que los antecedentes del caso judicial son los siguientes: 
o) con fecha 2 de Junio del año 1925, la Compañía aetora soli- 
citó el despacho de siete fardos de tela especial para quesos, la 
qite de acuerdo con lo dispuesto por el art. 2», inciso 9» de la 
ley 11.281 debe pagar el derecho del 5 % ad valoran; b) que tal 
manifestación fué denunciada por el vista que intervino el des- 
pacho, clasificando la mercadería como tejido de algodón crudo 
no mencionado; partida 1997, kilos 0,70 al 20 % : c) producido 
el caso contencioso, la decisión de la Aduana fué apelada ante 
el Juez Federal de La Plata, quien dictó sentencia declarando 
que la Compañía al manifestar tela especial para quesos, había 
hecho aseveración exacta y dejó sin efecto la pena de comiso ; tal 
declaración fué confirmada por la Cántara Federal de La Plata 
el 8 de Septiembre de 1925 ; d) no obstante lo cual el Fisco ha 
procedido a cobrar los derechos por la partida 1997 al 20 % y 
consiguientemente, doscientos dos pesos con veinte y siete cen- 
tavos más de lo que legalmente correspondía. Este pago se ha 
hecho bajo protesta, previa reclamación administrativa formu- 
lada ante et Ministerio de Hacienda. 

Que la sentencia pronunciada por el señor Juez Federal de 
La Plata ha desestimado la acción de repetición fundándose: 
a) en que todas las cuestiones referentes a la aplicación de la ta- 
rifa de avalúos, clasificación y aforo de las mercaderías se hallan 
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exclusivamente deferidas a ia jurisdicción administrativa, sin 
que los tribunales de justicia puedan susi>cnder ni desconocer el 
efecto de sus decisiones; h) eii que los arts. 426. 429. 430 y 433 
fie las Ordenanzas de Aduana invocados por la jarte actora, no 
tienen aplicación en eJ caso de autos, pues aquéllos se refieren 
exclusivamente a errores de cálenlo o aritmética cometidos en la 
percepción del impuesto y no a clasificaciones equivocadas, 

< Juc ías decisiones de los funcionarios aduaneros son de dos 
clases: de carácter meramente administrativo o de naturaleza 
lienal. Compréndense en la primera categoría las que el art. 135 
íle las Ordenanzas faculta a producir a la Dirección General de 
Aduana cuando se susciten dudas entre el comerciante y el 
visia sobre la partida de ta tarifa que corresponde a algún ar- 
ticulo o sobre la clase, calidad o estado de algún género. Y el 
tallo administrativo pronunciado sobre esas cuestiones es obli- 
gatorio e inapelable tanto para la Aduana como para el comer- 
ciante. (Art. 137). Compréndense entre las del segundo carác- 
ter las referentes a los sumarios que los administradores man- 
dan levantar en ocasión de tos contrabandos, defraudaciones o 
contra venciones de (pie tengan conocimiento y las relativas a la 
consiguiente imposición de |tenas. (Arts. 1053. 1054. 1055). Y 
cuando la resolución fuese condenatoria, los afectados j»or elln 
podrán entablar la vía contenciosa ocurriendo a la justicia na- 
cional (art. 1063), 

(Jue la distinción entre los dos tipos de resoluciones admi- 
nistrativas, esto es, entre las que tienen en vista la clasifica- 
ción o aforo de las mercaderías a los efectos del pago de los 
derechos y las ipie sólo tienen |>or fin la aplicación de una multa 
.. pena pecuniaria, es explícita y categórica en las ordenanzas, 
siéndolo, correlativamente, la naturaleza y contenido de los re- 
cursos que una y otra pueden determinar. Iak primeros son ina- 
pelables para ante la justicia federal y dentro de ta administra- 
ción y los segundos lo son por vía de ocurso ante la justicia na- 
cional. 
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Que con tal punto de partida, lógico y legal es que los jue- 
ces del orden federal se hayan abstenido al conocer en el recurso 
autorizado por el art. 1063 de las Ordenanzas de todas aquellas 
cuestiones relativas a la clasificación o aforo de las mercade- 
rías, libradas por la propia ley a la decisión exclusiva de los 
funcionarios de la Aduana, limitando sus pronunciamientos al 
examen de la legalidad o ilegalidad de tas multas o penas im- 
puestas. Y tal es el significado y alcance de las resoluciones de 
esta Corte sobre el (larticular, citadas en la sentencia apelada. 

Que del hecho establéenlo de ser admmistrtativamente defi- 
nitiva en los términos del art. 137 de las Ordenanzas, las cues- 
tiones relativas a la clasificación y aforo de las mercaderías, no 
se infiere, sin eniliargo, eme esté vedado a los particulares acu- 
dir por vía del juicio ordinario ante los tribunales de justicia 
competentes para reclamar lo que se les hubiera cobrado indebi- 
damente u sin derecho, cumpliendo, a tal fin, los requisitos 
señalados |mr las leyes. La rama administrativa del Gobierno, en 
este caso ta Aduana, no puede, en efecto, cobrar otros impues- 
tos que los establecidos |M>r las leyes sancionadas por el Congre- 
so ni sumas mayores o menores que las señaladas por aquéllas. 
Art. 4 y 67, inciso 1* Constitución Nacional. Si tas cuestiones 
sobre clasificación y aforo fueran de tal modo definitivas que ni 
por via de acción judicial pudiera realizarse discusión sobre ellas, 
tanto el citado principio como el más general que pone en manos 
de la justicia federal el deber de velar para que las leyes ajus- 
ten su contenido a los derechos y garantías proclamados en la 
Constitución (art. 31), habrían sufrido un rudo golpe. Apli- 
cando tal concepto esta Corte ha declarado que si se admitiese 
la improcedencia del juicio de repetición de lo que se atega inde- 
bidamente pagado, el contribuyente quedaría al respecto, a mer- 
ced del fisco, sin la garantía de ta intervención judicial, a cuyo 
amparo pueden rectificarse los errores o corregirse los abusos 
l»sibles, vía de reparación legat establecida en nuestras institu- 
ciones y consagrada por la decisión constante de nuestros tritw- 
nales. Fallos: tomo 129. pág. 405. 
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<Jik\ este derecho a rcjtetir lo pagado indebidamente no 
sólo se encuentra autorizado |xir las disposiciones de la legis- 
lación común (art. 792 del Código Civil) , sinó también y muy 
especialmente por la última parte del art. de las Ordenanzas 
tle Aduana que alude, no ya a los errores de calculo o aritmética 
previstos en el art. 42íi y siguientes, sino como reza de su propio 
texto "a cualquier otro género de reclamaciones de la Aduana 
contra un comerciante o viceversa." 

Ett mérito de estas consideraciones se revoca la sentencia 
apelada y de acuerdo con lo dispuesto en el art. 16 de la ley 48, 
vuelva la causa al señor Juez Federal de 1.a Plata para que sea 
nuevamente juzgada. Notifiquese y repóngase el |>apel en el juz- 
gado de origen. 

J. FlGUEROA ALCORTA. — ROBERTO 

Repetto. — R. Guido Lavalle. 
— Antonio Sacarna. 



Don Mono Antonio CViw/yv m ios tintos 'Rosa Pottcstó f/r 
Chhipfc, su insuma" Recurso tic Inrho. 

Sumario : A los fines del recurso extraordinario no basta invocar 
preceptos de orden constitucional, ya que para su proceden- 
cia es necesario que la cuestión deliatida se halle vinculada 
con las cláusulas de la ley fundamental, cuya inobservancia 
se alega» de una manera tal que de su interpretación dependa 
la solución del litigio. 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Octubre 18 de 1**29. 

Suprema Corte: 

El termin» acordado («>r el art. 2M de la ley X* 50 sobre 
procedimientos federales para ititer|K»ner la queja a que el mis- 
mo se refiere, ha vencido en esta causa sin <jue se haya hecho 
uso de ese derecho (nota de fs. 263 de los autos principales y 
cargo de fs, 7 vta, del presente recurso de hecho). 

Soy yiar ello de opinión cpie éste es improcedente y asi pido 
a V. E. se sirva declararlo. 

Horacio K. Larreta. 

i* 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

■ 

ItmtH'S Aire*, Noviembre 15 de 1929. 

Autos y Vistos : el recurso de queja \mt denegación del ex- 
traordinario interpuesto contra sentencia de la Cámara 2* de Ape- 
lación en lo Civil de la Capital \x>r Marco Antonio Chiapne en 
autos con Rosa l'odestá de Chiappc, su insania. 

Y Considerando : 

Que aún cuando el recurso ha sido deducido fuera del tér- 
mino cjue determina et art. 231 de Ja ley X v SO, como lo hace 
notar el señor Procurador General en su precedente dictamen, 
cahe agregar a mayor ahondamiento que, a tos filies del recurso 
extraordinario no basta invocar preceptos de orden constitucio- 
nal, ya que para su procedencia es necesario «pie la cuestión de- 
Ijaüda se halle vinculada con las cláusulas de la ley fundamental 
cuya inobservancia se alega, de una manera tal que de su inu-r- 
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pretación dependa la solución fiel litigio, lo que no curre en la es- 
pecie -fifí» til*, donde en síntesis, la causa ha versado sobre la de- 
nuncia de insania de doña Rosa Margarita Podestú de Chiappe 
hecha por su hijo tlnn Marco Antonio Chiappe, definitivamente 
resuelto con la declaración de capacidad de la supuesta insana. 

Que. |>or otra parte, de los anteriormente expuesto, de la 
naturaleza del juicio y de los autos, aparece que el caso versa 
sobre cuestiones regidas |>or el derecho común ajenas al recurso 
extraordinario de puro derecho federal conforme a lo prevenido 
|K>r el art. 1 5 de la ley 48. 

En su mérito se declara un haber lugar al recurso deducido. 
\\jtiík|ucsc y repuesto el |>apel archívese, devolviéndose los autos 
venidos como mejor informe con transcripción de la presente y 
del dictamen del señor Procurador General, al tritiunal de origen, 

J. Fltít'EROA AtAORTA. — RoilERTO 

Repetto. — Antonio Saí;ars\v 



I'kt fl Xacional centra don Luis \'í<ot, agente del vapor francés 
Multe % sobre cobro, de pesos. 

Snmario; 1" Se prescribe en un uno la reparación civil por da- 
ños causados fior delitos o cuasi delitos. 

2" Es inaplicable lo dispuesto por el art. .V>«9 del C. Ci- 
vil, cuando el demandado hizo expresa reserva del derecho 
de disentir la responsabilidad de su representado, debido a 
que el accidente fué causado ¡w»r un acontecimiento de fuer- 
za mayor y que un le era imputable. 

Caso: Lo explican las pie/as siguientes; 



Buenos Aires. Julio <U- !<>*>. 



Y Vistos : estos autos seguidos por el Fisco Nacional contra 
Luis Nico!. arcóte- del vapor francés "Malte', filtre cobro d« 
pesos. 

Y Considerando: 

Que eoii fecha 30 de Julio de 1927. se presenta el señor Pro- 
curador Fiscal, reclamando d pago de la suma de veintisiete mil 
setecientos cincuenta y nueve i>esos con ochenta centavos moneda 
nacional, importe a «pie asciende el dafu> ocasionado por el vapor 
francés "Malte" al recostarse sobre la baliza K. 18. la cual fué 
tumbada debido a una fuerte guiñada producida por dicho va- 
l>or, sufriendo averias de consideración que se detallan en la 
demanda y cuyo monto llega a la suma indicada. 

Que corrido traslado de la demanda, la parte demandada 
negó que el hecho hubiera ocurrido i»or culpa o negligencia al- 
guna imputable al capitán del buque referido, trayéndose como 
pruclw a los autos el corres|xindiente sumario administrativo que 
corre agregado sin acumularse. 

Que la misma parte en su alegato de fs. 14 opone la pres- 
cri|xrión, de la que se corre traslado, que el señor Procurador 
Fiscal contesta a fs. 19 vta.. reproduciendo las consideraciones 
aducidas al respecto en su alegato de fs. 17, en que aludió a esa 
defensa a título de previsión, sosteniendo cine ella se Italiana 
interrumpida i*>r halier cambiado la naturaleza de la acción de- 
bido a la fianza, presentada t>or el demandado a fs. 22 vta.. de 
Ins actuaciones administrativas. 

Que el hecho que ha dado margen a esta acción se produjo 
é día* 18 de Mayo de 1924, según lo expresa el señor Procura- 
dor Fiscal y asi resulta de estas actuaciones. 
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Que el art. 4037 del Código Civil, establece la prescripción 
ile un año para la reparación civil por daños cansados por ani- 
males O |*>r detitos o cuas» delitos, sin que ésta pueda interrum- 
pirse sino ¡tur demanda judicial, aunque sea ante juez incom- 
petente V no obstando a ella ni los trámites administrativos, ni 
las ¡uter] H<lncif mes extra-judiciales, como lo tiene resucito la Su- 
prema Corte Nacional en numerosos casos. 

Que de la fianza aludida, prestada ¡nir el demandado, re- 
SUlta i¡ue éste h%0 expresa reserva del derecho de discutir la 
responsabilidad dé su representado debido a míe el accidente fué 
causado por un acontecimiento de fuerza mayor y que no le es 
imputable. Tal manifestación hace inaplicable en el presente ca- 
só lo dispuesto en él art. .WiW del Código Civil. 

One atenta la solución que se da al presente asunto, no hay 
para qué entrar a considerar las demás cuestiones planteadas con 
respecto al fondo de la cuestión. 

Por estas consideraciones, resuelvo: declarar operada la 
prescripción de la acción instaurada por el señor Procurador 
Fiscal contra Luis Xieol, agente del vapor francés "Malte", so- 
bre cobro f|e pesos. Sin costas, \otifiqttese. repóngase el sellado 
y oportunamente archívese. 

Saúl 1/. Ilscoimr. 

SENTENCIA UE LA CÁMARA FEDERAL EN APELACION 

■ 

ÍSmm.s Aires, i\fF>StO 28 <lr 1929. 

Por sus fundan lentos se continua la sentencia afielada de 
í>. 21, en cuanto haciendo lugar a la defensa opuesta en la de- 
maiida, declara operada la prescri|»ción de la acción instaurada jwir 
el Fisco Xacioiial contra Luis N'icol, agente del vapor francés 
"Malte \ sobre cobro de pesos, sin costas, atenta la naturaleza 
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de la defensa alegada. Repónganse las fojas en primera ins- 
tancia. — Rodolfo S. Fcrrcr. — Marcelino Escalada. — fí. . í. 
Xacar .lachare na. — /. /*. Lana. 

FALLO DE LA COK TE SIPREMA 

Huertos Aires. Noviembre 15 de 1929. 

Y Vistos : El recurso de apelación previsto por el art. 3* de 
la ley K'* 4055 interpuesto y concedido contra la sentencia dicta- 
da por la Cámara Federal de Apelación de la Capital en los autos 
seguidos por el Fisco Nacional contra Nicol Luis, agente del 
vapor francés "Malté". sobre cobro de pesos. 

Y Considerando: 

Que como se hace notar en la sentencia de primera instancia 
con firmada por sus fundamentos por el tribunal de alzada a fs 
25, el tiempo transcurrido desde que se produjo el hecho que dió 
origen a la acción instaurada ]*>r el Fisco Nacional liasta ía ini- 
ciación del presente juicio, es casi tres veces el que establece el 
art 4037 del Código Civil para declarar operada la prescripción. 

Que en cuanto a que el demandado haya interrumpido el 
término para la prescripción i*>r halier otorgado la fianta que 
se menciona a fs. 22 del ext*dicntc administrativo agregado; 
Cabe observar como la hace el a qiw, que no es de aplicación al 
caso la situación que contempla el art. .1989 del Código Civil ci- 
tado, ya que según resulta de las constancias de autos que el de- 
mandado hizo expresa reserva del derecho de discutir la respon- 
sabilidad de sil representado debido a p5 el accidente fue cau- 
sado por un acometimiento de fuerza u. -vor que no le era im- 
putable. Pudicndo agregarse, también, que en la fecha del otor- 
gamiento de la fianza, este es, del recon.ximii uto de la existen- 
cia de la obligación si *wm SÍ *c t um;iríl >* & (lü b """ 
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eiarión di la demanda habría transcurrido más del año necesario 
|«ira cubrir el tiempo de la prescripción. 

Por ello y los fundamentos concordantes, se confirma Ja 
sentencia apelada. Xotífíquese y devuélvanse al tribunal de su 
procedencia, donde se rejMindrá el papel, 

J, KiorMvoA Auorta. — Rohkrto 

Kki'ktto. — K. Gnno L avalle. 

— Antonio Sagabna. 
■ 



Pon llttriqne Aba! y Ció. contra la Provincia tic Mendoza, sobre 
cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario: Xo bailándose aceitada por el Gotiemador de la 
Provincia In letra liase de la ejecución, no procede librar 
mandamiento de ejecución y embargo. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



1AI.LU im LA l'OKTK Sl'PKKMA <" 

Btttiws Aires, 
Autos y Vistos: 

( ibservatido e] Tribuna] que la letra agregada a tos autos 
no -v halla aceptada por el Gobernador de la Provincia, único 
représenla ule lega! de la misma, no ba lugar al mandamiento 
oiihVirailn i \r tirulo I JS ta Constitución de Mendoza. Reso- 



Ilición de esta Corte, autos Banco Italo Belga contra la Provincia 
de Mendoza, de Marzo 8 de 1929)- Hágase sal**r y repóngase 
el nape! ■ 

Roberto Repetto, — K. Guido La- 
valle, — Antonio Sacar xa. 

ll) En la fecha se dictó igual resolución en las causas seguida* _ pur 
don Manuel Ijbpa Vilches y por «Iihi Ignacio Rodrigo contra la Provincia 
de Mendoza, por idéntica 



Doña Catalina Alicia Hardie de Brown y otros contra la Provin- 
cia de Buenos Aires, f*or inconstituáonaiiiad de la ley dt* 
impuesto a la herencia. 

Sumario: No estando comprendida en la protesta formulada al 
pagar el impuesto a la herencia establecido en la Provincia 
de Buenos Aires, ta cuestión relativa a salier si pa ra Ü <lc " 
terminación de ta tasa aplicable han de tomarse solamente 
los valores corresixmdientea a las hijuelas existentes dentro 
del territorio de la Provincia o si han de computarse, tam- 
bién, las que se encuentran en otra jurisdicción, nt habien- 
do sido presentada dicha cuestión en la demanda Ujo la faz 
de ser tal procedimiento contrario a alguna de las garantías 
aseguradas j>or la Constitución Nacional, ella no puede ser 
decidida por la Corte Suprema en un juicio en que procede. 
t *n lo fundamental, por razón de la materia, la jurisdicción 
originaria de ésta. (Se trataba de decidir sobre la legalidad 
o ilegalidad de la interpretación atribuida a la ley provincial 
por la Dirección de. Escuelas, cuestión librada por completo 
a los funcionarios de la justicia local). 
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TUTAMEN DEL FKOiVKADOK (.ENERAL 

, 

Buenos Aire?. Septiembre 21 de 

Suprema Corte: 

El procurador don Mariano J. Saraví, en representación de 
las señoras Catalina Alicia Hardie de Brown, Guillermina H, de 
Dillou. Margarita B. H. de Brown y del señor Roberto D, Ha- 
die. demanda a la Provincia de Buenos Aires por repetición de 
una suma de dinero cobrada de más a sus mandantes en los autos 
sucesorios de don Rotxrto S. Hardie, en concepto del impuesto 
a la herencia, pago que efectuó bajo protesta por considerar in- 
constitucional la forma en que fué practicada ta liquidación co- 
respondiente por la Erección de Escuelas de la Provincia de- 
mandada. ( 

El representante de ésta, al contestar ta demanda, ntaníf ¡es- 
ta avenirse a lo solicitado por la parte adora siempre que modi- 
fique los términos de la escata a aplicarse en los términos expre- 
sados a ís. *>. hecho contestado en el escrito de fs. 13, Sostenien- 
do infundada la. pretensión de computar los llenes ubicados en 
la Capital Federal, sobre los cuales ya se había satisfecho el im- 
puesto respectivo, a los finés de establecer el ti|x> y jiorceiitaje 
del mismo en el orden provincial. 

La doctrina y la jurisprudencia nos enseña (tomo 149, pá- 
gina 417 y oíros), que el porcentaje que del* servir de liase ]»- 
ra liquidar el impuesto a la herencia, en estos casos, delw ser el 
monto efectivo de cada hijuela, doctrina que me permito darla 
por reproducida en esta Mis |x>r ser de estricta aplicación al caso. 

Kn ortismirncia, pido a V. E. que, a los efectos de este 
juicio, se sirva dw tarar que el art. 3M, inciso 7 V de la ley cues- 
tionada de la Trovinoia de Buenos Aires, sobre transmisión gra- 
tuita de bienes/, vulnera el prmcipio de igualdad en el impuesto 
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que consagra el art. 16 de la Constitución Nacional, teniendo 
también presente los articulas 792 y 794 del Código Civil. 

Horado R. I birreta. 

i 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Xovwmbre 18 de 1929. 

Y Vistos: Este juicio seguido por doña Catalina Alicia 
Hardie de Brown y otros contra la Provincia de Buenos Aires, 
sobre inconstitucionalidad del impuesto a la herencia, del cual 
resulta: 

Que a fs. 2 comparece don Mariano J. Saravi en represen- 
tación fie las señoras Catalina Alicia Hardie de Brown, Guiller- 
mina H. de Dillón, Margarita B. H. de Brown y don Roberto D. 
Hardie, demandando a la Provincia de Buenos Aires para que 
sea condenada" a restituir la cantidad de $ 5.597,16 a la cual 
debe agregarse la parte proporcional en tos $ 268.06 de intereses, 
con costas,. 

Que en la calidad expresada de apoderado de los sucesores 
de Roberto L. Hardie tramitó en esta Capital el juico sucesorio 
de éste y luego se presentí ante el juzgado correspondiente de 
la Capital de la Provincia de Hítenos Aires, solicitando la pro- 
tocolización de las hijuelas en la parte correspondiente a los bie- 
nes simados en jurisdicción provincial. 

Que al practicarse la liquidación del inhiesto hereditario, la 
Dirección de Escuelas reclamo el iiago de la cantidad de pesos 
10.074.88 equivalente al 4 % % sobre el importe ile los bienes 
($ 223.«86,43), más la suma de $ 268.66 por intereses. 

Que reputando inconslitucional la exigencia, hizo d pago 
bajo protesta, y sostuvo que no dirigiéndose el impuesto contra el 
moerto; sino contra el vivo, debía cobrarse en proporción del 
tiene* icio recibido por éste, con prescimUncia de la fortuna 
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aquél, tesis que luego fué confirmada |>or la jurisprudencia de 
esta Corte al resolver los juicios seguidos por Luciano R. Seré. 
Drysdale y otros contra la Provincia de Unenos Aires, a cuyas 
conclnskroes se acoje. 

( v Hic los herederos de don Roberto L. Hardie son cuatro, de 
modo que el capital imponible no era de $ 223,886,43. sino de 
$ 55,970,3/ jiara cada uno, cor respondiéndoles entonces una tasa 
de 2 % con arreglo a la escala del art. 23 de ta ley, en lugar 
de la de 4 'i que les fué cobrada, 

Q\k corrido traslado de la demanda fué evacuado a fs. 9 
1>or el Dr. Roberto Parry. en representación de la Provincia de 
Buenos Aires, expresando que se aviene a 4o solicitado» pero con 
una modificación derivada de que la escala aplicable no es la del 
2 como creen los actores, sino la del 2 ]/ 2 %. Se funda en 
que la hijuela de cada heredero compuntando el valor de los bie- 
nes situados en la Provincia y en la Capital Federal es de pesos 
13J.y24.rjO y nó fie 55.970.37 c<imo lo sostienen los demandantes. 

Q$É siendo de $ 223.W86.43 el valor de los bienes imponi- 
bles debió liquidarse por concepto de impuestos e intereses al 
Vi r /< mensual durante cinco meses y diez días, la suma de pesos 
5,745.59 y como lo alionado fué de $ 10,345.55. córresele de- 
volver a bis actores solamente $ 4.497.96 %. 

Que si las actores mi expresaran conformidad con esta mo- 
dificación, solicita se les apliquen las costas \¡or haber incurrido 
en flus petitio. 

Que a fs. 17 vta, abrióse la causa a prueba, produciéndose 
la que expresa el certificado de fs. 00. A fs, 62 y 66 alegaron so- 
bre su mérito ambos contendientes, llamándose autos para defi- 
nitiva a ís, 68 vta. 

V" Considerando: 

tjue la cuestión relativa a saber si para la determinación 
de la tasa aplicable lian de tomarse solamente los valores eo- 
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rres|>ondietites a la hijuela situados dentro del territorio de la 
Provincia de Buenos Aires o si han de computarse también los 
que formando jwrtc de ella se encuentren en otra jurisdicción, 
no puede ser decidida por el tribunal en esta causa. I-a protesta 
y reserva de derechos formulada por los actores en el momento 
de alionar la liquidación practicada por la Dirección de Escuelas 
de la Provincia, hacía exclusiva referencia a ta situación con- 
templada en la ley y según la cual la tasa se determináis tomando 
como antecedente el valor total de los bienes transmitidos para 
luego aplicarle sobre cada una de las hijuelas. La cuestión ac- 
tual que consiste en deducir la tasa del monlo de cada hijuela 
computando en el valor de esta no solo el de los bienes situados 
dentro de la Provincia, sino también el de los que se encuentran 
en otras jurisdicciones, se halla fuera de la protesta. 

Que esta cuestión, tampoco ha sido presentada en la f leman- 
da bftjo la faz de ser tal procedimiento contrario a algunas de las 
garantías aseguradas por la Constitución Nacional. 

Que siendo así y tratándose de una causa en que procede 
sobre lo fundamental la jurisdicción originaria de esta Corte por 
razón de la materia, como lo han eutendido los propios actores 
al no ofrecer siquiera la justificación del fuero por razón de las 
iwrsonas. no i*xlria aquélla decidir sobre la legalidad o ilegali- 
dad de la interpretación atribuida a la ley por la Dirección de 
Escuetas* cuestión ésta librada por completo a los funcionarios 
de la justicia local Kíillos: tomo 155. pag. 51* 153, pág. 214: 
152, pág- 268. 

Que habiéndose reconocido por el representante fie la Pro- 
vincia de liuenos Aires la aplicabilidad al presente caso de la 
jurisprudencia sentada por esta Corte en el juicio seguido ix>r 
tos herederos di- Luciano Seré y su obligación consiguiente de 
restituir la cantidad de $ 4.497fWT» % en lugar de la reclamada 
sólo }>or aquella. de1»e hacerse lugar a la demanda. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado jHir el 
señor Procurador General, se declara míe la Provincia de Une- 
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nos Aires del* restituir a los actores en el plazo <le veinte días 
la cantidad de cuatro mil cuatrocientos noventa y siete pesos 
cotí noventa y seis centava moneda nacional, sin costas, alema la 
naturaleza de la cuestión delatída. Notifíquese y repuesto el 
pa|)el archívese. 

Roberto Repetid. — R. Guido La- 
valle, — Antonio Sagarna. 



CQmpmiUl Swift <Ír 1m Plata contra Ü Gobierno Nacional, sobre 
cobro tic petos. 

Sumario : De acuerdo con los términos del articulo 4<\ inciso 17 
de la ley 11.281. son tilires de derechos de importación to- 
dos los materiales destinados a los establecimientos indus- 
triales f|iic elaboren materias primas de producción nacional, 
siendo su destino o aplicación a la industria lo único que 
tiene en vista la ley. y testando i»ara ella que tales materia- 
les se apliquen a los. fines de la industria, aunque ellos sean 
Susceptibles de ser suplidos por ta industria nacional. (Se 
traía fia d<- casillas guarda-ropa de hierro esmaltado y casillas 
de hierro para e! uso del i>ersona! obrero del frigorífico). 

í'iMft: Lo explican las piezas siguientes; 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Hitsiiriii, ,Iuiiím 5 de IW). 

Y Vistos : Los autos por cobro de pesne. seguidos jH>r el pro- 
curador señor Joaquín lítsso en representación de la Compañía 
Swiíi de La Plata, contra el Gobierno de la Xndún. de los que 
resulta : 
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a) El actor manifiesta que viene a demandar a la Nación 
por devolución de la suma de seis mil seiscientos treinta y siete 
pesos con noventa y dos centavos moneda nacional ($ 6.637.92 
tn/n.), fundado en los siguientes hechos: 

b) Que la Sociedad ha construido en el Distrito de Villa 
Gobernador Calvez, un frigorífico en el que se elalwraba mate- 
rias primas de producción nacional. Que en la construcción de 
la fábrica, Swiít, empleó, dentro de lo posible, materiales na- 
cionales, pero debió recurrir a la industria extranjera "para 
obtener aquellos implementos que la industria nacional no está 
en condiciones de proporcionar." Que la introducción de los ma- 
teriales extranjeros está expresamente exonerada del pago <le de- 
rechos aduaneros de importación de acuerdo con lo dispuesto por 
la ley de Aduana Bí* en su art. +\ apartado 17; y que 
no obstante la generalidad de los términos de la exención de de- 
rechos, ha sido cobrada a su instituyeme la suma cuya devolu- 
ción se solicita y correspondiente al despacho de 67 (sesenta y 
siete) cajones con 11.100 kilos (once mil cien kilos Imito) casi- 
lleros guarda-roja de hierro esmaltado) y 67 (sesenta y siete) 
bultos con 500 (quinientas) casillas de hierro t»ara el uso del 
personal obrero del frigorífico. 

c) Que el Poder Ejecutivo, ixir decreto de fechas 10 de 
Mayo de 1926 y 24 de Agosto del mismo año. confirmó la reso- 
lución denegatoria, agotándose así la vía administrativa; por lo 
que solicita!* se condene a la Nación a pagar a sus instituyentes 
la suma mencionada, con sus intereses y le imponga las costas 
de! juicio. 

d> Corrido traslado de la demanda a ta Nación, el señor 
Procurador Fiscal lo evacúan a fs. 19 a 20, arguyendo fpie, efec- 
tivamente, en Lis circunstancias y fechas que se indican en el 
escrito de demanda, se hicieron ante el Ministerio de Hacienda 
las reclamaciones del caso, dando origen a las resoluciones de 
fecha 3 de Enero y 12 de Marzo de 1927, las que fueron confir- 
madas por el Poder Ejecutivo de la Nación. 
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c) Que esas reclair -ingún momento han podido 

prosperar, por cnanto azóu legal, y que en los mis- 

mos considerandos fie las releí- s rcsoluci '"s ministeriales se 
deja establecido ; "que por lo que receta a los trajes y guarda - 
ropa, si su uso está impuesto |>or razones de higiene por el Mi- 
nisterio de Agricultura, jior ellos del>cu pagarse los derechos de 
importación correspondientes, puesto que en manera alguna, pue- 
den considerarse comprendidos entre los "materiales y maquina- 
rias'* destinados a los cstabli-rim ¡cutos que clalw>ran materias pri- 
mas de producción nacional, etc.. a que se refiere la ley número 
I I.2K1. en su art. 4". Que no puede admitirse la extensión y apli- 
cación de esa disjjosieión legal en la forma pretendida por el 
actor, pues éste trata de involucrar elementos destinados a la 
higiene, obligatorios en iodo establecimiento de importancia, 
para asi dar cumplimiento al Reglamento impuesto por la direc- 
ción General de (lanaderia del Ministerio de Agricultura de 
Agosto 14 de 1912, para todas las fábricas de embutidos. Solíci- 
ta, en consecuencia, se rechace la demanda con costas. 

Abierta la causa a pruetia. las partes ofrecen Ta indicada en 
]n> escritos de fojas 21 y 2¿: y 

Considerando: 

Que la actora exige la devolución de la suma de pesos 
6.637.92 m/n. pagados por la introducción de casillas de hierro 
para guardar la ropa del personal del frigortíico, fundándose en 
que la ley 11 .281, exime a dichos materiales de todo gravamen. 

( Jue si bien la citada ley en su an. 4". apartado 17, declara 
libres de derechos a las maquinarias y materiales destinados a 
tos establecimientos industriales que elaboren materias primas de 
producción nacional, se refiere indudablemente, a las maquina- 
rias y sus repuestos que son indispensables i»ara el funciona- 
iniento de dichos establecimientos y no aquellos accesorios que 
como los guarda- r«pa, han podido ser ellos adquiridos en la 
N( pública o construidos en la misma con materiales puramente 
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nacional, N'o es dable interpretar el propósito de la ley en un 
sentido tan amplio, por lo que entiendo que haciéndolo se con- 
trariaría la intención del legislador que ivirá facilitar la radica- 
ción en el país de gratules industrias, libera de derechos de in- 
troducción, como lo digo en el considerando anterior, de aquellos 
materiales indispensables i>ara su funcionamiento. 

Tur ello y los fundamentos del escrito del señor Procurador 
Fiscal, resuelvo: no hacer lugar a la demanda interpuesta, con 
costas. Insértese, llágase salwr y rei>óiigase. 

/\ Morcillo Stares. 



SENTENCIA »E LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Rosario, Agosto 7 de 192°. 

Vistos los autos seguidos por la Compañía Swíft de La 
Plata (S. A.}, contra el Gobierno de la Nación, sobre cobro de 
pesos (exp. N v 276/29 de entrada) : 

Por sus fundamentos y lo expuesto y pedido por el señor 
Fiscal de Cámara, se confirma, con costas, la sentencia de fecha 
5 de Junto de 1929. Notifíquese y devuélvanse al juzgado de orí- 
gen, donde se repondrán los sellos. — Carlos M, Avila, — José 
M. Fierro, según su voto. — lU niano T. Martínez, según su voto. 
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Bnenos Aires* Noviembre ¿tt de l'J2y. 

Y Vistos: Este juicio seguido i«>r la Compañía Swiít de La 
Plata contra el Gobierno de la Nación sobre cobro de pesos, ve- 
nido pir recurso extraordinario interpuesto contra la sentencia 
de la Cámara Federal de Rosario, 
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Y Considerando : 

Ouc el art. 4". inciso 17 dé la lev 11,281 disi»oue que son li- 
brea de derechos de importación *'las maquinarias y materiales 
destinados a los establecimientos industriales que elaboren ma- 
terias primas de producción nacional," 

Que no solo ha quedad» establecido en las instancias ordi- 
narias del jnicio que el Frigorífico Swift es uno de esos esta- 
blecimientos industriales comprendidos en la ley, sinó también 
que la instalación de casilleros guarda- ropas de hierro para el 
|>ersonal obrero res|iecto de los cuales se ha producido la decla- 
ración administrativa y judicial de que no se encuentran com* 
prendidos en la exoneración, lia respondido a exigencias de! Mi- 
nisterio de Agricultura que asi lo ha requerido fundado en ra- 
/niies de higiene fabril. 

(Jue. acuerdo con los términos del precepto transcripto la 
exoneración se concede a todos los materiales destinados a de- 
terminados establecimientos industriales; es el destino «j apli- 
cación a la industria lo único que tiene en vista la ley. 

Que la ley es tan clara (pie tío tienen cabilla en ella, como 
coTieeplo* limitativos de su letra, ni la circunstancia de que los 
materiales sean iml¡st>cnsablcs bastando que se apliquen a los fi- 
nes de la industria, ni tampoco la consideración de que delie 
tratarse de materiales no susceptibles de ser suplidos por la in- 
dustria nacional. 

Etí su mérito se revoca la sentencia apelada en la parte que 
.ha podido ser materia del recurso. Notifiques? y devuélvanse 
reponiéndose el papel en el tribunal de origen. 

Ji FicL'ekoa Amorta. — Kouerto 
RkpivTto. — R. Gt ino L.wallk. 
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ACLARATORIA 

['.unios Aires. Diciembre 2 de 1 ( J29. 



Autos y Victos 



Que ta semencia de fs. 319 se limita a revocar la a| 
**en la liarte que ha podido ser materia del recurso", ya que es- 
te tribunal lia intervenido en el litigio' de acuerdo cut las nor- 
mas legales que rigen la materia (art. 14 de la ley N v 48). \ 
siendo la declaración que se solicita respecto de las cosías una 
cuestión extraña al recurso extraordinario de puro derecho fe- 
deral, así se declara. Respecto de las corres^ndientes a esto ins- 
tancia, dcl>eii ellas ser satisfechas en el orden causado, atento la 
naturaleza del recurso y de las cuestiones delxitidaa y por no 
tratarse de un caso de los Revistos en el art. 274 del Código 
de Procedimientos de !a Capital, supletorio de la ley nacional 
X' 50. Hágase saber y repóugase el papel. 

J. Figueroa Alcorta. — R. Guido 
Lavalle. — Antonio Sagarna. 



— 



Dan Jonje Girando contra el Ferrocarril Central Argentino, por 
devolución de fletes; sobre comfetencia. 

Sumario: 1* Procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 48, contra «na resolución que deniega definitivamente 
el fuero federal. 

2> La Corte Suprema lia resuelto expresamente que la su- 
ma fijada como límite a la Justicia de Paz en caso de concu- 
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rn -nda de jur i ¿dicciones, es la de quinientos i»esos moneda 
nacional, considerando, sin chula, que las leyes deben refe- 
rirse a la moneda corriente. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERA! 

Buenos Aires, Noviembre lfi de 

Suprema Corte : 

En la presente demanda deducida ante el juzgado de Faz 
de Bartolomé Mitre, provincia de Buenos Aires, por don Jorge 
Girando contra la empresa del Ferrocarril Central Argentino, 
por cobro de pesos, la demandada ha invocado el fuero federal, 
el que, habiéndole sido denegado, ha motivado el recurso extraor- 
dinario de apelación que, en los términos del art. 14 de la ley 48. 
trae a conocimiento de V. E. 

Kl valor cuestionado en autos excede de los quinientos pe- 
sos moneda nacional a que se refiere el art. |* de la ley N* 927. 
según la interpretación dada por V, E, a dicho artículo al con- 
firmar, por sus fundamentos, la sentencia del señor Juez Fede- 
ral en la causa que se registra en el tomo 92, página 175 y, re- 
cientemente, al resolver con fecha 5 de Agosto y J de Septiem- 
bre próximos pasados, los juicios seguidos contra la misma em- 
presa demandada por don Indalecio Izquierdo, don Salomón 
Caram y Ansalas, Galanes y Cía. 

Queda por ello sustraída la causa del conocimiento de la 
justicia de paz, toda vez que, por razones de la distinta vecindad 
de las partes, procede en este caso la intervención de ta justicia 
federal (art. 2*. inc. 2» de la ley 48 y S. C. X. 121 : 5). 

Soy por ello de opinión que corresponde revocar la senten- 
cia apelada de fs. 32 en la parte que ha podido ser materia del 

recurso. 

Horado R. Larreta. 
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Bwno» Aires, Noviembre 20 de 1929. 

Vistos : 

Considerando: 

Uue don Jorge Girando demandó a la empresa del Ferro- 
carril Central Argentino [ior devolución de í leles, cuyo importe 
se fija en ta suma de mil |>esos moneda nacional, ante el Señor 
Juez de Paz de Uartolomé Mitre. 

Que la demandada, opuso la exección de incompetencia de 
jurisdicción con fundamento en "la ley nacional X* 4H, art. 2", 
inc. 2» ; art. 100 de la Constitución Nacional y art. 1* de la ley 
N" 927 en razón del monto de la soma demandada e invocán- 
dose la jurisdicción federal. 

Que la excepción fue definitivamente denegada i>or auto 
de fs. 32, circunstancia que Itace viable el recurso extraordina- 
rio interpuesto. 

Que el inferior lasa su fallo en que la suma de quinientos 
pesos fuertes a que se refiere la ley 927 es superior a la de mil 
quc expresa la demanda, teniendo en cuenta para ello la equiva- 
lencia de aquella moneda con la nacional corriente. 

Que esta Corte ha resuelto expresamente que la suma fijada 
como límite a la Justicia de Paz en caso de concurrencia de ju- 
risdicciones, es la de quinientos |>esos moneda nacional, conside- 
rando, sin duda, que las leyes deben referirse a la moneda co- 
rriente. (Fallos: tomo 92, pág. 175 entre otros). 

Que no habiéndose desconocido en el fallo traído en recurso 
la distinta vecindad alegada por la demandada, corresponde de- 
clarar i»or este mérito y con arreglo a los arts. 100 de la Cons- 
titución y 2", inc. 2* de la ley 48, que el conocimiento de la causa 
corresponde a la justicia federal. 
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Por esto, de acuerdo con lo dictaminado l*ir d señor Procu- 
rador General y lo expuesto en e) escrito de fs, 49, se revoca la 
sentencia de fs. 32. Notiííquese y devuélvase, previa 
del papel. 

J, FlGUEROA ALCORTA. — 

— Antonio Saoarna, 




Don Eutjemo Di Santo m los autos seguidos a José Mayoraa y 
Héctor Nanyiard'mi o Ciño Nirandt, por falsedad de ins- 
trumento público. Recurso de hecho. 

Sumario í l v No procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48, contra una resolución que se apoya o interpreta dis- 
posiciones de una ley procesal. (Código de Procedimientos 
en lo Criminal). 

2" No 1>asta la simple invocación de cláusulas constitucio- 
nales para la procedencia del remedio federal intentado, si 
como ocurre en el sub judiee, flichas cláusulas no guardan 
con las cuestiones deliatidas la relación directa o inmediata 
que determina el art. 15 de la ley 48 citada. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Noviembre 20 de 1029. 

Autos y Vistos i 

Kl recurso de hecho fjor denegación del extraordinario in- 
terpuesto contra sentencia de la Cámara de Apelaciones en lo 



Criminal y Correccional tic la 
Santo contra José Mayoría y 
randi, alias Koviesky. sobre 






en los autos 'Eugenio Di 
Mongiardini o 
de falsedad en 



Y Considerando : 

(Jnc, según se desprende de ia exposición precedente, 
do por el querellado el auto que denegalia la excarcelación soli- 
citada al trifuinal de alzada "al pronunciarse en el incidente de 
excarcelación lo hace en forma tal que importa pronunciarse so- 
bre el fondo del asunto, vale decir, respecto al proceso en sí. 
pues manifiesta que el hecho imputado a los procesados no cons- 
tituye la falsedad ideológica punible por el art. 293 del Código 
Penal. Este pronunciamiento es definitivo para el juicio prin- 
cipal yor cuanto 110 ^ constituye el hecho delito, el sobreseimiento 

cia definitiva," 

Que de acuerdo con la propia manifestación del recurrente» 
la Cámara de Apelaciones en lo Crimina! se ha pronunciado so- 
bre la excarcelación del querellado, y no sobre el fondo del 
asunto, lo que hace improcedente la queja interpuesta, ya que 
la decisión arlada no reúne los requisitos requeridos [»or el ar- 
tículo 14 de la ley N" 48. 

Que. no «listante lo expuesto, y a mayor abundamiento, cabe 
agregar en el caso que aún cuando fuere exacto, corno lo afir- 
ma el apelante, que el tribunal a quo ha interpretado errónea 
mente las dis^siciones contenidas en el Código de Procedimien- 
tos "Libro Tercero del Plenario Capítulos I y II. Título U ; Tí- 
tulo III ; Títulos IV y V, la resolución que se apoya d inter- 
preta dis,M, S íciones de una ley procesal local, es ajena al recurso 
extraordinario de puro derecho federal, atento lo que disponen 
el art. 14 de la ley 48 citada y la constante jurisprudencia de esta 
Corte. 

Que en cuanto al antecedente que se menciona, (causa se- 
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guida a lsabelino ( jnnzález ) t procede observar que no guarda 
con la especie sufr Ufe ninguna analogía, toda vez que aquél llegó 
a la decisión fU-1 tribunal \*tr vía del recurso de aviación ordi- 
naria (art, 3» '1c la ley N" 40551 y el presente, el rcturso in- 
fantado es el extraordinario. 

One por último resurto al artículo 1S de la ti institución 
Nacional, también caite hacer notar, que conm ^e ha declarado 
reiteradamente, mi tasla la simple invocación de cláusulas cons- 
titucionales jura la procedencia del remedio federal inlentado. 
si como tícurre en el sttb Índice, dichas clausulas no guardan con 
las cuestiono debatidas la relación directa e inmediata que de- 
termina al artículo 15 de la ley 4X citada. 

Por ello se declara no haU-r lugar a! recurso interpuesto. 
Norifiquese y archívese. 

J KíOlEROA AUIIHTA. — KüBEKTO 

KEPETm — R. Ürtoo Lavai.le. 
— Antonio Sacar na. 

■ — - 



Don Hermán I'itchht contra ta "rovincia de Mendoza por cían 
píi miento de sentenckt; sakfe suspensión del procedimiento. 

Sumario : I" 1.a circunstancia de que una provincia carezca de 
fondos o se encuentre en la imposihitidad de arbitrarlos no 
autoriza la suspensión de los procedimientos, cuando, como 
en el caso, se trata de ejecutar en bienes de aquélla una sen- 
tencia dictada póí un triliunal competente. 

2" KI hecho de que una provincia se halle intervenida por 
el Gobierno Federal, no puede constituir, tajo concepto al- 
guno, un caso de tuerza mayor, por tratarse de una situa- 
ción legal y política prevista por la Constitución y dado que 
las intervenciones no se han instituido para cercenar dere- 
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chos a los habitantes de las provincias, sino liara garanti- 
zarlos plenamente en su ejercicio, ni causan cesantía de la 
l»ersonena jurídica de los estados, f|tic síni tle existencia ne- 
cesaria, ni producen moratorias no sancionadas expresamen- 
te por la ley, ni internimtten la vida administrativa. 

3" Tanto la Constitución Nacional como la ley 48, han 
consagrado los principios de míe la Corte Suprema es com- 
petente [ara compeler a tas provincias al pago de sus deudas 
o hacer cumplir sus propias sentencias, atribuyendo a la 
misma el com ¡cimiento originario de las cansas que se sus- 
citen entre una provincia y los vecinos de otra (arts. 100 y 
101 de la Constitución, y art. 1". inciso 1* y 8 de la ley 48 ), 

o 



L tí, 1 



fallo m m mm mmmm m 

Uunm* Ain-s, Noviembre ¿2 tlv 192$ 

Vista la incidencia promovida por la Provincia demandada 
a fs. 265. a efecto de que se suspenda la exigibilidad de la obli- 
gación proveniente de la sentencia recaída en el presente juicio, 
se declare improcedente la vía ejecutiva o de apermio seguida por 
la actora y se levante el cmlmrgo decretado por auto de fs. 252. y 

Considerando : 

Que en el presente juicio seguido }>or D. Germán Puebla 
contra la Provincia demandada, esta Corte dictó el pnnmncia- 
miento de fs. 229, aprobando la tasación de fs. 201. 

Que intimado et pago respectivo, el señor Interventor mani- 
festó a fs. 247 vta. : que "en su carácter de delegado del Gobier- 
no Federal sólo puede reconocer las deudas contraídas desde el 
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dia t u que asumió el mando de la Provincia, desconociendo por 
esta causa la legitimidad de la deuda origen de la obligación: 
.(tu- se ampara en el art. 40 de la Constitución de ta Provincia 
en cuati lo establece que ésta no puede ser ejecutada ni cml lar- 
gada en sus bienes t-n la forma ordinaria, correspondiendo a la 
fielatura arbitrar el modo y la fonua de verificar el pago; que 
1 11 t i pre-ii]HKM«» vigente no existe partida alguna destinaila al 
|>agO de la suma reclamada y i|iie. por lo tanto, no puede distraer 
las sumas de dinero ipie responden a los gastos indispensables 
de la administración." 

(Jue estas son también la> razones legales que fundamentan 
el escrito de fs, io5. agregándose otras <|tte guardan relación con 
acuellan y que pueden concretarse, como lo lia hecho et actor a 
ís. »)7: a> fu 11 «oibilidad legal de cumplir la sentencia; bj imjio- 
sibilidnd material, pues la Intervención amplia, con caducidad 
de lo?, tres |H»deres del listado, constituye fuerza mayor; c) iu- 
competenria de esta Corte para compeler a la Provincia al papo 
inmediato, de sus deudas, o en el caso, para liacer cumplir sus 
propias sentencias: d) inembargabílidad del bien embargado por 
estar afectado a un servicio público, 

(jue respecto del punto a», esta Corte ba decidido, en caso 
análogo al presente, en autos I -aborde Hnos. contra Mendoza, 
cobro de pesos, con fecha Marzo 9 de 1925, (|tie la eircunstan- 
i ki de f jut." una provincia carezca de fondos o se encuentre en la 
imposibilidad de arbitrarlos, no autoriza la sumisión de los 
procedimientos, cuando, como en el caso, se trata de ejecutar cri" 
bienes de aquélla una sentencia dictada |ior mi Tribunal com- 
petente. 

lista decisión, en un todo aplicable al sitb jmticc, está basada 
en h personalidad jurídica de los Listados, reconocida por la le- 
gislación civil, la cual somete a aquéllos a todas las obligaciones 
del derecho común, sin excepción ni privilegia alguno, de modo 
que no pueden invocarse disposiciones de la legislación local para 
oiMtuerlas a las del Código Civil (arts. 33. 36, 42 del Código Civil. 
M de- Ja Constitución Nacional. Fallos: tomo 133. pág. 161; to- 
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mo L17. pág. 169; tomo 141. pág. 120; tomo 149, pág. ¿76 y 
otros). 

Que respeeto del punto h ) delie recordarse que el hecha de 
Hiie una provincia se halle intervenida por el Gobierno Federal 
mi puede constituir, laja concepto alguno, un caso de fuerza 
mayor, por tratarse de una situación legal y política, prevista pol- 
la Constitución Nacional, y que. jxjr lo tanto no es eqniiiarable. 
"al hecho del soberano o fuerza del príncipe", consitleraudo éstos 
"como actos emanados de su autoridad, tendiendo a disminuir tes 
derechos de los ciudauanos." Las intervenciones no se han ins- 
tituido para cercenar derechos a los habitantes de las Provin- 
cias, sino jara garantizarlos plenamente en su ejercicio, ni cau- 
san cesantía «te la personería jurídica de los Estados, que son de 
existencia necesaria, ni pnxlucen moratorias no sancionadas ex- 
presamente por la ley. ni interrumpen la vida administrativa. Et 
turbo del soprano o fuerza del príneij* a que se refieren los 
libros tic Europa, como lo clice Velcz, en ta nota corrcsi>oiidicnte 
del Código Civil, no del* recordarse en nuestro país, que no 
concite otra soberanía que la del pueblo, y cuyo espíritu demo- 
crático repudia en absoluto una intervención federal que fuera 
a las Provincias a hollar sus instituciones en vez de restablecerlas 
(arts, 5 y 6 de la Constitución). Esta Corte en el caso especial, 
ya mencionado, ha dicho ; "Que el hecho de que los interventores 
no sean funcionarios legales de las provincias, en cuanto su de- 
signación emana del Gobierno Xacional y sus atribuciones y res- 
pmsabilidades se relacionan con el poder que representan y no 
con los poderes locales, sólo implica que la función en dichos 
funcionarios federales no puede extenderse más allá de los lí- 
mites que les asigna la Constitución o la ley ; pero ello no obsta 
al ejercicio de sus funciones de representantes necesarios del Es- 
tado intervenido, mientras se organizan los poderes locales. (Fa- 
llos: tomo 127, pág. 91).'' 

1.a cesantía temporaria de los Rieres del estado intervenido 
no significa la destrucción de su personalidad cuya representa- 
ción, pública y privada, asumen los interventores para cumplir y 
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hacer cumplir las levos Incales, así cotilo los derechos y las obli- 
gaciones de aquél, en virtud de la soberanía nacional que reprc- 
snitati. delegarla ¡ni plic i t amerité por i Constitución en sus ar- 
tículos 6 y 108 (Fallos: tomo 147. pág. 239). Ks a mérito de 
estas atribuciones, indispensables y legales, que no se interrumpe 
cu las provincias intervenidas la percepción de sus impuestos, ni 
su inversión, ni la ejecución de las obras públicas, apareciendo, 
por tanto, sin fundamento alguno jurídico, una doctrina \híT la 
tiiíil ai piel las conservan la facultad de cobrar y i>ercil>ir mientras 
que carecen de poder para pagar, y cal* 1 recordar quv las rentas 
generales de las provincias na constituyen bienes públicos y se 
destinan al j»ago de tos servicios administrativos y al pago de 
otras obligaciones regidas j>or el derecho común. (Fallos i tóüo 
121, £¡g! 250). 

Que en cuanto al punto c>, relativo a la incompetencia de 
esta Corte para compeler a las provincias al pago de sus deudas 
o hacer cumplir sus propias sentencias, constituye una cuestión 
definitivamente resuella en las leyes, en la doctrina y en la ju- 
risprudencia, en el sentido de la competencia del Tribunal y en 
t i de <|iw I" 4 * Kstados argentinos son enjuiciables y ejecutables an- 
te la jurisdicción originaria de éste. 

Tanto la C« institución Racional cuino !a ley 48. han consa- 
grado dichos principios atribuyendo a la Corte Suprcma*el co- 
nuci míenlo originario de las causas que se susciten entre una 
provincia y los vecino* de otra (arts. 100 y 101 de la Constitu- 
ción, art. 1", inciso 1' y S de la ley 48) y es seguro que qi\, el 
lenguaje judicial debe de entenderse que una causa se tralxi entre 
una provincia y vecinos de otra, lo mismo en el caso de ser aqué- 
lla adora o demandada, pues en ambo* la provincia es parte en 
el asunto. 

Ni aún considerando como t'ucnlc de las disposiciones invo- 
cadas, la Constitución fie lo* Kstados Cuidos, podría arribarse a 
una conclusión a mirar ia, ya que es sabido que aquélla fué inter- 
pretada del misino modo hasta la adopción de la enmienda once. 
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provocada, precisamente |ior el caso conocido de t'hisholm v. 
Georgia, m el que 6* Su$*r*nra Gbrte de ¡Kjael pais. su declaro 
competente sosteniendo «pe arralo a la Constitución, en su 
letra y en sil espíritu, un Halado iwxlía ser demandado por veci- 
no® tte otro." Puede, pues, afirmarse «pie el Poder Judicial, se- 
unu fué originariamente establecido eii los Listados Unidos, se 
exíenpa a las causas seguidas contra uno de los Estados por 
ciudadanos de oiro listado (Kent. conient.. tomo I. parra í o 320) 
y qitc filé necesaria la enmienda XI para que dejara de ser asi." 
Resulta por consiguiente, que habiendo adoptad-» nuestra Cons- 
titución el texto originario de la Americana, omitiendo la en- 
mienda Xt que lo modificó, es evidente que quiso dar a la juris- 
dicción de este Tribunal la extensión que tenía el americano, 
según aquel texto, sin la limitación de la enmienda omitida. (Fa- 
llos: tomo 14. pág, 425). Puede recordarse que los conceptos 
transcriptos de la sentencia citada, y otros que lucen en ella, con 
los prestigios ele los magistrados que componían esta Corte é 
año de 1S74. en que fué dictada, se exteriorizaron después de los 
vertido* ¡Sor el l>r. Hemardo de Irigoyen, con idéntica nrienta- 
eión y fundametn«.s en ta publicación del folleto intitulad.) Jus- 
ticia Nacional, apuntes sobre la jurisdicción de la Corte Suprema, 
con motivo de la gran púnica con el Dr. ligarte. 

Los antecedentes expuestos, no contradichos en más de etn- 
cneula anos de jurisprudencia salvo el fallo del lomo 15. pag. /. 
dictado por mayoría de con jueces, la índole de nuestro federa- 
lismo moderad."», que establece ta unidad de la k-islaeíon civil 
(jara toda la Nación. ,et carácter de persona jurídica que este 
atribuye a las provincias, sin privilegio alguno, y las demás ra- 
zones que fluyen fie nuestro sislema de gobierno «pie no reco- 
noce otra soberanía que la de la Nación, no obstante las autono- 
mías de las provincias, enseñan que éstas no lian quedado ex- 
cluidas de ser llamadas a juicio ante esta Corte que representa 
una de las más altas expresiones de aquella so!>erama. No es 
verdad, entonces, que los cst?dos federales, sufran menoscalio 
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alguno de su autonomía al comparecer ante este Tribunal Su- 
premo, por cnanto no lo hay en la práctica estricta de la Consti- 
tución y leves nacionales míe así lo disponen, en salvaguardia del 
sistema armónico de sus instituciones. Tal es la naturaleza de 
la igualdad de las personas del derecho, creada en la Carta fun- 
damental que. hasta la misma Nación no queda exenta de com- 
1 crecer ante su propia justicia y sí bien los fallos que alcancen 
a aquélla dclien ser meramente declarativos, los fundamentos de 
esta determinación definida en la ley 3952 (art. 7), son inapli- 
cables i las provincias, ya que si bien es materialmente imposi- 
ble someter a la Nación a su propio imperio, esta circunstancia 
especial no concurre respecto fie aquéllas, sujetas siempre a La 
natural coerción que emana de los fallos judiciales y que debe 
hacerse efectiva por la fuerza que ampara las decisiones de la 
justicia nacional (art. 86, incisos 2 y 15). 

íjuc en cuanto al argumento de que una provincia ejecutada 
en sus bienes por diversos acreedores podría llegar al estado de 
bancarrota cem sus consecuencias legales, no es aceptable toda 
vez que el Estado es imiwreccdero y sus fuentes de recursos son 
relativamente inagotables, desde que emanan del pueblo, de los 
impuestos a la propiedad particular y del tratajo, que constituyen 
bienes distintos de aquellos que se ej mitán y se venden. Y pue- 
de concebirse la existencia de un estado sin bienes raíces, cum- 
pliendo sus funciones dentro de la Nación. 

IVro, el mayoi abundamiento, delnr observarse al referido 
argumento, que el Poder Judicial no tiene facultades para dete- 
ner el efecto de la Constitución y de las leyes bajo la razón de 
que su cumplimiento pudiera resultar inconveniente, alta misión 
reservarla dentm de nuestro régimen a la Convención Constitu- 
yente o, en su caso, al Poder Legislativo. 

Pi>r estos fundamentos y los concordantes del escrito de fs. 
*)/, m ha lugar a la suspensión del procedimiento solicitado, sin 
perjuicio de resolver la procedencia del embargo tratado, previos 
los recaudos que se solicitaran, sin costas, atenta la naturaleza 
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tic la* cuestiones planteadas y resueltas. Notiftquese y rqwnipise 
el papel 



En veinticinco del mismo la Corte Suprema se pronunció en igual 



Pan Juan Gorini contra la Caja Nacional de Jubilaciones y Pen- 
siones de Empicados Ferroviarios, sobre jubilación. 

Sumario : No reviste el carácter de empleado u obrero de una 
empresa de puertos a los fines de lo dispuesto por el art. 2, 
inciso a) de la ley 11.308, el que lo es de un astillero depen- 
diente del Ministerio de Obras Públicas de ta Nación. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



J. FlCUEROA AlCORTA. — ROBERTO 

Repetto. — R. Guido La valle. 
— Antonio Sagarna. 



de palacio y oon necior n. 
cia de Mendoza y por idéntico motivo. 




RESOLUCIÓN DE LA CAJA FERROVIARIA 



Buenos Aires, Enero 25 de 1929. 



eti ci 




» (pie don Juan Gorini solicita jubilación por invalidez 
nidad con las disposiciones de la ley 10.650, y 



Considerando : 




■ 
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One la ley de Jubilaciones y Pensiones de Ferroviarios sólo 
ha incorporado a su régimen a los empleados de puertos y de- 
pósitos, en cuya enumeración no cabe comprender a los que de- 
sempeñan lanas extrañas a las de carácter imruiarin o de depó- 
sito, como lo son las que atañe a los Astilleros. 

Que. |H»r utra parte, y concordante con esa interpretación 
restrictiva, el mismo Mfi&tefio de Obras Públicas de ta Nación 
ha considerado excluida al recurrente, por razón de la Índole de 
mis funcione*, drt personal que pasó a incorporarle al redimen 
de las jubilaciones de ferroviarios por virtud fiel Superior De- 
creto de 11 de Enero de I 1 '.'/, según a>í lu informa a ís. 16. 

Oue, en consecuencia, y tratándose fio un obrero del Estado, 
Mijclo al régimen de la lev no puede invocar derechos a 

los lniu-íicios que establece la ley orgánica de esta Caja. 

I'or esto* fundamentos, no obstante lo rlictaininado por la 
Asesoría Legal, atento lo aconsejado por la Comisión de jubila- 
ciones y de conformidad con lo acordado por el Directorio en su 
M^ión del 12 del corriente. 



Se resuelve; 



I"-' Xo hacer lutjar al ¡H-dido de jubilación por invalidez de 
don Juan Goriní y hacerle !>alier que. dehe ocurrir donde corres - 



Previa notificación al interesado, archívese. 



f trivio. 



SENTENCIA OE LA 



Y Vistos : 



FEDERA I. ÍJE AFELACKi.' 
P-Ufiitis Aires, Jnlín 5 de 1029. 



con Lu resuelto por este trihuital en el case 
Josefa Teresa Rotoloni de Marchen i. fallado en Julio .í de W29 
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y conforme se demuestra en la resolución apelada, al recurrente 
no le corresponden los beneficio;; acordados por las leyes <le ju- 
bilaciones y pensiones ferroviarias y, fxir consiguiente, no pro- 
cede la i ululación solicitada de acuerdo cim esa legislación. Así 
se declara, quedando en estos términos modificada la resolución 
de fs. 20. Devuélvase sin más trámite. — Rudolfo »S. t-errer, — 
Marcelino Estada. — B. A. Nazar Ancharen*. — /. P. Lima. 



OICTÁMEM DEL PROCURADOR GENERAL 

BttOX>fi Aires, St-ptitiiibr*.- 25 tic l¥29. 

Suprema Corte : 

Kii la presente causa sobre jubilación de Juan Ciorini, soli- 
citada a la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Emplea- 
dos Ferroviarios, ha sido materia de discusión la interpretación 
de las disposiciones contenidas en las leyes respectivas números 
10.650 y 11.308, habiendo sido la decisión final contraria al de- 
recho invocado por el peticionante, fundado en dichas leyes. 

Existe asi el caso federal, y de acuerdo con lo resuelto por 
V. E, en causas análogas, el recurso extraordinario de apelación 
deducido procede atento lo dispuesto por el art, 14 de la ley 48. 

Ha sido. pues, en mi opinión, bien concedido y asi pido a 
V. E. se sirva declararlo. 

En cuanto al fondo del asunto, adhiero a la tesis sustentada 
por la Caja Ferroviaria toda vez que es evidente que las funcio- 
nes que desempeña!» el recurrente en las Obras y Astilleros del 
kio de la Plata, dependiente del Ministerio de Obras Públicas de 
)a X ación, no pueden quedar comprendidos en la clasificación 
hecha por el art. P\ inciso a) de la ley 11.308 que se refiere a 
las prestadas en "las empresas de puertos y depósitos de la Re- 
pública que tengan vías férreas dentro de su recinto." 
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Soy, jmr ello, de opinión, que corresponde confirmar la sen- 
tencia apelada que desestima la jubilación solicitada. 

Florado K. Larreta. 
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Bueno* Aires. Noviembre II de 1929. 

Y Kistos: 

r.stos autos Manidos \w Juan Gorint contra la 
litaciones y Pensiones de Kmplcados Ferroviarios, 

V Considerando : 

Que el recurrente no es empleado ni obrero en una 
c[c puertos sino de un astillero dependiente del Ministerio de 
Obras Públicas de la Nación que no reviste aquel carácter, aten- 
to lo dispuesto por el art. 2*, inciso a) de la ley 11.30$. y de 
conformidad con lo dictaminado y pedido por el señor Procura- 
dor General, se confirma la resolución apelada. Notifiques* y 
devuélvase al tribunal de origen. 

J. FicrEROA Alcorta. — Roberto 
Repettu. — Antonio Sacar na. 



Sociedad del Puerto del Rosario contra la Compañía S-wift de 
La Plata sobre cobro de pesos. 

Sumario: l* A los efectos del recurso ordinario de apelación que 
autoriza el art. >, inciso 2» de ':i ley 4055. no lasta que la 



■ 



Nación tenga interés en el pleito, es necesario que ella sea 
parte en el mismo y se halle representada en él. 

2" No habiendo admitido la sentencia definitiva apelada 
determinada interpretación de las ordenanzas de Aduana sos- 
tenidas por el recurrente, procede el recurso extraordinario 
del art. 14. ley 48. 

3' lis de legítimo aliono ijor la Compra Swift de La Pla- 
ta a la empresa del Puerto del Rosario los derechos portua- 
rios correspondientes a embarques de frutos del fiáis que ha 
en el muelle que aquélla posee en la zona de influencia del 
Puerto del Rosario, con guía de removido para los puertos 
de Buenos Aires y La Plata, la operación se convirtió en 
ex]>ortación por su embarque directo a un tinque de ultra- 
mar. Artíciüos 491. 515, 517, 518, 688. 680 y 684 de las 
Ordenanzas de Aduana, 

C\iso: Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JUÜZ FEDERAL 

Rosario. Fibrcm 1* <lv ¡S8& 

V Vistos: este juicio sobre cobro de |ie>os, seguido por la 
Sociedad del Puerto del Rosario contra la Compañía Swift de 
\jx Plata, del que resulta: 

A fs. 29 se presenta el prt>curador don Modesto Gibrera 
en nombre de la Sociedad Puerto del Rosario, manifestando que 
ésta es acreedora de la Combina Swift de La Plata por la su- 
ma de S 123,305.80 m u. legal, en concepto de derechos portua- 
rios correspondientes a embarques de frutos del ixiís que ha 
efectuado i>or su muelle particular del Saladillo, mediante guías 
de removido. Swift obtuvo permiso del Gobierno Nacional pa- 
ra realizar oraciones de esa índole, previo acuerdo del puerto. 
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cu razón tic hall; >e el lugar dentro tic la zona tte influencia n 
conocida por el art, 30 del contrato concesionario: debiendo abo- 
nar todo.-, los derechos como si aquellas se hiciesen en el recinto 
del puerto y con lus elementos tic éste. Iiasta el 5 de Julio de 
I ' fecha en que el ( lohierno Nacional, después de larcas tra- 
mitaciones, fijó en 0.430 uro sellado por tonelada, la cantidad a 
p'igar y» ir Swift, mientras no se adoptase una tarifa definitiva. 
Añade < jiic desde 1925, Swift ha despachado cantidades de cue- 
ros vacunos y productos frigoríficos, Cf»n filias de removido ex- 
pedidas jHir la Aduana, con destino a Unenos Aires y I-a Plata: 
pero que en realidad lo han sido para el extranjero, pues que en 
dichos puertos, la mercadería era transbordada y dirigida al ex- 
terior: que tales actos, dentro fiel cuneepin de las ordenanzas de 
\t Enana, son considerados como fie ultramar y no fie cainita je, 
por cuyo motivo, están incluido> en la previsión fiel mencionado 
;irt. 30 del o nitrato, dehiendo Swift abonar los derechos portua- 
rio* rc>| »t'Ctivos. Procede deducir de la demanda, los derechos 
referentes a enmarques cuyos proflnetos compruebe Swift haber 
intTfKlltciílo [Hisi ticamente en los puertos fie Plata y Unenos 
Aire- Por último, manifiesta que Swift 1c adeuda también el 
adicional fiel 1 r f f con destino al fondo de jubilaciones de \m 
eflípleados del puerto, de acuerdo a ias leyes lO.íoO y 1 1 .30X, y 
al decretti fiel Poder Kjeeulivo, fecha Noviembre J3 de 1025, cu- 
yos electos deben uimiraerse a Ja época anterior. Kn virtud de 
tale* razones, acciona contra Swift pira que >e le condene a pa- 
gar la suma antes ominada, con arreglo a las constancias de 
la> planillas que tu 1S hojas acompaña; los intereses y las costas. 
Corrido traslado Sw.ít contesta a fs, 50 54. Coincide «-ti 
l.i velación fie los antecedentes tic la instalación y funcionamiento 
de su fábrica al Sud del Saladillo, si bien diverge en las cou-c- 
euemias jurídicas resultantes, Kn primer lugar niega acción al 
Puerto para traerte a juicio, pues no se trata aquí fiel cobro de 
tarifas portuarias, sino tan sólo de perseguir la indemnización 
a ijue el Puerin tiene derecho, corí motivo del j>enii¡so otorgado 
por el lintiierno Nacional, habilitando el muelle de Swift.- de 
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acuerdo al art. 30 del contrato antes aludido. Esc permiso, no 
origina relacionen jurídicas de ninguna índole entre Swift y el 
Puerto* de manera que éste debe reclamar al Gol tierno la com- 
pensación |«rtincnte. En segundo, la demanda es improcedente, 
porque lus embarques a que se refiere constituyen operaciones 
de cal iota je y el contrato del Puerto (art. 30). le concede el de- 
recho a una indemnización solo cuando las operaciones realiza- 
das dentro de la zona de influencia, sean de ultramar. Además, 
las liquidaciones no se ajustan a las liases proporcionadas por el 
Poder Ejecutivo, ya que el Puerto no hace la distinción que co- 
rresponde, entre los embarques anteriores y posteriores aj de- 
creto de Julio 5 de 1926; e incluye el adicional del 1 c /r, que 
Swift no tiene obligación de sufragar. pue> resulla inaceptable 
que deba contribuir a la formación del fondo de jubilación fiara 
el personal de la empresa, siendo que en sus operaciones pres- 
cinde por completo del mismo. Termina pidiendo el rechazo de 
la acción, con costas. 

Abierta la causa a prncki, se ofrece la expresada en los es- 
critos de fs. 56. 57. 58. 59. 60. 61. o2. 63. 64, 104 y 149, produ- 
ciéndose los elementos de criterio que figuran agregados de fs. 
72 a 1 1. Clausurado el término, las parles presentan sus alega- 
tos. acoiu| tañando la actora las planillas de fs. 212 225. llamán- 
dose los autos al despacho. Con lo que, previas las medidas para 
mejor proveer dispuesta por el ex Juez doctor Alvarez y la rc- 
I -ilición de sellos, queda f:i causa en estado de sentencia. 

Y Considerando, que : 

I 'l imero. KI art. 30 del eomrato de concesión, que reproduce 
el art. 5 V . inc. 2" de la ley 3885, garantiza al Puerto que, salvo 
iouvenio especial con el Poder Ejecutivo, nadie efectuará opera- 
ciones de ultramar dentro tle la llamada zona de influencia, 
veinte kilómetros al Norte y al Sud de los arroyos Ludueña y 
Saladillo, respectivamente. El Gobierno Argentino, por mandato 
de una lev del Cngroo. lia limitado mi iniciativa ai respecto. 



140 



FALLOS DE LA CORTE SUPfeEH A 



obligándose formalmente a no jiermítír esas operaciones, siempre 
cmi la salvedad apuntada. Aún cuando fuera discutible si tal 
cláusula importa paralizar la acción del Estado, restringiendo sus 
facultades sotaranas hasta más allá de lo permitido, es lo cierto 
(pie en el orden de las relaciones administrativas, es frecuente 
encontrar compromisos del mismo género, tendientes a otorgar 
una amplia garantía a Ins empresarios de servicios públicos, res- 
guardándolos de toda competencia peligrosa. Es una manera co- 
mún de atraer el capital de empresas, cuando se trata de obras 
de atiento, que requieren ciertas seguridades indispensables para 
una financiación razonable. El Estado concede asi beneficios de- 
terminados con carácter exclnyentc o de monopolio, que aquel 
del** amparar bajo la fe de su palabra; y es sumamente difícil, 
sino imposible, establecer el límite basta donde puede el Estado 
renunciar legítimamente su facultad eminente, en favor de los 
concesionarios de servicios públicos, sin lesionar hasta un punto 
inaceptable el interés general y permanente de la colectividad. 

Pero, en el caso, la cuestión sólo presenta un aspecto doc- 
trinario, porque en realidad, el acuerdo previsto en ej contrato se 
ha obtenido entre el Poder Ejecutivo y la empresa del Puerto. 
Esta no se opuso a que Swift obrara por sus instalaciones pro- 
pias, sino únicamente disintió en las tarifas aplicables. Toda la 
gestión administrativa de Swift encaminada a lograr la habilita- 
ción de su muelle particular, fué sustanciada con intervención 
del Puerto, quien aportó sus puntos de vista y aceptó luego las 
decisiones del Poder Ejecutivo. Así cuando la descarga del vapor 
L'avour. y después, cuando el permiso fué generalizado (decre- 
tos fechas Junio 17 y Julio 11 fie 1924. fs, 75. 76 vta. 77V. La 
situación se mantuvo en los términos acordados, es decir, abo- 
nando Swift todos los derechos correspondientes como si las 
u]ieraeiuiu's se hubieran efectuado usando los elementos del 
puerto y dentro de éste: salvo las diseref>aneias que motivaron 
la intervención de la justicia nacional y que acaban de ser resuel- 
las en útSma instancia. Recién hulio una variación a partir de 
Julin 5 de ¡91 a causa del decreto recaído en el expediente 
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X* 3894, habilitando definitivamente el muelle de Swift y fijan- 
do con carácter provisorio, ta tarifa de 0.459 oro sellado a pa- 
fiarse |mr cada tonelada de productos emliarcados. El Puerto 
prestó también su anuencia al decreto y al régimen transitorio 
que creaba hasta la determinación de la tarifa definitiva, como 
se ve en la nota de Julio 8 ¡26. cuya copia corre a fs. 138. 

Segundo. Ouiere decir qi'e el Puerto ha sido | sirte necesa- 
ria en tixlas las solicitaciones de Swift al Gobierno en su calidad 
de contratante de éste y de acreedor efectivo de las tarifas cuya 
fijación equitativa se huscalia. Su derecho a reclamarle a Swift. 
lo que en tal concepto le pertenezca, me parece indiscutible, por- 
que en sustancia se trata del cobro de una verdadera tarifa i*jr- 
tuaria. estat decida para operaciones realizadas en la zona de 
influencia y referente a productos no previstos en la concesión. 
Fué, pues, indispensable llegar a esa determinación ; siendo iló- 
gico, a mi juicio, pretender que al través del largo expediente 
administrativo, sólo se perseguia concretar una indemnización 
que Swift pagaría al Gobierno con destino al Puerto, y que éste 
no podría exigir directamente de Swift. Igual observación cal)e 
hacer al argumento de que las tarifas no pueden extenderse fuera 
del recinto portuario : el Puerto mismo, ni su materialidad, abarca 
el trecho entre los arroyos, Ludueña y Saladillo, perú los de- 
rechos conferidos por la concesión alcanzan 40 kilómetros mas: 
entre los cuales, el principal de cobrar, — cuando el Ejecutivo 
concede |kcrtuiso para actuar en ese tramo,— ya sea las mismas 
tarifas generales, ya las que se fijen con acuerdo de aquéL Esto 
es, caljalmenle, lo que t curre en el sttb judicc. 

Por lo demás, la |R'rs»nería del Puerto y el concepto de ta 
deuda de Swift, han sido reconocidos explícitamente ]x>r los fuu~ 
cionarios intervinientes en las reclamaciones administrativas. El 
señor Procurador del Tesoro, en dictamen de Junio 21 de 1927 
(fs. I2ri>. dijo: "1.a Sociedad del Puerto tiene |Jcrsonería para 
'cobrar a la Compañía Swift de 1.a l*lata la tarifa que le adeu- 
de" : y el señor Ministro de Hacienda ¡inscribió esa opinión en 



«Uvn-ln de Julio 17 del misil i» año < f s. 12o vía.. 1-7 t- Kslo úl 
liiini tiene especial importancia, jtorque proviene del mismo se- 
cretario de Kstado mu- refrendó el decreto de Julio 5 de 1*)2í>. 
ni cuyos considerandos se auspicia la interpretación míe del re- 
cordadn nrt. hace Swiít: si bien en el V 3 de la parte dis- 
positiva, se fija ' la tarifa que la compañía concesionaria queda 
obligada a alionar a la Empresa del Puerto, como retriliución 
l»ir i-l embargue de produelos, hasta tanto el lector Kjeeutivo fije, 
de acuerdo ron esta última, la definitiva." 

Ten i ni Si el derecho cid Puerto a accionar contra Swift 
no resultara claro a la luz de tos antecedentes relacionados, nace- 
Civil. Como aliñadamente lo expresa el Puerto, si hubiera de 
Cíin>t( (erársele un tercero en las o invenciones entre el Gobierno 
v el Swiíl. siempre tendría a su dis|>usic¡ón la facultad de exi- 
gir el cumplimiento de la ventaja <|ue a su favor estipularon 
aquellos. Y r¡ue dicha ventaja existe lio es posible dudarlo, te- 
niendo en cuenta míe los derechos a cargo de Swift. llámense in- 
demnización o tarifa, debiun ingresar al patrimonio del Puerto: 
come» tampoco caite objetar la aceptación de éste, con conocímien- 
to oportuno de Swiít, según lie considerad! * más arriba. 

Por último y us concordancia con la> idea* expuestas, puede 
hacerse notar que el punto a que me vengo refiriendo, ha sido 
prácticamente solucionado |nir lo* tribunales federales, con (fe- 
cisión final de la Corle Suprema, al pronunciarse sobre el fon- 
do de varias cuestiones análogas <lerivadas de la hábil ilación del 
muelle del Saladillo y de los derechos pertinentes; sin cuestionar 
la vinculación jurídica i¡ut lale> circunstancias han originado 
entre las mismas partes de este juicio. 

Cuarto. l-i> mercaderías han sido dc^uchadas desde l\(«- 
s irio a líuenos Aires y I-l Plata, en el carácter de removido. 
Tratándose de listos del pais sujetos al pago de derechos a la 
salida pira el extranjero, su embarque lia podido hacerse me- 



(liante el simple afianzamiento de los derechos, como lo |K*rmitc 
el art. 491 ¿e las ordena n za s; aunque en f%or, en tal supuesto, 
los productos no se consideran de removido sino de tránsito, se- 
gún la clara disposición del art. 699. 

El procedimiento de tales oiwracíones está legislado en lo 
principa!, en los arts. 515. 516, 517, 518, 519, 679, 684 y 688. 
■En c|tié musiste fundamentalmente? Ea ley iR-rmite que esos 
írutos sean llevados de un puerto a otro de la República, pero 
como al llegar podrían ser girados al extranjero, y entonces de- 
ben pagar los derechos de salida, se requiere que en el puerto 
de emUirque se otorgue la garantía aludida. U fiama asegura 
así (pie los efectos eml sircados en tránsito, ingresarán de verdad 
al puerto de destino ; si ello no ocurriera, siguiendo la carga al 
extranjero, se hace efectiva aquélla (art. 688), Es un resguardo 
que adopta la ley, en previsión de fraudes y para afianzar ta 
percepción de la renta aduanera. 

Desde el momento que se refieren a frutos cuya salida al 
exterior está gravada, tales operaciones son reputadas ad infrio, 
como de exportación al extranjero. Hasta, fiara afirmarlo, re- 
cordar &s prescripciones contenidas en los arts. 680 y 684 de 
las i rdenamas. Dejan de tener ese carácter y adquieren defini- 
nivatiKiUe el de oraciones de cabotaje, cuando los frutos entren 
positivamente al lugar de destino; la Aduana cancela entonces 
las guías y las operaciones quedan terminadas, Si así no fuere 
carecería de objeto el afianzamiento y la ley habría adoptado 
lógicamente un procedimiento inverso. 

Ahora bien, siendo tal el sistema previsto para garantizar 
tus derechos fiscales, resulta prudente su adaptación a los de- 
rechos portuarios, que delwn correr igual suerte que aquellos. 
Existe en ambos supuestos una evidente analogía y nada se opo* 
ne a que se apliquen a los segundos, las disiiosiciones citadas tic 
los arts. 680, 6S4 y 688 de las ordenanzas, pues míe, según pre- 
ceptos reglamentarios, los procedimientos fiscales son extensivo* 
a los derecho* aduanero!,. Asi lo estableció la Inspección General 
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del Puerto en el ras» Staudt y Cía. resuelto en Enera iS de 
1926 (ver ís. 89 [90) en Ikisc de razones coiueidenles con las 
qjyg dejo funestes. Ivl qptcciakiitc es de innegable inqinrtaiicia. 
ya que emana de la rcimrtieíón nacional encargada por el í'Ista<ltt 
de controlar !a explotación del puerta del Rosario, y se refiere 
a oí oraciones idénticas a Jas discutidas aquí ; con el agregado de 
que la parte interesada aceptó el promincianuentb¿ sin recurrir 

ai l\ Ejecutivo. 

(juinio. I.as pniek-is aportadas por la actora (fs. 150 a 210). 
it velan t|ue gran j sirte de la mercadería despachada en las rondi- 
t iones antedichas, fué recml jareada en seguida al exterior. En el 

ea^i totalidad de los cargamentos. Las aduanas respetivas de- 
volvieron ;i la de Kosari» las guias, según informa ésta a fs. 99 
vt».: pero es el caso de preguntar si ese requisito liasta por sí 
si.lo, para i videuHar tpie se ha cumplido satisfactoriamente el 
destino de los embarques. O más bien, si es suficiente el simple 
desembarco ríe los efecto* (en presencia del cual se opera la de- 
volución de las guias , o si es necesario -mostrar que las merca- 
derías entraron en el puerto de destino. En otros términos: ¿las 
torna-guias remitidas a rafe del desembarco, tienen un valor pro- 
batorio ¿lecMvo y definitivo o pueden ser anuladas por ta certi- 
dumbre de eme los electo* fueron reembarcados fie inmediato 
p¡ira el extranjero? 

De acuerdo a lo analizado en el considerando anterior, me 
parece que la cuestión no es dudosa. Si las ordenanzas quieren, 
para que pueda camelarse la fianza, (pie las mercadería» ingre- 
sen positivamente at lugar de destino, es claro (pie tu» tiene ese 
significado la mera Operación de trasladar la carga del vapor 
de cal iota je al de ultramar. Xo habría en la hipótesis, comercio 
de cal .maje, como lo deslaca el demandante, sino tan solo un 
irun>|Hirte entre dos puertos argentinos, desde (pie no se pro- 
duciría la condición esencial de la introducción efectiva de lo* 
producto- «ii «1 puerto de arrilm, T.a operación se ratifica así 
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como de comercio de ultramar, afirmándose cu d concepto cpc 
desde su origen le atribuye al art. 634 de las ordenanzas. Ks lo que 
ha ocurrido en la emergencia, en la <|itt*. a juicio del suscripto. Iris 
aduanas de la Capital y La Plata han o! irado con precipitación' 



devolver las filias de 
no obstante 
integramente 

Sexto. I-i ley 3885. art. 5*, inc. 2\ y el contrato correlativo 
(art. 30), aseguraron a la Empresa fiel Puerto que 20 kiló- 
metros al Norte y al Sud de los límites concedidos, no se reali- 
zarían operaciones de ultramar, pues la concesión otorgada re- 
vestía un carácter de exclusividad que se creyó necesario ofrecer 
para estimular las propuestas. Vale decir que la compañía con- 
cesionaria, en virtud de esa garantía, tiene el derecho de consi- 
stí patrimonio, si en ese esixicio se 




barqtics de productos con destino al exterior sin 
rifas procedentes ; siempre que aquellos no constituyan ex|)or- 
taciones de calmtaje, dentro del concepto amplio que al comercio 
de esta dase le asigna el art. 440 de la ley S10. Y me parece 
evidente que los etnlwrques de Sivift (con las excepciones anota- 
das en el cuadro de Cs. 230) aún cuando girados a Buenos Ai- 
res y La Plata, lo eran en verdad al extranjero. Sea cual fuere 
el motivo rea! que mueva a Swift, los elementos de juicio acumu- 
lados dejan en el ánimo la impresión de que tales emliarques. 
liajo la apariencia de oj oraciones de removido, disimulan o en- 
cubren verdaderos actos de comercio de ultramar. En síntesis, 
pienso que decidir lo contrario importaría vulnerar las referidas 
previsiones de la ley y del contrato, privando a la Sociedad del 
Puerto de un derecho legítimo que la Nación se obligó a hacer 
resjtetar de modo expreso; con el consiguiente daño a la renta 
fiscal, pues que el Estado, como es sabido, tiene panici pación en 
las utilidades fiel Puerto del Rosario, 
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Séptimo, < mtenida esta conclusión, Swiil 

ai l hreehos de tracción fijos y variables (art. 52, incisos a) 
y b> del contrato), ICslt* punto que, cu su secunda parte, lia 
vit]fi disentido por Switt. no presenta ya dificultades, ante el 
tallo reciente de la Corte Suprema. Noviembre 21 de I92X. y el 
tpjs-. en mi mérito, dictara el suscripto tu Diciembre 24 ppdo. 
consentido por Swiil en lo princiiial. 



íi por toda mer- 
cadería cardada en el puerto del Rosario, hadase uso o no de 
los peones o instalaciones de ln empresa, y esté o no exonerada 
de derechos, la mercadería |«ir cualquier concepto (art. 49. pa- 
rral» > penúltimo >. 

c ) Adicional del I c /r por los emliart|Lies interiores al 23 
di Noviembre di- U'25. Kli la causa N- 1W) que tramita ante 
esttt mismo Tribunal, se del «lió la procedencia de este cubro. 
Tanto el v\ |ue/ doctor Alvarc/ como ta Kxcnia. Cámara Fe- 
deral y finalmente la Curte Superna, discutieron la devolución 
tic la> Mimas alionadas i*>r Svviít en tal concepto, con anteriori- 
dad al decreto del I», K. Nacional, fecha Noviembre 23 de 1925. 
Por ese decreto se autorizó al l'uerlo a alimentar sus tarifas en 
la projiurción del 1 % a los efectos del cun 
>olire jubilaciones y pensiones ferroviarias, 
liante sostuvo su derecho a pmék ese adicional aún en 
anteriores a dieho decreto, entendiendo (pie 
Abril 21 del mismo año y tenia efecto retroactivos. En el stth 
fuütkt ha reproducido tal argumentación. Pero ios tribunales fe- 
derales, como «lije, negaron la [iretensión y condenaron a devol- 
ver las -unía- recibidas. Ahora bien, ese pronunciamiento <j 
nojfnjn'fi .<nmt, reconoce le legitimidad del adicional a partir de 
Noviembre M de 1**23. No podia ser de otro modo, ya míe se 
trata dr una obligación de carácter general impuesta por la ley 
J 'pie alean/a a >vvifl. Am lo resuelve lambién el provcvciilc. 
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Octavo, Í.iiü ckrechos qne Svviíl no está obligado a pagar, 

«ni : 

m Kslingajc. Las operaciones :i c|ile se refiere este pleito, 
íuitoti todas de carga y 111 ellas la demandada no lii/o uso algu- 
no de las inhalaciones de la adora. V como el eslingaje, no exis- 
te como impuesto a la carga, sino tan sólo a la descarga (art. 51. 
tener apartado, del contrato) su cotilo es improcedente cuando 
se prescinde ile los elementos ¡xmiiaríos. Además, no consta 
que el Puerto tenga organizado ese servicio con carácter facul- 
tativo, y con las instalaciones especiales recuerdas por la indus- 
tria frigorífica; |ior lo cual es presumible que de haber Swiíl 
operado dentro del puerto, no haliria empleado tal servicio. Kn 
consecuencia, esos actos estarían fuera de la condición con que 
se concedió en julio 22 de I'í24. la habilitación del muelle de 
Siviít (ver sentencia de la Corle Suprema de Justicia Nacional de 



h) Adicional del 1 % por cmkirqucs anteriores al 23 de 
Noviembre de 1925. 

Noveno. Todos jbj¡ derechos enumerados en el consideran- 
do séptimo, se liquidarán, naturalmente, sobre, las mercaderías 
exportadas, según la prueba obrante en autos (planillas de fs. 
¿121225 y cuadro sinóptico de fs. 230 „; y la liquidación de los 
referidos en los párrafos a> y bl. se liará con arreglo a las si- 
guientes liases; 

Por producios de frigorífico, basta el S de Julio de \V2(k 
(fecha notificación al Tuerto del decreto del 5): AmUis dere- 
chos de tracción y los de guinche. 

Después del S de Julio de 192ó : (U39 o|s. por cada tone- 
lada de mercadería embarcada. 

Por cueros: I-a tarifa «leí art. 54 del contrato, más la parte 
variable del derecho de tracción (art. ¿2. inc. bl. no exceptuada 
en aquella disposición. Kn cuanto a la reí si ja del 4(1 %. no ha 
sido demostrada en el exilíente: requerida la Aduana, omitió 



Noviembre 21 de 1 ( J2S>, 
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contestar el punto t ís. l Ki vía. y 99 vía.) y Swift tío insistió 
-in que haya mediado reconocimiento del Puerto, 

IJieha tari í a lia de ser aplicada a todos los embarques de 
caeros, anteriores o |>osteriores al decreto fie Julio 5 de I92í>. 
Si bien las gestiones de Swift obedecían al propósito de obtener 
tarifas equitativas, creo i|iie. lógicamente, ellas se referían a los 
productos nn previstos en el contrato: para los demás fuuciona- 
1..MI las taríías generales ya establecidas, de conformidad a los 
permisns del P. Ejecutivo fechas Junio 17 y Julio 22 de 1924. 

En las copias de las actuaciones administrativas, agregadas 
al expediente, no hay una sola expresión mu- (termita formar un 
crin rio cierto sobre el punto; pero después <le clausurado el de- 
líate en este juicio, >e ha producido un hecho que aleja toda 
duda. En el decreto dictado por el \\ E. Nacional en Junio 7 
de P2K ("Boletín Oficial", X 1 ' 10.218), último eslabón en la 
l.inlori^ada gestión de Swift, en el considerando segundo se con- 
signa que las tarifas de los arts. 49 y 52 serán apireadas a los 
eml&rques de Swift. Siempre míe no les comprenda otra ex- 
presamente determinada." Esta tarifa expresamente determinada, 
im ts til ra que la del art. ?4. pátk los productos que ella com- 
prende, entre los que están los cueros vacunos, y aquella alusión 
revela que el IV E. entendió que la reclamación fie Swift se limi- 
táis o debía limitarse a las mercaderías mi previstas en el con- 
iratn. 

Décimo. Los datos para fijar la cantidad adeudada por Swift 
M.n proporcionados Cotí exactitud i>or el contrato entre el Go- 
bierno y el Puerto <• |>or resoluciones del primero. En este jui- 
ein -i- discutió el derecho a su eobm. pero mon.icido él en \W- 
te, la >uma resultanie debe considerarse perfectamente liquida, 
pites que se trata de aplicar tarifas conocidas con anterioridad. 
Ademas ioda> tas cifras pertinentes constan en las planillas 
acompañada* y en los libros de las partes; de tal manera que 
Milu re- ta efectuar una simple operación aritmética. Correspon- 
de, puc-, ordenar el pam» de intereses, desde la fecha en que 
fué untiíúada la demanda. 



DE JUSTICIA DK LA NACIÓ» 



14» 



Undécimo, Xinguno de los litigantes consigue la 
eión plena de sus pretensiones. Tal circunstancia, unida a la 
novedad de la cuestión principa! dekaiida y a su notoria comple- 
jidad, hace equitativa la exención de costas. 

* 

Fallo: haciendo lugar, en i>arte, a la demanda, y condenan- 
do a la Cumimñia Swift ile La Plata a llagar a la Sociedad 
Puerto del Rosario, dentro de diez días, la cantidad que resul- 
tare de acuerdo a las lases concretas fijadas en los consideran- 
dos séptimo, octavo y noveno de esta sentencia; con sus intere- 
ses desde la fecha de notificación de la demanda, l^as costas en 
el orden causado. Insértese, hágase saber, repóngase y oportuna- 
mente archívese. 

Santos J. StitTouc. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 



Rosario, Mayo ¿8 do 192 1 / 

Vistos: los autos seguidos ptft Sociedad Tuerto del Rosario 
contra la Compañía Swift fie Ka Plata, sobre cohro de pesos (exp. 
N» u4|29 de entrada). 

Atento la jurisprudencia sentada por la Suprema Corle, en 

de fs. 260 a 268, feelia l'-' de Febrero de I929 t se la cun- 
cn todas sus parles, debiendo pagarse las costas en el 
urden causado. 

Xotifit píese y devuélvanse al Juzgado de origen donde se 
repondrán los sellos. — Hi-nitjHo T. Starthws. — Juan 
r. Morrillo Sitares. 
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Bm*m Aires. Noviembre 22 ric 1 WJ*>. 



V Vistos: 

Considerando : 



Oue la Com|>ama Swiít de í.a Plata ha iuterpuesío centra 
la sentencia dictada en estos autos el recurso ordinario de ape- 
lactiin fundado en el art. 3". inc. 2" de la ley 4C)55 y también el 
extraordinario autorizado l>or los incisos 1"' y dé art. 14 ele 
la ley X 1 ' 4K. 

Oue acerca del primero caite óWrvar (|iie la X ación no es 
parte en el presente litigio ni se halla representada en él. como 
lo exige el art. .V*. inc. 2> de la lev 4055. En efecto, aunque la 
Nación sillín el contrato de concesión tetina |iartici|>ación en el 
valor ile Ins derechos |»ortuarios materia del juicio, tío es ella 
misfua la que interviene en él. Y tamjHXu puede afirmarse t|ue 
la Sociedad Muerto del Rosario actúa en nombre y representa- 
ción de ai|uella. pues como lo ha declarado esta Corte, "el decre- 
to de S de Junio de 1*J(W dictado por el l'odcr Ejecutivo Xacio- 
nal a solicitud de la Sociedad Anónima Muerto del Rosario, des- ■ 
pues fie establecer i|uc los arts. AS y 58 del contrato para la cons- 
trucción de dicho puerto confieren a la Empresa Mas las fa- 
cultades, que la> leyes vigente* acuerdan a las oficinas públicas 
encardada* ele la imticía y despacho aduanero en la Capital, de- 
clara (pie esa empresa "está autorizada a compeler a sus deudo- 
res en la forma preseripta por la ley de Aduana", reconociendo 
asi que aquélla no es una simple mandataria o representante de 
la Nación en el eohro de derechos aludidos, cualquiera que sea 
el destino ulterior de éstos y las facilidades acordadas i>ara su 
pereet>eión. Fallos : tomo 117, p;'t£, 424. 

tjue en estas condiciones el recurso bien concedido para 
es el extraordinario desde que. en el curso del 
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las ordenanzas de Aduana relativa a operaciones de cabotaje y 
removido, que no han sido admitidas por la semencia definitiva 
de las tribunales federales. Art. 14. ley 48, inc, 2". t 

En su mérito se declara improcedente el recurso ordinario 
y se admite el extraordinario, 

Y considerando en cnanto al fondo de ta cuestión: 

(Jtie i»or el art. ¿0 del contrato de 16 de Octubre de 190J 
celebrado entre el Gobierna Nacional y la Empresa del Puerto 
del Rosario, el Poder Ejecutivo se comprometió a impedir que 
por punto alguno de la costa se bicieran operaciones de ultramar 
veinte kilómetros a^uas silmjo del puerto concedido, salvo acuer- 
do entre aquél y la empresa. 

Que la Compañía Swift construyó dentro de e>n zona de 
influencia al Sur del arroyo Saladillo, una fábrica |»ara la elabo- 
ración de carnes y productos animales con un muelle anexo y 
fué autorizada a operar j*or él, con el consentimiento di- l;i em- 
presa del Puerto del Rosario a condición de abonarse los dere- 
chos ti trrtspt indi entes a cada operación como si ésta se hubiera 
realizado dentro de la zuna portuaria habilitada y explotada por 
aquélla. Y como la garantía del Estado sólo se aplicaba a las 
operaciones de ultramar, las de ealiutaje quedaban excluidas <le 
aquella y eran por consiguiente libres de derechos portuarios 
liara el frigorífico. 

fjue la cuestión debatida en estos autos radica en determi- 
nar sí los embarques de mercaderías hechos por Swift con des- 
tino a los Puertos de La Plata y Hílenos Aires delien ser califi- 
cados como de simple calxitaje o lo fueron en realidad de cx- 
|)ortacióu al extranjero. En el primer caso el frigorífico no atien- 
da ría derechos tic puerto, en el segundo sí. 

ÍJue la sentencia apelada lia dejado establecidos los hecho,-, 
siguientes, que tienen para esta Corte calidad de irremisibles : 
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1" Que la> mercar |er ¡as fueron despachadas desde Rosario a Rue- 
ños Aires y I -a Mata om j-uías de removido; 3'. que tfran paite 
tic la mercadería despachada en las condiciones antedicha* fui* 
i t emí arcada enseguida tnuisljordándola del va*xir de cabotaje al 
de ultramar crin destino a puertos extranjeros. 

One, tratándose en el caso como se trataba de frutos del 
país sujetos al pago de derechos a su salida para el extranjero 
mi embarque en el l'uertu del Rosario lia podido hacerse remo- 
viéndose para las aduanas de liucnos Aires y La Plata, afian 
/ando el pago de los derecho* en la furnia señalada en el arl. 491 
de las Ordenanzas de Aduana. I'eru cnim en realidad, la intru- 
diicción de gran parte de esa* mercaderías no se lia hecho a la 
Aduana de destino como lo requieren los arls. -VH, 51?, 317, 51S. 
íjXS. ía operación iniciada como de simple remoción de mercade- 
rías de un puerto a otro de la República, se ha convertido por 
mi embarque directo al buque de ultramar en una operación de 
ex portación a puertos extranjeros. Arts. íjSO y 684, t írdenanzas 
de Aduana. 

Oue definido a-i el carácter de la operación que vendria a 
>er de ultramar y no de cabotaje, ella lo ea no sólo para el efecto 
del paga de los derechos de Aduana, sino también para el de los 
purt na ríos, conforme a lo establecido en el arL .*0 del contrato 
de 12 de Octubre de VH)2 y d decreto del Poder líjentlivo. ha- 
bilitando el muelle del Switt. 

Mn su mérii-í y repnn luciendo los fundamentos de la sen- 
tencia de l" Instancia, hechos suyos por la Cámara Federal, se 
con firma la de este tribunal en la parte ([lie lia -aidido ser mate- 
ria del recurso. Molifiqúese, y devuélvase, reponiéndose el pajiel 
en el juzgado de origen. 

| Fhll EKOA AlAOKTA. — KoBEKTU 

Rkfetto, — Antonio Sacar na. 
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The Hítanos .-tires ttestern Ba&$»y Limited, solicita inscripción 
de re jornias de estatutos* 

Sumario: V' Hace viable el recurso' extraordinario del articulo 14. 
ley 4K, la interpretación contraria a las pretcnsiones del re- 
currente, t inda a una ley nacional en una sentencia defi- 
nitiva. 

Si bien ni en los términos ni en los propósitos de las 
leyes 5315 y 10.657 aparece comprendida la exoneración de! 
papel sellado para las empresas ferrocarrileras que se pre- 
sentan el i juicio, é*tas, sin enikirgo, se bailan libres del 
gravamen que establece el art. 18 de la ley 11.006. tratán- 
dose de la inserción en el Registro Publico de Comercio 
de las reformas de sus estatutos comprensivos del aumento 
del capital de la sociedad anónima respectiva. 

laso: Lo explican las pieza* -iguicnli-* : 



ACTO 1>E Jl'KZ DE COMERCIO 



Buenos Aires, Febrero 11 <lc 1^27. 
Y Vistos: Considerando: 

Trimero: La Sociedad Anónima constituida en Inglaterra 
"The Buenos Aires Western Raihvay Limited" con estatutos ins- 



criptos 
ficados 



el 5 de 





res a 




de lo resuelto por asam- 
y 9 de Noviembre de 1921 y con un 
de "tiempo en l ¡emito" desde libras 6.900.000 
30.000.000 (V. X* 5, a fs. 4 vta., fs. 6 y 56 y vta.). 
solicita se inscriban tales en el Registro Público de Comercio 
(fs. 37 >. 



151 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Con motivo de lo que observa esta repartición n fs. 37 y a 
tií'xa de los dictámenes fiscales de fs. 41 vta. y 48. la recurrente 
formula diversas consideraciones tendientes a demostrar que !a 
nií-crijx-ióii jxdida dclie ordenarse sin más trámite, invocándose 
además las leyes 5315 y lG.ro? para afirmar que se halla "exen- 
ta del pago de todo impuesto nacional, provincial o municipal" 
( f s, 52 vta. ) 

Después de refutar las primeras observaciones el señor fis- 
cal sostiene que esas leyes fueron derogadas ]>or la ley 11.006, 
eil virtud del art. 79 que así lo establece liara todas las disposicio- 
nes opuestas a ella: y concluye que los estatutos no del>cn ser 
in>crip(os sin al intuir previamente el impuesto a que alude el 
art. 18 de la citada ley. 



Segundo : Cualquier duda con relación al caso de autos, so- 
bre la franquicia de que hace mérito la empresa, si pudo jus- 
tificarse antes frente a los términos de la ley 5315. sería de todo 
punto infundada en presencia de lo que ha establecido después 
la ley N* 10.657. 

Diseñe ésta en sü art. K que la exoneración de impuestos 
instituida par el art. 8? de la ley 5315. "comprende además de 
los impuestos propiamente dichos, las tasas, contribuciones o 
relríl iliciones de servicios, cualquiera que sea su carácter o de- 
nominación, con las siguientes 




l" 1.a provisión efectiva de agua corriente y servicios de 
cl oacas ; v 



»> Contribución de 




urbanas en 



Kl artículo 2 V de la ley añade que esas "excepciones tío com- 
prenden las nuevas tasas y retribuciones de servicios municipa- 
les (pie puedan crearse en el futuro." 

Cumo se ve. la exención de la ley 10.657 en los términos de 
su art, 1* y con referencia a las empresas ferroviarias que se 
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rieran acogido :l los beneficios <lc la iey 531 5, segón lo prevc 
el art. 1*' de ésta, nc* reconoce ni rus excet>cioiics que las de jos 
dos incisas transcriptos, y para c] futuro las que indica el art, 2*', 
transcripto asimismo en la parte j>ertinentc. 

Ks indudable, pues, que la inscripción de estatutos solici- 
tada a fs. ,í7 resulta en absoluto ajena a los ttes casos de ex- 
cepción previstos |H>r ]a ley: y que ta exención general (te la mis- 
ma comprende. |>or consistiente, el impuesto de uno por mil so- 
bre ta totalidad del capital, (en el caso, solire el monto jjjlolial 
los aumentos l que delieu abonar las sociedades con arreglo a 
los arts. 2 y 1S de la ley 11.006, aplicables |K>r su fecha al caso 
sah judie?, 

\\\T ese motivo, la empresa recurrente se hallaría exenta de 
ra! impuesto. V así parece halterio entendida el propio señor uren- 
te fiscal, cuando, sin discutir la exención invitada *ótn arguye 
cu su contra el efecto derogatorio de la ley ll.tXXt, 

extensión que el señor 
f£ al art. 7!J de esa ley. 

J.a derogación de todas las disposiciones que se opongan 
a la presente ley, segójl expresa dicho artículo, sólo puede eu- 

la sí se quiere, a las leyes impositivas de orden conexo o aná- 

a 




es esa la interpretación que Iónicamente cuadra, tratándose de 
una ley con alcance limitado como es la U.ÜOft. jMir lo menos 
en principio y salvo circunstancias particulares que son extrañas 
por cierto al caso en examen. 

Esa interpretación restringida es, i>or otra parte, la que 
corresponde, con tanta mayor razón cuanto que, de otro modo, 
podría entenderse derogada nada menos que una ley contrato, 
como lo es ta 5315 y como también lo es su consecuente, la 
10.657, sin mediar fiara ello, como seria menester el precepto ca- 
tegórico y expreso que asi lo dispusiera. 



C uarto: Por consiguiente subsiste la exención de impuestos 
acordada por esas leyes, con independencia de Ja de sellos nú- 
mero 11.006, en lo que atañe a la inscripción solicitada por la 
i mpresa recurrente y en lo que a ésta concierne. 

Por ello, así se declara y en consecuencia, consentida o eje- 
mriada que sea la presente resolución, vuelvan los autos al 
Registro Público de Comercio a los efectos del pedido de fs. 37 
v de lo resuelto en el auto de fs. $7 vta. Rep. la foja. — Jitan J. 
/¡ritos (h.) — Ante mí: lJ cdro R. Morón. 



SENTENCIA DE LA CAMAMA DE APELACIONES EN LO COMERCIAL 

Buenos Aires, Junio 10 de 1927. 

V -Vistos: Atento lo dictaminado por el Ministerio Fiscal 
en ambas instancias, y lo decidido en la materia por la Suprema 
Corte de Justicia Nacional y por este tribunal, en los preceden- 
tes al respecto (jue se invocan a fs. 67 en el sentido de la proce- 
dencia del pago del impuesto de sellado en cuestión, se revoca 
el auto apelado de fs. 59. con costas, y devuélvanse previa repo- 
sición de sellos 'dentro de tres días lajo apercibimiento de lo dis- 
puesto jxir el art. 23 de la ley 4128. — Cranwdl. — Estrada, — 
miéndes. — Ante mí : Alfredo l : ax. 



FALLO UE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Noviembre 27 de V)29. 

Y Vistos: 

* 

Resulta : 

Que al solicitar la empresa del Ferrocarril del Oeste (Buenos 
Aires Western Katlway, Limited) la inscripción en el Registro 
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Público de Comercio, di las reformas de sus estautos, compren- 
sivas del aumento del capital de la sociedad anónima respectiva, 
se le exigió |x>r el representante del Fisco, el pago del impues- 
to determinado por d art. 18 de la ley 11.006, o sea el uno por 
mil sobre el valor de aquel aumento, exigencia a que no hizo 
lugar el Juez de Comercio, entre otras razones, \jot la exención 
de impuestos consagrada por el art, 8 de la ley 5315 y su modi- 
ficatoria N* 10.657. 

Que la Cámara Comercial, revocando el fallo de la referen- 
cia, ha establecido que la liberación de contribuciones que las 
mencionadas leyes encierran no alcanza al sellado que debe alio- 
narse de conformidad a la exigencia fiscal y de acuerdo con la 
jurisprudencia de esta Corte, que cita expresamente. 

Que esta interpretación de una !ey nacional, dada en senten- 
cia definitiva, en contra de las pretensiones de la recurrente, 
hace viable el recurso extraordinario que se le ha concedido, y 



Considerando : 



Que *l alcance de la exoneración di' impuestos a las empre- 
sas ferroviarias a que se refiere el art. 8 de la ley 5315 ha sido 
modificado expresamente iwr la ley 10.657. y de ello resulta 
que el espíritu de la exención es de la mayor amplitud, en cuan- 
to dicha exención atañe a los gravámenes que puedan afectar a 
las coni|iañías en el ejercicio de su comercio o industria o en 
los actos que con ella se relacionen directamente y si aquéllas 
pudieran ser gravadas con el impuesto del art. 18 de la ley 
11.006, en una actuación como la de autos, resultaría afectado 
con el uno por mil, el capital dedicado a la construcción de fe- 
rrocarriles o a la ampliación de las líneas existentes, es decir, 
se gravaría el instrumento esencial para su edsarrollo e im- 
pulsión. 

Que si no listara jiara sostenerse. j>or sus propios funda- 
mentos, el fallo del Jwez de !• Instancia, puede agregarse que 
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. la jurisprudencia de esta Corle citada por la Cámara, se ha 
producido en casos de reposición del sellado en actuaciones ju- 
(üciales o en escrituras públicas de utra índole, siendo evidente 
que "ni en los término»* ni en los propósitos de dicha ley (5315 
> IO/i57> aparece comprendida la exoneración del |«ipel sella- 
do para las empresas ferrocarrileras f|iie se presenten en juicio, 
j Tuiiim HO. pág, 3Sf; tomo III. pág. 43; lomo 114, p%. 198: 
nnnii 145. pág. I7J i. 

<Jne tu el caso invocado del tumo 118. pág. 411. las razones 
expresadas para resolver la procedencia de la aplicación del im- 
pue-lo no si.n valederas para el .<tth Htc. pues en aquel se tralaha 
de la Íu>vri(KÍóu de emiratos realizados i*>r la empresa respec- 
tiva, para operaciones de crédito u otros actos independientes y 
ajenos a sus tinos, siendo asimismo tle notar que. como se lia 
observado p<.r la parte nctora, dicha decisión es anterior a la 
vigencia <lü la ley UMÓ7. 

IW estns fundamentos y los de la sentencia de primera 
infancia corriente a fs, 59, se revoca la de ís. 71. declarándose 
que la recurrente no esta obligada, en el caso, a pagar el impues- 
to dil m. 18 de la ley ll.OOft. Nolif íquese y devuélvase previa 
reposición del pajieU 

J. FlüUEROA AtxokTA. — R. Güiro 
Lavamj-:. — Antonio Sagarna, 



Uon Maximino Smrktáu {m sacfsñón) mém ta Caja Vacia 

m w i-" ■ 




.uthtr pe nsión. 

Su nutrió; l" IWedc el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 4S. contra una sentencia que guarda silencio respecto a 
ia cuestión planteada por el recurrente, sobre aplicación al 
uth lite de la ley 1 1 3QS. 
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2* Las leyes 10.650 y 11.074 exigían la prestación de más 
de diez años de servicios para obtener, en los casos como el 
de amos, derecho de jubilación o pensión, (En el caso, fue- 
ron 9 años, 10 meses y 7 días de servicios). 

& I-a ley 11.308 no tiene efecto retroactivo en relación a 
los empleados qtie habían cesado de serlo a la fecha de su 
promulgación, por carecer de disposición alguna en este 
sentido y en su silencio corresponde estar a la regla del ar- 
tículo 3" de! Código Civil. 

Caso: Ij> explican las piezas siguientes: 



RLSOl-ltlÓ.V UJÍ LA CAJA FERKOVI ABI A 

Buenos Aires, Octubre ¿4 de 1928. 

V istas estas actuaciones promovidas jw>r doña Angela Mo- 
reno de Sacristán y doña María Estrella Sacristán, con el pro- 
pósito de acogerse a Ujs beneficios de la pensión en su carácter 
de viuda e hija legítima del ex empleado de la Oficina de Ajus- 
tes de Ferrocarriles, duii Maximino Sacristán; resultando de los 
documentos acompañados y prolianzas acumuladas, justifienda 
debidamente la personería invocadas por las presentantes, como 
asi también que el causante había prestado servicios en la aludida 
empresa ferroviaria por espacio de 9 años. 10 meses y 7 (lias, y 




sición del art. 1* inc. b) de la ley 11.074. que exige como enn- 
dición la prestación de más diez diez años de servicios. 

Que no alcanzando los servicios prestados por el causante al 
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mínimun que se deja expresado, es evidente las \n istulatites ca- 
recen de derecho al lieiiefícío que gestionan. 

Po* estos fundamentos, atento lo dictaminado por la Aseso- 
ría Legal, lo aconsejado ]>or la comisión de pensiones y de con- 
formidad con Ib acordado ]k*t el Directorio en su sesión del 23 
del corriente, 

Se resuelve : 



1" Desestimar el |*dido de pensión formulado por dofti 
gcla Moreno de Sacristán v duna María Rstrclla Sacristán, en 
Sti carácter de viuda e hija U^Üm del ex empleado de la Ofi- 
cina de Ajustes de Ferrocarriles, don Maximino Sacristán. 



_ M \"ol i fúmese a la interesadas y archívese. 



/. Brkno. 



SENTENCIA ÜE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 



lineaos Aires, Julio .1 tic 19». 



Vistos y envidrando: 



MI art. K itle. '%) de la ley 11.074 dispone que asimismo ten- 
drán derecho a pensión las personas antes enunciadas (art. 38 
de la ley fÚj&% si el causante falleciera en el ejercicio de su 
car iíf» y Mempre que tenga mas de diez años de servicios, 

O.n el testimonio del acta de defunción corriente a fs. 1 e 
informe de fs. u, se l.a comprol>ado que Sacristán falleció en el 
ejercicio de su cargo, pero que no se ha justificado que tuviese 
más de diez anos de servicios, pues del cómputo practicado a fs. 
\t\ resulla que sólo se han acreditado años. 10 meses y 7 días. 

One aunque se aplicara el precepto del art. 27 de la ley 
10.650 que estableve que "la fracción que cu el término * 
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<le antigüedad exceda a seis meses será contada por un año en- 
tero", ¡»ara considerar que los diez (meses y 7 días equivalen a 
un año de servicios, tampoco encuadraría e! presente caso en el 
recordado art. l v , tnc. h) de la ley 11.074, porque así se habría 
acreditado diez, años de servicios y éste exige más de diez años 
de servicios. 

Por estas consideraciones se confirma la resolución apela- 
da de fs. 28, que no hace lugar al )*editio de ¡>ensión formulado 
por doña Angela Moreno de Sacristán y doña María Estrella 
Sacristán, en su carácter ele viuda e hija legítima de don Maxi- 
mino Sacristán. Devuélvanse sin más trámite. — Rodolfo S. Fc- 
rrcr. — Marcelino Escalada. — B. A. Nazar Anchorcua. — /. 
Luw. 



FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Noviembre 27 de 1929. 

Y Vistos: 

El recurso de hecho deducido por denegación del extraordi- 
nario en los autos de la viuda e hijos de Sacristán Maximino, 
sobre pensión, fallado por la Cámara Federal de la Capital, y 

Considerando : 

Que la cuestión planteada por la recurrente, ante la Cámara, 
sobre aplicación al stib lite de la ley 11.308, constituye un caso 
federal, pues el silencio guardado al respecto en la resolución 
apelada, im¡>om ia denegación del derecho que el interesado 
lia fundado en aquella ley. 

Que no puede decirse, jxir tanto, que aquella resolución 
sólo trate una cuestión de hecho, cual sería el cómputo de tiemijo 
de servicios prestados por el cansante. 
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Por esto, oído t-l señor Procurador General, se declara mal 
denegado el recurso. 

Y M cuanto ;il fondo del asunto: 

ijM Miximino Sacristán falleció lujo el imperio de las leyes 
UUoO y 11,0/4 .me exigían la prestación de más de diez años 
de servicios. i«ara olitener. en casos carné de autos, deretho 
de jubilación o pensión, no habiéndose acreditado en favor de 
aquél, esia circunstancia, pues en el supuesto más favorable, co- 
mo la afirma la támara, sólo podrían computarse diez años y 
no más de diez años, por no ser aplicable el Iwneficio une co- 
rresponde [i [m> obreros a jornal, pe* el causante mi lo era. 

Que en cuanto a la ley ft0Ü$ «o Sene ésta efecto retroac- 
tivo en relación a los empleados W hab¡:iu «cesado de serlo a la 
fecha de su promulgación, por carecer de disposición alguna 
eii este sentido, y en su silencio eorres|>oiide estar a la regla del 
art. & del Código Civil. Kallos: tomo 155, pág, 232. 

Que en consecuencia el pretendido beneficio de los cinco 
años invitado por el apelante, no es de aplicación al presente caso. 

Por estos fundamentos se Confirma la sentencia de fs. 47. 
cu cuanto ha pálido ser materia del recurso extraordinario. No- 
litíiuiese y archívese, devolviéndose los principales con trans- 

J. FítíUEROA ALiükTA. — ROBERTO 

Rkpktto. — R. Cjvíüo La valle. 
— Antonio Saciar na. 
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SOI A S 

Con fech;i cuatro de N'ovicitífe de mt1 noveeientns veinti- 
nueve no se hizo lugar a la ijlíejá deducula p«>r la suciedad Fur- 
land Hims. en los autos "Canjíiani. Juan contra Doediam. Mi- 
guel. $M Milt'j<i". 1*>f no aparecer tic la exposición del re- 
currente, que se hubiera deducido pura ante la Oírte Suprema, 
recurso alguno que )« hubiere sido denegado. 



I'jl seis <le! mismo ip ftg hizo lugar ¡t la queja deducida por 
don Juan Coll en autos cutí doña Métanles Máselas Lozardi de 
Sa l'ereyra, sohre desalojamiento, en razón de que la resolución 
dictada jKir el -Juez en lo Civil de la Capital, en última instancia, 
se había limitado a declarar bien denegados por el juez de Taz, 
los recursos interpuestos, fundándole en preceptos de orden pro- 
cesal, ajenos al recurso extraordinario de puro derecho federal. 
Articulo 14 de la ley 4K 



En la misma fecha la Curte Suprimía, confirmó en lo prin- 
cipal y la reformo en mmiú a la pena que redujo a tjchtí años- 
de prisión y accesorias legales, la seulenaa pronunciada por la 
Cámara Federal de Apelación del PzfWk la que, a su vez, con- 
firmó la dictada por el Juez Letrado del Territorio Nacional del 
que condenó a Bernardino t ¡alar/a, a sufrir doce años de 
j>ena, como autor del delito de homicidio in;ri>etrado en 
la persona de Buenaventura Franco, en General Obligado, juris- 
dicción del expresado territorio, en la nuche del $\ de Marzo 




Con fecha ocho la Corte Suprema de conformidad m* lo 
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dictaminado i»t el señor Procurador General, no hizo lugar a la 
queja deducida |por el Hunco Hqioteeario Nacional en los autos 
"Perrín, Lili;,, contra Alfredo del Pino, sobre cobro de liijmteca*', 
en razón de que la resolución dictada l>or la Cámara de Apela- 
ciones éti lo Civil y Comercial de Córdolia, se habia limitado a 
declarar vencido un plazu de sesenta días, acordado al rocurrente 
en las ejecuciones hipotecarias |«r la ley X« 10.676; punto tle 
hecho y | miel a que. no puede ser revisado por el tribunal en el 
recurso extraordinario de puro derecho federal , prevista en el 
artículo 14 de la ley 48. 



En la misma fecha y de licúenlo con lo dictaminado por el 
.señor Procurador (¡eneral, no se hizo lugar a la queja clcducicla 
|H»r dim Juan P. Vareta en autos con la Sociedad Anónima Villa 
I 'rendente íjuiiilana, sobre interdicto, por aparocer de los autos 
remitidos i>or vía de iníurme. que la re>uhteión dicta* la por la 
Suprema Corte de Justicia ile la Provincia de Unenos Aires, se 
limitaba a declarar bien denegado el recurso de inconstitucional 
lidad interpuesto para ante la misma, es decir, cuestiones regidas 
por la ley local, extrañas, por consiguiente, al remedio federal 
como lo disponen el art. 14 de la ley 4H y la constante jurispru- 
dencia del Tribunal, 



Kn quince del nusmo si vlct.aró improcedente la queja de- 
disida iHir la Suciedad Kmlaii Unos, en to¡8 autos ' Juan Can- 
gfe»j contra Miguel Pi^liani, sobre desalojo". Y h>t no ai>areeer 
de la exiw>sicióu del recurrente, míe si* hubiera deducido para an- 
te la Curte Suprema, recur*. alguno que le hubiese sido denegado. 



Kn la miMua fecha, de acuerdo con lo dictaminado por el 
ñor Procurador General, no se hizo lugar a la queja deducida 
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por don Ernesto Pacheco contra la Coinjiañia l nión *lVk*f úni- 
ca, sobre consignación, ni razón de que la resolución dictada ]>or 
el Alcalde y confirmada |»or el Jue/. de Paz. se habia limitado 
al decidir la cuolión Cf introvertida a declarar i|tte el actor "ha 
protiadn sn calidad de profesional tic cunslructor de obras y no 
liabieiirlii prokido la demandada el carácter comercial que atri- 
buye al actor", desestimó las observa-iones de la Gnupañia y 
aceptó como válidas las consignaciones efectuadas en calidad de 
pago del uso del telefono, es decir, que no sólo el litigio* había 
versado sobre puntos de hecho y pruel>a, sino <l" e l<>s funda- 
mento* en que. se apoya la sentencia, eran suficientes para sus- 
tentar el fallo recurrido, lodo lo cual es ajeno al recurso ex- 
traordinario de puro derecho federal. (Art. 14. ley 48). 



Con fecha veinte, y por los fundamentos del dictamen del 
Procurador General, la Corte Suprema no hizo lugar al recurso 
dedricido por el Ferrocarril Central Argentino en autos con los 
señores Echesortu y Casas, sobre expropiación, en razón de que 
el caso había sido resuelto por razone^ de hecho y prueki rela- 
cionadas con el valor que se atribuía a los inmuebles expropia- 
dos a los fines de la indemnización correspondiente, todo lo que 
es extraño al recurso extraordinario del art. 14 de !a ley N* 48. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida 
por don Antonio Moris Islas en los autos "Burzio, Rosa, contra 
Eduardo Mendilaharzú» sobre devolución de consignaciones ju- 
diciales", jKjr no aparecer de los recaudos acompañados, ni de la 
propia exposición del recurrente, que éste hubiera planteado en el 
pleito, o sea, con anterioridad a la sentencia de última instancia 
dentro de la jurisdicción local, alguna de las cuestiones fie ca- 
rácter federal que puedan autorizar el recurso extraordinario, 
enumeradas en los tres incisos del art. 14 de la ley 48. 
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Hn la minina fecha n» «e Itizo lugar a la queja deduciáa \»ir 
don l'ramwo 1.a rotea, en autos con don Miguel Kizzi, su su- 
cesión. Kobrc cobro de peso*, en razón de <|iie. no apareciendo »lr 
la propia ex|t»*tción del recurrente que ti recurso interpuesto 
fuera ti c.Ntraord i nario pwevi^tn por el art. 14 de la ley 48. 
debía entenderse i|iie r) interpuesto era el ordinario, surtido éste 
improcedente por nn encuadrarle ti caso en ninguna fie las si- 
tuaciones contemplada* por el art, > ile ta ley 4055; agregándo- 
le, adema*. r t iu- té el pleil» no se había planteado cuestión al- 
guna líe carácter federal. 



Ett la mi Misa fecha fué coftfitumda per la Curte Suprema 
la amencia pronunciada pir la ( amara Federal del Paraná, la 
t|úe c< infirmo, a mi vez. la pronunciada por el Juez Letrado del 
Territorio X;ieional del Chaco, que condenó a Manuel S»tclo a 
sufrir la pena de diez y siete anos de prisión y accesorias legales, 
como autor del delito de violación perpetrad» en la j*rsona de 
la menor Alba K»ja Sala/ar. ilc dos años de edad, ocurrido en la 
Capital lid ex presido territorio el 27 de Junio de 19¿8. 



Kn el juicio Manido por don Manuel Amarclli contra la 
Provincia de Uneno* Aires. per repetición de la simia de un mil 
m Inicíenlos treinta y cuatro pesos con cuarenta y mi centavo mo- 
neda nacional, pagaifa indebidamente, según el ador, por con- 
cepto del impue>to espevial de afirmados del camino publico de 
La Plata a Avellaneda, en ejecución de una ley provincial del 
M) ile Diciembre de 190/. con intereses y costas, el representante 
de la provincia al contestar el traslado de la demandada, recono- 
ció ta vi rilad (fc tos hechos expuestos en la misma, pero mani- 
festando fuera eximido de las &*§Ss en ra/ón de haberse ave- 
nulo a las pretensiones del actor, y se le dejara a salvo su dere- 
cho fiara exigir del mismo, el pago de las contribuciones correa- 
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jjondientes de acuerdo con la nueva lev dictada eti 1927. La Cor- 
te Suprema con fecha 22 <fc Noviembre de 1929. falló la causa 
declarando que la Provincia debe devolver al demándame dentro 
del plazo de treinta días, la suma reclamada con sus intereses a 
estilo de los que cobra el Banco de la Nación Argentina desde la 
íeelia de la notificación de la demanda, ordenando que las eos- 
tai fuesen en el urden causado, atenta la naturaleza de la cues- 
tión debatida y la forma en que quedó tratada la litis. 



En la causa seguida por doña Mercaira Gregoria Barragan 
de Ramos contra la Provincia de Buenos Aires, fior cobro de 
1 tesos, pagados indebidamente, según la actora, en concepto del 
impuesto especial de afirmados del camino público de I-a Plata 
a Avellaneda, en ejecución de la ley provincial de 30 de Diciem- 
bre de 1907, con intereses y costar, el representante de la pro- 
vincia al contestar el traslado de la demanda reconoció la verdad 
de los hechos expuestos en la misma, manifestando se hiciera lu- 
gar a ella, sí» costas, en razón de halarse avenido a las preten- 
siones de la actora, y se dejara a salvo su derecho para exigir 
de la misma el pago de las contribuciones correspondientes de 
acuerdo con la nueva ley dictada en 1927. La Corte Suprema 
con fecha 22 de Noviembre de 1929, falló la causa declarando 
que la provincia esta obligada a devolver a la demandante en el 
plazo de treinta días, la suma reclamada de un mil novecientos 
seis pesos con seis centavos moneda nacional, con mis intereses a 
estilo de los que cohra el Banco de la Nación Argentina. desde 
ta fecha de la notificación de ta demanda, ordenando que las cos- 
tas sean en el urden causado atenta ta naturaleza de ta cuestión 
detenida y (a forma en que quedó t ralada la litis. 
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Sumario! Aún siendo evidente e indisculpable la demora en et 
diligenciamiento de un exhorto, no corresponde la interven- 
ción de la Corte Suprema sí aparece que están siguiéndose 
los trámites para su cumplimiento. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 19 de 19». 

Suprema Corte; 

El estado de tramitación de esta causa seguida por Bauer y 
Helbling contra Agustín Hra&igliano, sobre cobro de pesos ante 
el Juzgado de Paz, sección 27 de la Capital de la Nación y las 
manifestaciones que contienen los despachos telegráficos agrega- 
dos para justificar la demora en el diligenciamiento del exhorto 
librado por dicho juez al del segundo Juzgado de Tai de la sec- 
ción Oeste de la ciudad de Mendoza, ime inducen a opinar que, 
por el momento, no corresponde la intervención de esta Corte 
Suprema que se solicita por el primero de los jueces nombrados 
(S. C N. 149: 403). 

Tal t s ni i dictamen. 




Horacio R, Larreta. 
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Burilas Aires. Diciembre 2 de 1929. 

Autos y Vistos: 



Que si bien es evidente y acaso indisculiKible, la demora del 
Juez de Pa* de Memluza jiara dar cumplimiento al exhorto li- 
brado por et de igual c.Iase de esta Capital, en el juicio ejecutivo 
seguido ¡xir Ttauer y Helbling contra Agustín Urasigtiano, los 
despachos telegráficos de fojas 35 y siguientes establecen que 
están siguiéndose los trámites det diligeneianiienlo solicitad, y 
en tales condiciones, como lo observa el señor Procurador Gene- 
ral, no resulta procedente la intervención en el caso de esta Corte 
Suprema, y así se declara. 

En consecuencia, devuélvanse a los efectos de la prosecu- 
ción de la causa. 

J, FicLEttOA Alcorta, — R. Guido 
Lavalle. — Antonio Sagarna. 



Angel Foytitt, sn extradición, a solicitud de ta Embajada de ta 
República Oriental det (Uruguay. 

Sumario : 1? En el procedimiento de extradición no caten otras 
discusiones que las referentes a la identidad del requerido y 
a la observancia de los requisitos exigidos ¡tor tas leyes o 
tratados a|>licables a las naciones requirentcs. 

y En las actuaciones sobre extradición tendientes a per- 
seguir el juzgamiento de los criminales o presuntos crimi- 
nales por los tribunales del país en que han delinquido, el 
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criterio judicial debe ser favorable a aquel proposito de tie- 
ne ficto universal, y que tal concepto no admite otros re- 
liaros (|ite los derivados de la suíieranía de la nación requeri- 
da y de las condiciones fundamentales escritas en las leyes 
o en los tratados. 

|» Hallándose reunidas las formalidades expidas por el 
Tratado de Montevideo res(»octti de la extradición <le | pre- 
suntos delincuente* (art. es de estricta justicia conceder 
la entrega del pmcesado, requerida t»ur la Embajada del 
Uruguay. 

C iuo: Lo explican las piezas siguientes: 



vista nton kaijuk hscat. 



La Plata. Abril W <k 



Señor Juez: 



Procede la extradición de Angel Foglia que im] tetra la Kin- 
hajada del Uruguay a solicitud del señnr Juez letrado riel Cri- 
men de segundo tumo de la ciudad de Montevideo. 

Consta en los recaudos adjuntos a! pedido <le extradición 
i|iie Angel Foglia, j>or sentencia dictada por el señor Juez requi- 
rettte con fecha Diciembre 2.1 de 1926, fué condenado a la pena 
de veinticuatro meses de prisión como autor responsable de los 
dos delitos por los cuales se le pnaresalm, debiendo descontársele 
de la pena impuesta la prisión preventiva sufrida, 

Dos circunstancias hace valer la defensa para sostener que 
lio es viable la extradición de que se trata: 

a ) Hite el procesado ha cumplido con exceso la pena im- 
b) Que no consta que la sentencia condenatoria le haya sido 
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notificada a! reo, requisito que expresa, es indispensable |«ra que 
proceda la extradición, según lo etftatuido en el art. 19, ine. 3* 
del Tratado de Montevideo. 

La primera de tas circunstancias que alega la defensa se 
funda en un error evidente. 

No resulta de los recaudos | (remencinnados que Foglia haya 
estado detenido desde Diciembre de 1921 hasta el 15 de Abril de 
1936, vate decir, durante euatro años y cuatro meses, por el con- 
trario, consta que durante esc lapso de tiempo 1™ gozado de su 
libertad. 

En efecto, declara Foglia (fs. 41 vta.), que con motivo de 
3os hechos i^ir los cuales se le procesa» lia estado detenido ocho 
meses y quince días y que obtuvo su excarcelación bajo la fianza 
del doctor Arturo Lcrena. 

Por utra pirte. esa manif estación de Foglia se encuentra ple- 
namente corrolwrada por la circunstancia de que en Marzo 28 de 
192.1 (véase fs, 19 vía.), se encontraba en libertad, y tan es así, 
que cu esa fecha comete un segundo delito, adquiriendo por es- 
critura pública y en forma irregular, la casa de comercia de doña 
Deogracias Núñez. 

La falta de notificación de la sentencia al reo o a su de- 
fensor» aún en el supuesto que se hubiera incurrido en esa omi- 
sión respecto al segundo, no es un óbice a los fines] de la ex- 
tradición solicitada. |Kir cuanto dicha formalidad no es tic las 
exigidas pin- el art. 19 del Tratado de Montevideo y la sentencia 
testimoniada a fs. 21 constituye el documento que según las leyes 
del Uruguay, autorizan la prisión y que hace viable la extradición, 
en orden a lo d¡*puesp> en el inc 3" del citado art, 19. 

Sírvase V. K. tener \hít evacuado el traslado conferido y re- 
solver como lo he solicitado al principio, 

Julio Mctfo. 
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SENTENCIA DEL JUEZ 



FEDERAL 



La Piala. Junio dr 19?». 



Y Vistos : el presente rcqiierimieiito de extradición de Angel 
Fogiia, formulad" \nx ta República Oriental del Uruguay, re- 



tí muí éste se declarara incom|H*eiitc en razón del lugar del do- 
nneilio del sujeto requerido, el suscripto se avocó al couwimiento 
de Ja cansa, a fs. 3$i previo dictamen íiscal en M sentido. 

2» Detenido Angel Waglfe o Angel Félix Fogiia Panim, se 
procede a indagarlo a fs. 4t. en cuyo acto el preso declara que es 
Uruguayo de nacionalidad, de 48 años de edad, casado, industrial, 
lujo de Romeo Foglia y Virginia Panizza; (inc en la República 
del Uruguay acostumbra!* firmar Angel Foglia, pero que en este 
país |0 hace como Angel F, Panizza ; une antes de trasladarse 
;t la República Argentina fué procesado en la capital de la Re- 
pública del Uruguay, donde residía, por un delito con cuyo mo- 
livo sufrió prisión que cesó al calx» de ocho meses y trece días 
en virtud de halxr obtenido lia jo la fianza personal del doctor 
Arturo I-erena. de Montevideo, 

& Oír- el defensor nombrado por el refugiado, contesta a 
K 4«J, el traslado que conforme al art. 656 del Cód. Procesal, 
*e le confirió a fs. 47, pidiendo que se refcliace la extradición 
gestionada, fundado en razones con las cuales pretende demostrar 
el cumplimiento de la pena impuesta al requerido en la Repú- 
blica del Uruguay y la carencia de prueba, en los recaudos, sobre 
l;i declaración de rel>eldía del condenado. 

4" Que el Ministerio Fiscal se expide en favor de la extra- 
dición, replicando los argumentos con que la defensa se opone a 
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que se haga lugar a allulla, pues- de las circunstancias — expresa 
el señor Kiscal — alrededor de tes cuales gira el escrito de de- 



nsificado a las fiarles), quedó la causa eti estado de senteria, y 
Considerando : 



Primero. Que está fuera de discusión la identidad de Angel 
Foglia o \ngel Félix Foglia Panizza: no la niega la defensa y 
ella resulta ron toda evidencia de ta confrontación de los recau- 
dos con la decoración indagatoria del sujeto de cuya extradición 
se trata. Fu efctfo; consta eu aquéllos que Angel Foglia tenía 
39 años en Mayo i'<* 1920, de donde se deriva que la edad que 
declara a fs. 41 (48 a3os), es la edad actual del sujeto que apa- 
rece definiendo a fst I" vla. ( de los actos testimoniales como 
recaudos; y a fs. 10 vta. de "Stos Romeo Foglia, padre de Angel 
Foglia, expresa que es casado Virginia Panizza, apellido ma- 
terno confesado por et requerido. Huelga añadir más pormeno- 
res sobre la identidad de la persona, jorque las manifestaciones 
de Foglia. contenidas eu el acta de fs. 4i don referencias a cir- 
cunstancias coincidcntcs acreditadas en los testimonios y alusivas 
a hechos en que intervino o fue autor en la u^ión de donde 
procede. Nadie, repite el suscripto, ha cuestionado ta identidad 
y si se detiene brevemente en ella es en obsequio a la solemnidad 
con que reviste la legislación esta garantía de acierto en el otor- 
gamiento de la extradición de un refugiado. 

Segundo. Que identificado y detenido el sujeto reclamado 
jx>r el país requirrnte, corresponde, pues, decidir sobre las cues- 
tiones planteadas \mr la defensa, a saber : sí Angel Foglia cumplió 
la pena a que se le condenó en la República del Uruguay, y s* 
falta, en los recaudos, la prueba de que esté ejecutoriada la sen- 
tencia condenatoria dictada contra Angel Foglia. En cuanto a la 
primera cuestión, el defensor de Foglia sostiene que, segitn los 
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s. i-str ingroó a la cárcel el 30 de ^idtmferc de 1921 y 
fué excarcelado el 15 de Abril de W2í*. VA señor Fiscal aduce a 
este res|*vtu que no resulta de los actos testimoniales que Fuglia 
haya estado preso durante lodo ese lapsn : sino que, al contrarío, 
consta que entre dichas fecha» éí requerido estuvo en libertad. 
Y el Ministerio l'úhlieo invoca circunstancias que e! Juzgad.) en- 
cuentra ajustadas a la» pruek'i> de autos, consistentes CÜ flÚC 
Koglia cometió el ilt lito calificado de tentativa de estafa el ¿A 
de Marzo de 1933 ¡ver fs, V> vía. L y en <ilte el reo manifiesta 
en la indagatoria a la cual lo sometió el Mi»enpto a fs. 41. que fue 
privad., de mi lilicrtad. oclm me>e- y quince días, con motivo de 
[ üS hechos ->bre que ver>ó mi procesamiento. Innegablemente, el 
presado »n \mVm eMar pn-y.. pues aparece cometiendo nn nue- 
vo dlim ni el tiempo en que. hal.ria cMadu encarcelado según mi 
deten» t en e-la cailMi. Pero la certeza és plena cuando el reo 
anarecr tu el lu/gadn ex primando i t ue Mié privadf' de su libertad 

durante ..di c»s y quince dias; y corroí ira ndo los recaudos 

,Ma manifestación, él suscrito la precia coin.. prueba suficiente 
del hecho de la pri>ión «le higlia sólo rlnraiite e! menor lapso 
recién enunciado: porque IWÍ es coiicebihle que la sentencia tes- 
timoniada a fs. 21 v 22 mande descontar el tiempo de privón 
preventiva sufrido por el condenad., ni é.fc hubiera sido objeto 
de tal prisión, como lo sostiene la defensi. durante mas del do- 
ble del término de la pma. Descontar significa restar de una 
cantidad mayor una metior y i«.r último, M*ria inadmisible que 
la nación requirentc. qtá envía la pruelw de la persecusión judi- 
cíal del reo. reclamara a un refugiado sí éste no tuviera que pur- 
gar todavía la mayor i*arte de la pena a que se le condenó. 

Tercero. Une en cuanto a lo sostenido por la defensa sobre 
la deficiencia de los recaudos eft el sentido de que, según aque- 
lla fallaría coinproliar In rebeldía del reo, el Juzgado no acepta 
qué medie dicho defecto, porque la extradición no se gestiona 
respecto de nn condenado |«tr sentencia firme, sino de un pro- 
cesado respecto de quien media auto de prisión preventiva y cuya 
Sentencia condenatoria dictada en primera instancia no ha i»odido 
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notificarse al ren por hallarse éste prófugo (ver fs. 23^, Todos 
los argumentos del defensor ríe Foglia alusivos a (|iie éste no ha 

internacional celebrado en Montevideo entre- esta República, la 
fiel Uruguay y otras, el recaudo sobre la declaración de rebebí ía 
del reo solo se exige en caso de condena firme. IV»r últmo, Itasta 
leer las citas de] tratado, contenidas en el auto transcripto en la 
ya referida foja 23 de los recaudos, j»ara advetir que se trata 
ele un caso de extradición de procesado y no condenado jn>r sen- 
tencia jasada en autoridad de cosa juzgada. 

Cuarto. ÍJue la condena condicional pronunciada por el señor 
Juez del (.'rimen, según informe de fs. 5 tí vía. contra Angel 
Félix Foglia Vimkm, ]*>r el ilelito de hurlo en míe incurrió en 
la Capital Federal por el misino carácter condicional <¡uc reviste 
excluye la aplicación de los arts. íííífi del Cód. de Procedimientos 
y 25 de dicho tratado. 

Por los fundamentos que preceden y estando autorizada la 
entrega del reo, dada la calificación de los hechos que resulta 
de los recaudos acompañados y conforme al art. 21. inc. l v del 
tratado, se hace lugar a la extradición de Angel Foglia o Angel 
Félix Foglia l'am/za, a quien se pondrá a la orden del Minis- 
terio de Relaciones Exteriores, trasladándosele |»ara ello a la 
Capital Federal, a cuyo efecto líbrese oficio a la poücia local; 
todo lo cual se cumplirá una vez ejecutoriado este fallo, en cuya 
oportunidad mi enviará el expediente original a dicho Ministerio. 



R. ,*/. Ley nha titán. 
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DICTAMEN 6Ít PROCrRAlXlk FISCAL DE CA M ARA 

Excma. Cámara Federal: 
Kvacú» la vista conferida a fs. 08. 

1 " I.-i identidad del refugiado Angel Fogtía o Angel F¿lix 
Fuglia l*ani/za, surge eem evidencia de ta cu» f mutación de las 
edificaciones del pedido de extradición, con la inflamatoria de 
fs, 41 ; y a mayor abundamiento se encuentra plenamente reco- 
nocida, i*>r a(juél. 

2> \ax defensa se opone a la extradición, invocando: 

19 (Jvie Fuglia ha eompurgado con la prisión preventiva 
mi f ri«ln Ja |wna míe se le impuso, de veinticuatro meses de pri- 
sión (sentencia lestinu.niada a fs. 22) ¡ a cuyo efecto computa el 
tiempo corrido desde su detención (30 de Diciembre de 1921. 
ís. 18), hasta su excarcelación (15 Abril 1926, fs. 19 vta ). 

Tal cómputo, es inadmisible* i*>r estar desvirtuado: 

a) Por la denuncia testimoniada de fs, 1 a 3, formulada con- 
tra el diado Foglia l«>r Deograeias Ktiñw en 28 de Marzo de 
VUX que demuestra <pie auuel disfrutaba desde días antes, de 
su lil»ertad; \»*v lo menos, desde 23 de dicho mes. 

h) Wit el auto recaído en dicha denuncia, testimoniada a 
fs. 7 vía., ipie decreta en 27 de Septiembre de 1**23 el ciijuicia- 
mienlu y orden de prisión de Foglia, 

c) Por las propias manifestacines de Fuglia en su indagato- 
ria fs 41 : ' une regenteó irnos diez días el almacén comprado a 
Desgracias Xúñez (23 Mar/o 1923), fs. 1 y 19 vta.; trasladán- 
dose al Brasil donde permaneció un año; regresando a la Re- 
pública Oriental : y en ésta continuó en liliertad tres meses, sien- 
do encarcelado ocho meses y trece días." 

Manifestaciones, confirmadas j>or el dictamen fiscal tesli- 
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umniado de fs. ]9 vta. a 21 (especialmente su fujía al Brasil, pan* 
lo jf), a fs. 20 vta. : y por la circunstancia de mandarse descontar 
en la sentencia testimoniada de fs, 21 a 22 el tiempo de prisión 
preventiva sufrida, lo tjue, como lo dice acertadamente el sentir 
Juez "a rjtn»". re veta tpte la condena "mi se cucontralta eompur- 

Ks pues indudable, ante semejantes constancias. t¡ue la de- 
tención preventiva comen /ai la en 30 de Diciembre tle U>2I im- 
puesla a l*4.»|í Híi en la causa por falsedad en documento publico 
(art, 243 Código Penal uruguayo), ha ¡«ido interrumpida. 

Si V. K, no lo estimase, y siendo una tle las condiciones de 
la extradición tpie la contiena no liaya sido cumplida (art, 19, in- 
ciso 5 y . del traladof, se iiii] kiiiu tute V. K. de conformidad al 
art. 31 del referido tratado, recaí te una aclaración al respecto. 

2" One la sentencia condenatoria testimoniada de fs. 21 a 
22 no se encuentra ejecutoriada, por no constar haya sido noti- 
ficada al Fiscal y defensor; asi como por ignorarse si la notifi- 
cación a este último, suple la del reo. a lus efectos de revestir 
aquella fuerza ejecutoria. 

Hay sobre este particular, tin error de concepto tle parte tic 
la defensa, al encarar la situación de Foglia como la de un con- 
denado, cuando solo es procesado, y en tal carácter se solicita su 
extradición. 

Kn efecto: consta a fs. 23 de los recaudos; a) t|ue el Mi- 
nisterio Fiscal al solicitar la extradición tle Fo^lia alude a la 
IK'iia pedida en la acusación, y no a la impuesta como condena; 
1>) t|tie la sentencia condenatoria de I" instancia "no ha jasado en 
autoridad de cosa juzgada, en razón de no haberse podido noti- 
ficar al procesado, tpie se hizo prófugo" (véase tamhién fs. 22 a 
22 vta., tu fine) ; y c) tjue se invoca, entre otros, el art. 21 t N tf 1, 
del tratado, que se refiere a los "presuntos delincuentes." En su 
mérito dehe desestimarse ta objeción de la defensa, 1>or cuanto 
ta documentación presentaba de fs. 1 a 24. satisface ampliamen- 
te, la exigencia del inciso fr, art. 1*' y 30, inciso 3" del tratado. 
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& \hU> ahora examinar. s¡ los delitos faatjfJ tm&m* Ültor* 
íán !;i tntrc^a del reo. 

La dicción del ind.-. 1". r.n. 21. -Id tratado, excluía 
ile extradición la. infracciones que según la lev penal 
*e lisilU-ii suidas a tina pena privativa tli- la liln-rlad <|Ue no s<a 
meitof tt« ilas año,, es decir. c,iu ao,„eH;i "eun.,.rende todas la- 
itilwrfiíittrs a la ley [íeltal cuya i*ua sea de do* años, q tuay** 
de dos mm m privación de la Ii1*rtad'\ eo» rxce|>eióu de las 
previstas en lo- aris. 11 y -M. 

Siendo la j-viia impuesta a l*..gli:i de veinticuatro meses, " 
,ra d.- :n"iM- de pri-ión. procede su extradición. 

Wi infiere tamhiéiL tic la redacción del iucis.i 2* del ar- 
ticulo citado. r|iie tuina cunto punto de partida, de extt adición pa- 
ta los sentenciado*, un año. 

4" Finalmente ; corresponde consignar, cftfr «0 ha ocurrido 
la prt scrii^ion de la acción píiMica. lu cual .se rige ixelusivameu- 
w puf el CwHgo fVttal uruguayo uriv 14 y 1''. inciso 4^ del 
tratado: 61, 78. - J 4.V 382, IW mm apartadn. 103 y 105 del 



o»digo fi 

5" IW rilo, v concordantes tundamenlos del dictamen fiscal 
de te, Fl x M-nténcia de í> Mi. se dignará V. K. confirmar el 
fallo de tV Uí. haciendo luga* a la extradición de Angel Kogha 
o \u K el hVHx Kugn'a Pan i //a. 

Pitiminí .ifsinu. 



DKTÁMEN WX l'kHilTRAWtR (jE X ERAL 

límiv^ AirL-s Ckiiilirc- 15 <U- 1 

Suprema (.'orle: 
IW 1<~ fundamentos (fe la seuleneia de primera instancia 
(fs. 60), y consideraciones concordantes" sostenidas por el Mi- 
nisterio FÚeal. que doy por reproducidas, pido a V. &, revoque. 
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la sentencia dictada por la Cámara Federal de Ablación de Iji 
Plata en la presente cansa y acuerde la extradición de Angel 
Fogtia. solicitada |>or la Kmkijada de la República f>rienta1 riel 
Uruguay. 



JAMO UK LA CORTE BL'PRKMA 

Hiu-Hits Aires. iJicicnibn.- * de 1 { )2V. 

Vistos : Estos autos sobre extradición solicitada j«ir la te- 
bajada del Uruguay respecto de Angel Foglia, denegada 1>or sen- 
teneia de la t ámara Federal de La Plata, de la cual se concedió 
el reenrsti de ablación interpuesto por la defensa, y 

Considerando; 

Que se han cumplido por el ]>ais requi rente las formalidades 
exigidas por el Tratado de Montevideo respecto de la extradi- 
ción de presuntos delincuentes {art. 30). 

Que no puede atribuirse otro carácter que el fie procesado, 
al individuo requerido, a quien se atribuye la i>er|iet ración de dos 
delitos contra la propiedad, como se desprende de la sentencia 
respectiva acompañada entre los recaudos del exhorto de la jus- 
ticia uruguaya. 

Qtft dicha sentencia no ha pasado en autoridad de cosa juz- 
gada, pero es suficiente pitra determinar la calificación legal de 
los hechos imputados cuya penalidad se ha estimado, por el Juez 
uruguayo en veinticuatro meses de pris'm (art. 21. inciso 1" 
del tratado). 

One en el proccditi nento de extradición lio caheu otras dis- 
cusiones mu- las referentes a la identidad del requerido y a la ob- 
servancia tle los requisitos exigidos l>or las leyes o tratados apli- 
cables a las naciones requírentes. no siendo. ]hir l inio, oportuna. 
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[a cuestión planteada por la di f eu>a sobre el cumplimiento de la 
pena impuesta al reo. ya ijue, como se ha dicho, >i- trata, en ej 
caso. de un condenado sino de un procesado, í Kalium; huno 154. 
pagina .U2¡. 

Qftt ítu es de aplicación dentro de un procedimiento eomu 
el presente, la dnciriim legal «|<it manda estar a lo más favorahl*- 
al pr.icesido. regla ijue debe observarse para regir el erilerio de 
los inagi-trados oue lian d* juzgar suhre H fruido d*- la- causas 
criminales ; cu las actuación*", sobre extradición tendientes a 
seguir el juzgamiento de lus criminales o presuntos criminales, 
por los trikinales del país en cpie han delinquido, el ínterin ju- 
dicial del* ser favorable a aijue! projúsitfl fie beneficio universal 
y • p«*r tal coikvpto im admite otros reparos que los deriva- 
dos di- la soberanía de la nación sepu-rida y de las cunda ion* s 
j lindan» malc- i-m ritas en las leyes o un los iratados. 

Qwe la única prescripción .pie puede alegar-e en el sitb jmluy 
es Ja re-ida jior el t odigo IVnal ['rugiiayu. -io siendo requisito 
indispensable, la transcri|KÍóu de los artículos correspondientes 
en la documentación que debe ao>m| tañarse ya <|ite en el caso de 
• .ponerse ama-Ha exección, mi pruelia está a cargo del oponente 
< íallo citado, an. VK inciso 4", Tratado). 

<Jue hallan- lose reunida cu autos la documentación <jue acre- 
dita el cumplirnieutu de los recaudos necesarios, es de estricta 
justicia conceder la entrega del procesa* lo Foglia, requerida por 
!a Kinbajada L'niguaya. 

I'or estos íundauienlos, l (íS concordantes del ¡"alio Me pri- 
mera instancia y dictámenes fiscales de ív 51 y 7¿, y de acuerdo 
con el dictamen del señor I 'hk orador tieneral, se revoca la sen- 
tencia api latía de ís. 7*k HtiÚttqmst y * le vuélvase para su enm- 
pümtcnto. 

J l*"j(;r]. tta\ Amokta. K. Io juo 
LaVAM.K. Amiimu Saí¡.vrx.\. 
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Stu infml . In/'nititn "Im t 'ntiiimitt" nmtnt fu i'nn'ith itt fir Mi ti- 
iiitzu. f*tn M dfvttliwión ¡fe impuestos. 

Sumario: La formalidad «le la protesta al papar un impuesto o 
la reserva hecha al verificar el |*atfo. e- un requisito necesa- 
rio fiara la prudencia de demandas en restitución de las 
sumas abonadas pnr tal concepto. 

Ctimt; \.n explica el siguiente: 



FALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Hticnos &¡res, Diciembre 4 de 

Y Vistas: Los seguidos |wir la Suciedad Anónima "T^i Ven- 
dimia" contra La Provincia di' Mendoza por devolución de im- 
puestos, de los que resulta: 

Que a fs. Id y con los documentos precedentemente agre- 
gados» el representante de la sociedad expresada demanda a la 
Provincia de Mendoza por devolución ile la suma de diez mil 
ochocientos sesenta y seis pesos, sesenta y siete centavos nacio- 
nales, que dice pagados lia jo protesta, por exigencia de las leyes 
759 y 810 (arts. 19 y 9), que considera contrarías a los arts. 14 
y 16 de la Constitución Nacional, agregando que acompaña la 
documentación correspondiente relativa a los pagos y protestas 
fie los mismos. 

Que esta Corte ha declarado en diversos casos análogos al 
presente la inconstitucional ¡dad de las miomas o iguales di sf posi- 
ciones que han forzado los pagos indebidos de que se trata, y 
enumera varios de los aludidos ameceíkntes, invocándolos como 
fundamentos en que ansiara los derechos que demanda. 

Que en cuanto a las jiartidas pagadas en virtud del art. 19 
de la ley 75**. los citados fallos han dado la solución definitiva 



ile ¡nconstitucwnattdad ; y en cuanto a Jas alonadas i>or imperio 
del art. 8" de la ley 810. es suficiente notar que dicha dicción 
adolece de los mismos defectos e incurre en idénticas contraven- 
ciones constitucionales del art. 19 fie la citada ley 759, considera- 
cn cuyo mérito pide que se condene a la provincia deman- 
a la devolución de 1:is simias que se expresan, culi intereses 






Que conferido traslado de la demanda, el representante de la 
provincia la contóla ( fs. 29 >. ejipresando, une en lo relativo a 
de inconstilucionalidatl de la ley 759, nada tiene 

este Tribunal, y solo espera 
la pruelia fie la «clora sobre las suiiuis pagadas y las 
|Kira pronuncirse suhre esos puntos cu el alegato. 

art. 8* de la ley KIO. es 
liquidación de la ley 759 a la qu 
no instantáneamente, pues se trata de un complicado organismo 
y de numerosas cuentas que liquidar, siendo un error de la parte 
actora la afirmación tle que es idéntico el gravamen del art. 8* 
de !a ley 810 al del art. 19 de la ley 759, pues no tiene ninguno 
tle los caracteres que determinaron la declaratoria de inconstitu- 
cionalidad que recayó a su respecto, y es en mérito tle estas consi- 
deraciones que pide se resuelva este juicio declarando que los 
pagos realizados en virtud de la ley 810 están bien hechos. 

Que abierta la causa a pruel* (fs. 32 vta.) y producida la 
que acredita el certificado de fs. 102, se presentaron los alega- 
tos de fs. 105 y 108. se agregó el dictamen de fs. 112 del señor 
Procurador fíeneral y se llamó autns para definitiva, fs, 112 vta. 



Y Considerando; 



Que invocado i>or la defensa de la 
antecedente de la falta de prueba relativa a las protestas que 
los actores afirman haber formulado al verificar el pago de los 
impuestos de que *e trata, procede, desde luego, la dilucidación 
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ilv este pBW ®m ofrece I* »s caracteres de una excepción pc- 
rentoria. 

Que el representante de la Provincia manifiesta la contestar 
la ilcniamlíi ífs. ¿9), que en cuanto a la* sumas pagadas y las 
protestas, espera la prucUi (le la [sirte actora [Kira pronunciarse 
al mimto W 4 ah-zau*, oport unidad en la que formula la ob- 
servación de que no se ha producido la pruet>a coruspondiente. 
No es, pues, posible deducir de esta actitud como lo pretenden 
los actores, que la demandada haya aceptado explícita o implíci- 
tamente los hechos, ni que haya omitido negarlos oportuna- 
mente 

Que del examen de la prueba de autos resulta evidente la 
ineficacia de la que se lia intentado pata demostrar que los pagos 
se han hecho en el caso hajo protesta y reserva de derechos a la 
repetición de los mismos. U investigación pericial nada ha esta- 
blecido sobre esta maria ; y requerida la certificación del correo 
acerea de las protestas que se dicen expedidas jkh- despachos 
telegráficos, la Dirección General de dicha repartición manifies- 
ta (fs. Í3)¡ que no le es posible informar sobre los telegramas 
aludidos jxirque los archivos telegráficos correspondientes a esos 
años han sido destruidos en cumplimiento de dis|»siciones vi- 
gentes. Falta, pues, esta prueba de autos, y así lo reconoce en tér- 
minos expresos la misma representación de la parte actora, al 
afirmar a fs, 106 de su alégalo "que en cuanto a las protestas, 
en este juicio la prueba se ha hecho imposible por la destrucción 
y desajrarición de documentos de los archivos de la Provincia, 

Que en reiterada y constante jurisprudencia esta Corte tiene 
establecido, que la formalidad de la protesta al pagar un impuesto 
o la reserva hecha al verificar el pago, es un requisito necesario 
fiara la procedencia de demandas en restitución de las sumas 
alionadas t*ir tal concepto, agregando entre otras consideraciones, 
que sí el pago fuera nulo (wr la invalidez de la ley misma que lo 
ordena, en concepto de ser esa ley violatoria de las garantías 
acordadas a los contribuyentes por la Constitución Nacional, debe 
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tenerse cu cuenta cine esa protección acordada i>or la Nación a 
Lis garantías expresada?, mediante sus tribunales, im es incon- 
dicional e ilimitada, estando al contrario, sujeta a restricciones 
twprcsas y a otros que emergen «le prhicipK«i generales tiíen de- 
finidos. (Fallos: tomo 17, pág. 307; tomo 31, pág, 103; tomo 
79, pág. 17; tomo 99, jxig, 355: tomo Ittf, i*á*í. 3K9; tumo 104, 
pág. %; tomo 118, pág. 347: tomo 120, |iág. 98; tomo 134, 
1u*jí. 413, entre oíros). 

Que no siendo procedente la acción instaurada, a mérito de 
las consideraciones precedentemente expuestas, es innecesario 
mitrar al examen «le las demás cuestiones debatidas. 

Por ello, y oido e! señor Procurador General, no se liace 
lugar a la demanda, sin especial condenación en costas atenta la 
naturaleza de la causa. Notifiquese y repuesto el papel archívese. 

J. Fu;l'ekoa Alcokta. — R. Guido 
Laválir — .Antonio Saoarna. 



Don Antonio F. VitUtr contra la Provincia dé Santa Fe, sobre 
cobro de pesos. Recurso de hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48, cuando las sentencias de primera y segunda instancia 
se limitan a resolver cuestiones regidas por el derecho co- 
mún y las leyes locales del Estado res|*ctívo, 

2° Para la procedencia ríe dicho recurso es necesario que 
en sn oportunidad, es decir, con anterioridad al fallo de úl- 
tima instancia dentro de la jurisdicción local, se haya plan- 
teado el caso federal, debiendo éste estar de tal manera vin- 
culado a la cuestión en litigio {art. 15, ley AS), que de la in- 
terpretación que se diere a la cuestión federal dependa la 
suerte del pleito. 



M JUSTICIA DE LA NACIÓN 

DICTAMEN DEL SENO* PEOCUKADOB GENERAL 

mm Aires, Noviembre 2$ de 




Para la procedencia ilel recurso extraordinario de apelación 
que acuerda el artículo 14 de la ley 48 para ante esta Corte Su- 
prema, iwi trasta la invocación durante el litigio, de una garantía 
constitucional ai ella no tiene relación directa e inmediata con la 
cuestión resuelta en la causa. Máxime sí dicha cuestión no apa- 
rece tratada en la sentencia o no constituye el fundamento de la 

mi STT1H i 

Es lo í|ue resulta del caso de auto* en que la sentencia de 
fs. 232 decide el litigio por interpretación y aplicación de dispo- 
siciones de derecho común o de orden local, irrevisables por V. E. 
(art 15, ley citada) que constituyen e! fundamento del fallo 
apelado y son suficientes, por sí solas para sustentarlo, con pres- 
cindencia de las demás cuestiones de orden federal que se dicen 
planteadas. 

Soy |>or ello de opinión que el recurso extraordinario de 
apelación interpuesto para ante V. E. ha sido bien denegado por 
el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Santa Fe en 
la presente causa seguida contra dicha provincia por el doctor 
Antonio F. Villar, sobre cobro de pesos. 

Horacio /?. Larreta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires, Diciembre 4 de 1929. 

Autos y Vistos: El recurso de hecho por denegación del 
extraordinario interpuesto contra sentencia dictada por el Supe- 
rior Tribunal de Justicia de Santa Fe en el juicio seguido por el 
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"Dr. Antonio r\ Villar contra la Provincia «Ir Santa Ke. por 
cobro de |*eSos". y 

Considerando: 

Une* de los antecedentes agregados resulta: a) que en ]a eje- 
niciñti senukla por Héctor Deltepiane contra la Provincia de 
Santa Ke. ante esta Corte, fué vendido un bien ile la citada 
vimía ni póMiea snkiMa. cíe una superficie estimada en nueve 

la tierra, los admírenles se encontraron tíón una diferencia en 
contra f!v- ?.505 hectáreas y fracción, que después de una lar^a 
tramitación administrativa, en PJ de Al>ri1 de 1916 obtienen los 
interesadas un decreto suscripto por el gobernador Meucliaca y 
su ministro Bonacosa, según el cual se les reconoce a los antece- 
sores del l)r. Villar como indemnización por la diferencia de la 
T ierra que determinada la mensura la suma de ciento cincuenta 
mil iicsos ni/tu. entregándose al contado 20.000 "en dinero efec- 
tivo" y 1 30.000 en títulos ' cuya emisión se solicitará tic la H, 
H. C. C. Legislativas." 

fjue las resoluciones dictadas en primera y secunda instan- 
cia se limitan a resolver las cuestiones deltatidas, a establecer fe 
improcedencia de la acción instaurada, fundándose para ello en 
apreciaciones sobre los requisitos esenciales que a juicio de di- 
chos magistrados, invalidan el decreto de Ahril de 1916 para 
cpie tensa fuerza legal, es decir, si existia contrato entre el actor 
y la Provincia de Santa Fe, suscripto éste por mis representan- 
tes legales, cuestiones regidas por e! derecho común y las 
locales del Estado; si la Legislatura aprobó o no 
uio: si tenian o un ese carácter las leyes 2010 y 
das; si el crédito reclamado era o no deuda flotante, y en su 
caso, si era cxigible. todo lo cual es evidentemente extraño al 
recurso extraordinario de puro derecho federal. (Arl. 14, ley 48 1. 

íjue en cuanto al art. 25 de la Constitución ele Santa Fe. 
que se trame ribe "si la provincia fuese condenada judicialmente 
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al pago tlr alguna deuda ikj jKjdrá ser ejecutada en la forma or- 
dinaria, ni sus rentas emlmrgadas ; debiendo la Legislatura, en ese 
caso, arbitrar el modo y forma de verificar el pago. Esta pres- 
cri|K-iún. forma parle integrante, Irajo («na de nulidad, de lorio 
arto o contrato que las autoridades y íiitteioimrios provinciales 
celebren cu representación del listado", de su simple lectura re- 
sulta que no guarda relación alguna cotí tos puntos controverti- 
dos, ya une. la sentencia apelada no alude a dicho precepto legal 
sino que, |»ara llegar a la conclusión de (pe la acción es impro- 
cedente se funda en las consideraciones de derecho común ya re- 
feridas, suficientes por sí solas |iara sustentar el fallo, a lo que 
cate agregar a inavnr abundamiento, (pie un pronunciamiento 
de este tribunal sobre si el art. 25 de la Constitución local contra- 
ria o no disjx>síciones del Código Civil, constituiría «na 
ción tu tiktmm. extraña a la acción revisora 
el caso. 

Que como lo tiene declarado 
l*ara la procedencia del recurso intentado 

cía dentro de la jurisdicción local 
rieral, debiendo éste estar de tal manera 
en litigo (art. 15, ley 4S) que de la interpretación que se diere 
a la cuestión federal dependa la suerte del pleito, lo que no ocurre 
en la especie sub Ule. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por el señor 

no haber lugar al recurso inter- 





en 



este Tribunal, 
que en su 

el caso fc- 
a la cuestión 




volviéndose los autos 
ción de la presente > del 
origen. 




reposición del infiel t de- 
como mejor informe con transcrip- 
de referencia al tribunal de 

J. FlCilKKOA Al. CORTA. — R. Gl'lDO 

Lavali.e. — Antonio Saga r na. 



thnt Angel Mariano Haíaijtt en autos can don F rancheo Jatnte- 
Ifo, sobre rchnmUcacum* Heettrso de hecho, 



Sumario: l v Sentencia definitiva a tus fines del recursi» extraor- 
cttnario del articulo 14, ley 48, es la pronunciada por la Su- 
prema Corte de la Provincia de Buenos Aires cuando ha- 
biendo conocidu del pleito i>or vía del recurso de inaplica- 
bilidad de la ley o doctrina legal que prevé el art, 323 del 
Código de Procedimientos de la Provincia, revira la sen- 
tencia favorable qtte obtuvo el recurrente ante la Cámara 



2" Xo procedr el recurso extraordinario del art. 14 t lev 
48, en un caso en que, desde la trata de la litis hasta los fa- 
llos de primera, segunda y tercera instancia, las cuestiones 
planteadas y resueltas se refirieron fundamentalmente a los 
derechos regidos por el Código Civil y leyes procesales de 



3* Habiendo sido oído el recurrente en todas las instan- 
cías, produciendo los alegatos y pruebas que creyó oportu- 
nas con ta máxima amplitud que las leyes de procedimien- 
tos conceden a las partes, uo es justa la queja sobre restric- 
ciones en la libre defensa que consagra el art, 18 de la Cons- 
titución Nacional, ni la correlativa de halwr sido privado de 
su propiedad, sin el juicio previo, del art. 17. 






FALLO DC LA COm 5UF1KMA 



Hítenos Aires, Diciembre 4 de IW>, 
por 



Autos y Vistos: El recurso de hecho por denegada apelación 
extraordinaria qtie interpone don Gerardo Colazo en representa- 
ción de don Angel Mariano Balaija contra la sentencia de la te 
Corte de la Provincia de Buenos Aires, dictada en el jui- 
Janneün contra el recurrente sobre reivindica- 




Considerando: 

Que la sentencia definitiva a que se refiere el art. 14 de la 
ley 4.X es. en el caso en examen, la recurrida ante esta Corte, pues 
si bien es cierto qttt el Alto Tribunal de la IWincia de Buenos 
Aires conoció en la IMs en virtud del 'recurso de inaplicabilidad 
de la ley o doctrina legal' ' que prevé el art 323 del Código de 
Procedimientos de la Provincia y las cuestiones de fondo plan- 
teadas y resueltas en dicho recurso son las que se refieren a la 
interpretación y aplicación de los arts. 910, 2791, 3265 y 3430 
del Código Civil {Coní, escrito de fs. 1063, auto de fs. 1066, 
sentencia de fs. 1092), también es exacto que la parte demandada 
que es la cpie ahora se quepa ,tuvo sentencia favorable ante la 
Cámara P de Apelaciones (ís. 1019) y, en consecuencia, no pudo, 
ante ella, interponer ningún recurso. Revocado ese fallo i*>r el 
de fs. 1092, recién surgió jura ella el interés jurídico y el medio 
de hacerlo valer, (Ara interpretación equivocada a negar a un 
litigante ganador en segunda instancia en la Provincia de Bue- 
nos Aires y otras que tengan similar organización judicial, el su- 
premo recurso que, en garantía de la integridad y prevalcncia de 
la Constitución, Uycs Nacionales, Tratados, etc, se concede a 
i ante esta Corte en virtud de los arts. 31 y 100 de la Cons- 
ol de la ley 4055. 
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hasta los fallos dé primera, segunda y tercera instancia, las cues- 
tiones planteadas y resueltas en este pleito se refieren fundamen- 
talmente a los derechos que, según el Código Civil, hubieran 
correspondido en la sucesión de don .Mariano Halaija, o a sus 
hermanos Juan Manuel Halaija o a su hijo natural Angel Ma- 
riano Balaija; a la valide/ c. nulidad de ventas o cesiones de de- 
rcdios ocurridas entre Aiigél Mazio. Juan "Manuel Halaija, Fran- 
cisco Jannello. respecto de bienes de la sucesión de Mariano lia- 
laija: sobre realidad o simulación y nulidad de ¡WtQS jurídicos, 
etc.. t.Hlo contemplado y resuelto dentro del Código Civil y de las 
leyes procesales de la Provincia de Buenos Aires (Coní. fallos 
de fs. 800, 1019 y 1W2) : lo que de acuerdo con el art. 15 de la 
ky 48 y jurisprudencia uniforme que esta Corte hace improce- 
dente el reettrsu extraordinario. 

íjue el señor Ai^el Mariano Halaija fué oído en todas las 
instancia!., produciendo los alegatos y prívelos que creyó i>crt¡- 
innies. con la máxima amplitud que las leye< de procedimieivto 
conceden a las |*artcs. por lo que ivo acrece justa su queja sobre 
restricciones en la libre defensa que consagra el art. 18 de la 
Constitución Nacional, ni la correlativa de haber sido privado de 
su propiedad sin el juicio previo del art. 17; y. finalmente, no 
snre.e de los autos venidos jora mejor informe, ninguna contra- 
dicción entre las leyes procesales y las resoluciones judiciales de 
la Provincia de Hítenos Aires por una izarte y la Constitución 
V Leyes Nacionales por la otra, que autoricen la invocación del 
art. M de la Constitución Nacional y art. 14 de la ley 48. Ni» 
kista que en el curso de un pleito se hagan invocaciones genera- 
les a la Constitución y a las leyes, ni siquiera que se citen sus 
preceptos concretos, para hacer viable el recurso ext 
es indispensable que claramente se demuestre la relación 
e inmediata que existe entre el caso resuelto y la cuestión 
oporluiiaimule planteada (art. 15. ley 48. Fallos : tomo <J2 T pág, 
¿K5: tonu. H*>. pág. 1"; tomo 10*. pág. 41o; totno 107, pág. 152; 
tonu. 121. pág. 244 y muchos otros). 




l'ji su mérito se declara improcedente la queja y bien tlc- 
el recurso extraordinario. Hágase sa1*r. repóngase, de- 
vuélvanse los autos principales con testimonio de la presente. 

J« Flí.l KKOA Al.CUKTA. — R. (jl'üiO 

Lavam.k. — AxTüxro Sajía ¡t xa. 



Don Ricardo .Ichúvaí contra la Provincia tic Santiago de! Estero, 
sofar interdicto posesorio. 

Sumario; \\> habiendo sido señalada bajo apercibimiento la 
audiencia de ley en un interdicto, corres|Minde designarla 
nuevamente bajo el ajiercihimieiito de que tendrá lugar con 
ta parte que concurra. 

Caso: En el interdicto posesorio entablado por don Ricardo Acha- 
val contra ta Provincia de Santiago del Estero, la Corte 
Suprema de conformidad con lo dispuesto en el art 332 de 
la ley 50 y a los efectos del 333 <le la misma convocó a las 
partes a juicio verlial a la audiencia del dia 20 de Noviembre 
ppdo. Devueltos debidamente, diligenciados los oficios libra- 
dos por intermedio del Sr. Juez Federal al Sr. Gobernador 
y al Fiscal de Estado de dicha provincia, ésta, llegado el dia 
señalado para ta audiencia no se había hecho parle en el 
juicio, por lo que la actora insistió en que la ausencia tic la 
demandada no | nidia determinar la internación de la 
audiencia que marca la ley, dada la naturaleza de la acción 
instaurada y, teniendo en cuenta, además, que la provincia 
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KKSUl.mON HK LA L'OKTK SI TREMA 

[inciios Aires, llfcienibre 6 de 1**2**. 

No hahiéndose def%tiarlo la audiencia tic f"jas 25 liajn a|»er- 
eilúmiento. según acrece del auto de fojas 25. ya que el ai>erci- 
himieut" que en ¡lidio auto se consigna, se refiere al «aplazamien- 
to para que la provincia comparezca a estar a derecho, no ha lu- 
»ar a lo solicitado j>or la parte actora y designare la audiencia del 
día veintiocho de Febrero del año 1930. a las diez horas, ha jo 
apercihiniiento de <|tte tendrá' lugar con la parte que concurra. 
Repóngase el |*a|iel. 

Kohkrto Kki»etto. — R. Gl'IlJO La- 
vaij.e, -- Antonio Saoakna. 



Éoméaé AnómttQ VóktpM Anjcntina dé retrobas y otras con- 
tra tu rrwhu h itc Salta, sobre inconsHt^i&ñéMM de M 
decreto. 

Sumario : Resultando que la parte demandada ha urgido el pro- 
cedimiento solicitando en cada caso de inasistencia del tes- 
la fijación de nueva tedia |«ira la declaración del mis- 
mu. lo que jmespmde es la aplicación de W> dispuesto i*>r 
el art. 122 de la ley 50. 



Caso: Lo explica el siguiente: 
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KRSfIM-aoN W. LA CURTE SIPRESÍ* 

Ittifiim Airts, Diciembre 6 úv 1929. 

Vistos y Considerando: 

Oue a pe$dp de la parte demandada *e fijó audiencia juira 
ti 4 del corrientes me*, a fin de i|ue compareciese a prestar decla- 
ración el doctor < írzákd Quintana. 

(Jue de las constancias de aillos ilu resulta negligente la par- 
te demandada, ya tjue ella ha urdido el procedimiento solicitan * 
en cada caso de inasistencia del testigu la fijación dt nueva fecha 
para la declaración del mismo, 

(Jnr, en consecuencia, lo único míe | ñutiera corresimnde al 
castj es la api i cae i (tu de li> dispuesto pur el art. 122 de la ley 5U, 
lo que no ha sido solicitado jnir la adora, 

Kn su mérito no se hace lugar a 1« > solicitado a fojas 941 de 
este cuaderno, con costas, y lijase Fa audiencia del día diez y ocho 
del corriente, a las diez, horas, para i[ue tenga lugar la audiencia 
Épie fué suspendida a foj;is llágase sal>cr y repóngase el 

papel. 

J. KltíL'EROA ALCOKTA. — ROBERTO 

Kkpetto. - R. Gil bo La valle, 

i 

Sociedad Anónima Compañía Ar tintino tU l 'tiroteos y otras, 
contra fa Provincia de Salta, sohe iiieoitstititciomttidad de 
un decreto. 

Sumario: [ai inasistencia de la parte actora y la falta de presenta- 
ción del pliego corres] xindiente hacen míe se pierda el de- 
recho de presentar | Histriones jior primera vvz a la parte 
demandada. 

t aso: Lo explica el siguiente: 
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RESOLUCION DE M CONTE SUl'KKMA 

■ 

Buews Aires, Dicümhre 6 de 1V*J, 



De acuerdo con lo que disimilen los artículos 108 y 109 tic 
la ley X v 50 y 128 de! Código de l'roced ¡míenlos de la Capital, 
supletorio en lo federal, declárase decaído el derecho de presen- 
tur posiciones j*>r primera vez a la parte demandada, en razón 
de la insistencia de que infirma el acta de fojas 901, y falta de 
presentación ilel $1$%* corrcsixmdiente, y fíjase ta audiencia del 
(lia 5 de Febrero de 1930, a las diez horas, para ta absolución 
ile posiciones solicitada a fs. <J70. Uc|HJliga& el painel. 

J. Fioueroa ALCOKTA. — 
Repetto. — R. Guido 




Ihm i altiitht Ciarnui. a telando de tutu resotufión de Aduana 

Sutmirio : V Debatiéndose si lia habido en el caso de autos nn 
acto de fraude culi sanción puniloria conforme a lo que dis- 
fumen los preceptos leales y reglamentan»! míe sustentan 
los fallos recurridos (Decreto Reglamentario de la ley 11.274, 
art. 42 y art. 1026 íle la* Ordenanzas de Aduana), o si se 
traía simplemente de un disenso sobre el valor de los ar- 
tículos correctamente declarados y en el que sólo bay lugar 
a ta apropiación por ta Aduana, de dichos artículos, previo 
pago de su valor declarado más un diez por ciento, lo que 
no tiene carácter de sanción penal (art, 134 de las Orde- 
nanzas de Aduana, art*. 4 y 6 de la ley 11,274). procede el 
recluso i'Xlraordinario del art. 14, ley 48. 



2» El monto de la nona no es materia de caso federal por 
ser una cuestión de hecho y de apreciación procesal. 

3* Et uso ¡>or parte de la Cámara Federal de Apelación 
de la Capital de la facultad expresa que le confiere el ar- 
ticulo 1050 de las * Menanzas de Aduana, no es revisable por 
la Corte Suprema. 

4 V La declaración en un Ixtleto de cintarque de ''Caseína 
molida clasificada muy inferior \>üt dura de solución y cal- 
cinada", cae tajo la sanción de lo dispuesto en el Decreto 
Reglamentario de la ley 1 1 .274, art, 42 y arts. 1025 y 1026 
de las Ordenanzas de Aduana, si del informe de la Oficina 
ÍJuímica resulta que es de "primera calidad" o "de buena 
calidad." 

5* La Oficina Química es el Instituto que tiene cajucidad 
científica y función oficial [jara hacer la clasificación de los 
productos a exportar, en tanto que la Junta del art, 2" de 
la ley 11.274 se pronuncia sobre valores o precios de ar- 
tículos o productos cuya naturaleza, conqíosición, calidad, 
están determinados o aceptados más o menos relativamente. 

6v Existiendo fianza aceptada i*>r los fiadores y por ta 
Aduana, el fallecimiento del despachante infractor no ex- 
tingue la obligación tendiente a obtener la sanción punito- 
ria emergente del delito o falta. Art. 1031 de las Ordenanzas. 

Caso : Lo explican las piezas 



Noviembre 2 de 1928. 

Y Vistos: Atento lo resuelto por la Corle Suprema de Jus- 
ticia én el juicio Compañía de Aceites de las Indias Occidentales 
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(Ww India Oil O) Junto 13 de 1928, que 
«i el art. 4- de la ley N* 11.274 a los frutos y productos de ori- 
gen animal, vegetal y mineral, y por sus fundamentos se confir- 
ma, con costas, la resolución administrativa recurrida de ís. 41 
qttc condena a don Valentín A. Ciancia o a sn sucesión al pago 
de una multa igual al valor de la mercadería de que se trata, a 
l«-ncÍic¡o de los denunciantes y sin t *rjuiciu de los derechos del 

las fojas y devuélvase. 

L. Santas. 




SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACION 

Hurtw* Aires. Seplicmljrr 18 dt M». 

Vista esla causa seguida por \ ak-ntm Alfredu Ciancia, a|>c- 
laiufo de una resolución del señor Administrador de Aduana de 
la Capital, y 

Considerando en cuanto al recurso de nulidad : 

Kl recurrente funda la nulidad de la sentencia dictada por 
M señor juez a quo en que la acción penal se- ha extinguido por 

falto no determina con 

■n que se lian omitido 
poT la defensa, 
es de advertir que la 
hacerse efectiva sobre 
ic, el fallecimiento del 
en nada modifica la 
le cons- 



tatlecimiento del acusado; en que 
precisión la persona del con 
ni el cuantum de la pena; . 
considerar di versas cnest 
Respecto de las dos 
condena impuesta etl el 
las mercaderías cu fraude y, in>r 
documentante o dueño de esa 
situación existente. Por esta misma 



titttir motivo 
rre en esk* caso 




. el hecho de que no se detennine con 
condenado, lo que por otra parte no ocu- 
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del euaiUum de la i>eua, tanto 
como la resolución administrativa esta- 
que se condt-na al fugo- de una multa igual al valor & k 
merecería de c t ue se trata, en este caso el pn>ducto embreado. 

Et hecho de que en el sitb judie? fuera aplicable lo dispuesto 
por el art, 134 de las Ordenanzas y el haberse omitido en la sen- 
tencia tratar las otras cuestiones planteadas, aun siendo exacto, 
no justificarían en nimio alguno la nulidad que se pretende pues 
uisas son ajenas al recurso que autoriza el art. del 
de Procedimientos en lo Criminal, 
Por ello se lo rechaza. 




En manto al recurso de apelación : 



■ ! 



El fallo del señor Administrador de Aduana puntualiza con 
certeza las diligencias de! sumario, de las que resulta debida- 
mente cómpratelo el hecho que se denuncia en el parte de fs. I, 
esto es, halwrse pretendido «qjortar como caseína de calidad in- 
ferior, de un valor de ? 60 la tonelada, un producto de mejor 
calidad y de mucho mayor precio, perjudicándose asi la renta 
fiscal, que de este nimio hubiera percibido menos derechos que 
los correspondientes. 

Dicho fallo invoca las disposiciones legales pertinentes y apli- 
ca los arts. 1025 y 1026 de las Ordenanzas de Aduana, los arts. 
4 y 6 de ta ley W 11 274 y art. 66 de la ley N* 11-281 que pre- 
vén y reprimen la infracción denunciada. 

En este caso el tribunal encuentra de equidad ejercitar la 
facultad que confiere el art. 1056 de las Ordenanzas citadas y 
atenuar ta pena que en principio corres^iideria im|xiner. atento el 
escaso valor de los derechos que se habrían dejado de alionar 
con relación al valor ríe la mercadería. 

Por ello y consideraciones aducidas en el fallo de fs, 41 se 
condena a la firma Valentín A, Ciancia al i*go de una multa 
igual al veinte por ciento del valor de la mercadería de que se 
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trata, con arrecí" al término medio de los precios indicados en 
ta planilla de fs. 38 i>ara el día 27 de Junio de 1927, a bcnef icio 
de los denunciantes y sin perjuicio de lo que al Fisco correspon- 
da, con costas, quedando en estos términos modificada la senten- 
cia recurriría fie fs. 130. Devuélvase. — B. A. Nazar Anchorcna. 
— Marcelino Escala. — J. i\ Luna. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Hneims Aire», Diciembre 6 de 1929. 

Y Vistn&: el recurso de hecho por apelación extraordinaria 
denegada, interpuesto por el Dr. Ismael Basaldúa en representa- 
ción de la sucesión de Valentín A, Ganda contra el fallo de la 
Cámara Federal de Ablación de la Capital Federal, en el juicio 
seguido contra el recurrente jwir infracción a las leyes de Adua- 
na; y 

Considerando : 

a'> En cuanto a la procedencia del recurso: 

Que como lo ha declarado esta Corte en el juicio contra De- 
traz Hnns. ñor infracción de naturaleza similar (Fallos: tomo 
142, pag. 373). procede el recurso extraordinario del inciso 3» 
del art. 14 de la ley 4* y art. 6* de la ley 4055, parque se trata 
de establecer "si la inteligencia que lia de atribuirse a las dis- 
posiciones de la ley v Ordenanzas de Aduana que rigen el tub 
judicc. t>emiite la imposición de la multa que ha fijado la sen- 
tencia recurrida, o si la sanción del caso ha debido limitarse a la 
adjudicación 'le la mercadería al Fisco por el importe del valor 
declarado con uu aumento del diez l>or ciento." Es decir, que se 
delate si hay, en la cs¡>ecie en examen, un acto de fraude con 
sanción puuitoria correspondiente, conforme a lo que disponen 
los preceptos legales y reglamentarios que sustentan los fallos re- 
curridos (Decreto Reglamentario de la ley 11.274, art. 42 y art. 
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1026 tic las l Jrdeuamas «le Aduana) ; o si se irata simplemente 
de un disenso sobre el valor de los articulo* correctamente decla- 
rados y en el que sólo hay lugar a la apropiación por la Aduana, 
de dichos artículos, previo pago de su valor declarado, mas un 
diez por ciento, lo que no tiene carácter de sanción penal (art. 
134 de las Ordenanzas de Aduana, arls. 4 y 6 de la ley 11.274). 

Ow\ ademas, el recurrente arguye que, muerto el señor Va- 
lentín A. Cianeia. en el curso del presente procer, del* sobre- 
seerse en el misin.. en mérito de lo que dispone el art. 59. maso 
í» del Código tféWih aplicable a las in fracciones de carácter adua- 
nero por mandato del art. 4 del mismo Código; y es indudable, 
que también bajo este aspecto procede el recurso extraordinario 
pirque de la inteligencia que en definitiva se dé a esas disposieio- 
nes en aplicación a las leyes aduaneras, depende el derecho que 
la parte acusada reclame a la exención de toda medida punitoria. 

Que, en cuanto al denunciante Alen Vieyra carece de dc- 
reeho*para interponer el recurso extraordinario desde que el fallo 
de (¡ue se queja es. en principio, favorable a sus pretcnsiones y 
el monto ríe la pena no es materia de caso federal, no sólo por ser 
una cuestión de hecho y de apreciación procesal, sino porque la 
Cámara usó de una expresa facultad que le confiere el art. 1056 
de las Ordenanzas de Aduana, facultad cuyo ejercicio no es re- 
visable por esta Corte. 

En su mérito y oido el señor Procurador Genera!, se declara 
mal denegado el recurso extraordinario en cuanto se refiere al 
interpuesto por la jwrte acusada y condenada. 

b) En cuanto al fondo del asunto por no ser necesaria ma- 
yor sustanctación. 

Que tanto el acusado como los acusadores fiarttculares, el 
Ministerio Fiscal y las resoluciones de Aduana y judiciales en 
examen, están de acuerdo en la aplicaron de las Ordenanzas 
Aduana en cuanto a los procedimientos y a las penalidades 
Mecidas en las mismas (art. 6*, ley 11.274) y el disenso 
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circunscripto a salier, como queda expresado en el primer con- 
siderando, si en el documento de ís, 19 emanado del despachan- 
te Cianeia existe tina declaración falsa en lo referente a la cali- 
dad del arriado a exportar, siéndole aplicable, en ese caso, el 
articulo 1026 de las * >rdenanwis o si sólo se trata de una diversa 
estimación del precio del mismo, correctamente denunciado en su 
peso, es|iecie y calidad, y susceptible de recibir la aplicación del 
art. 134 de dichas Ordenanzas. 

One et fallo de esta lorie Suprema en el caso "Detrasc Her- 
manos", citado por el recurrente y que qurre inserto en el tomo 
142, pág, 373. contempla un caso del segundo orden precedente- 
mente expuesto desde que los aludidos habían solicitado despa- 
cho de ocluí automóviles marca Renault, y presentado las factu- 
ras íle costo, pero declarando un precio menor en mérito de la- 
nificación esj>ecial acordada por los vendedores; y por eso el 
Tribunal, revocando la sentencia de la Cámara, dijo: "Que en 
tales condiciones, no habiéndose omitido ni adulterado los do- 
cumentos comprol>atoríos de referencia, oportuna y espontánea- 
mente presentados a la revisación y contralor aduanero, es evi- 
dente que sea cual fuese la procedencia legal de la lanificación 
pretendida por el despachante, no aparece que éste haya cometido 
o intentado cometer el fraude que se le atribuye." 

Que en el sub ¡mücc, en cambio, se evidencia una falsa de- 
claración en cnanto a la calidad de la mercadería, producto o ar- 
tículo a exportar, pues en el documento aduanero de ís. 19 (bole- 
to de embarque), se menciona "Caseína molida clasificada muy 
inferior por dura de solución y calcinada", y los informes quí- 
micos de ís. 23 vta. y 32, expresan que el producto es de "pri- 
mera calidad" o de "buena calidad." Xo puede aceptarse que sea 
arbitraria la clasificación cualitativa de la caseina sustrayendo 
así. dicho producto, a la condición general de las cosas del co- 

empleo. utilización o consumo y consiguiente jerarquización 
apreciativa en el mercado: y menos puede aceptarse ta! obser- 
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vación de |iartc de la defensa, puesto que al manifestar el señor 
C'iancia que el articulo que pretendía exportar era "clasificado 
muy inferior", se refería indudablemente a su calidad y aceptaba 
otras calidades de más alta clasificación. 

Q«e la entidad o autoridad encargada de hacer la clasifi- 
cación del producto a exi>ortar es la Oficina Química, jorque es 
el instituto que tiene capacidad científica y función oficial para 
ello. La Junta del art. 2 de la ley 11,274. se pronuncia sohre va- 
lores o precios de artículos o productos cuya naturaleza, compo- 
sición, calidad, están determinados o aceptados más o menos re- 
lativamente ; es Junta de Avalúo no de análisis y clasificación 
científica, y i*>r eso dicho artículo dice que "para determinar 
los aforos al objeto de cobrar el impuesto se tendrá en cuenta el 
valor ríe los frutos o pniduclos en plaza, etc.", y como es natural, 
esos precios se fijan en el mercado \w la calidad no simplemente 
|x>r el género o la especie. 

Que, conforme a lo dispuesto en el art. 42 del Decreto de 
27 de Julio de 1926, reglamentaria de la ley 11.274. "Toda falsa 
declaración que tienda a disminuir la renta que corresponde al 
Fisco por la ley que se reglamenta, será castigada en los térmi- 
nos dé los arts. 1026 y 1026 de las Ordenanzas de Aduana"; es 
decir, que "será considerado como fraude y, por consiguiente, ma- 
teria de pena, toda falta de requisito, toda falsa declaración o 
todo hecho que. despachado en confianza por ellas (las Adua- 
nas) o que si pasara desapercibido produjera menos renta de la 
que legítimamente se adeude." Es el caso de autos porque, al 
amparo de una clasificación falsa de la calidad de la caseína, so 
pretendía pagar derechos notoriamente inferiores a los que co- 
rrespondían al Fisco. El sentido riguroso de ese precepto, rati- 
ficado en el art. 1037 de las mismas Ordenanzas y consagrado 
\jot nutrida y uniforme jurisprudencia excluye todo error ex- 
cusable en la manifestación de Ganda, por no ser situación que 
pueda encuadrarse en el art 1057. (Fallos: tomo 153 pág ¿85 ). 
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muerte cIH despichante C unida, autor de la infracción, delw ser 
examinada por esta (orle cu d recurso extraordinario, a pe*ar 
de lo dispuesto en ti art. 15 tic la 1e>- 4X. porque de ser exacta 
dicha tesis defensiva, es decir, ser aplicable el inciso 1" del art. 59 
.leí Código Penal al caso de aptOS en virtml de lo dispuesto en 
el arfe 4 - del mismo, aquel precepto vendría a formar jarle inte- 
grante de ta legislación aduanera y sería etl tal carácter y no co- 
mo parir del Codito Penal que reiría en la cuestión debatida. 
No *e compromete y menos se destruye la es|jecialidad y autono- 
tnía de di* o más leyes jwnque en ellas se iiieorpuren normas 
comunes. 

One la muerte del infractor aduanero en el caso no extingue 
ta acción tendiente a obtener la sanción ptmitoria emergente del 
delito o falla, porque las Ordenanzas de Aduana establecen que 
la multa se hará efectiva especialmente sobre los artículos en 
infracción y con los del fiador mancomunado y solidario (art, 
1031 }. y como Ciancia ofreció fianza de ese carácter, la que 
fue aceptada |>or los fiadores y por la Aduana (fs. 21 y 22), 
quiere decir que solamente en cuanto fallando las garantías rea- 
les, se pretendiera la jn-na subsidiaria iiersonal del art. 10,12, 
ésta se babria extinguido por insustituible, 

Kn su mérito se confirma en cuanto ha podido ser materia 
ilel recurso. Notiíímiese, devuélvanse los autos principales con 
transcripción de la presente. 

J. Fiíu iiroa Ai.í'orta. — Roberto 
Repetto, — R. Cuino L avalle. 
— Antonio Sauarná, 
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Provincia de Tmttntrín en autos toa don Faustino Pa Rosa, por 
repetición de uno sonto de dinero, 

SuuMrfo: 1" I-i excepción de falta tic acción opuesta por el ac- 
tor es por su naturaleza y mis decios, de carácter perentorio 
y de1>c, en consecuencia, resolverse en primer término. 

2r I,as provincias en su carácter fie personas jurídicas, 
no gozan de privilegio o preferencia alguna ante las dispo- 
siciones <let derecho común (arts. .10 y siguientes del Có- 
digo Civil > . estando, asimismo, regidas por ellas en sus re- 
laciones con las demás personas, como lo lia declarado la 
Corte Suprema rqwt idamente y en el falto reciente pronun- 
ciado en el caso de Puebla v. Mendoza, 110 siendo discutible, 
m consecuencia, la aplicación a la actora de la ley 11.077. 
fjiie por su contenido y |«or su texto expreso, forma parte del 
Código Civil, incorporado al titulo de la extinción de las 
obligaciones (art. 

3' Hallándose el demandado en líis condiciones previstas 
en el art, 1* de la ley 11.077, comande su absolución. 

Caso ; Ijo explica el siguiente : 
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Bucnus Aires, Diciembre *> <k 

Y Vistos: 

Resultando : 

Que a ís. 41. el letrado Fernando Márquez Miranda, en re- 
presentación de la Provincia de Tiicumán. con personería debida- 
mente acreditada, se presentó ante esta Corte entablando formal 
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jurisdicción para conocer y decidir en la presente causa. En con- 
>eeucueia. y previa remisión cíe estas actuaciones en copia legali- 
zada al Poder Ejecutivo a los efectos a que hubiere lugar, re- 
córvense sin más trámite. 

J. Fl CU ERO A ALCORTA. — ROBERTO 

Repetto. — R. Guido Lavallk. 
— Antonio Sagarna. 



Pon l icenie Carrizo contra la Prmincia de Mendoza, sobre in- 
terdicto de recobrar. 




Sumario: Ko procede el embargo en fondos provenientes de la 
contribución directa de las provincias. 

Cit$&'. No habiendo darlo resultado el mandamiento de ingo y 
emkir^o, librado contra la demandada a solicitud de la ac- 
lora. ésta solicitó se librara i 
Mendoza, haciéndosele saber que debia trabar 
cubrir el capital reclamado de $ 8.267.90 ^ más la suma 
que el tribunal presupuestara para ¿fastos y costas en esta 
ejmtción. sobre la cantidad de $ 26.4fi5, adeudados ]*>r don 
IVtustino Da Rosa cu concepto de contribución directa por 
los años 1923 a 1928. inclusive, de un inmueble de su pro- 
piedad ubicado in San Rafael, a efecto de cuyo cobro el 
Gobierno de la Provincia le signe el corrcsi>ondiente juicio 
de apremio. El tribunal resolvió: 
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BKSÜW DOS DE LA CORTE M TREMA 

É 

Buenos Aires, Diciembre U de 1929. 

Siendo las provincias enti< lacles jurídicas de existencia nece- 
saria, qne no delien por su índole ser trabadas en su libre desen- 
volvimiento político o económico, y constituyendo los fondos que 
se denuncian a emlxirgo uno de sus recursos, afectados siempre 
a servicios de orden publicó, no lia lugar a la medida solicitada. 
Hágase saber y repóngase el papel, 

J. FlGUEftOA ALCORTA. — ROBERTO 

Repetto. — R. Guido L avalle, 
— Antonio Sagarna. 



Doña Laura Pacheco de Del Sotar Darrcgo y otros, contra la 
Provincia de Buenos Aires, sobre cobro de pesos, j'twc- 
nicntes del impuesto a la herencia. 



Sumario . 1" Habiéndose sostenido rpie la interj 



dada en 



el caso a la ley local de impuesto a las herencias es contraria 
al Código Civil, existe por eso mismo una cuestión de es- 
pecie constitucional de competencia de la Corte Suprema, 
desde que afectaría los principios consignados i*>r los ar- 
tículos 67. inciso 11, 108 y 31 de la ley fundamental 

2? La partición por estirpe es la que da una parte igual a 
cada rama jwra que la sulnlivida entre sus miembros con 
igualdad. I-a partición jior caliezas o j>or jtersonas es la que 
atribuye a cada heredero una proporción viril o igual (nota 
al artículo 3494 del Código Civil). 



3* La división por estirpes no 



el efecto de hacer 
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rrs|tonsalilcs a I"S herederos comprendidos tu ella fie las 
cargas y fluirías en proj>ore¡ón del valor de los bienes de la 
estir;*-, sino únicamente cu proporción de la parte que a cada 
uno de ellos le corresponda cu la herencia. Artículos 3490, 
¿4% y del mismo código. 

p Si la división de las deudas y de las cargas detw ha- 
cerse en consideración al valor de la porte <|ue Cada uno de 
los herederos recilic aún dentro de catla estirpe o rama, es 
evidente que ta Dirección de Escuelas ríe la Provincia de 
lluenos Aires no ha podido tomar otro valor que el repre- 
sentado por aquella, a los efectos de la determinación de la 
lasa aplicable, esto es, la de 1.75 % y no la del 4 % como 
se lia hecho, 

S* Tal ¿ohicióti jurídica tejos de comprometer el princi- 
pio de igualdad se ajusta estrictamente a lo que de acuerdo 
con la jurisprudencia «le la Corte Suprema constituye su 
contenido y definición. Aquel principio se cumple, ha dicho 
el Tribunal cuantío en condiciones iguales se inifioiien gra- 
vámenes iguales a los contribuyentes, y requiere, ademas, 
que a la uniformidad relativa se agregue la situación de 
igualdad en que un heredero (en el caso el nieto) del»e en- 
contrarse respecto ríe torio otro heredero ( nieto» llamado 
a recoger un» hijuela del mismo valor. Fallos: tomo 149, pá- 
gina 417. 

Cuantío los nietos concurren a la herencia del abuelo 
por derecho propio, el impuesto sucesorio dentro de la t-co- 
nomia de la ley provincial examinada, se establece median 
te una tasa deducida del valor de los bienes que caua uno 
ríe esos nietos efectivamente recibe, es decir, de la hijuela. 
En cambio, cuando los nietos concurren a la sucesión del 
abuelo con el auxilio de la representación, la tasa según la ley, 
o su interpretación, ya no se deduciría del valor de la hijue- 
la de cada nielo, »inú del valor de lo que hubiera corres- 
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pondido al jtadrc si viviera. Y es evidente que tal dualidad 
de criterio, jara liquidar el impuesto tratándose de herede- 
ros que ocupan el mismo grado en la línea descendente y 
reciban una herencia del mismo valor, comprometería Ja ga- 
rantía de igualdad impositiva consagrada i>or el artículo 16 
<le la Constitución. 

7 V La Dirección de Escuelas de la Provincia de Buenos 
Aires ;il proceder de otro modo ha alterado disposiciones 
del Código Civil, atribuyéndole a la representación mi efecto 
eme no sólo aquél desconoce, sino que expresamente repudia 
en el recordado artículo 3490 del Código Civil, violando, 
jn>r consiguiente, los artículos 31, í)7, inciso 11 y IU8 de la 
Constitución Nacional. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

PALLO DK LA COKTE SUFRI M A 

■ 

Bucikjs Aires, Diciembre 11 de 1929. 

Y Vistos: este juicio seguido jtor doña I -ni ra Pacheco de 
de! Solar Dorrego y otros contra la Provincia de Buenos Aires 
sohre cubro de |>eSOS (impuesto a la herencia), del cual resulta: 

fjue a fs. 10 comjiarece don Mamiel Espinosa en represen- 
tación de doña Laura l*aeheeo de de! Solar Dorrego, doña Jo- 
sefina Pacheco de Kiglns, doña Dolores Pacheco de Anchorena. 
doña Mercedes Pacheco de Bustillo, doña Susana Pacheco de 
Bastillo y don Angel Pacheco, éste último en ejercicio de la jwi- 
tria potestad de su hijo menor Carlos Angel Pacheco, demandan- 
do a la Provincia de Buenos Aires para que se la condene a de- 
volver la suma de $ 16.636.26 % con sus intereses desde la no- 
tificación de la demanda y las costas del juicio. 
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susla de Santamarina, al niela materna de sus maulantes, trami- 
tándose el juicio sucesorio en esta Capital y haciéndose la proto- 
colización «Je todas las hijuelas en ta IVovincia <le Buenos Aires 
jwr el Juzgado l de la Ciudad de l.a Mata con fecha 24 d« 
Mayo de 1923. 

Que. en ese acto, cada una de las diez ramas llamadas a la 
sucesión alionó en concepto de impuesto a la trasmisión gratuita 
de bienes la suma de $ 21,294.54 % cuando en realidad debía 
hat>er abonado menos sí se hubiera aplicado el criterio que rige 
en la actualidad después de la reiterada jurisprudencia de la Cor- 
te, declarando inconstitucional el inciso 7" del art 39, 

Que en cuanto a sus mandantes el exceso del impuesto pa- 
gado resulta aún mayor, no sólo por halarse aplicado la tasa de 
8 % corrcsixindicnte al monto de la masa general de bienes, sino 
también de la confusión en qiic se ha incurrido al involucrar en 
una rama y como una sola hijuela, sus respectivas porciones he- 
reditarias, desde el momento que, siendo herederos \nox represen- 
tación, cad;i uno de ellos, dentro de la rama tenía su hijuela pro- 
pia, cuyo momo debió servir de l«se l*ra la aplicación de la 
lasa correspondiente. 

Que justificada la jurisdicción de esta Corle se corrió tras- 
lado de la demanda, el cual fué evacuado a fs. 21 por el doctor 
Roberto I'arry en representación de la IVovincia de Buenos Ai- 
res, exponiendo : 

Que reconoce los hechos expuestos en el escrito de demanda 
y se ¡Tiene a devolver el excedente que ha sido |*rcÍbido por con- 
cepto de impuesto a la trasmisión gratuita de bienes, acatando 
así la jurisprudencia de esta Corte, pero sostiene que los actores 
incurren en 0& petttfo. 

Que, en efecto, aquellos sostienen que eada nieto heredero 
por derecho tic representación tiene su hijuela propia y que el 
monto de ésta debe servir de liase para la aplicación de la tasa 
a»rre<iHHHliente. Bn cambio su parte entiende que la hijuela es la 
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que hubiera correspondido al padre prcmucrto y así lo han re- 
suelto los tribunales <le La Plata, aplicando al caso el art. 356,1 
del Código Civil. Agrega que la regla de la división no es de 
forma. Está intimamente vinculada al fondo desde que tos de- 
rechos del representante son los que hubiera tenido el represen- 
tado en la sucesión si viviera. Por consiguiente, es claro, que es 
al valor de los bienes que resulten de esos derechos, que son los 
únicos del representante, que debe aplicarse la escata del ini- 

Que, amlnis contendientes presentaron de común acuerdo el 
escrito de fs. 25, expresando : a) que la Provincia de Buenos Ai- 
res está conforme en devolver la cantidad de $ 10.647.17 % o 
sea exactamente la mitad de lo alionado por los actores; b) que 
queda en píe la cuestión referente a la hijuela de los nietos que 
heredan por representación, sosteniendo los actores que cada nie- 
to tiene su hijuela propia y que el monto de ésta deije servir 
de base para la aplicación de la tasa correspondiente o sea el 
1.75 % |Kira cada uno de ellos, |»or lo cual mantienen su demanda 
ile devolución de la suma de 16.636.26, mientras que la Pro- 
voincia sostiene que la hijuela es la que hubiera correspondido 
at padre premuerto, debiendo aplicarse en consecuencia la escala 
del 4 por ciento. 

Que a fs. 26, corrióse a tas (Kiries nn nuevo traslado por su 
orden, el que fué evacuado a fs. 27 y fs. 29, II 
para sentencia a fs. 43 vta. 



Que en la presente cansa al lado de las objeciones de carác- 
ter constitucional presentadas con el fin de demostrar la invali- 
dez del art, 39, inc. 7 de la ley de sellos de la Provincia de Bue- 
nos Aires, se formula la de que teniendo cada nieto que concurre 
1*>r representación a la sucesión de la abuela, su hijuela propia 
es el monto de ésta la que delie servir de l»ase para la aplicación 
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de la tasa correspondiente o sea el 175 % t contrariamente a lo 
sostenido i»r el representante de la demandada que opone a aque- 
lla tesis la de que "la hijuela es la que hubiese correspondido 
al j*dre premuerto, debiendo aplicarse, en consecuencia, la es- 
cala del 4 

Que esta segunda cuestión, aún en el caso de no hallarse 
comprendida en los términos de la demanda como se lo afirma 
por la Provincia de Buenos Aires, habría sido incor^rada a la 
misma en razón de lo expresado de común acuerdo por las partes 
en el escrito de fs. 25. 

Que en tales condiciones la coni|»etcncia de esta Corte para 
conpeer también del segundo punto, es evidente, pues, si como se 
sostiene la interpretación <lada a la ley local de impuesto a las he- 
rencias, es contraria al Código Civil, existe por eso mismo una 
cuestión que al igual de la primera es de esi»ecie institucional 
desde que afectaría los principios consagrados i»r los arts. 67, 
inciso 11, 108 y 31 de la ley fundamental. 

Oue en el juicio se ha sostenido que el impuesto cobrado a 
los nietos deduciendo la tasa del valor de los bienes que hubiera 
correspondido a la madre premuerta, contraria las disposiciones 
de los arts. 3566, 3549, 3564, 3550. 3490, 3565 y 3563 del Código 
Civil. La Dirección de Escuelas de la Provincia de Buenos Aires 
ha lomado como lwse del impuesto el valor total de la rama 
Pacheco, que es de 253,504.13, a la que corresponde una tasa del 
4 % según la ley, |>ero, es lo cierto que ios actores siendo seis 
nietos no han recogido esa suma, sino la sexta liarte, o sean 
$ 42.250.68 % con arreglo a la cual corresjiondería aplicar una 
tasa de 175 %. 

Que la representación definida i»r el art. 3549 del Código 
Civillia sido creada a fin de reparar en el interés de los hijos 
el mal que les ha causado la muerte prematura de sus jiartes. Sus 
únicos efectos legales son: a) hacer entrar a los representantes 
un los derechos que el representado hubiera tenido en la sucesión 
si viviera, sea para concurrir con los otros orientes, sea para 
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excluirlos (art. 3562)! y b) hacer por estirjie la división de la 
herencia (art. 3565). 

Que la partición por estirpe es la que dá una parte igual a 
cada rama |»ara que la sulnlividida entre sus miembros con igual- 
dad. La |Kirticiüti i* ir calcas o por i>ersonas es la tjue atribuye 
a cada heredero una porción viril o igual. (Nota ai art. 3492). 

Que de estos dos efectos, el primero, tiende a evitar una 
injusticia y el segundo a impedir la producción de otra que aqué- 
lla rectificación trac consigo. En efecto, si un hijo premuerto 
tuviera hermanos o hermanas sobrevivientes, sus hijos no inxlriaii 
venir por derecho propio a la sucesión del abuelo, pues los des- 
cendientes de primer grado, tíos y tías, por aplicación de la regla 
según la cual los parientes más próximos jen grado excluyen a 
los más remotos, les privarían de todo derecho sucesorio. Para 
rectificar esta injusticia se acude a la representación que coloca 
al nieto en el lugar del padre premuerto, Y a su turno la división 
l>or estirpe corrige la iniquidad que resultaría si de acuerdo con 
la regla general la partición se hiciera por cabeza, pues en este 
caso los hermanos del hijo premuerto verían disminuida su parte 
hereditaria en la misma proporción que aumentara el número 
de nietos, quienes, por otra parte, ya no recibirían lo mismo que 
el padre premuerto, sino más. 

Que una vez cumplido este doble propósito de la represen- 
tación, la ley la altandona jara todos los demás efectos de la he- 
rencia que continúan sometidos a las reglas generales. 

Que ta división i*»r estiras no produce el efecto de hacer 
responsables a los herederos comprendidos en ella de las cargas 
y deudas de la sucesión en proporción del valor de tos bienes de 
la estirpe, sino únicamente en proporción de la parte que a cada 
uno de ellos le corresponde en la herencia. Ars. 3940, 3496 y 3498. 

Que el primero declara terminantemente que las deudas del 
difunto, y entre éstas se comprenden las cargas constituidas por 
los impuestos fiscales, (art. 3474), se dividen y fraccionan en 
tantas deudas separadas cuantos herederos dejó en la proporción 
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tic la izarte de cada uno, hayase hecho la partición por cal*za 
D i>or estirpe. ¥ la nota a lal articulo, abundando en el mismo 
sentido del texto, expresa que ' cuando la |»artición se hace por 
estirpes, todos los herederos en la misma estirjw (en el caso tos 
seis Hielos llamados a la sucesión del abuelo en representación 
de la madre premuerta), 00 están M conjuntamente en 
las deudas y cargas en proiwrcíón de la parte que la estirpe entera 
tiene derecho a recibir, sino que cada uno de los herederos está 
obligado separadamente en la proporción de la parte que es lla- 
mado a recibir de la masa total de la herencia, y la razón está, 
lo agrega la misma nota, en (pie ios representantes no son here- 
deros, sinó i*.r la porción cpie tienen en la parte de herencia que 
correspondería a la persona representada, 

(Jue si de acuerdo con io expuesto, la división de las deudas 
y de tas cargas del>e hacerse en consideración al valor de la fiarte 
que cada uno de los herederos recil»e aún dentro de cada estiqie 
o rama, es evidente que la Dirección de Escuelas de la Provincia 
de Buenos Aires no ha podido tomar otro valor que el pre- 
sentado por anuélla a los efectos de la determinación de la tasa 
aplicable, esto es. la de 1.75 % y no la de 4 % como se ha hecho. 

Que. ]K>r lo demás, si la partición constituye el medio legal 
de transformar los derechos de propiedad rute corresponden a los 
diversos coherederos de una manera indivisa sobre toda la he- 
rencia en un derecho de propiedad exclusiva que recae para cada 
uno de ellos sobre los objetos comprendidos en su hijuela; y. si 
,K,r minisierio de la ley el lote o la hijuela de cada nieto que con- 
curre jmr representación está constituido por la liarte que le 
corregida dentro de la rama o estirpe en que se encuentre co- 
leado con otros, la o] «ración no debe contener adjudicación o 
hijuela alguna en favor del hijo premuerto (aunque su confección 
interna exija una primera y previa división de los bienes por 
ramas t. estirpes para mantener la igualdad con los tíos), como 
seria indispensable para justificar la tesis sostenida 0Of la Pro- 
vincia. Us hijuelas son |Kira los representantes: no existen para 
el representado. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



Que esta- solución jurídica lejos cíe comprometer el princi- 
pio de igualdad se ajusta estrictamente a lo que de acuerdo con 
la jurisprudencia de esta Corte constituye su contenido y defini- 
ción. Aquel principio se cumple* ha dicho ti Tribuna], cuando en 
condiciones iguales se imponen gravámenes iguales a los contri- 
buyentes, y requiere, además, que a la uniformidad relativa se 
agregue la situación de igualdad en que un heredero (en el caso 
el nieto), delie encontrarse rcsi>eeto de todo otro heredero (nieto) 
llamado a recoger una hijuela del mismo valor. Fallos: tomo 
149, pág. 417. 

Que de acuerdo con los arts. 3545. 3548, 3566 y 3301 los 
nietos pueden concurrir a la sucesión del abuelo por derecho pro- 
pio o por derecho de representación. Lo primero sucede de un 
modo general toda vez que el nieto no tiene tíos con quienes re- 
jxirlir los bienes dejados por el abuelo y lo segundo en el caso 
contrario. Cuando los nietos concurren a la herencia del abuelo 
por derecho propio (tal sería la hipótesis de que el causante 
no haya tenido más que un hijo premuerto (arts. 3545 y 3548) 
o indigno de suceder (art, 3301 J o renunciante (art. 3554) de 
la herencia o ausente con presunción de fallecimiento (art. 3555) 
el impuesto sucesorio dentro de la economía de la ley provincial 
examinada, se establece mediante una tasa deducida del valor de 
los bienes que cada uno de esos nietos efectivamente recibe, es 
decir, de la hijuela. 

Etl cambio cuando los nietos concurren a la sucesión del 
abuelo con el auxilio de la representación, la tasa según la ley, o 
su interpretación, ya no se deduciría de! valor de la hijuela de 
cada nieto, sino del valor de lo que hubiera corres|x»ndido al pa- 
dre si viviera. Y es evidente que tal dualidad de criterio, para li- 
quidar el impuesto tratándose de herederos que ocui*an el mismo 
grado cu la línea descendente y recilsm una herencia del mismo 
valor, comprometería la garantía de igualdad ini|Jostiva consa- 
el art. 10 de la Constitución. 

íihservaeíón formulada en autos, de (pie la rama de 
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los nietos Pacheco i>agó menos impuesto que las otras rautas co- 
rresi>oiidientes a los tios y tias. concurrentes también a ta suce- 
sión. 110 produce la desigualdad legal |wrqiic las circunstancias 
son diferentes. L-i desigualdad en el caso nace efectivamente del 
hecho de ser varios los nietos Pacheco, quienes debido a esa cir- 
cunstancia recil>en como herencia liria hijuela menor. Hastaria lia- 
ra demostrarte, la consideración de que si en lugar de ser seis 
aquellos nietos, fin ra uno solo, jugaría lo mismo que sus tíos y 
tías. 

yue la Dirección de Escudas al proceder de otro modo ha 
alterado dis|«>siciones del Código Civil, atribuyéndole a la repre- 
sentación un efecto que no sólo aquél desconoce, sino que expre- 
samente repudia en el recordado art. 3490, violando i>or consi- 
guiente los arts. 31. 67, inciso 11 y 108 de la Constitución Na- 
cional. 

Que en estas condiciones y atenta la conformidad prestada 
por eT representante de la Provincia de Hítenos Aires respecto de 
las Mimas procedentes de la aplicación del art. 39. inc. 7 V de la ley 
de sellos, corresponde hacer lugar a la restitución de la suma re- 
clamada en la demanda. 

En su mérito, de conformidad con lo dictaminado por el se- 
ñor Procurador General y Asesor de Menores, y reproduciendo 
las consideraciones concordantes del escrito de fs. 29, se declara 
que la Provincia de Buenos Aires <tebe restituir a los actores, en 
el término de die* días, la suma de diez, y seis mil seiscientos 
treinta y seis iiesos cotí veinte y seis centavos moneda nacional 
con sus intereses a estilo de los que col>ra el líanco de la Nación 
destle el día de la nolif icación de la demanda, Sin costas por me- 
diar reconocimiento respecto de una parte de la suma reclama- 
da y haber dado la otra lugar a una cuestión de derecho. Noti- 
fúmese y archívese previa redición del pat>el. 

J. FlGUEROA ALCORTA. — ROBERTO 

Repetto. — R. Guido La\ 
— Antonio 
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Fist o Nacional contra José López* sobre cobro de pesos. Excep- 
ciones He nulidad de titulo y prescripción. 

Sumario: Todo género de reclamaciones de la Aduana contra un 
comerciante y vice- versa, que no tenga un término especial 
fijado por ellas, no podrá formularse pasados diez años con- 
tados rtesíle la entrada del buque a cjue se refiere el reclamo 
y desde su salida si se tratase de derecho de ex|Jortacion. 

de las í >rdenanzas de Aduana), 

las piezas 



15 de 1928. 

■ 

Y Vistos: Para resolver las exce^ones de inhabilidad de 
título y prescripción opuestas a fs. 21. 

Y Considerando: 

|* En cuanto a la inhabilidad de titulo delw tenerse presente 
que la constante jurisprudencia ha establecido que, |Kira ser pro- 
cedente, delie fundarse en que el título que sirve de liase a la 
ejecución no está comprendida entre los enumerados en la ley. 

La resolución de la Contaduría General de la Nación co- 
rriente a fs, 7 es un instrumento público que trae aparejada eje- 
cución, de acuerdo con lo dispuesto en el art, 4§S del Código de 
Procedimientos de la Capital, supletorio de lo federal. 

Es, |Kir lo tanto, improcedente la inhabilidad de título, 

2* Respecto a la prescripción alegada, se ejecuta $ 109.683 

en 
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aduaneros pir mercader ía> intriH lucidas Cfmdkionalmcnle en los 
años VHO v 191|, como resolta de las actuaciones corrien- 
tes a fs. 72. 74 y 77; $ 1.82 importe de reparos formulados a tos 
inanifiesius aduaneros militen» 224223 de 1910 y 2.55,1 de 1911, 
y reposición de fojas según la resolución de la Contaduría de 
fojas 7. 

1**1 cobro de Ion re fétidos impuestos se prescribe a los diez 
aíios, conforme lo dispone d art. 43.1 de las Ordenadas de Adua- 
na y en el presente caso, desde los años 1909, 1910 y 1911 hasta 
<1 ne se inició esta demanda, a fs. 10. 17 de Noviembre de 1922, 
ha transcurrido el mencionado termino. 

Por ello se rechaza la exeqietón de inhabilidad de título y 
se hace lindar a la preterición alegada. Kep. la foja y archívese. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

■ 

Bueno* Aires, Octubre 2 de 1929, 

V Vistos: 

Por sns fundamentos se confirma la semencia apelada de 
fs. 20 1 <| ne rechaza la excepción fie inhabilidad de título opuesta 
por el ejecutado y se declara la de prescripción alegada; en con- 
secuencia, no ha lugar a la presente ejecución seguida por el 
Pi-co Nacional contra José López, sin costas, atenta la naturaleza 
de la excepción opuesta. Pe vuélvanse. — M {inclino Escalada. — 
f¡. A. Xtizur Anthorena. — J. /'. Luna. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Rueims Aires, Diciembre 16 de 1929. 

Y Visms: Ksta causa seguida |>or el l'isco 
José López sobre cobro de pesos. 



Que como si* infiere del tkmimento de fs. L la suma adeu- 
dada al Fisco pr»r don José López, procede de diferencias de de- 
rechas aduaneros correspondientes a mercaderías introducidas i>or 
los manifiestos aduaneros números 224. 223 di- 1910 y 2553 de 

1911 con más del 54 ?í> por reposición dé fojas. 

Que, de acuerdo con la última liarte del art. 433 de las < Or- 
denanzas de Aduana, todo genero de reclamaciones de la Adua- 
na contra un comerciante y vice- versa, que no ten^a un término 
especial fijado j>or las t )rdeuanzas de Aduana, no podrá formu- 
larse (asados diez años contados desde la entrada del buque a 
que se refiere el reclamo y desde su salida si se tratase de dere- 
cho de exportación. (Art. 433, última parte). 

Oue en el case» de este juicio las sumas reclamadas corres- 
ponden a entradas o despachos de mercaderías anteriores al año 

1912 y como la demanda ha sido deducida el 17 de Noviembre 
de 1922, es evidente que la prescripción se ha producido. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada. Notifíquese 
y devuélvanse. 

J, FlGUEBOA Alcorta. — Roberto 
Repetto. — R. Guido La valle. 
— Antonio Sagarna. 



Pon Marcos Rif/cUch contra el Ferrocarril Central Argentino, 
por tf evolución de fíeles: sobre competencia. 

Sumario: La suma fijada como límite a la Justicia de Paz en 
caso de concurrencia de jurisdicción, es la de quinientos pe- 
sos moneóla nacional, y no habiéndose desconocido en el 
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fallo recurrido la distinta vecindad alegada por -la deman- 
dada, el conocimiento de la causa corresi>onde a la justicia 
federal. 

Caso: explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DFX SFÑOK PBOCT RADOR GENERAL 



Buenos Aires. I>icienibrf II de 1029. 

En la présenle demanda deducida ante el Jugado de Paz 
de Bartolomé Mitre, Provincia de Buenos Aires, ñor dou Mar- 
ees Hígeltch contra la impresa del Ferrocarril Central Argen- 
tino, por cobro de ilesos, la demandada ha invocado el fuero 
federal, el que, habiendo)* sido denegado, ha motivado el recur- 
so extraordinario de apelación que, en los términos del art. 14 
de la ley 48, trae a conocimiento de V. E. 

El valor cuestionado en autos excede de los quinientos pe- 
sos moneda nacional a que se refiere el art. l v de la ley 927. se- 
gún la interpretación dada i»r V. E. a dicho artículo, al confir- 
mar por sus fundamento*, la sentencia del Juez Federal en la 
causa que se registra eu el tomo 92. pág. 175 y, recientemente, 
al resolver con fecha 5 de Agosto y 23 de Septiembre ppdos. 
Ins juicios sfgntdos contra la misma demandada por don In- 
dalecio Izquierdo, don Salomón Cram y Alísalas, Galanes y 
Cometí ía. 

Oueda jHir ello substraída la causa del conocimiento de la 
justicia de toda vez (|ue, \*tr razones de la distinta vecin- 
dad ile las partes, procede eu este caso la intervención de la jus- 
ticia federal. ( Art. 2". inciso >> de la ley 48 y S. C. N. 121 : 5). 

Soy pir ello lie opinión que oirresjMJiule revocar la senten- 
cia apelada de fs. 100, en la parle que ha podido ser materia 
del recurso. 

Horacio R. Larreta, 
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Riitini!. Aires, diciembre 16 de 



Vistos : 



Considerando : 

lich demandó a la empresa fiel Fe- 
rrocarril Centra! Argentino por devolución de fletes, cuyo im- 
jwrtc se fija en la suma de mil l**sos moneda nacional, ante el 
Juzgado de Paz de Bartolomé Mitre. 

la cxcejición de incompetencia 
con fiuidamento en e! art. t* de la ley 927. en 
razón del monto de la suma demandada, invocándose la juris- 
dicción federal. 





Que esta Corte ha resuelto expresamente que la suma fi- 
jada como límite a la Justicia de Paz en caso de concurrencia 
de jurisdicciones, es la de quinientos pesos moneda nacional, 

que las leyes de!>en referirse a la mo- 
175, entre otros). 

en el fallo traído en recur- 
so la distinta vecindad alegada |X)r la demandada, 

y con arreglo a los arts. 
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Ihm Afimtmi» thulao. trifila c*&h&* «'•'' scrvkfo militar 

Summio: 1* Procede el recurso extrae mimarlo dd art. 14, ley 
4S, en un caso en que si Lien la sentencia recurrida decide 
el punto vn favor tic ta exención sostenida ñor el conscrip- 
to rechaza también la inteligencia atribuida al inciso h) 
del art, 63 de la ley 4707 por el Ministerio Fiscal, desde 
tl ui- intervino en la causa sosteniendo el derecho de hacer 
efectiva la «litigación del servicio militar impuesta |>or la 
Constitución en defensa efe ésta y de la lutria cuya repre- 
sentación ejercita, a todos los ciudadanos que no se en- 
ettentren expresamente exceptuad» tí. 

2* El inciso 1.) del art. 6J de la ley 4707 del* ser in- 
terpretado en forma restrictiva y sólo comprende, por con- 
sciente, al hijo legítimo o natural de madre viuda, sm 
que la exención pueda extenderse por analogía a otras si- 
tuaciones como es la de la madre almidonada i>or el esposo. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 



SENTE N CIA DEL JUEZ 

Bueno» Aires Diciembre 11 de \W. 

]' 1.a causal invocada i«»r el peticionante (atender a ta 
insistencia de madre abandonada por su esposo), no se halla 
expresamente prevista j>nr la ley 4707. pues esta en SU ar- 
lu-tilo 63. inciso hj. sólo hace mención de la madre vmda o.dfl 
la madre natura!. 

*■ Las causales de excepción 8011 de interpretación res- 
inera. C. S. 107, pág. 31*: U0. pág. 207 y KU W l *>- 

l'or ello, de acuerdo con lo dictaminado por et señor Fro- 
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curador Fiscal, m obstante lo pedido jaot el señor Defensor de 
Pobres, Ausenten e Inca|wiees, se declara que el ciudadano de 
la clase de 1W. Distrito Militar X" 3, matrícula individual nú- 
mero .iU.^í Armando Duden», no *e encuentra comprendido 
dentro de ios términos del art, 6.1, inciso h) 
Notiííquesc y devuélvase la lilireta de enrolamiento 
y repuesto el sellado, archívese. 

Eduardo Sunuinito, 




DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bjkiios Airts, Diciembre 10 de 192*). 

Suprema Corte : 

La procedencia del recurso extraordinario de ablación in- 
terpuesto por el señor Procurador Fiscal de Cámara, asi como 
también el fondo del asunto, ha sido resuelto ya jior V. E. en el 
caso análogo de Héctor Manaut, fallado con fecha 26 de Sep- 
tiembre de 1928 (tomo 152, |>ág. 342), declarando que los ca- 
sos de exección del servicio militar delien limitarse a los ex- 
presamente señalados en la ley y, entre éstos, no está el que 
motiva las presentes actuaciones. 

En consecuencia, opino que corresjioiide declarar mal de- 
negada la apelación interpuesta y revocar la sentencia afielada 
de fs. 16. en la parte que ha pulido ser materia del recurso. 

llorado R. Larrcla. 
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Rumos Ain-s, Diciembre 16 de 1929. 

Y Vicios: El recurso extraordinario interpuesto y denega- 
do contra sentencia de la Cámara Federal de Ablación de la 
Capital en los autos "Dodero, Armando, excepción militar", y 
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Cf msidcrando : 

- 

yue el ciudadano don Armando 1 todero lia sostenido la ex- 
cepción del servicio militar, fundado en la interpretación que 
; urihuve ai ar., 63, inciso h» de la ley N v 4707. en razón de ser 
hijo <íe madre abandonada. El señor R*al * 1' Instancia ha 
mantenido a su tumo la tesis de que la letra del articulo no 
comprende ese caso entre los que taxativamente- enumera. 

One ni bien la sentencia de la Cámara Federal ha decidido 
t | ,>„nto en favor de, la exención sostenida por el conscripto, ha 
rechazado también la inteligencia atribuida al inciso b). del ar- 
liculo 63 ,ior el Ministerio Fiscal, desde que intervino en la 
causa sosteniendo el derecho de hacer efectiva la obligación 
del servicio militar impuesta |>or la Constitución en defensa 
de ésta y de la |xuria cuya representación ejercita, a todos los 
ciudadanos que no se encuentren expresamente exceptu os. 
i Inciso ¿\ art. 14. ley 48). . ; 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado |ior el 
se ñor Procurador General, se declara procedente el recurso. 

Y Considerando, en cuanto a la cuestión federal, por ser 
innecesaria mayor substanciación ; 

Que esta Corte ha resuelto reiteradamente que el maso h) 
del art. hS de la lev 4707 del* ser interpretado en forma res- 
trictiva v que sólo comprende, \*>r consiguiente, al lujo legiti- 
mo o natural de madre viuda, sin que la exención pueda exten- 
derse per analogía a otras situaciones como es la de la madre 
abandonada i*ir e! es¡i>oso. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia en la parle 
que ha valido ser materia del recurso. Notifíquese y archívese, 
devolviéndose los autos venidos como mejor informe con trans- 
cripción de la presente y del dictamen del señor Procurador 
< Jen eral. 

J. FlGUEROA AlXORTA. — ROBERTO 

Repetto. — Antonio Sagarna. 



( \) Vn la mi*«"i cau*a se dictó idéntica resolución cu los autos 
■Chavarri, Juan José, excepción militar." 
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Sociedad Anónima Comercial de E.vportaeian e Importación 
"Louis Dreyfus y Compañía Limitada" con el Gobierno \'a- 
cional, por devolución de muí suma de dinero. 

Sumario : \ v IX- acuerdo con los artículos 558 y 578 tic las Or- 
dena Tizas de Aduana, no es iii(lis¡H*nsaMe que el solicitante 
de un Inilcio de emitan |ue cargue twla la cantidad pedida, 
pues, 1c asiste el derecho de declarar "que no quiere em- 
Isircar más |x>r cuenta de ese Ixjlelo." 

2? El artículo 3'-' de la ley 10.349 se refiere, evidente- 
mente, a los lioletos de eml»arque que no hayan quedado 
sin efecto ¡x»r voluntad del cargador en ejercicio de legí- 
timo derecho. 



3 V Sí la sociedad adora usalia de su derecho al 
efecto los permisos de emliaraue jiedidos |*>r ella en el mes 
de Julio, es forzosa la consecuencia de que también y por 
necesaria implicancia [nidia lieneficiarse con el menor aran- 
cel señalado para el mes de Agosto. Y es otro corolario el 
de que no ha sido i»erjudícado legalmente el 

Casa : Lo explican las piezas 

SENTENCIA OEL JUEZ FKDERAI, 



Y Y istos : Los promovidos por la Sociedad Anónima Co- 
mercial de Ex[K>rtacióu e Importación "Louis Dreyfus y Com- 
pañía Limitada" contra la Nación sohre devolución de una su- 
ma de dinero pagada de más en concepto de impuestos. 



Y Considerando: 
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m <m tVha 18 * J» lif > < u ' 1925 - so,idtó de acuer<1 ° T 

dispuso «i el art. 540 de las Ordenanzas do Aduana el l*r- 
m iso ñ&mño para exportar e,i el vapor hieles hyl,n«dale. p 
definí- -i San Vicente, la cantidad de 6,250.000 kilos de Iflge 

en básaa i «4 ■» <1- •>* W% *WS&fl 
número OUUoo v cine deslié, de haber cmlKircaOq WM» 
kilo,, a «i rtnpiirimicnto fué cumplido por el reguardo respe^ 
úvo con dicha cantidad de cereal en Julio 27 de 1925. 

U 1* de Ayosto del año citado solicitó enarcar en elniis- 
m „ vaiK.r v con «i»! destino por boleto número 019.409, la 
cantidad de' 5.5CO.OOO kilos de Irigp a «ratie. g en teto. Dicho 
l K ilrto quedó cumplidu ,*.r la cantidad de 5,299.445 kilos en 
Wnsto K de 1925 y en su oportunidad se practicaron las res- 
pectivas liquidaciones abonando sü &f>Ptfe y dándose en esa 
furnia t >or terminadas las oraciones de enarques. 

Expresa que casi dos años después la Aduana formuló 
tina contra liquidación y un cargo por diferencias de derechos 
£ atoro que dice córresele eu virtud de que la soaedad 
evidenció al cumplir el primer boleto sin haber cargado el total 
solicitado y I.**, hacer im nuevo ludido de embarque, su deseo 
Oe aprovechar del menor aforo defraudando al ®m ¡t> d " 
ftJicia de derecho* existentes entre la fecha de ex,«d.cion de 
UIW v otro Isleto. Manifiesta que la suma cobrada sin derecho 
qw¡ m m&k Uijo protesta y cuya úmmá* 
eieudc a $ 5.124.45 %. Se funda en los arts 3 de la le) I U74 
Z$St S7K SS0 v o69 de las Ordenanzas de Aduana; /** oei 
E¿ ¿íS ¡*é«>. » Je 1» Constitución Nacional <*£»* 

se tontlíne a la Nación a devolver la cantidad reclamada con 
inu-reses y cusías. 

U demandada, por su parte, eu su escrito de. fs. 42. nía- 
aifteto .p,, en cnanto a los hechos se atiene a lo que resulte de 
los ludientes administrativos correspondientes, y en los que 
respecte al derecho aplicable, k demanda carece de todo í«u- 
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(lamenta porque ía misma disposición del art. 3- f te la icy nú- 
mero 11.274 indica cjue los derechos de exportación dehen 
liquidarse en la forma eme lo ha hecho la Aduana en el caso 
suh jttditw 

Agrega que una vez extendido el liulcti» i*ira la exhortación 
lia quedado la <>i*>raritjit finiquitada y si no se ha exigido eí 
previo pago a que alude et art. 5 de la ley 11.274. sino simple- 
mente afianzado los derechos, es porque asi lo permite la re- 
glamentación por las circunstancias cpie en sus considerandos 
apunta. Kl compromiso entre el cargador y la A* luana existe 
desde que se extiende el l»oleU* y los jiagos se efectúan a medida 
que los productos se embarcan de modo que "el cumplido sin 
efecto" delie entenderse que no tiene otro alcance que el refe- 
rente al pago, por cuanto la operación de emliarque debe quedar 
pendiente por el tiempo que la ley acuerda, desde que el art. 508 
de las ( )rdenanzas, no puede obligar sino en forma recíproca. 

Añade que un permiso de eml»arque no puede dejarse sin 
efecto caprichosamente, sino en virtud de una razón que lo 
justifique y una decisión que lo acuerde, y que acceder a la 
demanda significaría comprometer el principio de igualdad en- 
tre tas parles, pues así como el Fisco en el case» inverso no apro- 
vecha las mutaciones que le son favorables, dejando sin efecto 
los folletos de emliarque por las cantidades no cintarcadas, 
Cuando se opera el cambio de aforos, así también c] comercio 
del*e estar a los eamhios favorables o desfavorables que se ope- 
re» en los aforos de las mercaderías documentadas en los bo- 
letos de embarque expedidos. 

Después de formular otras consideraciones, termina pi- 
diendo el rechazo de la demanda, con costas. 

2* Que se ha justificado con las actuaciones de fs. 47 a 
86 la veracidad de los hechos expuestos en el escrito de de- 
manda, tle la suma reclamada y de la protesta formlulada al 
efectuar el pago. Solo queda, j>or lo tatito, a resolver si la 
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Aduana de la Capital lia tenido clerecía l*ra cobrar la simia 
cuya devolución persigue en este juicio la socalad actora. 

> Ooe el art. 55S de las Ordenanzas de Aduana establece 
que tós indis|K-nsable que el cargador cmltarque luda la can- 
tidad pem&í IhhiU- dejar sin embrear parte de ella, y el Kcs- 
mm* devolverá vi l>eniüso con las notas puestas cuando el 
carpidor declara haber cumplid,, su car*." y el 578 diseñe que 
"cuando el Uileto esté cumplid" en su hrta&Nd u el cargador 
declare no querer enilmrcnr más por cuenta de ese boleto, el 
Resguardo se lo devolverá liajo reciln», después de liacer los 
asientos necesarios en sus libros, para que «curra a la Aduana 
a alionar lus derechos correspondientes." 

Quiere decir, entonces, que la ley admite expresamente que 
el carador pueda dejar de cargar parte de la mercadería cuyo 
despacho lia solicitado, sin que sea necesario que exista una 
causa justificada ni una disposición que I» autorice, ya tute 
elli, no está establecido en ninguna dis[>osicion legal; y por 
consiguiente, al solicitar un nuevo despacho, para lo que se en- 
cuentra legalmente habilitado, es evidente que ta Aduana del* 
liquidar los derechos de excitación de ese nuevo t >ernuso con 
arreglo al aforo vigente en la fecha en eme se extiende el res- 
pe^ Meto de embarque «, permiso depósito, como lo dis- 
pon el art. 3 de la ley 11.274. 

En eonsevuencia, es indudable que el pago verificado por 
la actora ha sido hecho sin causa, correspondiendo su rejieticion 
conforme a lo preceptuado en el art. 792 del Código Civil. 

Para í mular la presente resolución cabe tener presente, ade- 
m-í* lo resuelto por el suscripto en los juicios análogos segm- 
oos por \ngel Moreira y Sociedad Anónima Financiera y Co- 
mercial Fuhrmann contra la Nación, cuyas sentencias de fecha 
30 ile Junio de 1927 fueron confirmadas i>or la Cámara Federal 
en t.Hrtuhre 10 de 192/ y l*or la Corte Suprema de justicia en 
Octubre 10 de 1928. 



Véase tamhtcn sentencia del suscripto de lecha 5 de Di- 
ciembre tle 1^27. confirmada por la Cámara Federal en 20 de 
Agosto de l'JJX, caso Dreyíus versos Nación, "(laceta del Foro" 
número* 3735, jlÉ, 4003 y 4.008. . 

Por las consideraciones i|ue preceden, fallo: du'Inrando 
trae la Nación dehe de volver a la Sociedad Anónima Comercial 
de Lxportación e ln>t>»naeióu Louis Dreyíus y Compañía Li- 
mitada, la cantidad fie cinco mil ciento veinticuatro ilesos, cua- 
renta v ciñen centavos moneda nacional, con intereses a estilo 
Maneo de la Nación Argentina desde el día de la notificación 
«le Ta demanda. 

Las costas en el orden causado y las comunes por mitad, 
atenta la naturaleza tle la cnttsa. Nulifíquesc, repóngase el se- 
llado y oponnnameiite archívese el. expediente, previa devnlu- 
ción del administrativo adjunto a su proeedencia. 

Saúl Sf\ BsCúfatK 

SENTENCIA l>K LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Aires. Octubre 16 de 

Y Vistos: 

Por sus fundamentos, *e confirma, con las costas tle esta 
instancia, la sentencia apelada de fs. W>, que declara ipic la Ufa 
ción dclie devolver a la Sociedad Anónima Comercial de Kx- 
portiíción e Imporlaeión Louis Dreyíus y Cía. Ltda., la canti- 
dad de cinco mil ciento veinticuatro i tesos, con cuarenta y cinco 
centavos mi metía nacional, con intereses a estilo Manco de la 
Nación Argentina desde el dia de la notificación de la demanda. 
líq»ói léanse las fojas en primera instancia. — Rodolfo S. /*Y- 
rn-r. — .\funrlino Escalada. — H. A. A'uair .littltornui. — |, 
l\ ¡.una. \ 
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FALLO UF F.A I ORTE Sl'FKFMA 

Buenos Aira, nieieinhrc IK tk I92ft 

V Yisn->: el iuioin M'-ni'lo por la Sociedad Louis Dreyín- 
v fia. Ltda. contra 1;. Naci»n por repetición -1.- sumas |K^ada> 
sin SWSá< en WWO de impuesto a la exportación, yentdo por 
recurso de apelación ordinaria r^jmt-sto por el Kiseal o .otra 
el íall.. «te ta Cámara Federal de Ablación de I" Capital, i|ur 
hace Iti^ar a la demanda, y 

Considerando: 

í'Hie ta firma Loitis D^fus y Cía. solicitó ,1c la Aduana 
, k . líTVj^ital o-n fecha IS de liilin de 1925, permiso para nn- 
l.arear con mtórventicwi (leí Kesgiíártfo ¿i ^ ,,ri '" <W vapor ¡n^éi 
t-yliiifíilnte con destín» Sun Vicente, sei* iiíititmet* duseiemus 
cincuenta mil kilogramo. «Ir mi;» i'» u ' Ua * 11 :t ^ r;mH ( ís ' * MJ> ' 
Ouc puti t;il Entelo '1*' emliarmte f m 1 ■ 'i> orcwU* hasla el 
¿7 de" Julio de 1"25 un mi'lnu enauma > uní quinientos 

cincuenta v cinco mil kil. ;'r;iiii„. -cywii resulla de las anota- 
ciones de! resguardo que eu hi ntftna ícetia pracifeó el resu- 
men de la cantidad t..ial cml arcada. V>. 51 vía. 

(Jne de adíenlo con tos arts. 55K y 57* de la> ( >rdeiian/a- 
(le Aduana, no c, indispensable que ei -olieitantc de un Meto 
de rmliíiniuc ear-ue trida la cantida.l pedida, en el caso los 
0.250.000 kilogramos, ¡mes le asiste el derecho de declarar "míe 
no (jiiiere eml «arcar mas |*>r cuenta de ese Iwletn." 

<¿ue esta manifestación de voluntad no impuesta en forma 
expresa por el ari. 57*. pttedé resultar de actos que la presu- 
pongan o autoricen a presumirla y no requiere i>or consúmente 
una pnulKi escrita o formal i»or parte del cardador (art. 1145 
Códijío Civil). Kas propias ordenanzas permiten inferirla de 
la tramitación administrativa impresa al boleto de exportación. 



Kn efecto, de acuerdo con tos arts. 552. É53 y 55íj de las ( >r- 
denanzas. el 1 mielo f|iie el Resguardo recibe del cargador debe 
serle devuelto ;i éste liara que lo lleve a la Oficina de Registro: 
ai cuando lia concluido el embarque autorizado en él; h} cuan- 
tío solo ha embreado una |>arte de lo permitido (art. 558). 

■ 

ta disposición de lu ley en la primera hijiótesi* tiene una 
explicación lógica: cumplido el permiso sólo resta verificar la 
liquidación y pago ríe los derechos respectivos. Kn el segundo 
supuesto la devolución del permiso con las notas de la carga, 
solo se coucihe cuando el cargador ha manifestado al Resguar- 
do su resolución de no eiolwrcar más por cuenta de ese lx>leto. 

(¿uc el l*>leto de 18 de Julio de 1925, a iRsar de haberse 
cmbircado una mínima izarte de lo autorizado en él, fué de- 
vuelto al cargador según asi resulta: a) del resumen de las no- 
tas de lo emljareado formulado i»or el Resguardo con un sello 
y la firma de uno de sus empleados en «cumplimiento de lo or- 
denado jior el art. 550 ; h) de la intervención de la Oficina de 
Registro, acreditada bajo una firma ilegible, que dice "Re- 
gistro. Julio 31 de 1925." 

Que, por consiguiente, si es el cargador o su agente quien 
|Mir disposición de la ley (art. 556 ) debe llevar el boleto a la 
oficina de Registro y si. por otra jarte, no se cundí* la devo- 
lución del Uiteto por el Resguardo, cuando no se ha emliarcado 
la totalidad de la cantidad autorizada por el permiso, sino en 
la hipótesis de mediar la declaración del cargador de no querer 
emliarcar más, resulta evidente en el caso que sea manifesta- 
ción se hizo al Resguardo el 27 de Julio, día en eme aquél puso 
las notas sobre lo cargado en cumplimiento de lo ordenado por 
los arts. 558 y 578, devolviéndolo al interesado. Se explica así 
que el 1>oleto ajwirezca el 31 de Julio siguiente en la Oficina de 
Registro donde había sido llevado necesariamente por el car- 
gador o sus agentes en cumplimiento de las propias disposicio- 
nes aduaneras. 

Oue cu estas condiciones forzoso es concluir que los actores 



244 FALLOS PE LA 



han usado del derecho que les confieren los arts. 558 y 57S de 
las Ordeñarlas de Aduana antes del 31 de Julio de 1925. ha- 
llándose diMuustra.ln también, en forma auténtica, la manifes- 
tación ile mi descstimicnto fiara seguir cargando por cuenta del 
hottítO de 18 de julio. 

Qiie es, i- tactivamente, cierto, de acuerdo con el art. ,V de 
ta h> X" 11 .-'74 (reproducción del art. .V" de la ley 10.34'.* > que 
las Aduanas deben liquidar los derechos de exornación cou 
arreglo al atoro vigente en la fecha en i|ite fué expedido el rc>- 
! activo ÍHileto de embarque* aforo que se determina mcnsual- 
inente conforme a Ip estatuido en el art. * de la misma ley. 
¡•ero. también lo es que al susiKlkho art. 3* eviclentenientc se re- 
liare a l«»leio> de cinkirqtic que n ■ hayan quedólo sin efecto l*> r 
v.»1„ntad del cargador en ejercicio de un legitimo derecho, igual 
razonamiento cor resalid* aplic-r al decreto del Ministerio de 
Hacienda que ordena cumplir los búlelos jk embarque cu el or- 
den cronológico según el cual fueron ex^didos. tt "" ,, 
13". 41S. K1 art. de ta ley 11.2/4 declara expresamente 
en vigor tudas las disposiciones de las < irdenauzas de Aduana 
Én lo'que concierne al pn *ct ti miento y las penalidades estable- 
cidas en las mismas, sin excluir |*.r cierto las referentes al de- 
sistimiento parcial de los 1 míelos de embarque. 

< >ue. -i pues, la Sociedad adora úsala de su derecho al 
dejar sin efecto los |>ennisos de cintarque pedidos por ella en el 
mes de Julio, es forzosa la consecuencia de que también y l>or 
necesaria implicancia podía l*ncíeiarsc con el menor arancel se- 
ñalado ,«m el mes de Agosto, Y es otro corolario el de que no 
ha sido ,K-rjiidicado legalmente el fisco. Este no tenia derechos 
adquirido, sobre los impuestos de exncifUKMWi conforme al afo- 
ro del mes de Julio pór cuanto el precepto del art. # de la ley 
ll.Jp que los hace nacer, presupone, como se ha dicho, la sub- 
sistencia de los permisos de unltarquc con relación a ese mes. 
l-allos; tomo 139. |«'ig. 41& 

Ku su mérito y por los íimdamentus de la sentencia fie » 
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Instancia, se confirma la apelada de iV I l ( >, revocándosela en 
cuanto a las eo>tas <|ue se declaran |Hir su orden, atenía la na- 
turaleza de la cuestión debatida, Nutiíiuuesc y devuélvanse re- 
poltiéodose el {>a|jel en el juzgado de "rigen, 

J. Fkukroa Auorta. — Roberto 
Rehtto. — R. Cuino T-a valle 
AxToNJO Sauakna. 



Prúvmeia de .Wf</ mntra tiou /tutu (iottlitu) y i/'*» Carlos Sc- 
rrey. Sobre tutluhitt th' información posesoria. 

Sumario; 1" Hs ¡rrcvisilik* por la Corte Suprema por vía del 
recurso extraordinario del art. 14, ley 48. una decisión <|tic 
desestima la excepción de incompetencia de la justicia local 
fundada en la falta de comprobación de la calidad de ex- 
tranjero invocada por un vfce-CÓnsul, y de 110 halarse pro- 
lado cjiie el otro demandado haya trasladado su domicilio 
a la C apital Federal. 

2 f Habiendo la sentencia apelada tenido por acreditada 
la calidad de vice -cónsul invocada por uno cíe los deman- 
dados, y negado la jurísilicción federal establecida i>ara el 
caso |xir el inciso & del art. 2? de la ley 48, atribuyendo a 
tal fin al ari, 10 de la misma una inteligencia <|ue comporte 
la negación del privilegio fundado por el recurrente en una 
ley nacional, procede el recurso extraordinario de! articulo 
14 de dicha ley. 

3 V En relación a los cónsules extranjeros los preceptos 
de los arts, 100 y 101 de la Constitución han sido regla- 
mentados i>or la ley 4K* estableciéndose: a) que las causas 
en que se versen los privilegios y exenciones de los cónsu- 
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les y vice-ctiiiMilus en su carácter público, corresjiondc i fe 
jurisdicción originaria de la O.rk. \ri. I". inciso #{ ti) 
<pie el cciiHHrimii uto de las caucas .pie versen sobre negó 
cios iwrtkularcs «le mi cüiimi! o vicc-cóu>ul extranjero, co- 
res] Hiinle a los j inris nacionales .le sección en primera ins- 
tancia .Art. 2", inciso M 

4" Admitida |w»r la sentencia la calidad del v ice-cónsul 
de Alemania invocada por el demandado y tratándose de 
una euntieuda. -pie por su naturaleza aleda solamente los 
negaos particulares de aepul, sin comprometer sus ¡un- 
ciones públicas, el conocimiento de la causa no corres^nde 
:i b juncia Wal ron forme al art. *. inciso .1" de la ley 4K. 

5- |.a existencia del fuero federal respecto de los ne- 
gocios particulares de los cónsules y vicecónsules, es pri- 
vativa y exeluveute de toda otra jurisdicción (art. 12. ley 
-Mi y no SC encuentra sometida a la exigencia limitativa 
del art. 10 de la misma ley. cuya letra se refiere puramente 
;1 la naeinnalidad vecindad de lodos los niieml.ros de la 
sociedad o comunidad. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes i 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Diciembre ll de 10*). 

Suprema tone: 

Ks verdad í|ue por la resolución de ts. É& el Sujicrii.r 
Trtluitial de justicia cíe Salta lia denegado en esta causa el fuero 
federal que invocaron oportunamente Ims demandados, pero ello 
„„ IS suficiente para determinar la intervención de V. E. con 
ti fin de revisar dicha resolución por medio del recurso cx- 
trannlinarin de apelación del art. 14 de la ley +«. que ha sido 
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interpuesto para ante esta Corte Suprema y acordado |>or el 
referido Tribunal, 

En efecto, la decisión recurrida no contiene pmnuuciamien- 
lu alguno sobre puntos de derecho federal que puedan motivar 
la instancia re í crida. 

í.a incidencia aparecí- decidida por razones de hecho y 
prueba relativa* al domicilia o nacionalidad de los demandados 
v ¡wír hn^rpretacKin y ¡aplicación de disposiciones de derecho 
común, ajena-* a dicho rcCtirsci (ari. 15. ley citada) V suficien- 
tes, por si solas para sustenta? el faíío recurrido con presetu- 
deneta de cualquier ctuMión de carácter federal que pudiera 
haberse promovido. 

Asi lo liene uniformemente resuelto esta Corte Suprema. 

Hs por ello que opino que deW declararse mal concedido 
el recurso para ame V. K. interpuesto a fojas 315. 

11 Oí tu ¡ti K. Lurnlth 

FALLO DE LA COÍTE SUPREMA 

RtitiHis Aires. Diciembre 20 de 1*J2V. 

Y Vicios; v] pie-ente recurso extraordinario deducido en 
el juicio sejiuido por la l'mviiicía de Salta contra Juan (iottlmg 
y Carlos Serrey ¡.ubre nulidad de información posesoria. 

Y Considerando: 

Que los demandados han fundado la incompetencia de la 
justicia ordinaria de la l'rovincia de Salta para conocer de la 
reivindicación, no sola en la circunstancia de tener uno de ellos 
su domicilio en la Capital de la Nación y ser el otro extranjero, 
sino también en la calidad de vke-cónsul de la República Alema- 
na que reviste don Juan (iotiling. 

Que las sentencias de 1* y ¿* Instancia han desestimado la 
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excepción acerca de lo primero, fundándolas en la falta de cmii- 
protíaeión de la calidad tfe extranjero invocada ]*>r el vice-cón- 
stñf y, además, en el lucho de no autnrizar la prueba producida 
la conclusión de que el Dr. Ser rey ha trasladado su domicilio 
a la Capital Federal, V acerca de estas dos cuestiones no cal* 
duda que In sentencia es ir re viable jior esta Corte \x>t referir- 
se a pumos de hecho y de prueba excluidos expresamente del 
recurso extraurdinarin por el art. 14 de la ley X" 48 y pí» la 
jurisprudencia invariable del Tribunal, 

í hw no sucede lo mismo respecto *U 1 desconocí mi emú fie la 
competencia lasada por uno de los codemandados en el ante- 
cedente de ejercí-i en Salta las fum iones de vice-cónsul de Ale- 
mania. Las sentencias de ambas instatUias tienen ]>or acredita- 
da la calidad invocada, fiero niegan la jurisdicción federal estable- 
cida para él caso |>or el ine. $» del art. 2* ele la ley X- 4S, alri- 
huyendo a tal íiu al art. 10 de la misma una inteligencia que 
comporta la negación del privilegio fundado por el recurrente 
en una ley nacional. La procedencia del recudo extraordinario 
acerca de esta cuestión es visible de adíenlo con lo dispuesto 
por el art. 14. ine. 3* de la ley X" 48. 

Ei) su mérito, oído el señor Procurador General, se admite 
el recursu extraordinario re<]*vtti de este punto, declarándose 
.jnr no procede acerca de los dos primeros. 




.One correan nnlc a la Corte Suprema y a ios tribunales 
inferiores de la Nación el eou< cimiento y decisión de las causas 
concernientes a embajadores, ministros públicos y cónsules ex- 
tranjeros. Ka Corte Suprema ejercerá su jurisdicción por ape- 
lación según las re-las y execciones que prescriba el Coiigre- 
so; pero tu indo» los asuntos concernientes a embajadores, mi- 
niaros y cónsules extranjeros y en bis que alguna provincia 

fuere pane, la ejercerá originaria y exclusivamente. Artículos 

1<M1 y MU de la Constitución Nacional. 
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Que en relación a los cónsules aquello* preceptos lian si- 
do reglamentados por la ley 4X de. 14 de Septiembre de 1S63, 
estableciéndose en ella: ;H que las bausas en que se versen los 
privilegios y exenciones de los cónsules y vtee-cónsules eti su 
carácter publico, corresponde a la jurisdicción originaria de la 
Corte, art. I'-', iuc. 4"; l>) que el conocimiento de tas causas que 
versen solire negocios |>anieulares <le un cónsul o viceJeóusul 
extranjero corresponde a los jueces nacionales de sección cu 
primera instancia (art, 2*, inciso 3*|« 

Ouc esta distinción responde al concepto corriente en la 
doctrina internacional según la cual tus cónsules carecen de ca- 
rácter diplomático y, por consiguiente, no gozan de las exen- 
ciones e inmunidades que acuerdan a los ci ni tajadores, miiiis- 
tros. etc., {tero, en razón de ejercer la representación del país 
que los envía, de que rccilion una delegación de poder para el 
desempeño de las funciones que les están confiada-, les son 
acontados ciertos privilegios indispensables para llenar su mi- 
MÓn, por ser inherentes a1 ejercicio de ta jurisdicción atribuida. 
Ks en esta inteligencia que la lev 4S ni -n ;trt, 1" circunscribe 
la ci mi] tet encía originaria de esla forte a los casos en que se 
afecten los privilegios y execueioues de los cóiimiIch en su carácter 
púMkii. Fuera fie este supuesto esi?i Corle carecí- de jurisdicción 
y el caso quedará comprendido cu la deferida a lo* jueces de sec- 
ción para entender en los negocios particulares de los cónsules 
o vtee-cónsules extranjeros. I'allos : tumo 1J.>. pág. 154 y los 
;dli citados. 

íjuc admitida por la sentencia la calidad de vire-cónsul <le 
Alemania invocada ]tor el deiuaiidado y tratándose de una eon- 
tieñda, que ]>or mi naturaleza afecta solamente los negocios par- 
ticulares de aquél sin comprometer sus funciones pú Micas, el 
conocimiento de la causa no corresponde a la justicia local con- 
forme al art. J". inciso 3* de ta ley 4K Fallos: tomo 102. psí- 

- 

gtna 1U7. 
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Que la existencia de este fuero nacional respecto de los 
negocios particulares cíe los cónsules o vice cónsules, es lava- 
tiva y excluyeme de Uwla "ira jurisdicción {art. 12, ley 4tf), y 
no se encuentra sometida a la i-xit;eucia limitativa del art. 10 
de la misma lev. cny.i letra se refiere puramente a la naciona- 
lidad vecindad de tod"s los miembros de la sociedad a co- 
munidad orno expresamente 1" lectora la última iwirte del ar- 
liculo al decir "con arreglo a lo dispuesto en el inc. 2-' del art. 2. 
y no al caso de la jurisdicción federal establecida para los eón- 
sules y v ice-cónsules por el inciso 3 V . 

Kn mérito de estas consideraciones se revoca la sentencia 
apelada en la parte que ha ikxIkU» ser materia del recurso. Mo- 
lifiqúese y repuesto el pai>ei. devuélvase. 

J. Fio vero a Amorta. - Roberto 
Repetto. — R. Gliixj La valle, 
— Antonio Syoakna. 



Pon Manfredi Bacujalupo. juncia a ta Cotn^hi F.xphnuhra 
,ic Tkrra del Fuaio. por ii*fnuuhni<hi winumm. 

Sumario: JE* C arece de vaW el permiso acordado i*>r un g# 
bernador interino de territorio en funciones aduaneras pa- 
ra trasladar al exterior (Chile), una punida de animales 
fanares con el objeto de esquilarlos, si aiarece que tal auto- 
rización gtilH-rnativa fué dada contrariando una resolu- 
ción anterior del Ministerio de Hacienda dictada en un ex- 
pediente iniciado v seguido por la misma compañía acusa- 
da (Falos: tomo 151. pág. 157) y sin que se hubieran lle- 
nado el requisito que la condicionaba, o sea. el afianza- 
miento de los derechos, conforme a las normas generales 
(art. 1" del decreto de 4 de Agosto de 1920). 
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2* Una huelga de carácter revolucionario acentuada con 
incendios y utros estragos como la que se declaró en las 
regiones de Lago Argentino, Fuentes de Coy le. Turbio, etc.» 
un Octubre de 1920 hasta el 16 de Febrero de 1921, según 
es público y notorio, controlada cotí informes del Jefe 
de Policía del Territorio de Santa Cruz y del Ministerio 
del Interior, constituye un caso de fuerza mayor que trac 
aparejada irresponsabilidad jx>r actos 
infrinjan las normas jurídicas 



SENTESCIA 1>F. JI'KZ LETRAIJO 

Río (¡altiw*. Mayu 10 de 1928. 

Y Vistos: Este juicio seguido contra la Sociedad Explo- 
tadora de Tierra del Fuego, i>or denuncia de defraudación a la 
renta aduanera, de la que resulta; 



Que a fs. 1 se presenta ante la gobernación fiel territorio 
don Maníredi Bacigaíupo, y denuncia que en los días finales 
del mes de Enero del año 1921. la Sociedad Lvvplotadora de 
Tierra del Fuego ha trasladado de la estancia Fuentes del Coyle. 
de este territorio, a la República de Chile,, la cantidad de cua- 
renta y cinco mil calumas de animales lanares, sin balicr oblado 
los derechos aduaneros correspondientes, fundando la presente 
denuncia en las disposiciones del art. fi*' de la ley N* 10.349. 

Que ordenada la instrucción del sumario correspondiente 
por la Policía, a ís. 4 se recibe declaración a José Roldan, quien 
manifiesta: que saín* i*or habérselo dicho un tal Rosario Al- 
vares!, que de la sección Palique fueron transmutados a terri- 
torio chileno cuarenta uñí animales lanares y para hacer esto 
i más que liajar el alambrado. 
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A fs. 6 declara el testigo Rosario Alvarez y manifiesta que 
sal* que entre el 15 de Enero y mediados de Febrero, fueron 
pasados a territorio chileno a los camjios de la Compañía Explo- 
tadora de Tierra fiel Fuego, cuarenta mil lanares mas o menos 
v eme pora | sisarlos sólo echaron el alambre al suelo. i»or estar 
"en el ¡imite, 1» que sabe imrqtie en esa étxica t retajaba |x>r esas 
inmediaciones. 

A fs, 7 declara Jcmh Üuymes, capataz de la estancia Cerro 
l'alique. quien manifiesta que durante los meses de Enero y 
Febrero del año citado, la sección Cerro Palique i*isó a terri- 
torio cbileno más o menos cuarenta mil animales lanares y mas 
adelante manifiesta que de estos allánales volvieron unos vein- 
tídós mil seiscientos. 

A fs. 9 declara el testigo Jovino Vázquez, quien dice: 
que desde el IS de Knero basta el 15 de Febrero jasaron a terri- 
torio chileno de la estancia Fuentes del Coylc de la Sociedad 
Explotadora de Tierra fiel Fuego más o menos veinte mil ani- 
males lanares ; que. esto le consta ]M>rquc el deponente se en- 
cuentr:i establecido en el paso real y i>or las manifestaciones de 
los mismos arreadores de las haciendas. 

Que a fs. 15 presta declaración el administrador de la es- 
tancia Fuentes -leí Covle. don Ricardo Unezzary, y manifiesta: 
fine durante los meses fie Knero y Febrero del ano mencionado, 
fueron pisados fie la estancia Fuentes fiel Coyle a territorio- clu- 
lenn. alrededor diez v ocho mil lanares; a fs. 19 amplia su dc- 
elración, manifestando que sal* por referencias que los arreos 
que fueron trasladados a Chile ¡tan munidos tic la autorización 
enrrespoudíente otorgada \mr el sulicomisario Juan Carlos Ló)>ez, 
A fs, 22 vuelta declara el testigo Florentino Cuello y ma- 
nifiesta que salie que la Sociedad Explotadora de Tierra del 
Fuego pasaba arreos de lanares a territorio chileno, ]»ero igno- 
ra si éstos ¡tari munidos de las guías correspondientes. 

A fs. 32 es elevada esta causa al Tribunal Letrado y a fs. 
34 se corre vista de las actuaciones al Ministerio Fiscal, pre- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



253 



sentándose a fs, 3K el apoderado de la sociedad denunciada doc- 
tor titeólas Barros. 

A fs. 66 vía. se manda dar traslado de la excepción de pres- 
crípeión interpuesta ]x>r la sociedad demandada y se forma in- 
cidente i**r separado que m*$ agregailn [>or cuerda (exp. 482. 
año 1924 j. el «pie se substancia en el mismo. 

A is, 99 se declara la causa del fuero criminal y se pasa en 
vista al Ministerio Fiscal para ijue produzca acusación. 

A fs. 107 obra la acusación del apoderado del denunciante 
y acusa a la sociedad demandada como autora del delito de de- 
fraudación por ÜÜ exportado de los establecimientos Pali- 
que y Fuentes del Covle. ubicados en territorio argentino, a te- 
rritorio chileno, durante (os meses de Enero y Febrero del año 
1921, la cantidad de sesenta y cinco mil trescientos cuatro ani- 
males lanares. \wr los cuates no lian p¿$0 1«» derechos co- 
rres^indientes y pide se te aplique los derechos fiscales con más 
ta pena luminaria que le cnrres|Km.lc, de acuerdo a lo (pie de- 
terminan los arts. 61 de la ley 4933; 67 de la ley X* 11.281 ; 6» 
de la ley 10.349. 1025. 1026, 1027. 102* y 1037 de las orde- 
nanzas de Aduana. 

Kl Ministerio Fiscal en su requisitoria de fs. 114. expone 
que de autos surgen pruebas suficientes para comproltar el de- 
lito de defraudación cometido por la sociedad denunciada y pí- 
ete se le aplique una pena de inulta equivalente al valor de los 
efectos estriados en fraude a la renta fiscal, más los derechos 
correspondientes, de acuerdo a la liquidación que deU-rá prac- 
ticar la Aduana local. 

El rq>resciitante de la sociedad denunciada en sti escrito de 
fs. 121. alega: "La ignorancia de la ley" y la dificultad de su 
aplicación en las apartadas regiones de este territorio en razón 
de las grandes distancias que separa a los contribuyentes con 
las autoridades encarga* las de su incepción, la imijosibílidad 
ile tas comunicaciones y en muchos casos el desconocimiento de 
la forma f de ta autoridad que debía aplicar dicha ley. "Motivos 
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de la fexportiCÍOfl de animales que ongina esta denuncia", por 
estas circunstancias alega <|uc dada !a situación geográfica de! 
establecimiento de la sociedad denunciada, tienen la necesidad de 
trasladar en iuviermi \t* animales a sus cani|x»s uliicados en Chi- 
le. \hít ser estos Uijos. y en verano volverlos a los campos en te- 
rr ¡lorio aTgetUinn. los cjuc son altos, donde por su altitud, ni) i Hie- 
den resistir los quides trios del invierno: *\w dichas operacio- 
nes las hacían todo* los años, con el corres|»ondieme permiso de 
la goher nación del territorio, que era la encardada de tal misión, 
lo que eomprtteki e.»n los expedientes administrativos agregados 
a este juicio, cuyo control lo hacia la policía de Kio Turbio, y que 
*en ¿ate caso abm cu su pode* una caria del comisario de policía 
de dicho punto, ipie autorizó dicho procedimiento. Que en cuan- 
to a la hacienda transitada de la sección Fuentes del Coyle. 
dio tué debido a míe con motivo de los hechos delictuosos ocasio- 
nado, por la huelga de dicho aflo, lus huelguistas destruyeron to- 
das las iustataeii.no de trabajo del citado establecimiento, lo que 
motivó la necesidad de llevar las haciendas a la sección ubicada 
en Chile, para mi esquita, por lo que previamente se pidió auto- 
rización a la fcoher nación del territorio. 

\ fs. |£¿ vía. se abre a prueba el juicio, produciéndose la 
que obra de ís¿ 134 a l* n . ceb brandóse la audiencia de infor- 
mc tu race a fs. llamándole autos para sentencia a ís. 207. y 

Considerando i 

1. gúe por la denuncia de fs. 1 : testimonios de Rosario Al- 
vare? ú h. 6¡ JaKti iiinuu> » iV J»vino Vázquez a fs. l >: 
Kieanlo Laticra/zy a í>. 15: Florentino Cuello a í>. 22 y mani- 
festactíHtes del repiv-eiuaiue de la sociedad denunciada, se esta- 
blece el hecho de la exportación de anímalo lanares a territorio 
chileno. 

U. I'ara poder determinar la impuiabilidad o irrepoj^ahili- 
dad de la Sociedad denunciada, corresponde analizar todas litó eir- 
cun-taueia- i viniente- aligada- por el alujado defensor, contó 
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a>í también las corresjiomlientes a ta acusación del Ministerio 
Fiscal y querellante particular. 

fíl, ignorancia ilc Iíi ley. 1-íi sociedad demandada como de- 
fensa alega ta exiincntr ht responsabilidad, .1 mérito a la distan- 
cia cu que se encontraba ubicado el islalileciniieiito ganadero, 
la> dificultades de ia- comunicaciones y la ignorancia de las auto- 
ridades encargadas de su aplicación. Kmpcro. esta excei>ción es 
Ímpn>ecdcme. por cuanto, la ley 10.349 que grava con impuesto 
de exportación a lo.- [julianos ile la ganadería y agricultura, fué 
sancionada ron fecha t M de l'ncro de 19! 8, la que según la in- 
terpretación dada por la Suprema í "orte Nacional en un caso aná- 
logo, expediente pafatitlMo "FisÉb Nacional y Miteiades Viraso- 
m t taima contra TUe Mi «me Minero Sbeep l ; arnmig O" Llda". 
dice: "La ley fué («ÍWicíula en esla Capital el illa 2i <le Huero de 
BlÁ y aún atando es indiscutible la obligación de la compañía 
de satisfacer tos impuestos corrrspuiKlicmes a la, extracciones 
de lana y de eneros eí editados eou posterioridad a esa techa, no 
c* ^miUc imponer por ellas ninguna sanción punitiva, desde que 
l„r la situación del < -lableeínuenio Mi el extremo Stul.de la líe- 
pul, lúa y a centenares de kilómetros de la capital del territorio, 
Los administradores lócale* no lian ludido tener milicias oportu- 
nas de la sanción de la ley irtl positiva, sino muchos flirt- después 
de publicada ésta en la Capital de la Nación y porque la aplica- 
ción de leves penales en las condicione- apuntadas valdría tanto 
como darles efecto retroaciivn vulnerando ta preciosa garantía 
futiflameiital. íjue. otra parte, el solo conocimiento de ta san- 
ción legislativa "mi habría bastado para que las autoridades adua- 
ñeras de Santa Cruz hubieran podido aplicarlas, desde que ello 
deludía fiel aforo del derecho que meitMiaínunte practicaría la 
comisión establecida |H.r la misma ley y fie la reglamentación que 
debía dictar el l'odcr Ejecutivo, hechos q;ie tuvieron lugar en 
]„s flias subsiguientes a la promulgación de aquella y que uceesa- 
riamente fueron ignorados i«>r las mencionadas autoridades llan- 
ta después del 12 de Kchrem" . . . Pero ¿fl el caso $0 /»(*'"<<'. 
ÜO ocurre b mismo .pie en el fie referencia, pues la denuncia se 
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refiere a efectos exportados en Enero y Febrero de 1921. tieni- 
]ío más que suficiente i^ira tener conocimiento de la lev y cuando 
ya estaba n cargo de la administración de las aduanas del terri- 
torio, la ípiliiTimciun local, como asimismo lo demuestra el hecho 
de que la propia denunciada ha recurrido a dicha autoridad, so- 
licitando permisos para efectuar of oraciones tic exjiortaeióii. 

IV. Motivo* de la importación tíc animales que origina esta 
denuncia. El represéntale de la sociedad demmeiada. como defen- 
sa g&íeral mvoca ti hecho de que en nw'm de la situación ideo- 
gráfica del estahteeimittito sección Palique, en fpte se hace ne- 
cesario el traslado de las haciendas a otra sección ubicada en 
t'liílf. donde existen pastoreos de invierno, |>ara luego retornar- 
la a la Argentina, cuyos campos son altos y feq pueden resistir 
los grandes frios. 

Que dichas operaciones las hacen todo* los años con permiso 
■ Ir la gobernación y con contraU-r di la |m1ieía de Rio Turbio. 

A esté repulo <s necesario buscar elementos de inicio en 
loa existientes administrativo^ iniciado* ante la gobernación 
del terrítOtrío» qüc era la autoridad encarada dé las tramitacio- 
nes aduaneras y de su ci nitral >r r 

Asi tenemos : 

ai Kxpediente X' 1006, Cjité corre agregad*, a f». 17?, CU 
d que consta que la suciedad denunciada, solicitó fie la goberna- 
ción del territorio, al autorización para invernar en territorio 
chileno, los lañare- de su propiedad existentes en la sección IV 
lique. eti cantidad de cincuenta y un mil ochocientos treinta y 

nueve, etnno asíiusuto, preceder a su esquila, comprometiendosv 

abonar los derecho* correa nímbenles a lo* animales no retorna- 
dos. Como a~i i"- ouTi>p< ijidienti". a la lana esquilada ( ÍS. 173 i, 

I .a -i.iu rnación tttól territorio por resolución de Pecha 4 de 
Agosto de l iJ -**> ( fs. 17$), acce¡tlp a lo - ¡licitado por la soldad 
demandada y a ITS -i> acepta el pago de la liqit dación prac- 
ticada, por ta lana y los animales rio retomados a territorio ar- 
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gemino, cuya boleta de depósito obra a fs, 179, y que dicha su- 
ma eorresi>onde a ochenta y dos mil cuatrocientos veintiún kilos 
de tona v a veintinueve mil ciento veintinueve animales lanares. 

■ 

li i gti el fex^etÜptfcfi \" v 351. afm 1921. a fs, 165 obra una li- 
quidación practicada por los repreguntantes de la Sociedad Ex- 
plotadora de Tierra del Fuego: en la que consta el número de 
animales trasjiortndos a Chile. los retomados y la cantidad que 
aún falta llevar, para los cuales ofrecen el afianzamiento de los 
derechos, que lo hacen efectivo con un cheque que es aceptado, y 
eoiieedido d permiso correspondiente por resolución de la go- 
bernación del territorio de fecha 21 de Marzo de Í9$t, que co- 
rre a fs. ffifri 

c) tiste pennisti otorgado iw>r la gobernación del territorio. 
>e refiere a la solicitud de fs. lt>2. ]>or la cual solíeitatian afian- 
zar los derechos corres|M ludientes a las haciendas (pie debían de 
muladar a t érro C astillo, territorio chileno, en razón de que el 
movimiento huelguista había destruido las maquinarias y ga1j>o- 
nes (le esquila en forma completa, que les imiHisibilitaki \ ¡radi- 
car esa Qperacit'íii y dado la e|«ica avanza* la para hacerla, < - que 
si ti íei talan el permiso, a cuyo hecho s e refiere la resolución fie 

fs. y***- 

di l-i parte demandada también agreda como prueba de la 
legalidad de mis procedimientos, nna carta dirigida por el comi- 
sarío de policia de Río Turbio, dmi Juan Carlos» Lójiez, de le- 
cha 1$ de Dii iembn* de 1920, al administrador de la estancia de 
la sociedad, en Cerro (¡nido, lu que dice: "Como tendré necesi- 
dad de ausentarme a la zona de Río Turbio por asm i tus del ser- 
vicio, basta más o menos el 20 del actual, no podré ir a esa a 
efectuar el control en la esquila de los animales de Palique, por 
lo mulo, puede iniciar el trabajo cuando quiera y después pasaré 
yo a buscar un detalle completo." 

A fs. 142, obra un informe evacuado por la gober nación de 
t-te territorio, en el cttal.se hace constar que utl el mes de Di* 
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riemhre del año l 1 »-*». el ton i i -.1 rio de l'ultcía. don Juan Carlos 
López, se encontraba a cargo de la comisaría tic Cerní L*aJÍ€|ue. 

A ís. 15Z se encuentra practicada una |ktícki caligráfica de 
?r.> peritos nombrado* a tul efecto, señores Domingo BerteS&ae y 
José Liegeois, |«.r la que Nicen cottátár que tlesntléa dé haber 
cotejado la firma que aparece tu d doemuento de Es. 151 con l^s 
remitidas \*tr la Jefatura de l'olieia que forren de l->. 1+4 a I4S. 
(legan a ía coneju^ión de que pe*fcen*cen a Juan Carlos l.ó|>ez. 

\ Fuer ya may.ir ocasional la el movimiento huelguista. 
La -.ciedad demandada alega necesidad «¿fe tuvo de íncrza 
mayor para trasladar de territorio argentino o territorio chileno, 
las haciendas que aún Ir J'altakin esquilar. j«.r motivo de- la des- 
trucción por pane de l«'S huelguista*, de lo> maquina- 
rias t jJWtalíiCtones d«1 estahleciiuiciiiti de la sociedad y que les 
imposibilitaba seguir nal tajando. 

\hora bien a íiii de avalorar el grado de mérito y el valor 
lega! de esta exilrtertte, para %W pueda reputarse como circuns- 
tancia que funde una irresponsabilidad l>eiiai de la imputada, 
prnc. (le m$\m !■ l*niel»a producida en este juicio a tal rcs|«clo. 

E&a circunstancia que alega la parte demandada, se lusa 
en ti Gíintenido de despacho telegráfico de íá, |5& 

A ív 1 54 se agrega un oficio del jefe del distrito de correos 
de esta eapítítl. por el c|l|C hace constar que el despacho en cues- 
tan. p..r la letra 0.11 que está escrito, pertenece al empicado de 
la repartición don Alfredo Rcíour. 

El mencionado despacho se encuentra redactado en idioma 
ingles > en clave, motivo por lo cual se designó perito l radneU.r 
a don David C. ttilliams. cuya nefp* obra de is. 155 a 158. la 
que en síntesis, fe: *9 de Febrero de 192% La sección Coylc 
íué atacada ayer tarde por huelguistas. l*a maquinaria de es- 
quila íué totalmente destruida y saqueado el deposito de provistu- 
iies. v ' Kn esta situación, el despacho telegráfico de referencia, 
debe ttiirrse como instrumento público, desde el momento que 
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no lia sido observado jxir ninguna de las partes litigantes, me- 
reciendo la fe c|ue la ley le dá a esta clase de documentos. 

A fin de determinar el mérito de esta circunstancia, debemos 
analizar la prueba producida |ior la parte demandada con res- 
pecto a la compri^Eición de los hechos delictuosos que ocasiona- 
ron los perjuicios de que hace referencia el despacho telegráfico 
en cuestión. 

A fs. 139 obra un oficio de la got>cruación del territorio 
cuya i>arte i>ertincnu\ dice: "K1 primero de Octubre de 1920 se 
inició el |iaro de los trabajadores de campo eti este det»ar lamento, 
asumiendo luego una situación de violencias que determinaron el 
envío de fuerzas militares j»ara si) focarlo. Donde más se acentua- 
ron Un. daños por incendios y otros estragos a la propiedad, fué 
en la imne Oeste, comprendiendo las zonas del l-ago Argentino, 
Fuentes del Cuy le y Turbio. A fines tic Enero de 1921. se di- 
solvieron los grupos subversivos y poco tlespués se normalizó la 
situación," 

Este informe también debe considerarse como mi instru- 
mento público, pues pnícede de una reiKirtición nacional y eva- 
cuada en carácter oficial, la que no habiendo sido observada 
merece entera fe |xir tal razón. 

De la pruela analizada precedentemente, llegamos a la si- 
guiente concluí- ion ; 

a) (¿ue i«>r las consideraciones enunciadas de las letras A a 
1) del cuarto capitulo de esta sentencia, está su f id en teniente de- 
mostrado que la hacienda trasladada a Chile por la sociedad de- 
mandada, lo ha sido de conformidad al permiso otorgado a tal 
efecto |ior la gobernación del territorio, según deerelo que corre 
a fs. 17o. y en virtud de facultades privativas de dicha autori- 
dad, la que en e>a eimca. se encoiitrala a eargo ríe la adminisl ra- 
ción de lat» aduanas <lel territorio cuyo contralor estatuí delegado 
a la Policía, el que en este caso era efectuado por el comisario 
de Policía de Cerro Palique, cuya comprokicióu está demostrada 
con el documento obrante a ís. 141, 151, 152 y última parte del 
decreto de fs. 176 vta. 
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b) Oue asimismo, por la prueba analUada en el consideran- 
do V. se demuestra que en la é>»ca de la segunda cxiionaeión 
del año 1921, d movimiento subversivo de l"s huelguistas, cine 
azotó éste territorio, lo que es (le público y notorio, destruyo las 
maquinarias y galpones de esquila del establecimiento ganadero 
de la sociedad demandada, como se encuentra corroí* irado por 
el informe oficial de fs. 13**. cn fonación a que se refiere el per- 
miso solicitado a ís. IftJ. cuyo aíiau/amieuLo es acepiado por la 
hibernación ilel territorio a ts. Kj6. 

Qm proktdo en esta forma la eximente que se alega, y la 
conformidad manifestada de la sociedad denunciada, a pagar los 
dereclios que pueda adeudar, cuyo afianzamiento lo ha hecho 
efectivo, pira lo cual expone los motivos «pie determinaron el 
liecho tk la exportación susodicha, es evi.lenle que se lia obrad" 
en una circunstancia especial de fuerza mayor, determinados por 
el esUttío subversivo y de caos en que se encontraba el territo- 
rio < n ai piel la época. 

Si bien e> cieno que las cuestiones aduanera* se rigen ]>or 

Uye> especiales, no es menos innegable que su aplicación y 
procedimiento e^tán determinados \ntr las leyes guales y, en 
eonscneitcia, dehetl ser tenidas en consideración, las eximentes 
que el C ódigo Penal legisla en sus casos especiales. Al respecto 
el doetor Ismael Basaldúa, en su obra "Legislación l'enal Adua- 
nera", dice: "Al hablar en el capitulo I. de los elementos; de los 
delitos e infracciones aduaneras, dijimos que el agente debía ser 
,Hir lo menos capa/, de voluntad para (pie pudiera imputársele 
las consecuencias penales del hecho. De este principio, que con- 
sideran ir is perfectamente aplicable a esta materia, dedil j irnos co- 
mo ron secuencia, que no seria posible castigar a los que hu- 
bieran procedido en estado de demencia <■ pudieran haber sido 
arrastrados a cometer el lucilo por una violencia física irresis- 
tible, o \*>r caso fon ni lo o de fuerza mayor. 

"Verdad es. que de estas circunstancias no hacen mención 
la- ordenanzas ni la ley de Aduana, pero ellas (aún enando rara 



vez püfden presentarse en ln práctica), üelwn ser tenidas como 
causas eximentes de pena también cu materia aduanera, pirque 
están o m signadas en el Código Penal (art. 34, incisos 1" y 2?) y 
éste c> supletorio de las leyes iguales especiales en cuanto no dis- 
pusieren lo contrario (art. 4 V Cód, Penal vidente), 

"De modo, qué las causas eximentes de pena, las pudríamos 
itividir en dos clases, «pie llamaríamos: a* causas generales del 
derecho común; ti) causas fie la ley 



Las cansas del derecho común, ya lo hemos . 
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haber procedido en estado de locura o amistado por fuerza, fí- 
sica irresistible, caso fortuito o fuerza mayor. 

"La circunstancia de que las leves aduaneras no lomen en 
enema ta intención criminal a sea el propósito de ejecutar un 
acto ilícito y hacerle producir sus efectos, significa, en ma- 
nera alguna, que la ley pueda llegar hasta el extremo de castigar 
el hecho de un sujeto incapaz *le voluntad o que no ha podido 
proceder libremente. Se requiere por lo menos une el agente 
sea capaz de voluntad y une esa voluntad haya podido ejercitar- 
se lihremente. Ksto es evidente, pues no se concebiría una con- 
dena pronunciada contra una persona que lia sido arrastrada a 
cometer una infracción, sea j>or una violencia física o psíquica, 
sea jKtr un caso fortuito o de fuerza mayor. L"u demente, por 
ejemplo, no rxxtría ser declarado responsable de una infracción. 
Tampoco lo sería (piten probara que la infracción proviene tic 
un cast* fortuito o de tuerza mayor; es decir, de circunstancias 
absolutamente independientes de su voluntad, que no lian podido 
preverse ni evitarse", págs. 23 y 50. 

Vi, L>ue el Ministerio Fiscal y el representante del denun- 
ciante en sus respetivas acusaciones hacen mérito para ella ele las 
declaraciones de los testigos, que obran en el sumario, sin que 
hayan producido prueba alguna al respecto que corrobore y fun- 
damente sus argumentaciones y dado que ha prosperado la exi- 
mente de re^iMJiisabilidad, alegada por ta sociedad denunciada, es 
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inútil entrar ;t analizar las ti i -timas circunstancias eme las mis- 
ma?, contienen, 

j'or estos fundamentos, no obstante lo aconsejado por el Mi- 
nisterio Fiscal y fluereUanie jwirticular y jo tli^imeslo en los arts. 
M. m¿ 2* del £¿a%> IVnal y 13 del Código di- Procedimientos 
cu lo Criminal, fallo: absolviendo a la Sociedad Kxplotadora de 
Tierra del Fuego, de ta i>ena de multa ]>or defraudación a la 
renta aduanera, míe se le simie en esta causa, sin |K?rjuicio <le los 
derecho* eme adeude al Fisco de acuerdo a la liquidación que 
oportunamente ilelierá practicar la Aduana IbM, emi costas a la 
demandada. llágase saher. regístrese y consentida ijiie sea, cúm- 
plase — Jacinto A\ Miranda. Ante mi: Luis i alhutans. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERA I. 

l a Plata, Junio 14 <k- 1«i29. 

Y MiStOS* \j* recursos de apelación interpuestos contra la 
.entencia dictada a ís. 22U jjpt fíl Juez Letrado de Santa Cruz 
en la cansí Maní redi ¿kctgaíupo contra la compañía Kxplotadn- 
ra «fe Tierra del FltegOí por defraudación al Ktscci, y 

O insidfiaudo ; 

Une *ohre>eida dcfinitivanietile la causa por delito de eonfra- 
batldo *n auto M Ji«as Letrado de Santa Cruz de fecha 7 de Ju- 
lio de V*2\. no recurrido ;t ese respecto (exp. X v 4S2 del año 
|oj„\ agregado t ><ih> eorn'sjioudc resolver en este proceso acer- 
ca del mérito de la denuncia formulada a ís. 1 por don Maní redi 
liacigalup» (le haber trasladado la Compañía B%\ dotadora, entre 
l.^s días íinale* riel mes ele Etób y primera .miiuecna de Fe- 
brero del año l''-?L hacienda lanar en eantidad aproximada de 
cita renta y un mil cabe /a* a la República de Chile sin oblar el 
impueMu eMahlividu por la ley de exportación V" 

Qjite tetando enmprnliaila e*a exportación y reconocida |mr 
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la compañía denunciada, si liieri sosteniendo no Uber obrado 
clandestinamente y haber jugado los corresjK ludientes derechos, 
el Tribunal delie apreciar las circunstancias que habrían imj>Hi- 
do el estricto cumplimiento ríe la ley. invocadas por la defensa, 
y si lates cxportaciófafc a pe>ar de esos defectos» han podido 
]>;isíir de*apercíbidas a las autoridades aduanaras en perjuicio de! 
Fisco Nacional, requisito indispensable para el fraude. 

Otte el úllimo traslado ríe animales lanares a que se refiere 
la denuncia tuvo luj^ar cu Kehrcro fie 1921 y sólo al año siguiente 
se establecieron las oficinas y se habilitaron los caminos para el 
Masito de ganado en la región de la cordillera publicándose eu 
el mes de Abril de 1922 el folleto oficial, agregado a fs. 2í>5, 
con las norma* de prmed ¡miento la fiscal i /ación y desdi- 

dió de las operaciones de imanación y exj«irtación en los te- 
rritorios de Neuqueu. Kio \*e<;ro, Chulilit y Sania Cruz. Este 
antecedente explica las deficiencias imputables a la administra- 
ción pública que han quedado evidenciailas en la cansa y las di- 
ficultades que necesariamente luvo la cnmjKUua fiara esas ot»era- 
ciones en la época expresada en la denuncia, unido al hecho de 
tener aquella mis tierras y las dqiendeticias de la explotación ga- 
nadera simada* a uno y otro lado de la frontera con Chile, lo 
que le exilia un frecuente removido di- mus lanares de uno a otro 
territorio, removido que habla venido siendo |>er fértilmente lí- 
eito en virtud de la plena liUrtad de comercio que rij;ió al Sud 
del paralelo 42 hasta el ano 1918, eu que se implantó el régimen 
impositivo de la citada ley X" 10.349. 

De ahí el permiso solicitado jior la compañía al Gobernador 
de Santa Cruz, cuando tío habla ai luanas, resguardo, destacamen- 
to ni <-v legación en esos ¡Kirajes. jwira invernar los lanares en te- 
rritorio chileno hasta el 30 de Septiembre de 1920, y el solicita- 
do en lidio o de ese año ( ís. 175 i a CS€ misino funcionario, que 
era la autoridad aduanera correspondiente, para llevar de nuevo 
los animales retornados hasta aquella éjH>ca. o sea al finalizar el 
invierno, para efectuar la esquila en ferro tundo de territorio 
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chileno, "hujn compromiso de trasladarlos en seguida a territorio 
argentino y alonar en la ti u nía de cnstumhre lo* derechos «le 
exportación sohre la cantidad de lana cosechada" omiu se cx- 
prcsalra en la referida solicitm! He Julio de 1921). 

Que habiéndose acordado |>rcvi» iníortiic de entila* luria ese 
permiso, cuy-i termino — a falta de un» exprés» — se entendió 
ajr tuda la época de ta esquila, y tialiiéndoso «lado por la com- 
pañía »jKiriun» aviso del día que iniciaba esa íaena el empleado 
encargado de stt contralor, el comisario de |>olicia de Cerní Pa- 
lique (fs. 141. 151. I3J y última parte de la resolución de fs. 
170 vta.). no puede sostenerse que IhiIni clandestinidad en lus 
procedimientos de la comí «mía, cualquiera que fuese el valor 1e- 
de esa autorización, la <l"e al efecto no puede ser anulada, 
como es nhvi». por la piisterior al hecho de Marzo 17 de 1*>¿1 
( fs. 17Ki. La posibilidad de la infracción queda excluida con ta- 
le> antecedentes aún en el supuesto de halterse realizado la es- 
quila stu la intervención del ágeme aduanero, el comisario de C c- 
rro Palique, desde -pie esa ¡insularidad no |mdria oponer^- a 
la acusada, 

t Jne. a mi vez, si bien es exacto que del traslado de ganado 
lanar desde la arción Fncntt $ del foyle, en Febrero de W2h só- 
Ifi gc| hilVin» de-pucs de haberse realizad» sin la debida vigi- 
lancia, tal .unisón re-nlta lialier sido forzosamente determinada 
por el grave movimiento agrario que agitó a Santa Cruz desde 
< utubre de Í$M a Febrero de según consta de autos y es 

de pública notoriedad, y que se intensificó en la reglón donde 
está Minada ti t-Malilccimíeiil» de Fuentes del C'oylc de la t'mu- 
pañia K.x piulad» «ra (itifortne de ts. U'M. cuyas máquinas de es- 

ijnila íner Instruidas por lus hmlguistas y saqueado el dejió- 

síiii de pniviMimcs.cn sus desmanes de S de Febrero de Vil. 
ui míe luinarott pre>o además a vari"» empleados del tMahlcei- 
miniin. coftm üc- denunciara a la gobernación del lerríilorío en 
telegrama de í- 153, Ért esta situación de violencia en una están- 
cia simada a tloscicJilos secuta y ciño, kilómetn» de Rio l fallemos 
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(iní, ik- fs. KA i, cuantío la ->olicía desaparece de los («rajes ale- 
jados de la Capital del territorio y las comunicaciones regulares 
se suspenden, aquel removido de ganado, hecho sin el contralor 
normal en salvaguardia de los propios intereses, sin apoyo de 
autoridad alguna para evitar los atropellos a la propiedad y a 
las personas, exportación de la «pie se suministra en seguida a la 
autoridad los «latos necesarios fiara el |Kigo del impuesto, de 
acuerdo con el régimen del |iermÍso otorgado, no puede ser tam- 
poco legalmente imputable a la compañía, dado que las circuns- 
tancias de fuerza mayor míe excusan la responsabilidad respecto 
de los delitos necesariamente la excluyen también respecto a la 
contravención aduanera. 

Otte. por otra parte! el solo antecedente de halier presentado 
ta compañía su manifestación de fs, 163, cuatro días después de 
la denuncia de fs. L¿ pétú de acuerdo con él compromiso contraído 
al solicitar el permiso concedido muchos meses antes, no. podría, 
aún sii|miiieudo a la acusada conocedora de esa denuncia, ex- 
tremo míe no se ha proliado, servir de Isise. aislada de todos los 
demás antecedentes y de la situación real ya contemplada para 
inferir la presunción de fraude sostenida |»or la querella. 

t Jue ante las condiciones indudablemente irregulares en que 
se desenvolvía el régimen fiscal de la ley X" 10.349 al segundo 
año de su vigencia, y después de las consideraciones heclias. ca- 
nc concluir, de acuerdo con lo afirmado por la defensa en esta 
instancia, míe los derechos sobre esas exportaciones se han co- 
brado en razón de las presentaciones y liquidaciones de la pro- 
pia sociedad explotadora de Tierra del Fuego, sin que se haya de- 
mostrado, no obstante tantas deficiencias. |kt juicio alguno para 
el Fisco, que es al fin la razón primordial de las jienas -H>r con- 
travenciones a las leyes de impuestos. y 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con los fallos de la 
Corte Suprema de Justicia sobre defraudación a la renta ele 
Aduana, en las causas seguidas contra la sociedad Monte Di- 
nero Shcip Faníiing Ltda., de 5 de Agosto de l«2l y contra la 
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West India < >il Omipauy de 11 de Mayo de 11»2K. res^-cti Yánten- 
le, se confirma la sentencia apelarla en lo i triiicipal y si revoca 
.11 cuanto a las costas, que serán pagadas en el orden causado. 
Hágase silnr y devuelva-e. Bfiui. — /ii/fo /; - 

ray. — A\ . I. LfiffUt&ttnáit. 
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llnt'Tuií. Aires. Diciembre 20 de W29. 

Y VÍ>to>: T.:i causa |>or defraudación aduanera seguida mu- 
irá la Compañía Kxplot adora de Tierra del Fuego. venida |w 
apelación ordinaria del denunciante y del Ministerio Fiscal con- 
tra Á íallu tic la Cámara Federal de Plata, que ahsuelvc a 
Uis acusados, v 

Considerando: 

- 

Que. conforme a ta denuncia «fcl Sr. Man f redi Hacigalu|Mi 
< fs, \ *. y acusaciones (fiscal y particular, fs. 107 y 114). la in- 
fracción lase del proejo en examen consistiría en <|ue la Coto* 
pañi» Explotadora de Tierra del Fuego dueña de establecimientos 
ganaderos denominados "Cerro Palique" y "Fuentes de Coyle'" 
en la Argentina, y "Cerro Castillo" en Chile, habría pasado de 
aquéllos a é&e, Ún permiso ni afianzamiento de derechos» ni 
o.mralor aduanero, alrededor de 45.000 animales lanares, entre 
fines de Enero v primera quincena de Febrero de 1°21 ; esa iiv- 
fraeeión, prevista en el ari. 6- de la ley 10.340. de impuesto a 
la exportación y en U arts. 1025 y 1026 y concordantes de las 
i >nlcnan¿as de Aduana (ley 4'Ulh |wr lo que corresjKmdc apli- 
carle umita \»*r valor equivalente al de las mercaderías exporta- 
das en fraude, más los derechos pertinentes. Los fallos tic prime- 
ra y segunda instancia llegan :i la conclusión de que no hay 
írandr ni infracción alguna, en el sÜ2¡ lite. Jorque fe» acusados 
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obraron, en |»arte. nm autorización en forma de la Gol>ernación 
del territorio, que ejercía, en esa c^ica. las funciones aduaneras, 
y en liarte, Imju el imperio de fuerza mayor consistente en la vio- 
lencia ejercida por lo> huelguistas revolucionario:, r[ue cansaron 
graves trastornos, en general en el territurio, y un particular en 
el establecimiento - Fuentes (te Coyle" de la Compañía. 

Que, (le autos, surgen liten documentados aml>os hechos o 
circunstancias estimado* o uno eximentes por las sentencias del 
señor |uez de Santa Cruz v de la Cámara it <¡iu>. Ku efecto, a 
fs. 175 y siguientes corren testimonios de actuaciones iniciadas 
por Klliouruc y Slatis, de la Cnm|jañía denunciada, y según los 
cuales en Julio de l n 20. los aludidos pidieron prórroga de un per- 
miso anterior a vencer el Mi de Septiembre, |>ant esquila e inver- 
nada en Cerro Guido por carecer de iustalaeiones en Cerro IV 
tíijue; la sección |n>licial del lugar in formó que t ía fácil el con- 
tralor; Contaduría, míe no enuncia ninguna dispi isicióu que se 
opusiera al peí lid» y. con esos antecedentes, la Gobernación con- 
cedió lo solicitado previo afianzamiento de derechos en Conta- 
duría y contralor |>or la autorización policial; y, en cuanto a la 
huelga revolucionaria con gravitación especial sobre cosas y hom- 
bres de "Fuentes de Coyle" está plenamente prolndu con las co- 
municaciones de los acusados (ís. 143 a 157 l. informe de la Je- 
fatura de Policía del Territorio (ís. 139). informe del Ministe- 
rio del Interior (fs. 327). 

Que el permiso acordado i*ir el Gotternador interino Correa 
Fafcón (fs. 176 y vuelta), no bonifica los actos que se denun- 
ciaron y <|tie son cabeza cíe este proceso: a) |H.rt|lK\ al conceder 
prórroga del permiso anterior acordado en Julio "para inverna- 
da", con el fin de |>ermitir la esquila en el exterior, contrariaba 
la resolución del Ministerio de Hacienda de Noviembre 23 de 
1"IX. dictada en el expeliente N» 3754 S. 1918. iniciado y segui- 
do por la misma Compañía acusada y que, i>or lo tanto, no puede 
ampararse en los errores de la autoridad aduanera, conforme al 
principio sentado por esta Corte en el fallo del tomo 151, pág. 157 : 
h> porque, aún rccoiuK'iendo validez a dicha autorización giúVr- 
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nativa, la Compañía t*> eumplió unu de los requisito* <p' L * ' a 
eondieÍ..nal>au. decir, ti afianzamiento ile los derechos confor- 
me a las normas generales aduaneras {art. 2* del decreto de 4 
& Agosto de 1920). fs. 1/f» y vuelta de tpic aparecen notifica- 
dos ElWtnic y Stalcr. Eli cuanto a la información policial, sí el 
SUbcomfeoria kppez lio estuvo o|Nirt unamente en el puesto desa- 
nudo, río es Imta (os ©«pssiOi^rios dejaran Mía realizar 
deíitiidamenic su esquila. 

Une tampoco puede ampararse la acusada en eí antecedente 
del caso fisco Nacional y Mikíades Virasoru contra la Suciedad 
Monté Dinero Schcep Fanninji Coffipatl)? por violación a la lev 
[Q.M'K cuyo fallo eslá ii^eru. en el lomo 144. pátf. MI. pues el 
hecho imputado a diclia lom|>añía ocurrió en M 8 ppc^S días 
de>pm's de promulgada la ley de impuestos a la excitación que 
cambíala radicalmente el redimen nacional sobre la materia y que 
«O pmlu ser oportunamente conocida en min detalles en el extre- 
mo austral de "l al". Vtígpn*»" donde la acusada tenia sus c>- 
tableeinncnios. No liay paridad de cirenmtancias powflife no solo 
el hecho ¿itl> m ocurrió rt líríes di- 1^20 y principios de 1921, 
es decir, dos años dopués de dictada y reglamentada la ley. sino 
«pie. como ya queda explicado, cu el expediente 3754 S. 1**18. la 
( ompañía Kxploiadora de Tierra del Fuego demoMró conoci- 
miento de ta ley y de las especiales instrucciones del Ministerio 
de Hacienda en lo que es materia de este juicio (fs. 324 y -Í25 ). 
Si "donde está la razón de la ley. allí también debe estar su dis- 
P-.sicion". se comprende qtie «o puede hacerse extensiva una cx- 
Ciisa eximente a una in tracción de la ley. míe siempre y especial- 
mente en materia aduanera dehe ser de estricta interpretación, 
cuando es nuioría la falla de tós caracteres que justificaron el caso 
traillo como similar. 

One en cambio la excusa de fuer-xa mayor fundada en la 
huelga revolucionaria es justa y calie aqui la aclaración de tjne 
ella no está fundada simplemente en prueba testimonial que con- 
trarié el artículo de las < >rdei tanzas de Aduana, como se expresa 
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I» ir l;i acusación, pues aparte lo público y notorio del becho y sus 
graves repercusiones, existen los informes del Jefe <le Policía 
del TfttrittMo «le Santa Cruz y del señor Ministro del interior 
■ im- la definen claramente ni >u- causas. periodo de iniciación y 
duración, m la zona di- gravitación y en lo> caracteres <|ue asu " 
mió ffs. l.W y 3J7¡. De ellos resulta inte se inició aproximada- 
mente en Octubre de \ l )2D¡ míe fué turnando caracteres violentos 
en forma progresiva y acentuada con estrados v incendios en el 
Sud-Osti-, regiones de "Lago Argentino". "Fuentes de Coyk*. 
"Turbio", etc. y qm\ recién en ln de Febrero de 1921 terminó 
el movimiento. Si las denuncias de Klhournc y Slater. de los 
destrozo* de maquinaria- y prisión de |»crsonal en ios primeros 
días de Febrero Os. 143. 153. 155 y 1 57 K coinciden con esas 
informaciones oficiales, ninguna normal legal se puede n^mcr 
a su aceptación como pUna pruelKi. 

One elidía causa no está excluida, ni en la ley ni en la jurís- 
prudeitcia, de tas que traen aparejada irresponsabilidad por actos 
ipie aparentemente infringen las normas jurídicas aduaneras. La 
fuerza mayor irresistible está contemplada en el derecho civil y 
en el penal como una circunstancia cpic. viciando el libre consen- 
timiento y la libre voluntad, quita validez a los actos del pr ¡mel- 
ca ráeter y res|ionsabiÍidad criminal a los del segundo (arls. *HK1 
v 'Mí* del Código Civil, art. 34. iuc. 2" del Código Penal) y el 
alcance que la acusación da al art. 1057 de las t )rdeuanzas de 
Aduana y a la doctrina que informa, los fallos de esta Corte al 
aplicarlo, es t i [invocado en cuanto les atribuye el concepto de li- 
mitar al ' error evidente e imi>osib1e de pasar clesapareciUido" la 
causa eximente de rcsf>onsab1i<lad por infracciones aduaneras, 
pues ningún interés social ni supliera meramente fiscal puede 
justificar comisos. o multas al que. como lo advierte la defensa, 
sorprendido por nn huracán o un estado de guerra imprevisto se 
ve obligado a entrar al |aís o sacar de él. fuera del tiempo de- 
jos lugares y tle las formalidades reglamentarias los bienes que 
la Constitución y los principios elementales de lummnidad ponen 
por encima de normas ordinarias, que, desde luego, presuponen 
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un estado de regularidad institucional, un órdeu público que 
consistí-, en Rem-ral. "en la seguridad de los poderes del M 
en el libre ejercicio de las instituciones p.muea*. mediante la t;a- 
rantia que la autoridad presta a la efectividad «le las leve*. prc- 
víniendo todo atentado o movimiento subversivo y en la conser- 
vación «le la propiedad y «le la> persona* jior la protección que 
la autoridad \wmt& a tocjos kis habitantes, entura cualquier agre- 
sión violenta que ptícto experimeuuir", «|iie es 1» que talló eu 
Sania C ruz, en las z««tia> d«>ndc la Compañía acusada tiene sus 
otat>lceimiem«.s durante la huelga de 1VÍU-21. que constituyó 
«,„i 4>stadii revolucionario o mira todas las manifestaciones de la 
villa y .leí orden". ( tnf. del Ministerio del Interior, fs. 32 \ . 

f >ue no es justo limitar al momento en que los huelguistas 
hicK^ií irriqición en el establecimiento de Fuentes de tf.yle". 
.1e>irnyen«l«i cosas y áprisii manilo |iersouas, la eximen le «le fuer- 
za mayor, desde qfre la subversión se inició en Octubre de l r >2<) 
y fué extendiéndose y adgtiiríéndd virulencia "en todo el terri- 
íurio de Sama Cruz y ®k pirticularmente en la zona Sud hacia 
la Cordillera", y un remedio se concede o se reconoce i*ira que 
sea eficaz cintra el mal. I-a previsión más simple aconsejaría a 
indos los pobladores «le la zima afeela.la. carente de fuerzas pú- 
blicas defensivas basta la intervención del ejercí lo nacional, al 
propio resguardo «le sus ] personas y bienes con prudencia y anti- 
eíparión; y, por lo demás, la denuncia, las actuaciones del Go- 
iMTna.l.ir Y/a y lo fundamental <le la acusación se refieren a los 
traslados de hacienda ocurridos entre fines de Fuero y primera 
quincena de Febrero. 

Our no >c ha demostrado ni intentado demostrar que sean 
falsas las cifras dada* fio* la t'.mqañia Explotadora de Tierra 
del Fuego, ref érenles a la cantidad de animales ex j Mirlados y 
ret«.rna«los, así como a la cantidad de lana, producto de la es- 
«inila, que quedó en Chile, de manera que no hay elemento de 
juicio que autorice la presunción de fraude» y en cuanto a las 
demás deficiencias que se señalan por la acusación sobre caminos 
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•clegift"* I 1 "™ rl i' íl ^' de u ; t»a*his e individualización «Ir W 
misttiosi cabe nun mi cuerna tío s&lo Ja namniíeai de la causa 
eximente ya examinada. *¡n« laminen la íaha de una re^lamen- 
tactón orgánica y previsora rjue recién apareció en Agosto de 
1922, como i*on>¡:> ui I» púy. fie las in«irucciwps agregadas a 
f>. Jíi5 y .^17. .Vntes d»- esa fecim, el t iulientaiinr de Santa CtW 
rexihia las cuestione* mereute*» a esos detalles observados. Nota 
íle ís. M& e iíinn na- cié la Inspección (¡enera! de lientas de ís. 
,51^, ii« i puniendo tUurse ;i la resolución del Gobernador Yza de 
Marzo 17 de P'JI i iV 17* eíeeto retroactivo -«ra nulificar y 
dar carácter delictuoso a htHíltos anteriores, j^njue esa reso- 
lución n»« li> dice v porque íifoíitis lteclu»s habían salido dt* la ju- 
risdicción aduanera. Art, 1034 de las Ordenanzas, 

Ku su mérito v nido el seüor Procurador General, se con- 
firma la sentencia reeunida en indas sus |taries, con las cosías 
en i-ita instancia también en el mdt ■ caucado, atenta la ualtira- 
lexa de las cuestiones debatidas y el inanieuimiento di- la acusa- 
ción íiM-al. Hayase saWr, repóngas-c. devuélvase. 

J. Fl(ít'KROA Alcorta. — RotUÍKTO 
Kkpktto. — R. Crino Lavau.e. 
— Antonio S\<;arxa. 



* 

Dan fosé Molitkt Jth ii cor 'ra ta $foiét$M djp San Juan, súlm 
tfU Ofislílift ititiaUifad tic patente. 

Sumaria : I" Wtm hacer viable la acción judicial de repetición de 
línjMestcis locales impugnados de inconstitucionales, es re- 
quisito indispensable el |kiíjo lajo protesta. 

2" l.n circuu-taucia de que la I 'residencia haya dado cur- 
so a la diUK tuda y aun Mispendido el remate en el juicio de 
apremio, no varia la imerpretaeión de l»s principios des.cn- 
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vueltos, irnos dichas medidas sólo significan act®$ pro- 
cedimiento, <me no afectan al fondo de la cuestión. 

í'ujm»: L<> explican Iris i«íik:í*, sitúenles: 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERA! 

i 

Suprema t Wte: 

VA M-fior Josc Molina Jaén. subdito español, entabla deman- 
da ordinaria contra la provincia de San Juan por incoustiuieio- 
nálidad ífe la pena |iecun¡aria qué la ha sitio aplicado najo la fnr- 
ma o aiwiricncia de fjateííte cuino supuesto prestamista, resolu- 
ción producida por lii Dirección General fie Rentas de dicha ps- 
v Sucia, con fecha 20 de Julio de l 1( 27. 

Funda la f lemanita ru lo* hecho- expuestos ni t-l escrito de 
M y pide que V. K. declare nula y sin ningún valor ni afecto 
la resolución de referencia t hiomsiilucional la juna pecuniaria 
impuc-ia qíic ha dado margen al apremio judicial pendiente para 
el cobro de las (tálenles y mullas eme fueron liquidadas, y cita 
líís arís. 14 y 17 de la Constitución. 

La demandada sosiieiie la cnnsiilueionalidad de la patente 
impuesia v la legalidad de] procedimiento ni servarlo en esle caso 
y, basada en la* consideraciones de que hace mérito en el escrito 
de contesto, llega a la conclusión de (Jiie se tntfkínc el rechazo 
de la acción insoiüratla por razones de moralidad publica eOma 
iberia, por ejemplo, la reprensión dé la usura. 

La jurisprudencia citada por la partí demandada referente 
a tos requisitos previo* míe de lien llenar-e para reclamar judi- 
eialuiente la devolución de |ns impuestos y multa-, indebidamente 
aplicados no es de tenerle en cuenta como argumento decisivo 
para Milueionar esta litis puesto que po* resolución de V. E. I fs. 
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42 vta.i. se inundó suspender el remate de los bienes del actor 
en el juicio de gremio contra ti seguido ante los tril uníales \f> 
tales por el Fisco de la Provincia. ]Mir cobro del importe de la 
líateme y multa, disponiendo a la vez no innovar el estado de 
las cosas existente basta tanto V. H. resuelva definitivamente el 
presente litigio. 

El fallo recaído en et caso a que se hace referencia, regis- 
trado en el tomo 153, pág. 58. no es aplicable, a mi juicio, a la 
cuestión planteada en estos autos, si se observa que el actor no ha 
oblado suma alguna por halier quedado en suspenso el apremio 
de referencia, mientras que en caso mencionado fué rechazada la 
demanda por no haberse acreditado la existencia de vínculo ju- 
rídico alguno entre el autor de los hechos en que se basaba la 
demanda y la parte demandada, principal argumento de (pie se 
hizo mérito en el fallo. 

En el caso ocurrente, dados los hechos relacionados en la de- 
manda, se han lesionado las garantías y derechos amparados por 
la Constitución al exigir al actor la jwitente de "cambista*' o " pres- 
tamista", por los años 1925. 1926 y 1927, profesión negada y 
que no aparece de lo actuado haber ejercido en ningún momento. 
Su situación está claramente demostrada en el acto de la com- 
pra-venta a que alude el testimonio de la escritura acompañado 
y a ¿1 me remito. 

V. K, ha dejado consignado en su jurisprudencia este prin- 
cipio aplicable en este caso: "Que los altos fines de saneamiento 
social aunque refiriéndose al loable empeño de combatir la usura 
como uno de los males más aliomiuables que pueda sufrir una 
colectividad, no autorizan, sin emliargo, el quebrantamiento de 
principios orgánicos y leyes fundamentales del ]Kiís y menos si la 
transgresión emana de los poderes del Estado y. cuando se arbi- 
tran en nombre tlel bien público panaceas económico-financieras 
elaboradas al margen de las instituciones, (Fallos: tomo 148. pá- 
gina SO y el dictado en el juicio seguido por doña Sara Doncel 
de Cook contra la Provincia de San Juan, con fecha 6 de Sep- 
tiembre ppdo). 
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K1 actor no >e eurucntra n nnprcudid< » dentro de la* d»- 
posickmcs legal» v reglan tentaría* en que *e funda la resolu- 
ción administrativa* impugnada; y siendo esto «¡i» «rrpiwnifc 
Iiaccr lugar a la gestión protnmida aciu-rd» «.n la «Irruía 
que Mirue <Ie1 folio de V. K hwerM en el tomo 1 1*, pag 2/ l >, ®& 
clarando que la medida administrativa -le referencia ha <lc*OHO> 
ci.Jn ■ itmm.arb e injuMiíieadamente derceh.,. primordiales que 
el poder judicial deU- amarar, como es el goce normal y honesto 
ile la propiedad sin per inicio de lerccm ', evitamlo de esle mod" 
que las exacciones impuesta al demandante constituyan una pro- 
h ihición, destrucción o confiscación. 

P„r eoiwiileraciuties v 1a> e< .no «rdanies de tos escritos 

del actor ( fv M v 13H. |>id» a V. R se Sirva a.hnitir esta de- 
manda en tocias sus parto, puesto que ha quedado demorad» en 
autos la competencia originaria de ese attO tribunal para conocer 
en ella. ron declaración expresa de que el señor José Molina 
|aen no está obligado a alonar el impuesto y multa (le que Se 
irata. impuesto arbitrariamente siu cansa legal justituada. 

Hórrido R. fyarréttt* 



PALLO lili LA COKTK SVt'KKMA 

Ptuim* Aires. Diciembre 27 ilr 

V VMgsí Kslos autos seguidos |>t>r José Molina Jaén contra 
la Provincia de San Juan, de los cuales resulta: 

Que a fs, M se presenta el actor, acompañando la documen- 
tó n respetiva y entabla demanda ordinaria contra la Provin- 
cia "iwr iuconstitueinnalidad de la pena jiccumaria de cuarenta y 
cinco mil pesos moneda nacional que me lia sitio aplicada líajo 
la forma o apariencia de patente étimo Mtpucsto prestamista, per 
los años 1925. mi y 19-27 y sus multas. por resolución de la 
Dirección General de Rentas de ilicha Provincia, de fecha 20 de 
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tiilmdc 1**27; pidiendo que pn vi* ^ los trámites eorre-qtotutH'nles. 
V, I- , se -ir va deelarar nula y <!<■ ningún valor ni rfeetii la re- 
ferida resolución e improcíedéflffc por Inconstituciomiídaíl la pena 
de f]iii- m 11 ir ha luí lio víctima, cmi expresa condenación rmi cos- 
ta- ¡i Li demaudao!a." 

]...- ludio-, fundaméntale- -le la demanda consisten en que 
,1 act..r orti n...livu .!<- una o|*-raciúii de venta de una tinca de 
mi propiedad a don Camilo Yáñez. cuyo precio del ña izarse i«>r 
este, partí- al contado í.tf.OOO $) y el saldo de 4M.50 Jiesns en 
cuatro cuota* iguales de tl>672 pesos cad:i una. las <U»s primeras 
al S 'í de interés anual y las dos Últimas con el 10 . lia sido 
considerado i h »r el íi-co provincial como ejerciendo acto de pres- 
laini-la. a raí/ «U- una <li iunu i:i del comprad' ir Yáíiez. Ksla mo- 
tivó la siguiente resolución de la Dirección de Remas: ' julio 
Jti 1'J27: Visto el présenle ex|ied¡eiite. iniciado por denuncia 
formulada por el señor Camilo Yáñez contra el señor Juan Mo- 
lina Jaén y considerando : que de todo lo actuado y demás cons- 
tancias del sumario, se desprende que el señor Juan Molina Jaén 
efectuó una operación híjtotecaria al señor Camilo Yáñez por 
la Mima de 46.000 pesos sin darle intervención a corredor o alio- 
nar la | tuteiite que fija ]>ara estas operaciones el art. K inciso 
1", letra A., titulo I -' "Agentes comisionistas o comerciantes via- 
jantes" de la ley de refi.mia a la ley de intentes, fecha 18 de 
Felirero de 1925, art. V' y 2" del Decreto Reglamentario de la 
misma, de fecha 31 de Marzo año 1925, Por estas consideracio- 
nes el Director General de Rentas, resuelve: Art. 1\ Aplicar al 
señor Juan Molina Jaén, en su carácter de prestamista, la pa- 
tente de que liahlau ios artículos de la ley y reglamentación an- 
teriormente mencionados. \kít los años 1925. 1926 y 1927, de pe- 
sos 5.000. 5.000 y 5.000 respectivamente, (pie hace un total de 
quince mil pesos moneda nacional, mas la suma de treinta mil 
pesos, en concepto de multa por la infracción incurrida (art. d7 
de la ley» Art. 2*' Notiüqttese al señor Juan Molina Jaén, que 
en los tres dias de ser notificado, dehe hacer efectivo el pago en 
Tesorería General de la Provincia, la suma de 45.000 pesos 
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jH.r l..s concepto* expresado-. Hrmado: Rodrigue/. Director 
General de tontas." 

Esta tiwlm&n apawcc nolifícada el mismo «lia 20 de Julio 
ít .{un José Molina jaén, ausente, se expide testimonio al procu- 
rador íiscal y éste promueve ta ejecución pe* vía fie apremio, 
hasta llegarse a la sentencia de remate. Afirma el actor, que aúti 
cuando tm Corte ha reMiclu. reiteradamente que solo es coiÉH 
(«tente para entender ni las causas eoiura las provincias relaiivas 
3 inam^rntcionalidad de impuesto, cuando ello* ya han sitio alo- 
nados tajo protesta y *olo se demanda sil repetícíun, esa juris- 
prudencia no es aplicable al eiasó de autos porque si bien se trata 
a<|iii también de la aplicación de un impuesto provincial, ello es 
Milu ni ai ani lina siendo otra la r calillad de las vosas, como re- 
sulta de !••> antecedentes tle esta cansa, que están |*atniti/andn 
la Imposición de nna verdadera pena pecuniaria, que entraña un 
de>i»dn "por el delito de no qü«rcr someterme a exigencias arbi- 
trarias y desistirás, hechas p¡m favorecer a un secuaz «le bis 
Uniames de aquel listado, dándole la apariencia de un impues- 
to tan solo para cohonestar semejante atropello**' 

í\l actor manifiesta asimismo que ha sido victima de pro- 
cedimientos vejatorios y de violencia para imponerle una exac- 
ción lujo las apariencias de una contribución, violándose así los 
derechos .|uc acuerda la Constitución Nacional en sus arls. 17 y 
W, violación que justifica esta demanda y la petición can que se 
ha iniciada. 

fine a h, 42 vía. se corrió traslaito a la demandada y se dio 
por acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte, ordenán- 
dose por ta Presidencia, la suspensión «leí remate de los bienes 
del actor, decretado en el juicio de apremio a que se lia UefcUo 
referencia. 

( Use a tV d¿. cr.imeMa la acción el procurador Juan l*. Sán- 
chc/,.~eon poder tastantc de la Provincia de San Juan. 

Prescindiendo de los antecedentes que pudieran afectar la 
persona del actor por ser estós innocuos para la resolución del 
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pleito, la demandada alega la improcedencia de la acción enta- 
blada. jHir cua-itn aquél no ha alionado el impuesto respectivo 
ni su*, inultas, lia jo protesta, ctmin éste mismo reconoce ser nece- 
sario para deducirla y como resulta de la jurisprudencia del Tri- 
luinal. entre oíros en el caso d ,j Errázuriz contra San Juan de 26 
fie < tetubre de 1<?28. 

Kl representante fie S;in Juan, reí i riéndose a la inconstitu- 
cinualidad ile las leyes minutada eti la tlcnianda, dice que "cu 
presencia <le estas leyes me atrevo a afirmar, sin jactancia que, al 
im|Kiner esas xa ra u deatlas ] latentes y multas, no sólo no se 
contraría las normas sociales de la Constitución, sino que las in- 
terpreta ajustadamente. Los fuertes intereses, los préstamos de 
dinero, las llamadas aeraciones bursátiles, suelen con frecuen- 
cia disfrazar negocios de usura. El capitalista, lejos de llevar su 
misión propulsora del trabajo, cae, a veces, en abusos censura- 
bles. La ley tiene el derecho y el del>er de poner un freno allí 
donde encuentra la presión injustificable. Así ha procedido la 
Legislatura ele San Juan. Esta es la norma morali ¡-.adora y pre- 
visora." Termina el procurador Sánchez pidiendo el rechazo 
de la demanda, con costas. 

Abierta la causa a prueba a fs. 66, se produjo la certifi- 
cada a fs. 114 vta. y se agregaron los alegatos a fs. 126 y 127, 
llamándose los autos para definitiva a fs. 133 vta., después del 
dictamen del señor Procurador General de fs, 132, y 

Considerando : 

Que la falla de acción opuesta al contestar la demanda fun- 
dada en que se omitió el pago con protesta, resulta como cues- 
tión previa a resolver en la presente litis. Así lo ha previsto tam- 
bién la propia parte actora que se defiende, prematuramente, de 
aquella falta, empeñándose en demostrar que el caso de autos, 
es distinto de todos los otros semejantes en que esta Corte ha 
exigido el requisito del i«igo con protesta, para hacer viable la 
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acción judicial tit- 



ile impuestos 



Que ta pretensión del actor de que el de autos tu» es un caso 
común tic iiuvmstitueíonalidad de impuestos, sino (te queja pur 
aireación Je penas pecuniarias, no puede cohonestarse con la 
«■MMencia de hechos que pudieran haber afectado su libertad y 
presionado sobre su espíritu, p.r cuanto aquellos dan lugar a 
procedimientos judiciales de otro orden que no guardan relación 
con la jurisdicción civil de los Tribunales. 

litando a los término* de la demanda y a las resoluciones 
administrativas? en ella trascriptas, el caso presente versa so- 
bre la iuconstitueionalidad del impuesto de patentes que se dice 
¡i- lia Míln arbitrariamente aplicado al ador. i|uc no se ociq>a ha- 
bittialmente de operaciones de préstamo o de corredor. 

La Dirección de Rentas de la Provincia ha resuelto aplicar 
a Molina Jaén la pílenle respectiva que cree corresponde ríe y 
tas multas consiguientes. l ; .s un caso igUá^ prescindiendo de los 
detalles (pie tanto han afectado al actor, a los demás fallos dic- 
tados por esta Corte. Aquél h-i debido, en consecuencia, pagar 
bajo protesta los impuestos y las multas, o esperar la conclusión 
de la via de apremio, para iniciar el juicio de devolución, a la 
rnauera del presente, pero cuando el perjuicio real y positivo se 
hubiera producido en su contra. He otro modo, el fallo de esta 
Qjrte haciendo declaraciones abstractas sobre inconstitucionali- 
dad de impuestos, violaría un principio esencial de su jurisdic- 
ción, consagrado por las leyes, erigiéndose asimismo en mía ius- 

¡gualdad y de la división de los distintos poderes del Estado. 

Oue la justicia federal no puede csturktr a las provincias 
el cobro de sus impuestos, como sucedería, si tos contribuyentes 
pudieran ocurrir a sus estrados reclamando su intervención para 
no ] abarlos a pretexto de su inconstitucional tdad. En consecuen- 
cia, es innegable la falta fie jurisdicción del Tribunal, no ocurrien- 
do el caso de repetición de impuestos pagados lmjn protesta y 



ta declaración abstracta solicitada un !;i demanda significaría or- 
denar a la t Vnvincia demandada su aUuiviera de cobrar los im- 
puestos del caso ;i los actores, resolución que afectaría las bases 
íundauuiualcs del gobierno federal y el carácter esencial de la 
justicia anas atribuciones sólo su mueven eu torno del asunto 
concreto que es llamado a resolver dirimiendo casos contencio- 
sos y ciertos (art. 2' de la ley 27). 

Que las consideraciones expuestas no requieren mayor fies- 
envolvimiento, tuda vez que ellas arraigan en nuestra forma de 
Gobierno, en sus leyes reglamentarias y en la constante juris- 
prudencia de esta Corte, que conviene recordar para reafirmar 
principios, cada vez que el Tribunal sea ¡legalmente requerido, 
para dictar pronunciamientos que puedan ultrapasar las faculta- 
des de su jurisdicción determinada y precisa, (Ver Fallos, tomo 
mis p% Í0; t<ma 9$ pfe 355; tomo 100, pág. 5; tomo 102. 
pa> .104: tomó \ U>, pág, 299 tomo 118. pág. 347; tomo 120, pá- 
gina ¿99: tomo 120, pág. 98: tomo 107. pág. 179; tomo 95, pá- 
gina 290: tomo 115. pág. 163 y otros citados por lias, en su 
Derecho Federal Argentino, tomo I, pág. 344). 

One la circunstancia de que la Presidencia baya dado curso 
a la demanda y aún suspendido el remate en el juicio de apremio 
no varia la interpretación de los principios desenvueltos, pues di- 
chas medidas sólo significan actos de procedimiento, que uo afec- 
tan «1 fondo de la causa. 

Vor estos fundamentos, oído d señor Procurador General, 
se declara improcedente la demanda, sin costas, atento a ta na- 
turaleza de la cuestión debatida. Notifiquen y archívese, previa 
reposición del papel. 

J. Fiori-uoA Aj.corta. — R. Guido 
Lavam.e. — Antonio Sagarna, 
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Doña l irtjtiiki Xocelltt de Gi¿tsetjno t su sucesión, contienda de 
compctcncuu 

Sumario : V- Iai viuda eonserva el clonitcitiu ■ 
mientras no se establezca en otra i»arie. 
Código Civil). 

El domicilio se conserva con la sola intención tic no 
cambiarlo o de no adoptar otro. (Art. 99), 

Caso', l.o explican las piteas siguientes; 



DICTA U EN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenas Aires, Díck-ntl>rv 5 <U- 10¿U. 

Suprema Corte : 

Entre el Juez tic 1* Instancia en lo Civil de la Capital de la 
Nación y el de igual clase del Departamento del Sud de la Pro- 
v inda de lí uenos Aires, se ha tratado cuestión de competencia 
para conocer en el juicio de sucesión de doña Virginia Nocella de 
Casegno, en razón de que ambos magistrados atribuyen a la 
causante, como último domicilio, el que tuvo dentro de sus res- 
pectivas jurisdicciones en la época de su fallecimiento. 

La contienda trabada en legal forma, lia sido elevada a esta 
Corte Suprema para (pie Y. K, la dirima ejercitando la facultad 
acordada por el art. 9* de la ley 4055. 

Las razones evidentes de hecho y de derecho, me inducen a 
afirmar que dicho domicilio fué en la Capital de la Nación. 

En efecto : toda La abundante prueba documental y de tes- 
tigos producida en el expediente de la Capital, demuestra que la 
causante y su esposo Domingo Casegno habitaron en Buenos Ai- 
res en la calk- Moreno N v 1949. donde falleció el primero el 10 
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de Mayo de 1928. y cuya sucesión fué abierta ante el Juez de 1* 
Instancia en lo Civil de la misma Capital , 

Once días después, el 21 del mismo mes, falleció en Mar del 
Piala, de hemorragia cetehnil. su esposa Virginia Nocella de 
Casegno. 

Se ha comprciliado en autos, con el inventario labrado en esta 
Capital, que la causantte tenía en la casa indicada, fie dicha ca- 
lle Moreno, donde falleció su esposo días antes que ella, todos los 
muebles, r«|ws. objetos. pa|ieles. documentos, etc. t lo que induce 
a afirmar sin temor a equivocarse, que allí tenían primero los 
es]H>sos su hogar conyugal y, luego, la viuda sil domicilio real. 

Igual comprotiación no lia sido hecho con el inventario prac- 
ticado en ta casa que en Mar del Plata tenían los esposos y que 
se supone fué el domicilio de la causante. 

Esta, por otra liarle, al otorgar poder a fs. 1 del expediente 
de la Capital con fecha 1 1 de Mayo de 1928. después de falleci- 
do sit esposo, declara estar domiciliada en la Capital de la Nación. 

I^i viuda, dice el inciso 9" del art. 90 del Código Civil, con- 
serva el domicilio que tuvo su marido mientras no se establezca 
en otra parte. 

Y el art. 99 establece que el domicilio se conserva con la so- 
l;i intención de no cambiarlo o de no adoptar otro. 

No consta en autos proliado, a los diez de fallecer Casegno, 
el establecimiento de la esposa en otro domicilio, ni siquiera la 
intención de hacerlo. 

Por lo demás, en la Capital de la Nación tenían los esposos 
Caseguo el asiento principal de sus negocios, demostrado por 

al expediente tramitado en ta misma. 

tramitaba también el esposo, como actor o deman- 
js ante los tril 
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Se trata. t>or otra parte, tic dos sucesiones vinculadas que 
deben tramitarse conjuntamente y en la que la riel esposo prc- 
muerto. abierta en la Capital fie la Nació», del* atraer a la de su 
única heredera, la causante (doctrina del fallo de V. K. 116; 186). 

De acuerdo con lo que dispone el art. del Código Civil, 
que atribuye jurisdicción para conocer en el juicio sucesorio al 
Juez del lu^ar del último domicilio del causante, soy de opinión 
que la presente contienda del* dirimirle en tavor de la compe- 
tencia del Juez de 1" Instancia en lo Civil de ta Capital de la 
Nación. 

Horacio K. /.nnvM, 



FALLO DE LA CORTÍ SUPREMA 

Buenos Aires. Diciembre 27 de l!>29. 

Autos y Visto* : 

Los fie contienda de competencia por inhibitoria trabada en- 
tre un Juez en lo Civil de esta Capital y otro de itfual clase de 
Dolores, Provincia de líucnos Aires, para contx'er en el Juicio 
-ucesorio de duna Yirgiti¡;i Xoeella de Casse^no. 

i 

Y Considerando : 

Oue ta relación de antecedentes del caso de autos, asi como 
los fundamentos legales que le son aplicables, están definidos con 
exactitud y precisión jjoi el señor Procurador General en el 
precedente dictamen, del que resulta la comprobación fehaciente 
del punto lumtameuial de la contienda, esto es, el del último do- 
micilio de la causante de la sucesión, que lu lité, con toda eviden- 
cia, el que tenía en esta Capital 

Que debiendo, pues, deducirse de elidía exposición de he- 
chos y pruebas que la señora de Ca^ccgno se hállala domiciliada 
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en esta ciudad a la época en que falleciera, es evidente que. de 
acuerdo con la ley y la constante jurisprudencia de esta Corte 
(Código Civil, arts. 94. 98, 99, 3284 y sus concordantes; Fa- 
llos : lomo 149. piu*. 293 y los allí citados), es a los jueces de esta 
Cay ñta] :l quienes competí: el conocimiento del juicio sucesorio de 
que se trata, puesto que la jurisdicción sobre la sucesión corres- 
ponde a los jueces <1l<! último domicilio del causante. 

En sn mérito, y de conformidad con el dictamen de referen- 
cia, ge declara que el Juez c ompete nte en el caso es el de lo Civil 
de esta Capital, a quien en consecuencia se remitirán los autos, 
avisándose al de Dolores en la forma de estilo. Repóngase el 
l^apel. 

J, Fu ¡t; ero a Alcorta. — R. Guido 
Lavable. — Antonio Sagarna. 



Don Ramón Son Sebastián y otros en untos con dono Hidra Mn- 
rrn de l ava Xwaja y otros, sobre reivindicación. Recurso 
de hecho. 

Sumario: \ v I-a circunstancia de no Itóíber sentencia definitiva, 
no impide que la Corte Suprema en ejercicio de sus faculta- 
des de superintendencia invocadas en la causa, y aún de ofi- 
cio, se avoque el examen de las actuaciones ele la misma en 
cuanto se dicen o apamen realizadas con transgresión de 
principios fundamentales inherentes a la mejor y más co- 
rrecta administración de justicia, velando ]»jr su eficacia en 
cumplimiento de los altos deberes que al respecto le concier- 
nen. (Arts. 18 de la ley N* 48 y 10, 11 y 22 de la 4055). 

2 V Las Cámaras Federales no son los últimos intérpretes 
de sus reglamentos. 

|* Ka Cámara Federal de Córdoba se compone de tres 
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miembros (art. 12. ley 4055 ) y necesita de los tres magis- 
trados para dictar resolución o sentencia fie tribunal (art. 
21 de dicha ley), y no existe disposición albina legal ni re- 
glamentaria que factilte a las Cámaras Federales a producir 
pronunciamiento sin la intervención de todos sus miembros, 
aun cuando la mayi>ría de <los. con el quorum de tres, sea 
suficiente para resolver. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FALLO »E LA CORTE SUPBEMA 

líucnns Aia*. [Jidinilire 27 tk 102*1 

Autos y Vistos: 

El recurso de hecho traído a esta Corte por la parte de- 
mandada cu el juicio sobre reivindicación seguido por doña El- 
cira Morra de Vaca Narvaja contra don Ramón San Sebastián, 
boy su sucesión, jwjr denegación del extraordinario interpuesto 
ante la Cámara. Federal de Córdoba, 

Y Considerando: 

Oue la circunstancia de río encontrarse en el caso definido 
con precisión alguno de los requisitos esenciales liara la proce- 
dencia del recurso extraordinario, como es. entre otros, el de Ja 
sentencia definitiva de míe se apela, tal antecedente que obsta sin 
duda a que dicho recurso sea considerado y resuelto, no impide 
que esta Corte, en ejercicio de sus facultades de superitendeneia 
invocadas en la causa, y aún de oficio, se avoque el examen de las 
actuaciones tic la misma en cuanto se dicen o aparecen realiza- 
das con transgresión de principios fundamentales inherentes a la 
mejor y tnás correcta administración de justicia, velando por su 
eficacia en cumplimiento de los altos delires que al respecto 
le conciernen (arts. lii de la ley X" 48 y 10, II y 22 de la 4055). 
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I .as facultades derivadas de aquella superintendencia serian 
letra muerta, si la Corte no pudiera adoptar las provindencias 
conducentes a impedir o subsanar la violación fie los reglamen- 
tos respetivos, especialmente en los casos que ese quebranta- 
miento afectara la constitución legal misma de los tribunales 
federales, indispensable para ínllar las causas, l-is cámaras fede- 
rales no pueden ser los últimos intérpretes de sus reglamentos, ya 
que éstos, si bien dietados por aquéllas, están sometidos a la apro- 
bación de esta Cotte Suprema tart, 22, ley 4055 t. circunstancia 
que implica la superintendencia activa a ese res|jecto. 

(Jue en el sitb jiutkr el recurso se lia deducido contra el pro- 
nunciamiento dictado a ís. 285 vta, de los autos principales con 
fecha 24 de Diciembre de 1928. suscripto por el señor Presidente 
de la Cámara Federal de Córdoba, Dr. Fierro, y el doctor 



nucí K. I'i/arro con-juez 
expli 





en turma alguna 
de la firma del Dr. Miguel Angel 
Tribunal como resulla a ís. 274. 
quien. ]Hir otra parte, se muestra ignorante de tal pronuncia- 
miento en stt escrito de ís. 2W> presentado el dia 31 de Diciem- 
bre de 1^28. como asimismo, en 28 de Diciembre, según el tes- 
timonio de fs, 1 de las presentes actuaciones en que aparece el 
mismo doctor Escalera manifestando, ante escribano publico, que 
tn dicha fecha no se había dictado íallo en el juicio 'Morra de 
Vaca Narvaja Elcira y otros coutTa Ramón San Sebastián, hoy 
su* herederos, por reivindicación", lo que significa (pie no tenía 
conocimiento de lo resuelto |Mir los doctores Fierro y Pizarra. 
Las contradicciones, al respecto, emanadas de los propios ma- 
gistrados, ponen de relieve las particularidades inusitadas del 
caso. 

Que la Cámara Federal de Córdoba se compone de tres 
miembros, según la ley de su institución (art. 12, ley 4055 ), y de 
su art. 21 se infiere la necesidad legal de la intervención de los 
tres magistrados i*ara dictar resolución o sentencia de Tribunal, 
desde que recusado o impedido uno de ellos, debe procederse a 
la integración de aquél, objetivo que se ha perseguido en estos 
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nutrís en ocasión de las recu ¡-aciones o cxcusaeioue> m w*S 
lores Ferreyra. Ueltrán. Agüero, Casis. Posse, Coii/ále/ y 
I )eheza. 

Oue n* * existe disposición alguna legal ni reglamentaria que 
íaeuhe a las Cámaras Federales a producir pronunciamiento sin 
la intervención ilc todos sus miembros, aúu cuando la mayoría 
dr do-, oni t i quorum de tres, sea suficiente jiara resolver. Por 
.1 commrloi el art. 3- del R^átflénta de ta Cámara Federal de 
Córdoba, aprokido por esta Corte con feclia 13 fie Mayo de 
VK>¿. disiMitie expresamente, muí- a.fuel Tribunal "no i*.drá ex- 
pedir sentencia ni auto alguno *V K n,> fl *' ^'"H*" sustaiicia- 
eióu, sin la asistencia de todos sus miembros." 

Que la circunstancia de negarse injustificadamente a miIjs- 
t-rtlnr el fallo, mío de tos jueces, m bouif icaria la sentencia emi- 
tida i»or dos. y en tal situación correspondería dejar en el expe- 
diente constancia de la negativa, y de sus fundamentos, para fijar 
la- responsabilidades ulteriores, lo «pie no ha ocurrido en el 
jnt b jtírfk e. 

One a mayor abundamiento procede asimismo establecer 
que el Tribunal (jue debía fallar la causa se constituyó por los. 
doctores Fierro, Kscalcra y Pizarro, para pronunciarse previa- 
mente sobre la* excusaciones de tos doctores Agüero, Casas y 
Deluda, haliiéndosc pronunciado lo-, doctores Fierro y Pi/arro 
sobre el íondo del asunto, sin nacerlo solire ta cuestión previa 
(ís. y fs, 2X.i vía. i 

( Jue de acuerdo con lo expuesto, y a mérito de los antece- 
dentes relacionados, que demuestran en términos evidentes ha- 
berse omitido formalidades xibstancialcs en el pronunciamiento 
aludido. que determina su inexistencia como tallo de la Cá- 
mara a qw, vuelvan otos autos a su procedencia a fin de que, 
eliminado-» los jueces impedidos, proceda a constituirse el Tribu- 
nal con la- formalidades de ley y i líete sentencia con arreglo a 
efereebo. Notifique?*-, detiieud.i reponerse el papel ante el Tri- 
bunal de origen. 

J. Fir.f i-roa Ai.cohta, - - R. íinno 
valle. — Antonio Saí^kna. 
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I 

DM Cbm h\nnon i'oiitra <1ohh Ktrira de Arrufo, f&r 

cobro rfr pém* !>u>hh-nu* solw i obro ,íV honorario*. 

S&mrio: !" El articulo (>2 del Agudice del Código de Procedi- 
miento en lo C ¡vil y Comercial (Je la Capital no es contrarío 
al an. 1HW riel Código Ti vil. 

3* rara la príK^eB^ <P recurso extraordinario no l>as- 
ta citar )as ^sposMOtMÉS que se dicen violadas. Sin© que es 
¡ndi^eiisaHe demostrar 4 ne ellas tienen relación directa e 
inmediata en la eiuMión que si- ventila. (Art. lj de la 
ley 48). 

Caso: lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN PEL VKOH t ¡ENE RAI. 

L:„,.|i„. Ain-.. DiciL-mhr,- ¿7 tk- [929. 

Suprema Curie; 

Se étscute en esta causa si quién lia ganado con costas un 
incidente judicial nene o no derecho a que, como i»rte <le dichas 
costas, se le fije una suma por indemnización de los daños y per- 
juicios ocasionados en razón de haber teñid.» a su cargo sn pro- 
pia defensa, sin la intervención de representante o letrado alguno. 

V ^e sostiene jtor el interesado que su derecho emana de 
disposiciones expresas del Código Civil que apareen vulneradas 
V or preceptos locales de carácter procesal vigentes en los trilm- 
nales tainhién locales de la Capital de la Nación. 

Desestimada en definitiva la petición. ¡«r lia interpuesto y 
ha sido" acordado para ante V. £¡ el recurso extraordinario es- 
tahlecido por el art. 14 de la ley 48. 

[Wcde dicha apelación, en mi opinión, toda vez (pie se ha 
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demostrado la c\i*li-noia del caso federal planteado oportunamen- 
te y decidido cu contra «Ul derecho invocado pir la parte recu- 
rrente, como de preferente aplicación éste rpie es de orden nacio- 
nal, sobre las disecciones procesales locales aludidas, 

En cuatito al fóníln del asunto, dichas disposiciones, destina- 
da* a mantener la ordenación en los juicios, constituyen materia 
de legislación reservada exclusivamente a las provincias (o a la 
Capital IVderal considerada como tal), así como dichas provin- 
cias carecen de facultad para dictar los Códigos Civil. Comer- 
cial. L'enal y ele Minería, de-piiés que el Congreso de la Nación 
los haya sancionado (arts. 1U4, 105 y 108 de la Constitución 
Nacional ) . 

Lo relativo, pues, a lo que debe entenderse \ior costas pro- 
cesales y el saber si en las mismas debe o no incluirse la indem- 
nización de los perjuicios ocasionado* al ejercitar su propia de- 
fensa, es cuestión ajena al derecho civil y que debe resolverse 
en los términos de las disjn Aciones procesales respectivas, le- 
galmente sancionadas como se lia visto. 

La acción civil pgf daños y ¡perjuicios subsiste no obstante 
ello en el Código ( le la materia y el interesado puede acudir a 
la misma |»ara hacer valer los derechos que supone lesionados. 

No hay. asi. la oposición que se supine, entre las disi>us¡- 
ciones legales referidas. 

Soy por ello de opinión, que corresponde desestimar el pre- 
sente recurso. 

llnwio tí. Limeta. 

FALLO HE LA CORTE St*PRl* M A 

i 

lUteiifis Airr*. Miriniiljre 30 <1<- 

V Vistos: 

Kl recurso extraordinario concedido a f>. 304 de estés anto> 
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|ior OdéS Claro Ramón contra Elvira % de Arrufó, 
incidente sobre pago de honorarios al ahogado, m causa propia 
y 301) y 



Considerando : 

Ow> la sentencia traída en aleación extraordinaria, repro- 
duciendo la de fs. 292, se limita a la interpretación del art. 63 del 
Apéndice del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial 
de !a Capital, disposición que rige las relaciones entre alagados 
v clientes en caso de condenación en costas. 

Mué hasta considerar esta circunstancia para llegar a !a 
conclusión de que, el *ir/' jmÜCf. es materia de ley adjetiva local, 
toda ve?, que se trata de las costas devengadas en un juicio de- 
terminado. Así lo lian entendido varias provincias y entre ellas 
las de Buenos Aires, que en su art. 928 de su Código de Proce- 
dimientos en lo Civil legisla sobre el particular. 

Que, en consecuencia, no puede decirse, con verdad, que el 
art. (7l del citado apéndice sea contrario al art. 1 109 del Código 
Civil, pues ttó cabe u|>osieióu entre disposiciones legales que de- 
finen situaciones jurídicas de distinta naturaleza y sujetas por 
tanto a diferentes legislaciones. En efecto, en tanto el art. 1109 
del Código Civil estatuye sobre la rcs^nsahilidad de los que cau- 
san un daño a otro por su cul,>a o negligencia, que del* hacerse 
efectiva en el juicio correspondiente, el f>2 del apendtec, dispo- 
ne sobre una R rtieularidad especial dentro de los juicios, com- 
prendida 1HH- tanto, en las leyes procesales relacionadas con la 
condenación en costas y regulación de honorarios (doctrina del 
art. 1870, inciso 6'* del Código Civil). 

Que, para la procedencia del recurso extraordinario no kts- 
ta citar las disposiciones que se dicen violadas, sino que es in- 
dispensable demostrar que ella tienen relación directa e inme- 
diata con la cuestión que se ventila (art. 15 de la ley 4St. lo que 
no ocurre en el sith lite. 
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l'< ir estos fundamentos y lo* concordantes del dictamen del 
señor Procurador General, se desestima el recurso extraordina- 
rio. Molifiqúese y devuélvase, previa reposición del papel, 

J. Flot'KROA Alcohta. ~ R- íirnwj 
I.avai.lk. - Antonio Sagarna, 



lhn¡ ( 'artos fierras .Ututlvu. solicita su inscripción en tü matricula 
de ahogadas del Superior Tribunal de Justicia de la "rwin- 
cia de Su uta / v. 

Smtmrin: 1 IWcde el recurso extraordinario del art. 14, ley 
■IX. fundado en el principio constituctima] de la liltertad del 
trabajo y m tííl diploma de aleado expedido por una auto- 
ridad nacional competente, contra una resolución del Supe- 
rior Tribunal He justicia de Santa Fe. que deniega la bís- 
eri|rti.-t! de lal diploma en la matrícula respectim 

se reík-re H art. ¿K de la Constitución, debe inspirarse siem- 
pre en i-l propósito de bacer Lo mas efectivas y iraseenden- 
u> posibles los enunciadla substancíale*; de esta y no en 
crearle execix-imies. restricciones o impedimentos que I"- 
desvirtúen. 

.V Nu entra en la órbita de las atribuciones que la última 
parle del inciso 11 del art. h7. con el que eoncuerdan los ar- 
tículos IOS, UXi y 107 de la Constitución, acuerda a las pro- 
vincia-, i-ara dictar leves reglamentarias del ejercicio de pru- 
fc-imie- liberales >njela> al requisito universitario, la de im- 
¡xíuer a títulos u dipUmias nacionales requisitos de carácter, 
sustantivo, coi un ><m los de la capacidad civil y profesional, 
que por implicancia dementa!, corresponden sn previ-ios j^r 
la- iiisiitucioues nacionales que lo* expiden. 
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4" El titulo de la Universidad Nacional que se cuestiona 
...) habilita por si solo al recurrente para el ejercicio de las 
funciones judiciales o administrativas que en la Provincia 
de Santa Fe van como inherentes al diploma de alagado con 
más "tros recaudos reglamentarios, ni involucra la capacidad 
para el ejercicio de la procuración, del mandato judicial y 
de la representación en juicio, a la que las leyes locales pro- 
césale* pueden imponer «^lamentaciones tpte se estimen 
mas adecuadas. 
Cuso; Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DÜI. PROCLRAOOR GENERAL 

Buenos Aires, Diciembre 20 de V)&. 

Suprema Corte: 

Don Carlos Bcrraz Monten solicito al Suprior Tribuí*! 
de Justicia de la Provincia de Santa Fe su inscripción en la Ma- 
trícula de Abobados, presentando a tal fin su diploma expedido 
por la Universidad Nacional del Litoral, con cuya diligencia que- 
daba habilitado para entrar al ejercicio de su profesión. 

Dicho Tribunal denegó el pedido en razón de la minoría de 
edad tlel interesado y j)or cuanto la inscripción solicitada coloca- 
ba al mismo en la plena capacidad jurídica. 

Denegó, asimismo, el recurso extraordinario de ablación que 
contra (licita resolución interpuso el abogado aludido para ante 
vsta Corte Suprema, invocando el art. 14 de la ley 48. 

La improcedencia de tal denegatoria es evidente. 

El recurrente funda su derecho al ejercicio profesional en 
la existencia de un titulo nacional que le ha sido acordado por 
una Universidad también nacional y la resolución denegatoria, 
contraria a! derecho invocado, importa la anulación de hecho de 
dicho título de idoneidad legítimamente adquirido y la ineptitud 
legal de quien lo invoca, 
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Existí*, pues, el caso tedend que autoriza la intervención de 
V. E, para revisar el pronunciamiento recurrido según lo tiene 
resuelto esta Corte Suprema, en causa análoga registrada en el 
tumo l.Vi: 375 fie sus fallos. 

< Jpitio, |xir eflbj que el recurso es procedente, y así pido a 
V. E. se sirva declararlo. 

En cuanto al fondo del misino, reproduzco la doctrina de 
Y. ES. en la causa citada al establecer que el titulo otorgado por 
las universidades nacionales, de conformidad con los planes y 
programa* de esludios que ellas mismas establezcan, lo que ha 
quedado librado al criterio y decisión de esas instituciones su- 
periores del Estado, debí- surtir todos sus efectos, puesto que 
ninguna restricción legal obsta, ni se ha demostrado que obste 
a su validez y al libre ejercicio de ios derechos que confiere. 

Por ello soy de opinión que corresponde revocar la resolu- 
ción apelada en la parir que ha podido ser materia del recurso. 

Horacio R. Lurrchi. 



FALLO r-F. LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. HkÍL-mlirc At ik- 1<^. 
Anstos y Vistos: El recurso de queja \wr denegada apela- 
cióu extraordinaria interpuesto por el abogado don Carlos Be- 
rras! Molyn contra el fallo del Superior Tribunal de Justicia de 
S;,i,l¡, K¿ que negó la inscrij>ciótl & la nialiienla res|>ecliva de 
su i i lulo de abogado expedido por la Universidad Nacional del 
Litoral, y 

Considerando: 

ai Kt\ cnanto a la procedencia del recurso: 

Que el alagado líerraz Montyn invoca el principio consli- 
tucional de la liUnad de trakijo que consagra el art. 14 de la 
Constitución y el diploma que lo habilita para ejercer ta profe- 
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o i*>r la autoridad nacional competente, cu- 
( „.. ;i!l , no puede ser restringido por leyes, reglamentos o re- 
soluciones provinciales y míe. en efecto, no restringen los arts. 
118 y IT» de la ley $rwesú de Santa Fe; por todo lo cual, de 
acuerdo con el inciso 3* del art. 14 de la ley nacional X» 48, pro- 
cede el recurso cNtraordinario, 

Que, en efecto, tal es el efectivo alcance fie las resoluciones 
M Superior Tribunal de Justicia de Santa Fe de 2 de Mayu y 1 1 
de Octubre del año en curso, fs. 3 y 15 de los autos originales, 
remitidos jwr vía de informe, pues ta no inscripción del diploma 
universitario significa su anulación, temporaria o permanente y, 
en consecuencia, la privación del derecho de iraliajar en la pre- 
nsión monopolizada, no obstante la habilitación eme, conforme 
a preceptos nacionales e internacionales, le otorga su titulo (Conf . 
art. Ili ínc 4", lev Avellanóla X- 1579. ley 10.861 de Creación 
de la Universidad del Litoral, arts. 1 y 2 de la Convención sobre 
FjcTcicio de Profesiones Liberales celebrada en el Congreso .le 
Derecho Internacional Privado de Montevideo cu 1889 aprolwdo 
por lev 3P>2 (arts. 67, inc. 16 de la Constitución que contiere 
al Congreso Nacional la facultad de dictar planes de enseñanza 
universitaria). 

\Ln su mérito, lo aconsejado por el señor tWurador Ge- 
neral y lo resuelto por esta Corte Suprema en el fallo del tomo 
)3f,. pág 336, se declara procedente la queja y mal denegado 
el recurso. 

lij En cuanto al fondo de la cuestión: 

( >ue la plena libertad de trabajo, industria y profesión está 
consagrada, para argentinos y extranjeros en los arts. 14 y 20 
de la Constitución Nacional y si bien el goce de tales derechos 
ha de someterse a las leyes que reglamentan su ejercicio, estas 
no podrán nunca llegar hasta la alteración de aquéllos (art. 28). 
es decir, lo legal, reglamentario del* inspirarse siempre en el pro- 
pósito de hacer lo más efectivos y trascendentes posibles los enun- 
ciados sustanciales de la Constitución y no en crearles excepcio- 
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110, restricciones e im|wlimentns que los desvirtúen: y así el 
trabajo puede ser reglamentado por la Nación y las provincias 
cutí el fin de garantir la seguridad, la higiene, la moralidad, la 
idoneidad, la armonía y la justicia, porque estos recaudos condi- 
cionan una elevada y sincera realidad de tal derecho. 

Que. dentro de esc espíritu, las leyes argentinas han creado 
requisitos esleíales para ti ejercicio de lo que en el lenguaje 
corriente se i laman "profesionales lil «erales", entre las que se 
encuentra la de abogado, asesor, consejero o defensor del de- 
recho, condición que invoca el recurrente señor Berra/ Motyn 
a mérito de diploma expedido por Universidad Nacional compe- 
tente. i»ero las leves resjiectivas. desde la llamada de Avellaneda, 
que lleva el N" 1579, confieren a las universidades la facultad 
de expedir certificados, títulos y diplomas habilitantes para el 
ejercicio de esas profesiones conforme a los planes de esludios, 
estatutos y reglamentaciones míe las mismas se den cmno insti- 
t liciones aulárquicas (art. l'\ iuc. 4. ley 1579 y concordantes de 
las leyes 46W y lOíSGÍ t. títulos y diplomas de carácter y efica- 
cia nó Milu nacional, sinó también internacional, con forme al re- 
eordado precepto de la Convención de Montevideo. Todo ello 
está de acuerdo con la facultad que la Constitución reconoce al 
Congreso Nacional de dictar planes ríe instrucción universitaria 
(me. 16 del art. 67 h lo que, atento el carácter mixto de tal en- 
señanza en nuestro país, académica y profesional, comporta, co- 
mo queda dicho, el valor nacional de sus habilitaciones para el 
liaba jo a que se refieren. 

(Jue es indudable la facultad de las provincias para dictar 
leves reglamentarias del ejercicio de profesiones liberales suje- 
tas al requinto universitario, dentro del ]>oder de policía que les 
está reservado y. en cuanto al caso jsttb lite, dentro de la facultad 
reconocida en la úhíma parte del inciso 11 del art. 07, con el que 
coiicuerdan arts. 105, 10o y 107 de la Constitución Nacional, 
pero es indudable también que no entra en la órbita de esas atri- 
buciones la de imponer a los títulos o diplomas nacionales requi- 
mIoh de varácler sustantivo, como son los de la capacidad civil 
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v profesional, que |«>r implicancia elemental, corresponden ser 
previstos \*>r las instituciones nacionales que los expiden, por- 
,,,!,■ „i caso contrario, dios tendrían solo el valor de un certi- 
ficado científico o literario. La Provincia de Santa Fé luí podido 
crear el registro o matricula de aleados, puede exigir impues- 
tos o latentes, residencia y otros recaudos de carácter local, pe- 
ro no puede exigir, v en eí hecho no lo ha exigido, corno se des- 
prende de los arts. IOS y IW de la ley orgánica de los irihu- 
nales, la mayoridad conforme al Código Civil, rectificando las 
leyes nacionales que. dentro de su cs^-eial función, no la exi- 
gieron. 

Que las varias veces recontada ''Convención sobre I- jereicio 
de Profesiones Lítiefales". redactada durante las sesiones del 
Cnn«res» de Derecho Internacional Privado de Montevideo c,. 
imi v aprokida por ley X« 3192 de 6 de Diciembre de 1894 
confiere, en sus arts. 1 y 2 plena valide,, en la Argentina, a los 
titulo* (J diploma> expedidos por la autoridad nacional competen- 
te para ejercer profesiones lúcrales, sin otros requisita que la 
exhibición del titulo r) diploma debidamente legalizado y la com- 
probación «le identidad personal: y no se advierte como puede 
reconocerse a las provincias la facultad de modificar y nulificar 
cu el hecho, un acuerdo internacional celebrado dentro de las 
atribuciones que al Gobierno Nacional confieren el maso 19 del 
art Ul v el inciso 14 del art. 86 de la Constitución Nacional: y 
de argüirá con una exención de requisitos provinciales en bene- 
ficio de los títulos extranjeros, se violaría el principio de igual- 
dad consagrado en el art. 16 de la Carta Fundamental de la Re- 
pública, con el correlativo agravio a la nacionalidad míenortza- 
da con el privilegio al extraño. 

Ote. resolviendo el caso de la Escribano Xacioual doña An- 
gela Canipereluoli. a quien las ( amaras en lo Civil de la Capital 
en píen., negaron el derecho a la prestación de juramento legal 
para ejercer la profesión a que la habilitaba su titulo expedido 
por 'a Universidad Nacional de Unenos Aires, esta Corte, al re- 
venar dicho fallo dijo: "Que los antecedentes que preceden de- 



muestran que la denegación de la inscripción »»olicita<I;i. equivale 
a la invalidez del título y a la ineptitud legal de quien lo invoca; 
no importa el cumplimiento o o miración de un precepto de la 
ley expreso, sino la aplicación anulosa o implicancia de prin- 
cipios o disposicfpnes generales relativas a incapacidad y con- 
ceptos jurídicos de otro orden, que sí bien pueden guardar simi- 
litud con la limitación que se pretende crear, no la establecen ni 
la rigen por explícita delerm i nación legal. f>ue en tales condicio- 
nes la capacidad para el ejercicio de su profesión de escribano, 
que la recurrente justifica con título inobjetable, conferido |*ir 
la autoridad instituida por la ley. al efecto, no puede invalidarse 
hasta quedar anulada por una presunta incapacidad derivada por 
inducción de otras que las leyes comunes enumeran laxativamen- 
te, porque si fuera permitido inferir las incapacidades legales, 
aún sobre los títulos que acrediten una aptitud del mismo orden, 
aquellas no constituirían la excepción sinó la regla general y no 
se interpretarían con criterio restrictivo sino con la amplitud 
corresiHMidiente."' (Fallos: tomo 136. pág, 375 ) t Tales razona- 
mientos son de precisa aplicación al caso de autos con el agre- 
gado que el recurrente menciona ( ís. 9 ), que se presume la auto- 
rización |Kiternal a l<»s hijos adultos que ejercen alguna profe- 
sión íart. 317 del Código Civil). 

(Jue lo expuesto tu» significa que esta Corte, invadiendo la 
esfera privativa de la jurisdicción provincial, consagre el valor 
habilitante de] diploma del Sr. Berras para el ejercicio de las fun- 
ciones judiciales o administrativas que en Santa Fe van como 
inherentes al diploma de abogado con más otros recaudos regla- 
mentarios ; no, a ello no alcaliza, jior sí solo, el titule > de la 
Universidad Nacional que se cuestiona; como tampoco involucra 
ta capacidad para el ejercicio de la procuración, del mandato ju- 
dicial, de la representación en juicio, a la que las leves procesales 
lócalo i medeu imponer reglamentaciones que se estimen mas 
adecuadas i me. W del art. 1870 del Código Civil). 

Kn su mérito y de acuerdo con lo aconsejado por el señor 



m JUSTICIA DE I. A X ACIÓN 297 

Procurador General, se revoca la resolución recurrida. Xolifí- 
quese. devuélvanse los autos venidos ¡sor vía de informe can tes- 
timonio de la presente. repóngase et papel. 

j. FiGL*KkOA Al.COttTA. — H, íil ltKJ 
LavAM.K. — AxTONÍO SaCAKXA. 



X O T A S 




Con fecha dos de 



fué n ni firmada por la Corte Suprema la 
pt»r la Cámara Federal de Apelación del Paraná, la que confir- 
mó, a gg vez, la dictada por el Jue/- Letrado del Territorio Na- 
cional del Chaco, qne condenó al procesado Quintín Romero, de 
conformidad con lo dispuesto f>or los arts. 40, 41 y 79 del Có- 
digo Penal, a sufrir la pena de dtice años de prisión, como autor 
del delito de homicidio impetrado en la persona de Faustino 
Rojas, en Resistencia. Capital del expresado Territorio, el dia 
10 de Marzo de 192o. 



En la misma techa no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Ftoriudo Avendaño en autos con don Juan A. Bacigalupo. 
sobre desalojamiento, fx>r no aparecer de la exposición del re- 
currente que el recurso interpuesto fuera el extraordinario pre- 
visto ,*»r el art. 14 de la ley 4S. por lo que del/ra entenderse que 
se había interpuesto el ordinario, y ser éste improcedente por no 
encontrarse el caso comprendido en alguna de las situaciones con- 
templadas por el art. > de la ley N v 4055. 



En ÍS misma fecha se declaró improcedente la queja deduci- 



298 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



ilíi ¡Mir Tito Alberto González, en la cau>a seguida en su contra, 
por rol mi v violación de domicilio, por no tratarse de alguno de 
los casos prcvUos ni los arts. 22 y 551 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal y 'fe la ley 4055. 



En la nuMiia techa y de con furmidad con lo dictaminado por 
el Rfcoeiirador General, no se. hizo lugar a la queja deducida l>or 
don José Conti (su sucesión J. contra la Caja Nacional de Jubi- 
laciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, sobre pensión, 
en razón de que la resolución pronunciada ]>or la Cámara Federal 
de la Capital se encontralw ejecutoriada, dado que la apelación 
no fué deducida en tiempo hábil (art. 231 de la ley 50). 



En la misma techa no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Pedro Mancnso en autos con don León Bert. sobre desaloja- 
miento, por desprenderse de la propia e:qjosición del recurrente, 
que la resolución dictada por el Juez de lo Civil, cu segunda ins- 
fcincia, era la de que al aplicar c interpretar el art. 592 del C. de 
Procedimientos de ta Capital, declaró procedente la apelación in- 
terpuesta por el demandado en el juicio, y apreciando según sii 
saber y entender cuestiones de hecho y de derecho común, -revocó 
la sentencia del Juez de Pa/ : lodo lo que es ajeno al recurso 
« Ntraordinario de puro derecho federal, previsto por el art. 14 de 
la ley 48. 



En la misma tuba y de conformidad con lo dictaminado por 
el Procurador Genera! no se hizo lugar al recurso de hecho de- 
ducido por don EnitltO I.izzadro y Ciara Eloísa Bossano l.iü/adro 
en los autos sucesorios de doña María Ercilia Bossano de Lizza 
dro, sobre incompetencia, en razón de que la apelación deducida 
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contra la sentencia de la Cámara l 1 íle Apelaciones ni Jo Civil de 
la Capítol, lo fue en tieiujx> inhábil, y en consecuencia. debía te- 
nerse cuino ejecutoriada y no susceptible íle ulterior roj tirso. 
CAn. 2,11 de la lev 50}. 



a la queja detlucida iKir 



cuatro no se 
don Andrés Perra en autos con 
alojamiento. |>or aparecer de la propia exposición del recurrente 
y de los rtvaudos acompañados, que la resolución del 'Juez de 1» 
Instancia eti lo Civil de la Capital, se había limitado a interpre- 
tar preceptos de derecho común aplicando disposiciones conteni- 
das en el Código Civil, extrañas, por consiguiente, al recurso ex- 
traordinario {art. 15 de la ley 48 y a la constante jurisprudencia 
del Tribunal). 



En once del mismo no se hizo lugar a la queja deducida jjor 
don Isaías liand en autos con Enrique F. Martorelli, por calum- 
nias, por acrecer de la propia ex|xjsieión del recurrente, que la 
resolución motivo de la queja no revestía el carácter de senten- 
cia definitiva (exigencia del art, U de la ley 4S); y que sólo 
se trataba de cuestiones relativas a la procedencia o improcedencia 
de medidas de prueba, es decir, puntos de derecho común, extra- 
ños al recurso extraordinario 
la di -posición legal citada. 



En trece del mismo se declaró improcedente la queja dedu- 
cida iHir don David Alen Vieyra en ¡a causa seguida a la firma 
Valentín A. Ciancia. por defraudación a la renta fiscal, por ai>a- 
recer de la propia exposición del recurrente y de los autos remi- 
tidos i*>r vía de informe, que el recurso interpuesto guardaba 
completa analogía por la materia que lo constituye, por las cues- 
l iones en él debatida* y los antecedentes que le dan origen, con 
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el caso ir* mito ]«>r el tribunal con fecha seis del corriente mes, 
ni U causa M-iiida entra la expresada firma, pm ípftl motivo, 
proveniente fie -imitares conceptos y dilucidado i,ior fundamentos 
v consideraciones, que siendo innecesario transcribir tn sxtsnso, 
se dieron ,Nir reproducidas por su pertinente aplicación al jfffr 



En la misma fecha un se hizo lugar a la queja deducida i*>r 
don Mari.» Picasso en los auto.- seguidos p-r don Alberto C ayol 
contra don Claris Appiatii Hitos., sobre desalojamiento, por apa- 
recer de la prooia exposición del recurrente que la sentencia re- 
currida dé] Juez de l* Instancia en lo Civil, al confirmar i*ir sus 
fundamentos la del Juez de Taz. se habia limitado a resolver la 
cuestión debatida interpretando y aplicando preeqHos de derecho 
procesal, ajenos, por confuiente, al recurso previsto por el ar- 
ticulo 14 de la lev 4S. 



Con fecha diez y seis se declaró improcedente la que ja de- 
ducida por don José V icente Solanillas en autos con don Fran- 
cisco E. Alfonso, sobre desalojamiento, en razón de no aparecer 
de la ejcnosietón presentada, que se hubiera interpuesto para an- 
te la Curte Suprema, recurso alguno que hubiese sido denegado. 



En la misma fecha la Curte Suprema de conformidad con lo 
dictaminado por el señor Procurador General declaró improce- 
dente el recurso interpuesto por don Pedro Portiggia, solicitando 
exección del servicio militar, en razón de que la sentencia de la 
Cámara Federal de Ablación de la Capital, había quedado eje- 
cutoriada, toda vez que contra la misma, no acrecía que se hu- 
biese deducidii recurso alguno de ap~ 



■ 
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Kn veinte del mismo y de conformidad con el dictamen del 
Procurador General, no se Ui^ar a la queja deducida por do- 
ña Inés Gnland contra don Angel Marehíoni. sobre reivindicación 
en razón de que el litigio había sido decidido por interpretación 
y aplicación de disposiciones <lel derecho común, ajenas a la re- 
visión autorizada por el arl. 14 de la ley 48. sobre cuestiones de 
puro derecho feder.1 : agregándose, además, que de autos no re- 
saltaba la violación del deruVho de defensa que «arante la Cons- 
Xacional. y que ti rectirrcnte invocaba y. antes bien, se 
de las actuaciones, que éste se había encontrado cu con- 
de ejercitar sus derechos, no habiéndolo hecho en la 
debida. 




Kn la misma fecha y de conformidad, igualmente . con lo 
dictaminado por el señor Procurador General, uo se hizo lugar 
a la queja deducida i>or doña Adelina A. de Jiménez, en autos 
con sus bijas liosa y Teodosia, i*>r alimentos, sobre levantamien- 
to de embargo, imx cuanto ta resolución de la Suprema C orte de 
Justicia de la Provincia de Santiago del 




[l declarar su iiiconqwlencia. 
de la ley Orgánica de la Provincia, 
latida había sido resuelta interpret 
local, todo lo cual es ajeno al recurso 
14 de la ley 



para ello en el art. 20 



preceptos de una ley 
del articulo 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Alberto R. Cant en autos con el Ferrocarril Central Argen- 
tino, sobre devolución dé fletes por demora en el transarte, 
pr aparecer de la propia exposición del recurrente, que la sen- 
tencia arlada de la Cámara de Apelaciones en lo Comercial de 
la Capital, se había limitado a declarar improcedente la acción 
por considerar que existía cosa juzgada, es decir, había resuelto 
una cuestión regida por disposiciones procesales, ajenas por con- 
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^riieuic al recurso intentado, art. 14. lev 48; agregándose, ade- 
más, (jue < n oíanlo al art. 17 de ta Constitución Nacional, tuya 
inobservancia m- alcgnl>a. taina ni servar que dicha cláusula no 
guárdala om 1«»s puntos en litigio la relación directa e inmediata 
necesarin para la pn fcedewei& del remedio federal. 



Kn vcimi>iclc del mismo no se hi/o lugar ai recurso de he- 
cito é&fachte por fa empresa del Ferrocarril del Sud en autos 
con di .ti A-iistír. Hardi, sobre cobro de pesos, contra sentencia 
de la Cántara di- Apelaciones en lo Comercial de la Capital, de- 
negatoria del recurso extraordinario del art, 14 de la ley 48. en 
razón de i|iie de los autos principales, remitidos i>or vía de in- 
forme, no resulta!* planteada en turma legal ninguna cuestión 
federal (jue hiciera viable dicho recurso, pues, no podia conside- 
rarse Suficiente al objeto expresado, las referencias hechas al ar- 
liculo 285 del Reglamento General de Ferrocarriles, pues, según 
-i- eon-iimaki en la citada resolución, nu alean/ala a nmdiliear 
el carácter i/ojntm del asunte» resuello. 



Ku la misma fecha RO se hizo lugar a la queja deducida l>or 
Francisco Sotille, en la causa seguida en su contra, por acciden- 
te ferroviario, incidente sobre excarcelación, en razón de que se- 
gún !<• afirmaba la Cámara Federal del Rosario, no se tratal* de 
«emenda definitiva, ni sus efectos eran tampoco definitivos, por 
mas «pie >e tratara de la libertad del procesado, loda ves que la 
excarcelación que éste solicitaba era la p&yísioM; agregándose, 
además, une la calificación fiel delito cometido para considerar 
encuadrad" i el taso en las disposiciones láñales de la ley 2873, 
es cuestión de hecho y prueba, que no admite revisión, ni puede 
dar margen a mi caso federal que autorice la intervención de la 
Corte Suprema. 
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En ] ;1 misma fecha se declaró improcedente el recurro de- 
ducido por el Procurador Fiscal contra sentencia de la Cámara 
Federal de la Capital. que absuelve a Zacarías Hercdia de la 
mtraceióu al artículo lo de la ley X' 4707. por la que se le pro- 
cesa, cu razón de haberse resuelto la causa apreciándose para 
el Id una circunstancia de hecho y pruclm, como es Ja relativa 
a saltcr si hubo o no causa justificada en la demora para pre- 
senlar a las filas, lo que es ajeno al recurso extraordinario del 
art, 14 de 1 ley 4* 



Cun fecha veintitrés y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor Procurador General se declaró improcedente la queja 
deducida \mr doña Matilde Alvarez de Toledo de Diaz Vélez en 
autos con don Cándido Fernández, sobre desalojamiento), en ra- 
zón de qtie, ajKirtc de que la ablación deducida para ante la 
Curte Suprema, carecía de los requisitos exigidos por los arts. 14 
y 15 de la ley 48, la sentencia recurrida en virtud de la cual y 
por aplicación fie preceptos legales de orden procesal, declaró 
bien denegada la apelación interpuesta conira la sentencia dicta- 
da |>or el Juez de Va?., dado su carácter es irrecurrible,* como 
es notorio. i>ara ante el tribunal, por la vía extraordinaria de ape- 
lación elegida y, además. parque la sentencia definitiva del Juez 
de Paz había quedado ejecutoriada por no haber sido 
en tiempo 



Con techa veintitrés fué confirmada por la Corle Suprema la 
sentencia pronunciada |>or la Cámara Federal de Apelación de 
1.a Plata, ta que condenó a Daniel Quezada a sufrir doce años 
de prisión, accesorias legales y costas, en vez de la de diez y seis 
años de la misma i>ena que le fuera impuesta i>or el Juez Le- 
trado del Territorio Nacional del Río Negro, como autor del de- 
lito de homicidio perorado en la persona de Antonio Miilaqtieo, 
et día 23 de Agosto de V)2K en el 

del 




304 FALLOS DE 

En la misma i echa fué confirmada, ífíiialiiifiite, la 
da pronunciada \»>r la Cámara Federal líe Apelació»* 
ta, <jite condenó a Manuel Hornecino a mi Mr veinte ano* 
sióu, accesorias legales y costas, en vez de la de veinticinco am. 
de la misma pena que le fuera impuesta \>or el Juez Letrado det 
Territorio Nacional del Río Negro, eomo autor del delito de ho- 
micidio perpetrado en la persona de Klías Cucích o Cuchích y 
lesiones a totolo Peña, el día 31 de Agosto de 1924, en el pa- 
raje denominado Citara, jurisdicción del expresado territorio. 



( un mm treinta se declaró improcedente el recurso dedu- 
cido pi «r don Jorge Pedro Sáleme contra don Salvador Elias, so- 
bre desalojamiento, de conformidad con lo dictaminado por el 
señor Procurador General y en razón de que la cuestión debatida 
aparecía resuelta interpretándose para ello cláusulas de un con- 
trato de locación, es decir, puntos regidos i»or el derecho común, 
.pie no pueden ser revisados ]>or la Oírte Suprema en virtud de 
lo que determina el art. 15 de la ley 48. 
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ihm Manuel Alberto Durañom y otros contra la Provincia de 
Buenos Aires, sobre inconstitucional ¡dad de impuesto a la 
herencia. 

Sumario : 1» Estando fuera de la protesta la cuestión consistente 
en deducir la tasa del monto de cada hijuela computando en 
el valor de ésta no sólo el de los bienes situados dentro de 
la provincia, sino también el de los que se encuentren en otras 
jurisdicciones y tratándose de. una causa en que procede so- 
bre lo fundamental la jurisdicción originaria de la Corte 
Suprema i>or razón de la materia, no podría ésta decidir so- 
bre la legitimidad o ilegitimidad de la interpretación atri- 
buida a la ley por la Dirección de Escuelas, [mes esta cues- 
tión está librada |H>r completo a los funcionarios de la jus- 
ticia local. 

Habiéndose sostenido que la interpretación dada en el 
caso a la ley local de impuesto a las herencias es contraría 
al Código Civil, existe por eso mismo una cuestión de espe- 
cie constitucional de competencia de la Corte Suprema, des- 
de que afectaría los principios consignados en los artículos 
67, inciso II, IOS y 31 de la ley fundamental. 

3 ,f La partición por estirpe es la que da una parte igual 
a cada rama |>ara que la sulnlivida entre sus miembros con 
igualdad. I-a partición por cabezas o por personas es la que 
atribuye a cada heredero una proporción viril o igual (unta 
al art. 3494 del Código Civil). 

4 V La división por estirpes no produce el efecto de hacer 
resjxmsables a los herederos comprendidos en ellas de las 
cargas y deudas en proporción del valor de los bienes de 
la esiirjMí, sino únicamente en proporción de la ¡jarte que 
a cada uno de ellos le corresponda en la herencia. Artículos 
3490. 3496 y 3498 del mismo Código. 
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5 V Si la división de las demias y de la* cargas debe ha- 
cerse en consideración al valor dé la izarte que cada uno de 
los herederos recilie aún dentro de cada estirpe o rama, 

evidente que la Dirección de Escuelas de la Provincia de 
liuenos Aires no ha podido tomar otro valor que el repre- 
ventado por aquélla, a los efectos de la determinación de la 
tasa aplicable, esto es. la de 1.75 % y no la del 4 % como 
se ha hecho. 

0» Tal solución jurídica lejos de comprometer el princi- 
pia de igualdad se ajusta estrictamente a lo que de acuerdo 
con la jurisprudencia de la Corte Suprema constituye su 
contenido y definición. Aquel principio se cumple, ha di- 
cho el Tribunal, cuando cu condiciones iguales se imponen 
gravámenes iguales a los contribuyentes, y requiere, además, 
que a la uniformidad relativa se agregue la situación de 
igualdad en que un heredero (en el caso de nieto), detw en- 
contrarse respecto de todo otro heredero (nieto) llamado 
a recoger una hijuela del mismo valor. Fallos: tomo 149, 
página 417. 

7" filando los nietos, concurren a la herencia del ahucio 
Pr derecho propio, el impuesto sucesorio dentro de la eco- 
nomía de la ley provincial examinada, se establece mediante 
una tasa deducida del valor de los bienes que cada uno de 
esos nietos efectivamente rccíln*. es decir, de la hijuela. Kn 
cambio, cuando los nietos concurren a la sucesión del abuelo 
con el auxilio de la represe litación, la tasa según la ley o 
su interpretación, ya no se deduciría del valor de las hijue- 
las, sino del valor de lo que hubiera correspondido al pa- 
dre si viviera, Y es evidente que tal dualidad de criterio, 
(«ira liquidar el impuesto tratándose de herederos que ocu- 
]\in el mismo grado en la linea descendente y reciban una 
herencia del mismo valor, comprometería la garantía cons- 
titucional impositiva consagrada por el art. 16 de la Cons- 
li ilición. 
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P> U Dirección de Escuelas de la IVovincia de Buenos 
Aires al proceder ele otro modo, ha alterado disixjsiciones 
del Código Civil, atribuyéndole a la representación un efec- 
to que no sólo aquél desconoce, sino que expresamente re- 
pudia en el recordado art. 3490 del Código Civil, violando, 
jior consiguiente, los arts. 31 y 67. inciso 11 y 108 de la 
Constitución Nacional. 

Ci&áí Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL PROCURADOR 

Buenos Airea, Enero 3 de 1930. 

Suprema Corle: 

El doctor Angel Montes de Oca. en representación de tos 
señores Alberto Manuel. Ernesto Mario. Ricardo Matías y Ro- 
dolfo Sebastián Duraíiona y otros. to<los domiciliados en esta 
Capital Federal, entabla demanda contra la Provincia de Hítenos 
Aires, i>or rqielición de la cantidad de trescientos veintinueve 
mil setenta y seis pesos con cincuenta y dos centavos moneda 
nacional pagados de más, l*jo protesta, en los juicios testamen- 
tarios de don Manuel Duraíiona. don José Bernabé Durañoiia y 
doña Elisa Hrié de Duraíiona. 

Protocolizados los bienes testamentarios ubicados en juris- 
dicción provincial, el representante de la Dirección General de 
Escuelas de ta provincia demandada practicó las liquidaciones 
respectivas que lian sido impugnadas \wr fehersc efectuado de 
acuerdo con el impuesto a la transmisión gratuita de bienes es- 
tablecido en el inciso 7* art. 39 de la ley local de Abril 12 do 
1**13. que vulnera el principio de igualdad en et impuesto con- 
sagrado por el art. 16 de la Constitución Nacional. 

En el escrito de contesto de f tijas 51, se reconoce la ver- 
dad de los hechos articulados en la demanda, y se manifiesta 
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que la provincia está dispuesta a devolver a los actores lo que 
hubieran abonado de más, siempre que se ajusten a la juris- 
prudencia sentada por V. E. al respeto, presentando al efecto 
una nueva liquidación que w> es aceptada, quedando este punto 
I i lirado a la decisión judicial. 

La materia de esta causa lia sido ya ampliamente tratada 
por V. K. en el fallo que se registra en el tomo 149, pág. 417 y 
Ditos mencionados en la nota puesta al pié del mismo, seguidos 
por análogo concepto. Soy ríe opinión que delie aplicarss a esta 
litis la doctrina pre váleme de esos fallos, a¡ cuyo fin me permito 
darla [tor reproducida en esta oportunidad. 

Declarada en ellos la inconstitucional! dad de la dis]M>sicíón 
impugnada y aplicando al presente igual criterio, es indudable 
que k)S (torcentajes a que se refiere el art 24 de la ley provin- 
cial debe aplicarse conforme al monto de cada hijuela, pres- 
cindiendo del activo neto de la sucesión. 

l'of ello encuentro fundada la acción instaurada y pido a 
V. E. se sirva aceptarla en la forma presentada. 

Tal es mi dictamen. 

i lanicio A\ f.arrchi. 
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Bueno* Airea, Febrero 5 de 1930. 

Y Vistos! el presente juicio seguido jior don Manuel Al- 
berto Durañona y otros contra la Provincia de Buenos Aires, 
Mihrc inconstitucional ¡dad de impuesto a la herencia, fiel cual 
resulta : 

cjue a fs, 9 comj»arece el Dr. Angel Montes de Oca en re- 
presentación de don Alberto Manuel, Ernesto Marciano, Ricar- 
do Matías y Rodolfo Sekistián D ur anona ; de la señora María 
Magdalena Ptirañnna de Salaberry, \*tr si y como ttitora de su 
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ílíjp Roberto Teodoro, de Manuel Bautista Sebastián. Carlos Al- 
erto y María Elisa Salalierry: de la señorita María Luisa Euse- 
bia Durañona y de la señora Clara Berón Peña viuda de don 
José Bernabé Durañona. i>or sí y \>or su hijo menor José María 
Durañona. entablando demanda contra la Provincia de Buenos 
Aires y pidiendo se k condene a devolver a sus mandantes la 
* Minia de $ 329.076.52, con los intereses y las costas. 

Fundando la demanda expresa: que don Manuel Durañona 
falleció en esta Capital el 8 de Julio de 1922. iniciándose el co- 
rrespondiente juicio sucesorio. El 5 de Julio de 1923 falleció 
José Bernal* Durañona y el 7 de Abril de 1923 la señora Elisa 
Brié de Durañona y sus juicios testamentarios fueron acumula- 
dos al de don Manuel Durañona y se tramitaron conjuntamente. 

Que iniciado ante las autoridades de la Provincia de Buenos 
Aires el juicio de protocoliítación del testamento de don Manuel 
Durañona se sostuvo por el representante de los berederos: 1* 
Que la ley míe debía regir era la sancionada en el año 1915 y 
nó la del 12 de Abril de 1923 y 2\ que en todo caso el inciso 7* 
del art. 39 de la última ley era abiertamente inconstitucional 
Igual criterio fué necesario seguir al liquidar el impuesto co- 
rrespondiente a los herederos en las sucesiones de don José 
Berna!* 1 Durañona y de doña Elisa Brié de Durañona. 

Que como la Dirección de Escuelas de la Provincia no se 
avino al criterio sustentado por los herederos, se lucieron sendas 
protestas en las tres sucesiones, agregándose a ella la formaliza- 
da ante escrikino púlílica una vez pagados los impuestos, c|ue 
se refirió: % a la inconstitucional idad de la lev aplicada en las 
tres sucesiimes J>ara la liquidación del impuesto*. 2* a la aplica- 
ción de una ley que no corresponde. De este segundo punto no se 
hace cuestión en la presente demanda que se encamina a obte- 
ner la declaración de inconstituci- maliciad del iuc. 7" del art. .19. 
invocando jKira ello las decisiones de esta Corte recaídas en los 
juicios Drysdale de Malbrán Juana y otros contra la Provincia 
de Buenos Aires; Seré Luciano Ramón y otro y Rotarlo Wer- 
nickc contra el mismo Estado. 
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Que i«rtientlo del principio de que los porcentajes se fija» 
uniendo en consideración el monto de cada hijuela y no el valor 
total de luí bienes trasmitidos o activo neto de la sucesión, hace 
el cálculo del unirte que debieron halier |«i#ido los herederos 
en las tres sucesiones que representa y comparando estas nueva- 
liquidaciones nm las antiguas, obtiene el siguiente resultado: eft, 
la protocolización de don Manuel Durañona se lian pagado de 
nía- S U7.987.9G en concepto de impuesto y 25.55H76 a titula 
de intereses; en la de José B. Duraüona la diferencia es de 
4. ( Ktf.04 en concepto de impuesto y 623.95 de intereses y en la 
de Hlísa Ilrié de Durañona el exceso jugado es de $ 15 l >747,7'> 
correspondientes a impuesto y 20.255.02 a intereses o sea la su- 
reclamada de $ 32£M3fó&52 

■ 

íjue. en consecuencia. de acuerdo con lo dispuesto por los 

de lo 




Admitida I* jurisdicción de esta Corle abrióse traslado de 
la dental ida. el que fué evacuado ]Hjr el representante fie la Pro- 
vincia de Buenos Aires, Dr. Injerto Parry. of uniendo la ex- 
cesión de falta de personería en el apoderado de los actores 
resuella a ís. ¿8, y contestando recién aquélla a iV 51 en los 
siguientes términos: 

f hie reconoce la verdad de los hechos articulados avinién- 
dose su jHirte a devolver a los actores el excedente que hubie- 
ran abonado «pie solo asciende a la suma .de S 28h.605.95 con in- 
terese;, desde que se le notificó la demanda, después de resuelta 
la excefx-ión. 

Que en la demanda se incurre en phts petitíó, 1 mL ' s í***a 
calcular el impuesto que debió atinarse no se ha tenido en 
cuenta el monto de cada hijuela sino el de los bienes situados 
dentro de la Provincia. fca escala aplicable debe establecerse de 
acuerdo con el total de los bienes comprendidos en ella y una 
vez obtenida aquella del*» limitarse a tos bienes sujetos" a la ju- 
risdicción provincial 
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Que segú« este criterio un la sucesión de Manuel Durañotia 
la viuda debe pagar el impuesto de acuerdo con la escala del 9 % 
v los Hijos con la del 3.50 % Eii la succión «te «ta José U. 
burañona el bijo paga el 3 * y la conyugo el 4.50 * fcn- la de 
Flí<a 11 l>urañona cada rama descendente jiaga el 4.M) /c. rta- 
Wéndose abonado en concepto de impuesto e mtereses la suma 
de 700,444.38 e iniiwrtaudo la hqitidaciip practicada a 
413.S3S.43 ®M devolverse a los actores la diferencia o sea 

Oue e^ste dice, olm error en la liquidación presentada por 
los acores. Ellos dividen el haber del hijo premuerto en untas 
hijuelas «-no nietos hay, pretendiendo eltuhr la ap icacnm d la 
escala que en conjunto les corresponde, ya que concurren por 
derivo de representación y del>en recibir una suma igual a la 
que hubiera recibido el premuerto. 

Oue si los actores se avienen a recibir la suma reconocida d 
pl«to~no tiene razón de ser. Pero si aquellos mantienen sus pun- 
L de vista y deciden proseguir el litigio del* resolverse, el ., 
los puntos elegidos y aplicar las costas a los actores. 

Corrido vista del escrito a los actores fué evacuado a ís. 
53. llamando autos 

Y Considerando: 

■ 

Que de acuerdo con la precedente reladón ele la causa y 
.tentó é reconocimiento formulado por d representante de a 
Provincia de Buenos Aires respecto de su obligación de devolvtr 
la cantidad de $ 2H0.fiO5.95 %. el estudio de esta causa ha que- 
dado circunscripto a la decisión de las siguientes cuestiones : 

Fl monto de la tasa «leí* derivarse dd valor de los bienes efe 
cada hijuela, comprendiendo en ésta los bienes situados en cual- 
quier jurisdicción o sólo los que se encuentren en la Provincia 
de Buenos Aires? 2* ¿B índice para determinar la tasa en e 
caso de los nieto* que concurren t K>r representación debe ser el 
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valor ilo sus propias hijuelas o el tic la que corres] tonderia at 
|iailre premuerto? 3* ¿Los intereses deljen correr desde la fecha 
de la notificación de la demanda o desde que ésta fue evacuada 
a raíz de resolverse ia excepción de falta de personería? 

Queja cuestión relativa a saber si liara la determinación de 
la tasa aplicable lian de tomarse solamente los valores corres- 
pondientes a la hijuela existentes dentro del territorio de la Pro- 
vincia o sí han de computarse también los que se encuentren en 
ntra jurisdicción, no puede ser decidida } x>r la Corte en esta 
cauXL La protesta y reserva de derechos formulada por los 
actores en el momento de abonar la liquidación practicada por 
la Dirección de Escuelas de la Provincia, hásc limitado "a la 
inconstitucional ¡dad de la ley aplicada en las tres sucesiones ju- 
ra la liquidación del impuesto." 

Que COtúü se desprende de los términos de la protesta y d« 
las manifestaciones del escrito de demanda, ésta hacia exclusiva 
referencia a la situación contemplada por el inc, 7 V del art. y 
según el cual la lasa se determinaba tomando como antecedente 
el valor total de los bienes transmitido* para luego aplicarla so- 
bre cada una de las hijuelas. La cuestión actual que consiste en 
deducir la lasa del monto fie cada hijuela computando en el va- 
lor de ésta tío *>lo el de los bienes situados dentro dé la Pro- 
vincia, sino también el de los que se encuentren en otras juris- 
dicciones se hallaba fuera de la protesta. 

Que tal cuestión que como queda expresado no fué com- 
prendida en la protesta, tampoco ha sido presentada en la de- 
manda bajo la faz de ser tal procedimiento contrario a alguna 
de las garantías aseguradas por la Constitución Nacional 

Que siendo asi y tratándose de una causa en que procede 
sobre lo fundamental ia jurisdicción originaria de esta Corte 
por razón de la materia. nO podría ésta decidir sobre ia legiti- 
midad u ilegitimidad de la interpretación atribuida a la ley por 
la Dirección de Escuelas, cuestión ésta librada por completo a 
los funcionarios de la justicia local. Fallos: tomo 153. pág. 214; 
tonto 152. pág. 26*>; tomo 154, pág. 419. 
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Que cu cuanto a la segunda cuestión corresponde observar 
que la representación definida ]>or el art. 3549 del Código Civil 
ha sido imaginada con el fin de reparar en el interés de los hi- 
jos el mal que lia causado la muerte prematura de sus padres. 
Sus únicos efectos legales son; a) hacer entrar a los represen- 
tantes ai los derechos que el representado hubiera tenido en la 
sucesión si viviera sea para concurrir con los otros parientes, sea 
pita excluirlos (art. 35f>2) y h) hacer i>or estira la división 
de la herencia (art* 3563). 

Que la |»rtición por estirpe es la que dá una parte igual a 
cada rama para que la subdivida entre sus miembros con igual- 
dad. La ignición por calazas o por personas es la que atribuye 
a cada heredero una j>orción viril o igual (nota al art. 3492). 

Que de estos dos efectos, el primero, tiende a evitar una in- 
justicia y el segundo a impedir la producción de otra que aque- 
lla rectificación trae consigo. En efecto si un hijo premuerto 
tenia hermanos o hermanas sobrevivientes, sus hijos no pueden 
venir por derecho propio a la sucesión del abuelo, pues los des- 
cendientes de primer grado, tíos y tías, por aplicación de la regla 
según la cual los parientes más próximos en grado excluyen a 
los más remotos, los privaría de todo derecho sucesorio. Para 
rectificar esta injusticia, se acude a la representación que coloca 
al nieto en el lugar del padre premuerto. V a su tumo la divi- 
sión por estirpe corrige la irregularidad que resultaría si de 
acuerdo con ta regla general la partición se luciera por cabeza* 
pues en este caso tos hermanos del hijo premuerto verían dis- 
minuida su izarte hereditaria en la misma proporción que aumen- 
tara el número de nietos, quienes, por otra [jarte, ya no recibi- 
rían lo mismo, que el padre premuerto. sino más. 

Que una vez cumplido este doble propósito de la represen- 
tación, la ley la akandona para todos los demás efectos de la he- 
rencia que continúan sometidos a las reglas generales. 

Que la división por estirpes no produce el efecto fie hacer 
responsables a los herederos comprendidos en ella de las cargas 
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y deudas de la sucesión en proporción del valor de los bienes 
de la estirpe, sino únicamente en proporción de la parte que a 
cada uno de ellos les corresponda en la herencia. Arts. 3490. 
,U% y 3498. 

Que el primero declara terminantemente que las deudas del 
difunto v entre éstas se comprenden las cargas constituidas por 
los impuestos fiscales íart, 3474). se dividen y fraccionan en 
tantas deudas separadas cuantos herederos dejó cu la proporción 
de la [»aric de cada uno; hayase hecho la ignición por cabeza o 
|K.r estirpe. V la nota a tal articulo abundando en el mismo sen- 
tido del texto expresa que "cuando la partición se hace por es- 
lirpes todos los herederos en la misma estirpe (en el ca*J los 
cuatro nietos Mamados a la sucesión del abuelo en representa- 
ción del padre prcmuerlo^ no están obligados conjuntamente 
en las deudas y cargas en proporción de la liarte que la estirpe 
tiene derecho a recibir; sino que cada uno de los herederos esta 
obleado separadamente en la pro| arción de la parte que es 
llamad" a recibir de la masa total de la herencia y la razón está, 
lo agrega la misma nota, en que los representantes no son heré- 
denla stnó |>or ta porción que tienen cu la püe de herencia 
i|ue correspondería a la persona representada. 

í hte mí de acuerdo con lo expuesto la división de las «leudas 
v de las cargas del* hacerse en consideración al valor de la parte 
que cada uno de los herederos recibe aún dentro de cada estirpe 
rama, e* evidente que la Dirección de líjatelas de la Pro- 
vincia de Buenos Aires no ha podido tomar otro valor que el 
representado \*>r aquélla a los efectos de la determinación de la 
tasa aplicable, esto es, la de 2.50 % y no la de 4.50 % como lo 
sostiene. 

One. por lo demás, si la |>artición constituye el medio legal 
de transformar los derechos de propiedad que corresponden a 
los diversos coherederos de una manera indivisa sobre toda la 
herencia, en un derecho de propiedad exclusivo que recae para 
ca«la uno de ellos snbre los objetos comprendidos en su hijuela; 
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v. si por ministerio <lc la ley el tóte o la hijuela de cada nteto 
que concurre ]W rq»r^eiitación está constituirlo por la |>arte que 
le corresponde .lentro de la rama o estirpe en que se encuentre 
colocado con otros, ta «^ración no debe contener adjud.cacioti 
o hijuela alguna en favor riel hijo premuertó (aunque su con- 
fección interna exija una primera y previa división de los bie- 
nes por ramas o estirpes para mantener la igualdad con tos tíos) 
como sería indisper sable para justificar la tesis sostenida i>or 
la Provincia, l-as hijuelas son para los representantes ; no exis- 
ten para el representado. 

Que en cuanto al tercer punto atenta la manifestación for- 
mulada por el representante de los actores a f s. 53 y consideran- 
do que la excepción opuesta i>or la demandada solo ha sido ad- 
mitida en cuanto atañe a dona Clara Barón Peña de Orne y don 
Jos¿ Maña Durañoua. el curso de los intereses para los demás 
actores del* comenzar a correr desde el día de la primera noti- 
ficación de la demanda y pnra tos nombrados desde que se la no- 
tificó iMjr segunda vez. 

Por c^tos fundamento* v los del pronunciamiento dictado 
por el Tribunal con fecha 11 de Diciembre de 1929 (Fallos: to- 
mo I5ó t pátf. 219), oído el señor Procurador General, se declara 
que ja Provincia de Rueños Aires, además de. la suma de dos- 
cientos ochenta y seis mil seiscientos cinco peso* noventa y anco 
centavos reconocida i>or ella como cobrada sin derecho, esta 
¿Migad* a devolver la demasía que sobre aquella cantidad arroje 
la liquidación que, con arreglo a la forma en que han sido re- 
sueltas ix>r este pronunciamiento las cuestiones segunda y ter- 
cera delan practicar las partes. Kl W * la suma u,tul aSl 
obtenida debe hacerse N la Provincia dentro del término de 
quince días. Us costas por su orden, atento el resultado del 
juicio y la naturaleza de las cuestiones debatidas. Notifiquese. 

' y archívese. 

J. FlOLEROA AlXORTA. — ROBERTO 

Repetto. — Antonio Sacarna. 
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Doña Juana Antonia Arélalo, don Nicanor J. Arévate y doña 
Lucrecia Arévóto de Escobar, contra la Provincia de Buc- 
nos Aires, sobre ineonstitudonalkfad y devolución de im- 
puesto a ía herencia. 

Sumario : Es incompatible con las reglas establecidas cu el pro- 
cedimiento federal, lá reforma <lo la ley N v 4128, en cuanto 
suprime la necesidad de acusar rebeldía, con o sin venticita- 
tro horas, para la pérdida del derecho del litigante. 

í aso: Etl la demanda instaurada por doña Juana Antonia Aré- 
val o, don Nicanor J. Arévalo y doña Lucrecia Arévalo de 
Escobar, contra la Provincia de Buenos Aires, sobre iu- 
constuueíonalidad y devolución de impuesto a la herencia, 
los actores solicitaron se decretara la correspondiente re- 
lieldía, dado (filé )a Provincia había sido notificada de la 
demanda el cuatro de Diciembre último, y por consiguiente, 
debió contestarla el diez y seis del misino. A tal efecto y 
por auto de fecha diez y ocho se concedió a la Provincia el 
término de veinticuatro horas t y siendo presentado al si- 
guiente día el escrito de contestación, el tribunal, por auto 
de fecha veintitrés del mismo, la tuvo |>or contestada. Del 
pedido de rcvm'atoria )w>r contrario imperio de este auto, 
alegando bal ser transcurrido con exceso el termino de 24 
lloras contemplado en el art. 12 de la ley nacional de proce- 
dimientos, m' corrió traslado al representante de la Provin- 
cia, quien manifestó (pe ta actetra, había consentido el auto 
concediendo el término de 24 horas para contestar la de- 
manda, y que la revocatoria interpuesta contra la providen- 
cia de fecha veintitrés, era improcedente |Kirc|Ue sólo ¡tn- 
rjortaha el cumpl ¡miento de una resolución ya ejecutoriada 
y. adimái. ]>orque el escrilo en que se pedia la revocatoria 
lleva cargo del veintiuno del mismo mes. lo que permitía 
presumir que la actora, antes de conocer la resolución a 
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dictarse, se apresuró a recurrir, olvidando que el art. 203 
de la ley SO establece que la solicitud de rq*>sirión debe in- 
tenxinerse deut ro de tres días contados desde la notifi- 
cación." 
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Buenos Aires, Febrero 5 de 1930. 

Autos y Vistos: 
Considerando : 

Que según resulta de la notificación de fojas 19 y del cargo 
puesto al pié del escrito de Es. 20, el representante de la Pro- 
viuda ha contestado la demanda dentro del término de 24 horas, 
concedido por la provindeiicia de fojas 19 vuelta. 

Que el Código de Procedimientos de la Capital, en su ca- 
rácter supletorio, soli> es aplicable en el fuero federal, cuando 
laü leyes especiales resistivas o sus antecedentes, no prevean 
resuelvan los casos en cuestión, cjwiio lo ha declarado esta 
Corte en el fallo registrado en el tomo 99, pág. 148. 

Que, en consecuencia, el auto de fojas 21 vuelta, que dá 
,*>r contestada la demanda, es el que corresponde al estado de 

h causa. 

trn lia lugar a la reposición solicitada, con cosías. 



J. FicuEROA Alcokta. — Roberto 
— Antonio Sagarna, 
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Procurador Piseal dci Juzgado federal de Salta, en su carácter 
tic juez SUbrogatúc, se queja del decreto del Poder Ejecuti- 
vo, que ordena su traslado al Juzgado Federal de La Rioja. 

Siwktrio : l* X» corresponde al Poder Judicial de la Nación ha- 
cer declaraciones generales o en abstracto, sobre la constitu- 
eiunalidad o inconstitucionalidad de I» leyes que dicte el 
Honorable Congreso o de los decretos del Poder Ejecutivo, 
sino únicamente con relación a la aplicación de éstas al he- 
cho u caso contencioso producido (art. 2$ de la ley ¿7\\ 
en consecuencia, no habiendo sido presentada a la Corte 
Suprema en forma de contienda o caso judicial la declara- 
ción de inconstitucionalidad solicitada por el señor Fiscal, 
de Salta íi cargo del Juzgado Federal, del decreto ile! IWer 
Ejecutivo que ordena su traslado en igual carácter a la ju- 
risdicción seccional cío La Rioja, el tribunal carece de juris- 
dicción para pronunciarse a su respecto. 

2* El análisis de tos cuatro incisos del art. 11. que define 
y puntualiza la extensión de la superintendencia ejercida 
por la Corle Suprema sobre las Cámaras Federales, Jueces 
di* Sección, Jueces Letrados de los Territorios Nacionales y 
demás funcionarios de la Justicia Federal, muestra clara- 
mente f|uc una declaración de iiiconslitucionalidad de un 
deeretu del Poder Ejecutivo, ^e halla, en absoluto, fuera de 
las previsiones de aquella ley. 

■ 

Caso : Lo explica el siguiente; 
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Buenos Aires, Febrero 10 de 1930. 

Autos y Vistos : 

Para resolver sobre la incidencia promovida por el Fiscal 
Federal de Salta en pasión del decreto del Poder Ejecutivo que 
ordena su traslado en igual carácter a la jurisdicción seccional 
de 1.a Riaja. 

Y Considerando : 

Que comunicada la resolución aludida al referido funcio- 
nario éste se acoge a su situación de Juez Federal subrogante e 
invoca las inmunidades y prerrogativas que dicen le competen 
por dicho titulo, sosteniendo que no puede ser removido de su 
puesto sin violación, entre otros privilegios, de la inmovilidad 
inherente por ta Constitución al desempeño de la justicia nacio- 
nal y en tal sentido requiere de esta Corte el prouunciamitlUo 
que corresponda, atenta la consideración de que él desempeña las 
citadas funciones por disposición de este tribunal. 

Que. en efecto, nó por mandato dUfcrecional, sino en cum- 
plimiento de expresas disposiciones legales (art. 1* y 3* ley 
4162) aplicables a la situación creada jwr la decisión del H. 
Senado Nacional que sus^ndió en el ejercicio de sus funciones 
al Juez Federal de Salla, doctor Ramón J. Costa, esta Corte es- 
tableció que correspondía se luciera cargo de aquel jugado, en 
calidad* de juez sobrogantc el Procurador Fiscal de aquella sec- 
ción federal, doctor Martí» Gómez Rincón, 

Que planteada esta incidencia sobre la base de los antece- 
dentes" relacionados, se observa, desde luego, que el señor Fiscal 
de Salta a cargo del Juzgado Federal, así como el señor Procu- 
rador General en su dictamen, omiten expresar las normas de 
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derecho público procesa! atributivas de la com|ietencia de esta 
Corte jara decidir la delicada cuestión que se le somete, y en tal 
caso es indispensable examinar como asunto previa: 1* Sí ella 
se batía comprendida entre las ípte le están originariamente atri- 
buidas por los aru. 100 y 101 de la Constitución, o en SU tfe- 
fecto, 2v, si la misma cuestión es ]»r su naturaleza susceptible 
de ser considerada como de simple superintendencia con arreglo 
a los arts. 10 y Al de la ley 4055. 

En la hqiótesis de que la declaración impetrada no tuviese 
lugar asignado en uno u otro de esos dos supuestos, esta Corte 
se hallaría inhabilitada para entender en el caso, desde que ella 
tiene su jurisdicción estrictamente definida y demarcada por la 
Constitución y por la* leyes dictadas en consonancia con la 
misma. 

Uiu , en cuanto al primer punto no existe la posibilidad de 
ijcurrir directamente a la Corte con el íin de obtener de ella la 
declaración de inconstitucionalidad de una ley o de un decreto 
fiel Poder Ejecutivo Nacional, desde que jx>r una parte, la ju- 
risdicción originaria y exclusiva de la Corte según el segundo 
apartado del art. 101. solamente comprende los asuntos concer- 
nientes a embajadores, ministros o cónsules extranjeros, y en 
los eme alguna Provincia fuese parte, y l*»r otra, porque los 
puntos regidos por la Constitución, la ley o los tratados, sólo 
pueden fiar jurisdicción al |*xler judicial cuando son llevados 
ante é*te en la furnia de causas, es decir, de controversias entre 
liarle*. Kn este sentido la ley y la jurisprudencia invariable de 
esta Corte han establecido que no corresixtndfe al Poder judicial 
de la Nación hacer declaraciones generales o en al>straeto so- 
bre la constitucional idad o inconstitucionalitlad de las leyes que 
tíicie el Honorable Congreso o de los decretos del Poder Eje- 
cutivo. >inu únicamente con relación a la aplicación de éstas 
al hecho o caso contencioso producido (art. 2 V de la ley 27, Fa- 
llos: tomo 12, pag, 372; tomo 24, pág, 248; tomo 95, ixig. 290: 
tomo 107, i¿g. 17*J; tomo 115. |>ág. 163). 
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Que, si («ira determinar la jurisdicción de la Corte y de los 
demás tribunales de la Nación, no existiese la limitación den- 
vada de la necesidad de un juicio, de una contienda entre ijartesv 
entendida ésta como como "un pleito o demanda en derecho ins- 
tituida con arreglo a un curso regular de procedimiento*', según 
el concepto de Marshall, la Suprema Corte dispondría de una 
autoridad sin contralor sobre el Gobierno de la República, y po- 
dría llegar el caso de que los demás poderes del Estado le que- 
daran supeditados con mengua de la letra y del espirntu de la 
Carta Fundamental. El Poder Judicial de la Nación, ha dicho 
Vedia (Constitución Argentina, párrafos 541 y 542), no se ex- 
tiende a todas las violaciones ]>osibles de la Constitución, sino a 
las qtie le son sometidas en la forma de un caso por una de las 
lurtes. Si asi no sucede, tío hay caso y no hay, jior lo tanto, ju- 
risdicción acordada. Cía jurisprudencia americana aplicando pres- 
cripciones análogas a las de nuestra Constitución, lia reconocido 
igualmente que la facultad de declarar la inconstitucionalidad de 
una ley ( y lo mismo cal* decir de un decreto del P. E.), splo 
l>odria ser ejercitada cuando un caso propiamente tal, o contro- 
versia entre partes, que afirman y contradicen, respectivamente, 
derechos fundados en la prescripción legal discutida, son lleva- 
dos a su decisión, sin que la condición pueda ser suplida ni por 
la explícita autorización de una ley. Millcr On The Constitution, 
página 315. 

Que la declaración solicitada por el señor Fiscal de Salta, 
a cargo del Juzgado Federal, no ha sido presentada a la Corte 
en forma de contienda o caso judicial, y i*>r consiguiente este 
tribunal carece (te jurisdicción ¡ara pronunciarse a su resiiecto. 
Kii igual sentido fue resuelta la gestión análoga a la que se con- 
sidera, promovida por el doctor Eugenio Breard en su carácter 
de Juez Letrado del Territorio Nacional de Misiones, como pue- 
de verse en la resolución que se registra en el tomo 83, i>ágina 
319 de la Colección de Fallos. La misma jurisprudencia consa- 
gran los Fallos: tomo 3L pág. 288; tomo 48, pág. 462; tomo 114, 
Ingina 56. 



FALLOS DE LA CORTE SUPRIMA 



Que en cuanto a determinar si el triliunal es cum|)etente ]>a- 
ra conocer por vía de superintendencia en la cuestión traída a 
sus estrados en el caso que se examina, la decisión negativa no 
puede ser dudosa. Efectivamente, el artículo once de la ley cua- 
tro mil cincuenta y cinco define y puntualiza la extensión de la 
superintendencia ejercida i>or la Corte sobre las Cámaras Fede- 
rales, Jueces de Sección, Jueces Letrados de los Territorios Na- 
cionales y demás funcionarios de la Justicia Federal, y el análi- 
sis de sus cuatro incisos muestra claramente que una declara- 
ción de inconstitucionalidad de un decreto del Poder Ejecutivo, 
como es la m licitada, se halla en absoluto fuera de las previsio- 
nes de aquella ley. V no |xxlía ser de otro modo, i*>rque. como 
se ha visto, la función de declarar la nú constitucional idad de 
las leyes o decretos, del*: ajustarse a prescripciones señaladas 
\mr la Carta Fundamental, como es la necesidad de "una causa" 
"o asunto" l>ara emplear los términos usados |mr los arts, 100 y 
101, prescri|K iones que las leyes reblan lentarias de la orgati i na- 
ción judicial no podrían suprimir o alterar. Si tal no fuera, si 
la Corte (WtT vía de superintendencia & bailase facultada para 
conocer de un pedido de inconstitucionalidad de un decreto del 
Poder Ejecutivo, la supremacía de aquélla sobre los demás po- 
deres del Estailo. que la Constitución ha tenido la sabia previ- 
sión de evitar, se hahria realizado mediante las leyes de organi- 
zación del I\hUt Judicial de la X ación, consecuencia n todas lu- 
ces inadmisible. 

En su mérito, oído el señor Procurador General, y de con- 
formidad con la jurisprudencia uniforme de esta Corte, se de- 
clara que ella no tiene competencia jurisdiccional ]>ara conocer 
originariamente ni \*ir vía de superintendencia en la gestión pro- 
movida por el Procurador Fiscal a cargo del Juzgado Federal 
de Salta. Hádase salier y archívese. 

J. FlOT'EKOA AlCORTA. — ROBERTO 
RkPETTO, — R. Gt'lDO I- AVALLE. 

Antonio Saí;arxa. 
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Sebastián Cartaacnoí'a. querella seguida en su contra f>or infrac- 
ción ai articulo 2088 del digesto municipal. 

Sumario: l> Habiendo articulado en su defensa el querellad», 
desde la primera actuación en el juicio, la inconstitucioua- 
Udad <lel art. 20 de la ley 5098. porque las [lenas que esta- 
blece importan delegación de la facultad exclusiva del Con- 
greso de calificar los hechos delictuosos y fijarles |>enas 
(art, 18 de la Constitución Nacional) y de legislar exclusi- 
vamente para la Capital también en es* orden (art. 67. in- 
ciso 27), procede el recurso extraordinario del art. 14 de 
la ley 48 contra la resolución que no hace lugar a la hicons- 
tiutcionalidad oportunamente alegada. 

2* No hay delegación de funciones legislativas al confe- 
rir al poder administrador o a ciertas reparticiones, la fa- 
cultad de fijar específicas normas de policía, crear infrac " 
Clones y fijar las sanciones correspondientes, dentro de li- 
mites establecidas por ta misma ley, sino ejercicio de ta 
facultad reglamentaria que preceptúa el inciso segundo del 
:irt. S6 de la Constitución Nacional conformada al espíritu 
v letra de la ley reglamentada. 

& El iKxler de legislación exclusiva que confiere al Con- 
greso como legislatura local, el inciso 27 del art 67 de la 
Constitución, no es inconciliable con la facultad reglamen- 
taria de carácter municipal, en la Capital Federal, como no 
lo es el poder de legislación provincial reconocido por los 
arts. 105 y 106 con la obligación de garantir el régimen 
municipal que consagra el art. 5*. 



Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DE JUEZ CORRECf O NAL 

Buenos Aires, Agosto 20 de 1929. 

Vista la linéente querella X* 17,951. seguida a instancia M 
representante fio la Municipalidad tío la Capital, don Juan José 
LuqUc, cuya jiersotieria tiene acreditada en autos, contra don 
Sel»asfián Cartagcnováj por infracción al art. 308R del Digestp 
Municipal. 

Considerando : 

Que la presente acción, se funda en el hecho, según se ex- 
presa en el escrito de querella, de halierse comprobado, reitera- 
das veces, que en la finca de la calle Suípacha X* 383, dep. 5*. 
se ejercía la prostitución clandestina, solicitando, en consecuen- 
cia, la fiarle querellante, la aplicación de una multa de quinien- 
tos "pesos moneda nacional. Que practicados los trámites que es- 
tablece el C. de Procedimientos, la infracción acusada resulta 
no halier sido confesada, pero no es menos cierto que tampoco 
fué negada, limitándose la defensa únicamente á negar a la Mu- 
nicipalidad do la Capital la facultad de reprimir las infracciones 
de la índola de la presente y tachó de inconstitucional la orde- 
nanza. 

Que es indudable la facultad de la Municipalidad i>ara in- 
tervenir en las infracciones que se relacionen con lo moral hi- 
giene y seguridad pública; tam|)oco puede ser inconstitucional 
dicha ordenanza, porque la autoridad municipal tiene el deber 
dé adoptar medidas tendientes a asegurar la moral pública y el 
uso de esa facultad ejercida por la Intendencia Municipal en su 
carácter de poder público, no lesiona» altera o restringe en ma- 
nera alguna, las liltertades que consagra la Constitución Nacional, 
jH>r ello se rechaza la cuestión de inconstituciunalidad plantea- 
da ]>or la defensa. En tales condiciones y teniendo en cuenta 
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que el propietario del local de ta calle Sui|iacha $?• 323 ha to- 
lerado el ejercicio de la prostitución clandestina, convicción que 
surge de autos y dado que las numerosas infracciones de que dan 
cuenta los expedientes municipales agregados, corresponde re- 
solver la presiente querella, en la forma que lo tiene solicitada la 
parte querellante. 

Por ello y de acuerdo con lo dispuesto en el art 2088 del Üi- 
gesto Municipal: Fallo, condenando a Sebastián Cartagenova 
|)or encubrir el ejercicio de la prostitución clandestina, a pagar 
una multa <le quinientos i>esos moneda nacional y al pago de 
tas costas del juicio, resolución a la cual delierá dar cumplimien- 
to el querellado, no olwtante gozar de Unenos antecedentes, en 
atención a la naturaleza del asunto de que se trata. Consentida 
ejecutoriada que sea esta resolución, archívese el expediente. — 
Antonio t\ Obligado. — Ante mi: Abelardo Laz'andeyra. 



SKKTENUA OK LA l\\ M ARA KN JXJ CRIMINAL Y CORRPXC'IOKAL 

Buenos Airea, Septiembre 20 de 1929. 

Y Vistos; 

Habiendo actuado la Municipalidad de la Capital en uso 
de las atribuciones que le confiere el art. 2Q de la ley 5098, que 
no contiene ninguna delegación de facultades que sean privati- 
vas del Congreso Nacional. |>ucs éste ha ejercido las atribucio- 
nes que le acuerdan los incisos 27 y 28 de la Constitución Na* 
CTOnaí, se confirma con costas la sentencia apelada de fojas 19, 
cpie condena a Sebastián Cartagcnova a pagar la suma dd qui- 
nientos t>esos moneda nacional de multa y 1as costas del juicio, 
no dejando en suspenso el cumplimiento de la pena en aterlaón 
a la naturaleza del asunto de que se trata. Con costas, devuélvase. 
— ¿ Luna. — F. Rgmos Afcjía. — Juan P. Ramos. — Ante 
mi : Antonio L« Bcruti. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Febrero 12 de 1930. 

V Vistos: El recurso extraordinario de don Sebastian Car- 
tagenova contra el fallo de la Cámara de Ablaciones en lo Cri- 
minal y Correccional de la Capital, en el proceso que se le siguió, 
por querella municipal, fundado en in fritaron al art. 30SK del 
Pigesto que reprime el ejercicio de la prostitución clandestina, y 

Considerando: 

Onr de>de ta primera actuación en el juicio, la defensa del 
querellado articuló la iiieonstitucionalidad del art 20 de la ley 
5tHS. í|ue faculta al Concejo Delibrante de la Capital para 'es- 
tablecer | tenas fie multas o arrestos, («ira tus casos en que se 
contravengan tas disposiciones de las ordenanzas que sancione, 
"porque ello importa delegación de la í;*eultad exclusiva del 
Congreso de calificar los hechos delictuosos y fijarles penas (ar- 
tículo 1S de la Constitución Nacional) y de legislar exclusiva- 
mente para la Capital también eu ese orden (art. 67, inc, 27 \, 
ver tV h: al apelar ordinariamente del fallo condenatorio de pri- 
mera instancia, manifiesta: "Dejando a salvo el recurso extraor- 
dinario |vira la Suprema Corte de Justicia por hal»er planteado 
o|Htrtuuamente la cuestión de ineonstítucionalidad de ta ley en 
que se funda la querella" ( f s. 22) ; y notificado del fallo con- 
firmatorio <le segunda instancia, recurre diciendo: "Se sirva con- 
celler el recurso de ablación para ante la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, en virtud de no halarte hecho lugar a la 
mconstitueioiialidad nfmrtunameiitc alegada, inciso 2" del art, 14 
de la lev X* 48". ís ( 30. 

Siendo única y sustancial la defensa fundada en la tncoiis- 
titucionalulad de lu delegación de poderes, eu virtud de la cual 
Cartagenova fué penado; precisa la mención de los preceptos 
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de la Constitución Nacional y de la ley orgánica 5098, que 
se dicen contradictorios y categórico el rechazo de esa tesis en 
ambas instancias, están llenados cumplidamente los extremos del 
art. 15 de la ley X" 48. y, oido et señor Procurador General 
así se declara, y 

Que esta Corte ha estudiado y resuelto en fomia clara la 
cuestión que se plantea por el querellad^, en el caso similar que 
se registra en el tomo 148, |iág. 430 de sus fallos, causa *lfe A. 
Del fino y Cía. contra la Prefectura General de Puertos, por 
imonstitueionalidad de una inulta", y ha ratificado la doctrina 
de ese profuinc ¡amiento en los fallos registrados en el tomo 155, 
pá#s. 178 y 185. declarando que no hay delegación de f unció- 
nes legislativas al conferir al Poder Administrador o a ciertas 
rqxirtieiones, la facultad de fijar específicas normas de policía, 
crear infracciones y fijar las sanciones correspondientes, den- 
tro de límites establecidos por la misma ley, sino ejercicio de la 
facultad reglamentaria que preceptúa el inciso 2* del art. 86 de 
la Constitución Nacional conformada, es claro, al espíritu y letra 
de la ley reglamentada. 

Que a esos fundamentos, que se dan aquí por reproducidos, 
cata agregar lo* especiales que surgen del carácter de la insti- 
tución municqial cuyos actos están aquí en delate como produ- 
cidos al margen de los principios fundamentales del sistema cons- 
titucional argentino. La Administración, el Gobierno o el Régi- 
men Municipal que los Constituyentes reconocieron como esen- 
cial liase de la organización jtolitica argentina al consagrarlo co- 
mo requisito de la autonomía provincial (art. 5^), consiste "eu 
la Administración de aquellas materias que conciernen únicamen- 
te a los habitantes de un distrito o lugar particular sin que afecte 
directamente a la Nación en su conjunto" (González *' Manual de 
la Constitución Argentina" N v 075. pág. 685) y, por lo tanto, 
del* de estar investido de la cai^icidad necesaria para fijar fcH 
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normas di* buena vecindad, ornato, higiene, vialidad, moralidad, 
etc.. de la Comuna y del poder de preceptuar sanciones correc- 
cionales fiara las infracciones de las mismas, pues aquella* sm 
estas son propias de la moral y no del derecho. 

Qbe el |K>drr de legislación exclusiva que confiere a! Con- 
greso COTOO legislatura local, el iltciso 27 del art. 07, no es in- 
conciliable con la facultad reglamentaria de carácter municipal, 
en la Capital Federal, como no lo e* el poder de legislación pro 
vmcial reconocido , M ir los arts. 105 y lO» cotí la obligación de 
garantir el régimen municipal que consagra el art. 5. I-a ley, eu 
amitos casos fija las norma* generales amplias, orgánicas y deja 
al "pibierno de propios", como le ha llamado la tradición his- 
tórica hiswio-coltHiial. ta función de traducir en el detalle re- 
glamentario las previsiones concretas cuya necesidad determina 
la experiencia de la vida comunal. Por eso el art. 20 de la ley 
defiere al Concejo Delibrante la facultad de ¡ni|xmer mul- 
tas o arrestos en subsidio a los inírae<»res de las ordenanzas 
que la lev orgánica X' 13o0 le reconoce el denHio de diciar, 
como inherentes a ios fines de la institución, fiero limitando 
esa facultad correccional dentro de un máximun. qtie en gene- 
ral considera rjentro del que corresponde tatnliién a las fa- 
cultades discq>1inarias de otros |XKleres y funcionarios que sin 
delegación legislativa, califican ciertos hechos como infracción 
nes v les ai>licau correcciones similares a la que motiva estos autos 
(Coni. art*. 53 v 33 del I Wedimiento Civil y Comercial de la 
Capital y art. U*7 de la ley N* 1893). 

IW ir» expuesto y de conformidad con los fallos citados, se 
din firma la resolución arlada en cuanto ha podido ser materia 
del recurso, Nntiííquese y devuélvase. 

J. FlíiL'EROA AlXORTA. - R. CillDO 

I .avalle. — Antonio Sauakna. 
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IU»í Jortjc J'. kirurohi amtnt la Caja XaciamI de Ahorro f'os- 
hti safar hcfíaon fie sen-icios. 

Siumtno: Ijh disposición del artículo .V' de la ley ^527, melifi- 
cada t»yr la ley 11.137. no implica en numera aljama que le 
esté vedado al Consejo de Administración <le la Caja de 
Ahorro Postal el ejercicio de los medios* conducentes a la 
adquisición de un inmueble, tales como el concurso de pla- 
nos o anteproyectos destinados a la construcción de la casa 
central necesaria i*tra el funcionamiento de la institución 
aludida. 

Caso: Lo explican las pie/as siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Marsu 22 de 1929. 

Y Vistos: los promovidos J&ge V. Rivarola, contra la 
Caja Nacional de Ahorros Postal sobre locación de servicios. 

V Considerando : 

i» (jue el actor manifiesta en su demanda de fs. 1 que la 
Caja decidió construir un edificio para sede de la misma en la 
esquina de V ictoria y Solís. en esta ciudad; 0éo un concurso 
de proyectos y designó una comisión técnica ]>ara que lo estu- 
diara, pidiendo a la Suciedad Central de Arquitectos, entre otras 
instituciones, nombrara un representante, recayendo en el actor 
la de esa sociedad: la comisión se reunió, estudió los planos, 
en fin. cumplió su cometido. Atentos los t ral ojos realizados por 
el actor, elevó éste a la Caja su cuenta de honorarios, tomando 
como Iwse el arancel de la susodicha sociedad, cuyos honorarios 
no le han sido pagados, por lo que acude al juzgado demandando 
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su cobro c invoca el ;iri. 1027 del Código Civil. Solicita se con- 
dene a la Caja a piarle siete mil linimentos jicsos moiicclti na- 
cional " la que se fije judicialmente, con intereses y cosías. 

I,a Caja contenta a fs. 13, expresando que el actor fué de- 
signad" miembro del jurado que debía dictaminar >obre los pro- 
vectos que se presentaran al concurso abierto jior la Caja a que 
se refiere la demanda. Señala que la misión con fiada al actor, 
en nuestro («tí* se desempeña gratuitamente y mal puede fun- 
dare en ci arancel que cita el actor, pues nada estatuye al rqg 1 - 
pichi, guardando silencio también las kises del concurso acerca 
de remunerar a los jurados.. 

Kn lii|K>tesi> de que el actor tuviera derecho no hay norma 
\mrn justificar el t ral tajo del actor y si lodos los jurados co- 
braran iu ipie éste, -c doblaría la cantidad establecida para los 
concursantes, 

l'or Id demás, el Consejo de Administración de la Caja 
carecía de facultades para contratar la construcción del nuevo 
edificio, por 10 que liabría ultrapasado sus facultades, no pu- 
dieudu | h ir lo tan tu responder la Caja de lo hecho jMir los 
miembros del Consejo. Alude a las leyes 9527 y 11.137, atie- 
ne que la Caja j»osee su edificio propio y luego de otras reflexio- 
nes, solícita se recbace la demanda. Con costas. 

2* <>ue al resolver este pleito, tiene presente el suscripto, 
Hiie a ts. \AO convocó a las jKirtes a una audiencia con el fin de 
llevarlas a un avenimiento, así como con el de evitar tramitación 
inoficiosa, en vista de que existían casos que guardan analogía 
con el presente sentenciados' por el Juzgado y Cámara» podien- 
tes a la saKÓn del tallo de la Suprema Corte, 

Las jarles manifestaron su conformidad a fs. 141. en sus- 
pender la solución de este juicio a lo que resolviera la Suprema 
Corte en el jimio Chrístenscn w Caja, manifestando a la vez que 
amljos no son absolutamente análogos. 

Kti efecto: en aquel caso el actor era i>articipante del con- 
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curso y presentó mi proyecto, mientras que cu el suh jttdicc, el 
actor fué miembro fiel jurado, respecto del cual las lases del 
concurso no etfahleeió retribución como lo hizo para los pro- 



Sín emliarg». en principio, lanío ivirá los juicios tic los 
proyectistas, como para el presente, cal* señalar cjue ¡a defensa 
<lc ¡a Caja ha sido la misma en lo concerniente: a sostener que 
huUi extralimitación del mandato por. parte del Consejo de Ad- 
ministración al promover un concurso de planos y proyectos y 
pretender levantar un edificio para sede de la misma, y de con- 
sígnente «ada debía al»onar a los que soliciten pago de sus pro- 
yectos, planos o servicios de jurado. 

Acerca de este punto, el suscripto mantiene formalmente su 
opinión y modo de ver el caso, tal como la expreso en Diciembre 
10 de 192JS en sentencia pronunciada en el juicio Elizalde, Bidart, 
Maihrán y Kifíari Castro v. Caja y en sentencias concordantes 
de Christensen. Karman y Bilbao la Vieja v. Caja. 

La Suprema Corte al fallar este último pleito en Febrero 22- 
de no se ha, pronunciado sobre la ext ral imitación de pode- 

rea del Consejo de Administración atribuida a la circunstancia 
de «pie la Caja era dueña de un inmueble donde funcionan sus 
t ¡icinas, con anterioridad al concurso, pues lal cosa constituye 
omito di' hecho y de pritclm ajeno al recurso extraordinario. 

l'ero, ha confirmado la sentencia de la Cámara en lo rela- 
tivo a la interpretación míe ésta dió. en cernirá de la del sus- 
cripto, a lo que se desprende del art. 3 V de la ley 9527 modifi- 
cada por la ley 11.137. 

(Juiere decir, entonces, que la Caja ha podido ejercitar los 
medio* conducentes a la adquisición de un inmueble para casa 
tales como el concurso de planos o anteproyectos dcsti- 
3 la construcción de aquella casa necesaria i»ara el fim- 

Suprema Corte prealudido, que el suscripto acata y respeta, sal- 
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Por lo tanto, queda 



el punto en i-xamen. 



.V' (Juf o» lo relativo a lo* servicio?, prestados por ti actor 
uu hay discusión en autos, limitándose la Caja a sostener que 
revisten en nuestro país el carácter de gratuitos. que nada esta- 
blecen al respecto las bases del concurso en concepto de retri- 
1 ilición y ÍJttó tampoco establece nada el arancel en que se funda 
el actor para cobrar Ja cantidad que pretende. 

Si nada determinan las bases del concurso, y el servicio es 
propio de la profesión del actor; si la Caja requirió sus servicios 
por intermedio de la Sociedad C entral de Arquitectos y si no se 
estipuló cjue la función a desempeñarse tío llevaría retribución 
como acontece en autos, es evidente que rige el art. 1627 del 
C, Civil y por ende el caso debería ser sometido a la decisión 
arbitral para la fijación del honorario. 

Sin cinlian-o. atenta la naturaleza de la cansa, a i*sar de la 
taha de idoneida* 1 de los jueces en general para sustituir a los; 
arbitros cu esta clase de asuntos y en atención a lo establecido 
por algunos fallos de la Cámara Federal de la Capital, el jugado 
hará ihi del teni| trámenlo preconizado por el art. 230 del Có- 
digo de Procedimientos de la Capital» en lo que concierne a la 
determinación del im^me debido al actor por sus trabajos que 
motivan la demanda. 

Sobre este punto, el suscripto salva de un modo formal y 
categórico su opinión, toda vez que sostiene corresponder en 
casos como el de autos. *e ponga en práctica lo que dispone de 
manera que no admite dos interpretaciones el art, ló27 del ( ó? 
dijjei Civil, esto es. que el precio lo determinen arbitros. 

La jurisprudencia acerca de este punto, es vacilante y con- 
tradictoria. Véase "Cácela del Foro' 
2D¿5, 2X72. etc. y bueno es ponerlo de 

Teniendo en cuenta estas reflexiones y los antecedentes que 
figuran en autos, el juzgado cree prudente y equitativo señalar 
como limite máximo |>ara el juramento esiimatorio que se adop- 
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ta, (iara solucionar este pleito, la cantidad cíe cinco mil pesus 
moneda nacional. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: condenando a 
la Caja Nacional de Ahorro Postal a pagar al arquitecto Jorge 
V. k i varóla, en concepto de retribución total de Uw servicios 
indicados en la demanda, la cantidad que el actor jure dentro 
de la de «cinco mil pesos moneda nacional, con intereses estilo 
Hancu de la Nación a contar desde la notificación de la demanda. 
Costas por su orden, atenta no solamente la naturaleza dudosa 
de la causa, sino también lo resuelto en un caso más claro p*>r 
la Cámara, juicio D'Agostmo v. Valdrás, "(.aceta del Foro" 

1 Saúl Sí. Escoltar. 



SENTENCIA DE LA 



DE AFELACIÓN 



Aires, Octubre 18 de 1929. 



Vistos y Considerando: 



C>ue atento los términos de la demanda y contestación y de- 
más constancia* de autos, es de estricta aplicación al caso sub p? 

Jel art. 1627 del C. Civil, según el cual el que lil- 
ilí trabajo o prestare algún servicio a otro, propio de 
su profesión o modo de vivir, puede demandar el precio, aunque 
ninguno se hubiese ajustado: no existiendo, como no existe, 
circunstancias que autoricen a presumir la intención del actor 

Que el argumento de la Caja de haber el Directorio que 
_nó el concurso de referer a, extralimitailb la órbita de sus 
funciones, fué ya desechado j é esta Cámara en el caso análo- 
go de Ltilbao la Vieja y Karman v. la misma Caja, en fallo de 
$ de Agosto de 1928, confirmado por la Suprema Corte el 22 de 
Febrero del año en curso. 
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<Jue el tribunal encuentra equitativa la suma fijada |>or el 
juez, como retrihución. dentro de la cual del>e el actor prestar 
juramento estimatorio, 

Oue estos no obstante y ser esa suma inferior a la preten- 
dida, habiendo la Caja negado toda resj»onsabi1idad, no déte ser 
eximida totalmente de las costas. 

Por ello y fundamentos concordantes de la sentencia ar- 
lada, se la confirma en lo principal, y se la revoca en cuanto a 
las costas, debiendo ía parte vencida j^gar la mitad de las de la 
adora y de igual modo las de esta instancia. Repónganse las fo- 
jas en primera instancia. — Rodolfo S. Fcrrcr. — Marcelino 
Escolada. H. . /. Xocar Anchorcna. — J. » Luna. — José 
Marcó. 



Suprema Corle: 

\¿i sentencia fie fs. 170 dictada en las presentes actuaciones 
la Cámara Federal de Ablación de la Capital, es ajustada a 



Soy de opinión, jior ello, «pie corresponde confirmarla eti la 
parte que ha podidn ser materia del recurso. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADO* 




derecho y a la doctrina de Y. íi. (¡ue 
ciona. 




:> se men- 



I i oracio A*. Larreto. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 




DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



335 



don JurtíG V. Rivarula contra ta Caja Nacional de Ahorro Pos- 
tal. jHir cobro de h< muíanos» y 

Considerando: 

tjuc el asunto traído a decisión de esta Corte es, en lo que 
al recurso extraordinario se refiere, igual al míe se resolvió en 
22 de Febrero de 1929 en el pleito "Bilbao la Vieja y Kartuan 
contra la Caja Nacional de Ahorro Postal, sobre cobro de 
sos", pues se trata de *al>er si. entre las facultades conferidas 
al Consejo de Administración de la Caja, por las leyes número* 
9527 y 11.137. se encuentra el ejercicio <le los medios conducen- 
tes a la adquisición del inmueble que diebas ¡eyes autorizan, y 
el aludido fallo fué favorable a dicha tesis. Tomo 153, pág. 424. 

En su mérito y de conformidad con lo solicitado por el se- 
ñor Procurador General, se confirma el fallo recurrido en lo 
pertinente. Xotifíquesc y devuélvanse los autos. 

J. FtüUEROA AtCORTA. — R, GtHDO 

L avalle» — Antonio Sacar ka. 



Ihm Emilio fíiquard y Cia. apelando de una resolución de Adua- 
na. Recurso de hecho. 

■ 

Sumario ; li\ punto consistente en saber sí la anotación |wiesta 
por un empleado adtiancro en un manifiesto y en el ijue se 
hace constar tm exceso de peso es el principio de verifica- 
tetón que mencionan los arts. 934 y 980 de las Ordenanzas 
de Aduana, es una cuestión de hecho y por lo tanto, ajena 
al recurso extraordinario del art. 14, ley 48. 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENE» Al- 

Buenos Airea, Diciembre 26 de 1920. 
Suprema Corte : 

La sentencia de fs. 48 ha interpretado como expresamente 
*e deduce de su texto, el art, 934 de ta ley X" 810. habiendo de> 
cid ido ta causa en cnntra de lo sentenciado por el Ministerio 
Fiscal. 

No se ha resuelto, pues, como se sosticr.e a fs. 52. mía 
cuestión de hecho. 

En tal virtud y existiendo el caso federal, ti recurso ex- 
traordinario de apelación interpuesto para ante esta Corte Su- 
prema ha sido mal denudo y asi pido a V. I£. se sin, a declararlo, 

Ku cnanto al fontlo del asunto, por los fundamentos de la 
semencia de primera instancia y consideraciones concordantes de 
la resolución administrativa de fs. 14 y lo sostenido por el Mi- 
nisterio Fiscal, pido a V. 1C. revoque la aludida sentencia de 
fs. 4V. confirmando tu todas sus partes, la resolución de la 
Ai luana que motiva esta causa. Con costas. 

Horacio Lometa* 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Febrero 17 <te 1030. 

Y Vistos: Kl recurso de hecho por denegación del extraor- 
dinario promovido por el Fiscal de la Cámara Federal de Ape- 
lación de la Capital V-ontra el fallo de dicho trihunid en la causa 
Hiuuard Emilio y Cía., apelando de una resolución condenatoria 
«le la Aduana de In Capital, y 
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Que el punto discutido v a que el recurso se refiere. con- 
siste en sal*r. si ta anotación puesta por un empleado aduanero 
en el manifiesto numero 160.544. correspondiente al vapor Ar- 
lan*, presentado por Biquard y en el que se hace constar im 
exceso de |x*o, es el principio de verificación que mencionan 
U„ :ir ts. 954 v WD ilc las Ordenanzas de Aduana. U Adminis- 
tración de Aduana y el Juez Federal entienden que sí. contra- 
riamente a la Cámara Federal, que sostiene la necesidad de ha- 
berse empezado la oración material de revisaron conforme a 
los arts. 122 á 132 (fs. 14. 38 y 49 de los autos prnncipales ) . 

Que en tales términos, no puede decirse que se haya cues- 
tionado ta inteligencia de un artículo de la ley, tratado, etc., si 
no que liav una diversa apreciación de una circunstancia de hecho, 
cual e* la anotación del empleado antes de iniciarse la verifica- 
ción formal a que alude el trihtmal apelado ; y ello está fuera 
del alcance del recurso extraordinario, conforme a la mvanahlc 
jurisprudencia de esta Corte. Faltos: tomo 109. pág- 1 10, 
pág. 145; 113. pág. 270; 114. pág. 9; 117. pág. 182; 154. pé- 
giua 292 y otros muchos. 

En su mérito se declara hien denegado et recurso. Xotifí- 
quese y archívese, devolviéndose los autos principies con trans- 
misión de la presente. 

J. FlC.UF.KOA ALCORTA. — K. LfUIDO 

L avalle. — Antonio Sagarna. 



fhm $jp$é S. I it it™ contra timt José Goldht. por infracción al 
art. 48. inciso fe tey 3975. Recurso de misión. 



Smuvrh : 1" F.l art, 551 del Código de Procedimientos en materia 
criminal de la Capital es más restrictivo que el art. 241 de 
la ley 50. 
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2" E\ íhcÍmi 3« del art, 551 del Código de I Weriñnien- 
tos en Ib Criminal, exige para la procedencia de la revisión, 
que el fundamento de la condena haya sido un documento 
declarado falso en juicio criminal, o cuando el condenado 
hallase o cobrase documentos decisivos ignorados, extravia- 
dos o detenidos por fuerza mayor o por obra de la i>arti? 
acusada, 

3* El "Título de Marca" expedido |>or el Comisario de 
Patentes de Invención y Marcas de Fábrica, de Comercio y 
Agricultura, tiene valor y efectos jurídicos mientras una 
sentencia judicial no lo anule; es un acto de autoridad con 
presunción juris tautniu de perfecta legalidad que obliga 
su acatamiento por tere-ros, y a sufrir las sanciones con- 
secutivas en caso omiso o denegado. 

Caso: Ko explican lae. piezas siguientes: 



IJHTÁMKX DEL FISCAL DK CÁMARA 

Buenos Aires, Aposto 21 d« 1929. 

Kxma. Cámara; 

■ 

Ku el juicio X'ieite* v. <iokiiu. infracción ni art. 48. inciso 
$'* de la ley 3975. se penó al recurrente por vender espedí fco* 
con marca concedida a otro. 

En el juicio Goldín v. Yieytes. nulidad de marca, se decían» 
nula la marca concedida "Hemoaivtitoxina", por la que se con- 
cedió a Vieites el titulo correspondiente de marca, 

Dicho documento no es de los ignorados o fallís a que se 
refiere el art. 551, inciso 3'' del C de Procedimientos en lo Cri- 

Lus marca* concedidas por el Comisario de Marcas eouser- 
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van toda su eficacia legal, mientra* no caduquen o no sean anu- 
ladas. 

No existe fundamento jiara el recurso de revisión une >r 
interpone, procede su rechazo. 

Julián l*íic. 



SENTENCIA DE LA C A MARA FEDERAL 



T> _ _ _ __ _ . j _ 



V Vistos: 



De acuerdo con lo dictaminado por el M'ñor Procurador Fis- 
cal de Cámara a fs, 6, no ha lugar ai recurso de revisión deduci- 
do |*or don José Goldin contra la sentencia dictada i*or este tri- 
bunal en la querella seguida |nir José J, Vieites. \*)T uso inde- 
bido de la marca de comercio *'Hemoantitoxina'\ con costas. 
Oportunamente agTéguense estas actuaciones a los autos princi- 
pies y reix'tnganse las fojas. — Marcelino 
zar Ánchorem, — /. 



IIU'TAMKN UKl. I'WKTKAIHIK CI NKRAL 

Buenos Airea» Diciembre 31 de 1929. 

Suprema Corte: 

Opino como el señor Procurador Fiscal de Cámara (ís. 6). 
ime no existe fundamento alguno para la revisión de la «.-aura, 
toda vez que la sentencia condenatoria jara Goldin fué dictada 
cuando la malta concedida a Vieytes estaba en vigencia. 

Su anulación en causa civil fué decretada mucho después. 
Mientras lauto conferia todos los derechos que la ley le acuerda. 
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Por ello soy de opinión que corresponde Confirmar la sen- 
tencia de fojas 12 vta., tiue desestima el recurso de revisión 
entablado, 

Horacio tf. l-itrretu. 



FALLO DK LA COATE SUPREMA 

Buenos Airea, Febrero 17 de 1930. 

Y Vistos: Li apelación contra el fallo de la Cámara Fe- 
deral tle A lalación de la Capital, en el recurso de revisión pro- 




movido por José Goldín, 
Considerando: 

fjue, conforme al art, 4* de la ley \* v 4055, la justicia fede- 
ral debe circunscribirse, en el* recurso en examen, a los términos 
del art. 551 del Código de Procedimientos en materia criminal 
de la Capital Federal, oías restrictivo que el art. 241 de la ley 

número 50, 

Que ta dis|>osición que invoca el recurrente (inciso 3" del. 
recordado art. 551 del Código de Procedimiento), exige, para la 
procedencia de la revisión, que el fundamento de la condena haya 
sido un documento declarado falso en juicio criminal, o cuando 
el condenado hallase o cobrase documentos decisivos ignorados, 
extraviadüS o detenidos jMjr fuer/a mayor o jwir obra de la parte 
acunada, y en el sub jmiier no hay declaración de falsedad ni do- 
cumento en las condiciones indicadas, sino declaración civil de 
nulidad de una marca por fundamentos de hecho y de derecho 
que nunca estuvieron sustraídos al conocimiento de Goldin. 

(jue el recurrente pudo articular, en el curso del proceso 
] »enal |">r uso indebido de marca, la nulidad de la qtie ii 
m querellante y si no lo tuzo, limitándose a sostener la 
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dad del producto rubrado Hemoanti toxina" que vendía y pro- 
moviendo recién después de ejecutoriado el fallo condenatorio, 
juicio civil de nulidad, fundado en cansas anteriores y conoci- 
das, no puede reclamar ahora una interpretación extensiva en su 
fav.tr de un texto legal claro y (ireciso. porque es función de la 
justicia, en esos casos, aplicarlo y no modificarlo por conceptos 
que. aunque |»rezcan más justos a los magistrados, no fueron asi 
considerados por el legislador y no hay violación de normas 

Que, por lo demás y como lo ha hecho notar el Ministerio 
FiscaTy la Cámara a $W, el "Titulo de Marca" expedido |>or el 
Comisario de Patentes de Invención y Marcas de Fábrica, de Co- 
mercio y Agricultura, tiene valor y efectos jurídicos mientras 
una sentencia judicial no lo anule ; es un acto de autoridad con 
presunción jtms tantuw de perfecta legalidad que obliga su aca- 
tamiento \k*t terceros, y a sufrir las sanciones consecutivas en 
caso omiso o denegado. Los fundamentos del falto en que el re- 
currente obtuvo la anulación de la marca registrada \>ar V'ieites. 
demuestran que se trató, en ese registro, no de un caso de fal- 
sedad o fraude, sino de un error jurídico en cuanto al significa- 
do de la palabra "Henwuntitoxina" y está, asi. contemplado en 
el art. 1045 del Código Civil con efecto* sólo para el futuro (ar- 
ticulo l(Hó. Conf. fs. 1U6 y siguientes de los autos Goklin José 
contra Yieitcs José J. por nulidad de marca). 

Por lo expuesto y de conformidad con lo dictaminado por 
el señor Procurador General se confirma la resolución recurri- 
da- Sin costas, dada la naturaleza del asunto debatido. Xotifi- 
quese y devuélvase previa reposición del papel. 

J. Figueroa Alcorta, — R. Guido 
La valle. — Antonio Saoarna. 
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ihm ¡Macario Amado contra la ^roiñncia de Salta, por interdicto 
tic despojo. Incidente sobre falta de acción del demandante. 

Sutnario: El carácter sumario que la ley atribuye a los juicios 
de interdictos dentro del procedimiento que los rige, hace 
inadmisibles articulaciones que el tril tunal esté obligado a 
resolver bajo ese concento. (Falta de acción del actor; ar- 
tículos 332 y 333 de la ley 50, 571, 581 y siguiente*! del 
lódigo supletorio). 

i' aso: f explica el siguiente: 

FAIXO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire», Febrero 19 de 1930. 

Y ViMits: La incidencia producida \*>v la parte de la Pro- 
vincia de Salta en la audiencia de que instruye el acia precedente 
sosteniendo la falta de acción del demandante, por la vía del 
interdicto deducido, y 

Considerando : 

One atento el carácter sumario que la ley atribuye a los 
i ni, ni <lr interdictos, dentro del procedimiento que los rige, no 
muí admisible* articulaciones previas que el tribunal esté obli- 
gado a resolver bajo ese concepto (art. 332 y 333 de la ley 50; 
571. 5KI y siguientes del Código supletorio ) . 

Por esto, se resuelve : que siga la causa según su estado, 
admitiéndose «ida la f truel ta ofrecida jwjr ambas partes, sin i>er- 
juicio de juzgar sobre su pertinencia en la oportunidad de pro- 
mmeiar semencia definitiva. Líbrense los oficios pertinentes. 
Hágase saber y repóngase el papel, 

J. Fhti'EROA Alcorta. — R. Guido 
La valide. — Antonio Sagarna, 



Anónima, contra don Ese- 



Wcncnii Motar 

quid Fernández, sobre prenda 

Sumario : \ t} \ax ley de prenda agraria tiene efecto en todo el te- 
rritorio de la Nación por hallarse ¡ncorparada expresamen- 
te al Código de Comercio. 

* El crédito prendario por la naturaleza es|*cia1 del pri- 
vilegio de que goza no admite tercerías de dominio, ni de 
mejor derecho, sobre los bienes afectados, con excepción 
de lo previsto en el art, ó", no iludiéndose suspender la ac- 
ción ejecutiva, por quiebra, muerte o incapacidad del deu- 
dor prendario. 

3 V Requerido un juez de Provincia |x>r uno <le la Capiud 
Federal, ante quien se signe un juicio sobre prenda agraria 
para que se' transfiera a la orden de éste y como pertene- 
ciente al referido juicio, el imitorte percibido del 
efectuado del bien prendado, corresponde que 
de cumplimiento al exhorto librado a tal efecto. 

Caso: l.o explican las piezas siguientes: 




Al"TO DE JUKX Í1E 

Rio Cuarto, Septiembre 27 de 1928. 

V Vista: Lá oposición interpuesta por el señor Edmundo 
Q; Arias, en el exhorto venido de la Capital Federal, solicitán- 
dose la transferencia a la orden del señor Juez en lo Comercial. 
Ur. Adolfo Rawson. el im^rte percibido en el remate efectuado 
en la ejecución seguida ante este tribunal i*>r don Edmundo O. 

Arias contra don Ezequiel Fernández. 

t ' • 

Y Considerando; 
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T (Jue ninif» lo expresa el exhorto de ís. I. inatacable en 
su aspecto instrumental, la transferencia se solicita en virtud de 
una ejecución iniciada \x*r la General Motors Argentina S. A. 
contra Ezequiel Fernández, ai la (iue se lia dictado sentencia 
condenatoria que en dicho exhorto se traiiscriU*. A fs, 10 y lí 
de los autos caratulados: "Artas Edmundo O. contra Kzequiel 
Fernández, emitirlo preventivo", corre agregada el acta de re- 
mate en qtíe consta la sultfista del automóvil Chevrolet emltargo 
ni autos, si-KÚn acta de fs. 2 vta. y S, Asimismo, en este 

ultimo juicio obra copia autorizada de un pagaré que es el que 
se ejecuta, por la suma de un mil quinientos ilesos nacionales, 
suscripto i>or el referido señor Fernández a favor del ejecútame. 
Us actuaciones practicadas con motivo de este litigio no ilus- 
tran acerca de las modalidades del crédito cuya realización se 
persigue, por lo que. en su defecto, acrece exacta la aprecia- 
ción del Miristcrio Fiscal al asignar a tal crédito el carácter de 
quirografario. No existen otros antecedentes do utilidad que de- 
ban cunsigiiarse. 

P Que la Lev de 1 Yenda Agraria encaminada a imprimir 
la niavor celeridad a los trámites, h? preceptuado que la ejectt- 
cíóu de créditos de esta naturaleza se ajustará a un 
ti> sumari siinn. veri al y actuado, no admitiendo más 
¡pie la de pago y descartando toda tercería de dominio o mi 
derecho, salvo el caso exce|icional que legisla. í Arts. 21 y 22 1.. 
de i\ A. de Octubre V) de 1914). 

Deroga asi. principios procesales comunes, respetando sitln 
sitttacioin> e>]>ecialcs. tales como la del propietario |xir un año 
de arrendamiento vencido, gastos judiciales \kk la venta y ad- 
ministración de las cosas prendadas, impuestos, etc, (arts. 6 y 19, 
lev citada». I-a jurisprudencia en atención a estas disecciones 
ha entendido que dicha ley es de fondo y forma. (V. J. A . t. I. 
patí. ( >57k De ató que regule situaciones de índole jurisdiccio- 
nal como es la que determina el juez competente. (Art. 1*. ñt 
ftm i. F.l exhorto cuyo cumplimiento se cuestiona, exproa en el 
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último término, "que las |Xirtes se han sometido expresamente 
a la jurisdicción de los tribunales ordinarios de la Capital Fe- 
dcral/' 

Que eslos conceptos sirven de Iwse juira apreciar la opo- 
sición articulada. Si solo tienen prelación los créditos en las 
condiciones que la ley de prenda agraria estatuye, es dable con- 
cluir por razones de ordenamiento procesal y lógico que es el 
juez que entiende en una ejecución de esa índole quien debe y 
está más habilitado para deslindar las situaciones preferentes qui- 
se le presenten. la contienda que al respecto surja, no j>odra 
encausarse dentro de un marco normal y eficiente, sino ante el 
juez que entiende en el Juicio principal, en este caso el de prenda 
agraria, especial y privilegiada. De otra manera, llegar íase a des- 
virtuar jjnr procedimientos análogos al caso que motiva este aná- 
lisis, el trámite sumario arbitrado p& la citada ley y los princi- 
pia en que ella se informa. 

4'-- Que, |»or otra parte, el art. 140 del C. de l', C. de esta 
provincia, sólo admite la o|x»síción al diligenciamiento de exhor- 
to* pnteedentes de otras provincias en los casos en que se im- 
pliquen una invasión de jurisdicción. El oponente no hace valer 
tal fundamento a argüir que el dinero cuya transferencia se re- 
quiere "fío (wrtcnece al señor Fernández, porque ya ha pasado 
al patrimonio del actor", argumento erróneo, pues la trausforma- 
dóu ile la cosa en dinero en nada ha podido cambiar el titular de 
la misma ni imitar una transmutación de derechos. Asimis- 
mo, la hi|H»tesis que plantea no tiene la consistencia de una ar- 
gumentación efectiva, debiendo, por lo demás, dilucidarse en la 
forma establecida en el considerando anterior. 

5* Que si es equitativo que cargue el acreedor prendario con 
ios gastos del remate, no parece tal aplicar el mismo! criterio a 
los gastos causídicos de otro orden, como los (pie el órnente 
ha efectuado en el juicio i*ir él iniciado. Los primeros han sido 
deducidos del producido del remate, como consta a fs. 17 de los 
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aillos "Arias Edmundo O. contra Ezequiel Fernández, embargo 
preventivo/' 

Es por lo expuesto y lo dictaminado por el señor Agente 
[•iscal y le» dispuesto por el art. 914 del C. de P. C. eme resuel- 
vo: Desestimar la oposición deducida, debiendo efectuarse la 
transferencia en los términos solicitados cu el exhorto de fs. 1. 
Transen! «se y hágase saber. — M. /Vrrr í idt la. — Ante mi : 
Alejandro /. Rodríguez. 



ACTO OE Jl 'EZ DE COMERCIO 

Dueños Aires, Junio 22 de 1929. 

Y Vistos: Por evacuada la vista conferirla a fs. 37 vta, y 

Considerando: 

La Ley de Prenda Agraria es de una naturaleza especial y 
tiende a asegurar en lo posible los derechos del acreedor, estable- 
ciendo para ello un prncediniiento eminentemente sumario, seña- 
lando la jurisdicción correspondiente y determinando el alcance 
del privilegio que crea en favor del acreedor. Es así que tle la 
letra fie los arts. 18 y 22 de ella y de la doctrina que los informa, 
resulta en forma indubitable que el juicio debe finiquitarse ante 
el misino juez donde s<- inició, sin que obste a ello la muerte o 
H concurso del deudor, pues en este caso especial no existe el 
tuero de atracción de los juicios universales. 

Luego, es evidente que ta ejecución de un crédito cualquie- 
ra* que sea de los expresamente indicados en el art. (f de la ley. 
y como es el presente juicio, aparece prhtuj facir como quirogra- 
fario, no puede enervar ía acción del acreedor prendario ni 
impedir el cumplimiento de la sentencia recaída, porque de no 
ser así se desvirtuaría en absoluto el fin perseguido p>r la ley 
y que motivó su sanción. 



En el caso de autos y a mayor abundamiento, t-1 objeto del 
contrato fué em lardado según consta a fs. 15 vta., sin que el 
deudor presente en el acto de la diligencia, hiciera manif esta- 
ción alguna de que resultare un emlrargn anterior, de manera que 
es doblemente procedente la medida solicitada ñor el ejecutante. 

Por ello y atento el precedente dictamen fiscal, rsuelvo; 
dar i»r entablada contienda de conqjetencia con el señor juez, 
de Paz Letrado de la Ciudad de Río Cuarto (Córdonan doctor 
M, Pérez Yídela y elevar estos autos a la Exma. Suprema Corle 
Nacional de Justicia, invitando por exhorto a dicho magistrado 
(«ira que proceda en la misma forma, todo; de acuerdo y a los 
fines del art. 9 de la ley 4055. Rep. la foja. Notíqtte Da Luz — 
Adolfo Raigón. — Ante mí : Raúl de Labougle. 



1>I ('TA M KX URL l'RIK'l RAH0K GENERAL 

Buenos Ai™, Diciembre 31 de 1929. 
Suprema Corte: 

l-i ley X" W>44 sobre prenda agraria ha puesto en manos 
tlel acreedor, por motivos que se explican, atento la naturaleza 
de la obligación a qu4 la misma se refiere, un procedimiento su- 
man simo jiara el cobro de su deuda, garantiéndolo contra todo 
incidente que pueda entorpecer el trámite judicial destinado a 
hacer efectivo el cumplimiento de la obligación. 

Y asi, el art. 22 prescribe que al Juez de la ejecución de 
una prenda agraria corres|x>ude la venta de los bienes afectados 
<*m esa prenda, no podiendo subtenderse la acción sínó por or- 
den judicial y previa consignación del valor del certificado, sus 
intereses y las costas calculadas. 

Todas las cuestiones, pues, relacionadas con la liquidación 
de la premia, cometen al juez de la causa. 
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Es i*or ello ajustada a derecho, la insistencia en ese sentido 
del juez de Comercio de Ja Capital de la Nación para que et 
Juez de l»az Letrado de Río Cuarlu. Proviixia de Córdoba, 
transfiera a la orden del primero, que conoce en la ejecución de 
una prenda agraria que sigue la General Motora Argentina So- 
ciedad Anónima contra Ezequiel Fernández, la suma fie ti ¡ñero 
necesaria a cubrir el crédito reclamado y que ha sido obtenida 
en la venta judicial del objeto prendado, decretada por el Juez 
de Kíü Cuarto en una ejecución seguida contra el deudor Fer- 
nández por don Edmundo O. Arias, sobre cobro de i»esos. 

Es en tal sentido que creo debe dirimirse la presente con- 
tienda de comj>etoneia trabada entre los nombrados magistrados 
con motivo del referido pedido formulado por el Juez de Co- 
mercio de la Capital, a cuyo cumplimiento se ha opuesto el <lu 
Rut Cuarto. 

Tal decisión compete a Y\ E. en ejercicio de la facultad con- 
ferida i>or el art, de la ley 4055 y pido, por lo expuesto, se 
resuelva la cuestión en favor de la competencia del expresado 
lúe/ de Comercio. 

Horado & taw^ 
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Buenos Aires, Febrero 19 de 1030. 

Autos y Vistos: 

cuestión de comiK'tcneia. derivada de la negativa del 
Tribunal Superior de Justicia de Córdoba a dar cumplimiento 
al exhorto del Juez de Comercio de esta Capital, Dr. Kawsuii, 
expedid» en el juicio seguido por ta General Motors Argentina 
S< xríedad Anónima, contra Ezequiel Fernández sobre prenda 
agtaiía> y 

Considerando: 
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Que cíe li>s antecedentes enviados a esta Corte resulta que 
por ante el Juez expresado tramita el juicio de la referencia, en 
el cual se exhortó al Jue2 de Paz Letrada de Río Cuarto, ro- 
bándole *'se sirva disponer lo necesario para que se transfiera a 
la orden de este Juzgado y como (lerteiieciente al juiciui en que 
me dirijo, el inqiorte percibido del remate efectuado en la eje- 
cución que sigue D. Edmundo O. Arias contra el señor Eze- 
quiet Fernández, q& tramita |>or ese Juzgado, secretaria <lel doc- 
tor Alejandro L Rodríguez." El fundamento de aquel exhorto 
es la sentencia mandando llevar adelante la ejecución, dictada 
t>or el Juez exhortante en los autos sobre prenda agraria, sos- 
tenido, más tarde, durante el curso do esta cuestión, por auto de 
fs. 40. en atención a la naturaleza del privilegio que entraña 
para el acreedor la garantía de la prenda agraria, de acuerdo 
con el texto de la ley resistiva X- 9TÍ44, arts. f>, 1K y 22 y la 
doctrina que l»s informa. 

Que el Juez exhortado dió curso al exhorto, aceptando los 
fundamentos del exhortante, pero el Tribunal Suprior local 
revocó la resolución res|*ctiva, aduciendo como razón funda- 
mental "que en el presente caso una demanda ejecutiva lia sido 
promovida y resuelta ix>r los jueces de Córdolu, rematándose el 
mismo bien mueble gravado con premia agraria en favor de un 
acreedor de Buenos Aires y que cualesquiera que sea en conse- 
cuencia el derecho que haya correspondido o corresponda al 
acreedor de Buenos Aires, la ejecución seguida es acto propio y 
privativo de la jurisdicción de la justicia local." 

Que tralKida, en la forma transcripta, la cuestión de com- 
petencia, corresponde la decisión del caso a la jurisdicción de 
esta Oírte de acuerdo con lo dispuesto en el art. 9 de ta ley 4055. 

Que la ley de prenda agraria tiene efecto en todo el terri- 
torio de la Xacióii por bailarse incori Mirada, expresamente, al 
Código de Comercio. 

Que su art 18 dispone que la acción correspondiente se 
iniciará ante el Juez de Comercio del lugar convenido liara el 
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pago, en el caso la Capital Federal (véase documento de ís. 4), 
estableciendo el 19 la forma en que delie liquidarse el crédito 
prendario y el 21 la naturaleza especial del privilegio de que 
goza, que un arlmite tercerías «le dominio ni de mejor derecho 
sobre lus bienes afectados, con excepción de lo previsto en el 
articulo 6. 

Hue, asimismo el art. 22, manda que la acción ejecutiva ItO 





Une de las disecciones légale* citadas se inhere que no 
es dudosa la primacía del Juez de la prenda, en la ejecución de 
tos bienes que le han sido afectados, pues de otro modo el pri- 
vilegio especialisímu que a aquélla le ha sido acordada, estaría 
a merced del deudor, que podría consentir la venta del objeto 
i¿ nule otra jurisdicción, burlando, asi, los derechos del 
Mr. 

Itimo. el hecho de que la ejecución y liquidación 
efectúe ante el Juez del asunto, en esta Capital, 
no afecta la independencia del poder judicial de la Provincia de 
Córdoba, desde que el presente ca.su. versa sobre el deslinde ele 
jurisdicciones en aplicación de una lev genera! con acción y efec- 
to en ti Mía la República. 

JW estos fundamentos y concordantes aunados por el se- 
ñor Procurador Gcnend. el Juez de esta Capital y el Juez de Paz 
Letrado de Rio Cuarto, se declara que éste deb H?** 'ícetiro 
el exhorto de autos. 

En consecuencia remítanse las presentes actuaciones al se- 
ñor Juez de Comercio doetutr Kawsou, a efecto de que reitere 
ni Juez de Paz de Rio Cuarto, el exhorto de lecha 20 de Junio 
de 1'>¿S. con transcripción de este auto y pur intermedio del 
Tribunal Superior de Cordata, previa reposición del papel. 

J. FídKROA A l-CORTA. — K- Gl'IDO 

I.avallk. — Antonio Sacahn'a. 
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Señores Rcmvnuto y Cía. contra fu Prm-iuch de San litan, so- 
bre robra de pesos. Incidente sobre liquidación. 

Sumario: El tipo tic interés cuando se refiere al que cobra el 
Banco «le la Nación, debe considerarse en relación al que 
dicho establecimiento cobra en sus operaciones ordinarias 
de descuento y no a otro alguno especial y más oneroso 
que se fija por razones circunstanciales. 

Cuso: Lo explica el siguiente: 
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Buenos Aires, Febrero 24 de 1930. 

Y Vistos: 

Para resolver la incidencia planteada p^r la provincia res-, 
pecto de la liquidación de fs. 61. y 

Considerando : 

Que el tipo de interés, cuando se refiere al que cobra el 
Hanco de la Nación, del>e considerarse en relación al que dicho 
establecimiento cobra en sus operaciones ordinarias de descuento 
y no a otro alguno esi>ecial y nías oneroso que se fija por razo- 
nes circunstanciales. Esta es la práctica general eu los negocios 
y, en caso de duda, entre la aplicación de distintos ti|xis de in- 
U'rés. debe estarse al que fuera más favorable al deudor, en 
virtud de principios de derecho y equidad que así lo enseñan. 

(Jue respecto de los honorarios y gastos alxmados por di- 
ligenciamientos de exhortos comunes, incluidos en una |jartida 
de la liquidación fie autos, redúcese a treinta [>esos la suma que 
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a la ejecutada correspi mdr jxigar por aquel concepto y por cada 
exhorto diligenciado, en atención a que dicho gastó es iudispeu- 
-al<le |iara la ejecución. 

Por esto, refórmese |>or secretaria la liquidación impugna- 
da con arreglo a lo expuesto y teniéndose en cuenta, además, la 
«informidad | uncial manifestada ñor el ejecutante. Hágase sa- 
ín r y re|x'}ngase el ikukI. 

f. FlGCEKOA A f. CORTA. — KüBüRTO 

Rf.petto. K- Guiuo La valle 
— Antonio Sagarna. 



Ihm Jmhium tontas {stts fundiros) contra ta Prmñieia de Ca- 
mtttrs. «>bre inconsHtwAonalidad </«■/ impuesto a hi he- 

nttCta. 

k 

Sumario : l- De acuerdo con el art. 3282 del Código Civil y sus 
concordantes, la sucesión o el derecho hereditario se ahre 
tanto en las sucesiones legítimas como testamentarias des- 
de la muerte del autor de la sucesión o por la prcktmcioli 
de muerte en los casos previstos por la ley. La muerte, la 
apertura y la trasmisión de la herencia se causan en el 
hiímuo iii>iante. No hay, entre ellas, el menor intervalo de 
tiempo: son indivisibles (nota al art. 3282):, 

2" I on arreglo a los principios establecidos en los artículos 
32K2 v su nota y 33+4 del Código Civil, obligatorios en 
materia sucesoria para toda la República (art. 67, inciso 11 
v 31 de la Constitución Nacional), m cabe la posibilidad de 
serrar y aislar al acto de la trasmisión sucesoria de la ad- 
quisición de la herencia, cuino lo pretende el representante 
de la demandada, pues una y otra son simultáneas y se pro- 
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ducen sin intervalo de tiempo; gravar la trasmisión ¡mi»or- 
ta, pues, gravar la adquisición de la herencia. 

3" U adquisición de la herencia comporta la división y 
fraccionamiento de las deudas del difunto desde el dia 
de la trasmisión en tantas otras serradas y distintas cuan- 
tos herederos dejó en la proporción de la i>artc de ca<Ut 
uno (art. 3400). Y el concepto de deuda almarca también 
las cargas tic la sucesión, estu es, las obligaciones que han 
nacido después de la muerte del autor de la herencia, tales 
como los gastos funerarios, los relativos a la conservación, 
liquidación y d i visión de ios derechos respectivos, inventa- 
rios, tasaciones, etc. Art. 3474 y su nota. 

4 V Cuando el art. 3 V de la ley de la Provincia de Co- 
rrientes X* 507. tle 28 de Diciembre de 1^24, hace gravitar 
el impuesto sobre ta trasmisión del patrimonio hereditario 
y no como lo dice sobre las hijuelas, hace una simple cues- 
tión de palabras, desde que en el hecho el impuesto, al di- 



Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL SEÑOR PJtOCUBADOK GENERAL 



El procurador Jorge Cabrera, cu representación de los he- 
rederos de don Joaquín Comas, demanda a la Provincia de 
Corrientes ]mr redición tle una suma de dinero cobrada de más 
a sus mandantes al practicarse en aquella provincia la protoco- 





Suprema Corte: 



354 FALLOS IJE LA CORTE SUPREMA 

ligación de las hijuelas de la succión referida. |ki«« qué SC elec- 
tnó |« L jo protesta, por considerar inconstitucional la fomiá tu 
que fué practicada la liquidación correspondiente \»*r la Recen* 
torta ele Coya. 

Ht representante ele la provincia demandada, sin (U-i'iikki r 
fus hechos, contesto la demanda sosteniendo la eonstituciouatt- 
dad de la prescrljxáoM legal provincial disentida, la que. a su 
juicio, no a treta t i principio de igualdad. 

A esie respecto, hasta recordar que la jurisprudencia «ii- 
tafia en el caso que sé registra m la págma 417 del tomo M$ 
de mis tallos y en otros varios, se lia pronunciado en el sentido 
•le que el porcentaje que dehr servir de liase para liquidar el 
impuesto a la herencia drlie >er el monto efectivo ríe cada lu- 
juria y no el de la totalidad del acervo sucesorio, doctrina que 
me permito .lar inir reprod nenia en esta litis, puf ser de estricta 
aplicación al caso. 

Kli consecuencia, pido a V. K. que. a los efectos de este jin 
**io se sirva ilrclarar qué, tal como lia >ido aplicado al ca*o snb 
jwlté el ari. 3 de la ley N" 507 de la l'mvineta de Corrientes, 
• le Diciembre 29 de H>24. sobre transmisión gratuita de bienes, 
vulnera el principio de igualdad ru el impuesto que consagra el 
árt Ifi de la Constitución Nacional, teniendo tamliién presente 
l,.s aris, ?>2 y 7°4 del Código Civil. 

tímatio H. f.ttrrtitt. 
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ltu.'ti<»s Aire». Febrero 1Í6 úv M3Ü. 



V \ i>ios: este juicio seguido i«ir don Joaquín Gomas ( sus 
herederos! contra la Provincia de Corrientes sobre ineonstitu- 
etonalidad del impuesto a las herencias, de! cual resulta: 

(Jue a ís, 19 se presenta el doctor don Jorj^e Cabrera en 



representación de- los herederos de don Joaquin t omas, drnian- 
dando a la Provincia nombrada i>or inconstitucional idad de la 
ley sobre itii|Hiestn a las herencias y pidiendo, consiguientemen- 
te, la devolución ric la suma de $ 3.141.59, aus intereses y las 
costas cu caso de oposición. 

( hie el pupi fie la suma de $ 7.220.09 liquidada en concepto * 
de impuesto sucesorio por la Receptoría de la Provincia de Co- 
rrientes fué practicado liajo protesta, como consta en el testi- 
monio que aeomimña ha jo el N" 4. 

( iuv la ley en cuestión es la N" 507 fie 28 de Diciembre de 
1924 cuyo artículo tercero es el «pie tacha de inconstitucional en 
la parle que establece que "el impuesto se liará efectivo sobre el 
caudal liquido partidle y no sobre el monto de cada hijuela."' 

t)ue la Receptor i a de la Provincia procedió a liquidar el 
impuesto descontando del total de bienes existentes en su juris- 
dicción í$ 966.277.17, la |«irie pmporckmal de las deudas y 
cargas comunes í$ 146.551.97) y la deuda hipotecaría t>'sos 
120.443 20), que<latido reducido el monto de los bienes dentro de 
la Provincia a $ 699.2K2.O0>. De esta última cantidad descontó 
la mitad exenta de impuesto en virtud de correspondí» como ga- 
nanciales a la cónyuge siqiérstite. y sobre la otra mitad (pesos 
.V49641.00) aplicó la escala del 1.75 % que el art. ! de la ley 
Fija i*ara las sucesiones cuyo caudal liquido punible exceda de 
$ 5()G.(]U) y no alcance a un millón, resultando asi el impuesto 
de pesos 6.1 ltf.72 míe ron lo* intereses ascetidió a la Minia de 
$ 7.220.09. 

Une la liquidación correcta debió balarse hecho en la f ur- 
ina siguiente rectificando un error material que contiene el 
cálculo de la Receptoría Provincial: del total -le bienes situados 
en jurisdicción de t órnenles ($ 966,277.17 \ ci>rres|>on<le des- 
ei nlar la parle proporcional en las bajas generales ($ 154.yKt.UOi 
y ta deuda hipotecaria que grava el campo de esa Provincia 
i $ I20.44¿.20k quedando reducido el total neto a 691.273.97, 
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de cuya Mima corresponden en calidad <Ic gananciales al cón* 




(Jiie de acuerdo con el certificado acomiañado Uij» H 
X" f. resulta que de los bienes existentes en Corrientes se adjti- 
dieanm a la viuda $ &SfMLlf y a cada mío de los cuatro hijos 
$ 77.307.35, ludiéndose hecho cargo la primera de todas las 
Lijas comunes y de la mitad de la deuda hipotecaria y cáela uno 
efe los hijos de un octavo de dicha deuda hipotecaria. V erifican* 
do las i lib raciones consiguientes resulta que la hijuela neta iiu- 
jM milite de la viuda es de S 9o.ii29.39, sobre la cual wrmponde 
una tasa imponible del l r ¿ Á y la de los lujos de $ 02.25 1.95 
sobre cuya suma debe aplicarse también la proporción del 1 %. 

Une t ii esas condiciones el impuesto es de S l >00.30 jara la 
viuda y $ OJ2.52 para cada hijo, o sea un total con intereses de 
S4.07S.50. U di íerencia entre esta soma y la realmente pagada 
bajo protesta o sea la cantidad de $ 3.141.5*) es la míe ta de- 
mandar!;! debe restituir. 

Oiu- la cuestión legal ha sido ya resuelta por la Corte con 
rotación al art. 39 de la ley de impuesto a tas sucesiones de la 
Provincia de I Sueños Airo, en cuanto establece un principio 
igual, .determinando ijiu- |**tra lijar la tasa a aplicarse debía te- 
nerle en cuenta el mía! liquido fie la sucesión y no el total de 
cada hijuela y se remite a las razones y argumentos desarrolla- 
da jmr el Tribunal eu l*fs tres casos de Werniekc, Drysdale de 
Matbran \ Luciano U. Seré, contra la Provincia de liuenos Ai- 
res, para asentar la conclusión de que la dis]>osiciúii legal im- 
pugnada lesiona el principio de igualdad ante la ley estable- 
cilio |Mir el art. b« de la ConMÚución Nacional. 

Admitida la jurisdicción de la Corte, corrióse a fs. 23 vta. 
trabado de la demanda, el cual fué evacuado a fs. 32 |>or don Fa- 
bián Palíelo, o mío representante de ta Provincia de C orrientes, 
pidiendo el rechazo de ai piel la con costas \ exponiendo: 

< >ne la aplicación riel imputólo en los bienes dejados | k ir 
don Joaquín t 'ornas, se ha hecho dentro de las prescripciones 
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establecidas por el art. 3"' de la ley de impuesto a las sucesiones 
que "lo hace efectivo sobre el caudal líquido partihlc** y nó co- 
mo sostiene la flema nc lacla sobre el monto de cada hijuela. 

Que la igualdad no es im principio absoluto, de rigidez 
matemática y definición estricta; es relativo y elástico de aplica- 
ción difícil por la imposibilidad de ciar relieve al matiz que lo 
caracteriza. Actúa dentro de la mayor variabilidad y en el caso 
presente cabe previamente resolver «na cuestión jurídica para 
deteru linar la forma en <|ue ha de funcionar. Y asi si el impuesto 
cae sobre la trasmisión de dominio, es indudable que se hará 
efectivo sobre el caudal líquido partible ; si afecta al derecho 
hereditario no hay duda que su efectividad se hará sobre cada 
hijuela en particular. 

Que la ley de la Provincia de Corrientes ha temado una po- 
sición de f i nula y clara frente a la cuestión jurídica planteada, 
haciendo gravitar el impuesto sobre el hecho de la trasmisión 
del dominio, sobre el movimiento, sobre la circulación de valo- 
res, nó sobre el derecho hereditario que W tiene por qué atacar 
ni afectar. 

y ue el impuesto no puede, pues, en el caso, morder la hi- 
juela iiorcme no afecta al heredero en su carácter de tal, sino 
al acto de la trasmisión del bien y si bien es cierto que establece 
una escala diferencial según el grado de iiarentescn. no pur eso 
deja ele contemplar el hecho de la trasmisión en relación a la 
naturaleza que surge del hecho del itarcntesco. 

Que dentro de estas ideas no hay violación del principio de 
igualdad, ni consagración de privilegio alguno, |tonjne no es- 
tatuye una excepción a favor de nadie ni sanciona preferencia 
de ninguna clase. 

Que res|x*cto a la diferencia del monto imi>osilivo que co- 
rresponde |Kigai a los herederos, es cuestión de hecho suliordi- 
nada a la de derecho planteada y que el Tribunal resolverá. 

Que abierta la causa a prueba fs. $7 vta„ se produjo la que 
expresa el certificado de ís. 40 vta. alegando sobre su mérito so- 
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ln el representante <H- la fKirtu demandante y poniéndo>e a ts, 4.1 
vta. los autos al despacio. 

V Considerando; 

( >ue a uno aparece de la preceden le relación de la cansí la 
cuestión sometida a la decisión del TriUmal consiste en salier si 
la disposición del artículo tercero de la ley X» 507 «le impuesto 
a las MKcstone* de la iWiueia de Corrientes, míe 'ordena ha- 
cer efectivo el gravamen salííe el caudal tít|uido partihle vulnera 
o nó el principio át igualdad consagrado por el art. 16 de la 
Constit lición Nacional. 

ÚW negando la o m secuencia la Provincia de Corrientes 
formula la distinción míe resulta entre gravar a la -sucesión 
en sí cuto trasmisión de dominio" y "gravar al derecho heredi- 
tario*', afirmando (pie en la primer hipótesis <f|ue es la de la 
It vi, el impuesto no puede morder la hijuela ponpie no afecta 
í»Í hi-redern < -11 *n carácter de lal. sinó ;d acto de la trasmisión 
di- los liienes. 

(¿W si l«eu c> exacto ipie tal es, el sistema adoptado pir la 
Irv di cxnm«¿n. ito |*or eso puede afirmarse que el impuesto he- 
,i (lilario di je di' afielar o alcanzar las hijuelas de los herederos 
llamados a recoger la herencia. Y si alean /¿minias se establecen 
dcigualdatk* entre herederos de la misma .alegoría, mi "listante 
recihir valores euuivalentes t la susodicha ley hahria desconocido 
ja garantía del art. lo de. la O institución Nacional. 

« fue» efectivamente, de acuerdo con el art. 32*2 del Código 
Civil y sus concordantes, la sucesión o el derecho hereditario se 
alire tanto en las sucesiones legitimas como testamentarias des- 
<le la muert e del autor dé la sucesión o por la presunción de 
muerte e« los casos previstos por la ley. 1-a uiuerte, la apertura 
v la irasntisión de la herencia se causan en el mismo ínstame. 
\*o hay. entre ellas, el menor intervalo fie tiempo: son indivist- 
Mes mota al art. M»2). Aceptada la herencia uueda, pues, fija- 



fJE JUSTICIA DE LA NACIÓ* 359 

da ]¡l propiedad de ei'a en la persona del aceptante desde el día 
de la apertura de la > íeesión (art. 1.144) ipie es d mismo de 
la muerte del causante, fon arreglo a estos principios que son 
obligatorios en materia si cesoria para nwla la República a mc- 
ritti fie la delegación de p <deres conferido al Congreso «le la 
N" ación para dictar el Códig* Civil (ari. 07, inc. 11 y M de la 
Constitución Nacional ), no cal*- la posibilidad de separar y ais- 
lar el acto de la trasmisión suco* ria de la adquisición de la he- 
rencia, pues una y otra co>a son >. unlt aneas y se producen sin 
intervalo de tiempo; gravar la trasm^íón importa, pues, gravar 
la adquisición de la herencia. 

Ouq la adquisición do la herencia, a m vez. comporta la di- 
visión y fraccionamiento de las deudas del u f unto desde el día 
de la trasmisión en tantas otras se| «iradas y distintas cuantos 
herederos dejó cu la pro|Hircióu de la («irte de t. da uno (;m. 
.Í4 ( H)), Y el concepto de deuda atarea también las cargas de ta 
sucesión, esto es, las ohl iliciones míe han nacido despt. de la 
muer le del autor de la herencia, tales como los justos funera- 
rios, los relativos a la conservación, liquidación y división «V 
los derechos respectivos, inventarios, tasaciones, etc.. art, 3474 
y su nota. Cuando, pues, la ley civil convierte a los heredero* 
en deudores de las obligaciones contraídas por el causante, se 
refiere tanto a las deudas contraidas en vida por aquél cuanto 
a las cjue han nacido después fie su muerte, vinculadas a la tra- 
mitación del juicio sucesorio y por consiguiente a los impuestos 
a la herencia. 

De lo dicho se desprende que cuando la ley «le C orrientes 
hace gravitar el impuesto sobre la trasmisión del |Kiiriinoniu he- 
reditario y nó como lo dice sobre las hijuelas, hace una símplo 
cuestión de (fclabras. desde que en el hecho el impuesto al divi- 
dirse automáticamente ftftf imperio del art. 34'» viene? a gravitar 
en realidad sobre cada hijuela y. por consiguiente, sobre cada 
uno de los herederos llamados a recoger la sucesión. 

One en la les coi U liciones si una persona muere en la Pro- 
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viuda ele Corrientes dejando 100.000 $ y tm si.lt. hijo el im- 
puesto es de ! c /c sobre aquella cantidad, es decir, $ 1.00Ü mo- 
neda nacional. Si. en eamliio, una j»ersona muere dejando piaus 
50Q.U0U y cinco hijos, cada uno de los cuales recito lo mismo 
que en el ca>o anterior, el impuesto es de 1.50 %, es decir, tie- 
sos 7.500. Nada im|»oria «pie la ley diga que el impuesto no es 
Mtlire la hijuela. 'sitió sobre el caudal liquido de la sucesión 
f|w el art. .14W del Código Civil que las autoridades no pueden 
dejar de aplicar ni las leves imi>ositívas modificar, al dividir 
automáticamente la carga de 7. 500 $ entre tos cinco herederos 
l.,s conviene en deudores por 1.500 $ a cada uno. siendo que 
en el ca>o del hijo único en una sucesión de 100.000 $. el mi- 
I riiotu ira sólo de mil j sesos. 

Ouc el ejemplo anterior demuestra la completa similitud 
existntic cu cuanto al desconocimiento de la garantía de igual- 
dad entre el presente casco v los fallados por esta Corte en los 
juicio* de Drysdale. Seré y Wemicke contra la Provincia de 
Bueno* \ire* y mis consideraciones le son, |M.r consiguiente, es- 
trictamente aplicables. 

íjut. tm habiéndose observado i>or el represéntate de la 
Provincia de Corrientes la liquidación incluida en la demanda y 
hallándose, por otra |»aru\ acreditado el extremo de la protesta 
corresponde hacer lugar a aquella jH.r la cantidad jiedida. 

Ku mi mérito, atento lo prescripto (H.r los arts. 7V2 y 794 
del Gtwligo Civil y de conformidad con lo dictaminado y ludido 
por el >eñor Procurador General, se declara que la Provincia 
de Crrientes debe restituir a los actores cu el plazo ele diez 
' días la cantidad de tres mil ciento cuarenta y un |>csos con cin- 
cuenta y nueve centavos moneda nacional y sus intereses a es- 
tilo de ¡os que cohra el Hunco de la Nación. Sin costas, atenta 
la naturaleza de ta cuestión del «i ida. Notiftquese y repóngase 
el papel. 

J. Fuíueroa Alcorta. — Roberto 

UeFETTO. H. GCIIX) [.AVALLE. 

— Antonio Sagarna. 
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Caja Xtwional de ■Jubilaciones y í'cnsioncs Ck-ilcs cu tintos con 
don Na fací Gambordella. su sucesión. Contienda de compe- 
t encía. 

Sumario: Sean cuales fueren las disposiciones tic la tey 9688 
relativas a la constitución He la caja de garantía, al destino 
cte los valores en ella deleitados, a la determinación i[iie 
establezca sí la indemnización por accidente forma jarte 
o nó del halwr hereditario, son cuestiones <Ie fondo que no 
determinan la jurisdicción y que deben plantearse ante el 
juez o tribunal que sea competente \x>t expresa dístxjsición 
fie la ley o \kit aplicación de los preceptos y normas gene- 
rales que rigen la materia, como es en el snb lite el Juez de 
la sucesión. Articulo Código C ivil. 

■ 

Coso: Ijo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

I 

Buenos Aires, Diciembre 31 de 1929. 




Ante el Jnzgadq de M Instancia en lo Civil y Comercial de 
l-i Plata, tramita el juicio sucesorio de don Ka fací (lamkirde- 
lla. en el cual se dispuso se notificara a la Caja Nacional de Ju- 
bilaciones y Pensiones Civiles que debía transferir a dicho jui- 
cio la suma de seis mil pesos moneda nacional, consignada como 
indemnización del accidente qite provó la muerte del causante. 

La Caja lia entendido que no debía allanarse a esa intimi- 
dación y ha de|M»sitadt) la suma expresada a la orden del Juez 
de 1* Instancia en lo Civil de la Capital de la Nación, promo- 
viendo con ello cuestión de conqxnenci» con el Juez de La Pia- 
la, iwir considerar que esa suma no forma parte del haber here- 
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«litario i-n ración ele estar la misma sometida al régimen ele la 
ley 9/if<K, que modifica al Código Civil. 

La contíeiuin ha quedado substanciada legalmente y en con- 
diciones de ser dirimida por V.*E. en ejercicio de la facultad 
;iLi-nlada jior el art. 9» de la ley -K>55. 

Lyi que clelie entenderse pt.r liatier hereditario es cuestión 
que corresponde decidir al juez que conoce en él Jü%¡6 de su- 
cesión con la amplitud de jurisdicción que le acuerda el art. 
del OtdiK" Civil, máxime ante lo dispuesto por el art. de !a 
ley 9688 citada. 

1\ por elln ime lio estoy de acuerdo con el procer lin liento 
>n>nid.> |Mr la Caja la qne. atacando el mandato judicial, come 
«1 lo aconsejó su asesor letrado a ts. 3) del expediente agrega- 
do. debió eíeciuar c) depósito de la suma reclamada y ton indar 
mis protestas y plantear sus defensas en esa circunstancia, sin 
perjuicio de traer el caso a resolución de esta Curte Suprema en 
su uportunídad y por el recudo corres] H»udienu\ 

No veft con qué jurisdicción puede resolver estas cuestiones 
el fue/ de la Capital de la Nación, quien, por lo demás, 110 se 
atribuye competencia jara conocer en la sucesión del causante. 

Lo expuesto nw: induce a opinar que la presente contienda 
debe resolverse en favor de la competencia del Juez de La Muta. 

Horacio K. Lwrcitt. 
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Buenos Aires, Febrero 2<i de 11)30. 

Autos y Vistas: Los de contienda de competencia por inlii- 
btioría tediada entre un Juez en lo Civil de esta Capital y otro 
de lo Civil y Comercial de La Plata, con motivo del exhorto li- 
brado pir éste a objeto de que se oficie al señor presidente de la 
Caja Nacional de J ululaciones y Pensiones Civiles. Sección Ac- 



eidentcs del Trabajo, a fin de que disponga la transferencia al 
Maneo de la Provincia de Buenos Aires, a La orden del Juez ex- 
hortante, de la suma de seis mil pm& nacionales, depositados 
en esa Caja como indenmi^eión pot el accidente ocurrido a 
don Rafael Gaml larde] la, causante de la sucesión que tramita 
|Nir ante el jugado de referencia. 

Y Considerando : 

Qtie este conflicto jurisdiccional deriva de los antecedentes 
y circunstancias relacionados en autos y de los cuates resulta: 
que trabajando en un buque surto en el puerto de Ua Plata e! 

Rafael Gamhardclla, sufrió un accidente que determinó 
su muerte, procediendo de inmedaito la Compañía de Según» 
-La Cuión Gremial" en cumplimiento de la ley 9688, a debi- 
tar en la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles la 
suma de seis mil pesos nacionales como indemnización acredita- 
dla a favor de los derecho-habientes del accidentado ; y abierto el 
cnrres,>oi]diente juicio sucesorio ante un Juez en lo Civil de La 
píala, este libró exhorto al de turno e igual jurisdicción de esta 
Capital, a fin de que requiriera de la Caja de Jubilaciones la 
transferencia del mencionado debito a la orden de aquel juz- 
gado, como perteneciente a la sucesión referida. Diligenciado el 
exhorto ante dicha Caja de Jubilaciones, ésta resolvió consignar 
la suma de la indemnización a la orden del Juez de esta Capital, 
sosteniendo que 110 procede la entrega de aquella suma a los he- 
rederos de la víctima, sino míe del* conservarse en la Caja de 
Garantía para ser entregada en la forma que determina el art, 9 
de la ley 9688, y que esta cuestión debe ser resuelta |»or el Juez 
de la Capital, a quien pidió promoviera a tales efectos la co- 
rrespondiente contienda de competencia por inhibitoria, quedan- 
do ella traUda por la declaratoria tle amlios jueces acerca de la 
procedencia en el caso de sus respetivas jurisdicciones. 

Que se observa, desde luego, que no se ha controvertido en 
la contienda la jurisdicción del exhortante como Juez de la su- 
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cesión, por ser el del último domicilio del causante, y (¡ufe el ti- 
tulo en que el Juez, de l.i Capital funda su cfniipctencia se* hace 
derivar tle las diSDOSidones del art. 10 de la ley 9688, ajenas 
[W completo a la cuestión jurisdiccional planteada. (Véase autos 
de t>. 8 vta. y 14 vtaj 

One. en efecto, sean cuales futren las disposiciones de la 
h v, invocadas en e! caso, relativas a la constitución de la caja 
de garantía, al destino de los valores en ella depositados, a la 
determinación ipie establezca si la indemnización !*ir accidente 
forma parte o nó del hal>er hereditario, son cuestiones de fondo 
que «ni determinan la jurisdicción y <jue dclien plantearse ante 
el Juez o Tribunal (pie sea comitente |>or expresa disposición 
de la ley o por aplicación de los preceptos y normas generales 
qtie rigen la materia, como es en el sitfr tile el juez de la su- 

Kl principio del domicilio (pie invoca la Caja de J ululacio- 
nes, asumiendo el carácter de demandada, es inaplicable al caso 
de autos, no sólo por tratarse del juicio universal de sucesión 
fltifc atrae en general todas las cuestiones relacionadas con los 
intereses y derechos sucesorios, sino también por la es|>eeiu1idad 
la ley de que se trata, que deja a elección del actor el juez 
del lugar del hecho o el del domicilio del demandado (art. 15). 
con un designio evidente de protección al ubrero accidentado o 
su familia, eliminando asi en lo jmsible las dificultades que de. 
otro modo encontrarían en la gestión de las indemnizaciones a 
míe tuvieren derecho. 

yue atentas, pues, las precedentes consideraciones, queda de 
manifiesto, como se observa en el dictamen respectivo (fs. 16). 
que las cuestiones que fundamentan la resolución de la Caja Na- 
cional de Jubilaciones y Pensiones Civiles no demuestran la pro- 
cedencia de la jurisdicción del Juez de la Capital y nada ol»sta 
a que planteadas y resueltas ante el Juez de La Plata, sean traí- 
das, si el caso lo requiere, a la decisión final de esta Corte por 
vía del recurso a que hubiere lugar. 



Por estos fundamentos, de conformidad con lo dict a min a - 
do |mr el señor i Wtirailor (iencral y las eonclusioiu's de la ju- 
risprudenda en casos análogos, f Tallos: tomo US, pág. ^58; to- 
mo 138. pag. tomo 13H. i»ájí- 13K. entre otros), se declara la 
competencia del Juez de I" Instancia en lo Civil y Comercial de 
L;t ríala para conocer en el sttb judke, a quien en consecuencia 
se remitirán los autos, avisitndo.se al Juez de la Capital en la 
forma de estile >. 

J. FlGUEROA AlXORTA. — ROBERTO 

Reim:tto. — R. Guido La valle 
— Antonio Sagas na. 



Si-fuma Gómez c hijo, nuil ni hi M imtrifwltttutt tic ta Capital, 
sobre interdicto de recobrar y re tener, tía uno de hecho. 

Sumario: Xo tiene carácter de definitiva a los fines del recurso 
extraordinario del art. 14 de la ley 48. la resolución que man- 
da que el recurrente cnmpruclic en el juicio liauer ]>agado 
el iiuimesto fiscal <le sellado en el contrato que presentó co- 
niti Uise de SU acción, sea presentando el otro ejemplar pres- 
cripto ixir el art. Ktíl del Código Civil y donde él afirma 
que existe el sellado cor residiente, sea pujando la rejx.)- 
steión y multa que sanciona la ley resistiva. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

» 

dictamen del seño» procurador cinmal 

Bueno» Aires, Febrero 13 de 1930. 

Suprema Corte: 

Ninguna de las cuestiones tratadas en esta causa y resuel- 
tas en el auto de fs. ¡14, pueden constituir el case» federal que 
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autorice la intervención de esta Corte Suprema en el recurso ex- 
trae >n linar io de ablación creado i*ara revisar sentencias de fin i - 
tivas \H>r el art, 14 de la ley 48. 

No basta, por otra |tartc. [«ra considerar planteado dicho 
cas*», la vatfi invección de la Constitución Nacional míe se ha- 
ce a fs. 21 y 25. 

Ks menester que exista entre el caso resucito y la garantía 
federal que se supone vulnerada una relación directa e inmediata. 

Tal requinto que >c intenta demostrar recién ante \. K. 
a fs. 2 de ote recurso, es ex ten mora neo, y i>or lo mismo, impro- 
cedente. 

Considero, p* ir ello, que es ajustada a derecho la resolución 
i|iie deniega e) recurso deducido i«ra ante V. K. en estas ac- 
tuaciones, 

JitlhtJt l'tiz. 
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Buenos Aire». Febrero 26 de 1930. 

* 

Autos y Vistos: el recurso lie queja |ior apelación extraor- 
dinaria denegada por la t ámara Primera de Ablaciones en ln 
t ¡vil de la Capital en el juicio tiómesí e hijo* contra la Mu- 
nich, al idad de la Capital sobre interdicto de recobrar y retener" y 

C« m Aderando: 

< >ue la cuestión resuella \h>t la jurisdicción civil ordinaria 
y ipie se trae en instancia extraordinaria a esta Corte, es la re- 
ferente a la obligación |ior parte ilel actor, de comprobar en el 
juicio el pap» del impuesto fiscal de sellado en el contrato de 
locación que ha presentado como base de su acción, sea presen- 
lando el otro ejemplar prese ripto por el art, 1.021 del Código 



Civil y donde él afirma que existe el sellado correspondiente, 
sea pa^iiulo la reposición y multa inic sanciona la ley re>i>eciiva. 

<Jue no se Irata de sentencia definitiva, como exigen el ar- 
ticulo" 14 de la ley 4K y íi v tic la ley 4055, ta tainpoen ai«irece de 
autos remitido-, por la L amara ijtie el actor haya articulado 
su recurso en los términos <|tie preseríl>c el art. 15 de la ley 4S. 

Por ello y de conformidad o.n lo dictaminado |*>r el señor 
1'rocurador General, se declara Men denegado el recurso e im- 
procedente la queja. Xotifímiese, rv\» ñipase el papel, archívese 
v devuélvanse lo* autos principales eon transcripción de la 
presente. 

J. Fifi L' ero a Alcorta. — Roberto 
Repetid. — R. C>v\vo LavALLE. 
— Antonio Saoakna. 



Pvh Víctor Afáms cmtm el (¡vhñ nin XtuiomiL sofáe tapfc 

f f'rU'h'fí. 

Sui^no: 1" Tanto el G&ítgb Civil (art, ¿511 l como la Ley de 
Kxpropiaeión X*' ÍB <arl>. 4 y 16), n -lamentarías del 
principio consagrado en el art. 17 de la C onstitución» con- 
forme a lo <|nc disponen los arls. 14, 2tf y n7. inciso de 
la misma, deíineu con claridad la obligación del expropian- 
te eomrt "de dar". Además, otaria en contra del carácter 
dil juicio de expropiación y de los fines a cpie responde de 
urgencia, de servicio público y de seguridad inmediata en 
la nueva situación juridica. que se admitieran oNi^icinnes 
de hacer en el expropiante. 

J- l'íira fijar el calor de la tierra expropiada, estudios 
y dictámenes |X'rieia1es deben hacerse en acción conjunta 
como lo preceptúan los arts. 147 y 148 de la ley 50 en con- 
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eordancia eou las normas jurídicas que informan esta dase 
de pruclta y filie consagran los arts. l'^l y 102 del Código 
de Procedimientos de la Capital. 

.V Sí bien para establecer el valor de la cosa expropiada 
no debe tomarse coma factor decisivo el precio que antes 
pagó i*ir ella el expropiado, tal factor puede admitirse co~ 
ino concurrente en la apreciación cuando no hay alegatos 
ni indicios de simulación, ni de renuncias beneficiarías, ni 
de súbito cambio de valores, independiente de la obra pú- 
blica a (pie res]Mjnde la expropiación, ya que el valor de 
las cosas que están en el comercio se determina |xir ese co- 
mercio mismo. 

4" Para la justa apreciación de los perjuicios debe tenerse 
en cuenta el fraccionamiento sufrido por las propiedades 
(jue conserva ti expropiado, el alejamiento en que algunas 
fracciones han venido a quedar de los centros de comercio, 
las dificultades del iransiKirie y el encarecimiento de la ex- 
plotación (Hir serrado. 

Cano: \ n explican las pie/as siguientes: 

* 

SURTEN CIA ÜE Jl'EZ LETRADO 

Viednm, Mayo 23 de 1928. 
Y Vistos: liste juicio, del que resulta: 

I. í Jue a ts, 1S. do» Knrique Valerga, en representación 
de Víctor A la ni s, demanda al Gobierno de la Nación por expro- 
piación de IWi hedáreas. ( >1 arcas y *J8 centiareas. en distintas 
fricciones de una superficie mayor de tierra de propiedad de su 
mandante: ocupadas desde 1*>H por Iris obras de riego del Río 
Negro Superior. que el Gobierno de la Nación luciera construir 
pur la empresa del Ferrocarril del Sud. 
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Finida su acción en los siguientes hechos : Víctor Manís es 
propietario de dos fracciones de tierra ubicadas en el lote N ■ 18, 
fracción A. sección XXVI, de ta división catastral del Rio 
\c-ro. la primera señalada con el N v 7 en el plano especial de 
venta, compuesta de una superficie de 1.796 hectáreas, 79 áreas. 
>8 centiáreas ; v la segunda, designada con el 8* 3 en el plano 
especial, con una extensión de 749 hectáreas. 22 áreas. ^ cen- 
tiáreas. Ambos inmuebles los hubo \*>t comida al áóctor Nor- 
berln lí. Fresco, según escrituras otorgada* con fecha l Krtubre 
13 t ie 1924, ante el escribano de la Capital Federal don Miguel 
lí Kspmosa, las que adjunta. En virtud de la ley N' J 6546 y 
decreto reglamentario respectivo, en el año 1914 las obras de riego 
del Río Xesro Suprior, afectaron con destino a canales prin- 
cipales, ¡as propiedades ya individualizadas, en la forma y con 
las medidas míe establece la Dirección General de Irrigación del 
Ministerio de Obras Públicas, en la copia del plano helingráíico 
une acomuna, a saber: en el lote 7 según título, lote 2 según 
plano de expropiación: Canal Principal y Terciario I-IH, 44 
hectáreas. 34 áreas, 84 ceniiáreas. 87 decímetros cuadrados. Ca- 
nal Secundario 111. Cuaternario a I - til, 10 hectáreas. 26 áreas. 
=!K ceniiáreas. 11 decímetros cuadrados. Desatine, 4 hectáreas, 
22 áreas, 88 centiáreas, 2 decímetros cuadrados. Ivn total. <>4 
hectáreas. 84 áreas. M centiáreas. En el lote 3 según lilttifc lote 
1 según plano de expropiación: Canal Principal 32 hectáreas. 
8^ áreas. 7 centiáreas, 97 decímetros cuadrados. Desagüe Sifón 
kilómetro 24768.42. 1 hectárea. 68 áreas. 95 centiáreas. •« de- 
címetros cuadrados. Colector -desafies l\ Efe 5 hectáreas, 64 
áreas. 28 centiáreas, 72 decímetros cuadrados, Tcreiano 1 - 11: 
1 hectárea. 89 áreas, 35 centiáreas, 32 decímetros cuadrad. . . Kn 
total, 42 hectáreas. 7 áreas. 67 centiáreas , 86 decímetros cua- 
drados. Los i>areiales de la* dos fracciones hacen un t"la1 atie- 
ra! de 106 hectáreas, 91 áreas, 98 centiáreas y 86 decímetros 
cuadrados. 

Por decreto del 10 de Mayo de 1913, dice, el Gobernó co- 
misionó especialmente al señor Julio Mallmann para que con- 
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vink-ni privadamente con los distintos jiopiétófMiS y "ail refe- 
rendum" del IWr Ejecutivo, la cesión de los terrenos i>articm 
lar« s indi piensa! iles para las ohras de riego. Las conversaciones 
relativas a la cesión de las tierras comprendidas en la segunda 
/una de riego, entre las míe se encuentran las deslindadas, si 
t-TUa( liaron en 1905. con el doctor Xorlierto Fresco. antecesor 
ni él dominio de don Víctor Manís y se prosiguieron con éste, 
duranu el año Los arreglos directos para legalizar la ocu- 

paeióu de estas tierras, tomadas en 1914 \*vt las obras de riego, 
ii acidan m y esta falta de avenimiento ./« Icecho a su mandante 
para al/ar demanda por ex|>n ipiación > •*>...;*■ 1 • las indemniza- 
eioiie- correspmdienies. con sus intereses : eo^ta*. 

Intima el valor de la tierra en el lote .'. -egún plano de 
i xpropiación. lote 7 según titulo y plano del ingeniero Cadei. 
i-ii l*i -¡guíente forma' ocupado ¡wir el (anal Principal, pane 
alta. 15 hectáreas. <V> áreas. 33 e«ntiárea>, 22 decímetros cuadra- 
di i- a cien fK'Sos cada una, en mil «pimientos sesenta y 
MífS pesos con t reí rúa y ires centavos. ( 'copado |hh* el 
fanal Principal, pane rcgaMc y Terciario I - III. Secundario 
III Cuaternario a I - III y IXsagüe. todo regable aiiUriiirmejile. 
... -i i-H« - citicuetila pesos !a hectárea, treinta y un mil nove* 
dentó- -tienta y -ei> pesos con aehenta y cinco centavos. \'alor 
total de 1a> supei fices ocupadas en el loli\ treinta y tres mil <jiñ- 
m&itm ireinia y tres p&m con diez y ocho centavos. Mu el Une 1 
dtí plano de expropiación, ocupado pat el Canal Principal, .->_' 
hectárea-. K5 área*.. 7 eeniiáreas, E J7 decímetros cuadrados a cien- 
to cincuenta pcso> la hectárea, cuatro mil novecientos veinte y 
siete |*es«s con cincuenta y un centavos. í >cup".do por el Desagüe 
Colector p. II y Terciario I - 111, parte rcgahlc, 9 hectáreas. 
12 área-. 5** eeniiáreas, S<> decímetros cuadrados, a setecientos 
cincuenta pesos la hectárea, seis mil ochocientos cuarenta y cua- 
tro |>esos con enarcóla y nueve centavos. Valor total ile la* su- 
perficies ocupadas en el lote, once mil m-IccícuIu» >etenta y do- 
pesos COÍ1 diez centavos, 

l**l lote 2 lenia regables por el Canal Fernández tiro, en el 
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año IWi 230 hectáreas v el lote I. 200 hectáreas, según plano 
levantado ,,,r el ingeniero Cade* en el mismo año, exigiendo 
en el primero (te estos lotes, acequian de riego hechas en la (jar- 
te más alta, míe fueron cruzadas 1 mr el canal principal de las 
nhras. lisios terrenos, en cuanto a su valor, no fueron ¡nlhien- 
,s |mr las perspectivas <le un:i futura acción gubernativa, 
su precio estala ya fijado por mi naturaleza de regables, 
pi.r los canales de riego existentes, por su fertilidad, pn m lucid h- 
lidad y proximidad a las estaciones Gi»oletti y Kerri del Fe- 
rrocarril del SuíI. 

En el Jote X'-' 1. dos años antes de su ocupación por el Go- 
bierno, el Canal Lucinda, de Fernández Oro, dominaba con rie- 
K„ U7 hectáreas, orinadas hoy por el Desale y batial Terciario 
1 -111, y era asimismo tierra productiva y apta para ganadería, 
con excepción de una arción mínima sobre el altiplano, habiendo 
ofrecido el señor Mallmaim por el Gobierno de la Nación, ál 
¿«ñor Alatlis, la suma de trescientos cincuenta pesos por cada 
una tic bis hectáreas ocupadas por el Colector I*. 11 de Desaine 
y el Terciario 1-111 de riego, prodición que rechazó. 

Relaciona como antecedentes ilustrativos diversas operacio- 
nes de compra-venta |Xirtieular, convenios del (¡ohierno .le la 
Nación con propietarios de la zona y expropiación «le tn renos 

Reclama indemnizaciones por concepto de aislamiento de 
una fracción de 1.550 hectáreas del lote 2, incomunicada con las 
otras fracciones, viéndose en la necesidad de recorrer veinte 
kilómetros hasta el primer puente de acceso al Canal Trincad, 
lo que impidió su aprovechamiento y explotación durante doce 
años, impidiéndose al mismo tiempo el aprovechamiento de mi- 
tá* de arena, de clase especial para construcción, las que ha- 
hriau ludido ser arrendadas en la suma de mil pesos anuales, 
tstiinando el perjuicio total pir este aislamiento en veinte y cna~ 
tro mil pesos. Reclama igualmente la disminución de tlO hec- 
táreas de tierras regables en los dos lotes. según explicaciones 
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que aporta y la desvalí n-izaciún [>or fraccionamiento de la tierra 
e iueonninkación entre si, principalmente !a porción de 1-550 
hectáreas del lote 2, con la de 400 hectáreas del tote 1, concep- 
tuando indis] wnsahk- la construcción de puentes carreteros y 
pasajes entre las superficies regables de los lotes l y 2 del plano 
de irrigación, en los puntos que acuerden las ] Kiries, para resta- 
blecer las comunicaciones entre las distintas fracciones y los ca- 
mino- públicos, jiret elisión de tal manera justificada qoe el pro- 
pio íioliicnio encomendó al señor Mallmnun ta gestión privada 
de la cesión de tierras, ofreciendo en concepto de compensación 
por los fraccionamientos que habían roto la unidad de superficie 
del lote 1. la construcción de un puente carretero definitivo, so- 
bre r! desagüe pluvial del kilómetro .15.971.50 del Canal Prin- 
cipal, que restablecería las comunicaciones entre las fracciones 
regables y los caminos públicos de la zona. En tal sentido exige 
mi puente carretero en el Canal Prineii>al ; dos en el desagüe, 
mtii para unir las dos fracciones regables y otro para comuni- 
carla con la calle pública; una zanja cintura al Canal Principal 
cu el sitio que produce las filtraciones, y un puente carretero que 
-t nutria con el del Canal Principal, en el Canal Terciario I - III. 
mdos m el lote X" 2 del plano de irrigación. En el tote X 1 -' 1 del 
mismo plano, un puente carretero en el Canal Principal, zanjas 
cititura> para evitar las filtraciones y ahondamiento del Colec- 
tor P. II para evitar las ciénagas. 

Invoca los arts. ft>. 15. K» y 17 de la ley X" y 25 II del 
Código Civil. Pule se condene en su oportunidad al Gobierno 
de la Nación a pagar como valor de tierras a expropiar la suma 
ele cuarenta y cinco mil doscientos setenta y cinco pesos con 
veinte y ocho centavo* moneda nacional, o la que fijen |>erilos 
cu caso de disconformidad, con más sus intereses a liquidarse 
de-de la ocupación de la tierra y las costas del juicio. Además, 
que se declare procedentes las indemnizaciones reclamadas, cou- 
dcnandu ¡i pagar las sumas que i*»r tales conceptos fijen los pe- 
ritos, con más sus intereses y a la construcción de tos puentes 
carceleros y pasajes enumerados. 
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II, Que a fs. 39 el señor Fiscal, en representación del l*odcr 
Ejecutivo tic ia Nación, contesta la demanda y dice: que son 
absolutamente inexactas las afirmaciones de hechos que hace el 
acmr. pues ni la tierra a expropiar vale lo que pretende, ni ha 
sufrido los perjuicios cuya indemnización reclama. Que su re- 
presentad!» está dispuesto a pa^ar |ior la tierra ocupada pét l$8 
canales y como útiica indemnización, la suma dé CtOCO mil dos- 
cientos setenta y tres pesos con ochenta y un centavos moneda 
nacional. Mace suyas las manifestaciones y conclusiones u que 
arrilm el Director General de Irrigación en el informe que ad~ 
junta y pide que en virtud de la declaración de utilidad pública 
hecha "por el Jirt. 17 de la ley X" 6546. se declare expropiada 
por el Sttjjerior Gobierno Nacional y i>or el precio expresado, 
la extensión tic 106 hectáreas. 91 áreas, 9ÉS eentiáreas y 86 de- 
címetros cuadrados <|ue ocii|Kin en la actualidad los canales f*e- 
nerale> construidos para el fifigo y el desagüe del Valle Sup- 
rior de Rio Negro, dentro del lote 18, sección XXVI, frac- 
ción A de la división catastral del territorio y se mande dar la 
plosión al Gobierno, aplicándose al actor las costas del juicio. 

III. Que a fs. 4>. tuvo lugar el juicio verbal en que las 
partes designaron sus respectivos peritos, mimbrándose tercero 
para el caso de discordia a fs. 43. expedidos los peritos, de la 
acuna de fs. 44 a 49 y de la demandada de fs. 54 a 73, por ha- 
ber fallecido el tercero designado, prodújose nuevo nombramien- 
to a fs. 73 vta. obrando la pericia de fs, 76 a SI, A fs. 81 vut. 
llamóse autos jKira sentencia, y 

Considerando : 

I. Que la expropiación peticionada es procedente, en virtud 
de lo dispuesto por el art. 17 de la ley N* 6546. por el decreto 
del Poder Ejecutivo de la Nación de fecha 25 de Marzo de 1927 
y |xir lo estatuido por la ley N u 189. hechos consumados y ex- 
presa voluntad de los litigantes, quienes están de acuerdo en 
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qüG la Sttpecfície a expropiar, ubicada en el lote 18, sección 
XWI, fracción A de la división catastral de este territorio, de 
propiedad riel actor, mide 106 hectáreas, l Jl áreas. <>8 centiáreas 
y 8í* decímetros cuadrados, dividida en la siguiente forma: 44 
heetáreas, 34 áreas, 84 ceniiáreas. 87 decímetros cuadrados, ocu- 
padas por el I anal f'rincqKil y Terciario l-IM: 16 hectáreas, 
26 áreas. 58 centiáreas, 11 decímetros cuadrados, ocupadas por 
el Canal Secundario 111 y el Cuaternario l - III y 4 hectáreas, 
22 áreas, 88 ceniiáreas, 2 decímetros cuadrados, ocupadas por 
el Desagüe., lo que hace un total de 64 htlctáreas. 84 áreas, 31 
centiáreas. en el lote 2 del plano de irrigación, que en el título y 
en el plano del ingenien. Cadet, se designan como lote 7 y que 
en lo sucesivo llamaré, para mayor claridad, con la sola denoini- 
nación de lote 2. En el lote 1 del plano de irrigación, 3 según 
título y plano del ingeniero Cadet. que llamar¿ simplemente lote 
I, el Canal Principal ocupa 32 hectáreas, 85 áreas, 7 ceniiáreas. 
<»7 decímetros cuadrados, el Desagüe Sifón del kilómetro 
24.7fhS.42. 1 hectáreas, 60 áreas. 95 centiáreas. 85 decímetros cua- 
drados: el Colector Desagüe T, II. 5 hectáreas. 64 áreas, 28 cen- 
iiáreas. 72 decímetros cuadrados y el Terciario 1-111. I hectá- 
rea, 89 áreas, 35 centiáreas y 32 decímetros cuadrados, lo que 
hace un tota] en el lote de 42 hectáreas. 7 áreas, 67 centiáreas, 
x*> decímetros cuadrados. Demanda de fs, 18 y contestación de 
f>. 39. con sus respectivas documentaciones y planos, y tiricias 
de fs. 45. 63 y 76. 

* • 

11. Debiendo regularse el valor de los bienes a expropiar, 
según lo disjjone el art. 15 de la ley N"'' 189. |>oit el que hubie- 
ren tenido, si la obra no hubiese sido ejecutada, ni aún ante .ri- 
zar la, corresponde establecer que la ley X v 6546. es ele fecha 
i tctuhre 6 di- 1 ( HI9 y que \híT ella se manda pre|«irar los pro- 
yectos definitivos para la ejeettción de las obras que sea necesa- 
rio ci instruir a los efectos del aprovechamiento de las aguas de 
ios ríos Negro, Limay y X cuquen, entre otros, declarando suje- 
Éoé a expropiación por causa de utilidad pública los terrenos cu- 
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va ocultación si-a lunaria para la construcción fie las obras, 
art. 17. El Gobierno contrató con la empresa (leí Ferrocarril 
dd Butú la construcción de las obras tic liegp del Kí» Negro 
Superior, en Septiembre de 1°10. Ksta misma focha fué tornada 
emito pxito de partida para la indemnización lijada («ira las 
tierras de la stiéesMn del Contraalmirante clon Bartolomé L. 
Cordero, t«tra estas obras de riego, en la sentencia de la Cámara 
Federal de Apelaciones de La Plata, confirmada por ta Supre- 
ma Corte de justicia de la Nación en tos autos de expropiación 
respectivos, que tengo a la vista. 

III. Lít lecha de .mipaeión de las tierras en Htgio debe 
fijarse en el aún 1914, pOÍ asi establecerlo la actora. d perito 
de su parte y el tercero, u» obstante manifestar d peritu del 
Gobierno qwc la ocupación data del año 1 ( >12. 

)\\ La Kise fundamenta! de la discrepancia de los peritos 
rarlica principalmente en la característica fie ser o H0 regables 
estas liaras. La demanda afirma y cita el plano dd incinero 
Cadet de k 8, m é lote 2 tenia eil el año 1909, 230 hectáreas 
n-ahles pnr el Canal Fernández Oro y 200 hectáreas el lote l. 
t -t,va> acequias fueron cruzadas por el Canal Principal. llesagiu- 
v Terciario I - II l. IS1 perito de su parte, confirma este concepto 
W re.ado: en los costados Sud y Ueste del lote L hasta la* d.s- 
tattéias indicada, en el plano de Cadet de ts. S. han exUndu 
iíceqaias «pie rebaban i.arte de este lote y los campos de tastera^ 
v Mbistar, conservándose álamos. sauces y mimbres que acusan 
de quince a veinte años de edad. Las (ü hectáreas que actual- 
mente están alfalfadas se trabajaron en el año 1913 regándose 
por d Canal Lucinda o Fernández Oro, hasta el año 19K-. en 
Éjüe se habilitó d Secundario II. derivado «leí Canal Prme.pal. 
tiMim que confirman las indicaciones del plano de Cadet que 
señala 200 hectáreas regables antes de las obras fiel Gobierno, 
hiendo dicho plano .leí año 1901 Éfl cuanto a las indicaciones .leí 
mi^mo plauo t con respecto a las 230 hectáreas regables del lote 
2. dice que. próximo al esquinero A existen vestigios de una 
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acequia antigua. los que se hallan también dentro del lote, co- 
rriendo paralelamente al Canal Principal y fueron cortados ¡nit 
la construcción del Desagüe del Sifón del kilómetro 35/J/1.50. 
Con esta acequia se dominaba más i> mriin^ la misma sui,terhc¡e 
que con los canales actuales del dobicnm, es decir, 1a> 172 hec- 
táreas rnipadrotiada>, que con las del Canal Principal, del Ter- 
ciaria I - 111, del Secundario 111, del Cuaternario a I - III, y S 
hectáreas revenidas jior filtración, hacen las 2M) hectáreas del 
plano de Cadet. 

El perito tercero concuerda con este criterio, constatando 
U i-xistencia de alamedas, sauces y mimbre!*, restos de viejas 
acequias, cortadas hoy por tas ohras y agrega que el lote 1 se 
hallaki dominado }wir el Canal de la Colonia Lucinda o Fernán- 
de/ Uro, que empezó a construirse el año 1901 y fué utilizado 
el año I c JOT> por la propiedad del señor Caslerás. colindante, sin 
Calle de separación, por los costados Stld y Oeste. El lote 2 de- 
nuncia el aprovechamiento del Canal Lucinda o Fernández Uro 
por la acequia paralela al Canal Principal y cortada en ixirte por 
el desagüe pluvial, lo que demuestra la existencia de riego con 
anterioridad al que hoy sirven las ohras del Fisco. 

El perito de la demandada sostiene que el plano del inge- 
niero Cailet carece de valor técnico, como demostrativo de super- 
ticies regables y es más bien un l¡osquejo de una obra particu- 
lar qne no i»uclii llegar a realizarse, y (pie el riego de las tierras 
¿ti cuestión ha provenido y proviene exclusivamente de las ohras 
del Estado, alionando su afirmación con las siguientes razones: 
vi Estado se hizo cargo de la administración de la red de regadío 
de la Colunia Lucinda del Coronel Manuel Fernández. Oro, jior 
decreto del 14 de Agosto de 1912 y en los archivos de la Direc- 
ción General de Irrigación figuran las propiedades empadrona- 
año Í#Í$ y en ninguna de las planillas revistan las propiedades 
del señor Norlicrlo -K. Fresco, antecesor en el dominio de don 
Víctor Alatlis. Aún más. el señor Freso» solicitó el 4 de Oetu- 
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5 el empadronamiento de una superficie aproximada de 
70 hectáreas, limitada \»>r ta estación Fcrri, terreno de alianza 
de Castoras y la vía del Ferrocarril del Sud. de CípoíliettS a 
Cuenca Vidal y otra de una superficie aproximada de 27 hec- 
táreas situada á la derecha de la .vía del Ferrocarril Sud. Peni, 
acto seguido, agrega: el cultivo de estas superficies, y las mar- 
cadas en verde en el lote 1 del plano que acompaña, lo liada el 
señor Fresco con sobrantes del lote lindero de Casterás, situa- 
ción míe ilw a regularizar el Kstado mediante la construcción 
de mi red. Y a ís. hablando del valor de las tierras dice: una 
pequeña excepción delie hacerse y es en el lote ¡, con rcsjwcto 
a lá superficie ocu|«da por el Terciario l - III. En dicho lote, 
míe parece que el señor Fresco regalía en forma precaria, con los 
desagües o sobrantes del lote de Casterás. puede aumentarse el 
precio, dado epte es posible ipie *e encontrara cultivado con 
alfalfa. 

l^is categóricas conclusiones de dos peritos, fundadas en he- 
chos concretos y visibles y en los antecedentes del plazo del in- 
genien i Cadet. como en la topografía y naturaleza del terreno, 
permiten afirmar que no solamente era susceptible de riego, sino 
que en («irte se hallaba ba|q riego efectivo. Que dicho riego se 
verificara con sobrantes del lote de Casterás, sin estar empadrona- 
das las tierras, no empece a esta conclusión, y a tal punto es ello 
exacto que el mismo perito del listado admite como Risible, que 
parle del terreno se encontrara bajo riego y cultivado con al- 
falfa, circunstancia que le hace tasar esa fracción en trescientos 
cincuenta pesos moneda nacional por cada hectárea, frente a los 
treinta pesos en que por hectárea avalúa el resto del inmueble. 
La misma observación cal*- formular con respecto a la comu- 
nicación del ingeniero señor Julio MaHmaiin. que en el punto c) 
de la página 14 admite que 7 hectáreas. 5.1 áreas, o4 centiáreas 
y 4 decímetros cuadrados ocupados i>or el Colector L'. II de 
Desagüe y el Terciario l -11 de riego, en el lote l. quedalian 
dominadas por el antiguo Canal Lucinda, que regaba la propie- 
dad inmediata del señor Luis Casterás. Por todo ello, doy por 
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comprobada la calidad de regables de las tierras ni litigio ni la 
proporción que expresa la demanda. 

V. Kl valor de las tkrras a expropiar 1 establecen los pe- 
ritos tercero y de la actora. teniendo en cuenta además de lo 
regable de las mismas, su fertilidad, product ibilidad y proximi- 
dad a estaciones del Ferrocarril del Sud. Kl lote 1 comprende 
ni mi extensión parte ile ta estación Ferri, y el lote 2 dista apro- 
ximadamente 4 kilómetros de la estación Gípolletti, punto éste 
ineoiitrovertido. El l«erito de la demandante divide las tierras 
del lote l en dos porciones, la ocupada por el C anal Principal, 
apta para cultivo, próxima a la estación Ferri y aunque no re- 
uable por gravitación con agna <lel Canal Lucinda, factible de 
sertb por medios mecánicos y la ocupada por el desagüe del ki- 
lómetro 24.2i.K 42, por el Colector I'. II y i*** el Terciario 1 - II. 
l asa la primera en ciento treinta pesos la hectárea y la secunda 
en novecientos pesos por hectárea, en razón de ser tierra culti- 
vada y recada por el Canal Lucinda, habiéndose vendido tierras 
colindantes de don Furiente Albistar a los señores González, Con- 
treras y Cordero a novecientos pesos la hectárea. 

Fracciona también en dos paciones las tierras del lote 2, 
mía la j»arte ocupada por el Canal Principal comprendida entre 
los kilómetros 32.iyi.U5 y 3&6G&áp¿ \*>r ser terrenos altos, 
aptos ]iara «añade™ y otra, la liarte ocupada por el resto del 
Canal lYineijial, por e! Terciario I -III. |*>r el Secundario III. 
por el Cuaternario a I - MU y iiur el desagüe, tierra regable, de 
primera calidad, especialmente las últimas. Tasa las primeras en 
ochenta i>csos por hectárea y las segundas en seiscientos eim 
cuenta pesos i>or ¡«nal unidad de medida, teniendo en cuenta 
además, que los terrinos linderos, con las mismas características, 
fueron adquiridos a los señores Miguel Yiiues y Guillermo Miró 
por el (¡obieruo Nacional, según Boletín Oficial X" f>21 l > del 2 
de < ktnbre de I*J14. a seiscientos cincuenta jiesos la hectárea. 

Kl criterio justiprecian yo del |«ritu tercero concuerda en 
tesis general con la pericia que acalto de examinar y tasa las 
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timas del lote l en ciento diez pesas la hectárea, las ocupadas 
iKir et Canal Priuciiwl v en setecientas l>esos imr hectárea las 
¿«Helas ,K.r el Desagüe Sifón, kilómetro 2WXA2 y Colector 
Desagüe i*. M. teniendo en cuenta que dichas tierras se hallan 
inmediatas a la estación Ferri, ubicadas sobre la linea misma del 
canil»» y construida desde el año 1910. siendo tos valores co- 
rrientes' en esa época par;i tierras próximas a estaciones de car- 
ga o centros de lalación, <|tte tuvieran riego por gravitación 
ii medios mecánicos, de ochocientos a novecientos pesos por hec- 
lárea. refiriéndose a la venta de Enrique AIMstur. a los señores 
González. Contreras y Cordero, ya citada. Divide las tierras de! 
lote 2, como el anterior, en dos fracciones, una de calle, con 246 
htfetireas más o menos, de tierra de cali<lad inmejorable para 
cultivos intensivos y extensivos, de nivelación natural y suave 
pendiente al rumbo Este, sin dificultades i*ra su riego con el 
Canal dr Lucinda o Fernández Oro y otra compuesta más o me- 
nos de 1550 hectáreas, de jiastoreo y cuya calidad se establece 
actualmente con solo olwervar las huertas y jardines existentes 
m los costados del Canal Principal, cultivadas por capataces de 
las obras de riego. En la primera fracción corresponde expropiar 
las M.períieies ocupadas por parte del Canal Primal, al Ter- 
ciario l-IIl. el Secundario III- el Cuaternario a I -III y el 
desagüe, con superficie de 49 hectáreas. 57 áreas. 47 centiáreas 
y 7S decímetros cuadrados, que tasa a razón de seiscientos cin- 
cuenta iRísos la hectárea, teniendo en cuenta además de lo ex- 
puesto, que el mismo perito informante, propietario condómino 
cmi don Migad Vunes de una f raevión ele 1079 hectáreas pró- 
xima* a las del señor Alanis y de las mismas características, 
■ .huiro ese precio, sin rmirrir a juicio, en convenio privado con 
el listado, como valor de transacción, moderado y equitativo. 
En la secunda fracción corresponde expropiar 15 hectáreas, 2f> 
áreas. 83 eentiáreas y 22 decímetros cuadrados, ocupad^ 
'liarte* del Canal PriiRipal, que tasa a sesenta iwsos la hectárea, 
por las razones ya expuestas. 
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Kl p&fai del Gobierno, en cambio, difiere en absoluto de 
otos, como era de prever, dado que discreparon hasta en 1" míe 
respecta al riegn. M:inifit*sta que lo situado al Xorte del Canal 
Principal es tierra sin riego, que ni siquiera el gasto de alam- 
brado paga v el mismo lote \ m í|en« alambrado m su límite 
Kstc, lindero con Manrique, al Sud del Canal Principal. 1" que 
dá una idea de la ptihrqgg de la tierra. Por tamo fija su afina- 
ción <n treinta pesos |n.r hectárea. para toda la tierra a exprn- 
piar, con excepción de la stqieríieie ocupada por el Terciario 
I - II. en el (Ote K que mide 1 hectárea, 89 áreas. 35 centiáreas. 
,1J decímetros y que tasa en trocientes cincuenta i tesos |mr hec- 
tárea. Funda su precio de tasación en la sentencia de la Supre- 
ma Corte de Justicia de la Xaeión en el juicio "Fisco Nacional 
contra Uartolome L. Cordero, su sucesión", y combate los ante* 
cementes aportados por los otros peritos y la actora diciendo: 
que las 10 hectáreas adquiridas al señor Vicente Palatt. tenían 
rieyo efectivo por el Canal Lucinda ; las K hectáreas adquiridas 
a Vunes y Miró, para el Canal Pritleipal, no es lindera, alam- 
brado o límite por medio y tenían riego propio de la Cooperativa 
de Irrigación Limitada de Colonia líoca; las venias de Alhistur 
a González, Contreras y Cordero y de Arslan a Vimes y Miró, 
son de tierras con riego efectivo y la expropiación a Waldemar y 
f >scar Kafstan se halla en las mismas condiciones. 

Dimos por establecido ya que las tierras del doctor Xorherto 
R. Fresco, antecesor en el dominio de Manís, tenían 200 hec- 
táreas en el lote 2, parte de las cuales estallan bajo riego efecti- 
vo v no volveré sobre ello. Observo que el precio unitario de 
treinta pesos por hectárea fijado i«ira las tierras de la sucesión 
del Contraalmirante Cordero no puede servir de liase, til de tér- 
mino de comparición |iara el caso suh judie?, porque se hallan 
distantes de estas tierras y no tienen sus características. Kl peri- 
to del < Hibierno en dicho juicio, caratulado -Fisco- Dirección Ge- 
neral de Irrigación c, la sucesión del Contraalmirante Cordero pir 
expropiación", dictamen corriente de fs. 45 a ís. 56, dice: que 
el acceso pof ferrocarril al campo dehia hacerse por la linea 
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principal del Ferrocarril del Sud a! Xeuquén, distante má* (le 
treinta kilómetros del limite Sud y que el ramal férreo actual 
<!• sde Cipt illui i al Dique \" etiquen no existía entonces. Las divide 
en tierras de valle y de la altiplanicie, admitiendo ja posibilidad 
de trabajo en las primeras, únicamente mediante la construcción 
de obras de riego artificial con traUijo considerable y niuelm 
gasto, ]«>r la escasa pendiente del suelo, que obliga a canales fie 
aducción ríe mucha longitud, los que afectarían propiedad** de 
terceros, aguas arriba, sujetándolas a la servidumbre de acueduc- 
tos con las pertinentes indemnizaciones y aún con el riesgo de 
quedar sujetas a tos perjuicios de las inundaciones periódicas que 
las crecidas y desurdes del Xeuquén provocan, dada la escasa 
altura del valle. Marte de ellas está constituida por un terreno 
completamente quebrado, lleno de zanjones y de cantos rodados 
a causa de haber sido y ser el lecho del vanee o curso que natu- 
ralmente siguen las aguas que se desurdan del N cuquen e*l sus 
graudea crecidas y eme van hacia la Cuenca Vidal, siguiendo la 
pendiente del suelo (pie allí las lleva. Los de la altiplanicie son 
muy quebrados. barrancosos, medanosos, inaccesibles por su al- 
tura a todo canal de riego, ¡invisibles de riego y aún con medios 
mecánicos i«ira la elevación del agua, puesto que no hay exten- 
sión ninguna más o menos pareja. Us tierras de la Cuenca 
misma, que llama tierras de bajo, dice (pie tienen pendientes me- 
danosos, /anjeada, deleznable, con talud acentuado, impusibles 
de riego económico, con escasa vegetación de mala calidad, ata- 
cadas por los remolinos de vientos encerrados en la olla que for- 
ma ta Cuenca, inaptas |>ara destino agrícola, relativamente apro- 
vechable t>ara ganadería, de clase inferior y de escaso valor en 
forma extensiva y poca densidad. Concluía dicho perito tas-indo 
en veinte iwsos las tierras de valle, en cinco jtesos las tierras de 
lia jo y en cincuenta centavo^ las tierras de cauce seco, es decir, 
las que fueron lechos de cursos temporarios de aguas torrenciales 
y la Cámara Federal de Apelaciones de ka Plata condenó a pagar 
treinta pesos por hectárea en toda la extensión expropiada, sen- 
tencia que la Corttc Suprema de Justicia de la Nación confirmó 
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deíiuilivamenu. Se ve. pues, claramente, que ti talln invocado 
no es «fdfiattite en razón de la diversa naturaleza. eaHítód y id- 
eación de las tierras objeto de ambo) juicios. Aquí, aparte de 
mí proximidad a centros pobladas y o estaciones de ferrc«arrd. 
a cuatro kilómetros de la estación Cipnlletli el inte 2 y en ta 
mi>ma linde «leí Une í, la estación Kerri, ntífeo extenMotieé regtfc 
Me* de 3X1 y 230 hectáreas en cada roto de dichos totes, respec- 
tivamente, («irte de kis Otales con riego eíectivo cíe los sobrantes 
de la ¡impiedad de Costeras, regada i*ir el Canal Lucinda o Fer- 
nán* U-z i >ro. de todo lo cual hay muestras visibles l-ii el terreno 
v vegetación. MI mismo tlohierno ofreció |*gar trescientos cin- 
cuenta por cada hectárea ocupada |n»r el Colector l\ II 
di desagüe v el Terciario I - II de riego en el lote 1. con tm 
mial de 7 hectáreas, 53 áreas. 64 ecntiáreas y 4 decímetros cua- 
drados, extensión que su perito reduce sin aportar razón, niante- 
mendo el mismo precio, a 1 hectárea. 89 áreas. 35 cenliáreas. 
te decímetros cuai Irados. Corroí Mira este concepto de manifiesta 
>np«riorid;uÍ de tierras y de ubicación, los precios jugados |M>r 
tierra* colindantes, tales como las 10 hectáreas. 55 áreas. 25 ecn- 
riáreas, **Y decímetros cuadrados, propiedad de don Vicente Ta- 
lan, transferidas al (¡obienm de la Nación |H,r convenio "ad re- 
íeruidum" del Poder Ejecutivo entre su propietario y el jefe 
ds la sección administrativa de la Dirección de las Obras de 
Inunción, señor Julio Maltmann. aprolmdo |>nr decreto de fe- 
cha -Lí tie Septiembre de 1914, por el precio de trescientos cin- 
cuenta j i -iis la hectárea, anteviente negado jmr inaplicable, por 
él yvvhn del tlobienio, en virtud de tratarse de tierras Isijo riego 
( ya sw ha dicho que la> tierras del señor Alanis también lo eran 
v se ítjó la extensión t, y citado por el mismo Mallmanii a fs. 1? 
par. 1 justificar H ofrecimiento de trescientos cincuenta pesos jior 
Sectaria, hecho por una pequeña fracción. Con esa misma fecha 
>i- apmhó otro convenio celebrado entre el misino señor Malb 
matin v lu> señores Miguel Vuucs y Guillermo Miró, a razón 
di >ei -cientos cincuenta pesos por hectárea, «convención que el 
perito tercero, parte en la misma, invoca jara justificar su ta- 
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sación. ilicitud., qjje fué precio de transacción, m^epdo y t' nu- 
tritivo. piTMMitrnli. el perito del (¡ohieruo en afirmar qm por 
tem-r rie»o ile la Cooperativa de Irrigación Limitada dé Con* 
ui¡. Ruca"oo es aplieahle. Ka venta He KX) hectáreas linderas al 
lote l, verificada en 1909 ,Kir d««i Kurique Alhistur a los sob- 
res González, Contreras y Cordero, sobre cuya operación tor- 
unda el |K'ritn de la demandada la misma observación qi* e" 
ln< anteriores easps y i>or último la expropiación verificóla a 
Walduiiar v Oscar Kaístan, de parte de las chacras 253 y 
de la Colonia General Roca, a razón de cuatrocientos peso* por 
hectárea por terreno cultivado, falto dictarlo por el lníra,er,oio 
v confirmado por ta Cámara euderal de Apelaciones de 1* 
| 'lata v |H*r la Suprema Corte tle justicia de la Nació,, en los 
autos ''.Ministerio de Ohras Públicas c. Waldemar y < >>r;ir kals- 
tan V- expropiación", que teu^o a la vista. 

Por todas estas circunstancias conceptúo precio equitativo 
v justo el míe fija el perito tercero, y de esta suerte muiríamos: 
^peKieie a expropiar en el lote 1 : 32 hectáreas. 85 áreas. / ceu- 
tiáreas y <>7 decímetros cuadrados, que ocu^i el ( anal l rmei- 
pal. a razón tic ciento diez pesos por hectárea: 9 hovtarea*. - 
áreas, 59 cetttiáreas v 89 decímetros cuadrados, pe mW *J 
Ówa#c Sifón kilómetro 24768.42. el Colector Desagüe P. 11 y 
el Terciario I -11. a setecientos jwsus la hectárea, lo que da uti 
total parcial para el lote de diez mil setenta y «los tusos con 
minia v etnuro centavos. Ku el lote 2: 49 hectáreas. 57 arcas. 4/ 
centiáreas y U decimetros cuadrados, superficie a expropiar. 
M inada ñor el Canal Principal, el Tcrciafig I - MI. el Secunda- 
rio ill v el Cuaternario a 1 - III a seiscientos cincuenta pesos 
b hectárea: v 15 hectáreas, 2Ú áreas. 83 centiáreas y 22 deeme- 
tros cuadrados, aupadas ,H,r el Canal Principal, a scsetit, pesos 
la hectárea, lo que hace un total parcial para el lote de treinta y 
tres mil ciento treinta y nueve pesos con setenta centavos. W m 
lal general de aml.os lotes asciende en concepto de valor por la 
tierra expropiada a cuarenta y tres ' - 
Cuatro centavos 
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X«i obsta a rsta conclusión el precio tic las propieda- 
des del señor Alanis, pagado íl1 doctor Ftfesco. pues que si 
bien ordinarianieriÉe constituye un antecedente apreciadle, na cx- 
ciuyi la existencia ele circuidla ncias escales que no osteitsi- 
bles lian podido mediar, y sobre todo no es dable juzgar lo ven- 
tajoso de dicha «compraventa, sino e! justo precio dé la tierra a 
apropiar, concepto que he contemplado aj listándome a la pres- 
erípctóíl del art. ti de la ley X-' 189. 

Ka acmra reclama indemnizaciones en concepto de frac- 
cionamiento de sus tierras, por imposibilidad de aprovechamiento 
y explotación de alalinas de esas fracciones, como consecuencia 
del aislamiento en que quedaron y por disminución de la super- 
ficie regable, en virtud de! revenimiento sobreven ¡do pút filtra- 
ciones o deficiencias en la constricción de las obras y estima 
necesaria la reparación del perjuicio en forma ¡lecuiiíaria y nie- 
. líame la construcción de puentes y zanjas de cintura. Los tres 
peritos han dictaminado en discordancia y será menester pronun- 
ciarse separadamente sobre rada uno de los puntos que consti- 
tuyen ti capitulo de imknuu/.acioiics. Tomándolos en el orden 
expuesto en la demanda, tenemos: que el lote 2 ha sido dividido 
| H ,r las obras de riego en cuatro fracciones, perfectamente deli- 
miiada* en el plano de fs. 34. La fracción mayor, de 1.550 hec- 
táreas está serrada del resto de las tierras del valle. |x>r el Ca- 
nal l'rinciiKil, ancho de cien metros entre una y otra ljanquina. 
1,. que significa su completo aislamiento y como consecuencia su 
íiícxplotación. Trátase de tierras aptas i>ara |>astoreo y extracción 
di Uña. en las que existen, además, a la altura del kilómetro 33, 
minas de arena de a instrucción de primera calidad. K1 perito de 
la |>arEe demandada sostiene que en tudas las tierras análogas no 
exí>ir explotación agrícola-ganadera |x>r falta de alambrado, 
aguadas y jagüeles, siendo abundantes las canteras de arenas en 
las propiedades circunvecinas, por todo lo cual considera que no 
corresponde ninguna indemnización. Los peritos de la actora y 
el tercero, concuerda n en que el campo en cuestión es apto |>ara 
ganadería, explotación de leña y arena, afirmando el último que 
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se trata de campo de pastas abundantes. 0»l munle* cié j:trilla. 
zampa, maiasehn y algarrobillo. 

No e> admisible que el aislamiento tic tan considerable t x- 
tensión de tierra. aún admitiéndola de calidad interior. IÉi haya 
causado perjuicio;., piu-s que tanto equivaldría decir que las 1.350 
hectáreas eanven en absoluto de valor. Hay leña y amia expío*- 
lable. Hicyu alguna nulidad |xwlria obtenerse, siendo fácil la ex- 
iracciñii de Iti* producto- y con:» la distancia hasta los centros 
¡te eon-umn. Li aetora al ¡una í£«C la arena se vende cu Cipolletti 

tinco Sal tus, lugares disianic-* veinte kílmnc-ints, mientras que 

latiíiea este cancéj)fo-i afírejíando que de esa arena n>a actual- 
menu la. Dirección ti** Irrigación en 1;¡> reparaciones de mis «liras, 
y el tercero manifiesta que In demanda (le leña y arena lia 'la* lo 
mi valt >r enciente al producto. I'or tanto. í rente a la petición 
de la demanda dr il< i> mil -lesio anuales, en lo que está conforme 
ti primer perito, y la rotunda negación de perjuicios del secundo, 
arito por el juicio del tercero, rekijando sti precio unitario a cin- 
eueiita centavos jior lucí área o sea setecienius setenta y cinco 
pi-Mi- moneda nacional \»*v año. en concepto tle total ¡ndci ni liba- 
ción v sin perjuicio di* lo míe va a proveerse con respecto a In 
construcción de puente y pasijVs. 

Kn el lote I. cuatrocientas nectareas de tierras aptas para 
pastoreo, han quedado aisladas igualmente y coincidiendo con el 
perito tercero, por las razones «latías más arrilia. | jorque posee 
leña al mudante y contiene arena*, lijo su indemnización en dus- 
cientos [tesos aúnale*, o sea a razón de cincuenta centavos por 
hectárea, sin |icrjuieto, igualmente, de lo que va a d¡s]wmer*e pitra 
proveer a su comunicación. 

Estima el actor úldemnizahle. dejando el justiprecio a los 
peritos, la disminución de 160 hectáreas de tierra regables, den- 
tro de ios dos lotes. La petición es arbitraria a todas luces, por 
cuanto la mayor parte tle esas tierras han sido objeto de pro- 
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mineían liento v indemnización en concepto de expropiación, inc- 
estar neniólas |M*r las obras y las restantes ser motivo de tul 
pvmtú aparte en el capítulo, según lo dice el primer perito a fs. 4K 
Comprende la reclamación et (Quiera ..easionado í«ir el 
revenimiento .le 15 hectáreas en et lote 1. |».r deficiencia* y de- 
fecto* en ta construcción del colector l\ 11. qtte fl primer perito 
estima en la snma de seis mil pesos, a razón <k- sesenta Ilesos pur 
hectárea v i«>r año. desde ti aún Í9ÍG y que el lacero tasa en 
<eis mil setecientos cincuenta pesos, a razón de *etecienios cin- 
cuenta peses pot año y por hectárea desde el año 1919. Concep- 
túo improcedente la indemnización pedida. \xn cttantn siendo el 
revenimiento un fenómeno inherente a toda ol.ra de riego y que 
escapa a la previsión proyectista de cualquier ingenien., como 1<> 
dice el perito segundo, lo ocurrente en dichos casos es el miu- 
pie .Icsempadronamieuto de las hectáreas revenidas y la exención 
de] pago del canon de rfcgo, l'or otra parte, tal revenimiento es 
en mucho posterior a la ocupación y es más hien una consecuen- 
cia nlterior de tas obras de riego construidas y en servicio, algo 
así como un riesgo compensable con el beneficio que la irriga- 
ción reporta a toda la /..na. determinando un proceso mine- 



Kxige la actora se decían obligación a cargo del flobterim 
Xacional también en concepto de indemnización, la construcción 
de puentes carreteros y pasajes entre las suiierficies regables de 
los lotes l y 2. en los "puntos que acuerden las partes. \mni esta- 
blecer las comunicacions entre las distintas tracciones y los 
camino* públicos. ® mismo señor Mallmatm agrega, ofreció en 
concepto de compensación i*.r los fraccionamientos del lote 2. 
la construcción de un puente carretero sobre el desagüe pluvial 
del kilómetro &MM 4^1 Canal Princi^l. Pide ])ara el lote 2 
un puente carretero en dicho canal: dos en el desagüe, para unir 
las t racciones re^aliles y l*ra comunicarlo con lu calle pública, 
una zanja de cintura al Canal Principal en el sitio que produce 
las filtraciones y un puente carretero jara unir el príueqal con 
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el Terciario 1-111. En el tóís I : Mil puente carretero en el Canal 
PríncíjKil, rail ja de cintura para evitar filtraciones y ahonda- 
miento del colector P. 11 i>ara evitar las ciénagas. Su perito re- 
puta indispensable |>ara restablecer la unidad tle los lotes y dar- 
les comunicación exterior las obras pedidas y «Inca en el cro- 
quis t|iie adjunta el lugar donde deliran efectuarse. El perito 
del listado está conforme con el fraccionamiento del Inte 2 en 
cuatro |tarles, marcadas con numeración correlativa, Entre las 
fracciones 1 y H. tenidas de verde en el plano de fs. 54, míe son 
las regables, existe de Norte a Sud un desagüe, conceptuando 
equitativo y justo que se construya puente para comunicarlas 
entre sí. dejando la ubicación exacta a la voluntad del propieta- 
rio. Esta conformidad que satisface una de las peticiones del 
actor y la ventaja que hay en ello, me exime de mayores consi- 
deraciones, a pesar de lo expuesto por el |K?rito tercero. Este pe- 
rito conceptúa ¡udispensahlc un puente carretero que una la 
fracción III con la fracción l fie dicho lote, siempre del plano 
de fs. 54. en concordancia con la exigencia del actor, a fin de 
salvar el Canal Principal, dando comunicación a 1.550 hectáreas 
actualmente aisladas. El irrito del demandado «o jnz^a al pa- 
recer indispensable esa comunicación : pero, si bien se mira, no 
sólo la contempla, sino que la justifica y busca satisfacer esta 
necesidad con el menor costo jara el Gobierno, diciendo que en 
la actualidad v a paítelo del vecindario de Cipollerti. la Dirección 
General de Irrigación tiene en trámite la construcción de un 
puente carretero ijara acceder * la altiplanicie, cuyo costo, por 
las condiciones de fundación del terreno no lujará de treinta 
mil pesos, y agrega: Kste puente puede ser ubicado en el límite 
Este del campo de Alatlis, contando así con una comunicación 
con la fracción que le queda al Norte de dicho lote. Implícita- 
mente, pues, conviene en la necesidad de la construcción del puen- 
te y puesto (pie el aislamiento de la fracción III del lote 2, lo 
causó el Canal Principal, justo es que se repare el daño, fiján- 
dolo entre los 250 y los 300 metros al < )este del desagüe pluvial 
que parte de la alcantarilla 35/>7!.50. coincidiendo con la calle 
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existente 'Ir salida a las estaciones Kilómetro L181 y Ci|w>lelti t 
conforme lo aconseja el perito t creen» y lo pido el propietario, 
«lando al propio tiempo satisfacción a una necesidad de carácter 
general, piuría di- manifiesto ya puf la jubilación de t'ipollcttt, 
según aeaki di- referir. 

Xada corresponde proveer con resjiecto a la fracción W 'Id 
Jote 2. aislada por el Canal Principal, a pesar di- lo manifestad" 
por el perito del t infierno, en virtud de ijue el actor nada pidió 
en 1* i- «pie a ella respecta y c- obvio «pie no caln- disponer su 
transferencia al Gobierno de la Nación, dado míe no e.Nisiiria 
conformidad de parto, ni siguiera necesidad puesta de manifies- 
to en forma alguna, 

Kti el lote I e-> indispensable un i mente carretero *ohre el 
i anal í'rinri).al «pie común iuue la tracción V con la fracción 
11 1 de] plano de ís. 54. a fin de terminar con el aislamiento a 
• jue ftj lia redimido dieha fracción, estableciendo comunicación 
eiurt: la- fraccione- 111 y IV mediante un pa-o hatea, punto so- 
bre el cual coneuerdaii los peritos. Encontrándose comunicada la 
fracción II cotí la fracción 111 mediante el puente carretero del 
kilómetro 6,053.55 <lel desagüe 1'- M y nianifcsinndn asimismo el 
perito del Estado c|ue las fraccione- I y II tienen eumunicación 
ion la estación l-Vrri. por el Snd y Norte, respectivamente, de 
la vía riel ferrocarril, no es indispeusahle ni justo disponer una 
comunicación directa entre ellas, -obre lo cual coincide el perito 
terceto |>or eliminación, puesto míe solo expresa lo míe reinita 
indi-pi n-able y nada dice de la ohra. 

t'.-ii respecto a la ¡tanja de cintura de ambos lotes y ahon- 
damiento del colector P. II. eal>e manifestar, en concordancia 
con lo t beln» respecto fie las indi inni/.acioues por revenimientos, 
(pie no son procedentes en un juicio de expropiación, por tratar- 
-e de fibra- i (estilladas a reparar perjuicios posteriores a la ocu- 
pación de las tierra-* y i|ue hacen más bien al concepto técnico de 
las obras, cuya cotí ven iencta o utilidad el Infrascripto no (nidria 
juzgar, sin perjuicio de la> reparaciones de los daños causados 
por otras vías y medios. 
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Kn cnanto n las costas di ] juicio dclieii imponerse u ln Na- 
ción, conforme al precepto del :iri. 18 de ta ley de expropiación. 

IW estos fundamentos, fallo: haciendo lugar a la demanda 
por expropiación entablada por don Victor Alanis contra el Go- 
bierno de la Nación, a favor tle «piien declaro transferidas en 
propiedad hectárea*. l M área*, centiareas y Hí> dtvitne- 
tms cuadrados del Ijtrte 1*. tle la sección XXV!, fracción A de 
la división catarral de este territorio, previo pago & la suma 
de cuarenta y tres mil <k)seíeí1ti*s dítófi pesos cori cuatro centavos 
moneda nacional. juMo precio de las mismas, con mas los inte- 
reses devengados desde el año l*>14. fecha de la toma de pose- 
sión, y las eoSt&S (fel juicio, t ondt ¡no asimismo al demandado a 
litigar a l actor en onin pto de indemnización por daño- y per- 
inicios causados, la eantidad de novecientos sentenla y cinco 
pesos de igual moneda por cada año transcurrido desde la fecha 
de <ieup:u-ii'.i! y a construir un puente entre las fracciones I y U 
del lote 2 del plano de fs. 54, sobre el desagüe que las señora; 
..tro puente sobre el fanal Principal que separa las fracciones 
l y III del mismo lote, fiel referido plano, fijándolo entre lo* 
doscientos cincuenta y trescientos metros al Oeste del desagüe 
pluvial (pie parle de la alcantarilla 35.971.50. coincidiendo con 
la calle de salida a las estaciones Kilómetro 11X1 y Ci|x>l|etti. 
del Ferrocarril del Sud : otro puente en el lote 1 del precitado 
plano, sobre el canal principal, para unir la fracción II I con la V 
y un l«so latea para unir las fracciones III y IV del mismo lote. 

Román (¡arriba. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL EN APELACION 

La Plata, Octubre 23 de 1939- 

Y V istos: Los de las apelaciones interpuestas contra la sen- 
tencia dictada i«>r el señor Juez Letrado del territorio nacional 
del Rio Negro a fs. 8i. en el juicio seguido jnir Víctor Alanis 
contra el Gobierno Nacional por expropiación, y 
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Considerando : 

Oue el previo fijado en ta semencia recurrida ywra ><* iv ~ 
rrvnZ comprendidas en la /nn;. expropiada es indudablemente 
elevado, entre otros motivos. i>or haberles atribuido en virtud 
del riego eventual y precario de sobrantes a que estaban sujetos 
nn valor- anáUijít» al de inmuebles con riego ordinario y propio. 

Om. cu consecuencia, y en atención a los antecedentes de 
apreciación suministrados ,»or los distintos informes pcrkmles, 
>e estima e<|iiitativo disminuir los precios parciales, determinados 
a fs. 93, de la sentencia, en la siguiente forma: en el lote I. a 
razón de setenta i>es. f s nacionales \vr hectárea la parte que ocupa 
el Canal Prtlrápal, v a razón de anirodentus i»es«* la hectárea 
la limada |«.r el Desagüe Sifón Kilómetro ¿4.768.42. el Colee- 
tur Desale [\ II y el Terciario 1-11 en el lote % a razón de 
trescientos cincuenta pesos cada hectárea de la i>arte ocupada f$ 
el Canal lWi|wil. el Terciario I - NI. Secundario 111 y el Cua- 
ternario a I - 111 ya cuarenta ]x*sos ta hectárea la |N»rci<m ocu- 
pada por el Canal Principal, comprendida entre los kilómetros 
32.191, 95 y 33/09.30. 

Olte respecto a los perjuicios, caite considerar une la utili- 
dad <¡üc Imhiera podido ..hteiier el propietario i>or la explotación 
de leña y arena, y que !a sentencia computa, estaría abarcada por 
el concepto de las ventajas o ganancias hipotéticas del art. 16 
de la ley de expropiación, además de conii>ensarse la falta <ik 
usufructo con los intereses de la suma que defiera alamar el Go- 
bierno desde la fecha de ta ocultación de las tierras. 

(¿ue. en cambio, resulta demostrado el perjuicio ocasionado 
, M ,r el fraccionamiento del inmueble en la forma descripta en el 
plano de fs. 54. y aislamiento de sus partw. y corrcsi>onde ,™r 
tanto, indemnizar ese daño, en vez de lisi»oiierse, como lo hace ta 
sentencia, la implantación de puentes y jiasajes, dado nue el 
inicio de expropiación solo tiene por objeto fijar el justo pre- 
cio de la cosa y la indemnización de los perjuicios producidos. 
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Por estos fundamentos: se modifica b sentencia apelada 
M omü .1 valor de la tierra, que « reduce o. b loan, mdt- 
cada en el considerando respectivo, y en canto a las mdcmn.- 
,,ci,„„s ,«c dis.-mc. cs.ahl«icndosc. en su lu^ar cu cnncep 
,K total h«W»b«i«>n Je ,*rj«¡cu.s la su.,» de d.e« m I pesos 
monda naeional. con más los intereses sobre el monto de estos 
valores .lesde la ¡echa de la toma de poscston .determinada en la 
sentencia, v las costas dispuestas por el arrute 1H de U le> 
X" 1K>> y se la confirma por sus fundamentos en los «lema» 
punto» resueltos. Hánase saber y devuélvase. - I • 
Antonio /.. J/,«r™«ro. — Julio H. BelW*m 



FALLO DE LA CO»TE SIWEMA 

Buenos Aire», Febrero 26 de 193». 

Y Vistos : lil juicio -le exprnpiacióo semid» por don Víctor 
\lanis contra el liobierno Nacional, ordinario del Juz B ad" l-e- 
«íadn de m Xe K r„ y venid., a esta Corte, -r *** **** 
Kxs psrtes entra el fallo de la Cámara Federal de Apclacton 

de La Plata, y 

Considerando: 

Oue. con», ct.esti.in previa y atento lo diversamente soste- 
nido T-r las parte» y resuelto en primera *J^J**£* 
„ r .Jte el «amen de la naturaleza de la obligacón de expro- 
Z e en los ¡«icios de b naturales del s,,l> jmttce. p**®# 
Z Jé la ley nacional N» W En efecto, b 4*f£^ 
lus perito, aconseja», en mayor o menor grato, y el Juez Ut a 
é> resuelve, b cmstrtK-cmn de puentes en vanos puntos de ta. 
canales de runo del Rio Nej.n-0. para indemn.íar al actor de per- 
juicios que le producen dichas obras nacbmalcs*, sus lU« » «- 
ados v fraccionados por ellas ( fs. 1«. 45, 54. 76 y M,, m.cnfra* 
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(pe la [jarle demandada y la sentencia do la C ámara niegan la 
procedencia tic tale* obras ( í>. 3'> y lUn. Kn síntesis, la .rues- 
lión debatida consiste cu saber m la obligación iK-1 oxprti] »ünitc 
t - siempre y necesariamente mía obligación fie ilar u puede ser 
también "ile hacer", conforme a lo 1 1 n i* preceptúa, con carácter 
general, el Código Civil. Titulas Vil y VIH d« la Sección l*. 
Libro M. 

Oue, en lal sentido, la prrt envión fiel actor ^ improcedente 
y es justo el fallí) recurrido. Tanto el Código ti vil como la ley 
X" IJ#). re^lamcnt arias del principio consagrado en el art. 17 de 
la Constitución, conforme a ln f|tu di>pi m.-ii los .tris. 14, 1H y 
ó7, inciso <le la mUrna. fie finen con claridad la ni ilinación 
del expropiante eonio "de dar"; pues el arl. 2511 del primero 
ríe los estatuto-. mencionados üice f[i<e "se entiende püt justa 
i ndcmn i/ación, en esle caso, no sólo el |>a¿io del valor real de la 
cosa, sino también del perjuicio, y los arts. 4 y 16. de la Ley de 
Kxpropi ación tte 1«S de Se¡itienilire de ISíYj, hablan de precio \ 
valor fie las fosas y de los daños y perjuicios. I Jercna Vil, uú- 
mero .í. pág, .^>4„ califica la expropiación de "venta condicio- 
nal*" y Machad*». Kxpos, y Comentarios del C. C A., dice que 
es una "venta forzosa/' Una venta, en definitiva. i]iie inijiliea 
entrega de precio |Hir jarte del atlquirente. 

One, |Hir |n demás, estaría en contra fiel carácter fiel jnieifi 
fie expropiación y de lo* fines a que responde, d«J urgencia, de 
servicio púl titeo y fie seguridad Ínme<liata en la nueva situación 
jurídica, qtte Se admitieran obligaciones de hacer en el expro- 
piante, porque su estimación relacionada con los datos y [>er jui- 
cios sufridos puede exigir mayor amplitud pnicesal que Ja que 
permite el jnicifi sumario del art. 6 de la ley Itf^ y [xirque, no 
cumplida esa obligación se resolvería en otro juicio para autori- 
zar la ejecución por el expropiad*) o jara sustituirla |mr |iago de 
dinero (arts. 628, y t*M> fiel Código Civil JL es decir, se re- 
ír» it raerían las cosas al punto inicial. Ksta conclusión es la que 
lia consagrado la jurisprudencia de la l "orle como surge, entre 
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otros fallí is. de los que registran 1o> tomo- .Í7» pág. pá- 
gina 77 v 12,í. pát;, 2oJS, con lo está de acuerdo la jurispru- 
dencia Civil ta lá Cápítal Conf. Cap, Civ., t. 12?, patí- - n '*- 

*Jiu ni cuanto al valor de la turra expropiada y ante !:> 
forma irregular cu que si- han hecho los estudios y dictámenes 
periciales; sin acrión conjunta como preceptúan lci4s ¡m>. 14/ y 
US de la ley 50. en o incurría) ida con las normas jurídicas que 
iu forman esla clase de prueki y i|tic consagran lo> ;irts. 191 y 
1°J tlt'l Código de Procedimientos fie la Capital, así :mxm los 
sensibles disensos cu la constatación de hechos y su apreciación 
por parte de los peritos, deben tenerse eu cuenta >in prescindir 
<le sus referencias y conclusiones , conforme a las realas de la 
sana crítica, los demás elementos tle juicio que existen en autos, 
computando lo pagado a Cordero, Kafstan, l'alan, Alhisinr. te- 
nidas en cuenta las semejan/as o diferencia de sil nación, exten- 
sión, regalñlidad. productividad (S. C. t. 44. pág, M) : y tam- 
bién los precios pagados por el stñor Alanis al doctor Fresco 
eu 1924, por las tierras afectadas a la expropiación, pues si esta 
Corte ha declarado q«* ""<> tó$ tomarse como factor decisivo 
el precio que antes pagó el expropiado", i. 1.14. pág. 127. n« ex- 
cluyó ese factor como concurrente en la apreciación cuando no 
hav alegatos ni indicios tle simulación, ni de renuncia* henefi- 
ciarías, ni de súbito cambio de valores independiente di ta obra 
pública a «pie res|Kmde la expropiación, pues, en definitiva, el 
valor «le las cosas .pie están eu el comercio se determina por ese 

Qj0 no lm demostrado el actor que la tierra expropiada tu- 
viera riego fijo y empadronado, aún con resínelo al (.anal de 
La Lucinda o Fernández Oro antes de 1915. como resulta de 
los informes que de fs. 55 a 62 acompaña el perito liallester, 
pues recién en 1**15 el doctor Fresco, antecesor de Alanis* pidió 
empadronamiento conforme a los arts. 221 y 222 del Código Ru- 
ral Nacional y. en consecuencia, es lógico que después de esa 
fecha se construyeran las acequias y plantaran los álamos, san- 
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ees v mimbres «pie los peritos Carrillo y Miró mencionan 
-ki v 7"i. ya que la ciencia aj;rtiiióiiiica mi suministra los ele- 
mWtW feMKfa V*** Hjíir edad exacta a esas plantas, ni los 
aludidos señores son agrónomos, Iwlánioos o de autoridad eons- 
tntad;t wi la materia, 

( ha. aún en el supuesto de que algún riego un ieran par- 
ir, (fe esos ierren.*, con anterioridad a Í910, él sería precario 
,Hir Üeyal va .pie. coiiíorme al art. 2.U2 del Código Civil y nrts. 
215. tiictsb 5. 217, 219 y 22$ del Código Rural, el aprovecha- 
miento del agua de las corrientes fiel dominio público pata riego 
, > manria de cniicesióii y la de Casterás. «pie se invoca como 
apmvevliada en su> sobrantes, sólo atilorwalia el uso aprove- 
chamiento di- las íiguas comedidas para el riego de la snperticic 
empadronada, sin (me su cuticesionario pidiera hacerla extensiva 
a «tros ¡*edi.» {Couf. Castello "Legislación de aguas", pagi- 
na 2+4 v >igniemes). Ksa circunstancia de precaridad tema que 
^avilar necesariamente eu el valor de las liaras, en forma 
desigual i- interior al de las chacras de Kafsian y otros que te- 
dian riego i mi Kidn. nado ^rvido |>or el canal La Lucinda antes 
de la lev que dispuso l;is obras oficiales del Río Xegro y otras 
mpvées i N" fó-k. de 6 de Octubre de l l X>«- m <>tra parte, 

>- equitativo eqütp^ los terrenos de Alaiits a los de Cor- 

din., pffijyt éstos no tenían riego ninguno y estallan mas aje* 
jadés di- ta estación del ferrocarril y de centros poblados, como 
snrg* di t'»s autos respectivos acompañados como prueba. 

<im. en cuaiuo a ios perjuicios, deben tenerse en cuenta. 
■pm.m imm apreciación, el fraccionamiento sufrido por las 
propiedades -pie conserva el expropiado, el alejamiento en íjoe 
ajg«|¿S íracciuiies lian venido a quedar de los centros de co- 
mercio, las dificultades del transarte, el encarecimiento de la 
eXJafótaetoíí por separado v Sup. Corte Nacional. Fallos: tomo 2S. 
pags. 270 v .U2: tomo 30, pág. 47: tomo 57. pág. 362; toun. 
136, pags. 52 y 124). Si los técnicos oficiales convienen en nm- 
^ i ¡no construir obras de puii»*» y j>ases (pie aniedren los 
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dañ-K m fraccionamiento ( Mallmarm f*. 15: Ha1lt.ster.fs. r* 
vu. a 70) se cómprelas la importancia <tc la indemnización por 
esc concepto. 

Es justo *Mm» t*gV ¡..dc.n.»zaeión por «1 MWÉ# 
t„ ,|,. 15 Ueel.-iri-.ts. ittlltufeadas para lodo cultivo. por acción 
del colector ilc dcsauiie I*. II. Kl fenómeno acusado y reconoci- 
,|o ,,or ta mi- m lu-rieia del Gobierno (fe. @), Se 1»™*^ ™ 
,,1,,-as similares o |».r exceso <le ricRn, conforme a la calidad ¡le 
hs tierra* condiciones climatéricas, forma fie ne^o. QÉW, 
,'b cil |«K. -W y sámenles, o por filtraciones lie las obras 
,k- «ttlnl*. colectores y canales de «le***- M * Pg 
causas han sido ar¡;üi.las pW la parte demandada o sos pcr.tos. 
„i es lóeico «pie. siendo la calidad .le las tierras. tem,>cratura. etc.. 

mismas en cada lote, e, <ta«o se hiciera sentir só,o en _ una 
porción relucida de al R u«as hectáreas. No hay demostración 
le que sean imprevisibles e insubsanables los efectos de í.ltr..- 
ó, le colectores, etc.. y la res,x.nsahili<lad del Gobierno s„r«c. 

cuan m-nos. de. art. <J04 de. Código Civil. No 

llrimiir ahora esas hectáreas y eximirlas .le ,«.«» de canon por 
„ él daño no solamente está producido, sino que seguirá | »■ 
Ideado* mientras .... se elimine la cansa que no esta e* !« 
lóales o amplias de ri*u. sin» en el colector de ta** 

( „,c a fe» consideraciones prccedc..tcnic..te ex,Mirs.as g 
,,eu ¿rcearse las .pie esta C orte expresó en el caso "Hartólo, e 
C- >r ,,ero "contra la Nación por expropiación" l-a, ta: «™ 1 • 
«fe 2. en cuanto al valor .pie tas ohras pul.hcas de esta natura 
S tiene" en e, proceso re«iou»l. con ¡..«entes «astos ,«ra el 
tesoro puttico KOicral sin ningún l>e"ef.c.u directo liara el L-s 
I!ltl „ A. injusticia de "cardar tamhién con «-amenes en. 
de tolla proporción al adquirir las tierras que las ohras re. «m 
;„ ,,': los .lirectamemc taicficiados ,s,r ellas. induciéndoles 
asi ura doble ventaja : lo que imi-rla ta obra en si y lo que re- 
s „„aria .le computarles la valorización a que e. ff**M*¿ 
„|,ra hubiera dado íipr, o lo que es lo inis.no. el producto .1.1 
esfuerzo colectivo." 
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Hn -11 iiiltíIii m> rt. recurrido solo en tanto 

al monto de la suma \mr:i ¡a^o indcmni/acitm. que >r fija 
ni veinie mil pesi.s. CNUi"¡rm;iu<lu>e en lo <k-iii:is. ila^;i>«- -íiIht, 
rcjH'jiigasc, devuélvanM* Ins aun*. 

J. PtáUEROA AuoHTA, — RoítERTO 

Ukpiitto. — K. Grujo Lavau.e 
— Antonio Saoarna. 



FÍSC& f'rtn'iiti ñit di' San Juan contra don Siijifri-tlo liaza n .\tnitli. 
.vr)/ 1 1\' t t>hn> f /t íffiif multa. Kiritrso de hecho. 

Sumaria'. Procede el recurso extraordinario del art, 14, ley 4M. 
contra 1111:1 rr>uhuin»J dicradn ni U» juicio (te a|>mniíi pir 
i'oltrii rU- multa, en un caso en que iiiki de tas lucha» de 111 - 
eonstitiartonaltdad üjniíMtita por fel demandado, *e refería, 
precisamente, al mismo procedimiento de apremio que se 
le aplicalta ¿ti ta u-uki para juzgarlo y 4111- la decisión al 
resalo tenía rícein. deíinítivt*. un nudiendo ser útilmen- 
te discutida f.m i«M«-ri..riihnI en juicio pknarin. 

Caso: K11 explican !a> pkva* luientes; 

■ 

DICTAMEN I1FX SEÑOK PROCI'KADOK UENEkAl. 

Buenos Airen, Diciembre *M ele tíi^H, 

Suprema Corle : 

1.a procedencia fiel recurso extraordinario <le apelación (ar- 
lindo 14, ley 48) es evifleule. eo mi opinión, en la préseme causa 
que por vía de apremio, sigue el Fisco de la Provincia fie San 
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Juan entra Siioíredo Mazan Smiili. i«»r cobro de una imilla de 
un millón tre^wartos setenta y oétto mil cuatrocientos un peso 
con «cwtttit centavos moneda nacional (S l.37S.-K)l.í<) ni. n. ► . en 
concepto de infracción a la lev provincial X" M ? 

Km ¿3 escrito dé ís. 3É tic los aun* principales, el deinauda- 
lia planteado varias cuestiones dé carácter federal, relativas 
ató i m-Nii-i¡tnvii»i lalidai I dé leyes y diereis en viran 1 de los eua- 
U> m U -i-iu- la sumaria ejeenctét*. 

Asilo reconoce e1 propio Fisco Provincial a ís. 65, capitulas 
IV. V > \ di y hace merin. de i-IUi la s.nnncia de fs. 

Lr úeésZÜn t*a contraria al derecho invocado por H de- 
mandado, por ln mu- corresponde concederle la apelación que im- 
pus., a 84 en la que din por repr.nhiei.las todas las impUtfua- 
ciiim- «le carácter constitucional aludidas y a las que se refiere 
é escrito de fo|«á - del presente recurso de lieehn. 

X„ obstante ello, el juez de la ¡güira lia denegado dicha ape- 
lación ¡m entender que la misina se deducía eti mi juicio cuya 
M-mrucia m. era definitiva, per.. sin advertir que una de las ta- 
chas de inconslitueioiialidad se refería, precisamente, al inferno 
procedimiento di- apremio que se le aplicaba en ta cansa para 
jtiügarlu v que la decisión al r^CetS tenia efectos definitivos, 
,„. podiendo -er útilmente dimitida en posterioridad en f$etn 
pteiKiriq. di-s,Hies de la condena que S« le había impuesto . 

Las razones de urden procesal a que se refiere et auto denc- 
»an.ri.. de fe, W vta.. son j unamente, las qfte motivan la impu^- 
ilación CMiisiintcioiial del jnSKedimlbWiO adoptado, sin ley que lo 
autorice y en virtud de resoluciones del Poder Kjeeulivo Pro- 
vincial que limitan la libertad de defensa en juici.>. 

Por lo ixpuesto soy de opinión que eorrestM.ude declarar 
procedente el recurso deducido que. Como he dicho, lia sido de- 
negado a fojas Ü vta.. de los auto, principales. 

Tal es mi dictamen. 

Horacio Ü. UjmtM 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires. Febrero 26 de 19SÜ. 

Y Vistos: fór U>s fundamentos del ¿N|it«f stñ,,r lyo " 
curador U neral se declara procedente la .pieja y admitido él re- 
cursa extraordinario interpuesto. 

En consecuencia, autos y a la oficina a los efectos M ar- 
lícuto H v de la lev 4055, Señálame los días lunes y viernes de 
caria semana n e'l subsiguiente hábil si alguno de ellos fuere 
feriado, para oir providencias en secretaría. Notifiquese y re- 

J. FlGL'EROA ALCOKTA. — RoUERTO 

Ki-i'ktto. — R. Guido Lavallf., 
— Antonio Saoarna. 

■ 



Dan Fernando f. Gurtfa Montaña m k$ autos liicira Morn, de 
faca X tinaja v otros contra don Ramón San Sebastián (su 
sucesión). f»r\e¡rwdieac¡Ón; sohrc corrección disciplinaria. 
Recurso de hecho. 

Sumario : V No procede el recurso extraordinario contra las me- 
didas de Mfiti disciplinario dictadas por las Cámaras Fe- 
derales. 

>> Incumbe a la Corte Suprema ymr vía de la su|>erimen- 
dencia uue le acuerdan las leyes, examinar si las sentencias 
emanadas de los tribunales interiores de la Nación se ajus- 
tan a los preceptos reglamentarios, ya <|ue éstos han sido dic- 
tados cim su intervención >■ es de su resorte legal velar por 
su cumplimiento. (Artículos 10 y 11. ley 4055;. 

5" Ninguna ley ni otra disposición emanada de autoridad 
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suficiente han autorizado a los presidentes de las Cámaras 
Federales a cjfctteer \*>r & sitó las funciones del Tribunal, 
v mi puede decirse, sin desconocer la realidad de los hechos, 
que la atribución acordada i«r el artículo 23 de !a ley 4055 
a las Cámaras Federales jiara aplicar, en su caso. i«fias dis- 
ciplinarias. i>ertcnezca igUÜÉi « s " presidente. 

Ctistn Lo explica el siguiente: 



fallo tá la coRTr suprema 

Buenos Aires. Febrero 26 de 1930. 

Autos y Vistos: 

El recurso de hecho deducido i»r el aleado de la matricula 
nacional Fernando V. Montano, en los autos Klcira Mo- 

rra £ Vaca Narvaja y otros contra Ramón San Sebastian (hoy 
su sucesión ) y 

Considerando : 

Que si bien es cierto que el recurso extraordinario no procede 
contra las medidas de orden disciplinario dictadas por tas Cama- 
ras Federales, en el caso de autos se han puesto en tela de juicio 
las facultades de la presidencia de la misma para formular pro- 
nunciamientos condenatorios en aquel concepto y otros que sali- 
fican verdaderos fallos de jurisdicción exclusiva del l nbunal res- 
pectivo. 

Qne esta Corte en reciente resolución motivada en estos mis- 
mos autos < los principales) ha establecido que ejerciendo las fa- 
cultades (pie le acuerdan las leyes, i>or vía de superintendencia, le 
incumbe examinar, si las sentencias emanadas de los tribunales in- 
feriores de la Nación se ajustan a los preceptos reglamentarios, 
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ya que estos han sitio dictados cmi su intervención, y es efe su re- 
sorte legal \v\nr ] h ir su cumplimiento (arts. 10 y 11. ley -4055 I. 

(Jih f»los los reglamentos de 1a> Cámaras Federales aulori- 
zan a |o> respectivos presidentes a diciar meras providencias eje 
tramite y a turnar en cíimís de urgpc% medidas disciplinaria* en 
relación al orden interno c inmediato de la casa del Trifuinal ; 
pero ni ley alguna ni otra disposición, emanada de auioridnd su- 
ücíeriá . liári aulorizado a dichos presidentes a ejercer, |Hir si so- 
los las fundones del Trilmrmlj toda ve/ ípe semejante facultad 
iria en emitra de la constitución del mismo y aún íaniliién de sil 
propia atiíoHílaf!, prestigiada jmr la categoría y el número de sus 
nnupi »mutes. 

Qíie no pueile ¿Herirse, sin desconocer la realidad de los he- 
cho*, que la atribución acordada por el art. 23 de la ley 4055 a 
la.v i amaras Kederale* para aplicar, en su caso, penas disciplina- 
ria*, ptrteneüca igualmente a su I "resfríeme, un latí sólo por la 
claridad meridiana de su testo, sino por las razones ya exprésa- 
las, qm definen la función de los Trilumates colegiados. 

Mtn es «verdad, que la ley ha dado a los Jueces Federales, fa- 
cultades sum jantes, peni riele considerarse une se trata de tri- 
-huuaii - nniper amales cuyo titular ejerce sus funciones integras, y 
adema- qué el posihle almso en el ejercicio de aquéllas está res- 
guardado pur el recurso de apelación. 

< >iie examinado* los autos principales, que se tienen a la vis- 
ta se halla que las resoluciones de ís, 31 S> a $20 vta, y 351 a 352 
vía. ei.mt» asimismo las de í>. 3.H vta.. .V*K vía., .173 vía. y 3S4 
suscritas por el señor presidente doctor Fierro, son autos <|ue ata- 
ñen a la jurisdicción del Trilatnat por la naturaleza de las cutes- 
tiunes cjue resuelven. 

( Hie en atención a la resolución anterior de esta Corte ya in- 
vocada, que manda constituir un minina! mi hoc y estando alia* 
nadas, culi ella, todas las demás cuestiones atinentes al procedi- 
niientM -e-nido m esta cauri esta Corle en ejercicio de sus fa~ 



cuhades de superintendencia declara que las medidas disciplina- 
rias impuestas en ellas por el señor presidente, doctor Fierro, 
están sujetas a la revisión de aquel tribunal ad hoc. 

En consecuencia, oído el señor Procurador General, trans- 
críbase esta resolución a la Cámara Federal de Córdoki, devol- 
viéndose los principales y liasen al archivo los presentes, previa 
reposición del pai>e1. 

J. FlCUEROA Al-CORTA, — ROBERTO 

Repetto. — R. Guido L avalle. 
— Antonio Sacakna. 



Doña Margarita Vázquez de rieres (su sWwM* Contienda tie 
competencia. 

Sumario: Corresponde ni Juez de la sucesión conocer de una de- 
manda de división de condominio intentada por un heredero 
de mi inmueble comprendido en el respectivo juicio sucesorio. 



Caso: I-o explican las 



dictamen oel señor procurador general 

Buenos Airea» Diciembre 27 de 1929. 

Suprema Curte: 

Fu la testamentaría de doña Margarita Vázquez de Pieres. 
que tramita ante el Juzgado de 1' Instancia en lo Civil de la Ca- 
pital ile la Nación, ha quedado indivisa una fracción ríe terreno 
ubicada en Lobería, provincia de Buenos Aires y que constituye 
un sobrante comprobado en la mensura practicada en uno de 
los bienes de la misma testamentaria. 
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Los derechos sobre ese sobrante han sido reconocidos a fa- 
vor de Ta testamentaria \yít el gobierno de la Provincia de Hílenos 
Aires. 

Kn indudable, pues, que >e trata de un inmueble que forma 
jarte del hal»er hereditario y las acciones entre los herederos con- 
cernientes a ta iiartición del mismo del>en entablarse ante el Juez 
de la sucesión, toda ve/ que a la jurisdicción del misino corres- 
ponde, de acuerdo con lo dispuesto (»or el art. 3284 del Códijí» 
Civil. 

1-ln tal sentido opiun debe dirimirse la contienda fie conipc- 
tencia trabíida-cjitrc et referido juez de la sucesión y el de 1' Ins- 
tancia en lo Civil y Comercial tic Dolores (Provincia de Buenos 
Aires}, para conocer en el juicio que, sobre división de condomi- 
nio del referido inmueble, se ha iniciado ante este ultimo nía- 
futrado. 

Horario A\ Lurretu, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Febrero 28 de 1930. 

Autos- y Vi>tos: Los de contienda de competencia por inhibi- 
tnria trabada entre un Juez en lo Civil de esta Capital y otro de 
lo Civil y Comercial de Dolores. Provincia de Buenos Aires, pa- 
ra conocer en la demanda sobre división de condominio promo- 
vida por don Ramón Larracoechea contra dona Felisa Margarita 
y doña María del Carmen Fernández Pieres, y otros. 

Y Considerando: 

Mué los Jueces en enmienda fundan la procedencia en el caso 
de sus respectivas jurisdicciones, el jtrimero en que es el Juez dé 
la sucesión a que pertenece el inmueble indiviso, y el segundo en 
que él es el Juez del hipar en que está situado dicho inmueble. 
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Oue el examen de las actuaciones relativas al punto en de- 
líate demuestra: a) que la fracción de campo de que se trata se 
adquirió por el administrador de la sucesión aludida, con autori- 
zación de 'todos los herederos y del Juez rrspedivo. con dinero de 
la misma, y la transferencia suscrita |>or el Gobierno de la Pro- 
vincia de Buenos Aires expresa que se hace "a la sucesión de donn 
Margarita Vázquez de Picres" (endiente de la sucesión fs. 
3SI) ; b) que dicha operación de compra- venta tuvo por Use 
derechos preexistentes de la causante de la sucesión, reconocidos 
por la ley provincial, en cuyo cumplimiento se otorgó la transfe- 
rencia referida; c) que si hien la ignición del inmueble se lia 
practicado en especie y tiene aprobación judicial en el expediente 
éé sucesorio, esas actuaciones están aún iludientes de notifica- 



ciones que no se han realizado, circunstancia que mantiene en 
dicho juicio el hien en cuestión; d> que el derecho con que se 
acciona la división de condominio deriva de la cesión hecha ix,r 



acciona i;i <.m,i»u«i 

una heredera .pie consintió la jurisdicción del Juez exhortante y 
expresó ante él su conformidad con la adjudicación en especie de 
los lotes en que el inmueble fué dividido (fs. 3ÍW. expediente 
citado). 

Oue de los antecedentes relacionados y demás circunstancias 
que se hacen constar en el extenso desenvolvimiento de estos 
autos, se deduce que el inmueble materia de la presente contienda 
se encuentra comprendido en el juicio sucesorio de referencia, y 
que por confuiente, la com V >etcncia para conocer en la demanda 
de división intentada corresponde al Juez de la sucesión y asi se 
declara, de conformidad con lo que prescriben los arts. de 
Código Ovil y 63+ del Código de Procedimientos tic la Capital 
y de acuerdo con lo dictaminado ]>or el señor Procurador C.eneral. 
m consecuencia, remítanse los autos al Juez de 1* Instancia en 
lo Civil de esta Capital, avisándose al Juez de Dolores en la for- 
ma de estilo. Remugase el papel. 

J. FieuEROA Alcorta. — Roberto 
RepettO. — Antoxio Sacar na. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



N I > I A S 

Con fecha doce de Fclwcrn fíe mil novecientos treinta, la 
Corte Suprema declaró improcedente la queja deducida por Agus- 
tín Gil en l;i causa sesuda en su contra, por infracción a la ley 
4übl (sobre descanso dominical), por no aparecer de los ante- 
eidentes acompañados que se hubiera interpuesto para ante el 
Tribunal, recurso alguno que fe hubiese sido denegado al re- 
currente. 



En la misma fecha se declaró, igualmente improcedente, la 
queja deducida )ior Eugenio Iglesias, en el sumario incoado en 
su contra, jn.r infracción a la ley 4661, por no aparecer que eí 
recurrente hubiese interpuesto para ante la Corte Suprema, re- 
curso alguno que le hubiese sido denegado. 



EW ta misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida por Maximiliano Mayor, en el sumario instruido en su con- 
tra. |ior infracción a la ley 4níil, por no aparecer de los antece- 
dentes acomunados, que el recurrente, hubiera interpuesto para 
ante la Corte Suprema, recurso alguno que le hubiese sido de- 
negado. 



Kn la misma fecha se declaró igualmente improcedente la 
queja deducida por Jesús Sánchez, en la causa seguida en su 
contra, por infracción a la ley N« 4661. por no aparecer de los 
antecedentes acompañados, que el recurrente hubiera interpues- 
to |»ra ante la Corte Suprema, recurso alguno que 1c hubiese 
sido denegado. 
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En la misma focha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida por clon Antonio Cajaraville y Cía. en autos con la Mtmi 
cinalidad de ta Capital. sobre col.ro de impuesto a la orquesta, 
p£ acrecer de la propia exposición del recurrente, qtic la sen- 
tencia pronunciada |mr el Juez de Paz de ta Sección 31 de la 
Capital, nn era definitiva como Ir» requiere el art. H de La 1ey 4K. 
para la admisión del recurso extraordinario. 



En la misma tedia se declaró improcedente ta queja dedu- 
cida por don Justintano Castro en autos con don Carlos her- 
venté, sobre desalojamiento, por no aparecer de los antecedentes 
acompañados ni de la propia exposición del recurrente, que este 
hubiera deducido para ante ta Corte Suprema, recurso alguno 
que le hubiese sido denegado; agregándose, además, (pie la reso- 
lución recurrida se limitaba ai decidir la cuestión, a interpretar 
y aplicar disi>osiciones de leyes procesales de orden local, ajenas 
al recurso extraordinario del art. 14 de la ley 4». 



Fn diez y siete del mismo la Corte Suprema de conformidad 
con lo aconsejado por el Procurador General, declaró mal con- 
cedido por la Cámara Civil 1' de la Capital, el recurso extraor- 
dinario deducido en los autos "Municipalidad de la Capuat con- 
tra Valentín Alfonso, .obre cobro ejecutivo de pesos dado 
que en esta clase de juicios el fallo recurrido no es el definitivo 
que prevé el art. 14 de la ley 48. porque a la parte afectada le 
queda expedita la vía del juicio ordinario para re ^7* 
los injustos agravios de que se crea afectada. Art. 500 <lel Có- 
digo de Procedimientos Civil y Comercial de la Capital 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
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la Sociedad Anónima Ganadera Argentina Menéndez Behety en 
autos con don Bartolomé Pérez, sobre acción de despojo, en ra- 
zón de íjiie el auto recutrido del Juez de I* Instancia, que se ha- 
bía limitado a resolver una incidencia sobre producción de prue- 
l»a de testigos,- era de carácter interlncutnrío y susceptible de 
str reformado en segunda instancia ordinaria en la oportunidad 
de pronunciarse ésta, sobre el fundo del asunto. 



Ejj veintiuno del mismo se declaró improcedente la queja 
deducida por don Juan B. Uellometti en autos con la razón so- 
cial Azulay Unos. |X>r cobro de fianza, en razón de no aparecer 
de !a propia exposición del recurrente, que éste hubiera inter- 
puesto recurso alguno que le hubiese sido denegado. 



En veintiséis del mismo no se hizo lugar a la queja deduci- 
da por Antonio Alejandro Yenini en la causa seguida en su 
contra por defraudación, por no acrecer de la exposición del 
recurrente, que éste hubiese interpuesto para ante la Corte Su- 
prema recurso alguno que le hubiese sido dengado. 



Ku la misma fecha la Corte Suprema de conformidad con 
lo dictaminado por el Procurador General, declaró improceden- 
te la qneja deducida y** el maquinista Juan Rodríguez en la 
causa que se le sigue por accidente ferroviario, en razón de tra- 
tarse de un incidente de excarcelación tojo fianza, cuya resolu- 
ción no es la definitiva que menciona el art, 14 de la ley 48 y el 
de la ley 4055, no sólo porque ño tiene ninguna influencia 
en la solución del proceso que contiene, absuelva o sobresea, 
sino porque, aún mismo en la economía del incidente de excar- 
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celación. ella es modií ¡cable, según los nuevos elementos de jui- 
cio que vayan incorporándose a la causa. 



Con techa veintiocho no se hizo lugar a la queja deducida 
por doña Mercedes G. de Terzaglii en autos con la Caja Nacio- 
nal de Jubilaciones y Pensiones Ferroviarias, sobre jubilación 
por resultar de la propia exposición de la recurrente, que en el 
caso se trataba de cuestiones de hecho y pruel*. ajenas al re- 
curso extraordinario i«ra ante ta Corte Suprema, según lo tie- 
ne resuelto la reiterada jurisprudencia del Tribunal. 



En la misma íeclia no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Pedro Muraccíole en autos con don J\ Campos, sobre desalo- 
jamiento, por no acrecer de la propia exposición del recurren- 
te, quo éste hubiera interpuesto para ante la Corte Suprema, re- 
curso alguno que le hubiese sido denegado. 



En la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida ix>r los señores Gallardo y Cía. en autos con la Compañía 
de Seguros Los Andes, sobre cobro de pesos, en razón de re- 
sultar de la propia exponctfn de los recurrentes, que la cuestión 
federal que dalia antecedente al recurso, había sido planteada 
en ta causa después de dictada la sentencia de segunda instancia, 
esto es, fuera de la o,>ortunidad señalada ,)or el art. 14 de la ley 
48- agregándose, además, que la resolución declarando pennuda 
la instancia, es en sí misma de carácter provisorio, pues tal de- 
claración nn impide intentar micvanuntr la arción, si ésta exis- 
tiera. 

_ 
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ihm Use . h Retjyiardo v otros contra ¡os señores Bromhcnj y 
Cía. por entretja de una embarcación; sobre reposición de 
sellado y aplicación de multa. 

Sumario ; Un documento en el que hay acuerdo de voluntades 
sobre la cosa a entregar y el precio a pagar (contrato de, com- 
pra- venta), encuadrado correctamentte cu el art. 1137 del 
Código Civil y que no estando sometido a instrumento pú- 
blico o a escritura pública pudo adoptar la forma escrita que 
las lurtes juzgaron más conveniente, art. 1020 del mismo 
Código (la de correspondencia, de conformidad con el ar- 
tículo 1147 del Código citado y arts. 207, 208 y 214 del de 
Comercio) » no pertenece a la clase de los eximidos de mul- 
ta por el art. 23 de la ley 1 1.290, la cual contempla sola- 
mente aquellas expresiones escritas que en la corresponden- 
cia epistolar suponen, revelan o trasuntan la existencia de 
nna obligación contractual o no t pero que no son el ins- 
trumento mismo del acto jurídico cuyo cumplimiento se in- 
voca o reclama, cumo por ejemplo el reconocimiento en una 
carta privada de una deuda; de una cantidad o prestación 
recibida a cuenta; de una garantía comprometida o aceptada. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



ViSTA FISCAL 

Buenos Airos, A K osto 13 de 1929. 

Scfu ir Juez: 

El documento corriente de £s. 10 a 12. importa un verda- 
dero contrato que debió de ser otorgado en un sellado de dosr- 
cientos setenta pesos (art. 17 de la ley 11.290);, sin que pueda 
encuadrarse en la segunda parte del art. 23 que alude a la co- 
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rresixjiKk'Ucia privada que accidentalmente pueda suponer obli- 
gaciones. 

Rien de manifiesto está que las partes al formalizar el con- 
trato de compra- venta de la chata, han querido eludir el pago 
del sellado correspondiente, dando al contrato a¡>ariencia de cam- 
bio de correspondencia, sin tener én cuenta que la maniobra 
resulta demasiado fácil y clara para que pase desapercibida. 

Si se aceptase la interpretación que intenta dar el deman- 
dante en el punto e) de su pctitttm, las disposiciones penales de 
la ley de sellos casi estarían de más t pues, todos, los contratos 
se harían por correspondencia, pagándose el sello tan sólo en 
caso de litigio. 

Corresponde, pues, que U. S. disponga la reposición del 
sellado ptriiiu-nlr. aplicaudn una multa «Id decuplo a cada 
una de las partes (art. 57, ley citada). 

M. Oriiz Pcrcyra, 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Bueno? Aires, Aposto 21 de 1929. 
De conformidad con lo dictaminado por el señor Procura- 
dor Fiscal, el presentante del escrit;o de fs. 23, debe dentro de 
tercero día. reponer un sello de doscientos setenta pesos por el 
documento de fs. 10 a 12 y abonar una multa dej décuplo i«r 
cada una de las partes. Repóngase la foja. 

Sarmiento. 

VISTA DEL FISLAI. DE CÁMARA 

Buenos Aires, Septiembre 24 de 1929. 

Exma. Cámara: 

El documento agregado a fs. 10, lejos de suponer una obli- 
gación de las determinadas en la segunda parte del articulo 23 de 



4tO 
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la ley 11.290, importa un verdadero contrato de venta, de los 
previstos en el art. 17 de la misma. 

Y como según esta disi>usición, debió dicho contrato exten- 
derse en un sello equivalente al tres por mil sobre el valor de la 
operación, la reposición y multas impuestas, están perfectamente 
ordenadas. 

Por tanto y de acuerdo con lo resuelto por V. E. en el caso 
de Rafael de la Vega contra Julio Correa (Septiembre 23 de 
1925). procede confirmar la resolución apelada. 

Julián Paz. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACION 

fe 

Buenos Airea, Diciembre 4 de 102». 

Y Vistos: 

De conformidad con lo dictaminado por el señor Procurador 
Fiscal de Cámara y de acuerdo con lo resuelto en el caso de 
Rafael de la Vega contra Julio F. Correa, Septiembre 23 de 
1925, en el que este tribunal hizo suyas las consideraciones 
aducidas p° r el Ministerio Fiscal en apipas instancias, se con- 
firma la resolución apelada de fs. 31 que manda reponer un 
sello de doscientos setenta peáos por el documento de fs. 10 a 12 
y alionar una multa del décuplo |x>r cada una de las partes. 
Devuélvase. — Rodolfo S. ihrrcr. — mafpeUito Escalada. — 
i!, J. Xazar .-Im-horma. — José Marcó. 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Febrero 24 de 1930. 

Suprema Corte: 

Doy jx>r reproducido mi dictamen de fs. 35 expedido como 
procurador fiscal de Cámara. 

Por los fundamentos del auto recurrido y consideraciones 
sostenidas por el Ministerio Fiscal, pido a V. E. confirme la 
resolución apelada de fs. 38. que ordena la reposición del contrato 
en infracción a la ley de paj>cl sellado, y el pago de una multa 
del décuplo de esa reposición, a cada una de las partes. 

Julián Pos. 



FALLO DE LA CORTÉ SUPREMA 

Buenos Aires, Marzo 10 de 1930. 

Y Vistos: El recurso extraordinario interpuesto por don 
José A. Reguardo y otros contra la sentencia de la Cámara 
Federal de Ablación de la Capital en el juicio que aquéllos 
siguen contra Brombcrg y Cía., por entrega de una emkircación 
en la que se les imjxme multa por infracción a la ley de sellos 
número 11.290; y 

Considerando : 

Que la cuestión básica de la incidencia consiste en saber si 
el documento de fs. 10 es un contrato bilateral perfecto o sim- 
plemente un acto de correspondencia j>artieular (pie suponga o 
induzca una obligación, porque según sea ella resulta, será justa 
«, no la sanción punitoria de la multa de que el recurrente se queja 
(arts. 2, 3, 4. 23 y 57 de la citada ley). 
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One en dicho documento, los señores Kromberg y Cia. o in- 
firmando resoluciones, decisiones o proposiciones anteriores, se 
dirigen a la empresa de navegación a vapor Carlos Reguardo, 
de Victoria < Lüitre Ri6s)j manifestando que a los aludidos les 
lian vendido una chata sin motor para 650 toneladas de carga 
útil con un calado de 2.30 metros" y detallan las condiciones de 
la embarcación a construirse, en Alemania, plazo de su entrega 
en el puerto de Buenos Aires, precio de venta y plazos de pago, 
etc.: y en él párrafo íínal, dicen: "Creyendo haber interpretado 
debidamente lo convenido y en prueba do su conformidad, rogá- 
rnosles de tic vi Avernos firmada la copia de la presente, que ad- 
juntamos a tal electo y agradecidos, etc." La carta lleva al pié 
las firmas de los representantes de la vendedora y del señor 
Jiase A. Reggiardo "p. Empresa de Navegación a Vapor Carlos 
Reggiardo." 

Que ante esos términos es indudable que se trata de un 
contrato de compra-venta realizado por correspondencia de con- 
formidad con el art. 1147 del Código Civil y arts. 207. 208 y 214 
de! Código de Comercio. Hay un acuerdo de voluntades sobre 
la cosa a entregar y el precio a pagar encuadrado correctamente 
un el art. 1U7 del Código Civil y que. no estando sometido a 
instrumento público o a escritura pública, pudo adoptar la for- 
ma eserita fpte las partes juzgaron más conveniente (art. 1020 
del Código Civil). Si alguna duda hubiere sobre el carácter con- 
tractual del documento de Es. 10, ella desaparecería ante la escri- 
tura pública fie protesta qué don Lorenzo Balhi formula con- 
tra Bromberg y Cia. "por falta de cumplimiento del contrato 
celebrad»" el 17 de Marzo de 1928 entre don José A. Reggiardo, 
representando a ta empresa Carlos Reggiardo y la casa Bromberg 
para !a construcción de una cbata sin motor (fs. G) ; y por los tér- 
minos mismos ile la demanda, en la cual se dice ( ís. 23). que 
ella se entabla "por indemnización de daños y perjuicios emer- 
gentes del incumplimiento del contrato de compra y venta de esa 
embarcación" y, refiriéndose al convenio complementario o mo- 
dificatoria de fs. 21. dice (pie sus estipulaciones se entienden 
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"sin que por ello queden modificadas las «tras cláusula* del 
contraía" fs. 25; y, filialmente, cu el parágrafo "Documentos 
acompañados" el actor menciona, bajo el N* 3" "Una carta di- 
rigida por los demandados a Jos actores desde Buenos Aires, con- 
teniendo el conrato de compra- venta de la éml*arcacióu'\ fs. 2S 
vuelta. 

One, documentos de esa clase no pertenecen a la de los 
eximidos de multa \*>r el art. 23 de la ley 11.290, la cual con- 
templa solamente aquellas expresiones escritas que en la corres- 
pondencia epistolar suponen, revelan o trasuntan la existencia 
de una obligación, contractual o no. pero que no son el instru- 
mento mismo del acto juridico cuyo cumplimiento se invoca o 
reclama, como t>or ejemplo el reconocimiento en una carta pri- 
vada de una deuda; de una cantidad o prestación recibida a 
cuenta de una garantía comprometida o aceptada. Es a ellos a que 
se refiere el fallo de esta Corte inserto en el tomo 149, pájfi 22, 
recordado y ratificado en el tomo 154, 352, cuantío se men- 
cionan los documentos cu los que "la obligación de rei>oner sólo 
nace en el momento de su presentación por vez primera ante las 
mismas autoridades judiciales encargadas de vigilar el cumpli- 
miento de la ley". De otro modo de interpretar la ley surgiría 
la ineficacia de sus previsiones y sanciones, pues, como lo advierte 
el Ministerio Fiscal ( f s. 30 vía;) Uistaria dar a los contratos en 
documento privado la forma de correspondencia. 

En su mérito y ele conformidad con 1c solicitado por el se- 
ñor Procurador (leneral, se confirma la resolución arlada. No- 
tiíiquese, remugase y devuélvanse los autos. 

J. FlCUEROA ALCORTA. — ROBERTO 

Repetto. — R. Gi:ido Lavalle. 
— Antonio Sagarna. 
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Jtuw Carlos BttMcr, su extradición, soliatattu por é tes de 
íitStmedóu t n h Criminal del Rosario. 

Sumario: 1* Kl Juez del tu^ar en que el procesado cuya extra- 
dición se solícita, cometió los delitos minos graves y con 
fecha posterior, está obligado a acceder a esa entrega soli- 
citada por el Juez del logar en que el reo cometió los deli- 
tos más graves y con fecha anterior. 

} Al extradición de los criminales como obligación re- 
ciproca entre todas la> provincia*. e> un deber constitucional 
'preceptivo e ineludible, (pie importa cu cierto modo una li- 
mitación :i las soberanías Incales, impuesta por intereses su- 
periores de justicia y >eguridad social, y que habrá de cum- 
plirse siempre, mediante el ejercicio de los recursos y re- 
caudos legales correspondientes. 

Caso ; Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL I'KOCT'KAlJOK GENERAL 

Buenos Aires* Febrero 13 de 1930. 

Suprema Corte; 

Ku la forma en que aparece trabada la presente contienda 
mire el Juez de Instrucción en lo Criminal del Rosario de 
Santa l e y el del Crimen de Mendoza, resulta que lo que dis- 
cuten añilas magistrados no es su jurisdicción para conocer en 
los procesos que a Juan Carlos Buhler se le lian mltíado ante 
sus respectivns juzgados, en el sentido de que cada juez pretenda 
intervenir, en razón de tratarse del mismo procesado, en todas 
las causas que al mismo se le lian abierto. 

Lo <pie motiva la contienda es la negativa del Juez de Men- 
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do/a a remitir el procesada al del Rosario, quien lo reclama 
para procesarlo por el delito ríe homicidio y lesiones cometido 
en su jurisdicción, en causa abierta con anterioridad a la trami- 
tada en Mendoza por el delito menos grave de rolio. 

El Juez del Rosario ejercita en tal sentido el derecho que 
le acuerda el art. 8* de la Constitución Nacional al requerir la 
extradición del acusado. 

El conflicto asi planteado no tiene otra solución dentro de 
los principios generales del derecho, que la dada por V. E. en la 
causa .Ríe se registra en el tomo 152, |»ág. 62, al declarar que 
corresi>ondc el juzgamiento, en primer término, del procesado y 
por ello la remisión del mismo, al juez que tenga prioridad por 
razón de la feclia de la comisión de los delitos y de la substancia- 
ción de los procesos respectivos. 

Como sobre este punto no hay discrepancia entre los jueces 
en contienda, por cuanto reconocen que dicha prioridad corres- 
ponde al juez del Rosario, soy de opinión que la contienda debe 
resolverse declarando que el Juez de Mendoza dehe hacer entrega 
él proejado al «leí Rosario, reservando el proceso incoado i«ira 
continuarlo en su oportunidad. 

Julián Pac. 



FALLO UE LA CORTE SUPREMA 

Buenos, Aires, Marzo 10 de 1D30. 

Yutos y Vistos; Los de contienda de com^tencia trailla 
entre un Juez de instrucción cu lo Criminal de Rosario de 
Santa fig v Otna del Crimen de la Provincia de Mendoza, con 
motivo def exhorto librado por el primero solicitando del se K un- 
dn la extradición del procedido Juan Carlos Buhler. 

Y Considerando : 
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Que de los antecedentes que obran en autos, resulta que al 
referido Hulher se le priesa ante el Juez de Rosario jx>r los 
delitos ile homieidi' y lesiones, y tu Mendoza por asalto y ro- 
bo; que de la primera localidad está prófugo y en la segunda 
ha sido detenido; que tos delitos que se le imputan cometidos en 
aquella ciudad, lo fueron con anterioridad a los que se le atribu- 
yen en ésta: y que en definitiva, lo que determina el conflicto 
jurisdiccional propuesto, habrá de resolverse estableciendo a cuál 
de lu» jueces en contienda corresponde la prioridad en el juzga- 
miento del procesado. 

(Juc atentos los hechos y circunstancias relacionadas* asi 
cutno la constancia en autos de que los delitos que se. dicen co- 
metidos eu Mendoza, lo habrían sido menos ÉÍSlies y con pos- 
terioridad a los que dieron base al proceso abierto en Rosario, 
is evidente, de acuerdo con la jurisprudencia de esta Corte in- 
vocada en el precedente dictamen (J* al los: tomo 152, pág. 62). 
que el reo dclie ser entregado al Juez, de Instrucción de Rosario, 
quien tiene la prioridad o procedencia derivada así de la comi- 
sión de lo> delitos imputados, como de la substanciación de los 
procesos respectivos. 

Que, |x>r lo demás, y tratándose en el caso de un requeri- 
miento de extradición, procede reiterar el concepto con que esta 
C orle ha fijado el alcance de la cláusula segunda del art, K" de la 
Constitución al expresar que la extradición de lo^ criminales, co- 
mo obligación recíproca entre todas las provincias, es un detwr 
constitucional preceptivo e ineludible, que importa en cierto mo- 
do una limitación a las soberanías locales, impuesta por intere- 
ses superiores de justicia y seguridad social, y que liabrá de 
cumplirse siempre, mediante el ejercicio de los recursos y recau- 
dos legales corres|»on di entes (Fallos: lomo 141. pág. 420). 

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado jwr el señor 
t'rt (curador General, se declara que el juez de Mendoza debe 
proceder a la entrega del procesado al juez de Rosario, reser- 
vando aquel los procesos incoados eu su jurisdicción para pro- 
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seguirlos en 1a debida oportunidad. Remítanse, en consecuencia, 
los autos al Juez de la Provincia de Santa Fe, a fin de que rei- 
tere al Juez de la Provincia de Mendoza el exhorto de f s. u8. ex- 
pediente X* 520. con transcripción de la presente resolución, a 

£ Vi' ¡fr n in 

MIS CiCClOS, 

J. FlGL'EROA ALCORTA. — ROBERTO 

Refetto. — R. Guido Lavalle. 
- ■ Antonio Sagarxa. 



Campaiiía Jndhm de Electricidad contra la Premia de San 
Juan, sobre devolución de dinero. 

Sumario : El cobro del consumo de enerva eléctrica suministra- 
da por una compaña de electricidad es una denvacum in- 
mediata de la actividad industrial de la misma, y la inspec- 
ción de ésta como sociedad anónima, recae directamente so- 
bre su actuación y sus negocios como empresa compañía 
de electricidad; en tales condiciones, por restrictivo que sea 
el criterio de interpretación que se aplique al juzgar este 
caso de privilegio, strictissimi jurU, no es posible considerar 
eme estén fuera de la exención legal de impuestos concedida 
a la combina actora el de sellos a las facturas del consumo 
de enerva eléctrica y el de inspección de la sociedad. 

* 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airea, Diciembre 12 de 1£>29. 

Suprema Corte: 
La Compañía Andina de Electricidad, con personería jurí- 
dica otorgada por el Gobierno Xacional y domiciliada en la Ca- 
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pital Federal, demanda a la Provincia de San Juan par devolu- 
ción de la suma de trece mil cuatrocientos sesenta y nueve pesos 
con cincuenta y tres centavos moneda nacional, que se vio obli- 
gada a abonar indebidamente bajo protesta, por considerar ile- 
gal el impuesto a la inspección de Sociedades anónimas, estable- 
cido por ley de dicha provincia en Noviembre 15 de 1923, que 
lacha de inconstitucional . 

Habiendo quedado demostrada en autos la com|x*tcucia ori- 
ginaria de V. E. |>ara conocer en esta litis (art, 101 de la Coíus- 
tit lición) y contestada ta acción en los términos expresados en 
el escrito de ís. 28, es incuestionable el derecho que asiste a la 
compañía actora para demandar judicialmente la devolución de la 
suma mencionada, pagada con las reservas y protestas con- 
siguientes. 

En efecto: la empresa primitiva establecida en la ciudad de 
San Juan para explotar el negocio de luz y fuerza motriz, celebró 
con las autoridades de la misma un contrato-concesión, sancio- 
nándose con tal motivo la ley provincial de Julio 13 de 1900. 
promulgada el 16 del mismo mes y año, cuyo art. l v concede 
"exención ib* todo impuesto a la empresa de luz y fuerza eléctrica 
de los señores Tomás Bates, hijo, Luis L'garte y José Segovia, 
pur el término de veinte añas." 

Transferidos a la compañía actora, a título oneroso, los de- 
rechos acordados a la empresa primitiva comprendidos en el con- 
trato-concesión de referencia, el P. E. aceptó dicha transferencia 
por decreto de Febrero 6 de 1913; y siendo esto así, no ha go- 
dido obligarse a la Compañía Andina de Electricidad a iiagar el 
impuesto de mspección a las suciedades anónimas correspondien- 
te a los años 1923 y 1924, siendo que el término de la exención 
recién vencía el año 1926, 

I - be observar que tratándose de un impuesto él está com- 
prendido en la exención a que alude el art. 1* de la ley de Ju- 
lio de l'KXi. Esto, a mí juicio, justifica la procedencia de la ac- 
ción, corro! Hjrada con la prueba rendida. 
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U demandada ha prescindido en esta emergencia de la ley 
contrato vidente cu la él*™ en que se intimó el pago, dando 
efecto retroactivo a ia ley impugnaila, que no ha podido de- 
rogar tos efectos de aquélla. 

Por lo expuesto y consirlct aciones legales y de jurispruden- 
cia que contienen los escritos de fs. 6 y 7?, pido a V. E. se sirva 
hacer lugar a la demanda, declarando inaplicable al caso de autos 
la ley dv Noviembre 15 de 1923, 

Horúav K. Lamía. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA < l > 

Bueno» Aires, Mano 14 de 1930. 

Y Vistos: Estos autos seguidos por la Compañía Andina 
de Electricidad conrta la Provincia de San Juan sobre devolu- 
ción de tina suma de dinero, de los que resulta : 

Que a fs. (i y con los documentos precedentemente agrega- 
dos, la Compañía Anónima referida promueve demanda contra 
la mencionada Provincia por devolución de la suma de trece mil 
cuatrocientos sesenta y nueve i>esos. cincuenta y tres centavos 
moneda nacional ($ 13.469.53), intereses y costas, que le lian si- 
do indebidamente cobrados ]x>r impuesto a la inspección de so- 
ciedades anónimas establecido por ley de la Provincia de fecha 
15 de Noviembre de 1923, pagado 1»ajo protesta por ser ilegal 
el cobro c inconstitucional la ley citarla. 

Que tratándose en el sub Üte de una demanda instaurada 
por una sociedad anónima vecina de la Capital Federal, conua 
una provincia, por devolución de sumas de dinero percibidas me- 
diante la inobservancia de un contrato-concesión en virtud del 
cual la actora realiza el servicio de alumbrado de la ciudad de 
San Juan, surge la competencia originaria de esta Corte por ra- 
zón de las personas y de la materia, de acuerdo con la Constitu- 
ción, la ley y la jurisprudencia de este Tribunal. 
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Oue el 2 de Jiilíq de 1^06 y por ante escribano público de 
la Provincia, los señores Tomás Hales hijo, Luis Ugarte y José 
Scjjovia. formaron una sociedad para explotar el negocio de luz 
y fuerza motriz, celebrando con las autoridades de San Juan 
un contrato-concesión por el cual la sociedad tomó a sil car^o 
el servicio de alumbrado y fuerza motriz de la ciudad y la le- 
gislatura exceptuó de todo impuesto a la empresa referida por 
el término de 20 años, dictando al efecto la ley de 1.1 de Julio 
de 190u. promulgada jMir el Poder Kjecutivo el lo de Julio 
del mismo año, 

Oue retirados de la suciedad los señores Mates y Segovia. 
qu«fó (Ha constituida |»or don Luis Ugarte. don Francisco Sa- 
ta tk- y dotl Rogelio Fernández, quienes a su vez transfirieron sus 
acciones y derechos a la Compañía adora: y notificada esta 
transferencia al Gobierno de la Provincia demandada, el Poder 
F.jmitiv» dictó el 6 de Febrero de 1913 un decreto |X)r el que 
aeepia la transferencia hecha a favor de la Coim,wiñia Andina de 
Hlect r¡cidad de todas las concesiones, ele, míe aquéllos tenían 
en la Provincia, referentes a la producción y explotación de luz y 
fuer/a. lo que vale decir i[ue tales derechos se transfirieron con 
el constituí liento expreso de la Provincia, cmn prendidos los que 
derivan de la citada ley de 1.1 de Julio de 1906, cuyo art. I v libera 
a la empresa concesionaria del pago de todo impuesto por el tér- 
mino ile veinte años. 

Oue el Puder Kjecutivo fie la Provincia demandada obligó 
n la actora a pagarle la cantidad de 13,469 pesos.53 centavos 
nacionales en concepto de impuesto a la inspección de socieda- 
des anónimas, correspondiente a los afms y \924, pago 
r|We se hizo tajo formal protesta que se notificó al Poder Eje- 
cutivo, 

(Jue del análisis de los hechas expuesto*, se deduce la ¡le- 
gatidad del i>ago que la actora ha sido obligada a realizar, toda 
ve/ que estando por la ley exceptuada de todo impuesto durante 
20 aftos, v habiéndose declarado |>or decreto del mismo Gobierno 
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de la demandóla, que la exención de pago de todrr impuesto 
fiscal alcanza en el caso hasta el 13 de Julio de 1926, es lega - 
mente inadmisible que pendiente el término de la exenaón se la 
obligue a pagar el impuesto de inspección de que se trata. 

Que adquirido por la Compañía Andina de Electricidad el 
derecho a la exención de impuestos ]x>r el término de 20 años, y 
atento a que el Código Civil establece que las leyes disponen para 
lo futuro y no tienen efecto retroactivo ni pueden alterar dere- 
cho adquiridos, es evidente la ilegalidad del cobro efectuado en 
el ca^o por aplicación de la ley de inspección aludida, desconocien- 
do derechos adquiridos en virtud de una ley anterior, tanto mas 
cuanto que se trata de una ley especial de fomento que forma 
parte de un contrato-concesión, y dicha ley, que no ha sulo de- 
rogada por la de inspección citada, que es inconstitucional en el 
caso porque recae sobre una sociedad anónima con personería 
jurídica otorgada por el Gobierno Nacional y sometida a su sola 
jurisdicción, de acuerdo con expresas disposiciones del Código 
Civil íart. 90, incisos 3'-' y 4>>, asi como el Código del Comercio 
(arts. 57 y 00) y del decreto del Ejecutivo Nacional de 17 de 
N iviemhre de 1908 sobre inspección de sociedades anónimas. 
Además dicha lev es atentatoria de la garantia constitucional de 
igualdad v proporcionalidad de las cargas impositivas, pues a 
una sociedad en la situación de la actora la coloca en condiciones 
desventajosas para competir con las sociedades cuya personería 
jurídica emana de las autoridades provinciales y que solo pagan 
pur la ir. sección el impuesto local, consideraciones y anteceden- 
tes en cuya virtud procede que se condene a la Provincia de 
San Juan a la devolución de la suma demandada, intereses y 
costas. 

Que conferido traslado de )a demanda, fs. 17 vta. r la Provin- 
cia la contesta, f s. 28, exponiendo : 

Que reconoce que el pleitu instaurado es una consecuencia 
de actos emanados del Gobierno de San Juan en uso de facul- 
tades v derechos indiscutibles, y en consecuencia, tanto par ra- 
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zón eje la materia como de las personas, procede la jurisdicción 
originaria de esta Corte, de acuerdo con lo que dispone la Cons- 
t Unción y leyes que rigen la materia ; y reconoce asimismo, en 
lo substancial, los hechus expuestos. 

Que como se ha dicho al contestar la demanda relativa al 
impuesto de la ley de sellos, la ley-contrato de 13 de Julio de 
1 ( M exime, en efecto, a la compañía demandada del pago de 
impuestos, pero según ésta, crea en su beneficio un privilegio 
tan absoluto como exhorhitante. la de literaria de todas las con- 
tribuciones que ]Hir cualquiera circunstancia se vea obligada a 
satis facer. 

tjue esa exención de todo impuesto tiene por la ley, por la 
doctrina y la jurisprudencia, un alcance tan claro como restrin- 
gido, y solo se ha ixxlido tener en menta en el caso, los im- 
puestos que como empresa suministradora de luz [ludieran corres- 
ponder le, [wro no colocar a los contratantes al margen tle toda 
ley. sea la de papel sellado, sea la de contribución directa como 
propietarios de inmuebles, etc. 

Que concreta la defensa t>or el momento a lo que queda cn- 
presado. tiara afirmar que la Provincia de San Juan ha procedi- 
do en el caso con la mayor corrección y honestidad, sin violar el 
contrato ni la lev: y se reserva el derecho de fundar más amplia- 
mente el caso en la debida oportunidad, para dejar entunces de 
manifiesto el error en que se ha incurrido al entablar esta de- 
manda que pide sea desest imada, con costas. 

Que abierta la cansa a pruela (fs. 30 vta.) y producida la 
que acredita el certificado de ís, 74. se presentó por la j jarte 
actora el alegato de fs, 77 y se llamó auto?, para definitiva ,fs. 
Si vta.) 

V Considerando: 
Que atentos los términos en que se ha trabado la litis, con 
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la concreta exposición ele los hechos por la parte actora y el re- 

conocimiento, en general, de los mismos por la parte 

la cuestión a resolver en el caso se reluce a determinar la mayor 

O menor extensión que correrla asignar a la exoneración de 

impuestos acordada por la ley respectiva a h empresa 

ua'ia. y que ésta invoca como antecedente fundamental de su 

derecho. 

Ouc, en efecto, la sociedad actora afirma y prueba que ha 
sido premiada por el Gobierno de la Provincia demandada al pa- 
go de impuestos que verificó bajo protesta y reserva expresa 
de la acción de repetición que intenta, y alega ser titular de una 
concesión otorgada mediante una ley-contrato que la exime del 
pago de tales contribuciones fiscales ,*r termino vigente a la 
¿poca del cobro; y a su vez la representación de la I rovincia 
asintiendo a los hechos relacionados en lo relativo a la constitu- 
ción de la sociedad anónima demandante, a la ley provmc.al alu- 
bia, a la exención de impuestos y su término, sostiene sin em- 
bargo que en dicha exoneración no están comprendidos en abso- 
luto todos lo. impuestos, pues la ley de concesión solo ha podido 
referirse a las cargas impositivas que a la concesionaria como- 
suministradora de luz y energía eléctrica pudieran corres t «>nder- 
le. y no a los c,ue graven otros actos en que la Compañía Eléctri- 
ca no actúe en tal carácter. 

Oue esta argumentación de la defensa de la Provincia es teó- 
ricamente exacta, v procede en consecuencia examinar si es 
aplicable al *** judies. La cláusula exoneratoria de la ley pro- 
vincial citada, al establecer que se concede exención de todo im- 
puesto a la empresa de luz y fuerza eléctrica por el termine» de 
veinte años, no la exime del pago de las contribuciones a que 
puede estar sujeta en razón de otras actividades que no se re- 
lacionan directamente con la industria o comercio que ejerce o 
con el servicio público que presta, y que lia determinado, sm du- 
da la exención acordada. Lo que no resulta aceptable m aparece 
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demostrado en el cuso, es que el foipuesto de sello* a las factu- 
ras del consumí i de energía eléctrica y el de iuspecriim (le la 
sociedad actora. recaigan sobre actuaciones o se refieran a con- 
ceptos leíale.* independientes o ajeno* a los fines que instituyen 
la empresa exonerada de todo gravamen. El cobro del consumo 
de energía eléctrica suministrada, es una derivación inmediata 
de la actividad industrial aludida, a tal punto vinculada a la 
m¡-mu, que sin él no podría subsistir; y en cuanto a la insi>cc~ 
ción, recae directamente sobre la actuación y los negocios de la 
sociedad anónima como empresa o Comjiañia Andina de Elec- 
tricidad, titular de los derechos y Franquicias míe le acuerda la 
ley provincial invocada. 

Une en tales eondietunes, por restrictivo eme sea el criterio 
r]e interpretación que se aplique al juzgar este caso de privile- 
gio, ¿triclissimi jnrit. uo es posible considerar que están fuera 
di- la exención lega! concedida los impuestos que originan el 
proriiu- litigio, y menos si se tiene en cuenta que se trata tic 
una ley de fomento en procura de un beneficio público y que 
eu concepto del mismo (iobierno de la Provincia demandada es 
ampliamente liberatoria de toda clase de impuestos fiscales (de- 
creto de 1.1 ile Abril de 191N. fs. 77, ex|)cdientc X" 9(i). y debe 
ser interpretada con criterio de amplitud concurrente con Tos 
propósito* de interés general que la determinan (decreto de No- 
viembre 17 de 1020* ís. 80, expediente citado). 

ÍW estos fundamentos, los de la jurisprudencia de esta 
Corte en casos semejantes (Fallos: tomu 156, pág. 153 y los allí 
Atados) y «ti* rúenlo con lo dictaminado por el señor Prncura- 
d.ir l ¡-enera! . consideraciones de las que resulta innecesario el 
pronunciamiento solicitadu sobre inconstitucionalidad de la ley 
provincial fie inspección tic sociedades anónimas, se hace lugar 
a la acción deducida, debiendo, eu consecuencia, la Provincia de 
San Juan devolver en el término de veinte días a la adora. 
Compañía Andina de Ulcetrieídad, la suma demandada y sus 
intereses a estilo de los que cubra el Banco de la Nación, con- 
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tados desde la notificación de la demanda, sin especial conde- 
nacin en costas, atenta la naturaleza de la cuestión resuelta. 
X utii Uniese y repuesto el papel archívese. 



Repetto. — R, Guido Lav 
— Antonio Sagarna. 




(1) En la misma fecha la Corte Suprema se pronunció en 
¡(rita) sentido en otra causa seguida entre las mismas partes, por 
idéntica 



Don Leonardo ^ereyra Iraola contra la Provincia de Buenos 
Jircs, por ¡ttconstitucionalidad de, ta ley ¿V 3.915. (Camina 

Sumario: La impugnación de inconstitucionalidad formulada 
contra la ley de la Provincia de Buenos Aires, de ,30 de Di- 
ciembre de 1907, sobre construcción del camino pavimen- 
tado de La Plata a Avellaneda, fundada en ía transgresión 
fjuc imjjorta gravar especialmente determinados inmuebles 
para cubrir el costo ele una obra que no los beneficia de 
un modo especial, porque se trata de una obra de casi ex- 
clusivo interés general, vulnerando así el principio de igual- 
dad como lose del impuesto y dv las cargas públicas, es 
igualmente admisible, formulada contra la tey de la misma 
Provincia, N* 3.915 del 17 de Febrero de 1927, modifica- 
toria de la del año 1907, ( Véase el fallo publicado en el to- 
mo 138, pág. 183). 



Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



426 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Marao 20 de 1ÍÍ2Í). 



Don Leonardo y don Martín Pt' rey ra Iraola demandan a la 
Provincia de Buenos Aires para cute se declare la inconstitucio- 
nalidad <1c b kv provincial N» 3.915. de 17 de Febrero de 192/. 
que intpiijína como violatoria de los arts. 16 y 17 de la Constitu- 
ción Nacional v pide se la condene a devolver una suma de di- 
nero pagado lujo protesta como contribución impuesta por la 
íey atacada. 

La provincia contestó la demanda limitándose a reconocer la 
existencia del W o. bajo protesta, de lo que se reclama, así co- 
mo la autenticidad de la liquidación presentada por el actor so- 
bre el .nonio de !a deuda. Kefíó los demás hechos afirmados en 
la demanda, sosteniendo que los actores recibieron en sus inmue- 
ble< un |*>sitivo beneficio con la construcción del camino pavi- 
mentado, por lo que la lev imputada era constitucional. No pro- 
dujo prueba al respecto ni alegó posteriormente en su defensa. 

Para costear el camino pavimentado que une las ciudades 
de I-a Plata v Avellaneda, por la ley de 30 de Diciembre de 1907, 
la Provincia de Buenos Aires creó un distrito especial limitado 
,H,r dos líneas i .arab ias que corren a 1.500 metros de uno y 
Mrb lado del camino v dispuso que los propietarios de los in- 
muebles ubicados en ese distrito pairan el 70 % del valor total 
de la ubra. 

V. K. en i\ caso de Martín Pereyra Iraola contra la Pro- 
vincia de Huvnos Aires (tomo 138. pag. NU), declaró, por pri- 
mera vez. que el sistema de contribución establecido |K>r la ley 
referida de 1^7. era vinlaloria de la garantía constitucional 
establecida en el artículo 17. 
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La ley que ahora impugnan tos actores modificó la de 1907 
en sus arts. 6, 8 y 9, disminuyendo en este último artículo el 
porcentaje a cargo de los propietarios comprendidos en el dis- 
trito especial, del 70 al 40 

Dicha ley 3.915, atacada por los actores, grava las propieda- 
des ubicadas en un distrito ocasional, entre ellas las de los se- 
ñores Pereyra Iraola, st> pretexto de una obra pública de benefi- 
cio local que presume lieneficia particularmente a dichos in- 
muebles. Se trata, pues, de una contribución o tasa de mejoras 

]¿i contribución de mejoras establecida por la citada ley 
3.915 carece, en mi opinión, de los requisitos esenciales de esa 

Ivu efecto, en la causa Pereyra Iraola contra la Provincia 
de Hítenos Aires (tomo 138, pág. 183) V. E. dijo con referencia 
al mismo camino: "La obra para cuya construcción ha sido esta- 
blecida la contribución impugnada no reviste, por su naturaleza, 
los caracteres fie una mejora local o destinada a beneficiar espe- 
cialmente un sitio o región determinada. Es un camino general, 
abierto y pavimentado con el proj>ós¡to de facilitar las comuni- 
caciones de la Capital de la Provincia con uno de los 1 princip- 
ies centros de población de la misma y con la Capital de la Na- 
ción, es decir, una obra de evidente y casi exclusivo interés ge- 
neral", y agregalwi Y. E. más adelante: 'Teniendo en cuenta 
estas consideraciones no es posible aceptar como una conclusión 
lógica que el camino pavimentado entre I-a Plata y Avellaneda 
sea construido casi totalmente a expensas de los propietarios de 
inmuebles vecinos a dicha obra pública, wj color de beneficio lo- 
cal, cuando por el propósito que ha inspirado su construcción y 
por la dedicación de los terrenos que atraviesa en su mayor ex- 
tensión, se trata evidentemente de una obra característica de in- 
tereses y beneficios generales" (pág. 184), 

Kl carácter de obra pública, de interés general reconocido 
al camino pavimentado en cuestión impide legalmente a la Pro- 
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viñeta demandada gravar a unos pocos propietarios en beneficio 
,| t . la comunidad, pues ello importaría violar la garantía que acuer 
da d art. 16 de la Constitución Nacional, en cuanto dis^me »a 
igualdad l^ra cargas públicas. 

Por otra parte, la lev impugnada grava a cada una de las 
propiedades afectadas en forma mecánica, sin referencia al ma- 
yor vaW o beneiiem real que la pipi púl>li™ |Hidicra producir 
y hace éfsmé& la contribución de cada inmueble del mayor 
mencir coste» del camino. 

Ese sistema de tasa, en mi opinión, es notoriamente falto de 
equidad y viola abiertamente el derecho de propiedad garanti- 
zado por' el art. \7 de la Constitución Nacional, desde que exige 
a los propietarios una contribución que no guarda proporción 
razonable con el presente beneficio conferido. 

|'..r estos fundamentos y los expuestos por % & en el re- 
cordado &¡aia de Martín Perevra Iraola contra la misma Provin- 
cia de Buenos Aires (tomo 138. pág. 161 >. considero que la ley 
provincial N adolece de los mi>mos vicios que la ante- 

rior y viola las garantías acordadas por los arts. 16 y 17 de la 
Constitución Nacional. 

Soy. por ello, de opinión, que corresponde hacer lugar a la 
uiconstitmioualidafl alegada, atento lo dispuesto por el art. 31 de 
la Constitución Nacional. 
Tal es mi dictamen. 

Horado R. Lanrta. 
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Buenos Aires, Marzo 12 du 1U3Ü. 

V Vistos: 

Los seguidos pir los señores Leonardo y Martín Pereyra 
Irania contra la Provincia de Buenos Aires sobre inconstitucio- 
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nulidad de la ley provincial X" 5.915 de 17 de Febrero de 1927. 
y devolución a los actores de la suma de cuatro mil doscientos se- 
tenta y nueve pesos «ni diez y seis centavos nacionales. pagados 
por concepto del impuesto que dicha ley establece, de Ins que 
resulta : 

One a fs. 17 y con los documentos prcadcnunuMiu- agre- 
gados, el señor Prudencio K. Fernández cu representación de 
los señores IVrcyra Irnula entabla demanda contra i;i Provincia 
referida pút devolución de la expresada suma que dice indebida- 
mente cobrada por aplicación de la ley aludida, que importa 
como contraria a los artículos 16 y 17 de la Constitución Nacional; 

Al fundar la demanda, expresa, entre otras consideraciones: 
que declarada por esta Corte la inconstitucional idad de la ley 
provincial de 30 de Diciembre de 1907 sobre construcción de un 
camino pavimentado de La Plata a Avellaneda. *e ha intentado 
corregir dicha afectación de inconstilucionalidad modificando 
por la nueva ley varios artículos de la anterior, en los que se 
mantiene la imposición de la contribución sobre una extensión 
de 1.500 metros dividida en tres zonas de 500, pero retajando 
la proporción o porcentaje con que tos particulares han de con- 
tribuir al costo de la obra. 

Que en virtud de esa nueva ley» a los actores se les exige 
una contribución de $ 482.6X1,11 centavos moneda nacional |K>r 
la superficie de 1,723 hectáreas, o sean 280 pesos por hectárea, 
derivando de éste y otros conceptos, que la nueva ley no produce 
resultados substancial mente distintos de los alcanzados por el sis- 
tema de la ley primitiva declarada inconstitucional. 

Que la nueva contribución se caracteriza como la anterior 
por la circunstancia de que el impuesto recae solamente sobre 
determinada zona, aplicándose el sistema de tasa de mejoras es- 
tablecido en Inglaterra y Estados Unidos i>ara los inmuebles 
particularmente favorecidos por una obra de l>eneftcio local, y 
en tales condiciones, esc sistema cuya aplicación en principio no 
se niega a la Provincia de Buenos Aires, es constitucionalmente 
impracticable en el caso, por cuanto el camino público de que 
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se trata no 



, es de beneficio local, sino de interés general, para 
comunicar dos grandes centros de población, como lo acreditan 
diversos antecedentes v circunstancias que se citan, como se h;i 
establecido v declarad., por esta Corte al resolver el juicio sobre 
aplicación de la primitiva ley de 1907 y como se ba rat.fieado 
en los demás fallos recaídos en casos de la misma especie sobre 
contribuciones derivadas de la misma obra pública. 

Oue el impuesto en cuestión no consulta el beneficio local 
que el camine, puede haber producido; absurt* una gran parte 
de las propiedades afectadas u su pago; se ha establéenlo arbitra- 
riamente, sin conocimiento ni del beneficio, ni de la equivalen- 
cía del mismo con el monto de la contribución, pues no se han 
praeticado las investigaciones necesarias al efecto; y, en conse- 
cuencia, una lev que hace depender el monto del gravamen, no 
del beneficio real que pueda otorgar a las propiedades cruzadas 
por el camino, sitió del mayor o menor costo del total de la nhra, 
yutoeia la inviolabilidad de la propiedad desde .pie toma una par- 
te de esta sin compensación, por medio de un impuesto de ca- 
rácter arbitrario, opresivo y eoníisealorio. correspondiendo a la 
justicia remirar esa transgresión .le acuerdo con los anteceden- 
tes <pte se invocan de la jurisprudencia argentina y americana. 

( lúe aplicando las conclusiones de una y otra jurisprudencia 
al cas- de autos, se debe establecer que la ley de 1927. semejante 
eu mí esencia a la de 1»J07, que jhhic a cargo de unos pocos pro- 
pieiarios la casi totalidad del eo>lo de un camino rural de mu- 
ehos kilómetros, que distribuye la carga arbitrariamente dentro 
■ ie una sena también arbitrariamente fijarla, sin referencia al be- 
neficio efectivo que cada propietario obtenga de la construc- 
ción del camino v sin dar a los interesados o^rtunidad pa*S¡ dis- 
cutir la existencia e importancia del supuesto beneficio, una tal 
¡«y viola el derecho de propiedad, l*>r.pie priva id propietario 
de >ns bienes sin la sentencia judicial que requiere el art. 17 de 
la Onistitueión. 

(Jue la misma ley impugnada al tomar una parte conside- 
rable de la propiedad de los actores, sin 
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|)ara costear una obra pública de interés y beneficio general, 
que es aprovecliada principalmente por gran cantidad de habi- 
tantes del país exentos de toda contribución para dicho camino, 
viola evidentemente el principio de la igualdad ante la ley y 
para las cargas púúlicas establecidas en el art 16 de la Cons- 
titución. 

One. en consecuencia, pide que se haga lugar a la acción 
deducida, con costas. 

Que coní crido traslado de la demanda (fs. 33 vta.), la Pro- 
vincia la contesta a fs. 42: reconoce que el actor ha efectuado 
Imjo protesta el pago a que la demanda se refiere, y que es 
auténtica la liquidación de la respectiva oficina presentada sobre 
el monto de la deuda. Niega los demás hechos articulados en la 
demanda; afirma que el actor ha recibido en sus inmuebles un 
positivo beneficio por la construcción del camino pavimentado : 
que es injusta la pretensión del actor de no almiar absolutamen- 
te nada por concepto de contribución proveniente de la cons- 
trucción de esa importante obra que beneficia sus propietlades 
desde 1907, y sosteniendo que la ley impugnada es perfectamen- 
te constitucional, pide el rechazo del juicio promovido con costas. 

Que recibida la causa a prueba (fs. 43 vta.). se produjo por 
los actores la que expresa el certificado de fs. 96, se presentó 
,Hjr la toarte actora al alegato de fs. 97, se agregó a fs, 103 el 
dictamen del señor Procurador General y se llamó autos para 
definitiva. 

Y Considerando: 

Que el presente juicio y el que se invoca como antecedente 
por los actores (Fallos: tomo 138, pág. 161) tienen sin duda una 
correlación fundamental, a tal punto que en realidad el caso de 
autos habrá de resolverse examinando si la nueva ley aplicada 
en el suh judie?, modifica substancialmcnte la ley de 1907 por 
eliminación de las causales- de inconstitucionalidad expresadas en 
aquel fallo, y l»r consiguiente procede la solución que la de- 
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íensa de la Provincia sostiene, o si la ley modificatoria ha de- 
jado subsistentes en todo o en parte las observaciones o reparos 
aludidos, v en consecuencia corresponde aplicar los prmcipios allí 
establecaos para fundamentar y mantener las mismas conclu- 
siones. 

pm- en el fallo de referencia fueron definidos con precisión 
la ,KiTuraIe/a y caracteres especiales que del* revestir un im- 
puesto de la clase del que se trata, consistente en hacer recaer el 
todo o ,*rte del costo de una obra púhlica de beneficio local so- 
bre los inmuebles ,»articiilarmente beneficiados por la obra, cons- 
tituyéndose con dichas propiedad* un distrito impositivo ocasio- 
nal sistema de imposición evidentemente ajustado a derecho, por 
cuanto, según la expresión de un tribunal americano, *si no 
es justo Me unos pocos sean gravados en l>encíicío de lodos. 
tan n x.co lo es que la comunidad sea gravada en liencf.cio de 
unos ixicos," 

Se estableció asimismo, que dada la Índole cxcqicional de 
,ste impuesto, que no se justifica sino por razón del beneficio 
recibido por el emitrihnventc, lógicamente se deduce que para su 
valide/, deben concurrir los dos elementos esenciales siguientes: 
a) nue la obra pública sea de beneficio local, b) que ese benefi- 
,¡u no ,ea substancialmente excedido por la contribución. Pai- 
tando es.* elementos, el impuesto especial no puede sostenerse 
ni como contribución de mejoras, ni tampoco como un impuesto 
común, que supone condiciones de igualdad y de uniformidad 
de que aquél carece. 

fine declarado violatorio de la Constitución el impuesto 
ereado por la lev provincial de 1907. en razón de que el examen 
de los elementos de la causa demostró que la obra realizada 
„„ es de oeneticto Seal *\™ <le evidente y casi exclusivo ínteres 
■ ■cneral. V que además el gravamen impuesto absorvia cast in- 
tegramente la renta que la propiedad afeetnda es susceptible de 
producir. corres,K.nde en el presente litigio, de acuerdo con las 
eon^i.kraciones relacionadas, determinar, como queda dicho, si 
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la nueva ley de 1927. aplicada en el caso, importa o no una modi- 
fioacñm fundamental en la estructura .irónica de la ley pnim- 

tiva ' t¿ j i 

( Hie es inobjetable, désde luego, la observación de que el 

carárUT de contribución o tasa de mejoras que se dio al impues- 
to iKir la lev primitiva, se mantiene en la ley viente, toda vez 
eme MiHiste en ésta la división en zonas estímente afectadas 
al gravamen, limitándose la reforma a la rebaja o disminución 
del percentaje exigible al contribuyente, con el loable proposito, 
sin duda, de eliminar del impuesto el defecto de confíscalo™. 

En tales eoudiciones. v aún en el supuesto, que- los actores 
no admiten, de que la relxija de la carga inu>osiliva determine 
.u procidencia en enante, al monto «le la misma, queda entretan- 
tu en pie ta impugnación de inconstitucionalidad fundada en la 
transgresión que Ím,H>rta gravar especialmente determinados m- 
mnebles iKira cubrir el costo de una obra que no los Uwficta de 
modo especial, porque, como el fallo recordado lo expresa, se 
trata de una obra de casi exclusivo interés general. Ejl tal caso 
el gravamen que recae sobre algunos l*uefÍcianos y deja exen- 
tos a los demás, vulnera el principio de igualdad cuino base del 
impuesto v de las cargas públicas. 

Oue las precedentes consideraciones jxineu de manifiesto 
m la reforma de la ley de 1907 no tiene toda la eficacia en 
que sin duda se lia inspirado el propósito de su sanción, hl mayor 
pontaje lomada de reutas generales, no resuelve la cuestión 
deja subsistente, en pro,^rción mas o menos elevada un 
'rravamen especial sobre determinadas zonas, que ya han con- 
írílmido a la formación de esas reutas generales, y qm aparecen 
u, cnns,cueneia en condicione* de evidente des.gnaldad tributa- 
ria V estas conclusiones no significan más favorécelas que 
..tras por la obra pública aludida, y que. en consecuencia, en con- 
dicium-s de evidente desigualdad tributaria. V estas concUtsumes 
m simufican el desconocimiento de que algunas propiedades ba- 
van sido más favorecidas que otras por la obra publica aludida, 
"v que. en consecuencia, es razonable y jnsto que contribuyan en 
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proporción de ese mayor beneficio, contribución que segura- 
mente se |htcíI»c por medio del impuesto territorial eme crece 
pro |>orcio na luiente al mayor valor <|tte adejiiicre la propiedad in- 
mobiliaria por la influencia, entre otros factores, de las obras 
públicas como la referida, de interés, de Iwncíiciu y de progreso 
general. La grieta tle fs. K)o a 121 dé los citados auto? sobre 
esta misma materia, agregados a este litigio cunto prueba, de- 
muestra la praclicabitidad tle los cálculos sobre tales beneficios 
y ta valorización consiguiente de la tierra, elementos necesarios 
para la fijación razonable del impuesto, tute consulte el interés 
fiscal sin menoscatvo fie los derechos del contribuyente. 

f'nr £ftg$ Ftmdamentos y los concordantes del dictamen «leí 
>eñor Procurador í.eneral. se declara míe la contribución cobra- 
da a los señores Leonardo y Martin lYrcyra Sraola en virtud de 
la ley provincial X* .VH5 de 17 de l ebrero dr 1^27. es eou- 
iraria al ait. lo de la Constitución, y tpic. en consecuencia, la Pro- 
vincia de 1 íncnn* Aires está ••binada a devolver a los actores, 
dentro del termino de diez dias. la suma demandada de cuatro 
mil doscientos setenta y nueve jrsos con diez y seis centavos na- 
cionales, con los intereses calculados a estilo de los que cobra 
el Banco de la Nación desde la fecha de la notificación de la 
demanda. 1-as costas se pagarán en el orden causadns atenta la 
naturaleza de las cuestiones debatidas. Xotiíítutcse. repóngase el 
papel y ;ircbive>e. 

L FtliUEROA Al.< líkTA. — KoltEKTO 

Rki'ktto. — R. Guido La valle. 
— Antonio Sacahxa. 

1 1 ) En calore* del mismo la Curte Suprema, por los f unda- 
mentos de la sentencia que precede si* pronunció en igual sentido 
en tus causas seguidas por don Francisco A. Roinay y don Emilio 
Meyer Petlc>tTÍni, por idéntica causa, contra la misma provincia. 



